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Introducción

“Tampoco hablaré de los mayores porque, además de que son repulsivos y no 
merecen el amor, tienen una compensación: han comido la manzana y cono-

cen el bien y el mal, son como dioses. Y la siguen comiendo”.

Fiódor M. Dostoievski
Los hermanos Karamázov

Este libro trata sobre el proceso dominicano de consolida-
ción democrática. Su foco de atención se concentra en el 
período comprendido entre los años noventa del siglo 

XX hasta nuestros días. Una parte del material aquí reunido fue 
publicado entre 2008 y 2015, pero un alto porcentaje del conteni-
do es inédito, escrito particularmente para el presente texto. Pese 
a su heterogeneidad, un hilo conductor unifica los capítulos: la 
preocupación por el sistema de partidos en República Dominica-
na, a partir del reconocimiento de que, en el llamado proceso de 
consolidación democrática, paradójicamente se ha venido ponien-
do en peligro las conquistas mismas de la transición democrática 
iniciada en 1978.1

1	 La idea de que en 1994-1996 en República Dominicana se inicia una fase 
de consolidación democrática se desarrolla en los capítulos II y III, pero 
adelanto que al respecto el ex Presidente Leonel Fernández ha planteado 
la tesis de que este proceso se inicia con su ascenso al poder en 1996, so-
bre todo con su regreso al mismo en el año 2004. El argumento es por lo 
menos incompleto y sobre todo impreciso, pues oculta las premisas que 
pueden explicar la propia tesis. Si asumimos la consolidación democrá-
tica como un momento caracterizado por cambios institucionales en el 
Estado, en rigor la consolidación —si es que la ha habido— se inicia como 
una paradoja, pues en 1994 se produjeron las reformas constitucionales 
y políticas en el sistema electoral y en la justicia, a partir de las cuales se 
frenó la política del fraude en el sistema electoral y comenzó a producirse 
en el país importantes cambios para autonomizar la justicia del tutelaje 
del Poder Ejecutivo, como fue la creación del Consejo Nacional de la Ma-
gistratura; procesos todos productos de la crisis desatada por el fraude 
electoral de ese año contra José Francisco Peña Gómez, perpetrado por 
Balaguer y su PRSC. Las elecciones de 1996 en su formato de doble vuelta 
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En este libro se insiste en los peligros de la clientilización de la 
política dominicana. Sin embargo, a diferencia de otros enfoques y 
perspectivas que sobre el proceso político dominicano contempo-
ráneo se plantean, afirmo que lo central para entender la debilidad 
de ese proceso de construcción democrática, en su llamada fase 
de “consolidación”, no debe sólo, ni principalmente, ir a buscarse 
en su creciente clientilización, asunto sin lugar a dudas relevante, 
significativo y cuya superación es de alta prioridad. Insisto en que 
la clave del problema planteado por el clientelismo generalizado 
hay que buscarla en el manejo neopatrimonialista del Estado por 
parte de las élites que controlan sus aparatos. A ello se unen los 
vicios y arraigo en la cultura política del faccionalismo que sufre 
el sistema de partidos. Es la conjunción de ambos elementos lo 
que ha potenciado el recurso al clientelismo como mecanismo de 
construcción de lealtades; de búsqueda de legitimidad política y 
de estabilidad del propio sistema de partidos.

El manejo neopatrimonial del Estado en sus aparatos e insti-
tuciones ha llegado a un virtuosismo instrumental de tal enverga-
dura, que ha convertido sus programas sociales en una verdadera 
maquinaria productora de lealtades; ha convertido las conquistas, 
que en materia de seguridad social se han producido en cincuenta 
años, en verdaderos instrumentos de control y dominio de las vo-
luntades políticas de los electores. Sobre todo ha producido una 
asombrosa dispersión del cuerpo ciudadano organizado (sociedad 
civil), que en su generalidad anula su potencial de acción política.

son un producto de esas reformas y sobre todo de esa crisis. Salvo el 
nombramiento de nuevos jueces en la SCJ entre 1996-2000 no hubo mayo-
res cambios institucionales. Lo que se inicia a partir del regreso al poder 
de Leonel Fernández en el 2004 no es la profundización de la moderni-
zación institucional del Estado, sino su deterioro. Por otro lado, a partir 
del 2010, tras la reforma constitucional de ese año, la práctica histórica 
muestra que el Poder Ejecutivo ha profundizado su dominio del poder 
judicial, no sólo en la SCJ, sino en las altas cortes en su conjunto (SCJ, TC 
y TSE), e incluso en la JCE, cambios todos muy alejados de una reforma 
política modernizadora que señale la presencia de un efectivo proceso de 
consolidación democrática. 
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Hoy día la política de facción de los partidos impide una re-
lación de las organizaciones políticas con la sociedad en base a 
propuestas y opciones coherentes; pone de espaldas a la élite polí-
tica respecto a la sociedad; anula en la práctica el vínculo que une 
al ciudadano con el orden político y, de hecho, convierte al ente 
político en un sujeto aislado, en un verdadero cliente del merca-
do político. Esto desmoviliza el potencial de acción colectiva de 
las personas, las dispersa en su subjetividad y potencial de acción 
política, al tiempo que conduce al cuerpo social a un dramático so-
metimiento a la facción y su “política”, no ya al cuerpo coherente 
de un sistema de partidos. 

La política en este escenario queda presa de la acción corpo-
rativa de las facciones y, por esa vía, del mercado político que 
controlan los partidos, como del simple interés económico que las 
anima. Sostenida en esa infraestructura de favores es que puede 
comprenderse la fragilidad institucional del sistema electoral do-
minicano: el perpetuo choque de un juego facciones y de partidos, 
sin mayores consecuencias catastróficas para el orden político.

Vista desde esa perspectiva, la llamada “consolidación de-
mocrática”, de la que políticos como Leonel Fernández se en-
orgullecen de haber potenciado, resulta una verdadera charada 
institucional, que esconde la clientilización de la ciudadanía y la 
conversión del hacer política en un juego corporativo de intereses 
particulares que bloquea el potencial de acción colectiva, base de 
una política democrática fundada en una ciudadanía responsable 
y activa.

Si tenemos una preocupación seria sobre el porvenir de la vida 
democrática, es determinante para el discernimiento de la política 
dominicana moderna asumir el debate de la tensión entre valores 
democráticos y cultura clientelista. La conjunción de ambos ele-
mentos produce un ejercicio muy particular de la vida democráti-
ca, que podríamos definir como democracia clientelar.

Pese a la aparente obviedad de su contenido, este concepto 
—democracia— merece una explicación que al menos delimi-
te su alcance. Como régimen político y forma de Estado la de-
mocracia no sólo se organiza como “gobierno del pueblo, por el 
pueblo y para el pueblo”, demanda de un esquema institucional 
que concretice las nociones a las que apunta la definición clásica: 
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participación, decisión popular soberana y mayoritaria y gobierno 
representativo. Los criterios definicionales de Dahl (1993), sobre 
todo, reconocen lo que la democracia requiere para alcanzar su 
propio contenido, pero no establecen una delimitación taxativa, 
mirándola como un permanente proceso de ajuste, competencia 
y negociación, entre las élites (poliarquías). Autores como Lipset 
(1987) y Macpherson (1991), por caminos distintos, clásicamen-
te han apuntado al hecho de que este régimen político no puede 
sostenerse únicamente en sus componentes procedimentales, re-
quiriendo un diseño institucional que contemple la cuestión de la 
igualdad social; aunque autores como Sartori (1989) insisten en 
que basta con la dimensión propiamente política (la competen-
cia por la representación) para el reconocimiento del contenido 
democrático de un régimen, siguiendo el camino procedimental 
abierto por Schumpeter (1984). 

En este escenario la contribución de O´Donnell insiste en el 
lugar ocupado por el Poder Ejecutivo en las democracias lati-
noamericanas, particularmente la figura presidencial. O´Donnell 
(1994) califica la modalidad latinoamericana de desarrollo demo-
crático como delegativa, admitiendo de entrada dos cosas propias 
de ese tipo de experiencia democrática limitada. El primer asunto 
es institucional: la preeminencia del poder presidencial sobre el 
congresual,2 lo que de suyo dificulta la articulación de mecanis-
mos idóneos de rendición de cuentas y de equilibrios políticos 
que aseguren la participación pluralista. El otro asunto es socio-
cultural, puesto que de suyo el carácter delegativo existe como su 
principal contenido definicional en este tipo de experiencia de-
mocrática porque no sólo los poderes del Estado se subordinan al 
poder presidencial, sino porque en la propia sociedad los actores 
hacen un ejercicio análogo que consolida y fortalece ese poder. 
Estos dos rasgos dejan poco margen a un proceso institucional de 

2	 En el modelo de O´Donnell el lugar del sistema de justicia no queda claro, 
pues la lógica “delegativa” no sólo termina gravitando en las decisiones 
congresuales, tiende también a condicionar las decisiones del poder judi-
cial, precisamente en aquellos puntos que afectan al poder presidencial 
en asuntos graves como la rendición de cuentas y sobre todo el tema de la 
corrupción. 
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creciente consolidación, introduciendo de manera más o menos 
permanente la incertidumbre a que conduce el sostenimiento del 
régimen político en figuras providenciales, líderes carismáticos y 
grupos de poder, más allá de los acuerdos formales en el seno de 
las organizaciones políticas, y más acá de los propios resultados 
de la acción electoral.

Es por esta vía que la preocupación por el liderazgo carismá-
tico, la movilización populista y el clientelismo, aparecen en la es-
cena política como componentes más o menos generalizados de la 
práctica delegativa de la democracia latinoamericana. La cuestión, 
desde cierto ángulo, es sencilla; desde otro, es extremadamente 
compleja. Por el primero, la preeminencia de la figura presidencial 
se sostiene en una cultura política que hace de los hombres fuer-
tes, los componentes articuladores centrales de la unidad de lo 
político. En ese sentido, en la democracia latinoamericana hay de 
manera recurrente la presencia de un componente autoritario que 
amenaza la práctica pluralista y el ejercicio competitivo mismo de 
la política democrática (Rouquié, 2011). Por otro lado, la preemi-
nencia del presidencialismo nos retrotrae a la preocupación webe-
riana en torno a la tensión entre carisma y organización. Vale de-
cir: en nuestro caso el presidencialismo latinoamericano tiende a 
bloquear las formas de desarrollo institucional en el Estado que se 
supone propias del desarrollo democrático. En esa tensión entre 
cultura autoritaria y débil democratismo, entre carisma e institu-
cionalidad política, la construcción democrática se hace inestable 
y queda en peligro recurrente de regresiones autoritarias.3

La democracia latinoamericana, particularmente caribeña, ha 
sido una clásica víctima de la geopolítica, del hegemonismo de 
las grandes potencias que tradicionalmente han condicionado y 
orientado la política local en estos países. Es así que toda la políti-
ca norteamericana hacia el Caribe, tras el triunfo de la Revolución 
Cubana de 1959, quedó condicionada a la estrategia de freno o 
contención de dicha experiencia revolucionaria en el resto de los 

3	I rónicamente, por medio de este componente y la tensión que lo define, 
hay un delgado hilo que conecta la función delegativa del ejercicio políti-
co en las democracias latinoamericanas, como la define O´Donnell (1994 y 
1996), con la movilización populista, tal como la aprecia Laclau (2011). 
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países de la región. Fue el caso de la desaparición de Trujillo de la 
escena política dominicana en 1961. En esa coyuntura, el pragma-
tismo norteamericano subordinó el contenido de sus relaciones 
con el país al imperativo del anticomunismo y concretamente al 
llamado “peligro cubano”. De esta forma, en la práctica y en la 
doctrina, EE.UU. terminó apoyando y estimulando opciones po-
líticas autoritarias en el país entre 1961 y 1978. En ese periplo, no 
sólo manejaron sus redes de influencia sobre las clases dirigentes 
tradicionales, sino que incluso apoyaron un golpe de Estado con-
tra un gobierno democráticamente elegido (el de Bosch en 1962), 
ocuparon militarmente el país para impedir el triunfo de fuerzas 
democráticas y populares en el conflicto armado de 1965, y en 
1966 dieron su abierto apoyo a un régimen autoritario como el de 
Balaguer, heredero de la tradición trujillista, que se prolongó por 
doce años. Sin embargo, al final de los años setenta se produjo una 
nueva situación geopolítica, pues los poderes hegemónicos en la 
región modificaron el esquema de relaciones con los países del 
área, lo que se reflejó en la postura norteamericana respecto a la 
transición democrática dominicana en 1978. De un modelo don-
de predominaba una visión autoritaria que apoyaba regímenes 
de fuerza o democracias autoritarias, Estados Unidos pasó a un 
modelo de relaciones con el Caribe que combinaba los esfuerzos 
neoliberales por el libre comercio y la apertura de la economía, 
con la defensa de los derechos humanos y la apertura democrática 
(Maingot y Lozano, 2005), proceso que de alguna forma se prolon-
ga hasta nuestros días. 

Esto no ha sido ni es un proceso lineal ni homogéneo. Ha sig-
nificado ciertamente un mayor compromiso de los poderes hege-
mónicos con los derechos humanos y el fortalecimiento de insti-
tuciones democráticas en la periferia del sistema mundial, pero lo 
ha sido de manera desigual: mientras en toda Latinoamérica y el 
Caribe este esfuerzo ha sido más o menos generalizado (Rouquié, 
2011; Whitehead, 2002), en Medio Oriente no ha ocultado el apo-
yo a actores autoritarios cuando los poderes mundiales así lo han 
considerado necesario y en Asia —es el caso sobre todo de Estados 
Unidos— han asumido una relación “realista” con China que, al 
tiempo que la apoyan en su incorporación a la economía global 
como la mayor economía de mercado después de Estados Unidos, 
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han decidido no cuestionar a nivel interno la permanencia de la 
política autoritaria en ese gran país asiático (Alí, 2005).

Lo cierto es que en el Caribe la presencia de Estados Unidos en 
la vida económica y política de los estados-nación del área ha sido 
una constante histórica. Pero lo importante es rescatar aquí un as-
pecto correlativo: las crisis internacionales que comúnmente han 
afectado a Estados Unidos repercuten con cierta intensidad en la 
región, no sólo en lo que refiere a sus componentes propiamente 
económicos, sino también a sus elementos políticos y sociales. De 
esta forma, por ejemplo, el período de crisis del sistema capitalis-
ta entre 1920 y 1930 repercutió dramáticamente en los países del 
área, potenciando cambios económicos profundos, no sólo en la 
articulación de sus economías agroexportadoras al mercado mun-
dial, sino también sentando las bases de dictaduras más o menos 
de larga duración, como la de Trujillo en República Dominicana 
(1930-1961) y la de Duvalier en Haití (1957-1984). La Guerra de 
Corea (1950-1953) abrió en el Caribe una buena coyuntura que 
estimuló los inicios de la industrialización por sustitución de im-
portaciones, pero unos años después se abrió un nuevo ciclo polí-
tico que inició con la Revolución Cubana en 1959, continuó con la 
descolonización de países como Jamaica (1962), siguió con la larga 
crisis política dominicana que culminó en una guerra civil y la 
ocupación del país por EE.UU. en 1965, la cual tuvo repercusiones 
globales en el período inmediato a la guerra de Vietnam. Tras el 
inicio de las transiciones democráticas en República Dominicana 
en 1978, los años ochenta vieron el cambio del modelo de relacio-
nes económicas de la región del Caribe con EE.UU., tras la llama-
da Iniciativa para la Cuenca del Caribe (ICC), que potenció el boom 
de las zonas francas de exportación y, de alguna manera, apoyó 
el desarrollo del turismo. Finalmente, tras la caída del muro de 
Berlín en 1989, con la globalización de Estados Unidos, propicia-
ron un gran acuerdo de libre comercio con Centroamérica en los 
años 90, al que se incorporó República Dominicana. En este último 
caso, pese a que las inversiones norteamericanas vieron en esos 
años hasta nuestros días descender su participación, en la práctica 
el libre comercio y las remesas acercaron más la economía domini-
cana a la economía norteamericana, haciéndola más dependiente 
de esta última. 
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En el período más reciente, la realidad es que en la región, y en 
particular en países como República Dominicana, se ha pasado de 
un modelo geopolítico que favorecía los regímenes autoritarios en 
la Guerra Fría a esquemas que favorecen regímenes democráticos 
en la globalización. En ese marco es que debe entenderse la preocu-
pación norteamericana por el tema de los derechos humanos, lo que 
en el marco de la globalización se ha convertido en un eje determi-
nante de sus relaciones con toda la región del Caribe. En ese sentido 
hoy existe una estrecha relación de dependencia y condicionamien-
to de la inserción del país en los esquemas de acuerdos y tratados 
de libre comercio, como el llamado DR-CAFTA, y los acuerdos de 
cooperación para el desarrollo y compromisos de sostenibilidad 
del crecimiento en el sistema de Naciones Unidas, con la afirma-
ción de la democracia en los estados-nación de la región. Esa rela-
ción no es espúrea, obedece a un nuevo ordenamiento geopolítico 
de la región, particularmente vinculado con EE.UU. y las naciones 
que integran la Unión Europea (UE). Es de esta manera que la de-
mocracia se ha constituido en un componente relevante para la ar-
ticulación, no sólo de las propuestas de cooperación norte-sur, sino 
también para el sostenimiento de los mecanismos que articulan el 
libre comercio y la propia expansión económica de Estados Unidos 
y Europa en el Caribe, particularmente hacia República Dominica-
na. Aun así, no puede obviarse que en este enfoque continúa pre-
dominando una mirada esencialmente geopolítica.

Para la República Dominicana un aspecto clave de la política 
democrática globalizada es el generalizado transnacionalismo en 
que se mueve hoy su sociedad. Lo cierto es que hoy día la diás-
pora dominicana cumple un papel de primer orden en la articula-
ción del Estado-nación dominicano con los Estados Unidos. Hoy 
día, la economía dominicana, más que en la fase de desarrollo ex-
portador y de industrialización por sustitución de importaciones, 
depende de su conexión con la economía mundial por la vía del 
comercio, las remesas, el turismo y las zonas francas, siendo su 
socio principal el gran vecino del norte. Con ello va unido la cons-
titución de una diáspora dominicana en ciudades como New York 
y Boston en Estados Unidos, que ha pasado a ser un componente 
determinante de la política de partidos en República Dominicana, 
en aspectos como el financiamiento de campañas, la conexión con 
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la política local de New York, Boston y otras grandes ciudades 
norteamericanas, y sobre todo en lo que tiene que ver con el gran 
movimiento de remesas de los dominicanos y dominicanas hacia 
el país. Por su parte, la inmigración sobre todo de nacionales hai-
tianos, se ha convertido en un componente intrínseco del mercado 
laboral dominicano. De esta forma, la nación dominicana se ha 
transnacionalizado, económica y políticamente, lo que ha redibu-
jado su perfil socio-cultural, en ámbitos como las esferas del con-
sumo, los estilos de vida más ligados a las interacciones cotidianas 
con el exterior, las expectativas de movilidad social, e incluso has-
ta la manera en que la gente se divierte.

En el caso dominicano, un elemento particularmente signifi-
cativo es el ajuste (¿funcional?) entre la ausencia de una políti-
ca de bienestar en el Estado y el rol que pasan a desempeñar las 
remesas como una fuente compensatoria en los hogares pobres, 
principalmente los dirigidos por mujeres, en aspectos específicos 
como la educación de los niños, la salud de los envejecientes y en 
general la asistencia al hogar en la demanda de bienestar en sus 
funciones básicas. Este es un asunto poco estudiado que requiere 
más investigación, pero me parece razonable admitir que, ante esa 
realidad, por lo menos en el caso de los hogares que reciben las 
remesas, el Estado ha podido “ausentarse” de la función de bien-
estar sin mayor temor al conflicto social. A mi juicio, este aspecto 
es importante para poder comprender la baja e inestable conflic-
tividad social como reacción crítica al Estado, al tiempo de que la 
maquinaria estatal, con sus programas focales de asistencia a los 
pobres, logra efectos milagrosos en lo que podríamos llamar la ló-
gica del control social. Este es un componente determinante para 
comprender la capacidad estatal para dirigir recursos a funciones 
predatorias de sus élites en el erario público, pues de no existir 
dicho recurso muy posiblemente los mismos tendrían que dirigir-
se a cubrir necesidades urgentes, evitando así mayores presiones 
sociales. De esta forma, el transnacionalismo ciudadano y la glo-
balización de los mercados laborales, a escala regional y global, no 
sólo estimulan fenómenos como las migraciones internacionales, 
sino que producen resultados sorprendentes en las políticas socia-
les del Estado, en los mecanismos internos de control social y en la 
potenciación o debilitamiento del poder de las élites. 
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Aun cuando aparentemente no hay una relación directa entre 
la creciente importancia de las remesas provenientes de la diáspo-
ra dominicana y la cada vez más crítica desatención estatal a las 
políticas sociales, la realidad es que hay una conexión. Y esa rela-
ción se mueve en el sentido más oscuro: el de la incapacidad del 
Estado para atender la dimensión social de las políticas públicas, 
ante la función supletoria de las remesas en materia del salario 
social, como ya he indicado arriba. A esto se une la reorientación 
de recursos del Estado hacia rubros directamente conectados con 
funciones clientelares en programas específicos, como también el 
creciente dominio de la corrupción administrativa en la clase po-
lítica. Lo central no es únicamente el enorme volumen de recursos 
que se mueven en estas tareas, sino fundamentalmente el carácter 
predatorio de su manejo por la élite política, sin mayor consecuen-
cia por parte de la ciudadanía. Es ahí donde se conectan diversas 
dimensiones del actual esquema de organización social y política 
de República Dominicana: la predación estatal, la clientilización 
política, la función de las remesas en el gasto de las familias pobres 
y la práctica impunidad del manejo doloso de recursos públicos. 

De todos modos, hay una diferencia entre las funciones desa-
rrollistas del gasto público y las propias de un modelo meramente 
rentista, como la actual situación dominicana. La idea del desarro-
llismo supone un contexto social al que responde: poder social de 
los grupos favorecidos ante el Estado, limitaciones de la élite que 
lo controla ante la presión externa y un claro compromiso en los 
acuerdos políticos entre élites económicas que se benefician del 
poder político y las élites político-partidarias. En el modelo desa-
rrollista hay una relativa obligatoriedad de articulación política 
del asistencialismo social sin descuidar niveles importantes de es-
tímulo a inversiones en los campos industrial, agrícola y exporta-
dor. En el caso puntual de las lógicas populistas de movilización, 
las funciones asistenciales del gasto público se acentúan. Pero el 
caso del rentismo estatal es diferente. En primer lugar, se apoya 
en una lógica de generación de recursos que deja un amplio grado 
de libertad a los sectores que se vinculan al mercado mundial (ex-
portadores, importadores, inversionistas extranjeros, etc.), ya se 
verifique en un esquema democrático como autoritario. En segun-
do lugar, la gestión de recursos estatales en este modelo rentista 
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autonomiza a la élite política, sobre todo el sector que controla el 
Poder Ejecutivo, de las presiones provenientes del sector privado, 
principalmente del gran empresariado, al tiempo que define un 
mayor potencial negociador a favor de la élite política, es decir, 
de quienes gobiernan, con los grupos empresariales. Al controlar 
recursos y hacer de los mismos una función rentista y no desa-
rrollista, esta élite política no sólo se autonomiza, sino que logra 
un gran poder sobre el conjunto del sistema político, creándose 
las condiciones para el fortalecimiento de un estilo autoritario de 
mando y control políticos en un formato “democrático”.

Es de este modo que lo que fue en un determinado momen-
to una función benefactora/asistencial o desarrollista del Estado, 
poco a poco cede su puesto a un manejo predatorio de la función 
pública. Es verdad que, tanto para la acción benefactora del Es-
tado como para el uso predatorio de sus recursos, se requiere de 
un marco legitimador de la acción política frente a la población. 
Pero mientras la versión benefactora/asistencial negocia con la so-
ciedad, organizada corporativamente o no, un cierto esquema de 
compromisos que implican consecuencias colectivas en la acción 
política de la gente (movilización populista, compromisos corpo-
rativos con élites sindicales y profesionales, etc.), la versión preda-
toria rechaza la organización social y apela al individuo. Por eso 
los discursos que estos estilos estatales de manejo de recursos y de 
políticas públicas implementan, son relativamente diferentes: el 
Estado “benefactor”, protector o desarrollista, apela al líder caris-
mático que moviliza a la nación y la redime, o al partido-guía que 
controla la acción corporativa en la sociedad civil. En cambio, el 
estilo predatorio —el rentismo estatal— apela únicamente al líder 
redentor que salvará al individuo de su condición de ente vul-
nerable, sólo redimible por el favor estatal. Claramente, se trata 
de modelos puros, en la realidad concreta ambas modalidades se 
entremezclan. Tengo la convicción, sin embargo, de que el modelo 
dominicano se acerca cada vez más a un modelo predatorio, con 
las consecuencias autoritarias, desmovilizadoras de la acción po-
lítica que ello supone, y los peligros de fortalecimiento de estilos 
autoritarios de control político y social.

A partir del enfoque descrito, el análisis propuesto me parece 
que permite reconocer que en realidad hay suficientes motivos de 
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preocupación con el porvenir del proceso de consolidación demo-
crática dominicano en el período reciente. Aunque no analizo con 
rigor el grave proceso de creciente inseguridad ciudadana que se 
observa en la escena pública dominicana, las pocas evidencias que 
discuto y las conclusiones que se plantean en este libro, permiten 
reconocer que dicha situación no sólo debe preocupar a la ciuda-
danía y a quienes tienen la responsabilidad de la seguridad públi-
ca; la situación hace ver que ello no es simplemente el producto de 
circunstancias intervinientes en la precipitación del delito como 
fenómeno público, la misma es expresión de un deterioro insti-
tucional del Estado, de su incapacidad por aportar seguridad al 
ciudadano, pero también de la creciente fuerza que la acción delic-
tiva ha tomado en el país como corriente o fuerza social con gran 
poder político en el seno de las instituciones estatales; me refiero 
a la corrupción generalizada, al involucramiento de sectores mili-
tares y policiales en acciones delictivas y al cada vez mayor poder 
del narcotráfico en el Estado.

Hay dos asuntos más que constituyen aspectos esenciales del 
núcleo crítico de la endeble consolidación democrática domini-
cana. En primer lugar, me refiero a la monopolización del poder 
estatal por una sola organización, a partir de la dispersión de los 
partidos de oposición y la fuerza hegemónica del PLD, como prin-
cipal fuerza política del país. A esto se une la crisis del Estado 
de derecho. La dispersión y débil capacidad de intervención opo-
sitora en la vida política, a nivel del poder del gobierno en sus 
políticas públicas, como de la vida congresual, amenazan con la 
producción de una situación cuasi monopólica en el sistema de 
partidos, en la que el PLD opera en muchos sentidos como partido 
no sólo hegemónico, sino único. Este es un asunto más serio del 
que podemos imaginar en una lectura ligera.

A diferencia del caso mexicano, donde el PRI fue de hecho 
el producto político organizador y centralizador del poder, 
tras la revolución iniciada con Madero en 1910, el monopolio 
político del PLD en República Dominicana no se funda en una 
herencia histórica de arraigo reformador. En el caso mexicano 
el poder del PRI tenía detrás una verdadera herencia revolu-
cionaria, que se burocratizó elitizando el poder en un modelo de 
control político sui generis, la dictadura perfecta, como ha sostenido 
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Vargas Llosa, recuperando a Octavio Paz. Por ello, el poder del 
PRI no dependía simplemente de la habilidad de la casta política, 
sino principalmente del corporativismo que motorizó dicha éli-
te hacia la sociedad, el cual le permitió organizar sus principales 
agregados y clases sociales (campesinos, obreros urbanos, intelec-
tuales, militares y grupos medios) como fuerzas corporativas ma-
nejadas por el Estado. Así, toda la sociedad fue organizada en una 
suerte de pacto corporativo que tuvo su correlato político: durante 
setenta años la casta priista se mantuvo en el poder. Sólo la presión 
de la globalización, la apertura de su sociedad y economía y la ve-
cindad con Estados Unidos, agrietaron ese muro socio-político. Al 
fin y al cabo la expresión de Porfirio Díaz: “Pobrecito mi país, tan 
lejos de Dios y tan cerca de los Estados Unidos” dio sus frutos. 

El PLD no puede asumir esa tarea. La sociedad a la que respon-
de no tiene la definición clasista de la mexicana; la fuerza de la or-
ganización peledeísta no es el producto del poder del Estado, sino 
de su debilidad institucional; su poder electoral es el producto de 
una crisis del sistema de partidos que ha debilitado hasta anular a 
sus oponentes; su capacidad de acción corporativa propia, aunque 
grande, choca con el poder de un proceso de globalización que ha 
hecho de la nación dominicana una sociedad abierta y globaliza-
da, mientras ha ido colocando en manos de grandes corporaciones 
transnacionales las arterias productivas y financieras centrales del 
país. A esto se suma que en el propio seno del PLD se han produci-
do fisuras, precisamente como resultado de su poder corporativo. 
En ese marco, el poder clientelar del PLD es grande, pero débil su 
capacidad de control del cuerpo social, cuyo mejor exponente no 
es sólo la vulnerabilidad de la vida ciudadana, sino también las 
debilidades de la gestión pública.

Pero lo que sí es una posibilidad objetiva (en el sentido en 
que Weber y Lukács asignaban a este concepto) es el creciente 
distanciamiento entre sociedad y Estado que desde hace dos dé-
cadas vemos producirse ante nuestras miradas un poco atonta-
das. Ese distanciamiento se revela claramente en la pérdida de 
capacidad del Estado para continuar sosteniendo el monopolio 
legítimo de la fuerza en ámbitos particulares (la proliferación del 
delito lo atestigua, la fuerza del narcotráfico en la esfera militar 
y judicial lo testifica), de la práctica y abierta sumisión de los 
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aparatos de justicia al poder clientelar del partido en el poder, que 
al tiempo que abandona la administración de la justicia en su mi-
sión de proteger a los débiles, pone al sistema judicial en abierta 
sumisión ante la burocracia política gobernante y en particular del 
primer mandatario de la nación. A esto se agrega la total subordi-
nación y obediencia ciega del poder congresual al Presidente de la 
República, siendo el Congreso el poder estatal donde debía con-
centrarse la esencia de la vida democrática y por ello la vigilancia 
al administrador del Estado (el Poder Ejecutivo), específicamente 
al Presidente como su responsable directo. De esto continuar, ¿es-
taríamos ante un Estado democrático en disolución, al menos en 
la modalidad en que hasta ahora lo hemos asumido? ¿Podríamos 
estar avanzando hacia una suerte de “dictadura democrática”, de 
las que ya se tienen diversas experiencias latinoamericanas? Pa-
radójicamente, e independientemente de la dirección que asuma 
la respuesta a estas interrogantes, esto podría aumentar aún más 
el poder de quienes controlan los aparatos de Estado. Temo que 
ello exigiría, a su vez, una suerte de poder entrópico sin dirección 
hegemónica, lo que al final del camino conspira contra el acuer-
do democrático e incluso contra una dirección autoritaria capaz 
de imponer el orden. Bajo el declive de la China imperial, al final 
de la Dinastía Manchú, se produjo una situación semejante. Ya 
sabemos lo ocurrido: los señores de la guerra dominaron el decli-
nante imperio, quienes sólo fueron controlados bajo el dominio de 
las potencias coloniales de Occidente que en la práctica ocuparon 
China, lo que al final condujo al triunfo del ejército de Mao Ze-
dong y al ascenso al poder del partido comunista. 

No podemos olvidar que la política de caudillos ha muerto, 
al menos como política “redentora” de grandes movimientos de 
masas, sobre todo en su modalidad populista. En su defecto se ha 
erigido una nueva política de cooptación y manejo de masas fun-
dada en la dispersión clientelista, orientada no a la movilización 
social, sino a la captura de votos, que no debe confundirse con el 
populismo tradicional. La expresión política de mayor éxito desde 
la perspectiva de la acción de los partidos se ha concentrado sin 
dudas en el PLD, el cual ha surgido como el nuevo partido clien-
telista que encarna el nuevo discurso conservador que envuelve la 
política nacional. 
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En este libro no pretendo discutir ni mucho menos resolver las 
complejidades de los problemas creados con una consolidación 
democrática llena de debilidades. En el primer capítulo discuto 
algunos de los problemas que se le presentan al Estado latinoa-
mericano frente a los retos de la globalización. Asumo luego el 
análisis de las etapas del proceso de construcción democrática 
dominicana, destacando sus “momentos” autoritarios, populistas 
y clientelistas (Capitulo II). Posteriormente, procedo a analizar la 
dinámica del sistema de partidos (Capítulo III). Discuto luego las 
transformaciones de la sociedad civil en la escena del cambio de-
mocrático (Capítulo IV). A partir de ese punto, discuto el fenóme-
no del resurgimiento de la izquierda latinoamericana en el poder 
(Capítulo V), deteniéndome al final en el caso dominicano y en 
seguida estudio lo que significa para la democracia dominicana el 
surgimiento de una nueva derecha neonacionalista (Capítulo VI). 
Subsecuentemente, analizo las características de los procesos elec-
torales en la fase de consolidación democrática (VII), incluyendo 
las últimas elecciones generales del país del 2016. En el Capítulo 
VIII, finalmente, presento un análisis conclusivo concentrado en 
las tensiones de lo que llamo la democracia clientelar como modelo 
que ha ordenado la llamada consolidación democrática de ascen-
diente conservador. 

A sus muchas limitaciones, el presente estudio añade una en 
particular: como producto de esfuerzos en su momento indepen-
dientes, ya que algunos de los capítulos son el resultado de ensa-
yos publicados en libros y revistas académicas, se producen reite-
raciones inevitables y sobre todo se proponen análisis que dejan 
más preguntas planteadas que las que responden. Pese a esto, ten-
go la esperanza de que este libro ayude a una mejor comprensión 
de la política dominicana contemporánea, a la lucha por una so-
ciedad democrática que supere sus peligros autoritarios, siempre 
presentes en democracias frágiles como la dominicana.

Wilfredo Lozano
Salinas/Santo Domingo

Septiembre del 2016 
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Capítulo I
El Estado latinoamericano  

en la consolidación democrática

“Avanza y sopla tu huracán.”
William Shakespeare

Coriolano

Cuando en los años ochenta se discutía el tema del Es-
tado, la cuestión dominante era la necesaria demo-
cratización de la sociedad que el autoritarismo en su 

práctica bloqueaba, o simplemente reprimía. El tema era, pues, 
el del autoritarismo del Estado como obstáculo fundamental de 
una necesaria democratización que demandaban las sociedades 
latinoamericanas. Fue entonces el tiempo de la lucha contra los 
gobiernos autoritarios y sus artífices: militares, burócratas civiles, 
partidos de derecha y empresarios conservadores. Hoy no solo el 
interés en el Estado ha cambiado, sino que incluso el lenguaje con 
el cual nos aproximamos a su estudio es otro. 

Si las cosas son como afirmo, entonces, tras la manera de abor-
dar en la actualidad el tema del Estado, reconocemos en nuestras 
sociedades un gran avance democrático, una mayor tolerancia y 
capacidad de acuerdo entre los actores de la vida política, como 
un efectivo retroceso de las fuerzas que ayer sostuvieron el autori-
tarismo y el miedo. Como dije, eso no quiere decir que no existan 
en la actualidad problemas en la construcción de las instituciones 
democráticas y que en el Estado no nos enfrentemos a serias di-
ficultades que cuestionan su lugar como espacio u orden político 
que asegura la soberanía de la nación, monopoliza el ejercicio le-
gítimo de la fuerza y asegura las reglas que definen y mantienen 
el orden social. Lo que sostengo son dos cosas: los problemas de 
hoy son los de una sociedad democrática llena de vacíos, los pro-
blemas de ayer fueron los de una sociedad autoritaria no demo-
crática. Entre ambas existe un puente de problemas que aún se 
mantienen, de herencias históricas y culturales que condicionan 
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el manejo de los problemas de hoy; pero en cualquier caso, visto 
en un plano histórico, la actual situación está forzada al menos al 
pluralismo político. 

En lo que sigue trataré de discutir algunos de los problemas 
que aquejan a las formaciones estatales latinoamericanas en el 
contexto de los llamados procesos de consolidación democrática. 
Apelaré, como es comprensible, a los casos que mejor conozco, 
donde sobresale el dominicano.

1. El agotamiento del Estado populista

Persisten muchos mitos en torno al agotamiento del llamado 
Estado Populista. El primero y más relevante es el concepto de Es-
tado Nacional-Popular, el cual designa un pacto o alianza de clases 
que establecía un marco institucional y un esquema de relaciones 
Estado-Sociedad, a partir del cual se pautó un estilo de desarrollo 
orientado a la industrialización y el mercado nacional, sostenido 
por la clase media, las burocracias estatales, un emergente em-
presariado ligado a la industria y la élite obrera del proceso de 
industrialización por sustitución de importaciones. Esta alianza, 
entre otras cosas, articulaba un potencial movilizador de los gru-
pos populares urbanos, con una estrategia populista y clientelista, 
aun cuando el campesinado en general no participaba de los be-
neficios de este proceso.1

De nuevo hay que ser cautelosos, pues el llamado Estado Na-
cional-Popular si algún sentido tuvo fue en el Cono Sur, sobre todo 
en los principales países que hoy se integran en el MERCOSUR 
(Brasil, Argentina). Pero esta no fue la pauta en el Uruguay, en-
clavado entre las experiencias brasileñas y argentinas. En México 

1	 Esta es la perspectiva clásica del populismo latinoamericano, cuyos au-
tores representativos son diversos, entre otros Gino Germani (1965) y 
Octavio Ianni (1975). Ernesto Laclau inició una línea de interpretación 
novedosa (2011) asumiendo el populismo como un discurso referencial 
antagonista, polivalente en su contenido sociopolítico. Para visiones com-
parativas de casos de movilización populista debe consultarse a Hermet, 
Loaeza y Prud Homme (editores) (2011) y a Panizza (compilador) (2009).
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la industrialización estuvo en manos de un Partido-Estado que 
hegemonizó al movimiento obrero e integró al campesinado en 
una gran alianza corporativa. En Centroamérica y en el Caribe la 
industrialización fue muy tardía y no logró avanzar en el camino 
de la producción de bienes de capital, ni tampoco alcanzó un do-
minio del mercado interior, como sí lo hizo en Brasil y, en buena 
medida, en Argentina. Por lo demás, en Centroamérica y en el Ca-
ribe, nunca hubo un gran pacto nacional-popular que integrara 
al movimiento obrero. En dicha región el crecimiento industrial 
se hizo, en muchos sentidos, apoyado en esquemas autoritarios, 
como son los casos de Guatemala y República Dominicana, y aun-
que hubo una vía democrática no oligárquica, encarnada en Costa 
Rica, las clases populares en general nunca fueron movilizadas en 
un esfuerzo nacional, como sí ocurrió en el Cono Sur, específica-
mente en Argentina.2 

Por eso es más adecuado discutir los esfuerzos por la indus-
trialización y la inserción en el sistema internacional por la vía del 
fortalecimiento de los mercados nacionales y los modelos de apo-
yo político y tipos de Estado a los que se articularon. Para los casos 
centroamericanos y caribeños podríamos distinguir una vía dicta-
torial y/o autoritaria y una democrática y/o popular. En el caso do-
minicano, por ejemplo, la alianza que apoyó la industrialización 
en sus orígenes en un primer momento se estableció entre la bu-
rocracia de Estado, el ejército y el campesinado, para evolucionar 
luego a la incorporación del sector popular urbano y abandonar 

2	 En el caso dominicano, que conozco mejor, queda claro que el proceso 
industrializador tuvo referentes sociales y políticos cambiantes, así como 
interrupciones y caídas, pero a lo largo del período 1940-1980 se mantuvo. 
De esta forma entre 1940 y 1961 se desempeñó en un marco dictatorial, 
con un mercado interno muy estrecho, propio de una sociedad agraria; 
entre 1961 y 1966 hubo una fase de estancamiento correlativa a la crisis 
política que vivió el país tras la muerte de Trujillo; entre 1966 y 1978 re-
cuperó nuevos bríos dirigido por el Estado, pero ahora apoyado en un 
empresariado privado que se expandía y un mercado interno en creci-
miento correlativo a la expansión de las clases medias; entre 1978-1990 la 
industrialización entró en una tortuosa trayectoria de crisis hasta sucum-
bir ante la apertura neoliberal de los noventa. Véase a Cassá (1982 y 1986), 
Despradel (2005), ONAPLAN (1968 y 1977) y CEPAL (2001). 
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el compromiso campesino (Turits, 2003).3 En el caso costarricense 
el esfuerzo fue igualmente estatal, pero con gran apoyo de la clase 
media y de los productores rurales, aunque este es quizás en el 
Gran Caribe4 el único caso de una ruta democrática (Stone, 1998). 
En estos casos la vía hacia la industrialización no contó con el 
apoyo oligárquico. En el primero porque el proyecto trujillista se 
erigió enfrentándose a la oligarquía, en el segundo sencillamente 
porque nunca existió una clase terrateniente. En cambio, en El Sal-
vador la clase terrateniente sí resistió el esfuerzo industrializador 
en un primer momento, como de alguna forma también en Guate-
mala. En estos dos países el dominio terrateniente del Estado defi-
nió un marco político y social autoritario y excluyente que incubó, 
en ambos casos, la prolongada lucha armada (Torres Rivas, 2013).

Como se sabe, la crisis de los años ochenta definió el momento 
crítico a partir del cual, sobre todo en el Cono Sur, hizo crisis el 
Estado Nacional-Popular (Cavarozzi y Medina Aval, 2003). De suyo 

3	 El trabajo de Turits (2003) definitivamente pone en evidencia el hecho 
de que la base social de apoyo del régimen trujillista se localizaba en el 
campesinado. Esto abre una compleja agenda de investigación, pues de 
entrada obliga a repensar el lugar ocupado por el ejército, de base esen-
cialmente campesina, en la lógica de la dominación política. Los militares 
de hecho aparecen aquí no solo como un cuerpo organizado que maneja 
el monopolio de las armas y administra la represión, sino también como 
agentes sociales que apoyan la articulación entre el Estado y la sociedad, 
en particular el campesinado. Mundialmente, hay múltiples ejemplos de 
esa relación, pongo por casos la Rusia de los zares bajo el dominio de los 
Romanov (Gerschenkron, 1968), el imperio austrohúngaro (Mann, 1997), 
e incluso la atrasada Italia de la unificación (Sereni, 1980; Romeo, 1986). 
La experiencia mexicana es clásica al respecto (Córdoba, 1974; Benítez, 
1978), pero en las repúblicas centroamericanas la base campesina del ejér-
cito es un hecho central de su vida política (Torres Rivas, 2013; Bosch, 
Brian, 2010). En cualquier caso, lo curioso de la nación dominicana mo-
derna, desde la muerte de Trujillo en 1961 al inicio del siglo XXI, es que el 
campesinado siempre constituyera un actor subordinado, secundario, en 
los procesos políticos, donde el eje del conflicto por lo general se concen-
tró en las ciudades, no en el campo (Cassá, 1990 y 1999). 

4	 El Gran Caribe estaría compuesto por el litoral del Golfo de México, toda 
Centroamérica, las islas del Caribe, la Florida, el llamado Caribe Oriental, 
Surinam y Guyana. Véase a CLADDE (1993).
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esta crisis no solo liquidó la vía de desarrollo por la ruta del cre-
cimiento industrial interno, sino que de alguna forma inició la di-
solución de una modalidad de Estado Empresarial Intervencionista, 
pero al igual que en la modalidad estatal-nacional este proceso 
debe verse en sus variantes regionales. 

En algún momento, entre finales de los ochenta e inicios de los 
noventa, el Estado Nacional Popular se agotó. ¿Qué significa esto? 
Indica esencialmente que el tipo de articulaciones entre los actores 
políticos en que se sostenía la relación Estado-sociedad produjo res-
quebrajaduras de una naturaleza tal que se hizo imposible sostener 
las metas que habían definido precisamente esas articulaciones. De 
esta forma, la crisis de los ochenta condujo al empobrecimiento de 
importantes sectores medios, quebró el ritmo sostenido del creci-
miento, eliminó la tradicional protección clientelista a la élite obrera 
y agotó la capacidad de financiación del sector industrial por la vía 
de las exportaciones tradicionales (Bulmer Thomas, 1997). 

Si aceptamos esto, debemos también aceptar que el agota-
miento del “pacto populista” se produce por la conjunción de va-
rios elementos, que no tienen por qué coincidir en el tiempo y que, 
por tanto, definen situaciones específicas en el agrietamiento final 
del acuerdo político/clasista, abriéndose rutas distintas según los 
contextos históricos estatal-nacionales. En primer lugar, debemos 
reconocer un determinante externo definido por dos factores: los 
cambios en la dinámica del mercado mundial y el reordenamien-
to del sistema internacional, factores que redujeron la capacidad 
competitiva del sector exportador tradicional.5 

5	 En el Sudeste de Asia el rápido desarrollo exportador manufacturero tuvo 
una base estatal, a diferencia del caso latinoamericano de desarrollo de un 
sector sustitutivo de importaciones que se produjo precisamente en un 
marco de crisis del sector exportador tradicional y de debilitamiento de su 
base estatal. Aun así, en esta región se conoció una fase previa y relativa-
mente breve de desarrollo por sustitución de importaciones. En cuanto a 
Latinoamérica solo Brasil pudo agotar el ciclo de industrialización comple-
to y en parte México. Lo central sigue siendo el cuadro de fuerzas sociales 
en que se sostuvo la industrialización y cómo el llamado pacto populista no 
pudo sostenerse en Latinoamérica por la fragilidad misma de sus actores. 
Para el caso asiático debe verse a Wade (1999), para el conjunto de Latinoa-
mérica ver a Fajnzylber (1983) y a Bulmer Thomas (2012). 



Wilfredo Lozano48

En segundo lugar, hay que agregar la incapacidad estructural 
del modelo de crecimiento hacia adentro, de resolver su contra-
dicción fundacional: expandir el mercado sin una gran incorpora-
ción de los actores populares, en un marco de creciente comple-
jidad social.6 En el contexto de la crisis de los años ochenta, estos 
elementos estructurales se articularon en un esquema político 
en proceso de cambio que asumió diversas vías: la del conflicto 
militar abierto (Centroamérica), la de la ruptura política del Es-
tado con sus bases sociales de clase media, obreras o campesinas 
(Argentina y Brasil). Ya en medio de la crisis, en los años de la 
llamada Década Perdida, fue emergiendo tímidamente un nuevo 
empresariado vinculado a un nuevo sector externo conectado a la 
economía de servicios que se abría paso a escala global.7 Por otro 

6	 Es esta situación la que hoy se expresa también en el tema de la desigual-
dad. En Latinoamérica ha habido crecimiento e incluso la pobreza se ha 
logrado reducir aunque no con la celeridad que se hubiera esperado, pero 
ese crecimiento ha sido concentrador del ingreso. En el sudeste de Asia el 
crecimiento se apoyó en una reforma agraria de gran alcance y en las cla-
ses medias que se expandieron y fortalecieron. Para el caso asiático véase 
a Wade (1999), para Centroamérica ver a Renzi y Kruijt (1997), para toda 
la región latinoamericana ver a Lustig et al. (2011) y a CEPAL (2006).

7	 En el caso del Caribe y en particular de República Dominicana, el em-
presariado vinculado al turismo y las zonas francas es diferente. Debe 
considerarse aquí dos asuntos: se trata de un empresariado conectado a 
corrientes internacionales de la expansión capitalista de la globalización, 
lo que implica que el mismo no se puede entender sin la asociación con 
la inversión extranjera. En segundo lugar, se trata de un empresariado 
vinculado al mercado mundial no solo por el origen de la inversión, sino 
sobre todo por el destino de su producto. Esto tiene consecuencias en el 
plano corporativo local: escaso interés en la política interna del Estado-
nación, estrecha relación con la burocracia de Estado, interés por la polí-
tica monetaria que le asegure niveles de competitividad en los mercados 
globales, etc. Hay otro componente de este asunto que debe considerarse 
en el caso dominicano: la relación entre el empresariado local vinculado 
al mercado interno y las corrientes de la globalización. De nuevo aquí 
debe distinguirse dos niveles: por un lado está el capital local que pro-
duce en sus orígenes para el mercado local, muchos de estos sectores al 
expandirse a una escala mayor de mercado se han visto obligados a la 
asociación con cadenas productoras y distribuidoras transnacionales, es 
el caso de las industrias del ron, la cerveza, el tabaco, pero también es el 
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lado, producto de la crisis, la clase media se hizo muy heterogénea 
con un sector de altos ingresos, con gran influencia social y polí-
tica y un sector empobrecido (Renzi y Kruijt, 1997). A todo esto se 
unió el reordenamiento de los actores del sistema internacional 
que la globalización impuso (Castells, 1998).

Si todo esto fue así, el agotamiento del pacto populista contitu-
yó un producto cruzado del crecimiento hacia adentro de base ex-
portadora, orientado nacionalmente hacia el desarrollo de un sec-
tor industrial, como también el resultado de las presiones externas 
que imponía la nueva situación, tanto en términos de las nuevas 
fuerzas del mercado, como de la rearticulación política que esto 
traía consigo. Cabe discutir entonces si el agotamiento político del 
modelo se produjo porque los actores en que descansaba ya no 
tenían capacidad de continuar sosteniéndolo, o porque la escena 
económica internacional presionó para esto. Tiendo a creer que 
la ruptura se debió a una conjunción de ambas cosas, pero lo im-
portante es que lo dicho trae a la discusión un grave problema de 
cultura política y orden institucional, de cuyo entendimiento es 
que puede inteligirse las consecuencias de la crisis del crecimiento 
hacia adentro: las políticas de ajuste.

caso de las cadenas de supermercados nacionales que se han asociado a 
empresas transnacionales especializadas en la distribución de bienes de 
consumo a escala global (alimentos, enseres domésticos, etc.). Por otro 
lado, se encuentra el tema del capital financiero. En este caso se aprecia 
una creciente expansión del capital financiero internacional en la banca 
local que tiene efectos importantes en el financiamiento de la economía. 
En ambos casos, las relaciones con el Estado son diferentes. Por un lado, 
el capital vinculado al mercado interno tiene mayor interés en la polí-
tica local, sobre todo por el tema de la estabilidad macroeconómica, de 
la política monetaria y el mantenimiento de acuerdos favorables en lo 
que tiene que ver con la política impositiva. A este segmento empresarial 
le interesa el mercado de consumo esencialmente. El capital bancario se 
interesa sobre todo por la política monetaria y fiscal y el desenfreno del 
gasto público. Esto conduce a dos visiones de la política local: mientras el 
capital ligado a las grandes corporaciones transnacionales que operan en 
el mercado local no se preocupa mucho por una prudente política fiscal y 
de gastos públicos, el capital bancario se preocupa por ello. En cualquier 
caso, los dos segmentos del capital vinculan su suerte a las relaciones con 
el Estado. Ver a Sassen (2003), CEPAL (2006) y a Guzmán, et. al. (2011).
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De todos modos, el agotamiento del llamado Estado Populista 
queda, si se quiere, enmarañado en medio de la crisis de los ochen-
ta en su dimensión internacional, con las especificidades subregio-
nales que conocemos. Lo importante es que esta crisis condujo a 
un proceso de fragmentación social que tuvo efectos devastadores 
en los actores sociales relevantes del pacto: 1) las clases medias se 
empobrecieron (CEPAL, 2006), 2) el mundo del trabajo se hizo más 
vulnerable, tras el agotamiento de la política de asistencia social o 
bienestar en su modalidad clientelista (CEPAL, 2011), 3) se afirmó 
una dinámica que autores como Castells (1997) han definido como 
de individualismo económico, que produjo la ruptura de la tradi-
cional alianza de la clase media con los sectores populares, 4) la po-
blación en general se empobreció y (Nora Lustig et. al., 2011 CEPAL, 
2006) y 5) de alguna manera todo esto condujo a la articulación de 
un discurso de orden ideológico individualista y conservador en lo 
político, en un formato mediático (Castells, 1998 y 1998b).

2. El Estado latinoamericano en la globalización

Es muy cierto que, tras los llamados procesos de globalización, 
el Estado perdió capacidad o poder de intervención en el merca-
do. Más aún, se produjo una significativa distancia entre Estado 
y Mercado. Esto no quiere decir que desaparecieran los lazos re-
guladores del Estado sobre el mercado, lo que sí se ha producido 
es una creciente autonomización del segundo respecto al primero 
y un debilitamiento significativo de los vínculos ordenadores del 
primero sobre el segundo (Przeworski, 1998). 

Sin embargo, la manera como regionalmente e históricamente 
se ha producido esa creciente autonomía del mercado asume dife-
rencias significativas según volteemos la cabeza hacia países como 
Brasil, en el Cono Sur, la región centroamericana, el Caribe o Méxi-
co. En cada caso esto tiene que ver con la dimensión socio-histórica 
que ha definido esa separación. Olvidar eso nos conduce a errores 
en la interpretación de los procesos de liberalización económica y 
democratización política en el Estado y la sociedad. 

Esa autonomía del mercado tiene que ver con las políticas de 
liberalización y apertura de los años noventa, pero también es el 
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producto de la nueva lógica de inserción de la región en el nuevo 
escenario de la globalización.8 Hoy día es un lugar común recono-
cer que si alguna dimensión realmente global tiene la economía 
mundial es la financiera, que le permite al capital financiero in-
ternacional, a la banca propiamente, actuar en tiempo real en una 
dimensión global. Como se sabe, esa capacidad en gran medida la 
aporta, entre otros factores, la revolución informática y las nuevas 
capacidades de la telemática (Castells, 1998 y 1998b). 

Otros dominios de la economía, aunque no se ajustan cabal-
mente a la definición de economía global que propone Castells 
(1997), de algún modo también se ajustan a la nueva realidad. Por 
ejemplo, la fragmentación de la producción manufacturera a esca-
la global en cadenas sectoriales de producción, articuladas en tor-
no a una matriz, opera en gran medida con la misma racionalidad 
(Frobel y Kreye, 1981; Grunwald y Flamm, 1991; Carnoy, 2001). 
Esta nueva realidad tecnológica y económica quita objetivamen-
te poder al Estado como ente ordenador de la vida económica. 
En el caso del capital financiero global esto se debe a que escapa 
al poder de intervención de los bancos centrales y mecanismos 
reguladores del Estado-nación (Stiglitz, 2006) en muchas de sus 
operaciones de bolsa, decisiones de inversión, transferencias de 
capitales y recursos líquidos; en el caso de las cadenas de produc-
ción industrial esto es el producto de la racionalidad de las trans-
nacionales que dominan esta actividad, las que asumen una lógica 
independiente de los estados nacionales donde se asientan, sobre 
lo cual estos últimos no tienen poder interventor (Castells, 1998). 

Hay, pues, una nueva lógica de inversión “desterritorializa-
da”, pero articulada globalmente —la fábrica mundial de la que 
se hablaba hace algunos años (Grunwald y Flamm, 1991; Sassen, 
2003) que dota de gran autonomía al capital transnacional en sus 
estrategias de movilidad de capitales y lógicas de inversión pro-
ductiva. No es que aquí el Estado no intervenga, sino que, cla-
ramente, ante esta realidad global, su poder de intervención es 

8	 En una perspectiva histórica el libro de Bulmer Thomas (1998) presenta 
un panorama esclarecedor, incluido el proceso de ajuste y apertura, aun-
que no se detiene en sus pormenores. El estudio de los casos nacionales 
remite a una prolífica y dispersa literatura.
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sustancialmente menor y por esto su capacidad reguladora del 
mercado se reduce. Y es aquí donde debemos reconocer que en 
esta nueva realidad global la regulación del mercado no puede ya 
continuar viéndose como producto exclusivo del rol del Estado, 
pues de manera directa intervienen ahora las fuerzas económicas 
de la globalización: desde los organismos internacionales, tras lo 
que fue el fenecido Consenso de Washington, hasta la dinámica del 
capital financiero internacional. Todos estos elementos actúan en 
la dirección de fortalecer y, en los hechos, imponer lógicas globa-
les, tanto de mercados, como de estrategias y políticas de regula-
ción y controles monetarios y fiscales nacionales (Castells, 1997 y 
1998; Stiglitz, 2003; Bulmer Thomas, 2012; Sassen, 2003). 

Otro tanto ocurre con las fronteras territoriales, cuyo control y 
dominio se ha hecho cada vez más transestatal, reflejando la exis-
tencia de una agenda distinta de seguridad regional que redefi-
ne y achica el control soberano del territorio por el Estado. Esto 
adquiere rostros distintos según se trate del norte de México, la 
frontera domínico-haitiana, la selva amazónica y la convergencia 
de varias fronteras en dicho territorio, o el manejo de los mares 
cercanos a las rutas por donde transita la droga que se desplaza a 
Estados Unidos (Tulchin et. al., 2006). 

Es así que la reconocida presencia del delito internacional en va-
rios ámbitos (tráfico de drogas, contrabando de armas, tráfico y tra-
ta de niños y mujeres, movimiento ilegal de migrantes) y el manejo 
de problemas medioambientales que afectan a territorios y regio-
nes de países limítrofes, obligan a establecer un manejo distinto del 
concepto de seguridad, donde el otrora poder soberano del Estado 
está forzado a cohabitar con modelos geopolíticos y geoeconómicos 
en torno a nociones como seguridad compartida, seguridad regio-
nal, que en el fondo lo que establecen es que la noción de seguridad 
no cabe hoy en los límites que impone la soberanía estatal, como lo 
establecía el modelo de Westfalia (Held, 1997).9

9	 El caso dominico-haitiano es ejemplar al respecto. Lamentablemente, el 
Estado Predatorio en Haití y el Estado Clientelar en República Domini-
cana, parece que no pueden asumir esta tarea de sostenibilidad compar-
tida de los problemas insulares comunes del desarrollo. Esto expresa, sin 
embargo, problemas más hondos, como es el hecho de que las elites que 
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 Pero el uso del territorio, donde se reconocía un dominio so-
berano del Estado, se encuentra hoy abierto o vulnerado a deci-
siones de inversión o movilidad de recursos económicos, desde 
el mercado mundial, o desde otros Estados, que obligan a los Es-
tados hacia donde se orientan estos recursos a asumir un manejo 
“flexible” o laxo de su legitimidad de control del territorio. Por 
ejemplo, las llamadas zonas francas de exportación crean una nue-
va realidad en el manejo del territorio por el Estado y, en muchos 
ámbitos, le obliga a compartir en su manejo su soberanía sobre 
el territorio con otros actores económicos (Frobel y Kreye, 1981; 
Sassen, 2003). 

El desarrollo de poderes locales transnacionalmente orien-
tados, como son los casos de las inversiones en comunidades de 
origen por asociaciones de emigrados de esas comunidades que 
residen en el exterior, condiciona y, en muchos casos, determinan 
decisiones de inversión que limitan el dominio directo de espacios 
territoriales específicos por el poder central en los Estados-nacio-
nes (Portes, Guarnizo y Landolt, 2003).

Asumiendo la realidad descrita arriba, Castells (1998) sostiene 
la hipótesis de que el Estado, al ver reducido su poder de interven-
ción en el mercado, cercenarse su dominio soberano del territorio 
y en general verse reducido su poder y capacidad económica y 
política de ordenamiento en la sociedad, tiende a buscar en el ám-
bito internacional parte del poder que ha perdido en el ámbito na-
cional. Castells argumenta que es esto lo que en muchos sentidos 
explica los esfuerzos regionales de los Estados latinoamericanos 
por sostener acuerdos de libre comercio entre sí y, sobre todo, con 

controlan los aparatos de Estado en ambos países obtienen ingentes bene-
ficios económicos y políticos de esta situación incierta en la zona en que 
ambos estados comparten y controlan, la frontera domínico-haitiana. Por 
lo demás, si bien es cierto que las agencias internacionales de desarrollo 
han impulsado importantes proyectos en esa región, lo central es que, 
pese a ello, la frontera permanece como una región desprotegida a am-
bos lados, en materia de derechos, bienestar social y desarrollo sostenible. 
Para un análisis del rentismo insular de los dos estados ver a André Cor-
ten (1989). Sobre el debate de los problemas insulares del desarrollo ver a 
Lozano y Wooding (2008). 
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Estados Unidos. Con esto los Estados no buscan únicamente am-
pliar las esferas del mercado, sino también homogeneizarlos en 
las condiciones de la globalización. 

Aplicando el argumento anterior a la escena latinoamericana, 
podría sostenerse que los TLC (tratados de libre comercio) suscritos 
por México, Centroamérica/República Dominicana y otros países 
de la región latinoamericana, con Estados Unidos, afirman la idea 
de renegociación del poder soberano de los Estados de Latinoamé-
rica, mermado en su entorno regional por los cambios que impulsa 
la globalización, pero en dos direcciones: la de definir un campo 
de relaciones subordinadas con el hegemón económico —Estados 
Unidos— al tiempo que recompone sus lazos y relaciones con 
los actores internos, sobre todo el empresariado y los sindicatos. 
Esa estrategia repercute, a su vez, sobre las lógicas generadoras 
de los recursos fiscales, pasándose así de un modelo sostenido en 
el aporte de los sectores exportadores e importadores dinámicos 
(por medio de impuestos a las exportaciones y tasas aduanales a 
las importaciones), a otro cargado sobre el impuesto al valor agre-
gado en la cadena de relaciones de intercambio interno.10 En el 
primer esquema los recursos estatales se negocian directamente 
entre el Estado y los sectores vinculados al sector externo, en el se-
gundo penalizan directamente a los consumidores locales, lo que 
tiene claras consecuencias en la hegemonía estatal y en las articu-
laciones y alianzas de clase que la sostienen.11

10	 Es el caso dominicano. Sobre la naturaleza e implicaciones políticas de las 
lógicas impositivas que se sostienen en la tributación indirecta vía el mer-
cado y no directa vía las rentas, tras las políticas de ajuste en los noventa, 
y sobre los procesos de cambio institucional en el sistema de tributación, 
véase el texto de Guzmán et. al. (2011).

11	 Salvo situaciones de clara afirmación institucional de los acuerdos de cla-
se que sostuvieron los pactos populistas en el pasado, como fueron los 
casos de México, Brasil y Argentina, o los procesos de transición demo-
crática con clara afirmación institucional, como Chile, no hay en Latino-
américa las capacidades institucionales como para hacer descansar en la 
base impositiva las políticas sociales, empleando la vía clásica europea de 
la distribución de rentas y la capacidad del Estado de fortalecer sus in-
gresos en los impuestos a las rentas y no al consumo. Independientemen-
te del discurso neoliberal que ve en esta situación la vía adecuada para 
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Esta estrategia, si bien dota de una mayor capacidad regio-
nal a los estados, mina su soberanía económica e introduce ses-
gos en los productores locales, según el potencial de dominio que 
del mercado tenga su producción. En el largo plazo muy posible-
mente el resultado será que los productores locales más débiles 
saldrán del mercado y el resto se vea forzado a definir un nuevo 
marco de alianzas con el capital transnacional. Sin embargo, es 
enorme el poder que esta dinámica brinda a la nueva burocracia 
de Estado, que en la práctica se construye en nuestros países en 
estrecha alianza con las agencias internacionales, como el Fondo 
Monetario Internacional (FMI), y el Banco Mundial (BM) (Stiglitz, 
2003). Paradójicamente, por esta vía los Estados latinoamericanos 
fortalecen un marco burocrático-institucional estable, con gran 
poder autonómico del sistema de partidos, pero extremadamen-
te dependientes de las agencias internacionales reguladoras de la 
economía internacional y de la inversión extranjera.12 

Con esta operación, el Estado tendería a abandonar lo que en 
el pasado fue su compromiso con una “lógica del bienestar”, aún 
en su expresión clientelar-populista, quebrándose de ese modo las 
bases del pacto nacional popular que sostuvo el patrón de desa-
rrollo orientado hacia el fortalecimiento del mercado interno.13 

fortalecer las rentas del Estado, lo que esto traduce es una debilidad del 
consumidor y de las clases trabajadoras y los estratos medios de menores 
ingresos. Una reflexión general se presenta en Espin Andersen (1990). Un 
panorama general del caso latinoamericano lo presenta CEPAL (2006) y 
Mesa Lagos (2009). 

12	 Esta tendencia genera a su vez nuevas tensiones. Por ejemplo, agudiza los 
conflictos entre grupos burocráticos estatales y, de hecho, dado el sesgo 
delegativo de la democracia latinoamericana, tiende a fortalecer a los gru-
pos políticos inmediatamente cercanos al poder ejecutivo, lo que no solo 
plantea problemas al sistema de partidos sino que introduce fricciones en 
la burocracia política de los partidos gobernantes. Véase a Stiglitz (2006). 

13	 Todo esto merece un mejor estudio, puesto que el debilitamiento del or-
den clasista de los grandes movimientos sociales clásicos (sindicalismo, 
movimientos campesinos, movimientos estudiantiles) tuvo referentes so-
ciales claros, mientras hoy los referentes sociales son difusos y múltiples 
los focos de la acción colectiva: reivindicaciones de género, medioam-
biente, acciones regionalistas, minorías étnicas, etc. A esto se suma que la 
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Más allá de cualquier otra consecuencia y en una amplia pers-
pectiva regional, el proceso de apertura en los noventa no solo 
cambió la matriz de inserción al mercado mundial de la región, 
sino que “transnacionalizó” sus espacios políticos y, en muchos 
sentidos, sociales, como por ejemplo en el Caribe o el norte de 
México. En lo relativo al primer aspecto político esto ha tenido 
claras consecuencias en la articulación institucional del Estado la-
tinoamericano, donde las burocracias de Estado adquieren un po-
der negociador significativo, pues es en este ámbito que el poder 
transnacional de las instituciones ordenadoras del sistema mun-
dial (OMC, FMI, BM) cohesiona sus vínculos con los estados na-
cionales, lo que confiere a estas burocracias un gran poder decisio-
nal frente al sistema político nacional y al propio empresariado.14

En lo social la situación es diferente, pues la globalización, al 
menos en la periferia geográfíca de Estados Unidos (las costas del 
este y del oeste), se estan articulando verdaderas comunidades 
transnacionales que afectan profundamente el cuadro cultural y 
político en países como México, Republica Dominicana, El Sal-
vador, Haití, Jamaica, entre otros. Por lo pronto, la existencia de 
diásporas latinas de gran peso demográfico en Estados Unidos ha 
cambiado el curso de la política local en los países de origen, pues 
las diásporas adquieren importancia no solo para la política local 

reivindicación social en un orden laboral flexible y una sociedad fragmen-
tada desplazó hacia la esfera del consumo y, en consecuencia, del merca-
do, las bases del conflicto: reivindicaciones sobre el transporte público, 
carreteras y caminos, salubridad pública, educación, inflación de los pre-
cios, etc. Con todo ello el conflicto asumió un rostro multifacético, con la 
consecuencia visible en el orden político: difícilmente un solo poder par-
tidario puede representar esta nueva y compleja realidad, lo que conduce 
a políticas de alianzas precarias y a reivindicaciones de suyo limitadas en 
un permanente debate de orden público. Véase a: Arditi (2005), Bermeo 
(2003), Tarrow (1994), Castells (2015) y Touraine (2009).

14	 No olvidemos que la globalización ha puesto en escena un tipo de actor 
internacional que en países como Haití decide incluso la orientación de 
las políticas públicas, ya que proporciona importantes recursos, me refie-
ro a las ONGS internacionales y entidades de cooperación privadas que 
controlan gran parte de la ayuda internacional que pasa por la sociedad 
civil. Véase a Kaldor (2003) y a Corten (1989).
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estadounidense, sino para los respectivos países de origen, donde 
definen a su vez electorados con gran poder de financiamiento a 
los partidos e influencia social. Por otro lado, el transnacionalismo 
político, tras la expansión de la doble ciudadanía y la existencia 
de verdaderas comunidades transnacionales, ha cambiado la con-
figuración social de los países de origen. Los emigrantes han in-
fluenciado las culturales locales, han producido negocios de corte 
transnacional en torno a las economías étnicas, han incidido en los 
gobiernos locales: en una palabra, han contribuido a reconfigurar 
el panorama socio-cultural, político y económico de sus países de 
origen, uno de cuyos puntos más visibles son las remesas (Portes, 
Guarnizo y Landolt, 2003).

3. Las políticas de ajuste y el reordenamiento del Estado

Las políticas de ajustes produjeron un profundo reordena-
miento de las relaciones entre Estado y mercado. Algunos dicen 
‘ruptura’, prefiero decir ‘reordenamiento’, puesto que en ningún 
momento los ajustes pretendieron “eliminar” la relación entre 
economía y política, sino más bien crear la distancia necesaria en-
tre ambos para autonomizar el mercado de las presiones del sis-
tema internacional, como de actores internos contestatarios y del 
dirigismo del Estado. Esto no hace desaparecer el lazo, más bien 
lo reorienta, en el sentido de asignar al Estado las funciones de 
sostenimiento institucional que aseguraría la autonomía del mer-
cado, expresándose esto en varios niveles: la flexibilización de los 
mercados laborales, la reducción de la burocracia de Estado y la 
dimensión del costo de su gestión, así como el reordenamiento de 
los andamiajes institucionales de la política económica (Carnoy, 
2001; Castells, 1997).

Todo esto trajo consigo un inédito predominio en las deci-
siones del “factor” mercado que repercutió en la acción política 
del Estado y en la clase política. En lo inmediato, eso otorgó al 
empresariado una amplia capacidad de autonomía respecto al 
aparato burocrático de Estado y del sistema político. Asimismo, 
se produjo un reordenamiento institucional de base transestatal 
apoyado en instituciones como el FMI, el BID y el BM que, como 
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afirmé, pasaron a pautar el núcleo central de la agenda de la re-
forma económica, los esquemas de política fiscal, las estrategias 
de estabilidad de la moneda y las lógicas de reinserción de la 
región en la economía mundial. El tercer aspecto de este proce-
so es la reconocida hegemonía que adquirió el capital financie-
ro, específicamente bancario, en el reordenamiento institucional 
de las economías latinoamericanas, pautando su articulación y 
dinámica: las estrategias fiscales y presupuestarias, las lógicas 
reguladoras de las tasas de cambio, los acuerdos regionales de 
libre comercio y, en general, la desregulación económica (Bulmer 
Thomas, 1998).

Tras los ajustes, no solo se produjo la ruptura final del pacto 
populista, se afirmó también la desaparición de las instituciones y 
capacidades que mínimamente pautaban la política de bienestar y 
asistencialismo social, como también la desregulación económica 
rompió el pacto laboral, flexibilizando los mercados de trabajo, 
sumiendo en la economía informal al grueso de la mano de obra 
urbana (Tokman y O’Donnell, 1999), debilitando la capacidad ne-
gociadora de los sindicatos y en general haciendo más vulnerable 
el mundo del trabajo a las improntas del mercado, con su secuela 
de exclusiones y desigualdades. 

Hubo políticas compensatorias como los programas sociales, 
pero las mismas no tuvieron mayores impactos en la mejoría del 
nivel de vida de la gente hasta tanto no se produjeron políticas 
de empleo eficaces y cambios modernizadores que elevaran la 
productividad, lo que se ha visto claramente en México, Chile y 
Brasil (Bulmer Thomas, 2012). Debe tenerse en cuenta que en sí 
mismas las ayudas focalizadas no conducen a lógicas de inclu-
sión social que permitan que sus beneficiarios pasen a integrarse 
a “círculos virtuosos” de desarrollo productivo y no solo de bien-
estar o paliación de su condición previa de pobres. Para que esto 
ocurra se requiere que los programas focalizados a su vez puedan 
encontrarse con programas de empleo productivo ligados a mo-
delos de acumulación donde el crecimiento, la productividad y 
el desarrollo puedan articularse en un esquema coherente. Esto 
último escasamente se ha producido en la región. Visto en una 
amplia perspectiva, en muchos sentidos la región ha permane-
cido atrapada en un modelo dependiente del mercado mundial, 
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por factores de renta (yacimientos mineros, mano de obra barata, 
clima, etc.) y no de productividad (innovación, gerencia, cambio 
tecnológico) que conduzcan a la modernización productiva (Bul-
mer Thomas. 1997).

4. Cambios en la estructura social y reordenamiento  
político

Las corrientes de la globalización, al desterritorializar las plan-
tas industriales en todo el espacio global, pueden reducir impor-
tantes costos sociales, tras una racionalidad internacional intrafir-
mas, que pasa por encima de la racionalidad estatal-nacional. Esto 
agrieta las posibilidades de sostenimiento de una política laboral 
y ciudadana de bienestar. Pero, mientras en el mundo desarrolla-
do esta lógica de la flexibilización dio pie al aumento de la pro-
ductividad, no destruyó la política de bienestar, aunque esta úl-
tima hoy también se encuentre en crisis. En cambio, en los países 
latinoamericanos en vía de desarrollo, esto condujo a la crisis del 
clientelismo asistencialista (Lustig, 2010). 

Veamos un poco más de cerca las consecuencias de esta ruptu-
ra de la política del bienestar. Lo primero que se evidencia es que, 
tras los llamados ajustes de los noventa, los niveles de pobreza se 
afirman en la región, paralelo a la desprotección laboral y la infor-
malización de los mercados de trabajo. Solo en los últimos 15 años 
los índices han comenzado a revelar un descenso relativo. Adonde 
quiero dirigirme es, sin embargo, a la discusión de la dimensión 
política de esta realidad.

El primer elemento significativo de tipo político que debe des-
tacarse al respecto, es la clara ruptura entre clase media y grupos 
populares. Si en el pasado fue precisamente la alianza entre estos 
sectores lo que dio visos de legitimidad a la estrategia estatal de 
expansión hacia adentro, vía la industrialización, hoy la base po-
lítica de la apertura se presenta difusa: un sector de alta clase me-
dia, con gran influencia mediática, altos niveles de consumo y, en 
general, poder e influencia en las esferas de dirección del Estado; 
le apoya y hace de ese apoyo un arma importante de su fortaleci-
miento como sector social. 
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Estos sectores medios de altos ingresos son altamente depen-
dientes de la burocracia de Estado, ahora altamente condicionada 
en sus niveles tecno-profesionales por la alta burocracia interna-
cional que controla las lógicas de ordenamiento del capitalismo 
global, como también depende del poder de la nueva economía de 
servicios que ha potenciado la terciarización y el proceso de aper-
tura. En los sectores medios hay, sin embargo, un segmento no tan 
afortunado que aún medra en torno al empleo de baja calificación 
generado en el sector público, se vincula al sector informal en la 
producción de servicios, o se encuentra vinculado a la dinámica 
de la economía de servicios con alta complejidad tecnológica (co-
municaciones) y concentración de capitales (turismo), pero en los 
niveles ocupacionales de menor requerimiento de calificaciones.

En el mundo tradicional del trabajo reina otra situación, pues 
la flexibilización de las relaciones laborales ha conducido a la des-
regulación y el quiebre del momento corporativo, con lo que el 
sindicalismo tradicional o militante ha perdido su fuerza, salvo en 
países como México, Argentina y sobre todo Brasil. A esto se une 
el hecho de que más de la mitad de los trabajadores urbanos ope-
ran en un marco de relaciones laborales informales que despro-
tege al trabajador y, como se dijo, lo deja sin poder de mediación 
directa frente al Estado y al propio empresariado. 

En este escenario, la fuerza o capacidad de acción colectiva de 
los trabajadores no se revela en el espacio laboral, sino en la condi-
ción de consumidores y en su calidad de electores, pero estas son 
condiciones de su vida ciudadana que no validan por sí solas una 
acción colectiva. Faltaría aquí una expresión organizada, un mo-
mento colectivo que así lo expresara. En esas condiciones el con-
flicto laboral no desaparece, pero se esfuma en el espacio que las 
relaciones de mercado han tomado en las lógicas de articulación 
y cohesion sociales. Se pasa así del momento de la subjetividad 
laboral al de la subjetividad mercantil, sin existir una mediación 
política que permita generar un poder de interpelación efectivo al 
Estado. 

La capacidad de contestación del mundo del trabajo a las con-
diciones que impone el nuevo marco de relaciones laborales, se 
escabulle y conecta a otras identidades no laborales, como son las 
propias del consumidor, del habitante o poblador urbano. Pero 
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igual ocurre con otras identidades que se fortalecen en la globa-
lización.15 Con esta situación es clara la fragilidad del proceso de 
creación de legitimidad que el Estado requiere para poder operar 
frente a la sociedad como un agente que asegure no solo el orden 
político y social, sino la protección al ciudadano, a lo que se une 
el hecho del abandono del proyecto estatal-nacional por parte de 
la élite empresarial emergente y del propio Estado, el cual pasa a 
concentrar sus energías en la búsqueda de su propio espacio en el 
nuevo orden global, en aspectos como la búsqueda de mercados, 
la cooperación internacional, los financiamientos y préstamos in-
ternacionales y las nuevas inversiones extranjeras.

De esta forma, la desestructuración de las bases corporativas 
del viejo pacto estatal-nacional popular da paso a un complejo 
proceso de fragmentación social, individualización consumista, 
precariedad laboral, y clientelización de la política, que deben 
crear espacio para un nuevo esquema de legitimación del orden 
político, fundando así las bases de un orden neopopulista que 
da pie a crisis periódicas de la legitimidad democrática (Nohlen, 
1995, Cavarozzi, 2002).16

 
5. Los partidos y el Estado más allá de los ajustes

Es aquí donde deben entrar los actores políticos que median 
las relaciones entre Estado y sociedad, nos referimos a los parti-
dos políticos. Los sistemas de partidos se ven forzados a moverse 

15	 La fragmentación de las identidades más allá del momento estatal/nacio-
nal en principio debe forzar a la búsqueda de nuevas formas de articula-
ción donde el espacio nacional ya no puede contener lo que sería específi-
co de la nueva era: la determinación de la globalización en su dispersión 
identitaria, tras la planetarización de flujos de información, contactos y 
articulación de redes virtuales y fenómenos como el transnacionalismo 
(Touraine, 2009; Portes, Guarnizo y Landolt, 2003).

16	 El estudio de Mingione (1993) demuestra cómo la economía informal no 
puede asumirse sino en el marco de transformaciones globales del orden 
capitalista y remite a múltiples modalidades estatales, nacionales e inclu-
so regionales. 
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en un nuevo marco societal que redimensiona los tradicionales 
lazos entre política y sociedad, dando paso a una nueva lógica de 
legitimación política y formas de movilización social (Cavarozzi y 
Medina, 2002). 

Lo primero que deseo destacar es la cuestión del financiamien-
to de los partidos. Aquí convergen varias orientaciones en la arti-
culación de las fuentes de recursos. La primera asigna al Estado un 
papel central en la asignación de recursos a estas organizaciones 
políticas, lo que dota de un gran poder negociador a las burocra-
cias de Estado y gobiernos, pero también a las élites políticas que 
operan en la esfera congresual que asigna finalmente las partidas. 

Por otro lado, la globalización ha potenciado el poder de in-
fluencia de actores no estatales que operan en la esfera del delito 
(narcotraficantes, lavadores de dinero, etc.) y que movilizan recur-
sos hacia los partidos. Esta es una fuente de ingobernabilidad que 
ha ido fortaleciéndose en muchos países de la cuenca del Caribe 
y naturalmente México. Finalmente, recursos transnacionales que 
proceden de fundaciones de los grandes partidos de occidente y 
que apoyan a las internacionales, a lo que se suman los recursos 
que proceden de las diásporas migratorias que han obligado a una 
transnacionalización política en la esfera misma de las acciones de 
masas de los partidos.

Debe destacarse que en esta nueva situación de la política 
mundial los espacios mediáticos han pasado a desempeñar un lu-
gar estratégico, no solo en la formación de opinión pública, sino 
también en el ejercicio de la práctica de los partidos de cara a la 
formación de lealtades, difusión de mensajes, articulación de re-
des y desarrollo de capacidades de articulación con grupos y sec-
tores sociales (Castells, 2009). 

Un aspecto que debe destacarse es el cambio de horizontes de 
las luchas sociales y políticas. Aquí destaca el cambio de las luchas 
populares y laborales en materia salarial y corporativa, por luchas 
más orientadas al mercado en los espacios del consumo, pero sobre 
todo a luchas en torno a la producción de nuevas subjetividades po-
líticas en diversas problemáticas como la igualdad de género, dere-
chos de tercera generación, derechos ambientales y culturales, entre 
otros; en una palabra, se trata de la construcción de nuevos sujetos 
en el sentido que Touraine (2009) asigna al concepto. 
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Consecuentemente con el papel que ha asumido la cultura 
mediática en la cultura global, los medios de comunicación se 
convierten no solo en el espacio creador de opinión pública par 
excellence sino también en mecanismo generador de legitimidades 
políticas, lo que hace inestable la legitimidad como proceso de re-
laciones entre aparatos políticos y ciudadanía, fundado en un dis-
curso movilizador de opiniones y votos y articulador de lealtades 
(Menéndez, 2002; Castells, 2009; Garreton, 2000).

Finalmente, hay que reconocer que pese a la fragilidad insti-
tucional que observamos en el Estado tras las políticas de ajuste, 
no solo se han hecho más inestables las lealtades, sino que la cons-
trucción de ciudadanía encuentra un doble obstáculo para afir-
marse como el vehículo a partir del cual la democracia podrá con-
solidarse en la región. La ciudadanía para afirmarse en el terreno 
social en la articulación de derechos y capacidades en ese plano 
(seguridad social, educación, salud) no cuenta con una interlocu-
ción política (partidos) que haga suyo este proyecto asumiendo 
un compromiso estable. A esto se suma el hecho constatado de 
que el mundo del trabajo ha perdido capacidad de interpelación y 
por esto no representa un recurso efectivo para la articulación del 
momento ciudadano como propuesta social ante el Estado, como 
ya se dijo. En este sentido, es solo el empresariado como actor 
autónomo el que ha conservado esa capacidad de interpelación 
efectiva ante el Estado, pero de hecho lo hace en una perspectiva 
corporativa.

Se impone, pues, la pregunta: ¿es gobernable la democracia con 
ciudadanías precarias, Estados débiles y partidos clientilizados? Es 
claro que la respuesta es negativa, pero es en las condiciones de esa 
negatividad que debemos organizar la búsqueda de una respuesta 
y no en su simple rechazo discursivo. Esto conduce a la búsqueda 
de un modelo de reinserción exitosa de las economías latinoame-
ricanas a escala internacional que asegure bienestar, pero también 
las capacidades tecnológicas que lo hagan sostenible. 

El empresariado tendrá que aprender que la competitividad 
perversa de los bajos salarios y mercados laborales informales, a 
la larga no conduce a la sostenibilidad del crecimiento económi-
co; sobre todo tendrá que entender que la competitividad en este 
nuevo marco global, ya no es la de simples empresas, sino la de 
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proyectos político-sociales responsables que obliguen a la concer-
tación de compromisos razonablemente estables entre Estados, 
ciudadanos, partidos y empresarios, como bases elementales de 
la sostenibilidad de la inserción exitosa en el mercado y la ciuda-
danía democrática. 

Esto debería conducir la mirada política del Estado a la bús-
queda de ese compromiso, de ese acuerdo nacional de nuevo tipo, 
en el reconocimiento de que solo el fortalecimiento de una clara 
voluntad estatal, de un sistema de partidos institucionalizado y 
de una ciudadanía con capacidades efectivas de interpelación y 
demandas, se producirán las condiciones necesarias para la vida 
democrática efectiva y la equidad social consecuente, vale decir, 
de la comunidad de ciudadanos libres.
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Capítulo II
Las etapas del cambio democrático

“Detúvose entre el mundo destruido
y el mundo restaurado…”

John Milton
El Paraíso Perdido 

Quizás la nota distintiva del proceso político dominica-
no posterior a la muerte de Trujillo haya sido la larga 
presencia de una cultura autoritaria que ha permeado 

las instituciones políticas, dificultando y, en reiteradas ocasiones, 
impidiendo el desarrollo democrático. De esta suerte, la construc-
ción de la democracia dominicana ha sido un proceso cuyas difi-
cultades no solo han anidado en poderosos actores autoritarios 
que han empañado su desarrollo, también se han expresado en la 
generalizada presencia de una manera del obrar político con un 
fuerte componente autoritario incluso en los actores democráti-
cos. Si se aprecia el proceso político dominicano moderno a partir 
del eje democrático, dicho proceso debe ser visto no únicamente 
como el de los obstáculos de la construcción de las instituciones 
democráticas, sino también como el camino a partir del cual han 
surgido actores comprometidos con los valores de ese ordena-
miento político. 

Este libro es un modesto esfuerzo por ayudar a entender este 
complejo proceso. En tal virtud, en el presente capítulo me con-
centraré primero en una periodización del proceso de construc-
ción de la democracia política dominicana moderna. El eje del 
análisis en esa dinámica histórica lo constituyen tres procesos 
estrechamente interconectados y que solo por necesidad exposi-
tiva se distinguirán como categorías diferenciadas. Me refiero a 
la presencia de la tradición autoritaria de larga data en la cons-
trucción misma de la República, la construcción de una cultura 
populista como característica de la movilización de masas que 
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ha acompañado a la política dominicana moderna y la cada vez 
más fuerte influencia del clientelismo en el ordenamiento de las 
relaciones entre el Estado y la sociedad.

De esta manera, luego de discutir los determinantes e impli-
caciones teóricas del autoritarismo generalizado en los procesos 
de transición, en la segunda parte de este capítulo se presenta una 
periodización del proceso político en el período 1961-2016. En este 
análisis se asume la periodización a través de lo que denomino los 
ciclos políticos por los que ha atravesado el proceso de construc-
ción democrática en el país. Luego se discute la problemática de 
los liderazgos políticos contemporáneos y la tradición caudillista 
que los ha condicionado, como un eje determinante de la cons-
trucción de los actores políticos. De esta forma se discute cómo di-
chos liderazgos se han movido en una tradición autoritaria que ha 
marcado su impronta en el proceso político-democrático moder-
no. Finalmente, se discute el giro corporativista que ha asumido la 
política de partidos en el período reciente y cómo ello ha incidido 
determinantemente en la profundización de lo que entiendo es el 
sello distintivo de la política de partidos contemporánea: la pre-
sencia del faccionalismo. 

1. Premisas autoritarias

Los procesos de transición y consolidación democráticos 
en América Latina tienen una geometría variable. No suponen  
—como es natural— una linealidad irreversible y, en consecuen-
cia, indican que toda experiencia democrática no puede evitar 
la acción y, sobre todo, el surgimiento y/o fortalecimiento de 
actores autoritarios que pongan en peligro sus conquistas; no se 
agota en la construcción de los actores democráticos que sostie-
nen el proceso (partidos, élites empresariales, organizaciones de 
la sociedad civil), pues los mismos se encuentran en proceso de 
transformación y por ello pueden, a su vez, experimentar “re-
versiones” autoritarias. Para evitar este peligro, los resultados 
del proceso deben cristalizar en instituciones fuertes que desa-
rrollen una cultura y valores políticos que afirmen la ciudadanía 
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democrática, al tiempo que permitan sostener la construcción de 
un Estado de derecho.1

Si las premisas “positivas” que deben apoyar el proceso de de-
mocratización (actores, ciudadanía y Estado de derecho, cultura e 
instituciones) son frágiles, inestables serán las conquistas demo-
cráticas, y los avances del proceso democratizador se encontrarán 
siempre en condiciones de vulnerabilidad que amenazan al Esta-
do democrático de derecho con severas “regresiones autoritarias”. 
En tales condiciones, podemos hablar de una democracia frágil.2

Inicialmente, los transitólogos cifraron demasiadas esperanzas 
en las elecciones como “el territorio institucional” constituyente, 
base del proceso democratizador (O’Donnell y Schmitter, 1998). 
Bajo la amenaza autoritaria que debía vencerse era explicable esta 
apuesta. Pero, lamentablemente, en la medida en que el proceso 

1	 La literatura sobre las llamadas transiciones democráticas en América La-
tina es muy amplia y en permanente desarrollo. A título de ilustración ver 
a O’Donnell y Schmitter (1988) y Linz (1978 y 1990) que analizan el pano-
rama general del proceso. El estudio de Nohlen (1995) hace una revisión 
crítica del debate e igual Béjar, Fernández y Torregrosa (1990). El trabajo 
de Whitehead (2002) es un penetrante análisis comparativo. Para la tran-
sición dominicana debe verse a Hartlyn (2008), Lozano (2004) y Espinal 
(1987). Un balance útil de las discusiones latinoamericanas en torno a las 
transiciones puede apreciarse en Lesgart (2003). Véase también a Balletbo 
(1994), Nohlen (1995) y a Lander (1996).

2	 Para evitar malos entendidos, definiremos como “democracias frágiles” 
experiencias de desarrollo democrático con bases institucionales débiles 
y una baja capacidad para alcanzar consensos políticos estables por parte 
de los actores del sistema. A ello debe agregarse el predominio del patri-
monialismo en el manejo del Estado por parte de las élites que contro-
lan sus instituciones, todo lo cual conduce a hacer depender el desarrollo 
democrático de manera casi exclusiva en los certámenes electorales, al 
tiempo que se verifica una débil ciudadanía social y política. De ahí que 
la democracia frágil es por definición políticamente inestable y descansa 
fuertemente en la personalización del poder (presidencialismo hipertro-
fiado). La democracia “delegativa” que O’Donnell (1992) establece como 
lo típico de la experiencia latinoamericana no debe identificarse con la 
fragilidad institucional, aun cuando este tipo de ejercicio delegativo del 
poder contiene importantes elementos de inestabilidad política en su di-
seño verticalista.
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democratizador se afianzaba y perdían espacio político los acto-
res autoritarios, se fue apreciando que, además de los esfuerzos 
por sostener un sistema electoral abierto y competitivo que debía 
apuntalar el proceso democratizador en torno a la alternabilidad 
política, era necesario fortalecer una ciudadanía democrática, lo 
que implicaba desarrollar una cultura consecuente y al propio Es-
tado de derecho. A esto se unen los obstáculos de las formaciones 
estatales sobre las que descansaba no solo el régimen autoritario 
que se superaba, sino el propio Estado democrático que se preten-
día construir. Esto no solo trajo consigo la necesidad de fortalecer 
el marco institucional adecuado a ese propósito (independencia 
de los poderes estatales, transparencia de las ejecutorias públi-
cas, eficiencia burocrática en base al mérito, etc.), también obligó 
a reconocer en la propia matriz estatal un diseño que articulaba 
poderes autoritarios sólidos que conspiraban contra el desarrollo 
democrático. En esto destaca la fuerza del manejo neopatrimonia-
lista del Estado, la permanencia del populismo como lógica mo-
vilizadora en la acción política y en la construcción institucional 
y el creciente manejo clientelar de las relaciones del Estado con la 
sociedad. Estos problemas no podían ya continuar siendo vistos 
como “remedos” del pasado autoritario, puesto que se alojaban 
en la matriz articuladora misma de la experiencia democrática en 
desarrollo (Whitehead, 2002).

Sin embargo, precisamente por la fragilidad institucional en 
que se mueve el proceso democrático en este tipo de experiencias 
políticas, las elecciones terminan constituyéndose en el espacio 
principal en torno al cual se articula no solo el proceso de repre-
sentación (modelo clásico e incluso modelo burocrático-autori-
tario) (Dahl, 1993; O’Donnell, 1992), sino también en el principal 
mecanismo de articulación del vínculo Estado/sociedad que orga-
niza la legitimidad del orden político. De esta forma, mientras se 
supone que dicho mecanismo afirma la ciudadanía política, aban-
donado a su suerte, produce un hiato que apoya el bloqueo de la 
ciudadanía social a través, principalmente, de dos mecanismos: 
la movilización populista y el engranaje clientelar de la política 
de masas. Es en ese momento donde precisamente interviene la 
forma del Estado neopatrimonial en el que se sostiene este tipo de 
ordenamiento político (Weber, 1948; Linz, 1978b), organizado con 
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una fuerte dosis autoritaria y, en el caso que nos ocupa, una forma 
democrática frágil que —paradójicamente— permite la compe-
tencia político-electoral. 

Esta realidad obliga a un replanteamiento del debate en torno 
al autoritarismo. En un marco normativo débil, el proceso demo-
crático es permeado fácilmente por secuelas autoritarias que pro-
ceden de diversos orígenes. En primer lugar, la tradición cultural 
autoritaria gravita en la toma de decisiones; en segundo lugar, los 
enclaves de poder tienden a bloquear las lógicas articuladoras de 
consensos; y, finalmente, el poder de actores políticos determina-
dos dificulta ejercicios competitivos y transparentes en el plano 
electoral. En este marco, la clientilización de la política se encuen-
tra estrechamente conectada a la presencia del autoritarismo en el 
sistema y en la cultura política.3 

La experiencia que se analiza en este libro ilustra adecuada-
mente este ejercicio de construcción democrática con débil institu-
cionalidad, fuerte sesgo autoritario en su ordenamiento político y 
débil ciudadanía. En la perspectiva de los procesos de consolida-
ción de la democracia en la llamada tercera ola democratizadora 
(Huntington, 1994) iniciada en los ochenta, la República Domi-
nicana de hecho constituyó la primera experiencia de transición 
democrática en la América Latina, pues en 1978, el Presidente Joa-
quín Balaguer, quien llevaba en el poder doce años liderando un 
régimen semi-autoritario4 (1966-1978), fue desplazado del poder, 

3	 Los estudios en torno al autoritarismo como problemática teórica son en 
general tributarios de la obra de Max Weber (1948). En esta perspectiva, 
modernamente debe consultarse a Linz (1978b). El libro sobre sultanismo 
de Chehabi y Linz (1998) es de lectura necesaria. Véase además a Ace-
moglu y Robinson (2005). 

4	 Entendemos por semi-autoritario un régimen político que si bien asume 
el marco institucional del orden democrático (separación de poderes, 
elecciones, libertad de prensa), no permite una práctica igualitaria y li-
bre de la competencia democrática (elecciones), tampoco permite un libre 
desarrollo y organización del sistema de partidos, el cual se ve limitado 
por diversas trabas, la principal de las cuales está definida por el poder 
de los militares en el Estado. En ese ordenamiento político el Congreso 
y las instituciones de justicia dependen y están claramente condiciona-
das e intervenidas por el poder presidencial. Por lo general, en este tipo 
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iniciándose una nueva fase democratizadora en el país, ahora bajo 
la dirección de gobiernos socialdemócratas, con el Partido Revolu-
cionario Dominicano (PRD) como partido gobernante.5

Si bien es fácil reconocer el momento en que la transición de-
mocrática dominicana se inicia (la salida del poder de Balaguer en 
1978), no lo es tanto el momento en que debe reconocerse el inicio 
de una nueva fase, la de consolidación. Si el inicio de la lucha con-
tra el autoritarismo no tiene forzosamente un horizonte claro, en el 
caso del inicio de la llamada transición puede reconocerse cuándo 
se produce un quiebre en el equilibrio de poderes en el Estado que 
conduce a un nuevo esquema de poder en el manejo de sus institu-
ciones centrales, pues al menos formalmente dichas instituciones 
pasan a ser controladas por actores “democráticos”. Es claro que 
esta “nueva situación” lo que indica es un proceso, puesto que los 
poderes del antiguo orden autoritario no desaparecen de la noche 
a la mañana con el cambio del equilibrio de fuerzas en el Estado, 
tras el desplazamiento de los actores autoritarios del control de 
sus aparatos fundamentales. Por eso es que se habla precisamente 
de proceso de transición, ya que este cambio de mandos lo que 
establece es el inicio de un “movimiento” más o menos seguro 
hacia un nuevo orden político-democrático. Como se sabe, toda 
transición es un camino de incertidumbre; no la incertidumbre de-
mocrática en este caso, fundada en la alternabilidad del poder y 
las elecciones, sino la de la regresión política ante el poder de los 
actores autoritarios (Lefort, 1990; Whitehead, 2002). 

Como han planteado O’Donnell y Schmitter (1988), esta tran-
sición se concentra esencialmente en el fortalecimiento del orden 

de régimen y en particular, en el caso del “régimen balaguerista de los 
doce años” (1966-1978), se reconocen acciones represivas más o menos 
permanentes sobre la oposición política, el Estado de derecho no existe y 
la ciudadanía no posee poder de interpelación sobre los actores políticos. 
Véase a O‘Donnel (1988) y a PNUD (2004 y 2010). 

5	 Antonio Guzmán fue el primer presidente de la transición en 1978. Su 
principal logro fue haber desmontado el poder de la camarilla militar que 
apoyaba a Balaguer. En 1982 fue sucedido por Salvador Jorge Blanco tam-
bién del PRD. Una panorámica amplia del proceso político dominicano 
desde la muerte de Trujillo en 1961 hasta el regreso al poder de Leonel 
Fernández en el 2004 lo encontramos en Hartlyn (2008).
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político democrático organizado en torno al carácter competitivo 
que deben tener los procesos mediante los cuales se seleccionan 
los actores que periódicamente pasan a controlar el poder central 
en el Estado, esencialmente el Ejecutivo y el Poder Lesgislativo. 
Es por ello que en principio debemos suponer que la transición 
se concentra, al menos en sus primeros momentos, en torno a las 
instituciones electorales y el fortalecimiento de los actores políti-
cos (partidos).

Pero en la medida en que el proceso fortalece precisamente a 
los actores democráticos (partidos y sociedad civil), consolidando 
la institución electoral y el sistema de partidos, se abren otras ven-
tanas de demandas democráticas. Cuando se llega a ese momento 
¿puede decirse que ha terminado la transición democrática? No 
forzosamente, ya que esto puede producirse en un contexto en 
que todavía actores autoritarios mantengan mucho poder en el 
Estado, haciendo visible la posibilidad de una regresión autorita-
ria. Es por eso que es difícil delinear teóricamente el final de las 
transiciones democráticas, pues solo cada contexto histórico y po-
lítico puede finalmente dar cuenta de ellas. Asimismo, esto pone 
al desnudo otro hecho poco discutido: la agenda de la consolida-
ción comienza a construirse ya en la transición misma. 

Estas breves reflexiones teóricas permiten formular al menos 
dos hipótesis orientadoras de este libro: en el caso dominicano, si 
bien en el inicio de la transición democrática de 1978 se dio paso 
a dos gobiernos “socialdemócratas” (1978-1982 y 1982-1986), esto 
no produjo instituciones políticas fuertes como para impedir que 
actores autoritarios reasumieran espacios de poder importantes, 
haciendo de hecho inestable y prolongada en el tiempo la tran-
sición democrática. La evidencia histórica de esto es el regreso 
al poder de Balaguer en 1986 y su mantenimiento en el mismo 
durante diez años. Si bien el regreso al poder de Balaguer no re-
virtió el proceso de transición, sí produjo regresiones autoritarias.6 

6	 En la literatura latinoamericana sobre los procesos de democratización 
este concepto es impreciso. En ocasiones indica simplemente dificultades 
en el afianzamiento de la política electoral, pero en otros apunta hacia las 
que se presentan en el desarrollo de un Estado de derecho (Whitehead, 
2002; Touraine, 1972; Rouquié, 2011; Przeworski, et. al., 1998; PNUD, 2004 
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El viejo caudillo autoritario se vio forzado a aceptar la nueva rea-
lidad institucional que creaba la misma transición, vale decir, la 
institucionalidad del mecanismo de cambio político en torno a los 
procesos electorales y un sistema competitivo de partidos; asimis-
mo, el poder militar sobre las instituciones del Estado y su capaci-
dad coercitiva sobre los partidos prácticamente desapareció, pero 
en el funcionamiento mismo del Estado se mantuvieron prácticas 
autoritarias, prolongando así la fase de transición, sobre todo en 
el plano electoral. Tras la vuelta de Balaguer al gobierno, los mili-
tares perdieron, pues, mucho poder, dejando de constituir el me-
canismo central de la cohesión y unidad del Estado, como fue lo 
propio en el Estado autoritario balaguerista del período 1966-1978 
(Lozano, 1985). De nuevo los hechos históricos evidencian la argu-
mentación teórica: las elecciones de 1990, “ganadas” por Balaguer 
estuvieron marcadas por el fantasma del fraude contra Juan Bosch 
y su emergente Partido de la Liberación Dominicana (PLD), mien-
tras las elecciones de 1994 fueron abiertamente fraudulentas, per-
judicando a José Francisco Peña Gómez, líder del PRD, obligando 
así a un recorte del nuevo período de gobierno a dos años y a una 
reforma constitucional que prohibió la reelección, lo que a su vez 
condujo a la celebración de nuevas elecciones en 1996 (Hartlyn, 
2008), como se verá luego. 

Una segunda hipótesis indica que si bien los problemas cen-
trales de la transición se articulan en torno a la construcción de 
los actores políticos (partidos), los de la consolidación se orga-
nizan en torno a las instituciones del orden democrático y el Es-
tado de derecho con su consecuente poder ciudadano (PNUD, 
2005). Esto último remite al menos a dos asuntos: por un lado, 
las instituciones del orden autoritario condicionan el perfil que 
finalmente conforma la práctica de los actores de la transición, 
mientras, por otro lado, el proceso de construcción institucio-
nal, que en principio debe consolidar el orden democrático, está 
mediado por la trayectoria de los actores; se trata, pues, de un 

y 2004b; O’Donnel Guillermo y Philippe Schmitter, et. al., 1988; Nohlen, 
1995; Linz, 1990; Balletbo, 1994). En el caso dominicano que discuto el con-
cepto apunta a ambos niveles. Véase para el caso dominicano a Hartlyn 
(2008) y a Espinal (1987). 
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camino de doble vuelta. En ambas situaciones la cultura polí-
tica constituye un condicionante de largo plazo que no necesa-
riamente permite que la práctica de los actores se organice en 
torno a un orden valórico “autoritario” o “democrático”, pues 
el mismo se amalgama y confunde en un esquema de comporta-
mientos, estilos de relaciones y prácticas políticas, que atraviesa 
tanto el momento autoritario como el propiamente democrático, 
dándose paso a un cambiante continuum valórico más o menos 
autoritario o democrático.

En estas condiciones, la consolidación democrática se produ-
ce en un contexto de permanente fragilidad de las instituciones 
estatales, cuyos ejes articuladores son la debilidad del Estado de 
derecho y el manejo neopatrimonial de sus recursos, mientras la 
cultura política clientelista desdibuja y debilita la construcción de 
ciudadanía (Álvarez et. al., 2010). Por ello, si bien la fase de con-
solidación de la democracia aleja el peligro de regresión autori-
taria, por el hecho mismo de permanecer en el tiempo, en el caso 
dominicano la misma está signada por la recurrente incapacidad 
estatal para impedir las violaciones al Estado de derecho, por la 
clientilización de la política de partidos y por el creciente poder de 
élites neopatrimoniales que controlan sus aparatos. En un contex-
to de ese tipo la consolidación democrática es por definición frágil, 
lo que obliga, entonces, a plantearse: ¿de qué tipo de democracia 
estamos hablando? ¿Hacia cuál modelo de práctica democrática se 
transita? ¿cuáles instituciones son las que en tales condiciones se 
consolidan para dar paso a ese tipo de democracia? 

En mi opinión, el proceso político dominicano moderno, de 
la muerte de Trujillo (1961) a nuestros días (2015-2016), puede ser 
mejor estudiado si establecemos una periodización que permita 
apreciar determinadas características de los momentos políticos, 
a partir de una serie de elementos comunes a todas las fases, pero 
que se modifican en el tiempo. Podríamos asumir así tres compo-
nentes fundamentales: las transformaciones del Estado, la consti-
tución y cambio de los actores políticos y sociales, y los escenarios 
del orden y el conflicto políticos. De esta forma, asumir el análisis 
del largo período histórico dominicano moderno supone recono-
cer una serie de premisas que son las que pueden articular en úl-
tima palabra la “lógica del ciclo político”, con sus variaciones en 
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cada etapa o coyuntura.7 Así, lo primero que salta a la vista es lo 
que puede definirse como “la herencia” de la dictadura trujillista. 
A nuestro juicio tres elementos sintetizan el legado autoritario y, 
en cierto modo, estructural de la dictadura trujillista: 

a) El predominio o hegemonía cultural e institucional del au-
toritarismo en la política post dictadura. En este sentido, 
dos son los componentes centrales del autoritarismo en la 
política dominicana moderna: la prolongada presencia de 
las fuerzas armadas como actores políticos activos en la 
unidad del régimen político (1961-1978), o como elemen-
tos condicionantes de la política democrática (1978-2015) 
(Whitehead, 2002; Hartlyn, 2008). El segundo componente 
es el acentuado presidencialismo de la política de partidos 
y del ejercicio propiamente democrático que articula las re-
laciones Estado/sociedad a lo largo de todo el período post 
dictadura.8

7	 El estudio del “ciclo político” no implica el determinismo, sino una ló-
gica analítico-comparativa y procesual. No supone por tanto un telos 
que predetermina la acción de los sujetos. Tampoco supone un curso 
o lógica de acción que define pautas invariables, simplemente ayuda 
a reconocer cambios significativos en torno a dimensiones o variables 
que caracterizan los procesos políticos, momentos de inflexión que los 
precipitan o producen y ayuda a establecer comparaciones significa-
tivas entre procesos, o períodos histórico-sociales. Para una discusión 
metodológica sobre los ciclos políticos un sugerente libro es el de Ar-
thurd Schlesinger Jr.: Los ciclos políticos en la historia americana (1990). 
Para la discusión teórica véase a Acemoglu y Robinson (2005), Beyme 
(1994), Lipset (1987), Montero, Gunther y Linz (2007). Véase la Nota 1 
del Capítulo VII que desarrolla las implicaciones del ciclo político en su 
expresión electoral.

8	 Hay una reflexión que autores dominicanos han desarrollado en torno al 
autoritarismo desde finales de los años ochenta del siglo XX que debe te-
nerse en cuenta. En esencia nos referimos a Oviedo (1987) que ha trabaja-
do el asunto en la perspectiva de la sociología política; Espinal, Morgan et. 
al. (2012), que han producido diversos estudios empíricos y comparativos 
de gran valor; Duarte, Brea y Tejada Holguín (1996,1998, 2008), que pro-
dujeron durante diez años seguidos estudios empíricos sistemáticos so-
bre cultura política que son hoy referencia obligada; Duarte y Brea (2002) 



La política del poder: la crisis de la democracia dominicana en el siglo XXI 75

b) El segundo aspecto central que caracteriza la política domi-
nicana moderna es lo que podríamos definir como la polí-
tica de masas, como componente central de las relaciones 
del Estado con la sociedad. Esto se expresa claramente en 
el papel central que pasan a ocupar el gasto social, en la 
estructura general del gasto público en el marco de la irrup-
ción en la vida política de movimientos sociales, la creciente 
organización de la sociedad civil y la movilización cliente-
lista, procesos que por lo general fuerzan al Estado a mover 
recursos hacia los sectores populares.9 

c) El tercer componente es la fuerte presencia del Estado como 
función articuladora de lo político, como espacio ordena-
dor de lo social y como mecanismo relacional con el poder 
hegemónico a escala regional y global. Fue esa presencia la 
que permitió en la fase autoritaria del período bajo estudio 
(1961-1978), articular el poder militar como una suerte de 
partido del orden e imponer la fuerza de la oligarquía sobre 
el movimiento social. Fue ese poder el que le permitió a Ba-
laguer, apoyado en el elemento militar y su liderazgo sobre 
el campesinado, articular un modelo político cesarista. Pero 
es sobre todo el poder económico que el Estado dominica-
no heredó de la dictadura, que lo convirtió en el principal 
empresario del país, el que puede explicar la eficacia de la 
política populista entre 1978 y 1990.10

sintetizan los principales resultados empíricos de las encuestas sobre cul-
tura política publicados en la década de los noventa. Véase también a Brea 
et. al. (2014) y a Catrain y Oviedo (1981).

9	 Esto concretamente se manifiesta en la creciente importancia que cobran 
los rubros del gasto público en materia de educación, salud y programas 
clientelares de apoyo a los pobres. Para un cuidadoso análisis de este pun-
to debe verse el trabajo de Marsteintredet (2010).

10	 Sobre el poder económico de Trujillo y su transferencia al Estado tras su 
muerte, que convirtió al aparato estatal en el principal empresario nacional 
durante un buen tiempo, véase a Cassá (1982 y 2015), Croes (2015), Bosch 
(2009c). Sobre la importancia política del poder económico del Estado ver 
a Lozano (2013) y ONAPLAN (1968 y 1977). Para el periodo que va de la 
muerte de Trujillo en 1961 a las transformaciones neoliberales de los noven-
ta en el siglo XX debe consultarse a CEPAL (2001) y a Despradel (2005). 
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Bajo estas premisas veamos las fases o ciclos por los que ha 
atravesado el proceso de construcción democrática dominicano 
tras el fin de la dictadura trujillista a nuestros días. 

2. Las etapas del cambio político y la construcción  
democrática

Presentaré en este apartado un análisis de lo que entiendo han 
sido los tres grandes ciclos de la política dominicana moderna, 
después de la muerte de Trujillo en 1961. Se trata, en fin, de un 
breve análisis del cambio político en el largo período 1961-2016. 
Aunque la dinámica electoral constituye un eje clave del análi-
sis, en este capítulo no me detendré a estudiar ningún proceso 
electoral particular;11 pondré básicamente el centro de atención en 
el análisis de las cambiantes correlaciones de fuerza en el Estado 
como el eje clave de la dinámica del cambio político, que cristaliza 
en ejercicios de gobierno y determinados equilibrios en materia de 
representación (fuerza congresual y municipal, control de gobier-
nos, aceptación en la opinión pública, etc.). Para realizar ambos es-
fuerzos se identifica a los principales actores políticos (partidos). 
Finalmente, se incorpora en el estudio tanto el rol de la sociedad 
civil como la discusión sobre los contextos internacionales y sus 
cambios en cada coyuntura. 

Se proponen tres grandes etapas: 1) 1961-1978, caracterizada 
como un ciclo autoritario; 2) 1978-1996, definida como ciclo po-
pulista; y 3) finalmente, 1996-2016, definida como ciclo clientelar-
corporativo. En el fondo, el análisis de estos procesos remite al 
largo proceso de construcción democrática experimentado por el 
país en el período moderno.

11	 En el Capítulo VII analizo los ciclos electorales del período 1966-2016, 
deteniéndome en el período 1996-2016. La dinámica electoral dominicana 
del período 1978-1996 la discuto en mi libro Después de los caudillos (2002). 
Para una visión de conjunto hasta 1996 debe verse a Hartlyn (2008). Para 
el período posterior (2008-2012) puede consultarse a Lozano (2013).
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Ciclo autoritario: 1961-1978

El ciclo autoritario está atravesado por la presencia determi-
nante del elemento militar en la articulación de los acuerdos y 
pactos en torno a los que se organiza el poder político en el Esta-
do. En esta fase podemos reconocer tres “momentos”. En primer 
lugar, un momento de aguda crisis política que se precipita con 
el fin de la dictadura (1961-1965), donde los militares, de manera 
directa o indirecta, asumen el control del aparato gubernamental, 
la llamada “oligarquía tradicional”, de factura anti trujillista; in-
tenta controlar el Estado y definir una alternativa conservadora a 
la dictadura, intento que culmina primero en la derrota electoral 
de la Unión Cívica Nacional (UCN), único esfuerzo directo de 
la oligarquía por producir una organización política propia, que 
sufre un fracaso con el triunfo de Bosch y el PRD en las elecciones 
de 1962; y un segundo revés con el posterior golpe militar con-
tra Juan Bosch que propiciaron, que termina en el abierto control 
del gobierno por las fuerzas armadas.12 Este “momento” culmina 
en una guerra civil, tras la Revolución Constitucionalista de 1965 
que conduce a la ocupación militar norteamericana, a la derrota 
militar de las fuerzas constitucionalistas que intentaban restituir 
el gobierno constitucional de Juan Bosch, y finalmente al regreso 
de Joaquín Balaguer al poder, quien en 1966 gana las elecciones 
contra su contendor del PRD Juan Bosch (Hartlyn, 2008; Moya 
Pons, 1981). 

A partir de ese momento se abre otra fase en el mismo ciclo 
autoritario. Con la vuelta al poder de Balaguer en 1966 y su pro-
longado gobierno hasta 1978, se vio con claridad que el predomi-
nio autoritario no se apoyaba simplemente en la fuerza del po-
der militar. En realidad, esta fase puede definirse como cesarista, 
donde Balaguer ocupaba el rol de eje articulador de un modelo 
político excluyente de las fuerzas políticas democráticas, y donde 
la tradicional oligarquía se vio comprometida a “autoexcluirse” 

12	 Ver infra, Capítulo VI, donde se analiza con cierto detalle el esfuerzo polí-
tico oligárquico por el control directo del Estado, tras el fin de la dictadura 
trujillista.
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de la competencia por el control directo del poder político, a fin de 
bloquear las posibilidades electorales de las fuerzas popular/de-
mocráticas, articuladas en torno al PRD bajo el liderazgo de Bosch, 
asegurando así su potencial de crecimiento como fuerza econó-
mica. En ese contexto, Balaguer asume el compromiso de apoyar 
la expansión económica del sector privado a partir del poder em-
presarial que tenía el propio Estado, a cambio de conservar sin 
competencia el poder político en el Estado. En dicha situación cla-
ramente el poder cesarista de Balaguer no emanaba simplemente 
del consentimiento de Estados Unidos hacia su gobierno, era fi-
nalmente el producto del ascendiente político del líder conserva-
dor sobre el campesinado y por ello sobre el propio ejército.13 Esta 
fase del desarrollo político dominicano moderno puede caracte-
rizarse como excluyente, lo que implica dos asuntos: de un lado, 
obliga a reconocer la presencia de ejercicios electorales más o me-
nos regulares; por otro lado, implica apreciar que esos ejercicios 
hasta el final del período (1978) se caracterizaron por su carácter 
excluyente del campo opositor democrático (Hartlyn, 2008; Cam-
pillo, 1986). Sin embargo, aún en las condiciones autoritarias, las 
elecciones funcionaban como un requisito de la sostenibilidad del 
régimen en sus relaciones con las clases y grupos que constituían 
el bloque de fuerzas en el poder. En la etapa final del ciclo auto-
ritario (1961-1978), el régimen balaguerista hace de las elecciones 
un instrumento que legitima la exclusión de las fuerzas políti-
cas autoritarias en cuanto a sus posibilidades de acceso al poder, 
mientras se coloca a los militares como el “partido del orden” que 
asegura precisamente la exclusión política del campo opositor, al 
tiempo que le facilita a Balaguer, en tanto jefe político del aparato 
militar, actuar como el factor de “unidad” del bloque de fuerzas 
en el poder. En otras palabras, en esta lógica excluyente, el papel 
mediador de los procesos electorales establece las condiciones de 
legitimidad al interior del bloque de fuerzas en el poder, mientras 
el rol del ejército asegura la exclusión política efectiva. Por ambos 

13	 Desarrollo mi idea del bonapartismo del régimen balaguerista de los doce 
años (1966-1978) en mi libro El reformismo dependiente (1985). Debe verse 
en ese mismo enfoque a Cassá (1986). Una crítica al enfoque bonapartista 
en torno al carácter del régimen se presenta en Faxas (2007).
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asuntos, cuando el bloque de fuerzas en el poder se fragmenta y 
una parte del mismo pasa a apoyar al campo político opositor y 
las bases campesinas del régimen se dividen, en un contexto inter-
nacional adverso, el grupo en el poder bajo el liderazgo de Bala-
guer se debilita significativamente, abriéndose así un “momento” 
de cambio político que condujo a la derrota electoral del balague-
rismo en 1978 (Hartlyn, 2008). 

Ciclo populista: 1978-1996.

La transición democrática en Santo Domingo se inició insti-
tucionalmente con la derrota electoral de Balaguer y el triunfo de 
Antonio Guzmán, del PRD, en 1978. Con ello se inició un nuevo 
ciclo político al que denomino populista; esto así, en lo esencial, 
debido no solo al esquema de movilización de masas que pasó a 
normar las relaciones Estado/sociedad, sino sobre todo por dos 
elementos estrechamente vinculados con la democratización: el 
gran crecimiento de la organización de la sociedad civil —en par-
ticular del movimiento obrero organizado y el empresariado—
y la liberalización política que le acompañó (Oviedo y Espinal, 
1986). Asimismo, en esta fase se aprecia que el movimiento social 
alcanza verdaderas conquistas en el plano laboral/industrial, con 
significativos aumentos salariales, en el agropecuario con la libe-
ralización de precios de los productos destinados al mercado ur-
bano, con los consecuentes beneficios para el campesinado. A esto 
se suma lo que en el momento inicial fue el componente central 
del inicio de la transición: la desmilitarización del Estado (Bosch, 
Brian J., 2010; Atkins, 1987). Con ello se abría otro esquema de 
construcción de las lógicas de representación, como de construc-
ción de legitimidades políticas.

Como indiqué, lo central de esta fase es el desmonte de la ma-
quinaria militar balaguerista como mecanismo de control del po-
der y como lógica de construcción de legitimación ante las élites. 
En su defecto, las elecciones en muchos sentidos pasan a definir 
ahora el campo de articulaciones políticas en torno al cual se teje 
el proceso de legitimación, no ya simplemente de selección de los 
representantes de los grupos y actores sociales ante los poderes 
del Estado. En otras palabras, las elecciones pasan a ocupar el 
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espacio principal de la vida política. Esto trae aparejado al menos 
tres cuestiones centrales que deciden la suerte de la dinámica po-
lítica que a partir de 1978 se comienza a producir. En primer lugar, 
la competencia electoral pasa a articular el campo de movilización 
política fundamental de los partidos políticos y en torno a ello 
comienza a delinearse un sistema competitivo de partidos, logro 
central de la transición en ese momento, aunque el tipo de articu-
lación que vincula a la élite política con el electorado sea de claro 
tinte populista. En segundo lugar, el empresariado adquiere un 
alto nivel de desarrollo corporativo al margen del proteccionismo 
de Estado, mientras éste último se ve obligado a producir un tipo 
de política que hace del gasto social un componente determinante 
del gasto público, transformando la matriz de relaciones Estado/
sociedad. El gobierno central pasa así de concentrar el gasto públi-
co en las inversiones de infraestructura y gastos de capital, como 
en el anterior modelo balaguerista, al nivel del gasto corriente, 
sobre todo en sueldos y salarios, debido al aumento del empleo 
público.14 Esto de suyo es indicativo de un viraje político donde 
la presión de masas pasa a actuar en la base política misma del 
partido en el poder, el PRD, como organización popular/demo-
crática. En tercer lugar, los dos primeros elementos planteados 
establecen un correlato directo en las relaciones políticas de las 
diversas facciones del partido de gobierno, lo cual termina por 
generar tensiones casi infranqueables que finalmente minan los 
vínculos entre el Congreso, con clara hegemonía perredeísta, y 
el Poder Ejecutivo. No puede verse este choque político interno, 

14	 De todos modos, hay que especificar que el aumento del empleo público 
se produjo sobre todo en la administración de Antonio Guzmán. Así, en 
el año 1978, cuando Antonio Guzmán alcanzó la Presidencia de la Repú-
blica el volumen total del empleo público en el gobierno central ascendía 
a 129,189 empleados. Cuatro años después, en 1982, a su salida del go-
bierno, el empleo público había ascendido a 201,294, lo que significaba 
un incremento relativo del 35.8%. Cuando Salvador Jorge Blanco —quien 
sucedió a Guzmán en la Presidencia—, salió del poder, el empleo público 
solo había aumentado a 218,084 (un incremento de 16,790 empleos), re-
presentando un incremento relativo de apenas 7.7%. En mi libro Los traba-
jadores del capitalismo exportador (2004) hago un análisis con cierto detalle 
del empleo público entre 1950 y 1987.
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en el partido de gobierno, únicamente como el fruto de la lucha 
faccional misma. En ella gravita determinantemente las presiones 
empresariales que impulsan un modelo privatizador, de restric-
ción del gasto público y de freno a las conquistas salariales del 
mundo del trabajo, que el gobierno desarrollaba, precisamente a 
consecuencia del “pacto populista” que condujo al PRD al poder. 
Por otro lado, el gobierno recibe directamente la presión sindical, 
de la base popular del partido y de la poliarquía que comienza a 
tejerse en la dirigencia media que depende de sus relaciones clien-
telares con la base de masas de la organización (Lozano, 2004; Nel-
son, 1994; Oviedo y Espinal, 1986). 

En otras palabras, la articulación de un nuevo régimen polí-
tico que podemos definir como popular/democrático, en la me-
jor tradición latinoamericana, potencia presiones de masas muy 
efectivas que afectan la gobernabilidad política y la unidad del 
partido gobernante, independientemente de que se fortalezca un 
sistema electoral pluralista y competitivo y que la sociedad civil 
y el empresariado alcancen un relevante poder corporativo y or-
ganizacional. Desde otro ángulo esta situación genera una signi-
ficativa fractura en la fuerza política hegemónica que en ese mo-
mento controla el Estado, el PRD, expresado precisamente en la 
lucha entre facciones y su dimensión institucional: las tensiones y 
conflictos entre el Poder Ejecutivo, “sede” de la facción que había 
ganado la convención que llevó al poder a Antonio Guzmán, y 
el Congreso, donde se concentraba la oposición interna liderada 
por el entonces senador Salvador Jorge Blanco, que en el período 
siguiente llegaría a la presidencia del país (Hartlyn, 2008). 

Finalmente, debe plantearse que, correlativo a la desmoviliza-
ción política de los militares en el Estado, la base social que soste-
nía la fuerza popular/democrática que pasaba a controlar el poder, 
era sustancialmente distinta a la que sostuvo al régimen autori-
tario balaguerista. Ahora eran las fuerzas populares urbanas con 
significativo nivel de organización corporativa las que apoyaban 
al partido de gobierno. Esto modificó la lógica negociadora del 
poder político con su base social, pero a la vez modificó las relacio-
nes mismas entre el Estado y el empresariado. Éste último ahora 
tenía más autonomía corporativa frente al Estado y su capacidad 
de presión ante el gobierno central era mayor. A todo esto se une 
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un componente internacional: si en el régimen balaguerista Esta-
dos Unidos tenían una influencia directa en el Poder Ejecutivo, 
pese al poder cesarista de Balaguer, en la nueva situación, bajo los 
gobiernos del PRD, sus relaciones con el Estado pasaron a estar 
mediadas, no solo por sus relaciones directas con los militares: se 
vieron obligadas al vínculo con el poder Legislativo y con el pro-
pio empresariado (Bosch, B. J., 2010; Lozano, 2002; Nelson, 1994). 

En la fase de dominio hegemónico del PRD (1978-1986) en el 
Estado, en el marco del ciclo político popular/democrático, asis-
timos así a un proceso político con amplias bases de legitimidad 
de masas, apoyado en un esquema político competitivo y plura-
lista. Es este pluralismo competitivo el que permite definir como 
ciclo democrático la política dominicana de esos años. Pero fue 
ese mismo carácter el que le permitió a las fuerzas conservadoras, 
reagrupadas de nuevo en torno a Balaguer y su partido (PRSC), 
su cohesionamiento como fuerzas electorales, derrotando en 1986 
al PRD, con lo cual Balaguer regresó al poder para asumir la di-
rección del Estado, ahora en la segunda fase del ciclo popular/
democrático (1986-1996). 

Este segundo momento de control balaguerista del Poder Eje-
cutivo debe analizarse en diversos planos. El más inmediato per-
mite sostener que es precisamente el regreso al poder del caudillo 
autoritario la mejor prueba de la fortaleza de la transición demo-
crática iniciada en 1978. Esto así porque pone de manifiesto que 
los propios actores autoritarios del período previo “aceptan”, en 
principio, las reglas del juego democrático y participan de proce-
sos electorales competitivos donde salen triunfantes. Una lectura 
social del mismo asunto permitiría reconocer el deterioro de la 
base de masas de la movilización popular-democrática, produc-
to del doble proceso de la lucha interna en el partido gobernante 
(PRD), como del fracaso de la política social populista y del propio 
modelo de gestión pública que los gobiernos perredeístas promo-
vieron. A esto último debe agregársele, sin embargo, las contradic-
ciones entre los grupos empresariales organizados y el gobierno 
central, con los efectos políticos consecuentes en el Estado. Así, el 
predominio de los intereses agropecuarios en el primer gobier-
no perredeísta en la transición, presidido por Antonio Guzmán 
(1978-1982), colocó a las fracciones industriales del empresariado 
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de Santo Domingo en choque con el gobierno central por su políti-
ca de aumento salarial y liberalización de precios agrícolas que fa-
vorecía al empresariado agropecuario del norte. En el gobierno de 
Salvador Jorge Blanco, que sucedió a Guzmán, las negociaciones 
con el FMI debilitaron al PRD ante los grupos populares urbanos, 
pero también movieron al empresariado hacia el liderazgo conser-
vador de Balaguer (Nelson, 1994; Messina, 1988). 

De todos modos, hay que tomar con cuidado estas interpreta-
ciones, pues caben contraargumentos. Por lo pronto, la transición 
no fue color de rosas, ya que al final del período de gobierno, en 
1990, las elecciones fueron muy cuestionadas y si bien Balaguer 
retuvo el poder, lo fue a cambio de un pacto político con el alto 
empresariado, como se verá más adelante. En 1994, en las eleccio-
nes de ese año, Peña Gómez demostró que contra él se produjo 
un fraude colosal que obligó a Balaguer a la negociación, como 
se discutirá luego (Díaz, 1996). Esto es lo que permite a autores 
como Hartlyn (2008) afirmar con razón que entre 1986 y 1996, en 
el llamado gobierno de los diez años de Balaguer, se verificó una 
regresión autoritaria que hizo precarios los logros alcanzados en 
la transición en su primera fase (1978-1986).15

En el plano social y económico el asunto es igualmente comple-
jo. No puede asumirse sin caer en el simplismo que las crisis que se 
les presentaron a los gobiernos del PRD entre 1978 y 1986 fueron el 
simple producto de una mala gestión pública. En el primero de esos 
gobiernos, el de Antonio Guzmán (1978-1982) la acelerada política 
de gastos corrientes no fue únicamente el producto del populismo 
clientelar, fue también el resultado de un intento de reactivación de 
la economía por la vía de la demanda, en la mejor tradición neo-
keynesiana (Ceara, 1984). Más grave aún fue la política de emprés-
titos, que a la larga condujo al déficit del sector público. En el caso 

15	 El argumento de Hartlyn (2008), que también suscribo, no debe permi-
tir que pase inadvertido el hecho de que la regresión autoritaria aludida 
por el autor encontraba un espacio de aceptación en importantes grupos 
de presión como era el empresariado, sobre todo su fracción industrial e 
importantes sectores de las clases medias. Esto sin olvidar tampoco la cul-
tura autoritaria en la que al fin y al cabo se estaba verificando el proceso 
mismo de transición democrática.
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de Jorge Blanco (1982-1986), que enfrentó los efectos negativos de 
esas políticas, el acuerdo con el FMI en 1984, si bien produjo la 
primera gran ruptura política de la base de masas del PRD, tras la 
revuelta popular de 1984, a la larga fue un mecanismo que ayudó 
a restablecer el equilibrio del gasto y con ello el manejo del déficit, 
de lo cual el gran beneficiario inicial fue el propio Balaguer en sus 
dos gobiernos posteriores, entre 1986-1996 (Despradel, 2005). 

Pero, más allá del debate sobre la política pública, desde el pun-
to de vista del desarrollo, lo central es apreciar que la transición de-
mocrática se produjo en medio de un proceso de deterioro del mo-
delo de industrialización por sustitución de importaciones, como 
producto de una crisis de las exportaciones tradicionales. Tras la 
mala gestión del sector estatal de la industria azucarera, esto con-
dujo a una severa crisis fiscal y a la agudización de la crisis de la 
infraestructura energética del país (CEPAL, 2001). El declive de la 
industrialización y el colapso del sector exportador tradicional, no 
solo reorientaron la inserción de la economía al mercado mundial, 
sobre todo reacomodaron y en muchos sentidos transformaron el 
equilibrio del poder de la élite económica en sus relaciones con el 
Estado, vale decir, con la élite política. Los llamados industriales 
perdieron mucho poder, ganado durante la fase de industrializa-
ción por sustitución de importaciones. La banca se fortaleció, pero 
el precio pagado fue una mayor sumisión al capital financiero ex-
tranjero y con ello, perdió también poder negociador en la esfera 
política. Los empresarios del sector turismo fueron ganadores ne-
tos, pero los mismos nunca tuvieron un poder corporativo que in-
fluyera en la esfera política, más allá de su capacidad de presión 
sobre el Estado para obtener beneficios corporativos y apoyo in-
fraestructural. Estrechamente unido al aumento del poder fiscal del 
Estado, todo esto fortaleció la autonomización de la élite política 
respecto al poder corporativo empresarial, lo cual le abrió las puer-
tas a la política clientelar, pues a partir de ese momento, más que lo-
grar construir espacios legítimos de movilización política, de lo que 
se trataba ahora era de producir lógicas movilizadoras de votos.16

16	 Como se sabe, la autonomización de la elite política y del sistema de par-
tidos, del poder e influencia empresarial, en principio, es saludable para 



La política del poder: la crisis de la democracia dominicana en el siglo XXI 85

En torno a esto último, más que la simple crisis de un modelo de 
inserción de la economía dominicana al mercado mundial, lo que 
agudizó en los noventa los problemas económicos del Estado fue la 
insistencia de Balaguer en mantener un modelo de crecimiento ago-
tado, el de la industrialización por sustitución de importaciones, 
apoyándose en una estrategia inflacionaria de financiamiento del 
gasto público y su insistencia en un modelo de crecimiento protec-
cionista.17 La crisis de 1990, tras el fraude electoral contra Bosch y su 
partido (PLD), obligó a Balaguer a una verdadera reforma estruc-
tural de la economía que reconvirtió su matriz exportadora, orien-
tándola a los servicios (turismo y zonas francas de exportación), a 
restringir el gasto y a una reconversión de las políticas impositivas, 
ahora más liberal respecto a las importaciones, apoyándose sobre 
todo en las recaudaciones internas (CEPAL, 2001). Pero, si bien 
Balaguer logró permanecer en el poder tras el fraude de 1990, el 
fraude de 1994 lo obligó a una negociación que a la larga condujo a 
reconvertir la matriz de relaciones políticas, como en el campo eco-
nómico se hiciera en 1990. Claro que el estilo autoritario tradicional 
estaba agotándose, pero también lo era que el proceso democra-
tizador experimentaba regresiones autoritarias que dificultarían la 
institucionalidad democrática.

Ciclo corporativo-clientelar: 1996-2016

Más que la creciente clientilización de las relaciones entre élite 
política y sociedad, lo que caracteriza la política “democrática” 

la democracia. Sin embargo, en determinadas circunstancias, como la 
dominicana, si esa autonomización no viene acompañada de un cambio 
institucional y del fortalecimiento de una cultura ciudadana que obligue 
a la transparencia, esa autonomía de los partidos puede conducir a situa-
ciones que vulneren la vida democrática. Véase a Garretón (1995). 

17	 La tozudez de Balaguer no era tal, si se aprecia que con ello lo que intenta-
ba era preservar su propia base política, más allá del poder autónomo que 
conservaba en el Estado frente al empresariado y al sistema político. A lo 
largo de toda su vida política el caudillo conservador nunca abandonó 
su vocación cesarista. Desarrollo este último punto en dos de mis libros 
(1985 y 2003).
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dominicana contemporánea en su última fase (1996-2016), es la 
creciente autonomización del poder político respecto del poder 
económico empresarial, a lo que debe agregarse el corporativis-
mo generalizado en los esquemas de organización del sistema de 
partidos y las élites políticas que controlan los aparatos de Estado. 
En esta nueva fase se rearticula el esquema de relaciones Estado/
sociedad de factura populista. El actor popular/democrático se 
disgrega, pero al mismo tiempo se compacta una élite política que 
resulta de la descomposición de los liderazgos caudillistas tradi-
cionales que construyeron el sistema de partidos,18 fortaleciéndose 
la política de facción (Sartori, 1994).

Como se ha discutido up supra, la fase de transición democrá-
tica se inició con una crisis político-electoral, tras la victoria de An-
tonio Guzmán (del PRD) sobre Balaguer en 1978. El final de esta 
larga transición se cierra —paradójicamente— con otra crisis, tras el 
fraude electoral de Balaguer contra Peña Gómez en 1994 y dos años 
después con la alianza conservadora del PLD (como tercera fuerza 
electoral) con Balaguer en 1996, en el llamado “Frente Patriótico”, 
que llevó al poder a Leonel Fernández y a la derrota del PRD.

Tras el declive político de Balaguer como eje articulador del 
conservadurismo político en el país, que se expresó claramente 
en las elecciones de 1990, el PRD como principal partido popular-
democrático, bajo el liderazgo de Peña Gómez, poco a poco logró 
recuperarse de su prolongada crisis interna iniciada en 1986. Esto 
convirtió a Peña Gómez en una real posibilidad de poder que lle-
vó a la derecha dominicana no solo a la campaña sucia de 1994 
bajo el lema del ascendiente haitiano de Peña Gómez, sino tam-
bién al fraude electoral. Con la demostración del fraude electoral 
se produjo una negociación que dio inicio al cierre del período 
de transición (Graham, 2011; Díaz, 1996), abriéndose así en 1996 
lo que estamos llamando “consolidación democrática” que, sin 

18	 Entre 1998 (año de la muerte de Peña Gómez) y el 2002 desaparecieron 
los líderes tradicionales de la política dominicana (Bosch, Balaguer y Peña 
Gómez), dando paso a un relevo generacional, con figuras como Leonel 
Fernández del PLD e Hipólito Mejía en ese momento del PRD, a lo que 
se incorporan luego figuras como Danilo Medina y Luis Abinader. En los 
llamados partidos emergentes se destaca sobre todo Guillermo Moreno.
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embargo, finalmente condujo a un creciente corporativismo del 
sistema de partidos, recurrentes crisis internas tras las luchas fac-
cionales en los principales partidos y una generalizada pérdida 
de credibilidad del sistema político. Lo principal es que esta fase 
contemporánea termina envuelta en un serio cuestionamiento al 
Estado de derecho, tras la crisis general de sus instituciones, sobre 
todo en materia de justicia. Veamos los detalles.

El fraude realizado por el partido oficial (PRSC) en 1994, pero 
sobre todo la negociación que siguió a la clara demostración que 
del mismo hiciera Peña Gómez y el PRD, expresaban claramente 
el agotamiento político del balaguerismo como opción electoral 
y, en una perspectiva más amplia, tomando en cuenta el proceso 
de apertura económica iniciado en el 1990, indicaba también su 
derrota como fuerza hegemónica capaz de conducir la nueva fase 
de crecimiento económico que se abría con la exportación de ser-
vicios (turismo y zonas francas).19 

Las negociaciones entre Peña Gómez y Balaguer en 1994 con-
dujeron a una nueva situación política nacional. Por lo pronto, 
dieron como fruto una reforma constitucional que prohibió la 
reelección, definió las bases de una nueva institucionalidad en el 
sistema de justicia: creando el Consejo Nacional de la Magistratu-
ra (CNM), que abrió un angosto espacio para que en la elección de 
los jueces de la Suprema Corte de Justicia (SCJ) participaran las 
fuerzas políticas presentes en el Congreso y se iniciara una refor-
ma del Poder Judicial, limitando así el poder presidencial en este 
terreno. Creó, asimismo, un nuevo régimen electoral, introducien-
do la doble vuelta, si el candidato/a triunfante en la primera vuelta 
no alcanzaba el 50% más un voto;20 introdujo constitucionalmente 

19	 Claramente esto implicaba que el alto mando empresarial —que había 
negociado con Balaguer en 1990 la apertura de la economía y sobre todo 
el proceso de privatización— veía prudente un relevo político del refor-
mismo. Eso no quiere decir que confiaba en el PRD ni en Peña Gómez. A 
esto se suma el claro interés norteamericano por la salida del poder de 
Balaguer y el apoyo que dieron claramente a Peña Gómez en la crisis de 
1994 (Graham, 2011).

20	 En realidad, el acuerdo entre Balaguer y Peña Gómez en torno al balotaje 
fue un tope del 40% en la primera vuelta. En las conversaciones entre 



Wilfredo Lozano88

el derecho a la doble nacionalidad y el voto en el exterior, dando 
así poder a la diáspora dominicana. Finalmente, el acuerdo redujo 
a dos años la permanencia de Balaguer en el poder, pero mantuvo 
en cuatro años la permanencia en los cargos elegibles a nivel con-
gresual y municipal.21 

Estos cambios institucionales fueron determinantes para la 
modificación sustancial del proceso democratizador. Lo primero 
que debe destacarse es que en 1996, dos años después del acuerdo 
Balaguer/Peña Gómez, el viejo caudillo autoritario (Balaguer) fi-
nalizó su mandato y se produjeron elecciones, sin poder participar 
el caudillo conservador en el nuevo certamen electoral. Esto llevó 
a Balaguer a buscar una alianza con el partido de Bosch (PLD), el 
que hasta ese momento podía situarse en la izquierda. Para las 
elecciones de 1996 la estrategia balaguerista debilitó primero a su 
propio candidato, Jacinto Peynado, hasta llevarlo a ocupar una 
tercera posición en los resultados electorales de la primera vuelta. 
En segundo lugar, le facilitó las cosas al PLD ayudando a que su 
candidato, Leonel Fernández, quedara en segundo lugar. A esto 

Balaguer y Peña Gómez en algún momento se contempló que este tope 
operaba si la primera fuerza no se distanciaba de la segunda por un 10%, 
pero lo que finalmente quedó en el acuerdo Balaguer/Peña Gómez fue el 
tope del 40%. Posteriores acuerdos de Balaguer con el PLD condujeron a 
que en el Congreso el acuerdo inicial entre ambos líderes no se considera-
ra y Balaguer, con el apoyo del PLD, consiguió la aprobación congresual 
para imponer el 50% más un voto. Díaz (1996) hace un análisis preciso de 
este proceso. 

21	 Con esto último se creaba un nuevo marco de reglas de la competencia 
política. La doble vuelta le daba a la tercera fuerza, es decir al PLD de Juan 
Bosch, un amplio espacio de negociación, lo que se vio en 1996. También 
separó las elecciones presidenciales de las congresuales y locales, con lo 
que se introdujo no solo un nuevo sistema que ampliaba el poder del 
Congreso y los municipios en el espacio electoral y respecto a las élites 
dirigentes de los partidos, también hizo de la competencia electoral una 
suerte de ejercicio cotidiano recurrente, lo que fortaleció la expansión del 
clientelismo, pero tuvo el efecto virtuoso de presionar a los partidos, so-
bre todo al que estuviera en el poder, a una suerte de prueba de mediano 
tiempo de su efectividad en el manejo del gobierno (gobernabilidad) y 
de legitimidad política ante el electorado, sobre todo en el ámbito local y 
regional (gobernanza). 
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se agregó una obstinada campaña anti-haitiana contra Peña Gó-
mez que unificó en un bloque a todas las fuerzas de la derecha y 
llevó a la segunda vuelta electoral, ante el hecho de que el líder 
socialdemócrata no obtuvo los votos necesarios para ganar en pri-
mera vuelta. Finalmente, en alianza con la alta dirección del PLD, 
se creó el llamado “Frente Patriótico”, que asumió en la segunda 
vuelta la candidatura de Leonel Fernández, quien resultó triunfa-
dor con escaso margen.22

Se iniciaba así otra etapa de la política nacional, articulando lo 
que podría conocerse como la fase de consolidación democrática23 
entre 1994 y 2004. Hablamos de “consolidación” por varias razo-
nes. En primer lugar, a partir de ese momento los sucesivos proce-
sos electorales no han producido resultados en base al recurso del 
fraude directo en el proceso comicial, aunque el poder clientelar y 
el poder del presidencialismo han movilizado inmensos recursos 
hacia las elecciones a favor de los candidatos oficiales; esto es, la 
consolidación democrática se inicia apoyada en una instituciona-
lidad electoral precaria (Aquino, 2014; Espinal, 2012). A esto se 

22	 En la primera vuelta José Francisco Peña Gómez alcanzó el 47% de los vo-
tos emitidos, Jacinto Peynado del PRSC (que presidía Balaguer) el 15%, y 
Leonel Fernández del PLD el 38%. Esto obligó a la segunda vuelta, en la 
cual Fernández resultó triunfador con el 51.2% de los votos, contra el 48.8% 
alcanzado por Peña Gómez, lo que significó una diferencia de un 2.4%. 

23	I ndudablemente que la consolidación democrática encontró dificulta-
des desde el momento en que el modelo político que intentaba poner en 
marcha Leonel Fernández, tras su regreso al poder en el 2004, comenzó 
a darle un giro clientelista y corporativo al régimen, lo que condujo a la 
manipulación de los medios de comunicación, a la creación de una ma-
quinaria clientelar, tras los programas sociales armados con eficiencia y 
amplia cobertura mediática, pero sobre todo a partir de la acentuación 
del manejo neopatrimonialista de las instituciones del Estado, haciendo 
del uso de sus recursos el eje determinante de la reproducción clientelar 
del modelo político corporativo. Podría decirse que a partir de la segunda 
mitad del segundo mandato (2004-2012) de Leonel Fernández se entra en 
una fase de verdadero deterioro institucional del Estado democrático en 
construcción, que entra en crisis abierta tras el ascenso al poder de Danilo 
Medina en el 2012. En rigor, a partir de ese momento, propiamente ya no 
se puede hablar de “consolidación democrática”, sino de crisis institucio-
nal del proceso democrático. 
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añade el predominio alcanzado por el programa conservador que 
hasta ese momento solo identificaba al balaguerismo. A partir de 
ese acontecimiento político, ahora bajo el liderazgo de Leonel Fer-
nández, este programa político conservador pasó a ser sostenido 
por el PLD. 

En segundo lugar, debe señalarse que la consolidación demo-
crática iniciada se caracteriza también por apoyarse en una refor-
ma institucional del Estado, producto de una seria crisis política, 
de cuya solución se produjo un reacomodo del cuadro de alian-
zas y del esquema de relaciones políticas del sistema de partidos. 
De un cuadro bipartidista hasta el 1994, a partir de 1996 asistimos 
al surgimiento de una tercera fuerza, el PLD, que termina consti-
tuyéndose en la fuerza dominante. Esto ocurre, entre muchas ra-
zones, al menos por la articulación de un nuevo cuadro social y 
una seria transformación del sistema de partidos. Por lo pronto, al 
articularse la alianza Balaguer/PLD, se comenzó a fortalecer una 
nueva mirada cultural e ideológica de la política dominicana: a 
partir de ese momento la política de masas ya no sería simplemen-
te populista, ahora se apoyaría en un discurso neoliberal con fuerte 
base de masas, aunque el movimiento social perdería capacidad 
de movilización e impugnación política y social. De una mirada 
sostenida en la idea de la reforma social se pasaría a una mirada 
articulada en torno al neonacionalismo conservador que sustituiría 
al agotado discurso desarrollista que cohesionó de hecho la prácti-
ca política de los partidos hasta el fin de la Guerra Fría. A partir de 
ese momento, la llamada consolidación democrática se haría bajo 
el cristal cultural de una nueva concepción conservadora del ha-
cer político desprendido de la impronta social por la reforma. Se 
produjo así una suerte de “vía conservadora de la consolidación 
democrática”. El indicador más efectivo y patético de esto lo es la 
propia transformación del PLD, partido que al alcanzar el poder se 
convirtió no solo en una organización de masas de corte clientelar 
y populista, sino que su discurso político pasó a articularse en tor-
no a las posiciones de centro derecha de los grupos conservadores, 
y su líder Leonel Fernández terminó identificándose con los postu-
lados conservadores del balaguerismo histórico.

El primer gobierno de esta fase de consolidación estuvo pre-
sidido por Leonel Fernández y el mismo inició un proceso de 



La política del poder: la crisis de la democracia dominicana en el siglo XXI 91

modernización de los aparatos estatales más conectados a los ser-
vicios gubernamentales. En el plano de las reformas neoliberales, 
su principal tarea fue la privatización de las empresas públicas, 
de las pocas empresas industriales que aún quedaban en manos 
del gobierno, pero sobre todo del sector energético y del Consejo 
Estatal del Azúcar (CEA). Intentó una reforma fiscal para elevar 
el monto de las recaudaciones y fracasó. Inició una nueva y más 
moderna política exterior, al tiempo que produjo inversiones en la 
infraestructura de transporte. No hubo reformas sociales, deman-
dadas por la población, y esta fue su principal debilidad. 

En 1998, en las elecciones de medio término, el PLD sufrió una 
aplastante derrota que redujo su peso en el Senado a un solo sena-
dor, el del Distrito Nacional, a su casi desaparición en el manejo 
de los gobiernos locales y a una bancada de 49 diputados de una 
matrícula de 149. En ese momento el PRD comenzó a resurgir. En 
el 2000, bajo la candidatura de Hipólito Mejía, el PRD alcanzó de 
nuevo el poder. Inició una estrategia de inversiones descentrali-
zadas que favorecieron a las provincias y a la agropecuaria. Hizo 
aprobar la ley de seguridad social que sentó las bases de un nuevo 
esquema de protección y asistencia social y de salud y aprobó una 
nueva ley de migración. Mantuvo la nueva línea de política exte-
rior de su predecesor y logró adherir al país al Tratado de Libre 
Comercio de Centroamérica con Estados Unidos y Canadá (DR-
CAFTA). Pero en el 2003, un fraude bancario colosal y la refor-
ma constitucional que impuso Mejía para poder reelegirse, hizo 
entrar en crisis a su gobierno, sentando las bases para su derrota 
electoral en el 2004.24 Esa derrota inició un proceso de crisis interna 

24	 En realidad la crisis bancaria fue el producto de un largo proceso que con-
dujo a fortalecer mecanismos informales del gobierno central mediante 
los cuales la banca privada, en función del privilegio político, era favore-
cida con desencajes bancarios permitidos discrecionalmente, a lo que se 
suma el tráfico de favores entre el capital financiero y el Poder Ejecutivo. 
A esto no escapó nadie. Cuando estalló la crisis de Baninter simplemente 
se mostró al público el resultado perverso de un estilo permisivo de re-
laciones entre el poder central y la banca. Naturalmente, al detectarse el 
fraude bancario hubo que tomar medidas drásticas por parte del poder 
central y, en particular, el poder regulador del Estado, el Banco Central. A 
partir de ahí se desató una grave crisis financiera que aún hoy observa sus 
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en el PRD que culminó en la ruptura del partido en el 2015, como 
se verá más adelante.

En el 2004, regresó al poder el PLD con Leonel Fernández en 
su segundo mandato. En esa oportunidad Fernández logró una 
reforma fiscal que, unida a los recursos que produjo la privati-
zación y a una audaz política de endeudamiento, dotó al Estado 
de ingentes recursos. Inició un proceso de aumento del empleo 
gubernamental como parte de una agresiva política de fortaleci-
miento del liderazgo del PLD en la población. Apoyado en la ley 
de seguridad social aprobada por el PRD, se creó un fondo pensio-
nal y un sistema de salud con diversas categorías que le produjo 
beneficios políticos. Aprobó planes focales muy efectivos de apo-
yo a los pobres que dotó al gobierno de un gran ascendiente en la 
población más vulnerable. En las elecciones de medio término, en 
2006, el PLD alcanzó una gran victoria en el Congreso, y, en 2008, 
Fernández fue reelegido, en virtud de la reforma constitucional 
que en el 2002 promovió Hipólito Mejía, la cual permitió la reelec-
ción sucesiva solo por una oportunidad. Con esa cadena de victo-
rias Leonel Fernández consolidó un poderoso sistema de control 
clientelista de importantes sectores populares, fortaleció el po-
der corporativo de su partido y logró un control estratégico de la 
prensa escrita, radial y televisiva. Con todo ese poder, en el 2010, 
Fernández procedió a reformar la Constitución de la República, 
objetivo que logró gracias al apoyo que le brindó Miguel Vargas 
Maldonado del PRD, que había sido candidato a la presidencia 
en el 2008 contra Fernández y de hecho era quien controlaba la 
bancada congresual del PRD. El precio pagado por Fernández fue 
que dicha Constitución volvió a prohibir la reelección sucesiva, en 
el mismo esquema que habían pactado Balaguer y Peña Gómez en 
1994. El primer beneficiario de esa prohibición constitucional fue 
el actual Presidente de la República Danilo Medina, el cual logró 
imponerse como candidato del PLD en el 2012, y, en las elecciones 
de ese año, derrotar a Hipólito Mejía candidato del PRD.

efectos, por lo menos en lo que tiene que ver con la llamada deuda “cuasi 
fiscal” del gobierno. Para una visión del proceso véase a Despradel (2005), 
Aguasvivas (2009) y García Michel (2014).
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Con el ascenso de Medina al poder se inicia la última etapa 
contemporánea del proceso político dominicano, correspondien-
te al ciclo corporativo-clientelista. Lo central en esta fase tardía, 
o contemporánea, se define en torno a varios aspectos centrales. 
1) Medina acentúa el giro presidencialista de las experiencias 
gubernamentales del PLD encabezadas por Leonel Fernández. 
Lo singular del presidencialismo de Medina es el giro populista 
que logra darle a la relación gobierno-sociedad, lo que elevó su 
popularidad en la población, recuperando así un amplio nivel de 
confianza en la figura presidencial. 2) Esto viene acompañado de 
una serie de medidas de corte “nacionalista” que ha fortalecido su 
liderazgo, como fueron la renegociación del contrato de explota-
ción de las minas de oro con la Empresa Barrick Gold en el 2012 y 
la prohibición de explotación minera de la llamada Loma Miranda 
en manos de la empresa Falconbridge, a lo que se añade el cumpli-
miento de la disposición constitucional de otorgar a la educación 
el 4% del PIB. 3) A esto se unen las llamadas “visitas sorpresa” me-
diante las cuales el Presidente Medina articuló contactos directos 
con comunidades, rurales sobre todo, en una modalidad de diá-
logo típicamente populista. De esta manera Medina, como afirmé 
anteriormente, logró en poco tiempo forjarse una imagen propia 
de liderazgo populista y recuperar la confianza de la población en 
la figura presidencial, aunque la población continuó siendo muy 
crítica en la evaluación de las funciones básicas de gobierno, en 
ámbitos como empleo, seguridad ciudadana, salud, y sobre todo 
política energética, como se analiza en el siguiente Capítulo III.

El cada vez más acentuado estilo populista de la gestión de Me-
dina y su alto nivel de simpatía en la población, en la segunda mi-
tad de su primer gobierno no logró frenar la disidencia interna en 
su propio partido (PLD). Como se sabe, esto ha sido un complejo 
producto de la competencia por el liderazgo en el seno de la orga-
nización entre el propio Medina y el ex presidente Fernández. En 
el fondo, en esa batalla interna lo que se disputaba era de nuevo el 
acceso (Fernández) al poder presidencial o su mantenimiento en 
el mismo (Medina). Por ello, en lo aparente, lo que desató pública-
mente el conflicto fue la decisión reeleccionista de Medina, como se 
discute en los capítulos III y VII de este libro. Lo central a destacar 
aquí es que fruto de esa disputa no solo la acción clientelista como 
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recurso legitimador y movilizador del electorado se ha acentuado 
en la experiencia de gobierno de Medina, también se ha fortalecido 
la gestión presidencialista, lo que ha debilitado, casi hasta anularlos, 
los poderes Legislativo y Judicial. Por otro lado, la misma tendencia 
hiperpresidencialista ha acentuado la dependencia de la JCE, el sis-
tema de justicia, y el Congreso, respecto al Poder Ejecutivo, lo que 
ha debilitado, casi hasta anularlo, el sistema de contrapesos y auto-
nomía de poderes propio del Estado democrático de derecho. Esa 
dependencia y subordinación se vio claramente en el ejercicio elec-
toral de mayo de 2016 y la crisis que desató el mal manejo técnico 
e institucional de los procesos de conteo electrónico de los votos.25 

Hay dos elementos novedosos que se introducen en la diná-
mica política dominicana al final del primer mandato presiden-
cial de Medina, además del deterioro institucional del sistema 
electoral, y que unidos al mismo modifican el cuadro político. En 
primer lugar, comienza a surgir una oposición política de centro 
democrático, articulada alrededor del partido opositor de mayor 
votación, el Partido Revolucionario Moderno (PRM) y su candi-
dato Luis Abinader. Esto es solo una posibilidad, lo que depen-
derá mucho de la capacidad de control del conflicto interno por 
parte de Luis Abinader e Hipólito Mejía, ex presidente del país 
con gran liderazgo de masas y cofundador de la organización; pero 
también de la articulación de una propuesta estratégica que asuma 
el programa de reforma y modernización política que demanda el 
país y logre presionar con éxito la despolitización de los progra-
mas sociales del gobierno central, que fortalezca y transparente 

25	 Ante la opinión pública nacional y mundial, en dichas elecciones se hizo 
evidente la mala gestión electoral del proceso por parte de la JCE. Esto 
así debido al fracaso del conteo electrónico, que por vez primera se in-
tentaba implementar, la irracional negativa de las autoridades electora-
les, en particular del presidente de la JCE, para aceptar el conteo manual 
y electrónico como condiciones previas a cualquier anuncio público de 
resultados, a fin de cumplir con lo que dictaba la ley vigente y asegurar 
la transparencia del proceso comicial. A todo esto se une la lamentable 
gestión y gerencia electoral del proceso mismo: fallos en el conteo, actas 
incompletas, descuadre de los votos emitidos en los tres niveles del certa-
men (presidencial, congresual y municipal), en fin, un ejercicio electoral 
institucionalmente desastroso y técnicamente cuestionable.
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la gestión pública, construyendo, por lo demás, un partido demo-
crático y moderno que haga honor al nombre del PRM.

En segundo lugar, ha surgido un elemento nuevo y preocu-
pante que debilita el poder real y efectivo que ha logrado con-
centrar el Presidente Medina. Me refiero al conflicto interno en su 
propio partido, conflicto articulado en torno a la disputa por el 
liderazgo partidario entre el ex presidente Fernández y el actual 
presidente de la República, Medina. Del manejo de ese conflic-
to dependerá en muchos sentidos el sostenimiento en el media-
no plazo de la hegemonía del PLD en la política de partidos, su 
capacidad de respuesta a los problemas de gobernabilidad y su 
potencial permanencia como poder hegemónico.26 

Así, pues, tras las elecciones de 2016, es posible que estemos 
asistiendo al inicio de un efectivo quiebre del modelo que ha ca-
racterizado al partidarismo después de los caudillos en torno a 
la movilización clientelar. Este quiebre, al menos como hipótesis 
ordenadora de los indicadores que muestra la pasada experiencia 
electoral de 2016, se caracterizaría por varios rasgos generales: en 
primer lugar por la ruptura del verticalismo político interno en 
los grandes partidos, sobre todo en el PLD, ante el surgimiento 
de liderazgos locales con amplios poderes autonómicos y efectiva 
vulnerabilidad ante actores vinculados al delito transnacional; en 
segundo lugar, por la desaparición definitiva del modelo desarro-
llista como lógica movilizadora y su sustitución por un esquema 
de movilización clientelista fragmentado, donde los liderazgos lo-
cales ocuparán posiblemente el lugar central; en tercer lugar, por el 
cada vez mayor estilo cesarista y populista del poder presidencial; 

26	 Que ello conduzca al PLD a un ejercicio abiertamente autoritario para el 
sostenimiento del poder y produzca, además, un giro populista de la orga-
nización en una modalidad cesarista, no es una posibilidad cada vez más 
cercana, sino un hecho fáctico. Lo que debe discutirse no es, pues, la clienti-
lización de la política y los bloqueos autoritarios al desarrollo democrático. 
Lo que tiene que sopesarse son dos cosas: la posibilidad de una política 
abiertamente autoritaria del PLD como respuesta a su propia crisis interna 
y al debilitamiento de su capacidad hegemónica sobre la población y el 
empresariado, lo que no es un proceso inevitable; en segundo lugar, debe 
ponderarse la posibilidad de articulación de una oposición política efectiva.
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y finalmente, por un profundo deterioro institucional del siste-
ma político, tanto en el sistema de partidos (donde se producen 
reacomodos internos con previsibles conflictos) como en el orde-
namiento propiamente institucional, vale decir, el sistema electo-
ral, tras la evidente crisis institucional y de credibilidad de la JCE, 
tras los resultados de las pasadas elecciones de 2016. 

El análisis de los ciclos políticos, arriba presentado, permite 
reconocer algunos signos distintivos de la política dominicana 
moderna, cuya presencia ha condicionado el proceso democrati-
zador de los últimos cincuenta años. Por lo pronto, es claro que 
el proceso político dominicano entre 1961 y 2016 permite recono-
cer una relación de continuidad entre el autoritarismo y la demo-
cracia. No en el sentido teleológico en que autores como Heller y 
Feher (1985) han caracterizado la dinámica política de la demo-
cracia moderna en Occidente, sino como una tensión no resuelta 
que permea el proceso político, y en la construcción democrática 
misma aloja una alta dosis de autoritarismo. Indudablemente que 
esto no solo dificulta el cambio institucional que demanda la de-
mocratización, sino que vulnera a su vez la posibilidad de articu-
lación de un efectivo Estado de derecho.

Como se defiende en este libro, la presencia del autoritarismo 
no puede concebirse sin reconocer el papel articulador del Estado 
en la unidad de lo político, pero también sin apreciar su fuerte 
incidencia en la vida misma de la sociedad. Es por esta vía que 
el clientelismo político, cuya presencia ha sido significativa en la 
política dominicana a lo largo de su historia, hoy día empaña el 
desempeño de la vida democrática. Lo central, sin embargo, es 
lo siguiente: la generalización del clientelismo como articulador 
político y fuente de legitimación que vulnera la ciudadanía demo-
crática y hace de la competencia política propia de la democracia 
moderna un componente subordinado de los proyectos de domi-
nación de la élite que controla el poder. Bajo las administraciones 
del PLD en el largo período 1996-2000 y 2004-2016 esto se ha visto 
con hondo dramatismo.

Finalmente, debe destacarse que la fuente de recursos en que 
se apoya el proceso de clientilización de la política democrática, su 
forma populista y la continua crisis de las instituciones del Estado, 
dependen del creciente presidencialismo que caracteriza la política 
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democrática dominicana, como del dominio neopatrimonial de 
los recursos estatales que hacen las élites políticas en el poder.

3. Los nuevos liderazgos y la amenaza autoritaria

Como es natural, la desaparición de los líderes fundadores del 
sistema de partidos recompuso a la élite o poliarquía que contro-
laba las organizaciones. Esto motorizó dos procesos articulados. 
El primero produjo una recomposición de los grupos que contro-
laban el poder en los grandes partidos de masas, el segundo forzó 
al surgimiento de nuevos liderazgos. Ambos procesos tendieron a 
modificar los estilos de relación de la dirección con sus bases orga-
nizadas o militantes, como también las relaciones de los partidos 
con sus seguidores o electores.

En lo inmediato todo esto condujo lógicamente a una lucha 
por el poder. En el PRD fue donde se hizo más evidente la disputa, 
que ya tenía una suerte de soporte institucional en la tradicional 
lucha de tendencias. De este proceso surgieron dos hechos, a mi 
modo de ver perceptibles a simple vista: la institucionalización de 
la política de facción como el mecanismo a partir del cual el partido 
pasaba a tomar las decisiones fundamentales, que también permitía 
la emergencia de un nuevo liderazgo y un nuevo perfil del ejercicio 
de mando. Ambos asuntos se concentraron en la figura de Hipó-
lito Mejía, pero el carácter del proceso mismo imponía una lógica 
adversarial. Fue de esta forma que, al menos en el caso del PRD, si 
bien Mejía aparecía como el líder alternativo y natural del PRD en 
la batalla por el control de la organización, operaba como un simple 
“jefe de tendencia”, como veremos en el próximo capítulo.

La recomposición de la poliarquía transformó la nomenclatura 
que controlaba los partidos, como se hizo evidente en el caso del 
PRD. Pero fue en el PLD donde más importantes fueron estas trans-
formaciones. En esta organización, el Comité Político pasó a ejercer 
un práctico monopolio del poder sobre el conjunto de la organi-
zación, mientras en el caso del PRD desató una lucha que al final 
condujo a la salida del partido de la mayoría, creándose el PRM.

Lo central es que en todo el sistema de partidos, ante el surgi-
miento de un nuevo liderazgo, el séquito tradicional de seguidores 
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del líder se recompuso, lo que produjo una transformación de la 
nomenclatura política, o élite dirigente, que controlaba los gran-
des partidos. Esto se hizo evidente muy temprano en el PLD, y en 
el caso del PRD, condujo a una dura lucha. Si nos moviéramos en 
términos de la teoría de las élites esto estaría indicando una crisis 
de la política carismática en torno a la cual se articuló el sistema de 
partidos, pero nada indica que en un plazo mediato ello impida 
su resurgimiento. De todos modos, como se verá en seguida, no 
puede olvidarse que estos cambios estaban articulados a las trans-
formaciones de las relaciones entre el Estado y la sociedad. 

Podemos apreciar así que los nuevos liderazgos que han emer-
gido en el nuevo escenario político dominicano, permiten reco-
nocer una tipología que expresa tres momentos distintivos del 
proceso faccional que afecta al sistema de partidos, al tiempo que 
se conectan a una lógica corporativa que poco a poco va reorde-
nando al sistema político en su conjunto (actores e instituciones). 
Esos niveles de liderazgo son: el presidencial, a nivel del poder 
del Estado y del liderazgo central en el control de los partidos; 
el congresual que establece liderazgos en torno a las funciones 
congresuales (Senado y Cámara de Diputados) y cuyos represen-
tantes expresan un correlato directo con el poder que tienen en 
los órganos de dirección de los partidos (comité central, comité 
político, dirección política, etc.) y en sus propias comunidades, y 
finalmente los liderazgos locales, que se expresan en el Estado en 
los controles sobre los ayuntamientos y sus salas capitulares y que 
a nivel partidario tienen correlatos en las direcciones municipales 
y provinciales. En cada uno de esos momentos las tensiones de la 
práctica faccional se expresan como realidades específicas, pero 
los tres momentos se articulan a situaciones de lucha más gene-
rales que los engloban, siendo el eje articulador la jefatura de la 
facción. Generalmente la jefatura de facción que llega al control 
del Poder Ejecutivo pasa a ejercer un poder hegemónico en el con-
junto de los aparatos políticos de su partido, ya no solo del gobier-
no; pero ese poder no le ha dado hasta ahora, históricamente ha-
blando, la capacidad para liquidar las facciones rivales en ninguna 
experiencia partidaria, aun así, ese poder sí les ha permitido a esos 
jefes faccionales, bajo el manto del poder presidencial en el Esta-
do, someter a su dominio y hegemonizar a las facciones rivales. 
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La referencia concreta que tengo en perspectiva es sobre todo la 
del PRD y la del PLD, pero lo mismo aplica para el caso del PRSC. 
En el caso de las experiencias del PRD en el poder, la lucha inter-
na muestra dos tipos de productos, pero nunca la liquidación de 
una facción rival perdedora. La lucha entre la facción de Antonio 
Guzmán y la de Jorge Blanco lo que produjo fueron bloqueos y cho-
ques congresuales que afectaron al gobierno de Guzmán y, en su 
momento, derrotaron su facción, al triunfar Jorge Blanco en la con-
vención de 1981 y erigirse candidato triunfador para las elecciones 
de 1982. Luego, la lucha entre Jorge Blanco y Majluta repitió la mis-
ma situación a la inversa, dando como producto el triunfo conven-
cional de Majluta al interior del partido, pero su derrota electoral 
frente a Balaguer en 1986. La salida de Majluta del PRD junto a su 
facción, que constituyó el PRI, se produjo más tarde, al enfrentarse 
a Peña Gómez (Gamundi Cordero, 2014). Muchos años después, la 
lucha entre el PPH en el poder y el conjunto de facciones del PRD 
no liquidó el poder de éstas, pese a la salida de Hatuey Decamps de 
la organización. Más tarde, en el 2003, el precio pagado por el triun-
fo de Mejía y el PPH en la lucha faccional fue la derrota de Hipólito 
Mejía en el 2004 frente a Leonel Fernández, que de ese modo regresó 
al poder. En el PLD ha habido muchas luchas internas, pero nunca 
—hasta el actual conflicto (2015-2016)— se produjeron situaciones 
que amenazaran con el quiebre de la organización. En el PLD, lo 
específico de la actual lucha es que se libra en un escenario dual: el 
propio de los aparatos partidarios y el de los aparatos de Estado, al 
punto de que entre uno y otro nivel hay un trasiego. De ahí el poder 
que en el desarrollo de esas luchas tiene quien controle el Poder Eje-
cutivo en el Estado, sucedió en el 2006-2008 cuando Danilo Medina 
fue derrotado por el entonces presidente Leonel Fernández y ha 
ocurrido también con la derrota del expresidente Fernández con el 
hoy presidente Danilo Medina. 

En su naturaleza y desarrollo, la lucha faccional que condujo 
a la salida del partido de la mayoría perredeísta y la creación del 
PRM, es distinta a los casos anteriormente narrados. Lo que en lo 
adelante formularé debe verse como una conjetura razonable. A 
mi criterio en este caso dicha ruptura expresa, por un lado, el po-
der acumulado por el partido hegemónico (PLD) que ha logrado 
desarrollar una gran capacidad de intervención en la vida misma 
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de los partidos rivales, lo que se ve claramente en los dos pactos 
que ha suscrito Miguel Vargas Maldonado con el PLD: el firmado 
en el 2010 con Leonel Fernández y el producido con Danilo Me-
dina en el 2015, al igual que se aprecia en la judicialización del 
conflicto interno en el PRD que dejó en manos del Tribunal Su-
perior Electoral (TSE) las llaves de la solución y con ello depositó 
en Leonel Fernández un claro poder arbitral en dicho conflicto, 
dada la influencia que tenía en el TSE. Por otro lado, manifiesta el 
agotamiento de un proyecto popular-democrático en una variante 
faccionalista, donde el aparato político (PRD) ha perdido prácti-
camente su conexión con el movimiento de masas, quedando su 
porvenir político en manos de los grupos con mayor capacidad 
económica o poder e influencia en el Estado controlado por el par-
tido rival. Ambas situaciones han dejado sin porvenir histórico al 
PRD, pues su espacio político (el proyecto popular-democrático) 
ha desaparecido de su agenda. En el caso del PRD controlado por 
Vargas Maldonado ese proyecto democrático ha sido sustituido 
por una estrategia de sometimiento conservador al tutelaje del 
PLD, en una lógica faccional de simple sobrevivencia. En el caso 
del PLD, el proyecto socialista y nacionalista inicial, que también 
le dio origen, se ha esfumado, pero en su defecto se ha erigido 
una maquinaria corporativa con una clara conciencia de su obrar 
político conservador y dispuesta a sostener el costo político de su 
permanencia en el poder.

Un punto de vital importancia en el equilibrio político interno 
así formado en los partidos que alcanzan el poder, es el del costo 
político que las facciones victoriosas deben pagar para mantener 
la legitimidad requerida, a fin de mantener el control interno en 
su propia organización, o la permanencia en el poder del Estado, 
que es el caso del PLD. En lo adelante discutiré este asunto, dete-
niéndome sobre todo en el PLD.

4. El corporativismo y los límites de la política de partidos

Los llamados nuevos liderazgos no poseen la “vocación”, ni 
la capacidad unificadora de los viejos caudillos. De hecho, como 
hemos visto, son el producto de la lucha faccional y como tales 
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nunca dejan de representar la lealtad primordial a sus facciones. 
Pero esto no sostiene que no tengan legitimidad de masas y poder 
propio en el conjunto de sus organizaciones. Lo principal es que 
ese liderazgo a escala nacional se funda en el poder que sostienen 
en la facción y, solo después, en la suerte del pacto interno que en 
la batalla faccional se produce para poder mantener la presencia y 
unidad de la organización frente a los adversarios, sobre todo en 
las competencias electorales. Esto ha ocurrido con Leonel Fernán-
dez y Danilo Medina del PLD. El primero ha fundado su liderazgo 
en su capacidad de manejo de los medios de comunicación, pero 
sobre todo en el poder que como Presidente de la República logró 
en el partido. En esto último su poder no se diferenciaba del al-
canzado por Hipólito Mejía cuando fue Presidente de la República 
en el período 2000-2004, aunque Fernández multiplicó ese poder 
en el período 2004-2012. Hoy día ese poder se ha visto mermado 
no solo por la nebulosa que lo vincula a grupos señalados como 
políticos corruptos, sino sobre todo porque en esas condiciones 
Fernández opera hoy como simple presidente del partido sin el 
poder que le aportaba el control del Poder Ejecutivo. El caso de 
Danilo Medina es diferente, su poder inicial se fundó en el control 
burocrático-organizacional del aparato del partido, que lo colocó 
como el hombre fuerte de Fernández en el seno del gobierno y 
luego como su adversario interno. Ese poder llegó a ser tan real y 
efectivo que no solo le permitió enfrentar a Fernández en el 2006 
como precandidato, sino también resistir internamente tras su de-
rrota en las primarias del 2007, la cual le permitió a Fernández 
reelegirse en 2008. Finalmente, Medina logró imponerse como el 
candidato unificador en el 2012, siendo presidente Fernández. En 
ese año, cuando alcanzó la presidencia, Medina experimentó un 
meteórico ascenso de su liderazgo nacional y en el partido, lo que 
pronto le disputó el liderazgo a Fernández, hasta lograr práctica-
mente desplazarlo, emergiendo así Medina como un nuevo líder 
del partido gobernante, aunque la prueba de fuego de su lideraz-
go se verá cuando en algún momento salga del poder y pase a ser 
únicamente miembro del Comité Político a secas. 

En rigor, hoy día Medina ha desplazado el liderazgo de Fer-
nández en el electorado, lo que ha producido un serio resquebra-
jamiento interno en la organización, que en algunos momentos ha 
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amenazado con un cisma, al menos en la forma de partido com-
pacto y verticalista, como hasta hace poco se le conocía. Esto ha 
dado paso a luchas faccionales en el PLD, ya clásicas en el sistema 
dominicano de partidos. En el conflicto del PLD, si en un primer 
momento asomó el fantasma de la escisión, finalmente lo que se ha 
producido es el sometimiento de la facción de Fernández al nuevo 
poder hegemónico interno de Medina. Esta nueva situación debe 
verse con sumo cuidado, pues la misma indica que la fase del li-
derazgo clientelar corporativo clásico que lideró Fernández ha ter-
minado, pero una larga prolongación de Medina en el poder y un 
nuevo liderazgo es un proceso incierto, que sin embargo afirma 
un giro cesarista que acentúa el sesgo presidencialista de la polí-
tica democrática dominicana, tras el reeleccionismo de Medina en 
la presente fase, fortalecido ahora por su triunfo electoral frente a 
Luis Abinader, del PRM, en las elecciones del 15 de mayo del 2016.

Así, pues, lo que se inicia no está del todo claro. En primer lu-
gar, parece que hay una vocación de sometimiento de toda la disi-
dencia interna al interior del partido gobernante (PLD). Esto se ha 
visto claramente en dos eventos determinantes: en primer lugar, 
en los resultados del Congreso Norge Botello, donde el Presidente 
Medina salió victorioso, al pasar a controlar la mayoría en el Comi-
té Central e inicialmente lograr un equilibrio favorable a su facción 
en el Comité Político para posteriormente hegemonizarlo. Pero so-
bre todo quedó revelado en la reunión del Comité Político del 18 
de abril del 2015, donde se decidió que el PLD apoyaría la reforma 
constitucional requerida para plantear la reelección presidencial 
de Danilo Medina. En esa reunión quedó derrotado el expresidente 
Fernández quien, junto a sus seguidores, votó contra la propuesta 
de reforma constitucional. A los pocos días Fernández dio un dis-
curso ante las cámaras televisivas donde expresaba su rechazo a la 
propuesta de reforma constitucional.27 Se estaba planteando quizás 

27	 La reunión del Comité Político del PLD se produjo el día 19 del mes de 
abril del 2015. En la reunión se tomó la decisión de someter al Congre-
so un proyecto que permitiera reformar la Constitución para permitir 
la reelección según el modelo que existía en la constitución del 2003, es 
decir, permitir la relección sucesivamente una vez más y nunca jamás. 
Esto invalidaba en la práctica las aspiraciones de Leonel Fernández, y a 
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la crisis interna más importante vivida por el PLD en el poder. 
Sin embargo, días después se anunció un acuerdo entre Medina y 
Fernández que obligó a este último a dar un paso atrás y aceptar 
la reforma constitucional que daría paso, a su vez, a la posibilidad 
de la reelección. El premio de consolación fue un acuerdo entre 
ambos dirigentes en virtud del cual se preservarían las posiciones 
de los peledeístas que ejercían cargos congresuales y municipa-
les, con lo cual en principio Fernández preservaba un importante 
nivel de poder de su facción en los aparatos de Estado. A su vez, 
esto último abrió las bases de un serio conflicto interno entre la 
dirigencia media de la organización y la alta dirigencia, en parti-
cular el Comité Político. Como se sugirió arriba, la alta dirigencia 
de la organización, sobre todo su grupo hegemónico organizado 
en torno al Comité Político, ha perdido en el conflicto mucha legi-
timidad ante las bases, estando a su vez dividido. Aun cuando el 
poder de Leonel Fernández se encuentre hoy en franco deterioro 
y haya perdido la batalla electoral del 2016 frente a Medina, no es 
cierto que su peso político en la organización haya desaparecido, 
aunque se encuentre diezmado. Por otro lado, el propio Medina, 
al encontrar un serio cuestionamiento en sus bases partidarias y 
en la dirección intermedia fuera del Comité Político, se encuentra 
obligado a evitar un choque con Fernández que conduzca a la 
división, por lo cual lo más probable es que espere. Finalmente, 
el liderazgo emergente en la organización, que aspiraba a cargos 
elegibles en el 2016, ha sido frenado en sus aspiraciones, lo que 
ha desatado el descontento y el enfrentamiento con la dirigencia, 
incluido el propio Presidente Medina, como ya indiqué arriba. 
Los resultados electorales de las elecciones del 15 de mayo 2016 
parecen indicar claramente una situación ambigua: por un lado, 

su juicio, creaba un problema institucional que era lo más importante: con-
ducía las iniciativas de legislación al beneficio directo e inmediato de parti-
culares, en este caso del Presidente Medina, lo que implicaba un problema 
de legitimidad constitucional a la reelección de Medina, según lo planteó 
el propio Fernandez en su discurso del día 25 de abril. En ese discurso 
el ex Presidente Fernández manifestó su desacuerdo con la reelección de 
Medina; por primera vez en el PLD post Bosch se producía un conflicto de 
alcance público que amenazaba abiertamente con la división.
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independientemente del cuestionable desempeño de la JCE que 
puso en duda la legitimidad política del proceso, Danilo Medina 
surge como un candidato no solo reelecto, sino con gran fuerza 
electoral. Pero eso es lo aparente. En realidad, su reelección, que 
nadie pone en duda desde la perspectiva de los votos, pues lo que 
se objeta es el modo de conseguirlos (con base en una lógica clien-
telista y con amplio uso de recursos públicos), deja tras de sí un 
halo de incertidumbre, al punto de que hoy día las elecciones, so-
bre todo en el nivel congresual y municipal, prácticamente se asu-
men como ilegítimas; evidencian el manejo autoritario del partido 
gobernante que trató de imponerse en numerosos ámbitos locales 
y finalmente muestra la poca transparencia del certamen electoral 
mismo, lo cual indica un importante retroceso institucional en el 
proceso de construcción democrática dominicano.

Todo esto tiene mucho que ver con el giro populista de las 
relaciones de Medina con la sociedad. Apoyándose en una políti-
ca de control mediático, el Presidente Medina ha impulsado una 
imagen de dirigente cercano a la gente, capaz de dialogar con 
la población. Esto se aprecia claramente en las llamadas “visitas 
sorpresa”, las que por lo pronto son fríamente organizadas. Di-
chas visitas proporcionan a Medina la imagen de un presidente 
comunicativo, preocupado por los problemas concretos del colec-
tivo nacional. Estas acciones típicamente populistas no tienen un 
apoyo presupuestario y los compromisos que el Presidente asume 
con las comunidades en esas visitas, se apoyan sobre todo en la 
palabra empeñada, no tanto en el acuerdo institucionalmente es-
tablecido. Ello produce un paradójico resultado de compromisos 
inciertos y una imagen y opinión publica positivas.28 

28	U n informe de la oposición política, específicamente del PRM, estable-
ce que solo una parte minúscula de las promesas y acuerdos de Medina 
con los grupos poblacionales y comunidades con quienes se reúne en las 
visitas sorpresa se cumplen. Independientemente de que dicho informe 
se inscribe en el proceso de críticas propias de una campaña electoral, el 
informe presenta elementos suficientes para dar visos de credibilidad a 
la crítica que contiene. Días después de presentarse el informe del PRM, 
un informe del PNUD sobre las visitas sorpresa daba un balance positivo. 
Realmente ambos informes asumen metodologías muy distintas: el del 
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En otro sentido, en la administración de Medina se mantiene 
el papel legitimador de los medios de comunicación, pero ahora, 
aunque el centro continúa siendo la figura presidencial, el lideraz-
go presidencial pasa a construirse en torno a una imagen de acer-
camiento al ciudadano común y no como en el modelo mediático 
puro, el de Leonel Fernández, donde el carisma del líder era esen-
cialmente mediático y por ello su conexión de masas establecía de 
suyo una distancia entre el espectador convertido en seguidor o 
elector y el líder mediático. Ahora, aunque los medios continúan 
ocupando un espacio central, la idea que se transmite es la del 
contacto directo, individual, de la gente común con el Presidente. 
En este caso la legitimidad del líder no proviene tanto de su poder 
carismático como individuo, sino de su accionar (neo) populista 
que apela al individuo (siendo realmente a la masa) y no a la masa 
abstracta como en el modelo de Fernández (aunque realmente era 
al individuo). 

Finalmente, debe señalarse que, al igual que en los gobiernos 
de Fernández, en el de Medina los medios de comunicación des-
empeñan un papel determinante en las estrategias de legitimación 
del régimen. Esto no es un elemento intrínseco y particular de los 
gobiernos del PLD, constituye un elemento de la política moderna 
en la sociedad de la información (Castells, 2009). Lo que ha hecho 
el PLD es que con los recursos del poder ha optimizado el empleo 
de los recursos mediáticos. En parte esto tiene un antecedente de 
cultura política, se trata del hecho de que el PLD antes de conver-
tirse en un partido populista catch all (Montero, Gunther y Linz, 

PRM trata de medir el cumplimiento de los acuerdos en el conjunto de 
las visitas, mientras el del PNUD se apoya en una selección de proyectos 
surgidos de los compromisos establecidos en el desarrollo de las visitas 
sorpresas. De ahí que el primero destaca el incumplimiento de una parte 
importante de los compromisos, mientras el segundo afirma el impacto 
positivo de las visitas en el desarrollo de los proyectos específicos estu-
diados. Pero lo central es a mi juicio otra cosa: en sí mismas las “visitas 
sorpresa” constituyen un recurso esencialmente político-electoral, pero 
sobre todo son indicativos de un estilo político populista que deja de lado 
la dimensión propiamente institucional de las estrategias mismas de de-
sarrollo, si se asumen como esfuerzos coherentes de políticas públicas 
que aspiran a la permanencia relativa. 
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2007) como organización de cuadros que fue hasta mediado de los 
noventa del pasado siglo XX, aprendió que la propaganda era el 
vehículo principal de construcción de legitimación de un partido 
moderno, de cara a los electores. Lo único que hizo el PLD con el 
acceso a nuevas tecnologías comunicacionales fue extender lo ya 
aprendido en la etapa previa, pero adaptándose al hecho de que 
en esas nuevas condiciones la política misma se estaba convirtien-
do en un ejercicio comunicacional, mediático. Pero nada de esto 
era concebible en un partido y sobre todo en un Estado carente 
de recursos, o que sencillamente los obtuviera por mecanismos 
demasiado complicados, tanto para aumentar los ingresos, como 
para emplearlos sin mayores controles. Y esto lo proporcionó el 
rentismo estatal que sucedió al desarrollismo de Estado, tras las 
reformas de los años noventa y el deterioro institucional del tra-
mado burocrático del propio Estado, que en esta ocasión ha defi-
nido una acción política orquestada por la maquinaria burocrática 
del PLD.29

29	 No debe obviarse que el amplio grado de libertad alcanzado por el PLD como 
gobierno a lo largo de sus dieciséis años de control del Poder Ejecutivo implica 
un alto grado de compromisos y acuerdos con el empresariado e importantes 
grupos de presión, como la iglesia católica. Visto de esa manera, la autonomía 
en el manejo de recursos por parte del PLD en el poder es tanto el fruto de una 
racionalidad burocrático-política del alto mando del partido, como también del 
compromiso con grupos de poder. Sin embargo, la naturaleza de ese compromi-
so político/corporativo y particularmente empresarial ha tenido características 
cambiantes, según los liderazgos peledeístas que han controlado el poder Ejecu-
tivo: Leonel Fernández (1996-2000 y 2004-2012) y Danilo Medina (2012-2016 
…). Las administraciones de Fernández, sobre todo en el período 2004-2012 
funcionaron con un amplio margen de autonomía frente al empresariado, sien-
do en esta fase donde se definió el poder corporativo de la élite peledeísta como 
un proyecto económico propio, donde “la política” ha constituido el eje del 
poder empresarial del grupo económico organizado en el comité político de la 
organización. La fase que se inicia con el triunfo electoral de Danilo Medina lo 
que hace es potenciar ese poder económico, pero en una orientación que asume 
dos características nuevas: por un lado, tiende a debilitar el poder hegemónico 
de la facción controlada por Leonel Fernández y, en consecuencia, a debilitar 
su poder corporativo; por otro lado, y a diferencia del modelo anterior, define 
alianzas con sectores empresariales de los círculos oligárquicos del país, al 
tiempo que establece alianzas con corporaciones transnacionales, en este caso 
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Esto último revela que los liderazgos de este modo organi-
zados descansan fuertemente en el poder que deriva del manejo 
neopatrimonial del Estado y del conjunto de facciones del propio 
partido. En el caso de Fernández su poder hoy día ha sido signifi-
cativamente mermado, lo que se expresa en las dificultades de su 
liderazgo ante la opinión pública, pero aun así continúa teniendo 
un significativo poder y ascendiente en el partido que preside. En 
su caso se revela el poder y ascendiente que logró establecer sobre 
una importante bancada congresual que hasta el choque con Da-
nilo Medina le profesaba lealtad, y sobre el poder judicial en las 
diversas cortes creadas tras la constitución del 2010 (TC y TSE), las 
cuales de alguna forma construyó. 

El caso de Hipólito Mejía expresa también el poder que de-
termina el haber ocupado el solio presidencial. Unido a su fuerte 
carisma es claro que la fuerza de su facción en el PRD (el disuelto 
PPH), donde militó hasta el 2014, y la gran lealtad que le profesa 
su séquito de seguidores, se labró en muchos sentidos tras su paso 
por la presidencia. A ello se une su entorno de compadrazgos ge-
neralizados que le acerca a múltiples sectores y liderazgos locales, 
más allá de la fuerza que podría tener en el nuevo partido en el 
que milita como fuerza mayoritaria desprendida del PRD, nos re-
ferimos al PRM.

El emergente liderazgo de Luis Abinader debe leerse en una 
clave distinta. En primer lugar, se trata de un liderazgo que aún 
no pasa por la experiencia del poder. Su estrella comenzó a brillar 
tras su candidatura vicepresidencial como compañero de fórmula 
de Hipólito Mejía en las elecciones del 2012. Tras la creación del 
PRM en el 2014, la influencia de Abinader se expande y su sim-
patía en el electorado nacional se hace sentir, llegando a ganar las 
primarias que las disputó con Mejía en el año 2015, enfrentándose 
a Danilo Medina en el 2016. En esas elecciones, las primeras en las 
que el nuevo partido PRM participaba, Abinader alcanzó el 35% 
del electorado nacional. Abinader ha proyectado un discurso más 

vinculadas a emergentes potencias regionales en el plano mundial, como es el 
caso de la empresa Odebrecht, que recibió el “estímulo” geoeconómico de los 
gobiernos de Lula y Dilma Rousseff en Brasil. 
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comprometido con las posiciones socialdemócratas y liberales en 
su defensa de las minorías, que las sostenidas por la generalidad 
del liderazgo político nacional (incluido el del PRM), sobre todo 
en lo que respecta a los derechos de la mujer, la regularización de 
la inmigración haitiana, los derechos LGTB y sostenido en una 
propuesta de gobierno más orientada a la dimensión social del 
desarrollo. 

De todos modos, el poder de los líderes nacionales, “jefes” de 
partidos y como tales jefes de facciones, produce un efecto articu-
lador en el segundo nivel del liderazgo político: el de los líderes 
menores pero que también operan a escala nacional (senadores, 
diputados, miembros de los comités políticos, ministros, etc.). Por 
definición, esos líderes operan como séquito de los “jefes” nacio-
nales. Cuando el partido alcanza el poder, esa función se acentúa 
y estimula la organización corporativa del partido. De hecho, ese 
séquito se convierte en imprescindible para el líder “nacional” o 
faccional, pues opera como la correa de transmisión que vincula 
al líder con las bases de la organización. En la esfera de la política 
electoral, aunque el líder cuenta con los recursos mediáticos mo-
dernos que lo vinculan al común de sus electores como un ente 
que establece lazos personales e incluso virtuales, como producto 
del poder aplastante de los medios en el imaginario político (te-
levisión, radio, internet, etc.); a la hora de “fijar el voto” el líder 
requiere de la acción del séquito, pues el mismo es el que tiene la 
conexión con el poder local. Si esa conexión se produce, el partido 
como un todo puede operar con eficacia, si no, el líder se ve forza-
do a acentuar el rol del compadrazgo tradicional en la política lo-
cal, lo que dificulta articular campañas electorales modernas y en 
su defecto confiar en lo esencial en su propio carisma. El liderazgo 
del PLD, tanto el caso de Fernández como el de Medina, ilustran el 
primer tipo de relación, el liderazgo de Hipólito Mejía en el PRM 
es ilustrativo de la segunda situación.

La tercera esfera es la de los liderazgos locales. Al acentuarse 
la política de facción y en la práctica los partidos actuar como una 
especie de federación de facciones, el poder de los liderazgos lo-
cales ha aumentado. En este nivel, sin embargo, el liderazgo par-
tidario es más vulnerable y tiene una permanente exposición a la 
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influencia de actores externos a la organización, que van desde el 
poder empresarial en la región, hasta la influencia de delincuen-
tes transnacionales, sobre todo narcotraficantes. Esto se ha visto 
en todas las organizaciones políticas, pero ha afectado sobre todo 
al PLD por la simple razón de que es el que más ha estado en el 
poder desde 1978 y actualmente permanece controlando el Poder 
Ejecutivo y la mayoría del Poder Legislativo.

Los casos del PRD y hoy del PRM permiten apreciar otro nivel 
de complejidad del nuevo liderazgo político dominicano, además 
de lo ya observado para el caso del PLD. La lógica de los lideraz-
gos nacionales en esas organizaciones es similar a la observada en 
el PLD, pero a diferencia de aquel en estos últimos (PRM y PRD) 
el poder de las facciones es mayor y, por tanto, su grado de auto-
nomía aumenta. Esto produce un nivel de incertidumbres, tensio-
nes y conflictos que no se observa en el PLD. Esto, debe destacar-
se, no indica que en el PLD el conflicto sea menor. La disputa entre 
Fernández y Medina en el 2006-2008 que culminó con el triunfo de 
Fernández como candidato en las primarias, y el actual conflicto 
que hoy día se mantiene tras la decisión de Medina repostularse 
para las elecciones del 2016 y su posterior triunfo electoral el 15 de 
mayo del 2016, revela que en este caso el conflicto podría arrastrar 
a toda la organización hacia la escisión. Lo único que aquí frena 
esta tendencia es el acentuado corporativismo del aparato en sus 
diversas facciones, lo que no se observó en su potencial de acuer-
do en el caso del conflicto interno del PRD que llevó a la escisión y 
creación del PRM. En este último conflicto, por el contrario, la lu-
cha faccional condujo a la salida de la organización de su mayoría 
liderada por Hipólito Mejía y Luis Abinader, fundándose el PRM. 
Hasta el momento, en el PLD el conflicto no ha conducido a la 
ruptura. Pero lo central es que, mientras en el PRD la organización 
no logró construir los mecanismos mediadores que definieran el 
espacio para la negociación en el manejo del conflicto interno, en 
el PLD ese espacio existe y tal parece ha funcionado en diversas 
crisis: el Comité Político. Lo principal es que, desmintiendo lo que 
usualmente se discute en los medios de prensa, la presente crisis 
interna del PLD revela que la política faccional no ha sido un atri-
buto exclusivo del PRD y las fuerzas popular democráticas que 
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hasta el 2014 se organizaron en ese partido, todo indica que esa 
política es propia de todo el sistema de partidos.

Lo que estamos presenciando no solo ratifica mi afirmación 
anterior, revela además la gravedad del problema interno del 
PLD en sus consecuencias para todo el sistema político domini-
cano. Esto así ya que el PLD no es solo el principal partido del 
país por su poder congresual, municipal y el control del Poder 
Ejecutivo que tiene, sino porque su cada vez mayor formato cor-
porativo interno produce consecuencias “externas” que afectan 
a todo el país.

Por lo pronto, la lucha entre sus dos principales dirigentes, 
Danilo Medina y Leonel Fernández ha afectado su política de 
aliados. Es el caso de la alianza con el PRD, una organización 
significativamente disminuida en su peso político en la sociedad 
dominicana, a partir de la salida de la mayoría de sus bases y de 
sus dirigentes y la formación del PRM.30 La situación está crean-
do dificultades en las relaciones con los grupos de poder a nivel 
empresarial, religioso y ciudadano. Pero quizás lo que es más 
importante es que está afectando la capacidad de control de los 
aparatos de Estado por el partido, a nivel congresual y muni-
cipal. A su vez, está produciendo problemas con las bases de la 
organización seriamente afectadas por la lucha interna, lo que se 
revela claramente en la dirigencia media emergente que quedó 
“frisada” en sus aspiraciones de acceso al Congreso y a los go-
biernos municipales, al bloqueársele en muchos lugares a muchos 

30	 Así como para Balaguer la alianza con el PLD en 1996 definió el meca-
nismo fundamental para frenar el poder de masas del PRD y de Peña 
Gómez como líder, esa alianza definió el principal triunfo ideológico 
de Balaguer como líder conservador, tras lograr, a la larga, que el PLD 
y sus líderes abandonarán el izquierdismo boschista y asumieran el 
realismo conservador del líder reformista. Hoy día, la alianza de Da-
nilo Medina y el PLD con Vargas Maldonado y lo que queda del PRD, 
le ha brindado a Medina la posibilidad de producción de un discurso 
falsamente ecuménico y abierto, donde “caben” incluso los viejos ad-
versarios históricos. De nuevo se repite la historia: los dos casos men-
cionados expresan el mismo drama: en el primer acto, la tragedia; en 
el segundo, la farsa o la comedia. Pirandello dio la definición de esa 
fusión dramática: el grotesco.
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dirigentes y nuevos aspirantes su posibilidad, de ser candidatos 
en el certamen electoral del 2016. Indudablemente que todo esto 
afecta la legitimidad misma de la organización ante los espacios 
y grupos sociales donde las bases y la dirigencia media del PLD 
operan.31 

De esta forma, los nuevos liderazgos que han emergido tras 
la muerte de los grandes caudillos que controlaron la política de 
partidos, no solo operan en un nuevo contexto político eminen-
temente clientelar que define sus relaciones con la sociedad, sino 
en un nuevo marco institucional donde el faccionalismo parti-
dario y el neopatrimonialismo de Estado establecen la pauta que 
articula el vínculo Estado/sociedad en la República Dominicana 
contemporánea. Lo que debe discutirse, entonces, es cómo en 
un marco neopatrimonial y clientilizado, donde los actores po-
líticos operan en una lógica faccional, el orden político puede 
alcanzar un grado aceptable de institucionalidad democrática, 
como para asegurar las condiciones básicas del Estado de dere-
cho y la ciudadanía. 

 El clientelismo se ha generalizado en la política dominicana 
como el mecanismo hegemónico por medio del cual se articula el 
proceso de construcción de la legitimidad del régimen político. Ya 
no se trata de un esquema populista tradicional de movilización 
social y entrega de prebendas, sino de un moderno y organiza-
do sistema de control social, apoyado en recursos formalmente 
coordinados por mecanismos clientelares que se crean para esta 
tarea en los aparatos de Estado, como es el caso del sistema de 
programas focales y tarjetas de ayuda entregadas a la población 

31	 Como era de esperarse, en las pasadas elecciones congresuales y mu-
nicipales del 15 de mayo 2016 los problemas no se manifestaron úni-
camente entre los partidos opositores al PLD y el partido oficial, sino 
incluso al interior de las propias candidaturas del PLD, que sufrieron 
cuestionamientos diversos. En algunos casos hubo deserciones y migra-
ciones hacia otros partidos por parte del liderazgo medio del PLD, en 
otros hubo deserciones de votantes peledeistas hacia otras opciones lo-
cales, aun cuando apoyaran al candidato presidencial, al punto de que 
obligó al propio candidato presidencial Danilo Medina a hacer un lla-
mado para que el voto peledeísta se concentrara en la organización y no 
se fragmentara. 
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favorecida con la dádiva estatal. Estos mecanismos operan como 
un verdadero sistema de control para la movilización del voto 
en tiempos de elecciones. Se producen así micropoderes locales 
que permiten acercarse a los sujetos sin necesidad de movilizarlos 
como colectivos políticos, lo que facilita la compra de sus votos, 
la orientación del elector en torno a las cambiantes decisiones del 
liderazgo político y permite a la larga un control del conflicto.

En segundo lugar, el Estado ha quedado sometido al dominio 
corporativo de la élite que controla sus aparatos y con ello ha sus-
tituido en la práctica la relación política del partido de gobierno, 
en este caso el PLD, con la sociedad, por un vínculo de subordi-
nación prebendalista a una corporación, que a su vez controla lo 
poco que aún se mantiene de la organización política en el po-
der. Finalmente, ese ejercicio de dominación que se ha impuesto, 
mantiene, ciertamente, un formato democrático, pero impone un 
pensamiento único, el control de los medios de comunicación y 
la permanente dispersión y bloqueo de la oposición política de-
mocrática, lo que está construyendo una verdadera nueva cultura 
política de la sumisión ciudadana. Veamos con cierto detalle todo 
esto, tras el análisis de las articulaciones del sistema político soste-
nido sobre las premisas señaladas.

Lo primero que debe analizarse es la orientación tomada por 
el reordenamiento institucional promovido por el partido en el 
poder desde el segundo mandato de Leonel Fernández como pre-
sidente (2004-2008). Veamos:

Tras su aplastante triunfo contra Hipólito Mejía en el 2004, 
Leonel Fernández inició un meteórico ascenso que le permitió 
mantenerse como un emergente líder político de indiscutible pre-
dominio hasta el 2012 cuando culminó su tercer mandato. En el 
2006, el PLD ganó las elecciones intermedias y pudo contar des-
de ese momento con una holgada mayoría congresual, pero no lo 
suficiente como para alcanzar los dos tercios de la matrícula que 
requería su estrategia de cambio constitucional. Aun así, Fernán-
dez inició un proceso de reforma constitucional que culminó en 
el 2010 con una nueva Constitución. Para lograr la aprobación del 
nuevo texto constitucional, Fernández se vio forzado a un pac-
to político con Miguel Vargas, en ese momento líder emergente 
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del PRD que controlaba a la principal fracción parlamentaria del 
principal partido opositor en el Congreso, el PRD. El acuerdo 
se hizo sobre dos premisas fundamentales: la prohibición de la 
reelección sucesiva, que modificaba el esquema vigente de una 
reelección sucesiva y nunca jamás. El otro componente del pacto 
fue la participación de personas leales a Vargas Maldonado en las 
nuevas cortes (electoral y constitucional) que se habían estable-
cido en la nueva Constitución. Con esto último Fernández ase-
guraba una retaguardia institucional a su salida del poder, ante 
las crecientes revelaciones y denuncias de corrupción de muchos 
miembros de su círculo íntimo, como el caso de las acusaciones al 
senador Félix Bautista y a su entonces ministro de obras públicas 
Víctor Díaz Rúa (Aristy Escuder, 2012). El pacto depositó en el Po-
der Ejecutivo como instancia estatal un inmenso poder, cambian-
do el ordenamiento que en el CNM (que elige a los miembros de 
la Suprema Corte de Justicia), se había establecido en 1994. A esto 
se sumó que la nueva Constitución, si bien introducía cambios im-
portantes en el manejo del control presupuestal del Estado, de he-
cho no reducía el poder presidencial en el control de los recursos 
públicos, simplemente lo “disolvía”, por así decirlo, en el conjunto 
de las instituciones estatales. Asimismo, la nueva Constitución, si 
bien reconocía derechos básicos que impone la globalización (en 
el plano ambiental, cultural y otros), no brindaba mayor apertura 
liberal, tampoco reformaba profundamente la JCE, al tiempo que 
introducía condicionantes al derecho a la nacionalidad, pues si 
bien mantenía el derecho a la doble nacionalidad, imponía ahora 
limitaciones para que los hijos de inmigrantes irregulares nacidos 
en el país pudieran beneficiarse de la nacionalidad en la moda-
lidad del jus solis. Esto último a la larga terminó ahondando la 
lógica de exclusiones sociales que desde principios del siglo XX 
afectaba precisamente a los inmigrantes irregulares que entraban 
al país periódicamente procedentes de Haití (Álvarez y Lozano, 
2015), como ya se discutió. 

En estas condiciones, el poder que pasó a concentrar el PLD 
y el Presidente Fernández, era enorme. Al control de recursos 
públicos en programas clientelares focalizados de apoyo a los 
pobres, se le unía el control directo de importantes instituciones 
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del Estado, las cuales eran centrales para asegurar el balance de 
poder en ese ámbito. Así, a partir de sus triunfos en el 2008 y 
el 2010, el Presidente Fernández pasaba a controlar: la mayoría 
congresual, tanto en el Senado, como en la Cámara de Dipu-
tados; la SCJ, el TC, el TSE y la JCE. Con ello se asistía a una 
modalidad ampliada de la clientilización que profundizó el cor-
porativismo político en el Estado. Actuando como corporación 
peledeísta, el poder presidencial movilizaba ahora como clien-
tes a los propios miembros del poder estatal en sus institucio-
nes claves de la gobernanza (justicia, congreso y ministerios) y a 
sectores empresariales. 

Este enorme poder corporativo del PLD como organización 
política y de sus principales líderes, como Leonel Fernández y el 
Presidente Danilo Medina, se producía en medio de una profun-
da dispersión de la oposición política. Esta fragmentación del res-
to de los actores políticos era un complejo resultado, tanto de la 
agudización de la lucha faccional que surgió tras la muerte de los 
grandes líderes políticos fundadores del sistema de partidos (Ba-
laguer, Bosch y Peña Gómez), como de la intervención misma del 
poder del PLD en el manejo de los conflictos internos del sistema 
de partidos. El caso aleccionador es del conflicto entre Vargas Mal-
donado e Hipólito Mejía entre 2012 y 2013, en el PRD, donde Var-
gas Maldonado poco a poco fue acercándose a las posiciones de 
Leonel Fernández, al punto de llegar a asumir sus planteamientos 
y de hecho convertirse en una suerte de “aliado interno” de este 
último en el seno del PRD, lo que se vio claro con la elección de 
los miembros del TC y del TSE, donde Vargas Maldonado, como 
se dijo arriba, logró colocar a personalidades que le eran leales. 
También se aprecia en lo referente a la reforma del código penal, 
donde Vargas asumió las posiciones más conservadoras con rela-
ción al aborto.32 

32	 En fecha tan temprana como septiembre (19) del 2007 en el debate nacio-
nal en torno a la prohibición del aborto, Vargas Maldonado y el ex Vice-
presidente Rafael Alburquerque (del PLD), por separado, se opusieron 
a la despenalización del aborto, aun en condiciones de riesgo de muerte 
de la madre, aduciendo que ellos eran cristianos y respetuosos de la vida 
(Listín Diario, 19 de septiembre 2007). 
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El poder hegemónico del PLD como partido, es de un alcance 
tal que en el debate nacional dominicano ha llegado a pensarse que 
dicha organización opera como una suerte de partido único tipo 
PRI del México de los setenta. Es claro que, en el caso dominicano, 
la dispersión de la oposición política ha dado pie a ese tipo de 
tesis, no sin cierto asidero fáctico. Sin embargo, la crisis interna 
que se ha desatado hoy día en el PLD, que ha enfrentado a Leonel 
Fernández con el emergente liderazgo del Presidente Danilo Me-
dina, entorpece ese propósito hegemónico y dificulta el argumen-
to. En cualquier caso, la crisis interna del PLD hoy día demuestra 
que la lucha faccional parece ser un componente del mecanismo 
de articulación propio del sistema de partidos, no simplemente 
el resultado de la acción de los líderes que controlan los aparatos 
políticos. 

A lo descrito podemos añadir las debilidades de la sociedad 
civil, que ha visto agrietar su poder de interlocución política 
frente al Estado y sobre todo ha visto disminuir su capacidad 
de presión sobre el sistema de partidos (Álvarez et. al., 2010). El 
poder alcanzado por el PLD como corporación política no solo 
se ha visto acompañado de un debilitamiento de las institucio-
nes que acompañan la seguridad ciudadana, bajo su mandato 
ha aumentado también el poder del narcotráfico en la sociedad 
dominicana, y han entrado en crisis las instituciones policiales, 
militares y el sistema de justicia. Indudablemente que esto ha 
contribuido al fortalecimiento del clima de inseguridad ciuda-
dana generalizada, que los estudios conocidos indican como una 
preocupante realidad (Bobea, 2011). 

De todo esto ha resultado un sistema político sumamente 
frágil en lo que compete a sus capacidades para sostener el Es-
tado de derecho, base de la democracia moderna, como también 
para simplemente asegurar un sistema electoral competitivo, 
transparente y equitativo. Esto, unido al clima de inseguridad 
pública y al deterioro de instituciones claves del Estado en esta 
materia, augura que en el futuro inmediato podríamos estar 
asistiendo a una crisis de la seguridad pública, unido a serios 
problemas en el partido hegemónico, que fortalezcan opciones 
autoritarias, como salidas a la crisis política y como respuesta al 
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clima de inseguridad pública.33 Por esta razón es necesario pro-
fundizar en el análisis del sistema de partidos, que es la tarea del 
siguiente capítulo. 

33	 Los estudios del Barómetro de Las Américas (LAPOP) en los últimos años 
arrojan información valiosa sobre la crisis institucional del Estado lati-
noamericano y en particular dominicano. Para el caso dominicano ver a 
Morgan, Espinal et. al. (2006, 2008, 2010, 2012). Lo relevante de todo esto 
es que dichos estudios al tiempo que indican el desarrollo de un clima de 
inseguridad ciudadana, por otro lado muestran el fortalecimiento del pre-
sidencialismo, tras la confianza en el Presidente que indican las encuestas, 
a lo que se une el elevado y persistente índice de participación electoral 
en el país, como indico más abajo. Se revela aquí un serio problema de 
cultura política, pero al mismo tiempo muestra una característica de un 
ejercicio democrático hiper presidencialista, que da validez a hipótesis, 
como la siguiente: el deterioro de la capacidad estatal de protección al 
ciudadano, no solo de la acción de la delincuencia, sino a propósito del 
sostenimiento de las bases materiales de su reproducción social (escuelas, 
hospitales, asistencialismo, transporte público, etc.), le conduce a fortale-
cer una imagen positiva del Presidente, pues aprecia en él no tanto a un 
redentor, sino a un protector funcional, ya que el mismo, para sostener su 
credibilidad, como principal líder político nacional, está obligado a enta-
blar un diálogo clientelista precisamente con los ciudadanos, diálogo del 
cual el ciudadano de a pie estima puede obtener algún beneficio tangi-
ble. Esta dinámica obviamente es inestable y precaria, pero a los ojos del 
colectivo popular le proporciona a las personas opciones individualistas 
a su crisis, lo que produce, a su vez, la imagen colectiva de opciones o 
alternativas alcanzables por medio de su involucramiento en las prácticas 
clientelistas del Estado. En el Capítulo III se presenta información sobre la 
práctica clientelista, en el Capítulo VII se presenta información estadística 
sistemática sobre la inseguridad ciudadana y la violencia, informaciones 
todas que apoyan este razonamiento. 
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Capítulo III
Las transformaciones del sistema de partidos

 

“Si un hombre no tiene orden en sí mismo
No podría diseminar el orden en torno suyo;

Y si un hombre no tiene orden en sí mismo
Su familia no procederá con el orden debido;

Y si el príncipe no tiene orden en sí mismo
No podrá tenerlo en sus dominios….”

Ezra Pound
Cantares

Se ha convertido en un lugar común la opinión de que los 
partidos políticos están en crisis. Los sondeos de opinión 
indican cómo la población desconfía de los mismos y, 

sin embargo, religiosamente la gente acude a las elecciones y vota 
masivamente. Por otro lado, al interior de los partidos políticos 
dominicanos contemporáneos, sobre todo a partir de la muerte de 
sus principales líderes históricos —Juan Bosch, Joaquín Balaguer 
y José Francisco Peña Gómez— se han desatado debates y serias 
crisis internas en algunos de ellos, que expresan de alguna manera 
que en estas organizaciones se está produciendo un reacomodo 
del poder. ¿Es esto razón suficiente para hablar de una crisis del 
sistema de partidos, o, más aún, de una crisis de la política? A todo 
esto se agrega un reposicionamiento del Estado en sus relaciones 
con la sociedad y el sistema político. Hasta los años ochenta fue el 
Estado el espacio social y político de dirección del proceso de de-
sarrollo; a su vez, fue en torno a las élites políticas que lo controla-
ban que se fueron articulando las emergentes élites empresariales 
que en los noventa asumirían personalidad propia y autonomía 
corporativa.1 Fue también el Estado la fuente de generación de las 

1	 Véase el libro de Moya Pons sobre el empresariado dominicano (1992) 
que es quizás el análisis más completo sobre el proceso de formación 
del empresariado industrial y su relación con el Estado. Un enfoque 
sociológico de la ideología del empresariado dominicano se encuentra en 



Wilfredo Lozano118

llamadas clases medias y fue en torno al Estado que se definieron 
en lo esencial las funciones de asistencia social a los pobres. Estas 
tres funciones claves (dirección del proceso de desarrollo, espacio 
de articulación de las nuevas clases y la asistencia a los desposeí-
dos) se encuentran hoy cuestionadas y ello afecta el contenido de 
las relaciones del sistema de partidos con la sociedad y el propio 
Estado.2

A partir del contexto descrito, en lo que sigue me propongo 
discutir cómo la desaparición de los grandes líderes históricos del 
moderno sistema de partidos en República Dominicana ha afecta-
do el ejercicio de la política y en particular al sistema de partidos, 
de forma tal que de hecho ha permitido asumir como algo “dado” 
lo que precisamente debe demostrarse: que hay una crisis del sis-
tema de partidos y que, en todo caso, si bien los partidos hoy son 
relativamente fuertes, desde el punto de vista de su representati-
vidad electoral, reconocemos una crisis de la política, ya que las 
élites que controlan el Estado han sido incapaces de recomponerlo 
o de producir un nuevo esquema de articulaciones con la socie-
dad, que responda a la nueva situación del Estado y la nación en la 
coyuntura global, articulando de esta forma una nueva manera de 
construcción de legitimidades, en correspondencia con los nuevos 
procesos sociales (Cavarozzi y Medina, 2002).

En gran medida de lo que se trata es de la producción de un 
“vacío” de propuestas que impide que los actores políticos (par-
tidos) articulen un discurso que se corresponda con las exigencias 
que imponen las condiciones de la globalización y el desarrollo en 
la nueva economía de servicios. Tomemos el caso de las elecciones 

Artiles (1982). Para el estudio de las clases medias véase a Lozano (2002) 
y a Guzmán (2012).

2	 Sobre el papel del Estado dominicano en la dinámica del desarrollo con-
súltese a Lozano (2002). Otros textos relevantes son: los trabajos de ona-
plan (1966, 1968, 1972 y 1976). El libro de Vaitsos (1994), permite apreciar 
las complejidades de la coyuntura de los noventa en sus implicaciones 
para la reestructuración de la economía y el nuevo modelo exportador de 
servicios que se organizó en esos años. El trabajo de la Cepal (2001) es re-
ferencia obligada. Véase también el Informe de desarrollo humano del pnud 
para República Dominicana del año 2005.
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del 2016. Sus resultados deben ser objeto de preocupación. En pri-
mer lugar por el elevado abstencionismo registrado, estimado en 
30%. Normalmente en el período 1996-2012 las elecciones congre-
suales y municipales registraban una baja participación de más 
de un tercio de los votantes, en parte debido al sesgo presiden-
cialista del sistema político. En cambio, por esa misma razón y en 
el mismo período, las elecciones presidenciales recuperaban una 
amplia participación reduciendo la abstención a su tendencia his-
tórica del 20-25% para la etapa moderna de la política dominicana 
(1961-2012). En las elecciones del 2016, debido a que recuperaban 
en un solo proceso las elecciones presidenciales, las congresua-
les y las municipales, las expectativas de todos los analistas era 
la de una amplia participación. El elevado abstencionismo que en 
cambio se registró —semejante al observado en las elecciones del 
2012— muestra de hecho una gran inconformidad o desencanto 
del electorado, si se toma en cuenta que estas elecciones recupera-
ban la simultaneidad de los tres certámenes electorales referidos, 
desde su última experiencia simultanea del 1994 donde hubo una 
masiva participación. 

Posiblemente el principal problema que enfrentaron las elec-
ciones de ese año fue institucional. La manera como la JCE ad-
ministró el certamen mostró la fragilidad de dicha institución, su 
extrema dependencia del poder central y sobre todo el desplome 
de un modelo de gerencia interna extremadamente personalista, 
concentrado en la figura del presidente del organismo electoral.

Pero lo más importante, a mi criterio, es que, unido a los proble-
mas señalados, la experiencia electoral del 2016 mostró claramente 
la entrada en crisis de un modelo político precisamente caracteri-
zado por la extensión del clientelismo y la extrema concentración 
del poder en la instancia ejecutiva del Estado. Sin embargo, esto 
no necesariamente indicaría una presión contra la clientilización 
de la política, bien podría ser lo contrario. En el sentido de esta 
hipótesis los problemas que confrontaron los principales partidos 
del país en las elecciones del 2016 con sus liderazgos locales y la 
efectiva presión que el liderazgo interno de base produjo sobre las 
cúpulas partidarias, son indicativos de serias dificultades de legi-
timación de las direcciones partidarias sobre sus bases políticas, 
pero también indican que está emergiendo un liderazgo local que 
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pugna por un espacio legítimo en sus partidos, al que el modelo 
clientelar y el verticalismo autoritario de la tradición caudillista 
se oponen, a lo que se agrega la creciente presencia de la presión 
ciudadana en la escena política.3

1. La construcción del moderno sistema de partidos

La clase media fue la fuente de reclutamiento del moderno 
liderazgo político dominicano, como en la mayoría de los países 
latinoamericanos. Como tal, se constituyó en el principal agente 
social sostenedor del movimiento democrático. Hoy, la clase me-
dia tiende a su desmovilización política y, como fuente de lide-
razgos políticos, tiende a producir una dirigencia muy alejada del 
compromiso democrático de la etapa previa, como del radicalis-
mo ideológico que caracterizó su discurso. Si hoy algo caracteriza 
a las clases medias es su fragmentación y en el plano discursivo 
y su creciente conservadurismo, lo que afecta claramente su com-
portamiento político (Lozano, 2004).

La discusión inicial de este capítulo gira en torno a un asunto 
sencillo: en el período que va de la muerte de Trujillo en 1961 hasta 
los años noventa del pasado siglo xx, emerge en el país la política 
de masas; vale decir: se producen múltiples movimientos que ca-
nalizan las presiones populares por el aumento de sus niveles de 
participación social y naturalmente política. Lo que debe discutir-
se, entonces es si esa movilización dio pie a una gran alianza entre 
estos sectores y un emergente empresariado nacional que recono-
cieran en el Estado el espacio necesario para materializar sus agen-
das, como fue lo propio en las experiencias populistas latinoame-
ricanas clásicas (Argentina y Brasil), como se vio en el Capítulo I.

Naturalmente que esto no ocurrió en la experiencia dominicana 
y lo que en el Cono Sur de América Latina dio pie a las alianzas po-
pulistas que alcanzaron el poder estatal para impulsar la industria-

3	 Sobre las consecuencias políticas del vacío discursivo por parte de los 
actores políticos véase mi libro Después de los caudillos (2002), así como 
pnud (2005).
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lización y el aumento de los espacios de participación de las clases 
trabajadoras urbanas, en República Dominicana se materializó por 
una vía conservadora en lo político, que desmovilizó al elemento 
popular y fortaleció al emergente empresariado como un aliado su-
bordinado de un régimen autoritario. El desarrollo se producía en 
este caso “desde arriba” (Moore, 1976) en un formato excluyente de 
la competencia político/democrática. Ese fue el rol de Balaguer en 
el período 1966-78. Lo importante es lo que de allí se deriva: en ese 
contexto el sistema de partidos se fue desarrollando en fuerte vin-
culación con la sociedad civil, lo que dio por resultado un sistema 
de partidos estrechamente aliado a movimientos sociales, pero con 
poca o nula presencia en los aparatos del poder del Estado. Esto 
hizo del conflicto político con las fuerzas que controlaba el Esta-
do, el espacio natural del desarrollo del sistema de partidos y la 
exclusión de estos, salvo el partido de gobierno, de un modelo ge-
nuinamente competitivo en términos de la democracia política. Sin 
embargo, el sistema de partidos, en particular el prd, principal or-
ganización política de oposición hasta su división en el 2014, man-
tenía en esa situación estrechos vínculos con el movimiento social y 
el electorado urbano. 

En tales condiciones, en el largo período que va de la muerte 
de Trujillo a la transición democrática de 1978, lo que caracte-
rizaba la movilización política era la lucha democrática, siendo 
la sociedad civil una “retaguardia” de la acción del sistema de 
partidos, como se analiza en el próximo capítulo (IV). Los cua-
dros que operaban en el nivel organizativo de los partidos podían 
perfectamente operar en el de la sociedad civil, como expresión 
de un mismo espacio político: el de los actores que luchaban por 
construir un Estado democrático. Es cierto que había una agenda 
de reivindicaciones sociales que en muchos sentidos daba justifi-
cación a las luchas políticas, pero lo central era la conquista de los 
espacios democráticos mismos, a los que se subordinaba la pre-
sencia de una sociedad civil articulada en movimientos sociales 
de importancia, como el sindicalismo,4 la acción del movimiento 

4	 Hay muy poca literatura sobre el movimiento obrero dominicano 
moderno, tras la muerte de Trujillo, en su constitución como actor político 
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de mujeres y el corporativismo de grupos profesionales radicali-
zados, en esferas como los colegios médicos, de ingenieros, abo-
gados, entre otros (Álvarez et. al., 2010). Todo esto se producía en 
el marco de una lógica estatal de corte claramente populista, tanto 
si se lee la coyuntura con las lentes de los actores democráticos 
que pugnaban por ocupar espacios sociales y políticos en sus re-
laciones con el Estado, como si se la aprecia por la vía de actores 
autoritarios que se resistían al cambio (Hartlyn, 2008). 

Así constituido, el Estado como espacio de orden autoritario 
pero sostenido en premisas de movilización populista,5 se en-
cuentra hoy agotado, aunque en el ejercicio de la política apa-
rezca como una aplastante realidad que se impone a los actores 
políticos, tras su lógica neopatrimonial y capacidad de moviliza-
ción clientelar que le sobreviven como dimensiones constitutivas 
heredadas de la fase autoritaria. Este agotamiento de la función 
populista del Estado no elimina la movilización clientelista de 
masas, más bien la potencia, pero la sustrae de un discurso re-
dentor de tipo asistencial, justificado por un discurso populista. 
Esto es así, no porque el Estado haya perdido capacidades y re-

y en su acción como movimiento social. Un panorama general lo brinda el 
libro de J. de Peña Valdez (1978), véase también a Pozo (1976) y Calderón 
(1975). 

5	 Debe distinguirse la noción de “Estado populista” como una modalidad 
de pacto político que sirvió de apoyo a la industrialización y al 
fortalecimiento de la burguesía industrial latinoamericana y las clases 
trabajadoras urbanas, de la acción populista, que remite al movimiento 
social que generalmente lo acompañó. Este último es en cierto modo 
generalizable a toda la región, mientras lo primero es privativo de ciertas 
experiencias, sobre todo en los casos de Brasil y Argentina y en menor 
medida México y Chile. A lo que autores como Dornbusch y Sebastian 
(1992) se refieren es a lo segundo (un tipo específico de movilización y 
discurso político que apela al pueblo, generalmente se apoya en relaciones 
clientelistas y trata de establecer interpelaciones de tipo plebiscitaria con 
el movimiento de masas), mientras los clásicos estudios de Ianni (1975) 
se refieren a lo primero. Los análisis de Germani (1965) brindan una 
perspectiva que reúne ambos momentos en un común denominador: los 
procesos de modernización y el papel que en ellos juega “lo político”. La 
contribución de Laclau (2011) al respecto se refiere a la construcción del 
discurso populista como un modelo propio de la sociedad moderna.
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cursos, sino porque su función de dirección económica en gran 
medida ha desaparecido, estando la dinámica del desarrollo en 
manos privadas. En otras palabras, la creciente autonomización 
del mercado respecto al Estado (pnud, 2005) ha recompuesto la 
naturaleza social, cosmovisión y estilo de liderazgo de la élite po-
lítica como poliarquía con gran capacidad autonómica respecto 
al empresariado y la sociedad civil, a lo que se une el proceso de 
fragmentación social que ha acompañado la entrada del país en la 
globalización (Vaitsos, 1994; CEPAL, 2006). 

De esta manera la transición democrática frustrada que carac-
terizó la postdictadura trujillista, tanto en su fase de crisis abierta 
(1961-1965) como de estabilidad autoritaria (1966-1978), se produ-
jo en medio de continuidades institucionales del Estado que man-
tuvieron en la fase democrática los elementos que caracterizaron 
al Estado en su formato autoritario del período previo. El cambio 
realmente significativo de orden institucional y en el esquema va-
lórico que sostenía la lucha por la democracia, fue el de la parti-
cipación electoral del sistema de partidos. Aun así, la presencia 
de un sistema político competitivo se ha sostenido en premisas 
autoritarias, las principales de las cuales son indudablemente el 
manejo neopatrimonial del Estado y la movilización clientelar del 
electorado como bases de la legitimidad del orden político, unido 
a la efectiva influencia del poder central en el sistema electoral, 
aun en el marco democrático que se ha afirmado, sobre todo desde 
1996 a nuestros días, en lo que he llamado la fase de consolidación 
democrática.

Esto se ha complementado con una significativa transforma-
ción de la movilización de recursos económicos en manos del 
Estado, que ha producido importantes consecuencias en el plano 
político. A partir de los años noventa se produjo un reacomodo 
radical de la economía dominicana, no solo por su giro hacia la ex-
portación de servicios en maquila y turismo (CEPAL, 2001), sino 
principalmente por la privatización de las empresas estatales. 

Esta nueva situación tuvo consecuencias no buscadas en el 
sistema de partidos en su relación con el Estado. Por lo pronto, 
contribuyó a recomponer la naturaleza misma de la élite políti-
ca en un esquema cercano a la poliarquía conceptualizada por 
Dahl (1989), pero operando en un marco institucional débil e 
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inarticulado.6 El resultado fue un mayor poder y autonomía del 
partido, grupo o facción que controlaba el Poder Ejecutivo, lo que, 
a su vez, generó una tensa relación entre la facción partidaria en el 
poder y su propia organización política. Donde más intensamente 
se ha visto esta tensión ha sido en los gobiernos del PRD ya desde 
el período 1978-1986, y específicamente en el período 2000-2004. 
Pero esto también se ha producido en el PLD, en sus dos últimas 
administraciones (2004-2012 y 2012-2016), sobre todo en la actual 
dirigida por Danilo Medina, Presidente de la República desde el 
2012. A esto debe añadirse un tercer elemento: la autonomización 
de la facción en el poder de su propia base política organizada 
(partido), estimuló el recurso a la acción clientelista como un eje 
fundamental de la legitimación política de quienes controlaban el 
poder central, debilitó los pocos espacios de autonomía alcanza-
dos por el Congreso y clientilizó las relaciones de las propias bases 
políticas partidarias, sobre todo en los partidos que controlaban el 
poder, caracterizando así a los gobiernos del pld, pero también, 
aunque en menor grado, a los del prd.7 

6	 Véase a Dahl (1989), donde el concepto se piensa en un formato de com-
petencia política altamente institucionalizado. En República Dominicana 
Jiménez Polanco (1994) ha propuesto la noción de semi poliarquía para 
pensar precisamente el proceso de constitución de una poliarquía en con-
diciones institucionales débiles.

7	 Por ley, desde 1997 los partidos políticos reconocidos por la JCE reciben 
un subsidio en función de su peso electoral. Con ello se formalizó el 
financiamiento público al sistema de partidos, orientándose hacia la 
actividad esencialmente electoral. La idea era que con este financiamiento 
se frenaría el flujo de recursos provenientes del sector privado, con las 
consecuencias esperadas en el sistema político: freno al tráfico de influencia 
en el Estado y al condicionamiento de la acción parlamentaria por el poder 
económico, entre otros. Sin embargo, este flujo de recursos estatales hacia 
el sistema de partidos no detuvo la financiación privada, pero sí fortaleció 
la autonomía del sistema de partidos respecto al poder empresarial. Por lo 
demás, la forma en que ese subsidio se distribuye entre los partidos revela 
el verticalismo autoritario del sistema de partidos: el subsidio beneficia a 
los partidos reconocidos por la JCE; asimismo se reparte de forma que el 
80% se distribuye a partes iguales entre los partidos que alcanzan el 5% 
del voto, mientras el restante 20% se reparte de igual manera en el resto 
de partidos. Para que el lector tenga una idea del alcance del subsidio 
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Como se ha visto, el moderno sistema de partidos en Repú-
blica Dominicana se construyó en torno a los liderazgos de figu-
ras providenciales (Jiménez Polanco, 1994). Es fácil pensar que 
los liderazgos que surgieron tras la desparición de la dictadura 
trujillista constituían una suerte de extensión contemporánea de 
los liderazgos que hasta la tercera república (1924) definieron el 
panorama político nacional. 

Los caudillos de la primera (1844) a la tercera (1924) Repú-
blica construyeron su liderazgo en una clave histórica distinta 
a la de los líderes contemporáneos. Constituye un error pensar 
que, tras la muerte de Trujillo, el liderazgo político lo que hace es 
reeditar el patrón del período previo. Por lo pronto, los caudillos 
tradicionales de los años 1844-1930 operaban en una sociedad 
predemocrática. Las lealtades que encontraban en sus seguido-
res no se orquestaban al discurso igualitario e institucionalista 
propio de la democracia moderna, su apelación a la movilización 
social por lo general tenía un ámbito limitado y cuando apelaba 
a la “patria” lo hacía no en un referente de igualdad política, 
ciudadanía, o desarrollo social, sino de respeto a valores tradi-
cionales, antagonismos locales con otros caudillos e intereses 
regionalistas. El punto esencial es que esos líderes y caudillos 
operaban en una sociedad donde no existía un Estado nacional 
plenamente constituido, siendo el marco social en que se sos-
tenía su liderazgo el propio de una sociedad rural, donde sus 
núcleos constitutivos tenían poca o ninguna cohesión nacional 
(Mejía, 1976).

Por el contrario, el discurso de los grandes líderes modernos se 
inscribe en una lógica de constitución de una sociedad democrática 

estatal a los partidos la información acumulada para el periodo 1997-
2015 indica que los partidos recibieron un total de RD$ 8,970 millones 
(aproximadamente 199 millones de dólares), de los cuales el PRD controló 
RD$ 2,785 millones (61.8 millones de dólares, equivalente al 31%) y el PLD 
RD$ 2,652 (58.9 millones de dólares, equivalente al 29.5%), mientras el 
PRSC concentro el 20.7 para un valor de RD$ 1,864 millones (41.2 millones 
de dólares). Los tres partidos mayoritarios concentraron así el 80.2% del 
financiamiento total. 
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y encuentra en el Estado su referente organizativo.8 En ese discur-
so los partidos se constituyen en la mediación fundamental para 
alcanzar el poder del Estado y constituirlo en vehículo del desa-
rrollo y la igualdad social. Pero ese discurso se desdobló en vías 
alternativas que definieron las propuestas y características orga-
nizacionales de cada una de los partidos políticos que los líderes 
modernos construyeron. 

Desde el momento constitutivo de la democracia moderna do-
minicana tras la muerte de Trujillo en 1961, el discurso político-par-
tidario fue esencialmente estatista, pero esta característica asumió 
expresiones y acentos diferentes en torno a los cuales se constitu-
yeron las propias organizaciones políticas. En la práctica, las tres 
grandes figuras políticas que delinearon los estilos organizaciona-
les y las formas de intervención en la política de los tres principa-
les partidos dominicanos de la época moderna (Joaquín Balaguer, 
como líder del Partido Reformista luego Social Cristiano, prsc; Peña 
Gómez, como líder del prd, a partir de la salida de Juan Bosch del 
partido en 1973; y este último como líder del pld desde esa fecha) 
articularon discursos estatal/nacionales en las racionalizaciones que 
produjeron para cohesionar sus proyectos políticos. 

Sin embargo, sería un error pensar que fueron únicamente los 
líderes los únicos ejes articuladores de los tres grandes partidos, 
pues estas organizaciones no hubiesen tenido por lo menos el perfil 
que finalmente definieron, sin la potencia del Estado como gran ar-
ticulador de los emergentes actores sociales que la modernización 
producía y el significativo papel de la sociedad civil como agente 
catalizador del cambio político. Apoyado en esta idea, propongo 
una gran hipótesis generalizadora para interpretar las formas de 
intervención de esos liderazgos, a partir de las dinámicas de movi-
lización política que las tres organizaciones referidas articularon y 
el manejo que de los aparatos organizacionales hacían sus líderes. 

8	 El referente del Estado como fenómeno nacional está prácticamente 
ausente del discurso del caudillismo tradicional del siglo xix. En su 
defecto, lo que aparece es un discurso que refiere al Estado como una 
apelación al orden, pero no a la unidad de la nación, como requisito de 
la articulación de los mercados y la autonomización de sus estamentos 
burocráticos y militares. Véase el estudio clásico de Brea (1983).
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El estatismo autoritario

Defino como estatismo autoritario la modalidad “balagueris-
ta” de dirección política y, en consecuencia, de ejercicio del lide-
razgo. En esta modalidad lo esencial no es únicamente el rol que 
asume el Estado en la movilización política, en la articulación del 
liderazgo y la definición del discurso, sino sobre todo su carácter 
excluyente. Para Balaguer el Estado era el demiurgo organizador 
y el eje constructor de la sociedad y la economía. Su política de-
finía así al Estado y no al partido, como el eje de la movilización 
política. Esto supone una concepción o visión centralizadora del 
rol del liderazgo, excluyente de la participación de la institución 
del poder a aquellos actores que en la polis asumen la función 
ciudadana.

Esta situación produjo consecuencias significativas sobre el 
orden político. La más evidente fue el bloqueo a la competencia 
política electoral como la característica política que definía y arti-
culaba al régimen “balaguerista”. En su defecto, en la medida en 
que el régimen “balaguerista” de los doce años (1966-1978) se vio 
obligado a ceder espacios de participación a la oposición política, 
perdió naturalmente capacidades para mantenerse como el eje de 
una gran alianza conservadora, que era la que en el fondo sostenía 
la política de exclusión. El régimen trasladaba al plano militar las 
bases de la unidad de los aparatos de Estado, pero esto, a su vez, 
en la modalidad cesarista que articuló Balaguer, estimulaba en el 
seno de la élite militar una lucha de facciones que conducía a dos 
consecuencias fundamentales: a fortalecer el cesarismo del régi-
men y con ello a orientar el conjunto de aparatos de Estado en tor-
no al presidente, pero terminaba agrietando la unidad de fuerzas 
que apoyan al régimen, al fortalecer el poder económico de la élite 
militar, en detrimento del emergente empresariado ligado sobre 
todo a la industria. En el plano político, esto terminó convirtiendo 
al partido gobernante en un instrumento esencialmente electoral 
y a su dirigencia en una expresión del tramado burocrático mismo 
del Estado (Lozano, 1985). 

El último aspecto relevante que debe considerarse aquí es que 
en estas circunstancias el régimen mantuvo su base de masas apo-
yándose en varios mecanismos, más allá del bloqueo o represión 
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a los actores políticos opositores. En primer lugar, fortaleciendo 
las relaciones del poder militar con su base campesina, de donde 
reclutaba a sus oficiales y tropas. De esta forma las fuerzas arma-
das terminaron constituyéndose en una mediación hegemónica 
del régimen hacia su base social fundamental, el campesinado. 
En segundo lugar, hacia la masa urbana el régimen articuló un 
esquema de movilización clientelista que el presidente lideraba. 
Se fortalecía así un liderazgo autoritario, apoyado en los militares, 
con fuerte base campesina, en un esquema movilizador clientelis-
ta y altamente concentrado en la figura del Presidente. El régimen 
mantuvo una forma institucional democrática, pero sostenido en 
una práctica excluyente y centralizadora del poder, que terminó 
anulando la autonomía del Congreso y el sistema de justicia. En 
un esquema autoritario de esa forma organizado el eje central de 
la articulación de acuerdos en el Estado era naturalmente la figura 
del Presidente, anulándose el sistema de partidos en este plano, 
en lo que refiere al grupo en el poder y las élites empresariales, 
religiosas y militares que le apoyaban. De ahí la importancia del 
bloqueo de la competencia democrática en el sistema de partidos. 

En su segunda etapa de gobierno (1986-1996), Balaguer se vio 
forzado a aceptar las reglas del juego de la democracia de partidos, 
pero nunca abandonó su visión del Estado y del papel que el mis-
mo debía desempeñar en la articulación y dinámica de la acción 
política. Puede resultar una exageración decir que para Balaguer 
en el fondo su verdadero partido fue siempre el Estado, lo que 
equivale a decir que fueron la burocracia de Estado y el aparato 
militar los verdaderos agentes de la movilización política del ré-
gimen, siendo la organización política formal una mediación mo-
vimientista frente al electorado.9 Por eso Balaguer nunca organizó 

9	 Quien por primera vez definió el carácter movimientista del partido 
reformista fue Jiménez Polanco (1994). En sentido estricto su análisis 
se refiere al electoralismo de dicha organización y a su sometimiento 
absoluto a la voluntad de su líder. Apoyándome en su hipótesis, reconozco 
el movimientismo del Partido Reformista estrechamente articulado al 
cesarismo del régimen político balaguerista, pero doy mayor importancia 
al papel del elemento militar en la unidad política del régimen, sobre todo 
en el llamado gobierno de los doce años (1966-1978), como también insisto 
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su partido en un esquema que permitiera espacios de articulación 
burocrática de su dirigencia. Los jefes políticos del partido fueron 
en general burócratas al servicio de la gestión de gobierno y perió-
dicamente agentes de la movilización electoral (Jiménez Polanco, 
1994) que exigía la forma democrática del sistema político.

El democratismo elitista

A diferencia de Balaguer, para Juan Bosch el partido era por 
definición el agente de ordenamiento de la política, pero al igual 
que Balaguer asumía que el Estado era el agente que en última 
instancia definía el mecanismo de construcción de la sociedad. 
La diferencia entre ambos discursos radica en dos ejes centrales: 
mientras el estatismo “balaguerista” depositaba en los militares y 
la burocracia de Estado las funciones movilizadoras que en el pla-
no político debía articularse en un discurso autoritario, para Bosch 
esa función se depositaba en el partido, la que en su visión debía 
convertirse en una élite dirigente de la organización social. En se-
gundo lugar, mientras para Balaguer el discurso estatista definía 
una estrategia de exclusión no democrática de los actores políticos 
en la conducción del Estado, para Bosch la democracia era una 
condición innegociable a la hora de definir los espacios de arti-
culación del sistema político, por lo menos hasta los años setenta, 
pues a partir de ese momento su visión de la política se radicalizó 
hacia la izquierda, tras su profunda crítica a la democracia repre-
sentativa. Es cierto que, tras su giro izquierdista, el discurso «bos-
chista» en torno a la democracia se orientó más hacia las tareas 
de la reforma social que a las del marco político institucional que 
sostiene al Estado democrático (la democracia representativa). De 
esta forma, si bien Bosch nunca produjo un abierto rechazo a las 
elecciones para alcanzar el poder del Estado, en su fase tardía ten-
dió a rechazar la participación electoral como recurso político. En 
su defecto, surgió un discurso en el fondo fundamentalista que 
nunca logró producir una clara propuesta para alcanzar el poder.

en el apoyo campesino como base de masas de este proyecto político (1985 
y 2013).
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El estatismo de izquierda de Juan Bosch condujo al pld como 
organización a planteamientos verticalistas en el plano político/
organizacional, donde el Presidente y Jefe del Partido de hecho 
terminaba constituyéndose en la fuente de la unidad del aparato 
político, mientras el séquito o grupo de dirigentes cercanos al líder 
(Weber), lograba reunir mucho poder en la organización, permi-
tiéndole en la práctica asumir un poder de mando en tomas de 
decisiones no forzosamente reconocida en los cargos formales. De 
hecho fue el propio Bosch el que dio pie a ese poder del séquito, al 
situar su visión y práctica partidaria como el momento organiza-
cional imprescindible para movilizar y organizar «desde arriba» 
la acción de masas. No debemos olvidar que, pese a que formal-
mente el pld nunca desconoció la acción electoral, participando en 
todas las elecciones que se sucedieron desde su fundación, no fue 
sino hasta entrada la década de los noventa cuando ese partido 
comenzó a girar en su orientación política hasta constituirse en la 
primera década del siglo xxi en un partido de centro, de orienta-
ción claramente populista, rompiendo así con su orientación ori-
ginaria de izquierda.

El populismo democrático

El discurso popular-democrático de Peña Gómez era distinto 
al de los dos viejos caudillos, Bosch y Balaguer. Apelaba al ele-
mento popular, al que movilizaba en su aspiración de constitución 
en verdadero sujeto político. Veía al Estado como una mediación 
necesaria para la construcción de esa subjetividad popular y, en 
consecuencia, reconocía al partido como un agente mediador en-
tre sociedad y Estado, pero al servicio esencialmente del elemento 
popular y no de la élite. Entendía que la función del líder era en-
tonces la de constituirse en sujeto mediador de la relación entre el 
elemento popular y el aparato político partidario, lo que implica-
ba una política de permanente negociación en la administración 
del conflicto interno en el partido. 

En esa propuesta política, el líder pasaba a constituir el re-
curso necesario para lograr la presencia del movimiento popular 
en la organización partidaria, sin darle un formato institucional 
organizado. En este caso, más que en los de Balaguer y Bosch, 
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el carisma del liderazgo desempeñada un papel movilizador por 
definición. En el plano organizativo, el líder operaba como un 
mediador entre las facciones del aparato político, lo que devino 
una función necesaria para lograr el equilibrio político interno 
del partido y dinamizar la acción popular. En esta dinámica Peña 
Gómez construyó su organización, pero sobre todo la hizo fuerte, 
frente al movimiento social. De esta forma, el partido lograba la 
representación de los sectores medios en la toma de decisiones, 
armonizándola con la imagen de la participación de los sectores 
populares. Esta articulación entre acción popular y clases medias 
le permitía a la organización movilizar a grupos de presión como 
el empresariado y los gremios profesionales, entre otros. De todo 
esto resultaba que el líder carismático devenía en el unificador 
y real factor de unidad del partido, lo que significaba que en su 
ausencia la política de facción tenía dificultades para asegurar la 
cohesión del aparato político. 

De los análisis anteriores se desprende una conclusión: en los 
tres liderazgos analizados el Estado desempeñaba una función 
modernizadora y articuladora, ya de la élite burocrático-militar 
(Balaguer), del partido (Bosch) o del movimiento popular (Peña 
Gómez), entendido esto como momento necesario de la acción 
modernizadora en lo social y articuladora en lo político, del con-
junto de fuerzas y clases sociales en torno a las cuales se tejía el 
camino de la política. 

2. La crisis de la política caudillista y el sistema  
de partidos

Sobre estas modalidades organizacionales y políticas descritas 
el sistema de partidos funcionó desde los inicios de su etapa mo-
derna tras la muerte de Trujillo. No debe pensarse en un modelo 
de rupturas mediante el cual, en la fase autoritaria postrujillista 
los partidos estaban dispersos, ni siquiera en los años de la cri-
sis que siguieron a la dictadura. En realidad, esta dinámica debe 
verse como un proceso continuo donde el sistema de partidos ha 
atravesado por diversos momentos políticos mediante los cuales 
se fue constituyendo. De este modo, las transiciones democráticas 
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lo que produjeron fueron condiciones de acciones que fortalecie-
ron al sistema de partidos, o le dificultaron su espacio de acción 
y presencia políticas, pero no puede decirse que los principales 
partidos se desarrollaron únicamente en espacios o momentos de 
transición democrática, hasta alcanzar su madurez institucional 
en las fases de consolidación (Cavarozzi y Medina, 2003).

Política caudillista y conflictos 

En las fases autoritarias del proceso político dominicano mo-
derno, aunque se bloqueaba la competencia democrática, produ-
ciendo en los hechos repliegues o retrocesos políticos, los partidos 
experimentaron desarrollos internos, definieron alianzas interna-
cionales y al final (al llegar las fases de cambio democrático), lo-
graron incluso establecer alianzas con actores estratégicos como 
el empresariado, el alto clero católico y los militares. Esto permite 
apreciar una imagen distinta del proceso de constitución del siste-
ma de partidos de la que por lo general se presenta en los modelos 
que priorizan la lógica democracia/autoritarismo como los ejes del 
proceso de constitución de estos actores políticos, al menos desde 
el punto de vista de su desarrollo organizacional y capacidad de 
influencia en la sociedad. En realidad, las fases autoritarias y de-
mocráticas, desde el punto de vista del desarrollo del sistema de 
partidos, lo que afirman no son las condiciones de posibilidad de 
los partidos como organizaciones, sino situaciones que bloquean 
o estimulan la competencia electoral y liquidan o impiden la ac-
ción de los partidos hacia la sociedad, incluidas sus relaciones con 
las élites económicas. En una palabra, de lo que se trata es del 
bloqueo o facilitación al sistema de partidos al acceso al poder del 
Estado, no de su desarrollo organizacional como aparatos.

Indudablemente, las fases autoritarias afectan las posibilida-
des de desarrollo de los partidos de oposición, pero por la expe-
riencia histórica que se tiene podemos afirmar que esto no impide 
que los esfuerzos de sus líderes finalmente fortalezcan aparatos 
razonablemente eficaces. Sin admitir esa hipótesis, al menos en el 
caso dominicano, sería difícil explicarse cómo en los momentos 
de crisis de la fase autoritaria (en el largo periodo 1961-1978, con 
la excepcion de los siete meses de gobierno de Bosch) los actores 
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políticos se movilizan con eficacia y logran derrotar al régimen 
autoritario. En la experiencia histórica, el prd se moviliza en 1978 
y después de doce años de exclusión de la competencia electoral, 
logra ganar las elecciones y desplazar a Balaguer del poder. Por lo 
demás, es esto lo que permite caracterizar al régimen balaguerista 
de los doce años (1966-1978) como “autoritario”, sin dar un paso 
más y asumirlo como “dictadura”. Vale decir, hablando con pro-
piedad, dicho régimen político realmente se define mejor como 
“autoritarismo cesarista”, lo que le obligaba a mantener con sus 
opositores una flexibilidad limitada y una forma político-institu-
cional “competitiva” como un espacio negociador, con su propia 
base política y con sus oponentes (Hartlyn, 2008).

El otro elemento articulador de la política de partidos es su 
función asistencial y su papel mediador en la política clientelista. 
Como se sabe, el momento constitutivo de la política dominica-
na moderna se produce con la muerte de Trujillo y la eclosión de 
la acción de las masas populares como sujetos actuantes. Pero el 
trasfondo de esa presencia de masas en la política moderna no 
fue simplemente la mediación de los emergentes partidos, sino la 
presión popular sobre el Estado, abriendo así el capítulo —aún vi-
gente— del conflicto distributivo, de la gobernabilidad del orden 
social y de la construcción de legitimidades de los sujetos políticos 
(partidos) ante el movimiento de masas. 

El Estado Asistencialista de alguna manera conjugaba el con-
junto de estas presiones, mientras el sistema de partidos era el 
elemento actuante, operante, por medio de la cual se lograba esta-
blecer las mediaciones políticas para la gobernabilidad y legitima-
ción del liderazgo político. Esa gobernabilidad siempre se fundó 
en una geometría variable en la que se confundían la tradición 
autoritaria de su clase política, el manejo patrimonialista de los 
recursos estatales y la movilización de las masas de acuerdo a me-
canismos clientelistas cada vez más generalizados.

Las capacidades asistenciales del Estado fundado sobre estas 
premisas se agotaron en algún momento de los años noventa, co-
rriendo pareja con los procesos de apertura de la economía, un cre-
ciente empequeñecimiento de las empresas estatales, la crisis del 
emporio azucarero estatal, el inicio de la privatización del sector 
energético y un cambio drástico en los mecanismos de tributación 
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que modificó, a su vez, los términos de las relaciones del Estado 
con el empresariado (cepal, 2001; Lozano, 2002; Croes, 2015). Al 
desaparecer el Estado Asistencial en su expresión populista y de-
sarrollista en los noventa, se ha ido fortaleciendo una nueva ges-
tión estatal que podemos definir como rentista y clientelar. Ren-
tista, por cuanto se apoya simplemente en los recursos que genera 
el aparato impositivo y en tanto esos recursos no se devuelven en 
servicios a la sociedad. Clientelar, por cuanto los recursos así obte-
nidos se orientan en tres direcciones 1) la compra y reclutamiento 
de seguidores, 2) el fortalecimiento neopatrimonial de la élite po-
lítica en el poder, 3) el manejo de políticas sociales orientadas a la 
formación de clientelas electorales. 

Las consecuencias del rentismo y el clientelismo estatales que 
hoy, en la segunda década del siglo xxi, definen la característica 
central del Estado dominicano, como principal actor político y que 
organizan los mecanismos de legitimación del sistema de partidos 
más allá de los momentos electorales, son diversas. Sin embargo, 
estas consecuencias no pueden verse desprendidas del elemento 
fiscalista que ha asumido el Estado, lo cual le ha permitido a la éli-
te política que controla el Poder Ejecutivo una asombrosa autono-
mización, tanto de su lazo de dependencia con el poder empresa-
rial, como respecto a poderes fiscalizadores del poder legislativo, 
el sistema de justicia y la propia acción de la sociedad civil. 

El primer elemento a considerar en el proceso de consolida-
ción de la élite política dominicana moderna, o poliarquía en el 
lenguaje de Dahl (1993), es el desarrollo organizacional de los 
grandes partidos de masas, y el consecuente manejo burocrático 
de la política moderna. La burocratización de los aparatos políti-
cos trajo consigo tensiones en los grandes liderazgos y en el ejerci-
cio mismo de la política de partidos, lo que se expresó de manera 
muy distinta según el tipo de liderazgo caudillista que pautaba la 
práctica de cada organización, como se ha descrito. Lo esencial es 
que en los tres casos relevantes en el sistema de partidos (pld, prd 
y prsc) el surgimiento de una élite política profesional dio un cau-
ce organizativo a la clientilización de las relaciones políticas del 
sistema electoral, donde el asistencialismo de Estado, el manejo de 
prebendas y en general la movilización de masas, comenzaron a 
operar desde los partidos en esquemas organizativos precisos que 
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introdujeron en su vida interna la política clientelar. A su vez, esto 
dio una personalidad propia al conflicto interno y la lucha de fac-
ciones en los partidos, haciéndolos depender de la capacidad de 
movilización clientelar de cada grupo y por ende del potencial de 
recursos controlables. En esa situación, la cúspide de la moviliza-
ción clientelista se organizaba en la facción que pasaba a controlar 
el Poder Ejecutivo del Estado. A esto debe agregarse la tecnología 
de la competencia electoral que obligó a los partidos a especializar 
un sector de su burocracia en asuntos electorales, en asuntos como 
el manejo de campañas, la organización de votaciones, hasta los 
problemas legales e institucionales de la competencia política.

Podría asumirse que los conflictos desatados al interior de 
las organizaciones políticas en el sistema de partidos, tras la des-
aparición de sus jefes históricos, expresan precisamente la lucha 
por el control de recursos en una situación donde el sistema de 
partidos no solo tiene gran autonomía respecto a actores como el 
empresariado y la sociedad civil, sino respecto al poder del Esta-
do, al someter a su dominio los propios poderes controladores del 
Ejecutivo, como el Congreso y la justicia. La condición para que 
esto ocurra es la clientilización misma de los mecanismos de toma 
de decisiones en los ámbitos que le son propios a estos poderes.

Históricamente, donde menos dramáticos fueron los conflic-
tos fue en el seno del pld. A mi juicio esto fue el producto del 
verticalismo organizativo del partido que daba muy poco margen 
a la disidencia interna, pero aún en este escenario los conflictos se 
presentaban.10 Al final de la vida de Bosch, en los años noventa, 
se perfilaba claramente que los tradicionales líderes de la orga-
nización no tenían el poder que inicialmente se les imputaba, al 
emerger un grupo nuevo compuesto por jóvenes dirigentes entre 

10	 En el período cercano a la fundación del pld en los setenta, hubo 
importantes luchas internas que incluso produjeron fisuras, como son los 
casos de la salida del partido de quien llegó a ser Vicepresidente de la 
República, Rafael Alburquerque, en los dos últimos gobiernos de Leonel 
Fernández (2004-2012); incluso, al principio de la vida de ese partido, esas 
luchas produjeron la salida de la organización de quien en ese momento 
fue su primer secretario general, Antonio (Tonito) Abreu. Ver infra. 
Capítulo VII.
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los que descollaban Danilo Medina, Temístocles Montás y el pro-
pio expresidente Leonel Fernández. La muerte de Bosch selló esta 
tendencia11. Bajo los gobiernos de Fernandez y Medina el conflicto 
interno ha estado sometido al arbitraje del poder presidencial, que 
ha logrado someter al aparato político partidario a los intereses de 
su facción y en particular a su propia figura política.

En el prsc las luchas internas siempre fueron más o menos 
reiterativas, pero nunca cuestionaron, al igual que en el pld, el 
poder indiscutible de su caudillo, Balaguer. En el período de los 
doce años (1966-1978) esas luchas internas se definieron principal-
mente en torno a las camarillas militares. Al Balaguer pasar a la 
oposición, el poder militar mermó y sobre todo el prsc perdió po-
der e influencia en el estamento militar. Al fortalecerse la política 
de partidos desde 1978, pero sobre todo en la última década, las 
luchas internas orientaron a los grupos burocrático-políticos de la 
organización12 hacia los partidos que tenían el control del Poder 
Ejecutivo y, en consecuencia, por esa vía el prsc comenzó a operar 
como un partido satélite del prd y del pld. 

En el prd fue donde las luchas internas llegaron más lejos, ar-
ticulando verdaderas facciones o cuasi partidos (Sartori, 1994) al 
interior de la organización, grupos que llegaron a operar como 
estructuras organizadas con gran autonomía de los organismos 

11	 Merece un serio estudio el proceso que concretamente articuló la 
lucha faccional por la sucesión en el pld y cómo la misma no produjo 
quiebres políticos. Lo que es más importante, la lucha por la sucesión 
condujo al triunfo de una tendencia, o agrupamiento de jóvenes líderes, 
que no representaban la tradición originalmente fundadora del pld que 
acompañó a Bosch en su salida del prd, salvo el caso de personalidades 
como la de Temístocles Montás que estuvo con Bosch en el prd y fue un 
dirigente fundador del pld. Véase a Jiménez Polanco (1994) y a Gamundi 
Cordero (2014).

12	 Al respecto debe verse el libro de Gómez Bergés (1986) que persigue 
explicar la salida del poder de Balaguer en 1978 y su fracaso electoral en 
1982. El libro expresa una posición parcialmente disidente de la oficial 
encabezada por Balaguer, pero Gómez Bergés asume la disidencia sin 
cuestionar al líder, dirigiendo lo esencial de su crítica a los errores del 
séquito del caudillo. 
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centrales.13 Lo principal es simplemente reiterar que en el prd se 
produjo una seria ruptura entre el faccionalismo y el movimiento 
de masas que la organización decía representar, dando pie a una 
política de partido en dos niveles inarticulados: la acción de las 
facciones hacia los cuadros y bases del partido y los vínculos or-
ganizados del partido con el movimiento de masas. 

Veamos esta dinámica en una perspectiva histórica más am-
plia. Los referentes históricos cercanos más importantes relativos 
al poder presidencial sobre el Congreso y los aparatos de justicia 
y electorales, son tres. En primer lugar, la experiencia balagueris-
ta del gobierno de los doce años (1966-1978). Balaguer mantenía 
el control del Congreso de manera cuasi personal, sobre todo de 
su instancia senatorial. Controlaba la SCJ a través del control se-
natorial. Mantenía una relación distante con los jueces, pero de 
dominio implícito. Con la JCE mantuvo esa misma forma institu-
cional y en ocasiones permitió un espacio de autonomía a su pre-
sidente, cuando se trató sobre todo de personalidades de prestigio 
moral. Los gobiernos del PRD (1978-1986 y 2000-2004) tuvieron en 
general una relación tensa con el Congreso donde se refugiaban 
las facciones que rivalizaban con quien controlaba el Poder Eje-
cutivo, lo que no impedía presiones del último sobre el primero, 
sobre todo en materia presupuestaria, préstamos internacionales 
y programas de inversión. Este modelo faccional en la práctica 
permitió una gran autonomía de la JCE en esas experiencias; 
aunque siempre hubo influencia del partido gobernante sobre 
la JCE, no hubo realmente control ni dominio. Lo mismo puede 
decirse de la justicia, la que por lo general conservó siempre una 
gran influencia de las fuerzas políticas conservadoras. Las ex-
periencias de gobierno del PLD (1996-2000 y 2004-2016) son las 
que revelan un mayor grado de control y dominio del Congreso 
por parte del Poder Ejecutivo. En la primera administración de 

13	 En mi libro Después de los caudillos (2002) analizo los cambios del sistema 
político dominicano después de la muerte de los grandes jefes históricos 
del sistema de partidos dominicano (Bosch, Balaguer y Peña Gómez), y 
en mi ensayo Los dos PRD (2004b) analizo el proceso de cambio interno y 
la crisis que se produjo en el prd, sobre todo en la coyuntura del gobierno 
de Hipólito Mejía y su intento de reelección entre 2000 y 2004.
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Leonel Fernández (1996-2000) en realidad el PLD constituía una 
minoría parlamentaria. Fue sobre todo en su segundo gobierno 
(2004-2012) y en el actual de Danilo Medina (2012-2016), que se 
expresó propiamente la modalidad peledeísta de influencia pre-
sidencial sobre los poderes del Estado. Como es natural en una 
organización verticalista, la influencia del partido se hizo fuerte, 
sobre todo de su Comité Político, aunque la última palabra siem-
pre la ha tenido el Presidente. El control y dominio de la JCE se ha 
acentuado por parte de las administraciones peledeístas e incluso 
se ha hecho más explícita esa relación. El control sobre las altas 
cortes por parte del partido y en particular por el jefe de Estado, 
se ha hecho evidente hasta para el ciudadano de a pie. Institucio-
nalmente, esto se ha hecho visible dado el poder determinante que 
en el Consejo Nacional de la Magistratura tiene el Presidente de 
la República y su bancada senatorial, lo que en la práctica dotó al 
expresidente Leonel Fernández de un poder propio y autónomo 
muy importante en el Estado. De todos modos, el PLD, y en par-
ticular la función presidencial que ha estado en las manos de ese 
partido en los últimos dieciséis años, ha producido una sumisión 
asombrosa del Congreso a las iniciativas del poder central, sobre 
todo en materia de políticas de empréstitos internacionales, con-
tratos con firmas internacionales en materia de inversión y deci-
siones políticas cruciales, como las dos reformas constitucionales 
producidas por ese partido, la del 2010 y la del 2015. Pero donde 
más claro queda evidenciado el control presidencial del Congreso 
es en el manejo del presupuesto nacional, el cual, por lo común, 
cada año es aprobado de manera mecánica, sin muchas discusio-
nes y sobre el cual el Congreso no pide cuentas. De todos modos, 
no puede dejar de decirse que el hiperpresidencialismo domini-
cano ha producido una larga y generalizada relación de dominio 
histórico de la presidencia de la República sobre el poder congre-
sual, y determinado una gran influencia en el sistema de justicia 
por parte del sistema de partidos (Brea, 2014).

Se han producido así históricamente tres modalidades, o ló-
gicas de articulación, de las organizaciones partidarias de masas. 
La que podría denominarse “modalidad balaguerista” mediante 
la cual se articula un modelo de equilibrio tenso con predominio 
militar en el Estado. En esas condiciones la lucha de tendencias 
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militares expresa el esquema excluyente de la participación políti-
ca democrática en el sistema de partidos, analizado en el Capítulo 
II. El “modelo boschista” donde el carácter de la lucha interna se 
acerca al modelo histórico de las luchas del movimiento socialista, 
pero sin evidenciar un debate ideológico público. En ese mode-
lo la disputa interna se produce en torno al control de esferas de 
poder en el partido, pero sobre todo en torno a la búsqueda del 
reconocimiento directo del favor político del líder. Modernamen-
te, esa situación se hace clara con el poder que logró concentrar 
Leonel Fernández como Presidente de la República en su propia 
organización, la cual todavía hoy también preside. El poder del 
PLD se ha fortalecido tras el ascenso a la presidencia de la Repu-
blica de Danilo Medina en el 2012. Tan es así que ambos líderes, 
por vías distintas, han logrado que en su partido sus principales 
organismos de dirección internos reconozcan sus liderazgos por 
encima de los aparatos formales de la organización, como es el 
caso de su Comité Político, el cual cada uno ha llegado a controlar 
en su momento.

En el prd la lucha de tendencias expresaba un modelo de equi-
librio tenso, pero de corte democrático, mediante el cual el líder 
resolvía en una compleja cadena de mediaciones las difíciles re-
laciones entre los grupos medios que expresaban sus intereses en 
las tendencias y frentes de masas y el movimiento popular que era 
dominio exclusivo del líder carismático, Peña Gómez. En ese con-
texto, tras su muerte la lucha faccional pasó a predominar sobre 
la política nacional, dirimiéndose en dos niveles: la búsqueda de 
apoyos en los grupos de presión del empresariado, el clero cató-
lico y los medios de comunicación y la movilización clientelista y 
prebendalista interna.14 En el PRD el modelo de equilibrio tenso 
tomó el derrotero de sus posibilidades faccionales y la organiza-
ción terminó dividida, con la particularidad de que fue la mayoría 
la que decidió abandonar la organización y fundar un nuevo par-
tido, el PRM. En este caso específico, sin embargo, puede decirse 

14	 Para un análisis comparativo sistemático de los tres principales partidos 
políticos dominicanos ver a Jiménez Polanco (1994). En una perspectiva 
distinta, en torno al papel de los partidos en los procesos de transición y 
consolidación democrática, ver a Hartlyn (2005). 
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que la lógica del conflicto interno terminó en la división debido 
sobre todo a la presencia de un tercer actor que intervino a favor 
de la minoría. Me refiero al papel del Tribunal Superior Electoral 
(TSE) que a lo largo del desarrollo del conflicto en todas sus fases, 
favoreció a la minoría que controlaba los aparatos. 

No debe soslayarse que aun cuando la mayoría estaba en lo 
justo cuando acusó al presidente de la organización, Miguel Var-
gas, de haber obstaculizado el desarrollo de la campaña electoral 
del 2012, en la que Hipólito Mejía fue finalmente derrotado por el 
actual presidente Danilo Medina, señalando que actuó a favor de 
Medina en el proceso de campaña; no es menos cierto que la di-
rección de la mayoría al decidir expulsar a Vargas Maldonado sin 
cumplir con el debido proceso que requería el caso, violentó los 
procedimientos formales estatutarios y abrió la posibilidad para 
que desde el poder se produjera un juego de fuerzas internas en 
el manejo del conflicto que finalmente dejaría en manos de Vargas 
Maldonado la organización. Esto último se materializó haciendo 
intervenir al TSE a favor de Vargas Maldonado, no solo anulando 
su expulsión del PRD, sino mecánicamente desestimando por vía 
de sentencias todas las iniciativas judiciales del grupo mayoritario 
que posteriormente se produjeron. Con ello se vio claramente el 
interés del TSE de favorecer a Vargas Maldonado por parte del 
Estado, bajo el control del PLD. Personalidades del PRD, como 
el prestigioso historiador Hugo Tolentino, vieron con lucidez y 
anticipación que la intervención del gobierno había alcanzado un 
nivel tal de compromisos con Vargas Maldonado que la división 
del partido era inevitable.15 

15	 Este conflicto interno en el PRD que condujo a su división revela la 
endeblez de la política dominicana. El argumento planteado por Miguel 
Vargas Maldonado, cuando perdió la convención del 2011 frente a 
Hipólito Mejía, fue que este último recibió el favor del voto peledeísta 
en las primarias. Todo indica que es posible que el PLD tratara de influir 
en los resultados de las primarias del PRD, pero la información empírica 
derivada de las encuestas realizadas en esa coyuntura indica también 
que Vargas Maldonado fue derrotado por Hipólito Mejía porque este 
último logró movilizar y ganar el favor de la periferia electoral popular 
del PRD. Con ello Mejía ganó el favor del PRD en tanto movimiento 
social. En cambio, Vargas Maldonado concentró su esfuerzo en la base 
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Pero al fin y al cabo, respecto al caso del PRD, hay interpretacio-
nes alternativas. Es posible ver este conflicto como la expresión fi-
nal del agotamiento de las posibilidades históricas del movimiento 
que ese partido representó. Si así fuera, lo que este último conflicto 
estaba expresando era algo más complejo que el choque de faccio-
nes por el control del aparato político. Indicaba un límite del movi-
miento democrático en su conjunto: el agotamiento de la política de 
facciones como mecanismo para lograr los equilibrios políticos en 
la dirección del movimiento de masas. Si así fuese, lo que quedó en 
manos de Miguel Vargas Maldonado —las siglas de la organización 
y algunos cuadros sin gran aceptación social y política—, expresa 
con bastante claridad el fortalecimiento de un discurso no solo con-
servador sino una práctica sin conexión de masas y que funciona 
esencialmente gracias a la construcción de clientelas. Lo que se fue 
con la mayoría y fundó el PRM representa la última expresión di-
fusa de un movimiento democrático disperso y populista, con altas 
dosis de movilización clientelar y un espacio de masas disperso. La 
tarea del PRM no parece entonces la de la simple reconversión de 
una organización populista, sino la de una refundación de la políti-
ca democrática sobre bases que deben ser pensadas.

Caben más interpretaciones de este proceso de luchas internas 
descrito para las tres principales organizaciones partidarias do-
minicanas contemporáneas. Una última lectura sostendría que la 
lucha entre grupos internos expresa un complejo proceso de buro-
cratización de la política en clave faccional.16 En el prsc se tendría 

organizada del partido y en sus mandos medios y altos. Con ello se alejó 
de la tradicional cultura política popular/democrática que históricamente 
había unificado al PRD. Hoy (2016) el propio Vargas Maldonado ha 
quedado dueño y señor de un PRD reducido a su mínima expresión 
burocrática, precisamente a consecuencia de su alianza con quienes ayer 
criticó como los compromisarios de su derrota en el 2011 en el proceso 
interno de primarias, vale decir, el PLD.

16	 Esta interpretación claramente es tributaria de la hipótesis de Roberts 
Michels (2003) sobre la llamada ley de hierro de la oligarquía, según 
la cual, llegado un determinado nivel de complejidad y desarrollo 
burocrático, las organizaciones políticas (partidos) tienden a elitizarse en 
su dirección, entablándose luchas internas inevitables, productos de esa 
oligarquización del poder.
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que en el gobierno de los doce años (1966-1978) la lucha entre fac-
ciones militares era la que expresaba la verdadera disputa inter-
na en el bloque de fuerzas políticas organizadas que apoyaban a 
Balaguer, y las mismas tenían un límite impuesto por la política 
de exclusión en la participación electoral a los partidos opositores 
al régimen. Naturalmente, el modelo político excluyente así sos-
tenido tenía como premisa la existencia de una burocracia militar 
articulada en torno al liderazgo de Balaguer (Atkins, 1987; B. J. 
Bosch, 2010). Al desaparecer Balaguer, el poder del aparato buro-
crático claramente se fragmentó quedando sometido al poder de 
dos grandes partidos: el pld y el prd. En el pld la formación buro-
crática del aparato político era consustancial a una visión corpora-
tiva y autoritaria mediante la cual se ejercía el liderazgo. Por eso la 
transición a un nuevo liderazgo en el PLD, ya de Leonel Fernán-
dez en el pasado reciente, o de Danilo Medina en la actualidad, 
no ha producido los sobresaltos típicos de los casos del PRD, sino 
más bien una transición negociada, más allá del hecho de que, en 
la última fase, las tensiones entre los dos cabezas de facción han 
producido conflictos aparentemente irreconciliables solo frenados 
por los intereses corporativos involucrados y puestos en riesgo en 
el conflicto. En el caso del prd el papel de las fracciones marcó los 
límites de la unidad del partido, mientras que el acceso al poder 
de ese partido tradujo las tensiones entre facciones en lucha entre 
los poderes del Estado y hoy día reedita la lucha de facciones en 
los términos en que se ha descrito arriba.17

17	 Para la fase de transición con el PRD en el poder en materia institucional 
Flavio Darío Espinal (2001) ha presentado hipótesis interesantes. Para 
el estudio de las relaciones entre el PRD y el movimiento obrero debe 
verse el trabajo de Oviedo y Espinal (1986). Lozano (2005) analiza con 
detalle los problemas internos del PRD durante la crisis 2003-2004. 
El estudio de Jiménez Polanco (1994) sobre los partidos dominicanos 
continúa siendo el análisis más completo. En el caso específico del 
PRD un análisis más tradicional es el de Fulgencio Espinal (1982). Un 
interesante trabajo autobiográfico que aporta muchos elementos sobre 
el proceso de construcción democrática y en particular sobre la historia 
del PRD es el de Rafael Gamundi (2015). Para la fase inicial del PRD en 
los sesenta del pasado siglo XX, sigue siendo necesario leer a Miolán 
(1984) y a Silfa (1980). 
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La muerte de los caudillos y la política de partidos

La desaparición de los caudillos modernos a principios del si-
glo xxi18 abrió una nueva etapa en la política dominicana moder-
na. El primer aspecto de relevancia en esta nueva situación fue sin 
dudas la crisis del arbitraje interno en los partidos. Para compren-
der la importancia de este punto es necesario reflexionar primero 
acerca de los mecanismos que producían el arbitraje interno en la 
fase de liderazgo caudillista.

En el prsc y en el pld las cadenas de mediaciones eran muy 
limitadas en el manejo del conflicto interno, lo que fortalecía la ca-
pacidad de arbitraje autoritario o verticalista del caudillo, de Bala-
guer y Bosch. Esto, sin embargo, dependía del poder que ejercían 
estos líderes sobre su séquito más cercano. En el caso de Balaguer, 
para asegurar la lealtad del séquito inmediato el líder ensayaba 
permanentemente la circulación de los funcionarios en las cadenas 
institucionales de mandos del Estado, una medida que aprendió 
del régimen trujillista. En el caso de Bosch, no se podía hacer ese 
ejercicio; por ello, este líder ensayó la estrategia contraria manejada 
por Balaguer: reducir a lo mínimo el círculo del séquito de forma 
que quienes aspiraban a pertenecer al mismo podían en la práctica 
ejercer una presión objetiva sobre el séquito cercano lo que obligaba 
a dicho grupo a compactar su lealtad al líder. En ambos casos, sin 
embargo, el resultado era el mismo: por un lado, el séquito se man-
tenía en permanente división interna y por otro necesitaba perma-
nentemente de la intervención del líder para sobrevivir.19 

18	 Los años de las muertes de los grandes caudillos dominicanos modernos 
son emblemáticos: Peña Gómez murió en 1998 en la fase final de la 
campaña electoral de medio término de ese año; Juan Bosch murió en 
el 2001, pero ya en la práctica estaba retirado de la política cotidiana 
y el poder en el PLD había pasado a manos de un grupo colegiado de 
jóvenes (Danilo Medina, Temístocles Montás, Leonel Fernández, entre 
otros) y viejos que perdían terreno (Norge Botello y Euclides Gutiérrez, 
entre otros); Joaquín Balaguer murió en el 2002 en pleno dominio de 
sus facultades mentales y con el mando de su aparato político, el PRSC.

19	 Este mecanismo debe estudiarse con mayor sistematicidad, pues explica 
mucho del manejo del poder en el sistema de partidos. En la teoría 
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El caso de Peña Gómez es distinto. En este caso las cadenas de 
mediaciones entre el líder y su base de masas eran múltiples, de 
forma que el líder no podía en ningún momento pretender con-
trolarlas como en los dos casos anteriores. Por otro lado, el lide-
razgo dependía en muchos sentidos de la capacidad del líder de 
articular una relación casi directa con su base de masas, al tiempo 
que empleaba esa relación para fortalecer su poder en el propio 
aparato, que en la práctica estaba integrado por diversos grupos 
de intereses o cuasi grupos. De hecho, durante un largo tiempo 
esa relación definió un liderazgo providencialista con un gran as-
cendiente democrático. 

La desaparición de los grandes caudillos modernos produ-
jo una transformación radical del orden descrito, en particular 
de los mecanismos de formación de acuerdos y construcción de 
legitimidades internas de los liderazgos. En la nueva situación, 
en ausencia de los grandes liderazgos, los equilibrios internos se 
producen en una lógica de acuerdos y negociaciones distintos. 
En el caso del prsc se aprecia una aguda tendencia a la disolución 
de la élite partidaria.20 En esta nueva situación la precaria unidad 
del partido se produce en torno a la capacidad de los grupos de 
intereses de negociar con las élites que controlan los aparatos del 
gobierno central, o el Congreso, posiciones o recursos. De ello 
deriva una geometría variable y potencialmente generadora de 

política autores como Pareto (2010) y Mitchels (2003) son quienes mejor 
han estudiado este tipo de fenómenos y en sus teorías de la llamada 
circulación de las elites hay elementos valiosos para interpretar esta 
dinámica. En la obra de Weber (1972) hay muchos elementos para explicar 
el funcionamiento de los séquitos de los caudillos que ayudan a entender 
el funcionamiento de los círculos de seguidores y líderes menores en los 
partidos modernos. De todos modos, para el estudio de la política de 
facción siempre debe verse a Sartori (1994). 

20	 Electoralmente esto ha tenido serias consecuencias, colocando al prsc en 
una línea de descenso de su electorado que amenaza con la desaparición 
de dicha fuerza política: en el 2000 obtuvo 24.5%, del electorado, en el 
2004 el 8.6%, llegando en el 2008 al 4.5% en las elecciones presidenciales 
de esos años. En el 2012 alcanzó apenas como organización política 
independiente un 5.87%. 
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tendencias a la disolución del aparato político más general, ya 
que en la práctica esa lógica negociadora subordina las facciones 
del prsc a los intereses de los partidos o camarillas que contro-
lan aparatos de Estado específicos (gobierno central, municipios, 
congreso).

En el caso del prd, tras la desaparición de su líder Peña Gó-
mez, la unidad se articulaba en torno a la negociación de las fac-
ciones, en un equilibrio precario de compromisos. Esto se pro-
ducía en un marco donde no existía un arbitraje legítimo en la 
organización que dirimiera el conflicto interno, produciéndose 
la negociación como un recurso permanente de las facciones por 
obtener mayorías, que por definición son volátiles en la búsque-
da del control de los aparatos organizacionales del partido (Co-
misión Política, Comité Ejecutivo, Secretarias, Frentes de Masas). 
Esto generaba también tendencias a la división, manteniéndose 
unidas las facciones debido a la presión de una cultura política 
de corte popular/democrático que articulaba las clientelas que 
le dan legitimidad a las facciones. En esas condiciones, las fac-
ciones manejaban realistamente el conflicto, pero los acuerdos 
eran frágiles, ya sea en situaciones donde se tenía el poder del 
gobierno central, o parte del poder del Estado en el ámbito con-
gresual y municipal, lo que restaba eficacia a la organización en 
su lucha por el poder, profundizando el conflicto interno. Tras la 
salida de la mayoría del partido, formando el PRM, es altamen-
te probable que en el pequeño grupo que quedó controlando 
el PRD bajo el mando de Vargas Maldonado, la lucha continúe 
expresándose faccionalmente. En el PRM esa posibilidad tam-
bién existe, aunque encuentra un freno evidente en el momento 
constituyente que vive la organización, situación que le obliga al 
cohesionamiento.

En el caso del pld la unidad se produce hoy en torno a la arti-
culación del grupo de interés que controla el Comité Político y el 
Comité Central y su poder de manejo de los aparatos de Estado. 
La política clientelar que moviliza la base de la organización ha 
devenido un capítulo de la política general del grupo que controla 
el poder del gobierno central. En consecuencia, la política interna 
de la organización en esta lógica ha terminado identificándose con 
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políticas manejadas por los propios aparatos de gobierno.21 Se ha 
producido también un fortalecimiento del funcionariado de go-
bierno que milita en el partido, pero que es leal al Presidente. El 
resultado es que en los propios órganos de dirección del partido 
se ha fortalecido la élite de funcionarios leales al Jefe del Gobierno, 
lo que ha tendido a fortalecer la figura del Presidente de la Repú-
blica como principal figura del partido, generando un predominio 
del grupo de gobierno en los organismos de dirección del partido. 
Esto ha sido propio tanto de la experiencia de gobierno de Leonel 
Fernández como de Danilo Medina.

En los tres casos analizados, tras la muerte de los jefes históri-
cos del sistema de partidos, se produjo una suerte de vacío de li-
derazgo que hoy por hoy sobrevive en la política dominicana. No 
necesariamente eso es malo, si se considera el aspecto caudillista, 
el poder verticalista y autoritario que de diversas formas los viejos 
liderazgos mantenían en la práctica. Pero es malo en la medida 
en que se han producido fisuras internas en las organizaciones, 
dificultado la necesaria cohesión de los aparatos políticos y gene-
rado una suerte de alejamiento o ruptura con el movimiento de 
masas. En su defecto, es la política mediática la que ha sustituido 
los vacíos de liderazgo, produciendo, entre otros, dos resultados 
muy concretos: 1) un giro hacia el centro del espectro político, re-
componiendo el discurso político en un enfoque pragmático, con-
servador y limitado a las urgencias coyunturales. 2) Por otro lado, 
en un movimiento inverso, pero en el fondo estrechamente unido 
al mismo, ha generado una suerte de radicalización de la práctica 
clientelista.

21	 Se produce en este caso una situación semejante a la del gobierno de 
los doce años de Balaguer entre 1966 y 1978: el uso de los aparatos del 
Estado terminaba disolviendo a la organización política en el poder en 
las instituciones estatales que controlaba la burocracia partidaria, con lo 
que los límites entre partido y aparatos de Estado se confundían. En el 
caso del pld opera un procedimiento semejante, en esta ocasión por la 
vía de programas estatales especiales armados para apoyar las clientelas 
y las burocracias partidarias. Naturalmente, situaciones de este tipo son 
el claro producto de un Estado manejado en términos neopatrimoniales 
(Hartlyn. 2005).
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De esta forma, al tiempo que en términos electorales los par-
tidos han mantenido electorados volátiles bajo su dominio, se ha 
producido una pérdida de capacidades del sistema de partidos 
para articular un nuevo tipo de relaciones y vínculos con la socie-
dad y por ello esta última, a su vez, hoy se siente poco representa-
da por los partidos como revelan las encuestas.22 La radicalización 
de la práctica clientelista, que es el canal que mantiene la precaria 
legitimidad política del sistema de partidos, a la larga ha profun-
dizado el distanciamiento con la sociedad civil organizada en un 
círculo (precario) de relaciones políticas inestables.

¿Crisis de liderazgos o crisis de la política de partidos?

Por lo hasta aquí discutido podemos colegir algunas conclu-
siones provisionales. Por lo pronto, es claro que la desaparición 
de los líderes fundadores de los principales partidos dominicanos 
(Bosch, Balaguer y Peña Gómez) no solo produjo un vacío de li-
derazgo en el sistema de partidos, sino que activó una lucha por 
la sucesión o el control de esas organizaciones, por parte de los 
diversos grupos y facciones que en su interior operaban. Esa lucha 
tuvo derroteros diversos.

Por lo pronto, solo el pld ha producido hasta ahora un lideraz-
go cohesionador en lo interno que, tras el control del poder central 
del Estado, ha logrado potenciar a su vez un liderazgo nacional 
que proyecta una identidad que trasciende a la organización. Sin 
embargo, los hechos indican que ese liderazgo gira en torno a las 
posibilidades de control de recursos patrimoniales del Estado y, 
en consecuencia, depende de la permanencia de la organización 
en el control del poder y del gobierno. Esta tendencia, en el caso 
de Leonel Fernández, asumió muchas de las características que no 
solo eran propias del liderazgo de Bosch en el pld, sino sobre todo 
de su antagonista histórico, Balaguer. Lo que diferencia a ambos 

22	 La encuesta conocida como LAPOP se ha realizado hasta ahora para 
los años 2006, 2008, 2010, 2012 y 2014. Las publicaciones concretas son: 
Morgan, Espinal y Seligson (2006, 2008, 2010), Espinal, Morgan y Seligson 
(2012) y Espinal, Morgan y Zechmeister (2015) que presentan los informes 
anuales. 
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liderazgos es en esencia que bajo el mando de Fernández se ha 
mantenido el ejercicio democrático competitivo, pero los vicios del 
acentuado presidencialismo permanecen presentes. En el caso de 
Danilo Medina, hoy Presidente de la República, se mantiene el hi-
perpresidencialismo de Fernández, pero se ha acentuado la coopta-
ción prebendalista del espectro político partidario a nivel nacional, 
amenazándose así con convertir al PLD en partido único.

En el prd el liderazgo se ha fragmentado y hasta la división 
que produjo la salida de la mayoría, organizada hoy en el PRM, el 
partido no logró definir claramente una lógica de arbitraje interno. 
Esto produjo un práctico anulamiento de la eficacia política de la 
organización, sumergiéndola en una crisis permanente que la lle-
vó a la división. Es cierto que entre 2004 y el 2012 la organización 
aumentó su fuerza electoral y mejoró su gerencia, pero aun así las 
facciones acentuaron sus choques, hasta producir en las elecciones 
nacionales del 2012 un choque frontal entre Vargas Maldonado, 
en ese momento presidente del partido, e Hipólito Mejía, candi-
dato presidencial ese año. 

En el PRSC el liderazgo también se ha fragmentado, pero sin 
el respaldo de un aparato burocrático estable. Esto, unido a la ma-
siva reducción de su votación, ha convertido a las facciones en 
grupos de intereses prácticamente autónomos en su potencial de 
movilización y acuerdo con el sistema de partidos y los grupos de 
intereses que controlan el Estado. De esta manera, el prsc pasó de 
ser la segunda fuerza electoral en los noventa a una tercera fuer-
za que de hecho actúa como organización satélite de las grandes 
organizaciones políticas, prd en su momento y pld hoy, como se 
indicó arriba. 

En ausencia de sus líderes históricos y en función del fortale-
cimiento de la capacidad fiscal del Estado, el sistema de partidos 
ha fortalecido la función delegativa del poder, aumentándose así 
la debilidad institucional del Estado y situando el poder presiden-
cial, bajo las administraciones del PLD pero no las únicas, en una 
posición de poder que le permite prácticamente un veto institucio-
nal y su consecuente control sobre el conjunto de aparatos e ins-
tituciones del Estado que deben asegurar el equilibrio del poder, 
nos referimos al Congreso y al propio sistema de justicia (Brea, 
2014). La reforma constitucional del 2010 ha reforzado el poder 
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del Presidente en la selección de los Jueces de la SCJ, lo mismo que 
en el TC y el TSE, creados precisamente con dicha reforma cons-
titucional. La reforma constitucional del 2010 muestra además la 
vocación continuista del peledeismo en una modalidad cesarista, 
lo que se ha reafirmado con la reforma constitucional del 2015.

La élite política que ha pasado a controlar el poder del Estado 
(organizada esencialmente en el PLD) potencia hoy a niveles in-
sospechados su capacidad de control de la competencia electoral, 
dados los recursos ilimitados de que dispone al controlar el Esta-
do y su fuerza en el manejo de los medios de comunicación. Esto 
ha debilitado las conquistas institucionales del período previo en 
la autonomización y funcionamiento del sistema electoral, debi-
litando así la credibilidad del ejercicio electoral, lo que en algún 
momento puede conducir a serias crisis de legitimación del siste-
ma de partidos, como fueron los problemas generados por la ges-
tión autoritaria de la JCE del proceso comicial del 2016, las fallas 
técnicas y la mala gerencia del organismo rector de las elecciones.

Vale la pena destacar aquí una paradoja: pese a las reiteradas 
críticas y conflictos de la oposición política respecto a la JCE, has-
ta el 2016 la credibilidad del organismo electoral en los medios 
de prensa y en las tradicionales encuestas regionales, como el La-
tino Barómetro, era alta. Esto ocurría en un contexto en que se 
estrechaba el vínculo de dependencia de dicha institución estatal 
con el partido gobernante (PLD) y específicamente con el poder 
presidencial. A mi criterio, este es un caso ejemplificador del po-
der que proporcionan los medios de comunicación de masas en 
la legitimación del Estado. En la política moderna se ha abierto un 
nuevo espacio de lucha democrática: la de la libertad de los medios 
de comunicación, como precondición de un ejercicio libre de la 
competencia política y en general del desempeño democrático de 
las instituciones del Estado, pues de ello depende la credibilidad 
institucional del Estado y la construcción misma de la legitimidad 
política del sistema, pero esto también implica mayor esfuerzo de 
control de las élites políticas en el poder sobre los medios de comu-
nicación. En el caso dominicano esto se revela claramente ante el 
hecho de que fue necesaria la crisis poselectoral del 2016 para que 
se deteriorara ante la población en su conjunto la buena reputación 
de la JCE, lo que en muchos sentidos es el fruto del predominio 
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mediático del poder central y no un simple resultado de la mala 
gerencia política de la propia JCE.

Todo ello nos permite apreciar que el manejo patrimonialista 
del Estado se ha fortalecido en un marco donde los controles insti-
tucionales, que el Estado democrático establece sobre los ejercicios 
presupuestarios y el gasto público, prácticamente han quedado en 
manos de quienes tienen el control del presupuesto, lo que no solo 
debilita la transparencia de la gestión pública, sino que fortalece 
el neopatrimonialismo de Estado. El reverso de esa situación es 
el recurso al clientelismo en función del control de los recursos 
públicos, lo que ha debilitado la ciudadanía política. En tal senti-
do, se han producido importantes retrocesos en la institucionali-
zación de reglas y ordenamientos reguladores de la competencia 
democrática. 

Las informaciones que arrojan las encuestas políticas son con-
tundentes al respecto. Si tomamos como indicador la confianza 
en el presidente, la institución presidencial se ha fortalecido entre 
el 2004 y el 2014. La encuesta LAPOP 2014 (Morgan, Espinal y 
Zechmeister, 2015) indica un deterioro general de la confianza 
de la gente en las instituciones del Estado. Sin embargo, la figura 
del Presidente —aunque los datos de las encuestas no son con-
tundentes— indica una tendencia inversa al fortalecimiento de la 
confianza de la gente en el primer mandatario de la nación: mien-
tras más se deteriora la confianza de la gente en las instituciones 
públicas más se fortalece la imagen positiva del Presidente. Los 
mayores niveles de deterioro de la confianza se observan clara-
mente en los partidos políticos y en el sistema de justicia. Con re-
lación a este último, se aprecia que mientras en el 2004 alrededor 
de 5 personas de cada diez tenían confianza en la justicia, para 
el 2014 se había reducido a cuatro. En términos de la caída de la 
confianza institucional era sin embargo el Congreso el que había 
experimentado el mayor descenso del 52.9% en 2004, había des-
cendido al 42.8%, una caída de 10.1 puntos porcentuales. En cam-
bio las fuerzas armadas habían mejorado su imagen de confianza, 
al igual que los gobiernos locales, mientras la Policía Nacional 
mantenía el mismo nivel de baja confianza, con alrededor de tres 
personas de cada diez.



La política del poder: la crisis de la democracia dominicana en el siglo XXI 151

Cuadro III.1 
El presidencialismo y la confianza  

en las instituciones del Estado

Año Presidente Partidos Congreso Justicia Fuerzas
Armadas

Munici-
palidad

Policía
Nacional

2004
2006
2008
2010
2012
2014

-
-
-

61.8
47.7
71.1

35.2
35.5
33.1

-
32.3
29.4

52.9
53.7

-
50.5
44.6
42.8

46.7
50.1

-
44.5
42.7
38.5

38.9
64.8
68.1
60.5
58.9
55.2

35.1
60.0
63.7
50.0
45.5
42.1

33.3
37.2
46.6
39.8
34.9
35.6

Fuente: Espinal, Rosario y J. Morgan y E. J. Zechmeister (2015).

En el caso de los partidos, que es nuestro principal foco de 
interés, se aprecia que los mismos tienen un bajo nivel de con-
fianza por parte de la gente. Apenas tres de cada diez personas 
afirman confiar en ellos. Sin embargo, los partidos, vistos como 
sistema, mantienen su poder de convocatoria electoral, si medi-
mos esto último a través del nivel de participación electoral de 
la población. Medido en términos del abstencionismo la infor-
mación indica que entre el 1978 y el 2012 la abstención electoral 
ha fluctuado entre el 22% y el 29% en las presidenciales y entre 
el 45% y el 55% en las congresuales y municipales. En cuanto a 
las elecciones generales y las presidenciales (entre 1996-2012) la 
abstención es baja y la participación es alta comparada con los 
resultados de la región latinoamericana. En cuanto a las congre-
suales y municipales es lo usual que en este tipo de certamen la 
participación se reduzca mucho. Puede decirse que el sistema de 
partidos, desde la perspectiva de la participación electoral, se ha 
fortalecido, pero el precio ha sido la clientilización de la política, 
el debilitamiento de la ciudadanía y de la institucionalidad del 
Estado, precisamente en las funciones que tienen que ver no solo 
con el ejercicio electoral, sino sobre todo con el manejo de recur-
sos. Asistimos así a un sistema de partidos en proceso de cambio, 
con gran poder de convocatoria electoral y débil legitimación, 
sostenido en un Estado neopatrimonial y un poder presidencial 
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profundamente delegativo. Vale la pena discutir con cierto de-
talle las características asumidas hoy por la política de partidos 
concentrándonos en el caso del PLD, que es hoy el partido he-
gemónico y el que de alguna manera constituye el modelo más 
desarrollado de organización clientelista.

Cuadro III.2 
El apoyo a la democracia y sus problemas 

Año Apoyo a la
Democracia

Tolerancia 
política

Apoyo a la 
mano dura

Apoyo al 
sistema político

Ideología 
de derecha

Simpatizantes 
partidistas

2006

2008

2010

2012

2014

78.0

74.9

68.5

69.9

72.5

58.9

51.9

49.3

54.1

51.1

37.1

33.9

40.5

38.3

34.9

57.6

57.6

53.9

48.8

49.7

69.2

66.2

59.8

55.4

60.4

60.3

70.2

54.4

63.4

54.2

Fuente: Espinal, Rosario y J. Morgan y E. J. Zechmeister (2015), pp.188-189.

El primer componente que debemos analizar es el apoyo al 
régimen político democrático. La información de LAPOP reve-
la una situación incierta. En general, el apoyo a la democracia 
se mantiene en niveles altos, de cada diez dominicanos siete se-
ñalan su apoyo a la democracia. Sin embargo, ese apoyo en el 
periodo 2006-2014 ha descendido en 5.5 puntos porcentuales, lo 
cual es significativo. Más que el descenso al apoyo a la democra-
cia preocupa que ello ha venido correlativamente acompañado 
de un descenso del apoyo al sistema político. Y complica más las 
cosas la evolución del indicador respecto a la tolerancia política 
donde la población se muestra dividida, con tendencia a fortale-
cerse las actitudes que muestran intolerancia, ya que entre 2006 y 
2014 la tasa de tolerancia ha bajado del 58.9% al 51.1%. El Cuadro 
III.2 se completa con la información que muestra el predominio de 
un pensamiento conservador en la población, medido a través de 
la pregunta relativa al pensamiento político de izquierda o derecha 
de los entrevistados, que muestra una fuerte preponderancia de la 
derecha, con más del 60% en el período analizado, aunque también 
la información indica que esta visión, donde predomina la posición 
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de derecha, ha descendido en unos nueve puntos porcentuales 
(69.2% en el 2006 a 60.4% en el 2014). El panorama resultante es un 
cuadro sociopolítico que indica que si bien la población apoya la 
democracia mayoritariamente, la misma es predominantemente 
de derechas, verificándose una tendencia a la pérdida de apoyo 
a la democracia, agravado, como se dijo, por la caída del apoyo 
al sistema político en una situación donde la población con altos 
niveles de tolerancia política cohabita con una segmento de po-
blación intolerante. 

En el año 2012 el estudio de LAPOP (Espinal, Morgan y Se-
ligson, 2012) ya había detectado la tendencia al deterioro del seg-
mento de población con ideas democráticas y que apoya ese tipo 
de régimen. En mi libro La razón democrática (2013) analicé la in-
formación de LAPOP 2012. En esa ocasión me parecían claras las 
siguientes tendencias, que ahora LAPOP 2014 (Espinal, Morgan y 
Zechmeister, 2015), en una presentación de información distinta, 
ratifica que continúa.

En LAPOP 2012, Zizumbo y Smith presentan una interesan-
te tipología respecto al apoyo al sistema democrático en la que 
combinan dos variables: apoyo al sistema como indicador de le-
gitimidad y tolerancia que en la práctica es un indicador de cul-
tura democrática. Al combinarlo en dos valores dicotómicos (alto 
y bajo) surgen cuatro categorías o tipos de apoyo/tolerancia: a) 
tolerancia alta con alto apoyo al sistema (democracia estable), 2) 
alta tolerancia con bajo apoyo al sistema (democracia inestable), 
3) baja tolerancia con alto apoyo al sistema (estabilidad autori-
taria) y 4) baja tolerancia con bajo apoyo al sistema (democracia 
en riesgo). 

En función de esa información y hallazgos, en mi libro La 
razón democrática (2013), llegué a las siguientes conclusiones: 1) 
las tendencias autoritarias están en aumento, 2) esto está erosio-
nando a la población con alta identidad con los valores demo-
cráticos, 3) el aumento de la intolerancia debilita la legitimidad 
democrática y abre las posibilidades de opciones políticas con 
altos niveles autoritarios, de lo cual se observan hoy tendencias 
abiertamente autoritarias en el partido gobernante (PLD) en su 
vida interna y en el conjunto del sistema de partidos, pero sobre 
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todo se hacen evidentes en las relaciones de los aparatos de Es-
tado con la población. En este sentido, la información de LAPOP 
2014 (Espinal, Morgan y Zechmeister, 2015), continúa ratifican-
do los hallazgos del 2012. A lo establecido en el 2012, en el 2014 
se agregan los problemas de gobernabilidad acumulados, que 
conducen al distanciamiento entre los resultados de la acción de 
gobierno y la visión de la población respecto a su eficacia como 
políticas públicas. 

Cuadro III.3 
La eficacia gubernamental y la percepción  

de la corrupción: 2004-2014

Año Eficacia 
Gobierno

Percepción de la 
Corrupción

Victimización por 
Corrupción

2004
2006
2008
2010
2012
2014

-
-
-

48.7
38.8
52.5

80.8
78.0
75.4
77.5
78.1
76.3

-
17.7
16.3
17.5
21.6
23.2

Fuente: Espinal, Rosario y J. Morgan y E. J. Zechmeister (2015), pp.188-189.

Aunque los datos no son contundentes y tienen problemas 
en la evaluación de la eficacia gubernamental en sus acciones, se 
aprecia claramente una percepción muy negativa del desempeño 
gubernamental en lo que respecta al menos a la corrupción. Asi-
mismo, los pocos datos que existen señalan que entre 2010-2012 
hubo una caída significativa de la percepción de la eficacia de las 
acciones de gobierno, bajando el índice de un 48.7% en el 2010 a 
un 38.8% en el 2012. Sin embargo, dos años después el índice se 
elevó al 52.5%. De todos modos, el índice muestra que hoy día si 
bien la mitad de la población entiende que la acción de gobierno 
es eficaz, la otra mitad no opina lo mismo.
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Cuadro III.4 
Experiencias de corrupción según niveles de riesgos  

en las Américas y en República Dominicana: 2014

Experiencias con corrupción En la población 
completa

Entre quienes pudieron 
ser solicitados

Las 
Américas

República 
Dominicana

Las 
Américas

República 
Dominicana

Policía pidió un soborno
Empleado público pidió un soborno
Soborno en la escuela
Soborno en los hospitales
Soborno en el trabajo
Soborno en la municipalidad
Soldado u oficial militar pidió soborno 
Soborno en los juzgados

9.6
5.3
4.4
4.0
3.7
3.0
2.3
1.4

16.2
7.5
1.3
2.7
2.7
1.8
7.6
2.2

9.8
5.3

10.8
7.9
6.8

14.4
2.3

13.6

16.2
7.5
3.0
5.1
5.3

21.1
7.6

22.4

Fuente: Espinal, Rosario y J. Morgan y E. J. Zechmeister (2015), p. 58.

3. Política clientelar y corporativismo: el moderno PLD

En las condiciones descritas, el deterioro de la institucionali-
dad democrática y las dificultades de construcción de nuevos li-
derazgos han brindado al pld grandes posibilidades de fortaleci-
miento, potenciando los liderazgos de Leonel Fernández y Danilo 
Medina. Sin embargo, al fortalecerse el presidencialismo en torno 
a dichos liderazgos, se ha debilitado el sistema de partidos, tras el 
claro sesgo delegativo que ha asumido la competencia política y 
el poder corporativo alcanzado por el partido gobernante.Veamos 
las complejidades de esa situación. 

Las posibilidades de la acción clientelar y el poder del PLD.

Toda relación política es asimétrica. El clientelismo como re-
lación o lazo constituyente de un sistema de relaciones políticas 
es una relación de poder. Por tanto, el problema que plantea el 
clientelismo para la política democrática moderna es el del proceso 
de su constitución como relación dominante en un ordenamiento 
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político democrático, es decir, lo que debe discutirse es cómo el 
clientelismo llega a convertirse en una relación de dominación 
política generalizada y predominante en un marco democrático. 
El primer aspecto que salta a la vista en esta problemática es lo 
que podríamos definir como la generalización de una carencia, la 
escasez. Solo en un medio caracterizado por la escasez el cliente-
lismo puede adquirir la relevancia política que se le atribuye. Esa 
escasez no forzosamente se refiere a recursos monetarios, puede 
ser el acceso a la tierra, privilegios para conectarse a un esquema 
jerárquico de estatus y privilegios que den acceso a bienes esca-
sos, como pueden ser la educación de los niños, el reconocimiento 
social, etc. Lo central es la escasez del bien que se negocia. Por 
lo general, quienes controlan las instituciones estatales, o, en una 
sociedad agraria el acceso a la tierra, son los que están en la po-
sibilidad de otorgar el favor y consecuentemente de construir y 
movilizar clientelas (Alcantud, 1997; Weber, 1948).

La acción de las facciones y el sistema de partidos es el otro 
componente problemático. Sin embargo, en concreto, lo que hay 
que analizar en la dinámica de la política de partidos en un siste-
ma “democrático” cómo el dominicano no es el clientelismo como 
una relación política general; lo que tiene que averiguarse es su 
desempeño como un componente específico que sostiene al grupo 
faccional que materializa la acción clientelar. Solo después estare-
mos en capacidad para discutir cómo el clientelismo generalizado 
en la política democrática favorece al partido como organización. 
Es claro que en este escenario el clientelismo se constituye en un 
recurso poderoso de la facción para sostener su fortaleza ante las 
facciones rivales. En este caso, como en el propio de la organización 
partidaria en su conjunto, el clientelismo pasa a desempeñar ese 
papel porque los clientes tienen un recurso que controlan y del cual 
necesitan las facciones y los partidos (votos, opiniones, etc.) (Ca-
rrión, 1999; Cavarozzi y Medina, 2003). Es de esta forma que el cua-
dro se completa: los clientes aportan votos y legitimación, los pa-
trones recursos, poder e influencia (Alcantud, 1997; Auyero, 1997).

En República Dominicana en contra del modelo faccional ac-
túa el hecho de que generalmente en la facción predomina la lu-
cha interna, lo que debilita el potencial de legitimación de la or-
ganización en su conjunto. Debe haber entonces un componente 
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aglutinador de las facciones que permita mantener su unidad en 
el partido. Esto puede ser resultado de varias situaciones. En el 
PRD históricamente la presencia de las facciones tenía un lími-
te claro: el poder del líder máximo, quien tenía el monopolio de 
la influencia y simpatía de las masas. De esta forma, como se ha 
indicado en este libro, el líder máximo no solo movilizaba al elec-
torado en su conjunto, sino que establecía el equilibrio entre las 
facciones (Lozano, 2005, 2013; Jiménez Polanco, 1994). En el PLD 
contemporáneo se presenta un modelo híbrido: por un lado, el 
líder que controla el poder en el partido, en la medida en que pasa 
a controlar el Poder en el Estado y solo en esa medida,23 en tanto 
Presidente de la República, se convierte en un factor aglutinante 
fundamental para que las facciones operen y a su vez se cohesio-
nen. Pero los aparatos burocráticos de las facciones establecen las 
reglas de los equilibrios y compromisos. 

En el PLD esto es muy claro en la función dirigente, media-
dora y directiva, del Comité Político, que tiene un espacio propio 
en la organización que ni el expresidente Fernandez ni el Presi-
dente Medina han podido subvertir. Hay que tomar en serio la 
idea del significativo poder del Comité Político del PLD, no solo 
respecto a su control del aparato político en su conjunto, sino a 
su propio gobierno. Un poco despectivamente, pero sobre todo 
temerosamente, la población ha definido al principal grupo de 
poder en dicho comité como la “OTAN”. Originalmente constitui-
do como “grupo de amigos”, dicho grupo ha devenido un grupo 
informal de presion al interior del organismo. De todos modos 
hay que considerar cuidadosamente el poder que exhibe este gru-
po informal de poder, pues en la práctica quien predomina en el 
Comité Político del PLD es quien controla el aparato ejecutivo del 
Estado, que se impone internamente en el partido y sobre todo en 
el propio Comité Político. Lo que la “OTAN” canaliza es una pre-
sión informal del Comité Político, como grupo corporativo, con 
personalidad propia e interés particular, hacia el aparato político 

23	 Solo dos casos históricos se tienen como referencia factual: los gobiernos 
de Leonel Fernández (1996-2000 y 2004-2008) y los de Danilo Medina: 
2012-2016 y 2016-2017, siendo este último una experiencia que debe 
culminar en el 2020.
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de quien controla el Poder Ejecutivo, todo ello a fin de fortalecer 
una cierta autonomía (corporativa), pues formalmente el Comité 
Político no puede hacerlo e informalmente es débil para asumir 
abiertamente esa tarea. 

Ahora bien, a diferencia del modelo populista del PRD, en el 
PLD el poder cohesionador del líder partidario depende del po-
tencial de favores que directamente administra, en tanto controla 
las instancias ejecutivas del Estado y por ello su fuerza es menor, 
sobre todo cuando se encuentra fuera del poder. En segundo lu-
gar, indica que en ese ordenamiento político las facciones operan 
en un marco burocrático y organizacional que las lleva a com-
portarse como parte de una gran corporación político-económica 
y, a consecuencia de ello, como maquinarias que en última ins-
tancia prestan lealtad a quien controla el poder estatal. Si ese 
esquema se derrumba, el poder faccional de cada grupo entraría 
en crisis. 

En la situación descrita y en particular la relativa a los años 
2010-2016, llama la atención el proceso de retroalimentación me-
diante el cual en la medida en que la organización y el desarrollo 
de las facciones se fortalece, cohesionándose e incluso expandién-
dose, el ejercicio clientelar se hace fuerte, sobre todo en las faccio-
nes predominantes, al tiempo que la capacidad corporativa de las 
organizaciones partidarias aumenta, esencialmente en el caso de 
las organizaciones en el poder, en este caso del PLD. Por esta vía 
la acción clientelar se hace parte de un esquema organizado cor-
porativamente de acciones políticas hacia las clientelas. Es claro 
que ese modelo solo puede operar plenamente en modernas situa-
ciones estatales, en ambientes burocráticos organizados racional-
mente en cuanto a la manipulación de recursos y en condiciones 
de abundancia de los mismos, desde el pequeño líder barrial, el 
ministro de Estado, el funcionario del partido miembro del Comi-
té Político, hasta el propio Presidente de la República. Es en este 
marco que se ha producido la formalización del subsidio estatal al 
sistema de partidos, el cual lejos de apoyar llanamente la compe-
tencia electoral entre partidos, se ha constituido en un mecanismo 
que fortalece y organiza a las facciones.
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Cuadro III.5 
Financiamiento al sistema de partidos en virtud de la ley 175-

97 y sus modificaciones:  1998-2015

Partidos Montos 
recibidos (RD$)

%

Partido Revolucionario Dominicana (PRD) 2,785,134,542 31.0
Partido de la Liberación Dominicana (PLD) 2,652,042,797 29.5
Partido Revolucionario Social Cristiano (PRSC) 1,864,731,944 20.7
Bloque Institucional socialdemócrata (BIS) 143,269,019 1.6
Partido Quisqueyano Demócrata Cristiano (PQDC) 119,292,903 1.4
Acción Por la Democracia (APD) 114,152,299 1.3
Otros partidos 1,292,168,859 14.5
Total 8,970,792,363 100.0

Fuente: JCE.

El caso del PLD es un fenómeno arquetípico de lo descrito. 
Podemos entonces preguntarnos: en el caso del PLD como partido 
hegemónico gobernante ¿su clientilización comenzó en la socie-
dad o se inició en las propias bases políticas del aparato partida-
rio? Tiendo a pensar que el esfuerzo clientelista en el PLD se inició 
con la movilización de favores hacia sus propias bases políticas, 
hacia su propio electorado, lo que implicó movilizar desde el prin-
cipio recursos hacia los líderes y jefes de facciones.

Las llamadas “nominillas” son el ejemplo clásico.24 Muy posi-
blemente ideadas por Danilo Medina como secretario de la pre-

24	 Empleando un término que se remonta a las listas de empleos de los cabil-
dos en la época colonial las llamadas “nominillas” —como las popularizó 
la prensa dominicana— se refieren a los programas de empleos masivos 
impulsados por los gobiernos del PLD (1996-2000, 2004-2016), cuyos be-
neficiarios usualmente han sido militantes o simpatizantes de ese partido. 
En determinado momento, dichos programas de empleos, políticamente 
dirigidos, llegaron a alcanzar proporciones significativas del empleo ge-
nerado por el llamado sector público, sobre todo del empleo eventual, o 
creado en torno a programas de corto plazo. Las nominillas las produje-
ron las administraciones del PLD respondiendo así a presiones de su base 
política de militantes con escasos recursos económicos. 
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sidencia y jefe operativo del partido en el primer gobierno de 
Leonel Fernández del período 1996-2000, y continuadas en su se-
gunda administración (2004-2012), las nominillas se crearon como 
un mecanismo para movilizar recursos hacia el liderazgo de me-
nor capacidad económica en la organización. Como tales, funcio-
naban como una suerte de programa de empleos de emergencia 
del gobierno que favorecía a los miembros de menores recursos 
del partido gobernante. Naturalmente, de suyo las nominillas al 
tener ese propósito estaban controladas por funcionarios desig-
nados para esa tarea. Sin embargo, al estar mediadas por los lí-
deres de facciones, pero controladas centralmente, las nominillas 
pronto se convirtieron en objeto de conflictos. Al consolidarse en 
el poder, el PLD, sobre todo en su segundo período de gobierno 
con Leonel Fernández al frente, las nominillas dieron paso a un 
modelo más acorde con el funcionamiento de las lógicas faccio-
nales. Al convertirse los principales ministros en verdaderos jefes 
faccionales, en la práctica las nominillas fueron sustituidas por 
mecanismos de cooptación y empleos controlados desde los pro-
pios ministerios. Aunque esto merece un mejor análisis, pienso 
que lo descrito muestra la fragilidad del programa de nominillas, 
el cual chocaba, bajo el poder adquirido por los jefes de facciones, 
con la política de fortalecimiento de cada grupo o facción, pero 
también expresaba el poder adquirido por las propias facciones 
ante el jefe político reconocido, en este caso el Presidente de la 
República. Este es un interesante caso en el que los resultados de 
una política clientelista, en un contexto de poder faccional com-
partido, termina erosionando el poder o capacidad de acción del 
líder, jefe del partido, o jefe del Estado (Espinal, Morgan, Zech-
meister, 2015, pp. 206-210). 
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Tomado de Espinal, R., Morgan J., Zechmeister E. J. (2015): Cultura política 
de la democracia en República Dominicana y en las Américas, 2014: gobernabildad 
democrática a través de 10 años del Barómetro de las Américas, Gallup, INTEC, 
LAPOP, Barómetro de las Américas, Vanderbilt University, Santo Domingo, 
p. 209. Ajustes del autor.
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de la democracia en República Dominicana y en las Américas, 2014: gobernabildad 
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p. 209. Ajustes del autor.
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Tomado de Espinal, R., Morgan J., Zechmeister E. J. (2015): Cultura política 
de la democracia en República Dominicana y en las Américas, 2014: gobernabildad 
democrática a través de 10 años del Barómetro de las Américas, Gallup, INTEC, 
LAPOP, Barómetro de las Américas, Vanderbilt University, Santo Domingo, 
p. 209. Ajustes del autor.

El otro espacio de acciones clientelares es el de los programas 
de lucha contra la pobreza. De qué manera en República Domini-
cana se armaron los programas focales en la experiencia guber-
namental del PLD y cómo, finalmente, han producido efectos, 
no solo clientelistas, sino que han devenido en verdaderos meca-
nismos para el trabajo faccional y para la legitimación del poder 
corporativo de la organización en sus mandos superiores (Comité 
Político y presidencia), es lo que ahora debemos discutir.

A diferencia de las nominillas, formalmente los programas fo-
cales iniciales, las llamadas tarjetas, se diseñaron para favorecer a 
los estratos poblacionales de mayor pobreza e indigencia. Quienes 
organizaron dichos programas, bajo la dirección de la vicepresiden-
cia de la República, operaron con criterios técnicos de eficiencia, 
cierto es; pero en cambio la dirigencia política pensó en principio 
que dichos programas favorecerían a los votantes del PLD. Las 
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primeras evidencias empíricas de sus resultados indicaron que los 
programas favorecían a gente sin adscripción político-partidaria y 
a muchos votantes del PRD. Esto alarmó a los dirigentes del PLD, 
pero pronto comprendieron dos cosas: era así porque los más po-
bres eran precisamente los votantes del PRD. Apreciaron luego 
que lejos de perjudicarle esto era un arma poderosa para cooptar 
votantes del principal partido opositor, el PRD. Por otro lado, el 
descubrimiento de que los programas focales no discriminaban 
entre peledeísta y opositores, sobre todo perredeístas, aportaba 
un argumento poderoso para mostrar que los programas del go-
bierno tenían un objetivo ecuménico: favorecer a toda la población 
de indigentes y pobres, lo que obviamente resulta una poderosa 
arma de lucha electoral.25 

Lamentablemente, hay muy poca información empírica siste-
matizada sobre la práctica clientelista. Entre las escasas fuentes 
que trabajan sistemáticamente esta problemática las encuestas 
LAPOP es de las pocas que aporta información valiosa. La encues-
ta LAPOP para el año 2014 indica que la prevalencia del clientelis-
mo en el país es de una magnitud tal que República Dominicana 
encabezaba la lista de países latinoamericanos con un 37.1% de 
prevalencia clientelista, seguido de cerca por Belice (31.9%) y en 
un lejano tercer lugar por México (25.9%). 

25	 La encuesta LAPOP del 2014 indica claramente que si bien en ese año 
quienes mayormente recibieron latarjeta del Programa Solidaridad eran 
personas identificadas con el partido de gobierno, dicha prevalencia no 
inclinaba masivamente el programa hacia los simpatizantes del PLD. 
En el mismo participaban también simpatizantes del PRD, muchos 
independientes y algunos del PRSC. Aunque lso datos son imprecisos, 
indican losiguiente: menos del 39% simpatizaban por el PLD (para un 
intervalo de confianza del 45.4%), alrededor del 38% eran cercanos al PRD 
(para un intervalo de confianza del 36.8%), una proporción semejante 
eran independientes (para un intevalo de confinza del 32.5%) y menos del 
10% se inclinaban por el PRSC (para un intervalo de confianza del 38.1%) 
(Espinal, Morgan y Zechmeister, 2015, p. 213). 
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La misma encuesta establece que hay dos factores básicos de 
determinación de prevalencia clientelista: la edad y el género. De 
forma tal que las mujeres se encuentran menos expuestas que los 
hombres y los jóvenes que los adultos y envejecientes a situaciones 
de prevalencia clientelista. Así, la encuesta LAPOP indica que en 
el 2014 un 42.5% de los hombres ese año habían tenido al menos 
una experiencia clientelar (recibiendo un favor u observando una 
oferta clientelista), mientras la misma situación para las mujeres 
reunía un 31.7%. Los jóvenes tenían índices de prevalencia clien-
telista mucho más altos que los adultos y envejecientes; por ejem-
plo, los jóvenes de 18 a 25 años alcanzaban un índice del 42.6%, 
mientras los envejecientes de 66 años y más, reunían un 21.6% 
(Espinal, Morgan, Zechmeister, 2015). 

Paradójicamente, eran las ciudades pequeñas y las áreas rura-
les donde se observaba una mayor prevalencia clientelista, dada la 
alta concentración urbana del país (alrededor de un 60% de la po-
blación se concentra en ciudades intermedias y grandes). De esta 
forma, se aprecia que en las áreas rurales el índice de prevalencia 
clientelista era muy alto (44.6%), al igual que en las ciudades pe-
queñas (38.9%). Pero en las grandes ciudades bajaba al 31.3%. Aun 
así, en estas últimas la cifra sigue siendo elevada.

Los informes de LAPOP 2014 (Espinal, Morgan y Zechmeis-
ter, 2015) muestran específicamente el alcance del principal pro-
grama focal del gobierno en la población, el llamado Programa 
Solidaridad. La elevadísima prevalencia clientelista señalada 
arriba, no se producía únicamente a través de mecanismos y ca-
nales informales, como es lo propio de sociedades tradiciona-
les. Por el contrario, en República Dominicana hay una elevada 
participación de programas gubernamentales formales como ve-
hículo de acceso al favor estatal por parte de la población. Ese 
mecanismo adquiere una importancia tal que en comparación 
con Latinoamérica el país tenía en el 2014 la más alta tasa de ayu-
da del gobierno a través de programas de ayuda (28.5%), segui-
do lejanamente por Colombia (23.3%) y en tercer lugar México 
(18.3%). Específicamente, según LAPOP 2014, en el programa de 
ayuda condicional SOLIDARIDAD, un 38.1% de la población era 
beneficiario, siendo el país el que en la región latinoamericana 
tenía mayor concentración de población en este tipo de ayudas. 
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Colombia estaba en segundo lugar con un lejano 30.1% y en ter-
cer lugar Ecuador con un 29.4%. 

LAPOP 2014 (Espinal, Morgan y Zechmeister, 2015) presenta 
información más específica sobre el Programa Solidaridad que 
vale la pena comentar. Dicho estudio establece tres elementos o 
variables que facilitan o no el acceso: 1) en primer lugar la mili-
tancia en el PLD era la principal variable que facilitaba el acceso al 
programa, 2) los quintiles de riqueza donde se ubica la población 
y donde los grupos más favorecidos tienen dificultades mayores 
de acceso, 3) finalmente los niveles de educación altos dificultan 
el acceso. A partir de esto, de modo lógico, se hacen evidente dos 
asuntos: el programa favorece a las personas con menor educa-
ción y menor riqueza, pero en ese marco los más favorecidos son 
los segmentos de población (pobre y baja educación) vinculados 
al partido de gobierno. Hay otras correlaciones interesantes que 
establece LAPOP 2014 a propósito del acceso al Programa Soli-
daridad. Por ejemplo, el color de la piel parece ser un elemento 
importante: las personas de color, de piel más oscura, tienen una 
mayor propensión a la participación en el programa, siendo en 
las ciudades pequeñas y zonas rurales donde mayor participa-
ción se verifica, como ya se indicó. La información proporciona-
da indica entonces que ciertamente el Programa Solidaridad se 
dirige a quienes más lo necesitan (la población más pobre, con 
menor educación, que vive en las áreas de menor concentración 
demográfica, como son los casos de la zona rural y las ciudades 
pequeñas), pero se orienta políticamente hacia la población que 
simpatiza, o dice simpatizar, con el partido de gobierno. El sesgo 
clientelar del programa queda claro: son los pobres los benefi-
ciarios, pero para acceder al programa deben ser simpatizantes 
(o declararlo) del PLD como partido de gobierno. No se puede 
olvidar que al principio de la puesta en ejercicio del programa 
los pobres no alineados con el PLD tenían mayor acceso. Si esto 
es así, lo que los datos están indicando no es que con el tiempo 
el programa se restringió a la esfera de influencia política direc-
ta del PLD, abandonando a los grupos de pobres no alineados 
“políticamente” con el partido gobernante. Mi interpretación es 
otra: en la medida en que el programa se ha afianzado en la socie-
dad, el PLD ha logrado ganar a muchos segmentos poblacionales 
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pobres que no simpatizaban con el partido de gobierno y que 
para acceder a los beneficios del programa, o para afianzar sus 
vínculos con quienes simplemente controlan el programa, han 
pasado a ser ahora “leales” al PLD. El programa de esta forma 
ha logrado no solo llegar a los pobres, sino sobre todo ganarlos 
políticamente para el partido en el poder. Aquí se muestra cla-
ramente la dinámica de la lógica política clientelista: los pobres 
reciben efectivamente favores, a cambio de su lealtad a quienes 
controlan el poder.

Tomado de Espinal, R., Morgan J., Zechmeister E. J. (2015): Cultura política 
de la democracia en República Dominicana y en las Américas, 2014: gobernabildad 
democrática a través de 10 años del Barómetro de las Américas, Gallup, INTEC, 
LAPOP, Barómetro de las Américas, Vanderbilt University, Santo Domingo, 
p. 212. Ajustes del autor.
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En realidad, el Programa Solidaridad constituye todo un cuer-
po de (sub)programas integrados de impacto en los estratos po-
bres del país y que cubre toda la geografía nacional. El programa 
como tal cubre diversos niveles de agregación social. Por lo pron-
to, incide en tres niveles básicos: 1) los hogares, a través de subpro-
gramas tales como “Comer es Primero”, “Bono Luz” y “Bono Gas 
Hogar” y “Suplemento Medicamentos”, 2) la educación, que a su 
vez gravita en la economía familiar, a través de los subprogramas 
de incentivo a la asistencia escolar y a la educación superior, y 3) 
los trabajadores del transporte cuyo programa dirigido a los choferes 
del transporte público en el Programa “Bono Gas Chofer” subsi-
dia los combustibles de autobuses y carros de “concho”. A través 
de Solidaridad el gobierno dominicano había movilizado hasta el 
2015 más de 92 mil millones de pesos. Si se observan bien las cifras 
del Cuadro III.1, se apreciará que en el fondo Solidaridad consti-
tuye un subsidio generalizado a los hogares pobres, concentrado 
esencialmente en el tema del subsidio a la alimentación. De esta 
forma, todo lo que tiene que ver directamente con el hogar (gas, 
luz, alimentación) concentra el 83.29%. Se trata de un típico pro-
grama focal de ayuda a la pobreza con muy débil impacto en lo 
que tiene que ver con el apoyo a los hogares pobres, directamente 
relacionado a estrategias de desarrollo orientados a generar capa-
cidades a los pobres, que les permita producir iniciativas propias 
para “salir de la pobreza”, se trata en el fondo de los apoyos a la 
educación, lo que reúne apenas el 8.59% del subsidio total.

La realidad resulta siempre más compleja que su interpreta-
ción. Los programas focales analizados han sido políticamente 
exitosos, al punto de constituir hoy día uno de los pilares del PLD 
en su capacidad de control y movilización del voto popular. Con 
el tiempo, dichos programas se han hecho más eficaces y mejor 
organizados, dirigiéndose ahora a dimensiones precisas de la asis-
tencia a los pobres e indigentes, a través de programas de bonos, 
en áreas determinantes de la vida de la gente. Se ha integrado así a 
los pobres e indigentes a propuestas que los movilizan en acciones 
hacia la familia o la comunidad, a cambio de apoyos puntuales en 
ámbitos particulares, como la asistencia a la escuela de los niños 
menores de edad, subsidios para el pago del servicio de energía 
eléctrica, los programas salubristas, el acceso al agua, el subsidio 
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al gas, entre otros. La burocracia de gobierno ha aprendido mucho 
y eficientizado el desempeño de estas experiencias. 

Cuadro III.6 
Programa de Transferencia Monetarias Condicionadas  

(Solidaridad) hasta 2015 

Sub programas Monto RD$ Porciento

Bono Escolar Estudiante Progreso
Bono Gas Chofer
Bono Gas Hogar
Bono Luz
Incentivo Educación Superior
Incentivo Asistencia Escolar
Incentivo Policía Preventiva
Comer es Primero
Suplemento Alimenticio
Suplemento Medicamentos

1,912,522,500
4,623.285,960

16,482,403,176
10,282,498,707
1,120,043,000
6,378,963,200
1,289,736,256

47,402,516,825
3,207,458,800

58,131,000

2.0
5.1

17.7
11.1
1.2
6.9
1.4

51.1
3.4
0.1

Total 92,757,559,424 100.0

Fuente: Gobierno Dominicano: Administradora de Subsidios Sociales (Pro-
grama Solidaridad),  2015.

 

Pero, en un país de generalizado ejercicio clientelista en la po-
lítica nacional, es claro que estos programas, por el simple hecho 
de ser eficaces, han sido a su vez manejados por el PLD, sobre 
todo por las facciones que controlan el Poder Ejecutivo, como re-
cursos al servicio de su permanencia en el poder. Operan como 
factores de movilización del voto popular en cada coyuntura elec-
toral, lo que ha producido una suerte de cautiverio material y psi-
cológico de las poblaciones favorecidas con los bonos a favor de la 
permanencia en el poder del PLD. Aún así, pese a que el PLD en 
los últimos 16 años ha sido favorecido con el voto popular, dicha 
organización no ha podido hacer de esos programas focales ins-
trumentos mecánicos y dóciles para controlar la decisión de voto 
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de las mayorías pobres del país. Este elemento es fundamental 
para comprender por qué en las campañas electorales, además de 
los recursos con que cuentan estos programas focales, el partido 
en el poder (PLD) ha movilizado miles de millones de pesos para 
la cooptación o compra de votos populares, más allá de los pro-
gramas formales de ayuda.26 La larga permanencia del PLD en 
el poder, su giro conservador, tras la alianza con el balaguerismo 
histórico, y su cada vez mayor poder corporativo autónomo, han 
hecho de esta organización el heredero de una tradición neopa-
trimonialista en el manejo de los recursos públicos que moderna-
mente podemos reconocerla ya en el poder centralizador trujillis-
ta, donde era un hecho el carácter traslaticio sin límites precisos 
entre los negocios privados de Trujillo y los públicos. Asimismo, 
las acciones neopatrimoniales caracterizaron el comportamiento 
de muchas administraciones en el tortuoso período de crisis po-
lítica en la postdictadura (1961-1966). Ocurrió así con el manejo 
de las cantinas militares bajo el llamado Triunvirato; es de todos 
sabido que Balaguer empleó los recursos estatales para impulsar 
un proyecto de fortalecimiento de un empresariado industrial y 
financiero que no escapó al neopatrimonialismo al recibir favo-
res y recursos; los gobiernos populistas del PRD fueron los que 
menos uso hicieron de la acción neopatrimonial, aunque también 
manejaron recursos públicos con canonjías y favores. Lo que ha 
hecho el PLD es básicamente darle un formato corporativo al em-
pleo neopatrimonial de recursos públicos. En ese sentido, el PLD 
ha maximizado su empleo y optimizado su uso, pero no ha in-
ventado el recurso. Puede decirse que en el caso del PLD en el 

26	 Los datos indican que por la vía de los programas focales de asistencia 
a los pobres se han movilizado alrededor de RD$92, 757,559, 424 hasta 
el 2015 (Cuadro III.6). PC ha mostrado en sus informes que desde 1997 
al 2015 el PLD ha recibido formalmente de manos de la JCE RD$2, 652, 
042,797. Ambas cifras representan un valor de RD$ 95, 409, 602,221. Es-
tas cifras permiten apreciar el gran potencial de recursos que posee el 
partido gobernante, cuyos efectos en la política clientelar son innegables. 
Todo esto sin considerar el efecto indirecto del gasto público en la política 
clientelar, como las orientadas en torno a la educación básica, transporte, 
vivienda, el recurso al agua potable y los recursos provenientes del sector 
privado. 
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poder lo específico en materia del uso neopatrimonial del Esta-
do para favorecer a sus allegados y seguidores, varios elementos 
fortalecen ese manejo de recursos estatales: 1) en primer lugar el 
hiperpresidencialismo característico de las administraciones pele-
deístas, trátese de Leonel Fernández o de Danilo Medina, 2) en se-
gundo lugar la ausencia de mecanismos de rendición de cuentas, 
que llega al escándalo, pues en esas administraciones muy pocos 
funcionarios rinden cuentas de su patrimonio personal y por lo 
demás en los casos en que se ha demostrado dolo, nadie ha sido 
sometido a la acción de la justicia; 3) es fundamental para enten-
der la permanencia y profundización del neopatrimonialismo es-
tatal, la nulidad de la justicia dominicana que se hace de la vista 
corta ante evidentes casos de corrupción, o en todo caso protege a 
los involucrados; 4) el manejo discrecional de proyectos altamente 
centralizados por el Poder Ejecutivo facilita el tráfico de influen-
cias y la sobrevaluación; y 5) el cada vez más acentuado recurso al 
endeudamiento público como el mecanismo idóneo para financiar 
obras altamente condicionadas por el favor político, cuyos niveles 
de rendición de cuentas son débiles.27 En una palabra, el uso neo-
patrimonial de recursos estatales ha operado históricamente en el 
país en medio de un manejo clientelar de las instituciones públicas 
y del hiperpresidencialismo. El caso del PLD simplemente lleva al 
paroxismo esa tendencia y sobre todo identifica lo político con lo 
económico como mecanismo para fortalecer el corporativismo del 
aparato político de gobierno, vale decir, contemporáneamente el 
PLD y muchos de sus dirigentes. A todo esto se suma el creciente 
autoritarismo de Estado en la toma de decisiones y la cada vez 
más eficiente capacidad tributaria del Estado, lo que aumenta el 
potencial de recursos disponibles por la burocracia política gober-
nante. No puede olvidarse aquí el comportamiento de los medios 

27	 La información relativa al ejercicio de la justicia y de la función pública en 
temas como la corrupción y la transparencia es muy dispersa y, en el ámbito 
académico, escasa. El Movimiento Cívico Participación Ciudadana (PC) y 
la Fundación Institucionalidad y Justicia (FINJUS) son las dos entidades 
ciudadanas que han trabajado sistemáticamente estas problemáticas. 
Para ilustración véase el libro de PC (2014): Corrupción sin castigo. Casos 
denunciados en los medios de comunicación, 2000-2013, Santo Domingo.
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de comunicación que silencian las acciones corruptas, o en el me-
jor de los casos minimizan sus efectos y consecuencias, unido a 
una gran dispersión política de la oposición.

Eficiencia, autoritarismo y concentración del poder

La eficiencia de la acción del aparato político del PLD es algo 
diferente a la eficiencia de las políticas públicas del mismo equipo 
operando como gobierno.28 Por lo pronto, si bien los programas 
focales han brindado buenos frutos al PLD como partido en el po-
der, no queda claro su “éxito” a la hora de evaluar el proceso de 
disminución de la pobreza, a lo cual dichos programas están en-
caminados. Lo que en esta materia revelan todas las estadísticas 
es que, pese a las altas tasas de crecimiento del PIB el ritmo de 
descenso de la pobreza ha sido muy lento, casi identificándose 
con el estancamiento, aunque en lo relativo a la indigencia ha ha-
bido progreso. Esto tiene mucho que ver con la lógica misma del 
modelo económico vigente, altamente concentrador del ingreso, 
con bajo nivel de agregación de valor, baja productividad y sala-
rios reales igualmente bajos. La evidencia demuestra que pese al 
sostenido ritmo de crecimiento de la economía dominicana, los 
niveles de pobreza descienden de manera muy lenta. Es cierto que 
la pobreza extrema o indigencia ha descendido a ritmos más ace-
lerados. Paralelo a este proceso, se aprecia que el crecimiento de 
la economía es altamente concentrador del ingreso, mientras los 
niveles de pobreza se reducen muy lentamente, a un ritmo por de-
bajo del incremento de la PEA, mientras los salarios reales mues-
tran en los últimos tres lustros una tendencia al estancamiento. 
Este panorama revela entonces que el crecimiento ha operado en 
una lógica altamente excluyente.29

28	 Se trata de dos lógicas o racionalidades instrumentales distintas (Weber) 
de acuerdo a propósitos o fines diferentes: la de la legitimación política 
del partido y el propio Presidente y la de la ejecución eficiente de políticas 
públicas. La última se subordina a la primera, pero no puede olvidarse 
que por ello no deja de cumplir sus objetivos como acción del Estado.

29	 Para una visión de largo plazo véase a Despradel (2005), para las impli-
caciones estructurales de esta problemática véase a Guzmán, et. al. (2011), 
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Por otro lado, este esquema de crecimiento en muchos senti-
dos ha terminado sacrificando las posibilidades de la democracia 
a una lógica económica autoritaria como condición del crecimien-
to. Son los casos de las políticas salariales que regularmente pena-
lizan a los trabajadores, de las políticas sociales que excluyen de 
los programas de protección laboral organizados al grueso de los 
trabajadores concentrados en el llamado sector informal, del ge-
neralizado trabajo infantil, pese a los progresos que se han hecho 
en este campo, de las dinámicas de exclusión social, económica 
y política de las minorías inmigrantes, sobre todo de sus descen-
dientes, etc. (PNUD, 2005; Álvarez y Lozano, 2015). Lo que apa-
rece ante los ojos de la opinión pública es, sin embargo, algo muy 
distinto, una especie de efecto milagroso de dichas políticas. 

Pero las preguntas que debemos hacer en este campo son otras. 
¿Es imposible ser eficiente respetando la vida democrática? ¿Hasta 
qué punto, para alcanzar la eficiencia, se requiere un poder auto-
ritario? En el mejor de los casos, admitiendo que en el Estado y 
en particular en algunos ámbitos institucionales se han producido 
importantes procesos modernizadores,30 es preciso reconocer que, 

para lo relativo a los impactos sociales del proceso de crecimiento véase a 
PNUD (2005 y 2010), y CEPAL (2001 y 2006). En el Apéndice Estadístico se 
presentan datos sistemáticos sobre la pobreza, la desigualdad social y el 
crecimiento económico en el período bajo estudio.

30	 Me refiero en este caso a la gestión de la DGII y de la DGA, ámbitos que 
no por casualidad constituyen las principales agencias de recaudación 
del Estado. Es indudable el incremento del potencial recaudador del 
país entre los años 2000-2015. Aun así, los niveles de desigualdad 
permanecen altos y el ritmo de descenso de la pobreza es muy lento. 
No basta, pues, la eficiencia de los programas (visto como un indicador 
de cumplimiento de objetivos/metas), se requiere de voluntad política y 
sobre todo de una gestión transparente de políticas públicas. A ello se 
suma que el contenido mismo de esas políticas entienda el desarrollo 
como bienestar y no simplemente como crecimiento sostenido. De todos 
modos, no puede olvidarse que el debate en torno al éxito en materia 
de desarrollo y democracia es de alcance global. Muchos pensadores 
neoconservadores intentan sostener que la centralización autoritaria del 
poder es requisito del crecimiento económico y el desarrollo (modelo 
alemán, japonés o soviético), pero por lo general parece predominar 
como algo aceptado la opinión contraria, según la cual los modelos 
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más allá del avance de la corrupción en la gestión pública, como 
de la ineficiencia generalizada del cuerpo administrativo del Es-
tado, resulta claro que la política faccional, la cual en el ámbito de 
gobierno convierte a las instituciones públicas en destacamentos 
políticos de los proyectos particulares de poder de los jefes fac-
cionales del partido gobernante, se plantea en el país un grave 
problema institucional en la gestión de gobierno que favorece la 
clientilización de la gestión pública.31 

En el fondo esto nos lleva a un problema clásico en la teoría 
política, el de las formas modernas de movilización y legitima-
ción, no solo como producto de la política de masas que orienta 
el contenido de la acción de los modernos partidos, de cara a los 
procesos electorales, sino en términos de los propios aparatos po-
líticos, ya que los mismos han sufrido una transformación análoga 
a la sufrida por la sociedad: masificación y burocratización como 
componentes, al parecer indisociables, de la modernidad (Linz, 
1978b; Cavarozzi y Medina, 2003). Desde ese punto de vista, la ma-
sificación del PLD y el claro proceso de burocratización interna de 
sus estructuras es el producto de una larga permanencia en el po-
der, pero también de un tipo de relación particular con la sociedad 
que esta organización ha establecido. Se trata de que dicho partido 
en ese proceso ha conservado lo que fue un componente central 
de su origen de izquierda, la centralización y el verticalismo auto-
ritario, ahora en un diseño burocrático complejo. A mi juicio, esto 
último nos remite a una lógica que articula una burocracia partida-
ria con un orden autoritario que ha sido característica de la cultura 

democráticos suelen ser más estables en el tiempo y por ello sostienen 
los logros del crecimiento, asegurando mejor el desarrollo y el bienestar 
(caso británico, norteamericano y francés y todo el norte de Europa) 
(Moore, 2015; Tilly, 2010; Gray, 2000). Un penetrante estudio comparativo 
más contemporáneo con los casos de Gran Bretaña, Argentina, Singapur 
y Sudáfrica es el de Acemoglu y Robinson (2005). Para América Latina 
véase a Lustig et. al. (2011). 

31	 Se ha producido así una suerte de cultura de gestión burocrática que 
subordina la función pública al interés privado de los partidos y hace del 
poder presidencial una esfera que escapa al ordenamiento democrático y 
a las demandas institucionales del propio sector público que el Presidente 
se supone controla.
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política dominicana. Es esa cultura autoritaria la que se expresa a 
plenitud en el diseño organizacional y político del partido. En esa 
experiencia el verticalismo que cohesiona los niveles de mando 
y llega a producir una clara supremacía autoritaria del llamado 
Comité Político sobre el conjunto de otros organismos, incluido el 
Comité Central, al tiempo que afianza un poder centralizador de 
la persona que sobre todo controle el poder político en el Estado, 
le permite al séquito de funcionarios que controla un campo de-
terminado de poder, afianzar lazos clientelares relativamente pro-
pios con la base de masas. A esto debe añadirse las consecuencias 
económicas del poder corporativo de cada funcionario en su cali-
dad de ministro o de jefe político. Si se tiene todo esto en cuenta, 
podemos apreciar de manera más adecuada cómo la organización 
logra equilibrar el gran poder de quien controla la presidencia de 
la República, y por tanto tiene la última palabra en el Comité Po-
lítico, ya que representa en sí mismo el poder corporativo de la 
organización, con el conjunto de intereses del séquito político, que 
termina constituyendo la mediación básica del poder corporativo 
para cohesionar vertical y autoritariamente a la organización en 
su conjunto.

Populismo mediático, clientelismo  
e hiperpresidencialismo corporativo

Aun cuando se sostenga que el poder de los medios de comu-
nicación modernos no sustituye la relación del líder con la gente 
concreta, lo cierto es que todo indica que los medios, la cultura 
mediática en la era de la información, parecen haber sustituido 
en algunos aspectos el recurso a la acción de masas, como el me-
canismo central de movilización política. En las condiciones que 
impone la sociedad de la información, la acción de masas parece 
producirse hoy bajo un fuerte componente mediático que la arti-
cula, primero que todo en su convocatoria, piénsese en las convo-
catorias vía celulares que fue el medio clave para la convocatoria 
de la manifestación que en España siguió al atentado terrorista 
en la Estación de Atocha del metro de Madrid el 11 de marzo del 
2004, o en el inicio del proceso de movilización en el Cairo que 
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culminó con la caída de Mubarak el 1 de febrero del 2011.32 Pero 
también la presencia de los medios de comunicación modernos en 
la política contemporánea va más lejos. En la vida diaria, en cierto 
modo puede sostenerse que los medios sustituyen la acción de 
masas haciendo de la relación política un espacio difuso. Sin em-
bargo, en muchos sentidos precisamente por ello esa relación se 
torna más cotidiana y reiterable, lo que brinda la idea de cercanía, 
aunque dicha cercanía sea una especie de juego de espejos. Es el 
efecto de la televisión en la vida de la gente, que no solo le permi-
te el acceso a información noticiosa de primer orden al momento 
de producirse el hecho narrado y visto en pantalla, sino que en lo 
que nos toca produce a su vez una cultura política donde el líder 
adquiere una presencia cercana al ciudadano, aunque el contacto 
sea de una sola dirección.33 Se trata de los debates públicos televi-
sados, de los noticieros diarios donde aparecen las noticias políti-
cas, de los discursos televisados a la nación, etc. A su vez, la cada 
vez mayor presencia de las redes sociales en la política moderna 
no solo lleva información inmediata a la gente, sino que la diver-
sifica en sus fuentes, al tiempo que le permite al ciudadano una 
intervención directa en la formación de la opinión pública (lo que 
inicialmente no permite la televisión). Entre sus muchos resulta-
dos, esta nueva situación en materia comunicacional convierte a 
la propaganda de gobierno en una necesidad política permanente 
para la reproducción del propio régimen y la permanencia de su 
legitimidad.34 Finalmente, no puede olvidarse que en esta nueva 

32	 Este componente esta brillantemente analizado por Castells en su libro 
sobre los nuevos movimientos sociales en la era de la información 
(2015). Véase también el importante estudio de Tariq Alí (2005) sobre los 
fundamentalismos islámicos y la acción imperialista norteamericana en la 
modernidad tardía.

33	 Los crecientes recursos interactivos en programas vivos en la radio y en la 
televisión introducen un componente que brinda la ilusión del contacto, 
pero, a mi juicio, la relación continúa siendo unidireccional. En los últimos 
años se ha introducido un componente interactivo en programas radiales 
e incluso televisivos. Pero en este caso todavía el control del vínculo lo 
tiene el agente que maneja el medio. Véase a Castells (2009).

34	 En su libro Homo Videns (2003) Sartori propone la innovadora hipóte-
sis de que la televisión surte en los televidentes una suerte de efecto 
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cultura político-mediática una parte importante del personal de 
los medios (periodistas, locutores y comentaristas de radio y te-
levisión, productores de programas de radio y televisión, etc.) se 
constituyen en un verdadero recurso organizativo del aparato po-
lítico y de alguna manera en reales vehículos para el manejo de las 
líneas políticas que comunican al aparato político y al líder con la 
población. En la República Dominicana, en gran medida a conse-
cuencia de su poder económico-corporativo, pero también como 
resultado de una cultura política y organizacional verticalista y 
autoritaria. El PLD se ha convertido en una eficaz maquinaria de 
propaganda, más que en un cuerpo organizado de propuestas e 
ideas políticas. 

El hiperpresidencialismo es el eje articulador del poder corpo-
rativo del PLD. Pero ese poder corporativo ha tendido a establecer 
una distancia entre el aparato de mando de la organización (Co-
mité Político) y su propia base política organizada. De esa forma 
la organización se ha convertido en una especie de primer frente 
de la política clientelar del Estado hacia la sociedad y el Estado 
mismo ha devenido una suerte de expresión o terreno institucio-
nal del aparato político-partidario. Esto somete a los aparatos de 
Estado a la razón política del partido, debilitando al mismo tiem-
po a la organización en su poder de presión política interna. De 
esta forma el estilo corporativo del PLD clienteliza no solo las re-
laciones del Estado con la sociedad sino también las propias de su 
base política organizada con su dirigencia. Esto ha terminado pro-
duciendo un liderazgo nacional (Comité Central) y local con cier-
to poder dialogante, pero no con la organización, sino sobre todo 

tradicionalista, puesto que si bien como fenómeno mediático es de con-
secuencias masivas y universalista, genera un efecto particularista en el 
televidente como receptor de mensajes, del cual se beneficia el emisor de 
mensajes. Dice Sartori que la televisión produce así, como predijo McLu-
han, una suerte de efecto aldeano: aísla al sujeto receptor, establece un 
lazo particularista con el emisor de mensajes, produciendo todo esto un 
efecto de disolución de lazos sociales agregados propio de la modernidad 
temprana, como la sociedad industrial y de masas. De alguna manera la 
política mediática regresa a un cierto tradicionalismo propio de socieda-
des agrarias, pero dimensionado en una lógica de mensajes, lazos y redes 
clientelares, a escala planetaria. 
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con los líderes y jefes faccionales y sobre todo con el Presidente de 
la Republica, quien por el hecho de serlo deviene líder del partido.

Ahora bien, la política de facción por definición produce y se 
desarrolla en el conflicto. Ciertamente, la facción constituye en ese 
marco un elemento necesario para la débil conexión del aparato 
político en su conjunto con los electores, pero a su vez resulta un 
componente que dificulta la legitimación del aparato político en 
su conjunto. La política faccional tiene un carácter diferente según 
la organización esté en el poder o en la oposición: si se está en la 
oposición, en gran medida las facciones tienden a ser simétricas, 
presionando al conjunto de facciones a evitar el choque que pueda 
provocar una situación de crisis que disuelva el aparato. Pero es 
precisamente este hecho el que permanentemente mantiene la de-
bilidad del aparato político y el peligro de división. Si se está en el 
poder, la facción que controla el Poder Ejecutivo es predominan-
te y las otras tienden a sometérsele, pero para ello exigen cuotas 
de poder que el jefe político que controla la presidencia deberá 
brindar, para poder ser precisamente el líder de la facción pre-
dominante, hegemónica. Por ello, cuando se está en el poder hay 
una permanente tensión en el partido de gobierno que termina 
afectando los aparatos de Estado y por esta vía la unidad política 
del régimen, lo cual afecta su legitimidad de masas. Lo que distin-
gue en este caso al PLD es que en medio de una cultura política 
mediática ha sabido no tanto resolver esa tensión, sino manejarla 
de cara a los medios y, en consecuencia, de cara a los mecanismos 
que establecen las bases de su legitimación.

Aquí interviene lo que pudiésemos definir como el armazón 
ideológico del PLD en su fase populista. Tras su pacto con el bala-
guerismo, la visión ideológica del PLD fue transformándose hasta 
convertirse en un partido de masas, alejado del fundamento doc-
trinal inicial de su fundador (Juan Bosch), perfilado en función de 
una propuesta de ascendiente socialista y nacionalista. Igualmen-
te ocurrió con la organización, la cual adquirió un perfil populista 
abierto. Sin embargo, en ambos niveles se conservan componentes 
de la doctrina y del modelo organizacional previo (el de Bosch), 
en el actual perfil ideológico/organizativo de ese cuerpo político.

En el plano organizativo ya hemos discutido el carácter ver-
ticalista y autoritario de su línea de mando, que deposita en el 
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Comité Político el poder central del partido, aun cuando los in-
cumbentes de la presidencia del Estado se hayan constituido en 
las figuras centrales del liderazgo. De todas maneras, hoy día la 
organización posee un perfil ideológico difuso que a mi juicio se 
resumen en una serie de aspectos básicos. 

El primer elemento es que en la anterior visión ideológica 
fundacional, como en la actual, el Estado continúa concibiéndose 
como el eje del proceso de desarrollo y de dirección de la na-
ción. En ese modelo la llamada sociedad civil no ocupa ningún 
lugar, simplemente es vista como un campo de influencia del 
aparato político en la sociedad. Con el empresariado ocurre algo 
distinto pero no muy alejado: constituye un cuerpo subordinado 
o dependiente del poder estatal y en última instancia no tiene 
la prerrogativa de dirección del proceso de desarrollo. En este 
último aspecto la visión de Medina es más ortodoxa y estatista 
que la de Fernández, pero ambos hacen del Estado el eje central 
del desarrollo.

Esto supone una visión de la organización social en su conjun-
to y del partido en particular. En el caso del partido esa visión es 
dirigista, verticalista y cerrada en la lógica decisional. En el caso 
de la sociedad se trata de una visión donde la idea del orden, de 
la permanencia del presente como situación no sujeta al cambio 
histórico; desplaza la visión boschista, que veía en la sociedad 
dominicana un colectivo que debía redimirse, lo cual implicaba 
construir una historia, asumir una idea de futuro, siendo tarea del 
partido ese proyecto de redención. En la visión de Bosch esto úl-
timo solo se podía producir a través de cambios históricos más o 
menos radicales. En la nueva visión el tiempo histórico se detie-
ne, el pasado simplemente viene en auxilio de la permanencia del 
presente, no de su crítica y superación. Se trata entonces de una 
propuesta tradicionalista y conservadora la que articula la actual 
visión del orden social del PLD. Es interesante apreciar cómo esta 
perspectiva nueva muta la visión valórica fundacional del partido. 
Para Bosch la idea de la redención política de la sociedad domi-
nicana pequeñoburguesa era un imperativo esencialmente ético, 
que penetraba mucho la manera del “hacer política”, para el PLD 
de hoy de lo que se trata es de soluciones pragmáticas que le per-
mitan sobrevivir en el poder.
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Sin embargo, esa visión no anula la perspectiva de la reden-
ción social que proponía Bosch. Se mantiene la idea de que, aban-
donada a su suerte, del seno de ese cuerpo social “enfermo”, que 
es la sociedad dominicana, no puede surgir una propuesta de su-
peración de los problemas que le aquejan, como cuerpo profano 
que ignora el origen y remedio de sus males. Sin embargo, al re-
chazar la idea del cambio histórico como característica misma del 
orden social, que lo llevaría a ver cualquier organización social 
como algo pasajero destinado al cambio, el PLD de hoy no asume 
la visión redentora de los orígenes fundacionales del partido. La 
redención se transforma en una suerte de potenciación de la vir-
tud del líder (carismático) que sí posee la capacidad para enfren-
tar los males sociales. De esta forma la redención social del “pue-
blo” es vista en su posibilidad como el fruto del reconocimiento y 
adhesión al líder. 

Así, pues, solo el seguimiento ciego al líder puede redimir al 
simple ciudadano de la coyunda del atraso. Y aquí interviene la 
imagen de lo moderno en la ideología peledeísta. Lo moderno se 
identifica con la imagen física de un bien material, de un esfuerzo 
de inversión que cristaliza en grandes obras. Lo moderno no pasa 
aquí por el tamiz del cambio cultural, de la formación intelectual, 
científica y tecnológica del ciudadano común, sobre todo de un 
nuevo tipo de relación política fundada en el derecho y la ciuda-
danía activa. En este caso, el sujeto de la redención no puede ser la 
gente. La redención de que se trata se trastrueca en quien dirige el 
proceso, y que por ello la encarna. De esta manera, la visión reden-
tora del cambio social termina en una especie de justificación per-
petua del presente, cuyos problemas serán resueltos en la medida 
en que se asuma una especie de acto de fe en el líder que encarna 
la solución. Como idea, proceso y resultado, la redención termina 
donde empezó: en la elite dirigente, sobre todo en su líder. 

Es en este marco que el planteo nacionalista fundacional del 
PLD se rescata. Pero ya no se trata del nacionalismo anti impe-
rialista que teorizó Bosch, sino del nacionalismo fundado en la 
lógica de la exclusión y del antihaitianismo. Ese nacionalismo es 
profundamente estatista, pero no como propuesta de desarrollo, 
sino como recurso defensivo del privilegio, el cual se trasmuta en 
el discurso en la leyenda de una conjura internacional contra la 
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nación. Lo importante es que, tras ese nacionalismo moderno, se 
cuela una lógica negadora de los derechos básicos del orden po-
lítico democrático del Estado. Lógicamente, esto se expresa sobre 
todo en los puntos más débiles de la cadena de exclusiones, el de 
las minorías inmigrantes y sus descendientes dominicanos, pero 
también afecta el mundo más general del trabajo, los derechos del 
consumidor y los derechos elementales de la población en el Es-
tado dominicano, en materia educativa, de salud y bienestar en 
general. Bajo esas premisas, el desarrollo aparece a los ojos del 
colectivo social en una cadena de mediaciones en la esfera comu-
nicacional, como una especie de “dádiva estatal”, como un acto 
generoso del Estado con la gente. Con las distancias de lugar, algo 
análogo ocurre en este caso con el sometimiento corporativo del 
empresariado al Estado, el cual, ante la autonomización económi-
co-corporativa del cuerpo político que controla las estructuras del 
aparato estatal, termina siendo una especie de socio subordinado 
que negocia permanentemente con la dirigencia del Estado favo-
res y privilegios.

Política internacional y tensiones con el poder imperial

El PLD desde su fundación otorgó a las relaciones internacio-
nales un lugar central en su visión de la política y en sus estra-
tegias de alianzas y relaciones. Bosch tenía una clara conciencia 
de la importancia de las relaciones internacionales para la política 
en los niveles del Estado-nación. Insistió permanentemente en la 
necesidad de que toda estrategia y acción política nacionalmen-
te delimitada debía siempre apreciar la esfera internacional en su 
evolución coyuntural y de largo plazo. Leonel Fernández, que su-
cedió a Bosch en la presidencia del partido y estuvo al frente del 
Estado por doce años, tiene también un gran conocimiento de la 
esfera internacional para la política local. Lo que es más importan-
te, en sus ejercicios de gobierno siempre priorizó sus relaciones in-
ternacionales como un componente determinante de su accionar 
político nacional.

Sin embargo, las visiones de Bosch y de Fernández son dife-
rentes, sin entrar en mayores valoraciones. Es indiscutible que la 
visión de Fernández es más realista que la que tuvo Bosch. Este 
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último al fin y al cabo operó en el marco de la Guerra Fría, asu-
miendo un liderazgo tercermundista que se enfrentó al poder im-
perial de los Estados Unidos. Fernández ha vivido como jefe de 
Estado las complejidades de la post Guerra Fría y las dificultades 
mismas del conjunto de las relaciones internacionales en el Caribe 
después de la caída del muro de Berlín y, sobre todo, después del 
11 de septiembre 2001, tras el atentado terrorista de Al Qaeda en 
New York a las Torres Gemelas (Gray, 2004; Alí, 2005). Manejó con 
realismo y destreza sus relaciones con Cuba, sacó ventaja a la re-
lación con Chávez de Venezuela, e incluso supo ser prudente en la 
relación con Haití. Sin embargo, precisamente por la complejidad 
de esas relaciones, por su tendencia a buscar espacios de autono-
mía en la política de bloques y su política de seguridad interna y 
combate al narcotráfico que fue sumamente débil y problemática, 
Fernández no pudo nunca resolver las fuertes tensiones que carac-
terizaron sus relaciones con los Estados Unidos.

Los lazos internacionales del presidente Fernández, que fue-
ron reales e inteligentemente logrados, nunca produjeron un efec-
to institucional en materia de política exterior. Esos resultados sir-
vieron al fin y al cabo solo para fortalecer la imagen del Presidente 
en la esfera internacional y su poder local. Con Medina hay un 
nivel mucho menor de eficacia en el equilibrio de las relaciones 
internacionales, quizás porque le ha tocado una coyuntura dife-
rente. Pero la eficacia de la acción internacional de Danilo Medina 
se ha concentrado sobre todo en sus efectos internos que han sido 
superiores a los alcanzados por Fernández. Aún así, en el plano 
internacional, Medina no ha podido generar una igual capacidad 
legitimadora que su antecesor, por el contrario, se ha tenido que 
mover en un esquema de aislamiento y antagonismo.

Es por esta vía que el PLD, en esta fase hipercorporativa de su 
dominación, al borde de un ejercicio político cuasi absoluto como 
partido único, se ha enfrentado a una situación sui generis: la del 
aislamiento internacional, a consecuencia de su propio poder in-
terno. Esta tensión es la que sintetiza la política nacionalista ahora 
diseñada y controlada no por un cuerpo político delegado a esa 
tarea, la FNP, como fue el caso de Fernández, sino por el poder 
presidencial mismo. En este caso se aprecia muy claramente que 
en dicha tarea el centralismo hiperpresidencialista sustituye de 
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hecho el cuerpo institucional que debe conectar al Estado con el 
sistema internacional (la política exterior y su aparato organiza-
cional, el ministerio de exteriores), asumiéndolo directamente el 
aparato político cercano al Presidente. En parte esto es el producto 
del centralismo del modelo corporativo, pero principalmente lo es 
porque en el plano internacional el presidencialismo corporativo 
no cuenta con un esquema de equilibrios y lógicas negociadoras 
entre facciones del mismo cuerpo político (PLD) que le asegura 
al líder el control del conflicto en todas su fases desarrollo. En el 
terreno internacional, los estados actúan como unidades más o 
menos monolíticas, pero en principio con igual título en el mar-
co del sistema institucional que organiza sus relaciones (Naciones 
Unidas, OEA, etc.). En una situación así, el Presidente Medina ha 
quedado aislado y solamente cuenta con la lealtad de su equipo 
cercano, que sí puede traducir en líneas políticas el interés corpo-
rativo del Presidente, lo que ningún otro cuerpo burocrático pue-
de asegurarle en el marco de la política corporativa y de lucha de 
facciones de su propio partido. Como se aprecia, el corporativis-
mo clientelista del PLD en el plano internacional termina encon-
trando dificultades para poder ejercer con coherencia una estrate-
gia convincente (hegemónica) en torno a los estados-naciones del 
sistema interestatal. Lo internacional expresa entonces un límite 
objetivo del poder del PLD, siendo este límite un espacio poten-
cial de cuestionamiento y freno interno, que incluso podría llegar 
a cuestionar el poder político-corporativo de la organización en 
determinadas circunstancias. 

Lo hasta aquí discutido se expresa muy claramente en la situa-
ción que se le creó a Danilo Medina tras el dictado de la famosa 
sentencia 168-13 por el TSE, que pretendió desconocer el derecho 
a la nacionalidad de miles de dominicanos de origen haitiano na-
cidos en el país antes de la reforma constitucional del 2010.

La coyuntura de la sentencia dictada el 23 de septiembre del 
2013, fue llevando al gobierno a la radicalización de sus declara-
ciones en torno a la idea de la soberanía estatal en materia mi-
gratoria. De suerte que, tras la implementación del plan de regu-
larización de extranjeros (PNRE) y la aplicación de la ley 169-14 
sobre la nacionalidad, el gobierno en la práctica ha desplazado a 
la Fuerza Nacional Progresista (FNP) como la organización líder 
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en el manejo del discurso nacionalista. Tras el rompimiento con 
dicha organización, Medina y el PLD han asumido directamente 
la propuesta defendida hasta ese momento por la FNP como su 
discurso identitario. No es que la FNP haya abandonado la ban-
dera del ultranacionalismo, por el contrario, ha radicalizado su 
discurso. Lo nuevo es que, a diferencia de las administraciones 
de Leonel Fernández, donde era la FNP el aliado especializado 
en el manejo del discurso neonacionalista, en la administración 
de Medina dicho manejo es regenteado por la Presidencia de la 
República. Con esta estrategia Danilo Medina ha encontrado un 
poderoso instrumento legitimador que ha fortalecido su imagen 
y aceptación en la ciudadanía y de alguna forma aislado más a la 
oposición política, que no ha querido, o no ha podido, responder 
a este sesgo nacionalista de la administración Medina.

No todo ha sido tan fácil para Medina. La opción tomada a 
propósito de la sentencia 168-13 del TC ha tenido un fuerte impac-
to en el plano internacional. Inicialmente dicha sentencia encon-
tró un amplio rechazo en los círculos de opinión internacionales 
vinculados a los derechos humanos, incluso entre gobiernos y or-
ganizaciones del sistema de Naciones Unidas. Tras la sentencia, 
la Republica Dominicana chocó con los marcos de la democracia 
global en construcción (Held, 1997 y 2005), pues al interpretar re-
troactivamente la nueva normativa constitucional del 2010, en lo 
relativo al derecho a la nacionalidad, la sentencia 168-13 del TC 
afectaba a miles de personas hijas de inmigrantes en condición 
irregular, que no solo habían nacido en la Republica Dominicana, 
sino que vivían en la misma desde varias generaciones atrás. Eran 
dominicanos de derecho y de repente la interpretación retroactiva 
de una nueva norma constitucional les sustraía esa condición de 
nacionalidad.

La respuesta inicial del Presidente Medina a esa evidente in-
justicia jurídica fue de asombro y cierta indignación. Luego, el 
Presidente fue más cauteloso, hasta llegar a una solución de com-
promiso con los sectores conservadores que habían estimulado la 
producción de la sentencia 168-13. La ley 169-14 fue la respuesta 
política dada por el Presidente Medina. Lo importante para los 
fines del presente análisis es que con el camino abierto por la ley 
169-14 el Presidente Media se movió en un mar proceloso. 
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El primer frente de lucha fue indudablemente el de la socie-
dad civil, con la cual se llegó a una suerte de compromiso histó-
rico, pues la misma aceptó en principio la solución de Medina al 
problema de nacionalidad y al peligro de apatridía generalizada 
que la sentencia producía. Procedió entonces la sociedad civil a 
apoyar el PNRE y con ella toda la intelectualidad progresista y los 
partidos hicieron más o menos lo mismo.

Pero los grupos políticos ultranacionalistas y conservadores 
presionaron para entorpecer la dinámica del proceso de regulari-
zación migratoria, complicando los procedimientos de aplicación, 
dificultando a los inmigrantes irregulares su registro como solici-
tantes para acogerse al plan, hasta finalmente resistirse al dictado 
mismo de la ley 169-14 que implicaba un reconocimiento auto-
mático a todos los hijos de inmigrantes que de una forma u otra 
pudiesen demostrar que poseían o habían poseído documentos. 
En ese sentido es que debe interpretarse la tardanza de dos años 
de la JCE para comenzar a entregar la documentación a los domi-
nicanos de ascendencia haitiana, beneficiarios de la ley 169-14. En 
esas condiciones se produjo la ruptura del gobierno con la FNP 
y concomitantemente la ruptura del pacto político del PLD con 
dicha organización.

Pero cuando se produjeron los primeros resultados del plan 
de regularización y finalizaron los plazos que daba la ley 169-14, 
comenzó a verse las dificultades y problemas de la solución im-
plementada por Medina. Por lo pronto, se vio claro que el plan 
de regularización había producido un cuello de botella que ame-
nazaba con entorpecer su éxito, pues al finalizar el período de 
inicio de su primera fase de inscripción, que duró casi dos años, 
si bien habían solicitado 288 mil inmigrantes irregulares, menos 
de cinco mil habían sido aceptados en condición regular. Como 
el peligro de deportación masiva se hacía evidente, en la fase 
final del período de inscripción el Presidente tuvo que flexibili-
zar las condiciones de admisión y en general anunciar que hasta 
que no se depuraran los expedientes nadie que hubiese solicita-
do admisión sería deportado (Rodríguez Grullón, 2014). En la 
práctica terminaron siendo acogidos por el PNRE más de dos-
cientas mil personas, las cuales fueron dotadas de permisos pro-
visionales de permanencia en el país. Sin embargo, al finalizar el 
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período de un año de vigencia de dicho permiso, se apreció que 
solo unos cinco mil inmigrantes quedaron en posibilidades rea-
les para aplicar a la permanencia definitiva. En esas condiciones, 
en el mes de julio del 2016, el propio ministro de interior se vio 
forzado a declarar que la vigencia de los permisos se prorrogaba 
por un año más para el conjunto de inmigrantes que habían obte-
nido el carnet provisional. La decisión es a todas luces razonable 
y prudente, pero no deja de indicar la precariedad misma del 
proceso de regularización. Al tiempo que indica claramente un 
relativo fracaso del PNRE.

En segundo lugar, quedó en evidencia que los descendientes 
hijos de inmigrantes irregulares que estaban en condición de total 
indocumentación (el llamado Grupo B) fueron los que quedaron 
en condiciones de mayor vulnerabilidad y riesgo, pues se les ha-
bía dado muy poco tiempo para acogerse a lo dispuesto por la 
ley 169-14, en ese caso (apenas nueve meses) y por ello muy po-
siblemente solo pudieron acogerse a lo dispuesto por dicha ley 
menos de 10 mil personas. En tal situación, los organismos inter-
nacionales comenzaron a preocuparse con sobradas razones por 
el destino de ese grupo, cuyos miembros no se habían acogido a lo 
dispuesto por la ley, ya por estar indocumentados o por ser muy 
corto el tiempo para realizar ese ejercicio. La amenaza de la apa-
tridía aparecía en el horizonte como un peligro real (Rodríguez 
Grullón, 2014).

Fue así que el gobierno tuvo que enfrentarse a fuertes presiones 
internacionales para que aclarar las condiciones que brindarían 
seguridad jurídica a ese grupo de dominicanos. En ese situación el 
gobierno haitiano asumió un doble juego: por un lado predicaba 
que estaba dispuesto a un diálogo con el gobierno dominicano, a 
propósito del proceso de regularización y en particular de las po-
tenciales deportaciones hacia Haití de sus nacionales indocumen-
tados, por el otro indicaba que bajo ninguna situación aceptaría 
en su territorio a ciudadanos que por derecho eran dominicanos 
de ascendiente haitiano. Con ello estaba indicando que el proceso 
que se estaba dando en el vecino del este en materia migratoria 
tenía sus peligros para Haití, asumiendo un discurso ambiguo 
que le dio beneficios ante CARICOM e importantes estados de la 
Unión Europea. Acorralaba claramente al gobierno dominicano.
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Al inicio de la coyuntura los actores internacionales en los 
hechos dieron un compás de espera al gobierno dominicano; al 
apreciar los primeros resultados de las medidas, se iniciaron las 
críticas. Los gobiernos haitiano y dominicano mismos, al inicio 
mantuvieron un clima de diálogo, pero tras los primeros resul-
tados de las medidas, cambiaron su política: el primero aumen-
tando la presión en torno al tema del riesgo de apatridía de los 
descendientes de inmigrantes indocumentados y el respeto de los 
derechos humanos de los inmigrantes potenciales de repatriación; 
el segundo rechazando al Estado haitiano y a los actores interna-
cionales como injerencistas. El resultado fue la agudización de los 
choques y conflictos del gobierno dominicano con el haitiano, y el 
recrudecimiento de las dudas y críticas al Estado dominicano por 
parte de actores internacionales respetables, sobre todo a propó-
sito de los riesgos de apatridía que las medidas tomadas podían 
producir. Los Estados Unidos mismos, que tradicionalmente tra-
tan de moderar sus críticas en esta materia migratoria, se vieron 
forzados a declarar su preocupación en materia de derechos de 
nacionalidad. 

La respuesta del Estado dominicano fue la exacerbación del 
nacionalismo. Con ello se profundizó el conflicto con Haití y el 
aislamiento del país frente al sistema internacional. Las autorida-
des dominicanas reaccionaron con una campaña internacional tra-
tando de explicar la bondad de sus medidas, mientras en el plano 
interno apelaban al nacionalismo. Esto último le dio frutos muy 
positivos, sobre todo porque logró arrinconar a la oposición políti-
ca y dejarla desnuda de propuestas, mientras el gobierno se erigía 
en un abanderado del “interés nacional”. El balance de todo esto 
fue un fortalecimiento interno del gobierno de Medina, el endu-
recimiento de las relaciones con Haití y un aislamiento relativo en 
el plano internacional (Álvarez y Lozano, 2015; Amnistía Interna-
cional, 2015). 

Para lo que interesa destacar en este apartado el caso de la 
Sentencia 168-13 del TC es un ejemplo arquetípico de los riesgos y 
limitaciones a los que se enfrenta el corporativismo clientelar del 
PLD como partido gobernante. Envuelto en la retórica pseudo-
nacionalista como recurso ideológico unificador de su electorado 
y de los grupos de presión más conservadores (iglesia católica, 
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empresarios tradicionales, clase media conservadora, entre otros), 
la aceptación de los términos de la sentencia obligó al gobierno 
a autolimitar su poder político ante la decisión de un poder au-
tónomo, el del TC, lo cual lo llevó a la ruptura con su principal 
aliado conservador la ultranacionalista FNP, al tiempo que hubo 
de asumir una estrategia aislacionista por sus consecuencias in-
ternacionales y de choque con los grupos liberales norteamerica-
nos, hegemónicos en Washington, tras la presidencia de Obama. 
De esta manera, la crisis del 2013-2014 mostró el lado vulnerable 
del corporativismo peledeísta: los límites neoconservadores de su 
pragmatismo, su incapacidad para asumir los compromisos que 
implica el Estado de derecho en un mundo globalizado.

En el plano nacional no hay duda alguna de que el affaires mi-
gratorio y nacionalista dejó fortalecido al presidente Medina. En 
tal sentido, quizás el elemento político más importante derivado 
del proceso fue el hecho de que al final se produjo una ruptura de 
la alianza que durante años mantuvo la FNP con el PLD. Ruptura 
producida en última instancia por el endurecimiento de la FNP 
ante el programa de respuesta a la sentencia 168-13 del TC dada 
por el gobierno, la cual condujo a la ley 169-14 de naturalización, 
como he señalado arriba. Con esta ruptura se produjo un serio 
vacío político en la FNP, puesto que todo discurso nacionalista se 
articula en torno al componente estatal. Al romper con el gobier-
no de Medina, la FNP cayó en una suerte de vacío programático, 
ya que quedó desprovista de la conexión estatal, que es central y 
necesaria para su propuesta neonacionalista. De ahí su profunda 
inmersión en la lucha electoral en la campaña del 2016. Lo central 
es que, al pasar a la oposición, la FNP perdió parte de su fuerza po-
lítica como propuesta doctrinal y en la práctica perdió en muchos 
sentidos su componente ideológico conservador. Esto la obligó a 
manejar un discurso de campaña centrado en los temas de desa-
rrollo, energía y sostenibilidad, en una visión estado-céntrica y na-
cionalista, ciertamente, pero obligada a poner en segundo plano 
los temas delicados de tipo nacional, como la cuestión migratoria 
y de los derechos de nacionalidad. Un aspecto interesante de este 
complejo asunto es el hecho de que, al hacer suya la agenda nacio-
nalista, el gobierno de Medina manejó a su antojo dicha agenda, al 
principio empleándola como mecanismo de intimidación contra la 
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oposición política, luego engavetándola y de hecho eliminándola 
en la práctica como tema de campaña. 

El otro lado de la ruptura FNP/PLD es el de los beneficios po-
líticos logrados por el gobierno de Medina. A mi criterio, tras las 
medidas tomadas por su administración respecto a la cuestión del 
derecho a la nacionalidad de los hijos de inmigrantes y el plan de 
regularización de los inmigrantes indocumentados, en la práctica 
el control político de los frutos del discurso nacionalista quedó 
en manos del PLD y en particular de Danilo Medina. Al produ-
cirse este “traspaso” programático, Medina ha quedado como el 
heredero y garante de la propuesta nacionalista y, por primera vez 
desde 1996, el PLD aparece no solo como el partido de centro-
conservador que hereda la tradición labrada por el balaguerismo, 
sino que asume ahora el liderazgo ideológico del discurso conser-
vador que le era consecuente a dicha tradición: el nacionalismo. 

A lo dicho debemos añadir el sesgo cesarista y populista que 
cada vez más caracteriza la práctica del poder de Medina. Este 
componente es central para poder entender cómo ha manejado 
Medina la cuestión nacionalista. Sin temor a repetirme, debo des-
tacar la virtual neutralización política que Medina ha logrado res-
pecto a la sociedad civil, precisamente de los sectores defensores 
de los derechos humanos de los inmigrantes y sus descendientes 
dominicanos, al tiempo que su discurso político en el plano inter-
nacional, bajo el paraguas de la soberanía del Estado, ha asumido 
una postura aislacionista que evade el debate sobre los derechos 
humanos y el nivel de compromiso del Estado dominicano con 
los mismos y los organismos internacionales responsables de su 
salvaguarda, es el caso de la CIDH y el sistema de Naciones Uni-
das. En este caso, Danilo Medina de nuevo evade el conflicto y 
pospone el debate. 

En el plano interno siempre es más fácil el manejo de este es-
pinoso problema. De todos modos, Medina ha logrado que en esta 
materia los principales grupos de presión del país (empresarios, 
iglesia, sindicatos y sociedad civil) apoyen su postura. Aquí lo 
central es que el presidente aparece como el factor de equilibrio 
realista que ha permitido que el país brinde una respuesta “cohe-
rente” a las presiones internacionales. Destaco aquí dos elemen-
tos: el componente cesarista de la estrategia, a partir del cual el 
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Presidente aparece como el factor de equilibrio entre los diver-
sos “intereses nacionales” y no el aparato estatal responsable de 
esta agenda (Congreso, Ministerio de Interior, Dirección General 
de Migración, Cancillería, etc.). El otro componente es el de las 
relaciones con Haití. En este plano la administración Medina no 
ha logrado articular una estrategia proactiva, permaneciendo en 
una lógica reactiva a las coyunturas insulares y regionales, donde 
Haití ha mostrado un manejo estratégico más coherente. Ante el 
vacío de propuesta estratégica por parte del gobierno central, el 
manejo de la cuestión haitiana se concentra en el aislacionismo 
táctico, el cual en la práctica lo que hace es evadir decisiones y 
evitar conflictos. El resultado de ello es, sin embargo, una pérdida 
de espacio político del país en la región del Caribe y frente a los 
actores hegemónicos (Estados Unidos, Unión Europea), pero tam-
bién ante el sistema de Naciones Unidas y organismos regionales 
como la OEA. 

4. De la consolidación democrática conservadora a la 
crisis de la democracia clientelar

Debido a que hasta 1994 los actores autoritarios lograron que 
las bases institucionales del orden político democrático se mantu-
vieran con un claro peso autoritario, destacándose la permanencia 
de la Constitución de 1966, no puede decirse que la transición de-
mocrática dominicana iniciada en 1978 había concluido con el fin 
de los gobiernos del PRD en 1986. Lo que se había logrado era en 
esencia reducir sustancialmente el poder de intervención de los mi-
litares en la política de partidos e iniciar el tortuoso camino de forta-
lecimiento de un marco institucional para la competencia política, a 
lo que se agrega su correlato natural: la existencia de un sistema de 
partidos en formación (Jiménez Polanco, 1994; Espinal, 2001). 

Los hechos están presentes y a la mano en lo que refiere a las 
limitaciones de las conquistas de la transición: en 1990, teniendo 
en sus manos el control del Poder Ejecutivo, Balaguer presionó a 
la JCE y logró producir resultados que le fueron favorables. Ello 
colocó en entredicho las elecciones que en ese año el viejo caudi-
llo “ganó” contra su principal contendiente, Juan Bosch. En 1994 
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la implementación de un fraude electoral fue demostrado, lo que 
condujo a una crisis política que amenazó con la guerra civil. Solo 
el pacto político entre Peña Gómez y Balaguer permitió darle sali-
da a la situación. Es a partir de ese pacto que se reformó la Carta 
Magna, la que estableció la no reelección sucesiva (Díaz, 1996).35

A lo dicho respecto a la prolongada transición se unen otros 
elementos relativos al sistema de partidos, el principal de los cua-
les es la permanencia del bipartidismo que caracterizó el período 
autoritario previo durante toda la fase transicional. A partir de 
1996 asistimos a una transformación del sistema de partidos al 
pasarse de un esquema bipartidista, a un modelo de tres partidos 
predominantes, tras el ascenso del PLD al poder en 1996.

Finalmente, deben destacarse los aspectos institucionales que 
deben acompañar la consolidación. Si bien en 1990 se produjeron 
transformaciones institucionales fundamentales en el Estado, las 
que fueron constitutivas de su reacomodo respecto a su poder de 
intervención y regulación en la economía, fue a partir de 1994 que 
se procedió a iniciar una fase de transformaciones institucionales 
en el plano político, comenzando por la propia reforma constitu-
cional, la reforma de la justicia y un importante proceso de moder-
nización burocrática del gobierno central en el primer gobierno de 
Fernández, a partir de 1996.

Aunque la reforma constitucional que inicia la consolidación 
se produjo en 1994, en estricto sentido es con el triunfo de Fer-
nández en 1996 que en el país se inicia propiamente la fase de 
consolidación democrática. Las circunstancias en que este proceso 
se inicia, tras una fase previa de regresión autoritaria en el plano 
electoral al ascender Balaguer de nuevo al poder en ese año,36 nos 

35	 En los capítulos VII y VIII se presentan analisis más sistemáticos de esa 
coyuntura. 

36	 La tesis de la regresión autoritaria en el período 1986-96 es de Hartlyn 
(2008). La tesis tiene el mérito de destacar la precariedad institucional en 
que se desarrollaba la primera fase de la transición en el período 1978-86, 
identificando en este caso los problemas del PRD en sus ejecutorias como 
gobierno y en sus conflictos como partido, con los factores que condujeron 
a Balaguer de nuevo al poder en 1986. De todos modos debe reiterarse que 
las principales conquistas democráticas logradas por el PRD en el poder 
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obligan a reconocer la premisa analítica sugerida arriba como hi-
pótesis articuladora entre las dos fases de la larga transición: en 
la primera fase (1978-1986) Balaguer se adapta a las nuevas reglas 
del juego democrático en 1986 y alcanza de nuevo el poder, pero 
genera regresiones autoritarias en este campo que lo llevan en 
los dos certámenes electorales de la segunda fase de la transición 
(1990 y 1994) a buscar la permanencia en el poder por medio de 
mecanismos fraudulentos, lo que se demostró claramente en 1994 
(Díaz, 1996). De esta forma, el principal actor de la fase autoritaria 
no solo sobrevivió a la transición democrática sino que fue forza-
do a su renovación pasando a convertirse en un actor político que 
asumía las reglas de la competencia democrática. Ese mismo actor, 
más allá de su conducta fraudulenta en 1994 que revela su marca-
da cultura autoritaria, se constituyó en un mecanismo mediador 
que le permitió a terceras fuerzas dar un salto político, convirtién-
dolas en determinante de la fase de consolidación: nos referimos 
al PLD. La alianza entre Balaguer y su PRSC con el PLD en 1996 
puede verse como el último capítulo de la larga fase de transición 
democrática iniciada en 1978 con el triunfo electoral de Antonio 
Guzmán del PRD sobre Balaguer, pero también puede asumirse 
como el primer capítulo de la consolidación democrática. Es por 
ello que en tal sentido en República Dominicana podemos hablar 
de una consolidación democrática conservadora. 

entre 1978 y 1986 fueron el desmantelamiento del poder e influencia 
de los militares en la política dominicana, que no es poco, a partir del 
hecho de que fueron las fuerzas armadas el factor principal para el 
sostenimiento del poder del régimen autoritario balaguerista. En segundo 
lugar, el PRD logró sostener un esquema competitivo al que el propio 
Balaguer se adaptó en 1986. En tercer lugar, permitió que la sociedad civil 
se organizara, lo que ayudó a fortalecer un esquema reivindicativo en 
modo alguno desdeñable. Pero esas conquistas se hicieron en un marco 
institucional que empujaba al presidencialismo y al aumento del poder 
delegativo del presidente. Asimismo, la constitución de 1966 se mantuvo, 
lo que dio paso a la lucha por la reelección en el seno del PRD con sus 
negativas consecuencias. De todos modos, los dos problemas centrales 
de los gobiernos del PRD en la primera fase de la transición fueron sus 
crisis y divisiones internas y las presiones reivindicativas de su propio 
electorado (Lozano, 2002; Hartlyn, 2008). 
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En la perspectiva que estoy asumiendo el triunfo de Fernández 
en 1996 no es simplemente el producto de la habilidad política del 
PLD que, ante la debilidad de Balaguer y el peso de masas de Peña 
Gómez y su partido (PRD), lograron tenderle al viejo caudillo con-
servador un puente de plata mediante el cual lograron derrotar a 
Peña Gómez, tras la construcción del llamado “Frente Patriótico”, 
la alianza electoral PRSC/PLD en la segunda vuelta en 1996, que 
llevó al poder a Leonel Fernández. Verlo así es reducir el problema 
al juego táctico de la coyuntura electoral. En realidad, fue Balaguer 
el artífice del “Frente Patriótico” y no el PLD. En esta interpreta-
ción, que es la mía, el PLD fue un beneficiario del objetivo táctico 
balaguerista: frenar el ascenso hacia el poder de Peña Gómez. Al 
final de su vida, fue esto lo que convirtió al caudillo conservador 
en el gran aglutinante del pensamiento conservador de derecha, 
logrando hacerlo en el terreno más difícil y escabroso: el del con-
vencimiento a la organización política de izquierda de mayor desa-
rrollo organizacional, el PLD, de que solo un discurso conservador 
les acercaría al poder; y lo que es más, la de que solo la práctica de 
la política que, en cierto modo, era consecuente a ese pensamiento 
podía ganarle las masas en un proyecto de poder: la movilización 
clientelista, la conversión del precario espacio ciudadano ganado 
por la acción popular en un espacio clientelar, redituable en votos 
para la élite política dirigente. Esto implicó una ruptura de la orga-
nización con su trayectoria histórica. Es verdad que implicó coraje 
al empujar a la organización de cuadros hacia la acción populista, 
asumiendo un perfil conservador de largo aliento, rindiéndole fru-
tos, tras su larga permanencia en el poder, aunque el precio pagado 
haya sido alto: el cercenamiento de la vida democrática producido 
en la organización política y en la propia sociedad.

El primer aspecto que debe destacarse es que la larga tran-
sición iniciada en 1978 mantuvo un camino tortuoso: las luchas 
internas del PRD victorioso en 1978 lo llevaron a dos derrotas 
sucesivas en 1986 y 1990. La larga transición hizo evidente que 
las fuerzas democráticas eran en la política de masas más pode-
rosas que las fuerzas conservadoras que Balaguer representaba. 
Lo que le permitió a Balaguer dos victorias electorales legítimas 
en la transición en su segunda fase, fue la división de las fuerzas 
democráticas, nos referimos a la lucha interna en el PRD y a la 
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incapacidad de acuerdos y entendimientos entre el PLD y el PRD, 
que tenían un origen político e histórico común, pues ambas or-
ganizaciones habían sido fundadas por Juan Bosch. Tan fuerte era 
el potencial democrático de masas, que en 1994 Balaguer se vio 
forzado a aceptar un acuerdo que recortaba su nuevo mandato 
a dos años y modificaba el cuadro institucional mediante el cual 
las fuerzas conservadoras durante el período previo (1966-1994) 
habían logrado encajonar la política electoral. A esto se añade que 
en esas condiciones de hecho la fuerza de masas del balaguerismo 
estaba dividida. La prueba es precisamente la alianza del balague-
rismo con una tercera fuerza, el PLD, mediante la cual enfrentó de 
nuevo con éxito al PRD.37 Esta alianza de Balaguer con el PLD tuvo 
importantes consecuencias en el sistema político dominicano. Por 
lo pronto, condujo al PLD a un proceso de desradicalización que 
finalmente lo convirtió en un “sustituto funcional” del balague-
rismo en la política de masas, haciéndolo atractivo al electorado 
conservador. Con ello el final de la transición no liquidó a las fuer-
zas conservadoras en sus expresiones políticas; en cambio, ya en 
la fase de consolidación, lo que sí produjo fue su reorientación o 
cambio de lealtades políticas hacia un partido moderno como el 
PLD, que pasó a representarlas.

Tras la alianza con el PLD las élites políticas conservadoras no 
solo lograron una nueva base de masas que sostuviera su presen-
cia en la escena política electoral y, por tanto, en la lucha por el 
control del Estado. Lograron sobre todo comenzar a producir un 

37	 En las elecciones de 1994 una fracción del PRSC liderada por Fernando 
Álvarez Bogaert, a través de un pequeño partido, la Unión Democrática 
(UD), se alió a Peña Gómez y el PRD en un amplio frente político. Esa 
alianza se mantuvo en las elecciones de 1996. En estas últimas elecciones, 
el candidato del PRSC fue Jacinto Peynado, el que en la práctica no recibió 
el apoyo de Balaguer. Esto hizo que el PRSC quedara en tercer lugar en la 
contienda. Fue esta estrategia la que permitió a Balaguer sacar del juego al 
candidato de su propio partido y en la segunda vuelta proceder a apoyar 
al candidato del PLD, Leonel Fernández. En función de esa alianza de la 
derecha conservadora y una importante fracción de la hasta ese momento 
centro izquierda del PLD, Balaguer, sin participar directamente en la 
contienda electoral de 1996, derrotó de nuevo a Peña Gómez. Para mayores 
detalles véase a Díaz (1996), Lozano (2002 y 2013) y Hartlyn (2008)
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cambio en la hegemonía del movimiento social, que hasta ese mo-
mento, con sus altas y sus bajas, estuvo liderado por el PRD. Esto 
último es más complejo que un simple cambio en la orientación de 
las simpatías y actitudes de los electores, se trata de una verdade-
ra transformación del alineamiento de fuerzas políticas, como de 
las visiones y perspectivas de vida de la gente.

En cuanto se produjo la apertura política a partir de 1978, 
los actores democráticos con el PRD a la cabeza no solo enfren-
taron desde el Estado las presiones de actores autoritarios como 
los militares y la burocracia política balaguerista que se resistían 
al cambio, tuvieron también que responder a las presiones de su 
propia base de masas, en el plano social, porque era precisamente 
la defensa de esa agenda la que convirtió al PRD y a otros actores 
democráticos, en los representantes de los grupos populares y la 
clase media urbana más politizada de las ciudades. 

De esta manera, más allá de la lucha contra el autoritarismo y 
por el fortalecimiento de la institucionalidad democrática a nivel 
político (elecciones, participación en el congreso, libertad sindical), 
en la transición, pues, la cuestión social constituyó el soporte de la 
política de masas (Lozano, 1985). De suyo esto hizo de la transi-
ción un proceso cargado de tensiones en el que los dirigentes de-
mocráticos en el poder tuvieron que asumir la agenda social que 
se imponía de modo paralelo a los imperativos del cambio político 
que suponía la transición: desmantelar el aparato militar, fortalecer 
una democracia competitiva, producir un nivel aceptable de insti-
tucionalidad en el Estado y todo esto era difícil de resolver con las 
presiones de masas por la reforma social. Sin comprender esto no 
se puede comprender la lucha interna en el partido de gobierno, 
las políticas públicas de aumento del gasto corriente que llevó al 
endeudamiento público y a la crisis fiscal en los ochenta, pero tam-
poco podría entenderse la revuelta de abril de 1984 donde el PRD a 
la larga perdió gran parte de su base de masas en las ciudades.

En los ochenta, la crisis de la década perdida y luego la crisis 
de 1989-1990 y el proceso de apertura neoliberal de la economía 
que le siguió, cambiaron el escenario de la cuestión social, tras los 
procesos desreguladores de la economía, privatizadores de las em-
presas del Estado y de flexibilización del mundo del trabajo. Desde 
el punto de vista político, lo más significativo es que el triunfo de 
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Leonel Fernández en 1996, pese a la derrota de Peña Gómez que al-
canzó hasta ese momento el mayor liderazgo democrático del país, 
en lo inmediato no fue visto como una regresión o triunfo de las 
fuerzas conservadoras, sino más bien como una oportunidad que 
se abría, dando espacio al cambio de liderazgo que el país reque-
ría. Quizás el punto de inflexión más importante fue el conjunto de 
reformas institucionales a partir de las cuales el Estado recompuso 
su relación con los actores económicos a principios de los noventa, 
como indiqué arriba. En el plano institucional, el cambio político 
más relevante de la fase de consolidación es el relativo a la reforma 
del poder judicial, cuyo inicio puede reconocerse en la creación del 
Consejo Nacional de la Magistratura (CNM) en 1994. A partir de 
allí, se inició un proceso que produjo un notable cambio en el siste-
ma de designación de los jueces de la SCJ. A esto se une el inicio de 
la carrera judicial, un significativo proceso de modernización de la 
Procuraduría General de la República, como una mayor indepen-
dencia de esta última de los cuerpos policiales y militares.38

Otro elemento relevante iniciado ya en la fase de transición, 
sobre todo en su primera etapa bajo los gobiernos del PRD, son los 
espacios de autonomía e independencia ganados por el Congreso 
frente al Poder Ejecutivo (Hartlyn, 2008). Ciertamente, la relación 
entre ambos poderes fue tensa en la etapa inicial de la transición, 
pero efectiva. Bajo los gobiernos de Balaguer tras su vuelta al po-
der se mantuvo la tensión entre Congreso y Poder Ejecutivo, pero 
la autonomía del primero fue igualmente efectiva. Paradójica-
mente, si bien en la fase de consolidación se sostuvo el poder del 
Congreso frente al Poder Ejecutivo, se comienza a reconocer un 
problema central que ha debilitado la capacidad del Congreso de 
expresarse autónomamente frente al Ejecutivo: la influencia en la 
construcción de mayorías del poder neopatrimonial de la élite que 
controla el poder central, al punto de que a partir de las eleccio-
nes congresuales bajo la tercera administración de Fernández (su 
segunda sucesiva) el aplastante poder alcanzado por el partido 

38	 Respecto a los esfuerzos de reforma del sistema de justicia puede 
consultarse los estudios de FINJUS en su página: (www.finjus.org.do) y los 
del Movimiento Cívico Participacion Ciudadana (www.pciudadana.org).
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de gobierno —sobre todo en el Senado— el Congreso quedó, de 
hecho, pese a la importante presencia de la oposición en la cámara 
de diputados, en manos del poder presidencial. En rigor, esto ya 
se expresó en la administración de Mejía en el período 2000-2004, 
donde, fruto de la aplastante mayoría del PRD y el gran poder e 
influencia del Presidente, se produjo en el 2003 una reforma cons-
titucional que reintrodujo la reelección sucesiva en una modalidad 
que emulaba al sistema norteamericano: a partir de ese momento 
el Presidente podía reelegirse solo una vez de manera sucesiva 
y nunca jamás, ganase o perdiese, podía repostularse. Como se 
sabe, esto condujo a la crisis interna del partido de gobierno y a la 
derrota de la organización en el 2004, triunfando Leonel Fernán-
dez del PLD sobre Mejía.

Otro componente importante del proceso de consolidación fue 
la iniciativa de modernización del aparato burocrático del Estado 
en el primer gobierno de Fernández (1996-2000), que a la larga 
puede considerarse el primer paso en el camino de la creación de 
un sistema de servicio o función pública. Lamentablemente, este 
proceso de modernización burocrática de hecho fue abandonado, 
tanto en la administración que le siguió a Fernández con Mejía 
al frente (2000-2004), como en las sucesivas administraciones del 
propio Fernández (2004-2008 y 2008-2012). Finalmente, se delínea 
una nueva política exterior por el Presidente Fernández que con 
sus debilidades continuó bajo la administración de Mejía, siendo 
su punto relevante la firma del acuerdo de libre comercio del país 
con Centroamérica y los Estados Unidos (DR-CAFTA). Ya en la 
segunda administración de Fernández el elemento proactivo del 
Presidente se ha mantenido en política exterior, beneficiándose el 
país del acuerdo de Petrocaribe con la Venezuela de Hugo Chávez, 
abriéndose vínculos con el Medio Oriente e iniciándose un nuevo 
acercamiento al Caribe y a Haití, tras el terremoto del 2010.39

Desde el ajusticiamiento de Trujillo en 1961 la realidad es que 
el Estado dominicano no ha articulado un esquema de política  

39	 Sobre el DR-CAFTA véase a Guzmán (2006). Sobre las relaciones domíni-
co-haitianas véase a Lozano y Wooding (2008), Lozano (2008) y Álvarez 
y Lozano (2016). Seitenfus (2016) arroja bnea información y un excelente 
análisis sobre la situación post terremoto en Haiti.
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exterior coherente y estable en ninguno de los gobiernos que se 
han sucedido hasta la fecha. En la fase de crisis postrujillista (1961-
1965) era comprensible la ausencia de ese esquema; en la fase de 
dominio autoritario con Balaguer a la cabeza (1966-1978) la Gue-
rra Fría y la geopolítica norteamericana en la región imponían la 
agenda; durante los años de gobiernos socialdemócratas del PRD 
hubo cambios, pero no un modelo estable de política exterior; la 
vuelta al poder de Balaguer (1986-1996) se produjo en medio de un 
presidencialismo autoritario renovado que hacía difícil esa tarea. 
La llegada al poder de Fernández en el período 1996-2000 comenzó 
en ese, su primer gobierno, a articular un esquema proactivo de 
política exterior, que con sus variantes el PRD trató de continuar 
bajo el gobierno de Mejía entre 2000 y 2004. La vuelta al poder de 
Fernández en el 2004, paradójicamente, lo que hizo en materia de 
política exterior fue renovar el esquema proactivo pero bajo una 
lógica de acentuado presidencialismo, lo que impidió cristalizar un 
modelo institucional con claros lineamientos estratégicos de media-
no y largo plazo. El único foco de política exterior permanente en 
República Dominicana ha sido Haití y en la práctica, en torno a las 
relaciones con el vecino del oeste, la política ha sido reactiva, aban-
donándose a la coyuntura y con poca capacidad de adaptación a 
las realidades y problemas nacionales, regionales e internacionales. 
En rigor, no puede hablarse de un modelo dominicano de política 
exterior respecto a Haití, sino de respuestas coyunturales, bajo el 
manto de una visión nacionalista cargada de prejuicios y rigideces 
doctrinarias, salvo un punto: su correcto reclamo a la comunidad 
internacional de mayor apoyo y cooperación con el vecino Haití.

Como se ha señalado arriba, a partir de 1994 se produce un 
cambio constitucional, puesto a prueba exitosamente en las elec-
ciones de 1996. Tras ese ejercicio, se debilitó hasta casi deshacerse 
el principal actor del régimen autoritario: el PRSC y en su defecto 
se reconoce un reordenamiento del sistema de partidos emergien-
do el PLD como primera fuerza. A partir de ese punto de inflexión, 
la práctica electoral deja de sufrir los traumas que cuestionaban la 
legitimidad del orden político y los procedimientos para alcanzar 
una representación legítima. Esto pasa con el gobierno de Fernán-
dez 1996-2000, con el de Mejía en el 2000-2004 y con el de Fernán-
dez en el período 2004-2008.
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A partir de ese punto, sin embargo, la consolidación democrá-
tica entra en una fase de crisis institucional que, si bien no debilita 
al sistema de partidos como mediaciones y mecanismos organi-
zativos de tipo electoral, introduce serios problemas que impiden 
la consolidación en el camino de la construcción del Estado de 
derecho y una ciudadanía con capacidades de participación. Esto 
se ha visto sobre todo en el período reciente, donde el uso de re-
cursos del Estado por parte del gobierno de Fernández, y hoy día 
de Medina, encaminados a la política de partidos, ha producido 
escándalos de envergadura, se ha fortalecido la política preben-
dalista del Ejecutivo y la corrupción gubernamental ha surgido 
como un problema agudo que entorpece incluso la eficiencia de 
las instituciones públicas y socava las bases mismas de la legitimi-
dad democrática.

Hoy día parece evidente que en el país hay una marcada y cre-
ciente clientilización de la política electoral que llega a socavar las 
bases institucionales alcanzadas entre 1996-2004 que iniciaron la 
consolidación democrática. Asimismo, se ha fortalecido la política 
neopatrimonial en función de la cual las élites que controlan re-
cursos estatales en el gobierno central han generado capacidades 
para su sostenimiento a través del control del presupuesto estatal, 
lo que les ha dado poder de decisión en los otros ámbitos de los 
poderes estatales como son el Congreso y los municipios. Todo el 
andamiaje institucional del Estado ha sufrido así las consecuen-
cias de la clientilización de la vida política.

La primera y quizás más importante consecuencia es el debi-
litamiento de la institucionalidad del Estado en directa relación al 
manejo neopatrimonial del poder central y los recursos que con-
trola. Esto ha robustecido el poder presidencial, al punto de llevar 
a respetables académicos dominicanos a afirmar que posiblemen-
te el eje central de los problemas del desarrollo democrático sea su 
acentuado carácter presidencialista (Brea et. al., 2014). El ejemplo 
más claro de este proceso ha sido la concentración del gasto del 
gobierno central en la Presidencia de la República. Este proceso 
fue particularmente relevante bajo las administraciones de Bala-
guer (1966-78 y 1986-96), donde el gasto de gobierno se concentró 
en la Presidencia en un 40% promedio. Las posteriores adminis-
traciones han visto descender esa concentración a partir de 1996. 
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Aun así en el 2002 el gasto se concentró en un 20% en la Presiden-
cia, descendiendo hasta un 11% en el 2010 (Marsteintredet, 2010). 
Vale la pena extenderse un poco en este punto. 

El economista Miguel Ceara (2016) ha preparado un gráfico 
para el período 1960-2011 relativo a la concentración presupues-
taria por la Presidencia de la República que nos revela hallazgos 
muy importantes (Gráfico III.4). En el mismo se aprecia una pri-
mera fase entre 1960-1965 de baja concentración presupuestal por 
la presidencia. A partir de 1966 se inicia una fase de aumento de 
la concentración presupuestal en la presidencia, iniciada en ese 
año con apenas un 7% y finalizada en el 1978 con un 44.0%. A 
partir de allí se inicia una fase de descenso de la concentración 
del presupuesto en la presidencia, que culmina en el 1982 con 
el 11.5% del presupuesto controlado por la Presidencia. A partir 
de 1983 se inicia otra fase ascendente en el control presidencial 
del presupuesto, el cual pasa del 15.3% en ese año hasta llegar 
al 59.7% en 1992. En 1993 se inicia otra fase descendente donde 
la Presidencia de la República pasa de concentrar el 45.2% hasta 
llegar en el 2011 a reunir solo el 9%. 

Como se aprecia, en 57 años de historia económica nacional, 
entre 1960 y 2011, reconocemos que el 53% de esos años (27 en 
total) ha habido más de un 20% del presupuesto controlado por 
la presidencia. De estos, en un total de 17 años la presidencia ha 
controlado más del 40% del presupuesto. En ese largo período, 
apenas durante 23 años la presidencia ha controlado menos del 
20% del presupuesto nacional. Esos son los datos. Ahora bien, 
¿cuál es el significado de esa concentración presupuestal para el 
análisis de los ciclos políticos y en particular del funcionamiento 
del sistema político?

En el largo período analizado por Ceara en su trabajo (2016) se 
aprecia al menos dos fases de concentración ascendente del pre-
supuesto por la presidencia: 1966-1976 y 1985-1992. Es fácil ad-
vertir que en ambos períodos se trata de gobiernos dirigidos por 
Joaquín Balaguer; en ambos hay un estilo presidencialista, pero 
en el primero se trata de un modelo político autoritario, mientras 
en el segundo se trata de un gobierno conservador, que en el en-
foque de Hartlyn (2008) que comparto, se produjeron regresiones 
autoritarias. Aquí se advierte que la concentración presupuestaria 
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por la Presidencia no es simplemente un producto mecánico del 
autoritarismo, sino de un modelo institucional presidencialista, 
que no es lo mismo.

Los períodos de baja concentración presidencial del presu-
puesto tienen un comportamiento más complicado, al menos 
desde la perspectiva de los modelos políticos donde se produjo 
dicha concentración. Por lo pronto, en la fase de crisis política 
1960-1966 es natural que la concentración presupuestaria en la 
presidencia fuera baja, en parte por la inestabilidad política del 
período, pero sobre todo por la debilidad de los gobiernos que 
se sucedieron en esa fase. La segunda experiencia donde la con-
centración presupuestaria por la presidencia desciende es más 
compleja, va de 1978 hasta 1984. Aquí asistimos a un proceso 
de transición democrática, donde en el fondo la Presidencia ve 
diezmado su poder por la fuerza que pasa a tener el Congreso, 
reflejo de la política de partidos, cuya hegemonía es claramente 
popular-democrática con el PRD al frente. Esto, en la práctica, 
queda influenciado por la lucha interna en el partido en el poder 
y la forma institucional que asume: el permanente enfrentamiento 
entre el Congreso y el Poder Ejecutivo. Lo que se aprecia, en-
tonces, en esta primera fase de la transición democrática, en su 
expresión populista, es un menor dominio del presidencialismo 
sobre los poderes del Estado, una mayor autonomía congresual 
y, en consecuencia, una menor capacidad de la Presidencia para 
controlar el presupuesto. 

La última fase descendente es la más prolongada en el tiem-
po, va del 1993 al 2011 y nuestros días, siendo a su vez la más 
diversa y compleja en su expresión política. Por lo pronto, esta 
fase descendente reúne dos momentos distintos: prolonga la 
transición democrática en un esquema conservador con Bala-
guer al frente (1986-1994) y a la vez abre paso a la fase de con-
solidación democrática conservadora que culmina en nuestros 
días con un ejercicio de gobierno de un partido hegemónico con 
fuerte ascendiente autoritario, bajo el mando del PLD y bajo la 
presidencia de Leonel Fernández. Lo interesante aquí es el sis-
temático declive de la concentración presupuestaria en la Pre-
sidencia que coexiste con el agotamiento de la transición y el 
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desarrollo de una fase de consolidación democrática, al tiempo 
que se produce una crisis institucional que amenaza las conquis-
tas democráticas alcanzadas en la transición e impulsadas en la 
fase de consolidación. 

El declive de la concentración presidencial del presupuesto 
nacional debe aquí ser apreciado en dos momentos. En el período 
1993 hasta el 2002 la concentración presupuestaria en la Presiden-
cia desciende pero nunca es menor del 20% del presupuesto gene-
ral. Es decir, la concentración desciende, pero el poder presiden-
cial se mantiene fuerte en el manejo del presupuesto. Esto es más 
acentuado en los años 1993 hasta 1996, vale decir, es más acentua-
do en la fase tardía de la transición bajo el mando de Balaguer, ya 
en su declive como gobernante. Pero lo realmente significativo en 
esos años es que la concentración presupuestaria se mantuvo eleva-
da, pese a los importantes cambios institucionales que acompaña-
ron al proceso de apertura neoliberal de los noventa. A mi criterio 
esto es el fruto primero del endurecimiento de la política económica 
balaguerista entre 1988 y 1990, donde la defensa del proteccionismo 
y el dirigismo estatal lo condujo a fortalecer la concentración de sus 
pocos recursos en la presidencia; en segundo lugar fue el fruto de la 
“apertura económica negociada” que dirigió Balaguer entre 1990 y 
1992, donde si bien el viejo caudillo conservador finalmente se vio 
obligado a modificar su política económica y producir una sustan-
cial reforma arancelaria y una importante reforma institucional de 
la economía, no abandonó su último reducto de poder: el control 
presupuestario por la presidencia, en su caso ese control más bien 
se fortaleció. 

Lo que vino después en materia de control presupuestario bajo 
las administraciones del PLD (1996-2000), del PRD (2000-2004) y 
de nuevo del PLD (2004-2012), muestra que tras las reformas neo-
liberales de los noventa se fue reduciendo de manera significativa 
el poder directo de la Presidencia en el control presupuestario. 
Esto fue producto de un gran acuerdo de clase, de la derrota del 
desarrollismo de Estado y su sustitución por un modelo rentista 
de manejo clientelar del presupuesto estatal, como del poder ideo-
lógico que había alcanzado el credo neoliberal en el conjunto de 
los actores estatales, políticos y económicos.
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Cuadro III.7 
Gastos de la Presidencia como % del  
Gobierno Central y como % del PIB 

Año Como % del gasto del 
gobierno central

Como % del PIB

1996

2000

2004

2010

2015

47.2

15.5

16.5

11.7

 9.1

5.3

2.0

3.0

2.7

1.0 

Promedio histórico
no ponderado

20.0 2.8

Fuente: Banco Central.

Como se puede apreciar, la fase de consolidación democrática 
no rompe el ejercicio delegativo del poder político, puesto que en 
esta fase el poder presidencial se fortalece hasta ahogar la auto-
nomía del poder congresual, llegando a influir y condicionar el 
poder judicial (Aristy Escuder, 2012). Este poder del Presidente 
se revela sobre todo en la fase más tardía, a partir del regreso al 
poder de Leonel Fernández en el 2004 (que se prolongará hasta 
2012), y se fortalece en la administración de Danilo Medina (2012-
2016). De hecho la fortaleza del presidencialismo llega a producir 
regresiones autoritarias de tipo populistas y clientelares en ac-
ciones de masas como la elección de alcaldes y senadores (Pérez, 
2000; Espinal, 2001).

Hoy día “el momento político” parece indicar la finalización de 
un ciclo y el inicio de una nueva fase en la política de partidos y en 
el Estado. En esta fase tardía destaca la aprobación de una nueva 
constitución en el 2010, que reconfigura el acuerdo político en que 
se sostenía el pacto democrático. Esa nueva Constitución si bien 
indica un avance en materia de derechos de tercera generación, 
fortalece el presidencialismo y apunta a un poder condicionante 
del Presidente como figura central del Estado en el Poder Judicial. 
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Esto se aprecia, como indiqué arriba, en la importancia que cobra 
el Poder Ejecutivo en el Consejo Nacional de la Magistratura y, por 
vía de consecuencia, en la configuración del TC, el TSE y la propia 
SCJ. Por otro lado, la nueva Constitución brinda en la práctica una 
mayor autonomía al Poder Ejecutivo en el manejo del presupuesto 
nacional frente al Congreso, al tiempo que el Presidente adquiere 
márgenes de movimiento frente al poder congresual mucho más 
flexibles y autónomos. 

En la actualidad se ha configurado un nuevo equilibrio de 
fuerzas en la política de partidos. Por lo pronto, la prohibición 
constitucional a la reelección sucesiva plasmada en la Constitu-
ción del 2010, impidió a Leonel Fernández aspirar a la reelección 
en el 2012, lo que abrió la competencia interna en el partido de 
gobierno y el ascenso del liderazgo de Danilo Medina, quien ganó 
las elecciones de ese año. Con la elección de Medina, sin embargo, 
en el último año de su primer mandato se produjo una importan-
te regresión institucional, al reformarse de nuevo la Constitución 
y reestablecer el modelo del 2010: la reelección sucesiva solo por 
una vez más.

Por otro lado, tras la crisis institucional que ha enfrentado Me-
dina con el deterioro del sistema de justicia y la agudización de 
la corrupción administrativa, parece revelar una fase expansiva 
de la sociedad civil y los movimientos sociales, manifiesto en la 
articulación de una lucha sistemática de amplios sectores socia-
les (desde estudiantes, sacerdotes, organizaciones civiles, hasta 
líderes comunitarios y empresarios) en diversos campos. Primero, 
con la culminación de la lucha en torno al 4% del PIB para la edu-
cación que establece la Constitución como deber presupuestario 
del poder central. El movimiento social logró imponer al gobierno 
ese objetivo, lo que al ser incluido en su primer presupuesto de 
gobierno le dio a Danilo Medina una gran aceptación de masas. 
A ello siguieron luchas en la defensa de los recursos naturales, ano-
tándose Medina un importante triunfo tras renegociar con la em-
presa minera Barry Gold los términos de la explotación de la mina 
de Pueblo Viejo. Sin embargo, tras esos triunfos que afirmaron al 
movimiento social, pero también marcaron éxitos del gobierno de 
Medina, se abrió al final de su primer gobierno (2012-2016) una fase 
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de crisis en la que la acción de masas se enfrentó con el tema de la 
corrupción generalizada en el Estado y la crisis de la justicia. Ante 
esta última situación la reacción de Medina, en una coyuntura 
electoral abierta de cara a las elecciones del 2016, fue defensiva y 
autoritaria, lo que al final de cuentas ha puesto en cuestionamien-
to el poder de masas del partido gobernante (PLD) y cuestionado 
su legitimidad.

La nueva situación del sistema de partidos replantea el cua-
dro de organizaciones políticas. En primer lugar, la división del 
PRD, la salida de su mayoría y la fundación del PRM ha redefi-
nido la composición de la oposición, donde el PRM ha pasado a 
ocupar el lugar de principal partido de oposición. Lo que quedó 
del PRD bajo el mando de Miguel Vargas Maldonado, ha deve-
nido en un partido minoritario que ha terminado por conver-
tirse en una organización satelital del partido gobernante, tras 
su alianza con el PLD, en particular con Danilo Medina, alianza 
iniciada con su apoyo al cambio constitucional que restableció la 
reelección presidencial en el 2015. A este cuadro de cambios or-
ganizacionales se une el deterioro de la unidad interna del PLD 
donde la coexistencia de dos claros liderazgos que se disputan 
la organización (el hegemónico con Medina al frente y el de Fer-
nández en franca minoría), han puesto en cuestionamiento su 
permanencia en el poder y sobre todo agrietado su liderazgo en 
la clase media y los grupos empresariales. Finalmente, se presen-
ta el cuadro de partidos minoritarios, que intentan reagruparse 
en alianzas particularistas, en un propósito claro de ganar un 
mínimo espacio de legitimación e influencia en el nuevo cuadro 
político que se articula.

Por todo lo hasta aquí discutido podemos apreciar que, tras 
el manejo corporativo de los poderes públicos y la generalizada 
clientilización de la política democrática, existe suficiente base 
para plantear que posiblemente a partir del ascenso al poder de 
Danilo Medina, sobre todo en su segundo mandato, la llamada 
fase de consolidación democrática iniciada en el país tras las re-
formas de 1994 y el ascenso al poder de Leonel Fernández en 1996, 
ha llegado a su fin. 
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En su defecto, a mi criterio se inicia una situación de crisis 
institucional del Estado democrático que abre posibilidades a una 
regresión autoritaria que, apoyada en la clientlización de la polí-
tica de masas, dé paso a una situación de inestabilidad que pue-
de conducir a fortalecer graves retrocesos político-institucionales. 
Los elementos que apoyan esta conjetura escéptica son muchos. 
El primero de ellos es claramente la crisis de las instituciones del 
Estado y la generalizada inseguridad pública. En segundo lugar, 
puede apreciarse el inicio de un proceso de transformación del 
sistema de partidos, cuyos ejes centrales son dos: la ya pública 
crisis interna del partido gobernante (PLD) y la ruptura interna y 
agotamiento histórico del PRD como partido de masas, dando pie 
a la emergencia de una nueva organización partidaria (PRM) que 
concentra a la mayoría de la vieja militancia perredeísta. Con ello 
se inaugura una fase incierta en la política de partidos que amena-
za con desestabilizar la tradición de compromisos de la ya vieja y 
desprestigiada poliarquía. Todo ello permite asumir la existencia 
de un proceso de cambio y transformación del equilibrio de fuer-
zas políticas en el país, lo que abre la posibilidad de crisis en el 
conjunto del sistema.

Esto conduce al surgimiento de una nueva situación donde es-
tán emergiendo nuevos liderazgos políticos en todos los partidos 
tradicionales y naturalmente en los llamados “emergentes”. Con 
ello se han generado tensiones en todo el sistema de partidos que 
auguran luchas internas y un reacomodo de las relaciones de po-
der en las organizaciones políticas. Eso es, naturalmente, una po-
sibilidad que puede fracasar; aún así, de fortalecerse la tendencia 
descrita, pienso que el cambio no será tan brusco, pero no tomará 
mucho tiempo. 
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Capítulo IV
Las transformaciones de la sociedad civil

	
	

“En realidad uno debe distinguir tres posibilidades: 1) una sociedad civil que 
pierda su valor por los actores sociales con el restablecimiento de la democra-
cia, un proceso en el que la sociedad política ha llegado a desempeñar el papel 
principal; 2) una sociedad civil politizada en exceso que implícitamente, para 

beneficio de varios de sus sectores, busca abolir la propia pluralidad societa-
ria y devalúa las mediaciones entre ella y el Estado; y 3) una sociedad civil 

que ha llegado a reflexionar sobre si misma mediante la determinación de 
sus temas y las normas que se aplica a sí misma, al igual que a través de su 

autolimitación vis-a-vis la sociedad política.” 
J. L. Cohen y A. Arato

Sociedad civil y teoría política

La construcción de la sociedad civil (SC) constituye un 
capítulo fundamental del desarrollo democrático domi-
nicano moderno. Tras la muerte de Trujillo, la construc-

ción de la SC devino un capítulo determinante de la democracia 
dominicana, puesto que, pese a sus fragilidades y carencias, sin 
la sociedad civil hubiese sido poco menos que imposible que el 
proceso democrático dominicano se tradujera con el tiempo en un 
sistema de derechos ciudadanos. Asimismo, la SC ha constituido 
una dimensión clave del proceso más específico de construcción 
de un sistema de partidos, sin el cual la competencia democrática 
hubiese encontrado un muro infranqueable. De esta forma, enten-
der la construcción dominicana de la democracia es de alguna ma-
nera comprender también el proceso por medio del cual la ciuda-
danía se ha organizado en la defensa de sus intereses y derechos y 
ha canalizado muchas de sus reivindicaciones, fortaleciendo una 
ciudadanía democrática. 

Más allá del largo debate en torno a la naturaleza de la socie-
dad civil en la filosofía política moderna (Cohen y Arato, 2000), 
que va de la visión hegeliana en la que la sociedad civil es la expre-
sión del despliegue del Estado en su devenir (historia), a la idea 
marxista de la SC como esfera privada del interés burgués, o la 
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tesis gramsciana en la que SC y sociedad política definen el cuerpo 
del Estado; a la visión más operativa contemporánea en que SC se 
equipara a sociedad organizada en torno a intereses corporativos 
de grupos sociales. Lo cierto es que la SC se encuentra en el centro 
del proceso de construcción democrática, puesto que sin ella la 
ciudadanización sería siempre incompleta.

Asumida de esa manera, la SC aparecería como mecanismo 
que salvaguarda intereses específicos de la ciudadanía en un de-
terminado espacio social, si no privado, claramente delimitado en 
torno a un ámbito o grupo de interés. De suyo la organización de 
la SC expresa siempre intereses específicos, los que pueden asu-
mir la defensa de valores políticos generales, pero en ningún caso 
definen un mecanismo de representación general que a mi juicio 
es lo que establece la diferencia específica respecto al sistema de 
partidos en la sociedad democrática. Sin embargo, de la SC así 
articulada pueden surgir fuerzas que asuman en su desarrollo un 
cuerpo político que aspira a constituirse en representante del “in-
terés general” deviniendo en movimientos político-partidarios. 
En la República Dominicana se tiene un ilustrativo ejemplo en 
la UCN que, de ser una organización ciudadana orientada a la 
lucha anti trujillista, se constituyó luego en partido político. En 
Polonia, el sindicato Solidaridad es otro ejemplo hoy clásico. Por 
otro lado, deba apreciarse que en el proceso de democratización, 
específicamente en la construcción de los actores democráticos, 
entre la SC y los actores político-partidarios se da un trasiego de 
funciones o roles en los que un mismo liderazgo puede asumir 
funciones propias de la llamada SC en determinado ámbito, y en 
otro pasar a ser un elemento constitutivo del sistema de partidos 
en construcción. De allí que, en el caso dominicano, la transición 
democrática potenció la organización corporativa de la SC en los 
años sesenta, paralelamente a la organización de un sistema de 
partidos. De esta forma, en este caso al afirmarse un régimen auto-
ritario en la destrujillización (1961-1966) y luego en el régimen de 
Balaguer (1966-1978), la sociedad civil adquirió gran importancia 
estratégica para los partidos democráticos. Pero, superada la fase 
autoritaria, en la medida en que se afirmaba un cuadro de fuer-
zas políticas competitivas, la sociedad civil dominicana adquirió 
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claramente autonomía y fuerza propia. Lo más relevante hoy en 
República Dominicana es la institucionalización de la SC como un 
espacio corporativo que ha redefinido sus relaciones con el Esta-
do, pasando a desempeñar un papel de primer orden en la cons-
trucción democrática.

En la perspectiva esbozada, en este capítulo presentaré algu-
nas reflexiones en torno al proceso de desarrollo de la SC domi-
nicana, en estrecha relación con el proceso más amplio de demo-
cratización. La primera tarea que se impone es la de presentar un 
breve esbozo de las etapas o momentos del desarrollo de la SC, en 
el largo período de construcción de la modernidad tardía domini-
cana: 1916-2015. Luego veremos la conexión de este proceso con el 
cambio democratizador, específicamente en la fase de transición y 
finalmente apreciaremos el vínculo entre SC y Estado.

1. La construcción de la sociedad civil

Sugiero cuatro etapas del proceso de desarrollo de la socie-
dad civil dominicana: 1) 1916-1961, 2) 1961-1978, 3) 1978-1990 y 
4) 1990- 2016. Dicha periodización toma como eje central el pro-
ceso de construcción del Estado moderno en el país. Ubica así los 
perfiles de intervención de la SC en la dinámica social y política 
dominicana de acuerdo a los cambiantes papeles del Estado en el 
proceso de desarrollo, estableciendo así un eje analítico a través 
del cual se destaca la construcción de actores políticos y sociales 
como componentes del proceso de ciudadanización, eje articula-
dor de la SC. 

En el largo período que va de 1916 al 2015, el Estado, indepen-
dientemente de su ascendiente autoritario o democrático, asume 
un rol de dirección del proceso de construcción político-institucio-
nal, del sistema económico, como de las propias organizaciones y 
grupos sociales en torno a los cuales se define la dinámica de cons-
trucción de la sociedad política. Articula también, naturalmente, 
los ejes del proceso general de desarrollo. En una palabra, se trata 
de reconocer que en este largo período el Estado se constituye en 
el agente constructor de la sociedad, y sus estructuras de control 
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y dirección se imponen a las generadas directamente por los ac-
tores políticos y económicos, subordinándose así todo el tramado 
societal a su fuerza articuladora (Brea, 1983). De acuerdo a los ejes 
referidos arriba se aprecia entonces la siguiente periodización: 

a) 1916-1961: Período de formación autoritaria del Estado moder-
no. La hipótesis que propongo es que en este largo período las 
organizaciones del tercer sector (no partidarias, no estatales y no 
empresariales) se articulan en un espacio político autoritario, ya 
sea en el contexto de la intervención extranjera (1916-1924) o de 
la dictadura trujillista (1930-1961). En esta etapa las organizacio-
nes civiles no tienen un perfil moderno, en el sentido que hoy se 
reconoce: estabilidad relativa en el tiempo, clara definición legal, 
capacidad de impugnación y demanda ante el Estado, presencia 
societal reconocida y sobre todo espacio político democrático de 
actuación. En la segunda fase de este período, la impuesta por la 
dictadura trujillista, este tipo de organizaciones queda totalmente 
sometida a los imperativos autoritarios de la dictadura. Por ello, el 
análisis de este período tiene más que nada un valor de definición 
de un gran contexto histórico inicial. Esta fase del desarrollo de la 
sociedad civil no se analizará en este capitulo.1

1	 No hay mucha literatura en torno al desarrollo de la SC en estos años. 
De todos modos, la poca información disponible permite apreciar que en 
la sociedad dominicana de mediados del siglo XIX hasta el ascenso de 
Trujillo al poder en 1930, la llamada sociedad civil —en la medida en que 
el concepto sea aplicable a un marco societal pre estatal en su sentido 
moderno—, se concentraba en dos tipos de organizaciones: entidades 
culturales, que en muchos casos ocultaban organizaciones políticas, 
por ejemplo el Paladión que existió hasta la misma era de Trujillo y que 
desempeñó un importante papel cultural (Paulino, 2010); y pre-políticas, 
que en general cohesionaban corporativamente a la élite intelectual y 
organizaciones gremiales, una suerte de agrupamiento “ciudadano” 
al estilo de las corporaciones medioevales europeas, que por lo común 
organizaban a determinados oficios, como por ejemplo, zapateros, 
fabricantes de vela, etc. Aún así, en pleno siglo XIX se aprecia la existencia 
de sindicatos con un precario nivel organizacional (Calderón, 1975; Pozo, 
1976; Céspedes, 1984). Sobre la sociedad civil dominicana del siglo XIX 
en particular debe verse a Martínez-Vergue (2010) y Demorizi (1975), 
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b) 1961-1978: Período de formación moderna de la sociedad civil y 
lucha contra el autoritarismo. Este período debe descomponerse en 
dos etapas: la fase de crisis post dictadura trujillista que culmina 
en la guerra civil de 1965 y la ocupación militar norteamericana en 
el país; y la segunda, iniciada con el ascenso de Joaquín Balaguer 
al poder en 1966 (1966-1978). En la primera fase se produce “el 
despegue” de la SC en su expresión más directamente política, 
siendo un momento de gran florecimiento de organizaciones sin-
dicales, gremiales y profesionales, donde la característica básica es 
la lucha cívica contra los remanentes de la dictadura trujillista. En 
esta primera fase las organizaciones de la SC, en su expresión sin-
dical y gremial de profesionales, mantienen una estrecha relación 
con el sistema de partidos políticos en ciernes y logran alcanzar 
una gran capacidad de diálogo y manejo de demandas frente al 
Estado. La segunda etapa de este período (1966-1978) cubre el lla-
mado Gobierno de los Doce Años de Joaquín Balaguer. Lo carac-
terístico de esta fase es el repliegue de las expresiones sindicales 
y profesionales en su capacidad de impugnación y demandas al 
Estado, pero manteniendo una gran vigencia pública y una estre-
cha relación con los partidos que se oponen al régimen. Se desta-
can en esta última fase las organizaciones de la SC vinculadas a la 
cultura, a través de un amplio movimiento de clubes culturales.2 

que brindan una idea de la organización corporativa. Trabajos más 
específicamente políticos ayudan a entender la acción ciudadana, como 
por ejemplo el libro de Cassá (1990) sobre el movimiento obrero en la Era 
de Trujillo y el estudio de Pozo (1976) sobre sus orígenes.

2	 La proliferación de clubes culturales en los años setenta puede verse de 
muchas maneras, todas legítimas. Puede asumirse como un movimiento 
táctico de la oposición de izquierdas y del propio PRD ante la embestida 
represiva del balaguerismo. De esta forma, ante el hecho de la imposi-
bilidad de expresión política directa se recurría a la acción cultural, que 
ocultaba el contenido último de la acción política contra el régimen. Pero 
cabe, al menos, otra interpretación, menos taumatúrgica, pero más rica: 
los clubes culturales expresaban una respuesta estratégica al dominio 
autoritario del balaguerismo, respuesta ante la cual el régimen no tenía 
en última instancia capacidad de acción inmediata. ¿Cómo reprimir la 
puesta en escena de Lope de Vega? ¿Cómo rechazar un recital de poemas 
de Pablo Neruda o Rubén Darío? Esto implicaba un freno hegemónico 
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En esta etapa la SC, en términos organizacionales, tiene un perfil 
bajo y poco estructurado (Álvarez et. al, 2010).

c) 1978-1994: etapa de transición democrática. Esta etapa se ca-
racteriza por la apertura democrática que favorece enormemen-
te a las organizaciones de la sociedad civil, principalmente en su 
expresión sindical, aumentando significativamente su número en 
relación al período previo. Las organizaciones de la sociedad civil 
logran mayor expresión corporativa y organizacional, pero man-
teniendo estrechas relaciones con el sistema político, aunque en 
términos organizativos van perfilando un modelo autónomo con 
relación a los actores político-partidistas. En todo caso, las orga-
nizaciones definen en esta etapa un perfil que se orienta en varias 
direcciones: 1) fortalecimiento del sindicalismo tradicional, 2) for-
talecimiento de un amplio movimiento de organizaciones popu-
lares que operan sobre todo a nivel urbano, 3) desarrollo de un 
significativo movimiento campesino.3 

d) 1990-2016: etapa de crisis del Estado y recomposición del modelo 
de desarrollo. Lo esencial de este período contemporáneo son los 
siguientes aspectos: 1) se rompe la capacidad del Estado de con-
tinuar constituyendo el principal agente impulsor y organizador 
del proceso de desarrollo, 2) la matriz exportadora tradicional se 
reconstituye, asumiendo la economía un cariz exportador orienta-
do hacia los servicios, en torno al turismo y las zonas francas, 3) 
El Estado, si bien pierde su capacidad como Estado-empresario, 

al régimen y es en ese punto donde los clubes culturales desempeñaron 
un papel de primer orden en la lucha por la democracia en el país, en un 
esfuerzo que podría definirse como contra-hegemónico. Para un estudio 
de este apasionante aspecto de las luchas democráticas dominicanas ver a 
Álvarez et. al. (2010), Cruz (1999) y Medrano (1981).

3	 En rigor el movimiento campesino en el país en su fase moderna ha 
tenido momentos de auge y caída, pero propiamente es en los años 
setenta que el mismo adquiere dinamismo, estrechamente vinculado 
a los grandes conflictos agrarios que estuvieron detrás del intento 
fracasado de reforma agraria balaguerista entre 1972 y 1974 (Álvarez 
et. al., 2010). Lo que surge en la transición democrática es un amplio 
movimiento reivindicativo y corporativo, tras el programa agrarista que 
a todas luces impulsa el primer gobierno perredeísta de la transición 
que presidió Guzmán (1978-1982).
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gana capacidades como agente recaudador, y recompone sus rela-
ciones con los actores sociales y políticos. En este sentido, se rede-
finen las políticas de bienestar y asistencia social antes fundadas 
en las capacidades estatales derivadas de su gestión como princi-
pal agente empresarial, ahora definidas como espacio controlador 
de funciones tributarias. En ese sentido, se recomponen las fun-
ciones de bienestar social en torno a una nueva ley de seguridad 
social y un manejo distinto de la salud pública.4 4) En ese contexto 
se fortalece una cultura clientelista y patrimonialista heredada de 
la anterior etapa y potenciada por la función fiscalista del Estado. 
5) Los partidos se fortalecen como organizaciones electorales y, sin 
embargo, pierden gran parte de sus capacidades para hegemoni-
zar el movimiento social, expresado a través de organizaciones de 
la SC. 6) Estas últimas se multiplican y fortalecen sus relaciones 
con el sistema internacional, conectándose a las corrientes de la 
globalización en muchos sectores como medioambiente, justicia y 
elecciones, derechos humanos, minorías y migraciones internacio-
nales, entre otras. 7) El Estado formaliza sus funciones de financia-
ción de organizaciones de la sociedad civil, pero en su conjunto se 
debilita la relación Estado-sociedad civil y, por vía de consecuen-
cia, se produce un alejamiento entre sistema de partidos y SC que 
genera tensiones y problemas de legitimación al sistema político. 
Con estas premisas analíticas y perspectiva histórica, veamos el 
proceso de construcción de la moderna SC dominicana, a la luz 
del desarrollo democrático.

4	 La aprobación de la ley de seguridad social en mayo del 2001 es un ejemplo 
notable de la escasa capacidad de impugnación social de la SC, pero 
también revela la complejidad de intereses que se tejen en su entorno. El 
largo debate que antecedió a la aprobación de la ley de seguridad social y 
la ley general de salud, que fundaron el sistema, estuvo dominado por una 
batalla corporativista en la que confluyeron varios sectores: los gremios 
médicos, el capital financiero, específicamente bancario, y los sindicatos. 
En este largo proceso el Estado en principio debía asumir una función 
arbitral. En la práctica el gobierno central en concreto y el Congreso, en 
los aspectos relativos al contenido de las leyes en debate, terminaron 
inclinándose por los intereses corporativo-empresariales. Para una visión 
de este proceso véase a Díaz Santana (2005). 
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2. Crisis, autoritarismo y transición democrática

La muerte del dictador Trujillo significó un verdadero de-
rrumbe de todo un orden de dominación político y social, tras el 
cual se produjo en el país una “explosión” de esfuerzos colectivos 
de la población por organizarse, ya políticamente (partidos) o so-
cialmente (organizaciones sindicales, gremios profesionales, etc.). 
Se trataba de los esfuerzos de una sociedad, que por más de tres 
décadas permaneció amordazada por un régimen dictatorial y 
despótico, por alcanzar espacios de representación social, política 
y económica. Sin embargo, no podríamos comprender esa explo-
sión política y ciudadana sin considerar las condiciones sociales 
previas de la dictadura. Por ejemplo, sería imposible comprender 
la fuerza del sindicalismo azucarero posterior a la muerte de Truji-
llo, en empresas como el Central Romana Corporation (Porto Rico 
Sugar Company), sin considerar las experiencias de organización 
obrera de los años cuarenta, como la histórica huelga azucarera 
de 1946 (Cassá, 1990). Tampoco se puede entender el poder del 
sindicalismo en las condiciones de la post dictadura sin las expe-
riencias corporativas del mundo del trabajo en los finales de los 
cuarenta e inicios de los cincuenta (Calderón, 1975). Asimismo, el 
gran esfuerzo corporativo de los grupos profesionales de la clase 
media no puede entenderse sin el desarrollo urbano y la indus-
trialización en ciernes que en las postrimerías de la dictadura se 
apreciaba (Duarte, 1986). Finalmente, el formidable esfuerzo po-
lítico desplegado por las clases altas y la clase media, inmediata-
mente fue ajusticiado el tirano Trujillo, se encuentran en estrecha 
relación con tres hechos fundamentales: la resistencia clandestina 
al régimen por parte de la juventud de clase media, cuya experien-
cia de mayor desarrollo fue el surgimiento del Movimiento Re-
volucionario 14 de Junio (Cassá, 1999); el claro descontento de la 
oligarquía tradicional dominicana que no participó del proyecto 
trujillista (Moya Pons, 1986 y 1992); y, finalmente, la organización 
del exilio anti trujillista que acumuló una gran experiencia política 
(Acosta, 2012).

Son esas las condiciones previas que ayudan a explicar cómo, 
tras la muerte de Trujillo, en menos de un año en el país se organiza-
ron importantes partidos políticos, donde destacan tres esfuerzos: 
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la UCN, que aunque se creó como organización “patriótica”, en 
la práctica, se constituyó en el partido de la oligarquía anti truji-
llista; el Movimiento Revolucionaro14 de Junio, que representa-
ba a la juventud progresista de la clase media y a un emergente 
pensamiento filo-socialista de factura castrista y nacionalista; fi-
nalmente, el PRD, que agrupó desde el principio a los estamentos 
populares-urbanos más pobres (Cassá, 1986; Justo Duarte, 2004).

Paralelo a este esfuerzo directamente político, se desarrolla-
ba un esfuerzo organizativo en la sociedad civil, el cual en poco 
tiempo permitió la organización de importantes sindicatos y fe-
deraciones obreras de alcance nacional o local, como fueron las 
experiencias de FOUPSA (Federación Obrera Unida Pro Sindica-
tos Autónomos) y CESITRADO (Central Sindical de Trabajadores 
Dominicanos), luego unificadas como FOUPSA-CESITRADO. A 
estos esfuerzos obreros se une la creación del Sindicato Unido de 
La Romana, el Sindicato de Obreros Portuarios (POASI) y los sin-
dicatos de trabajadores telefónicos y de la empresa eléctrica nacio-
nal, en manos del Estado.5

A este esfuerzo organizativo de los trabajadores debe unirse el 
esfuerzo corporativo y asociativo de grupos profesionales que pa-
saron a ocupar el liderazgo de la emergente sociedad civil, como 
fueron inicialmente los sindicatos de maestros, las asociaciones de 
abogados, de ingenieros y arquitectos y la importante asociación 
de médicos, los periodistas y naturalmente los estudiantes (Álva-
rez, et. al., 2010).

En ese contexto, la militancia de los miembros de esas asocia-
ciones se compartía con la participación en la lucha política en 
torno a los partidos emergentes. En un primer momento, sobre 
todo en la fase de lucha por la salida del país de la familia Trujillo 
(1961), el esfuerzo por destrujillizar el Estado unificaba a las diver-
sas expresiones de la sociedad política en desarrollo y la vinculaba 
a los esfuerzos organizacionales de la propia sociedad civil. Pos-
teriormente, cuando se inició la fase de lucha electoral (1962), las 

5	 Sobre el Sindicato Unido de La Romana ver a Cassá y Jarvis (1994), sobre 
FENAMA y ADP ver a de León (1999), sobre el movimiento obrero en su 
conjunto ver a Gómez Cerda (1973 y 1979) y a de Peña Valdez (1978).
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diferencias partidarias, al expresarse en el plano electoral, comen-
zaron a reflejarse en la esfera de la sociedad civil, aunque hasta 
los años setenta esa competencia no produjo conflictos como para 
disolver los esfuerzos organizativos de la SC (Álvarez et. al., 2010). 

Pasado el momento de lucha propiamente anti trujillista 
(1961-1962), la sociedad política dominicana entró en una fase de 
disputa entre los esfuerzos oligárquicos por el control del Estado 
y el movimiento popular, cuyo liderazgo político lo pasaban a re-
presentar cada vez más el PRD y Juan Bosch. Tras el golpe de Es-
tado contra el gobierno de Bosch en septiembre de 1963, se entra 
en una fase de claro predominio oligárquico, que se estabiliza en 
el llamado gobierno de los doce años (1966-1978). En esos años la 
izquierda y el PRD sufrieron una dura represión. Se calcula que 
entre 1966 y 1974 fueron asesinados o desaparecieron de dos mil 
a tres mil dirigentes y militantes izquierdistas y del PRD (Duarte 
y Pérez, 1979; Moya Pons, 1981). Igualmente los militantes y diri-
gentes del PRD sufrieron una severa persecución. En general la 
represión produjo un repliegue de las fuerzas democráticas hasta 
mediados de los setenta. En el ínterin, en 1970, Balaguer fue reele-
gido en una caricatura de elecciones generales, donde el PRD y 
toda la oposición no participaron (Campillo Pérez, 1986). En 1973 
se produjo la guerrilla de Caamaño, la cual endureció al régimen 
(Cassá, 1986).

En cierto modo puede decirse que es a partir de ese momento 
cuando en la sociedad civil comienza a fortalecerse la experiencia 
del trabajo cultural como una especie de cobertura institucional 
del trabajo político de resistencia al régimen autoritario (Álvarez 
et. al., 2010; Medrano, 1981). Esto se hizo más evidente con el as-
censo al poder de Balaguer en 1966 y se fortaleció con el recru-
decimiento de la represión por el régimen reformista en los años 
setenta. Fue en este ámbito de la cultura donde quizás hubo una 
mayor integración entre sociedad civil y sistema de partidos, des-
tacando en este esfuerzo el trabajo de la izquierda de grupos como 
el 14 de Junio, en sus diversas facciones y tendencias: el MPD y el 
PCD (Cuello, 1966; Despradel et. al., 1980).

De esta forma, durante el ejercicio del poder de Balaguer en 
el llamado gobierno de los doce años (1966-1978), la sociedad ci-
vil organizada desplegó sus actividades en estrecha relación con 
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la actividad política partidaria. En muchos sentidos, la lucha rei-
vindicativa de los sindicatos que lograban resistir al régimen, de 
los grupos profesionales que luchaban por reivindicaciones socio-
profesionales propias de sus esferas de actividad, las luchas estu-
diantiles y la actividad de los clubes culturales en las principales 
ciudades del país, pasaron a constituir el terreno de resistencia al 
autoritarismo y fue en ese espacio donde se cohesionó gran parte 
del esfuerzo societal para enfrentar al régimen balaguerista. Eso 
no indica que los partidos políticos estaban inmovilizados, sim-
plemente revela que el carácter autoritario del régimen les había 
obligado a operar con mayor vinculación con la SC, la que pasaba 
a constituir una especie de casamata de resistencia.

A mediados de los setenta la situación cambió. Tras el fracaso 
de las leyes agrarias (1973-1974), el agrietamiento de la unidad po-
lítica del régimen balaguerista era un hecho. Se habían producido 
serias diferencias con sectores militares muy cercanos a la clase te-
rrateniente, esta última había tomado su distancia de Balaguer con 
la aprobación de las leyes agrarias y en el propio empresariado in-
dustrial había disgusto por las ventajas corporativas que obtenían 
los militares. Esto se unía a la nueva estrategia que Peña Gómez es-
taba articulando, mediante la cual era en el campo electoral donde 
había que derrotar a Balaguer. El primer intento de impulsar esta 
estrategia produjo el llamado Acuerdo de Santiago, tras el cual la 
oposición comenzó a reagruparse (Chaljub Mejía, 2015). 

Varios elementos se destacan en estas luchas de resistencia 
contra el régimen balaguerista de los doce años, tanto en lo re-
lativo a la sociedad civil como en lo referente a los partidos de-
mocráticos. En primer lugar, se trataba en general de una lucha 
defensiva ante la acción autoritaria del régimen. Sin embargo, 
en el plano estrictamente político, mientras las fuerzas popular-
democráticas, como el PRD, no lograron producir una estrategia 
coherente con relación al tema electoral y mientras la izquierda en 
su conjunto no aceptó la lucha político-electoral como la estrategia 
adecuada para desplazar a Balaguer del poder, el régimen man-
tuvo una gran compactación y logró convencer a los principales 
actores económicos y políticos que le apoyaban, que el autoritaris-
mo era el recurso adecuado para vencer a los actores populares, 
democráticos y de izquierda. 
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A partir de 1974, tras la experiencia del intento unificador de 
la oposición política al balaguerismo, cristalizado en el llamado 
Acuerdo de Santiago (Chaljub, 2015), al régimen balaguerista le 
fue cada vez más difícil mantener compacto y sin fisura al bloque 
de fuerzas en el poder, al tiempo que encontró dificultades para 
sostener su estrategia de dispersión del campo opositor. A finales 
de los setenta, en cuanto el PRD logró producir una estrategia de 
aliados pragmática y coherente, que lo llevó a pactar con sectores 
empresariales y grupos políticos liberales en los EE.UU., en 1978 
se logró producir una acción electoral exitosa derrotando a Bala-
guer en las elecciones de ese año.

Con la derrota del régimen autoritario, se abre una fase de 
transición democrática que, además de iniciar el camino de la 
competencia democrática libre, le abrió un espacio de organiza-
ción a la SC, lo que fortaleció sus capacidades de incidencia en 
el trazado de las políticas públicas. Es el caso de los sindicatos, 
como del empresariado, los que se fortalecieron corporativamente 
(Oviedo y Espinal, 1986). 

Un balance de este período de luchas democráticas en la fase 
de crisis política y predominio autoritario en el Estado (1961-
1978) indica que estas luchas se produjeron en medio de una so-
ciedad tradicional en proceso de modernización, en el que dos 
fenómenos cohesionaban los cambios sociales: la urbanización 
acelerada y la industrialización. Ambos fenómenos estaban es-
timulando el surgimiento y cohesionamiento de nuevos actores 
sociales, como las clases medias, el exiguo proletariado indus-
trial, pero también una gran masa de pobres urbanos con débil 
inserción en las arterias dinámicas de la nueva economía urbana 
e industrial en desarrollo. A esto se une el surgimiento de una 
nueva élite empresarial vinculada a la industrialización por sus-
titución de importaciones, pero también al nuevo capital banca-
rio y al comercio exterior. Es este el marco que potenció el po-
deroso movimiento social que en el período se estimuló con sus 
altas y sus bajas. Me refiero al sindicalismo obrero, al corporati-
vismo de grupos profesionales, a la expansión de organizaciones 
populares barriales, al desarrollo de movimientos campesinos y 
a la acción religiosa misma en los barrios pobres, como también 
al cohesionamiento empresarial en organizaciones de clase, que 
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los representaban en sus diversas fracciones (industriales, ban-
carias, importadoras, exportadoras, etc.). 

Puede decirse que en esos años, con sus altas y bajas, hubo 
una significativa proliferación de movimientos sociales, sobre 
todo los vinculados a la acción obrera, popular y campesina, es-
trechamente vinculados al desarrollo de la política de partidos. 
A partir de 1978, con el ascenso del PRD al poder, los movimien-
tos sociales se fortalecieron, sobre todo el sindicalismo obrero y el 
corporativismo de profesionales (médicos, abogados, ingenieros, 
agrónomos, etc.). Dos notas distintivas caracterizaban a estos mo-
vimientos: su persistente crítica al Estado como foco de deman-
das insatisfechas y su vínculo cercano a la acción de los partidos. 
Pero en un plano organizacional, estos movimientos tenían poca 
o ninguna cohesión. Eran espontaneístas, profundamente con-
testatarios y los identificaba una fuerte crítica política a un tipo 
de Estado que ellos entendían estaba dominado por oligarquías 
conservadoras y represivas. Con el ascenso del PRD al poder en 
1978 eso comenzó a cambiar, y los movimientos comenzaron a 
ver frutos: el sindicalismo fortaleció sus niveles de organización, 
muchos profesionales ligados al corporativismo o sindicalismo de 
grupos profesionales pasaron a ocupar posiciones políticas, etc. El 
resultado de todo esto, sin embargo, fue ambiguo: con la social-
democracia en el poder los movimientos sociales más populares 
tendieron a radicalizarse,6 mientras el sindicalismo obrero tendió 
a burocratizarse, en la medida en que se afianzó en sus estructuras 
una verdadera élite sindical poco articulada a las bases obreras, y 
en los grupos profesionales la acción corporativa en la defensa de 

6	 Piénsese en la revuelta popular/urbana de 1984 que estuvo dirigida contra 
la política económica del gobierno perredeísta de Jorge Blanco (1982-1986), 
pero sobre todo contra el acuerdo que ese gobierno se proponía firmar con 
el FMI (Pérez y Artiles, 1992; Nelson 1994; Faxas, 2007; Messina, 1988). Lo 
importante es que la oposición balaguerista se aprovechó de la protesta, 
integrada por sectores populares estaban vinculados a sus frentes de 
masas. En ese sentido, la acción popular de 1984 puede considerarse una 
especie de ruptura violenta de gran parte de la base de masas que había 
sostenido a la organización socialdemócrata. Al PRD le costó una década 
para recuperar en 1994 su preeminencia de masas bajo la dirección de 
Peña Gómez.
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intereses economicistas tendió a sustituir la anterior crítica social 
(Oviedo y Espinal, 1986; Pérez y Artiles, 1992), pero todos los mo-
vimientos alcanzaron mayor capacidad organizativa (Álvarez et. 
al., 2010). 

La transición democrática no solo brindó mayor espacio para 
la organización de la SC: diversificó también su agenda, puesto 
que, a partir del nuevo espacio político que brindaba la apertura 
democrática, la sociedad civil se vio empeñada en una nueva rea-
lidad en la agenda de reformas. Las primeras iniciativas fueron 
de tipo institucional relativas a la organización misma de la SC. 
De esta forma fue que en los primeros cuatro años de la transi-
ción democrática proliferaron las organizaciones gremiales, sobre 
todo los sindicatos (Oviedo y Espinal,), pero también se fortalecie-
ron las organizaciones profesionales y empresariales (Moya Pons, 
1992). De hecho, esta tarea permitió que muchos de los miembros 
de esas organizaciones pudieran alcanzar cierta especialización en 
el trabajo ciudadano, con lo cual objetivamente el desarrollo orga-
nizacional de la SC comenzó a darse una estructura burocrática, 
aunque en la práctica esto sustrajo cuadros políticos, sobre todo a 
la izquierda.

Hubo varias expresiones organizativas de la SC en esa primera 
fase de la transición democrática. La más evidente de todas fue el 
movimiento sindical. En esos años el sindicalismo tuvo un auge 
extraordinario. Entre 1977 y 1978 se crearon apenas 75 nuevos sin-
dicatos (Duarte, 1986). Entre el 1978 y el 1982 el número de orga-
nizaciones obreras se incrementó en 435 nuevas organizaciones, 
representando un 43.2% del total de organizaciones creadas entre 
1956 y el 1982. Asimismo, las federaciones y confederaciones obre-
ras se compactaron (Duarte, 1986: 63). En esos años es indudable 
que el PRD logró hegemonizar este auge del movimiento obrero, 
puesto que en los sindicatos y federaciones de trabajadores pre-
dominaron dirigentes afines a la socialdemocracia (Gamundi Cor-
dero, 2014).7 

7	 Entre 1978 y 1982 (el gobierno de Antonio Guzmán) se crearon 384 
sindicatos, lo que representa el 40.1% del total de sindicatos creados en 
el largo periodo de 1956-1982 que ascendía a 956 organizaciones, como 
indican Oviedo y Espinal (1986: p.36). 
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La segunda expresión o tendencia fue a la creación de impor-
tantes organizaciones ciudadanas y profesionales. Destaca aquí la 
fuerza de las agrupaciones de maestros, abogados y médicos, las 
cuales, aunque creadas en el período previo de predominio auto-
ritario, crecieron en número en la primera fase de la transición de-
mocrática, principalmente en el gobierno de Guzmán entre 1978 
y 1982, pero sobre todo ganaron mucha influencia en la discusión 
de la agenda nacional e influencia en los procesos de formación 
de políticas públicas en el seno del primer gobierno de la transi-
ción democrática. En esos años el movimiento campesino man-
tuvo cierta vigencia, muy posiblemente conectado a la existencia 
de una experiencia de movilización agraria en los años 1973-1975, 
directamente vinculado al intento gubernamental del régimen ba-
laguerista de reforma agraria, cuyo fracaso marcó el inicio de su 
caída (D`Oleo, 1983; Fernández, 1986; Álvarez et. al, 2010), como 
se argumentó. En la transición, el movimiento campesino se carac-
terizó por su esfuerzo organizativo, su insistencia en el programa 
de repartimiento de tierra y en una nueva política de apertura de 
la economía en el mercado de bienes agrícolas que mejorara los 
mecanismos de fijación de precios a fin de favorecer a los pro-
ductores agropecuarios y combatir a los intermediarios. Me pa-
rece indudable que este enfoque estaba directamente conectado 
al programa gubernamental que favorecía al sector agropecuario, 
ante el predominio que en el mismo tenían los intereses agrarios 
del norte del país, pero también se debe a la influencia que en 
el movimiento campesino había alcanzado el partido gobernante 
(PRD) y la propia izquierda. De manera que, en lo que respecta al 
sindicalismo, a las organizaciones profesionales y al movimiento 
social en su conjunto, fue característico de la primera fase de la 
transición el predominio del PRD en dichas organizaciones y en la 
orientación reformadora del movimiento.

Sin embargo, en el gobierno de Salvador Jorge Blanco (1982-
1986) las cosas comenzaron a cambiar, afectando al porvenir de la 
sociedad civil. Por lo pronto, se produjo un cambio de énfasis en 
el sector agropecuario, definiéndose políticas de desarrollo que se 
orientaban hacia los grupos empresariales urbanos concentrados 
en Santo Domingo. Con ello, mermó el interés del PRD por el mo-
vimiento campesino y aunque la izquierda mantuvo el interés por 
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la movilización agraria, el movimiento perdió fuerza (Álvarez, et. 
al., 2010). Naturalmente, esto a su vez quedó afectado por el hecho 
de que ya en ese momento la izquierda dominicana estaba envuel-
ta en un proceso de deterioro, potenciando su división. El segun-
do problema importante que afectó al movimiento social y a la 
sociedad civil en ese segundo gobierno socialdemócrata, fue el de 
las consecuencias sociales de la política económica estabilizadora. 
El gobierno de Antonio Guzmán, para hacer frente al momento re-
cesivo de la economía exportadora, como a las presiones sociales 
sobre el empleo público y las políticas sociales, terminó apelan-
do al endeudamiento externo. El creciente gasto público produjo 
serios problemas fiscales que hicieron entrar en crisis la política 
pública en materia de gastos y en el ordenamiento presupuestario. 
Paradójicamente, el nuevo gobierno de Jorge Blanco, con un per-
fil socialdemócrata mayor que el de Guzmán, para hacer frente a 
los desequilibrios fiscales, a las presiones de la deuda y al peligro 
de devaluación, terminó apelando al FMI, el cual recomendó una 
política de austeridad que, al tiempo que redujo el gasto público, 
afectó la estabilidad de los precios. En esas condiciones, se pro-
dujo un serio descontento ciudadano que, unido a los problemas 
internos del partido gobernante (PRD), llevó en 1984 a una seria 
crisis política y social, desencadenando en abril de ese año una 
verdadera revuelta popular en las ciudades, tras la firma de los 
acuerdos con el FMI (Nelson, 1994).

La crisis de 1984 marcó un punto de inflexión en la historia 
de la sociedad civil. A partir de la revuelta de abril, sofocada vio-
lentamente por el gobierno, muchas organizaciones de la SC que 
simpatizaban con el PRD se alejaron de su entorno. Militantes y 
simpatizantes de la organización terminaron alejados del partido 
y en general su electorado sufrió una merma sustancial (Pérez y 
Artiles, 1992). Esto se reflejó claramente en las elecciones genera-
les que siguieron a la revuelta dos años después, en 1986, donde 
Balaguer y su partido resultaron triunfadores. 

Para la SC la revuelta de abril de 1984 fue determinante en su 
relativo alejamiento de la agenda política que imponía el sistema 
de partidos. Por lo pronto, como afirmé arriba, marcó un aleja-
miento de importantes organizaciones ciudadanas del partido go-
bernante (PRD), pero sobre todo redefinió el campo de operación 
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de las organizaciones ciudadanas. En lo inmediato las condujo a 
una búsqueda distinta en lo que tiene que ver con las agendas 
sociales en torno al desarrollo. A partir de abril de 1984 dos ca-
minos se abrieron para la sociedad civil: de un lado, tratar de im-
pulsar una agenda que concretara las demandas del desarrollo 
en marcos de mayor delimitación e influencia ciudadana, como 
por ejemplo la cuestión de la gestión municipal y los gobiernos 
locales, lo que impulsó un nuevo marco de relaciones de los ciu-
dadanos con el nivel más cercano de la gente a la gestión estatal: 
el municipio (Matías, 2012). No es casual que unos años después 
de abril de 1984, desde los noventa comenzara a fortalecerse una 
serie de programas en la esfera municipal, inicialmente apoyados 
solo por organizaciones civiles, luego financiados por organismos 
internacionales y finalmente impulsados por organismos guber-
namentales.8 En el campo de la salud, los intereses de la sociedad 
civil ya no se movieron en el marco general de los gastos estatales 
hacia el sector, sino en uno más específico que se detenía en cues-
tiones como el apoyo a los enfermos de VIH, el tema del aborto, 
la defensa de la familia, la acción ciudadana en el combate a las 
epidemias, entre otros. Es interesante apreciar cómo en este cam-
po el Estado también fue movilizando acciones descentralizadas 
que permitieron que las organizaciones civiles encontraran un es-
pacio de trabajo común con las instituciones oficiales. Es necesario 
reconocer que en estos aspectos, organismos como OMS y la OPS 
desempeñaron un rol determinante, convenciendo al Estado de 
que para el éxito de determinados programas de salud se requería 
el apoyo directo de las organizaciones de la SC.

Emergieron también otros temas de agenda, hasta ese momen-
to inexistentes, o muy débiles, como es el caso de la defensa del 
medioambiente y la lucha por los derechos humanos de las mino-
rías, sobre todo de los inmigrantes indocumentados y sus descen-

8	 Debe indicarse que ha sido sobre todo la Unión Europea a través de su 
programa de cooperación la que ha impulsado en el país los principales 
proyectos de desarrollo, haciendo participar a la sociedad civil. Un análisis 
de estos programas de cooperación se aprecia en el libro de Domínguez 
Brito (2006). Para una visión más general véase a Artiles (2002 y 2010) y a 
Álvarez et. al. (2010).
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dientes. En otras palabras, la segunda mitad de los ochenta, y sobre 
todo los años noventa, conducen a la SC a la diversificación de sus 
agendas, aun cuando fue solo en el siglo XXI cuando la diversifi-
cación de agendas se fortaleció, y sobre todo alcanzó una efectiva 
influencia en la implementación de las políticas sociales del Estado.

El otro elemento de la nueva situación de la SC lo definió el 
reordenamiento de las relaciones con los partidos políticos. Esto 
se encuentra vinculado no solo al alejamiento de los grupos ciu-
dadanos organizados o simpatizantes del PRD. Es también y prin-
cipalmente el producto de los problemas mismos de la transición 
democrática, que al final de su largo período de fortalecimiento 
se encontró con el resurgimiento del fantasma autoritario, expre-
sado claramente en los intentos de fraudes electorales por parte 
de Balaguer y su partido en 1994 y 1996. A partir de ese punto se 
especializarían grupos de la sociedad civil en la defensa del voto 
ciudadano, exigiendo, en consecuencia, la implementación de 
programas modernizadores en el campo electoral, estableciendo 
programas de vigilancia ciudadana sobre las experiencias comi-
ciales. En este campo destaca sobre todo el Movimiento Cívico 
Participación Ciudadana (PC).9

En una dimensión distinta hay que destacar que en la agenda 
neoliberal de los noventa, una de sus expresiones centrales fue pre-
cisamente la privatización de las empresas públicas, proceso inicial-
mente impulsado por Balaguer en la primera mitad de esa década y 
profundizado por Leonel Fernández desde su ascenso al poder en 
1996. Esa agenda neoliberal de modernización tenía como objetivo-
meta fortalecer la dimensión del mercado, así como profundizar el 
proceso de liberalización económica en asuntos como el mercado 
laboral, las políticas de precio, la gestión fiscal y la autonomía de la 
política monetaria controlada por el Banco Central. 

9	 El Movimiento Cívico Participación Ciudadana (PC) nació como organi-
zación formal de la sociedad civil el 31 de octubre de 1993. Indudable-
mente que en su nacimiento gravitó determinantemente la crisis política 
desatada en el país tras el fraude de 1990 contra Juan Bosch. Para detalles 
véase a Manuel Ortega “Participación ciudadana y la construcción de la 
democracia política en República Dominicana: un estudio de caso”, en: 
Álvarez et. al. (pp.194-240).
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Como señalan CEPAL (2001) y Godínez (2009), en realidad la 
agenda neoliberal en la llamada reforma de los noventa se movía 
en cuatro direcciones básicas: 1) en primer lugar, la liberalización 
de mercados y la introducción de un supuesto criterio de compe-
titividad en su desempeño, sobre todo en lo que tiene que ver con 
las exportaciones. En la práctica, dicho objetivo se convirtió en un 
mecanismo desregulador del mercado, donde el Estado era redu-
cido en su capacidad de intervención y control de la economía. 
2) En segundo lugar, la agenda neoliberal se tradujo en un me-
canismo privatizador, consecuencia de la visión general descrita. 
Con ese propósito se produjo un radical proceso privatizador del 
sector eléctrico y la conversión en agencia inmobiliaria de lo que 
quedaba de la vieja corporación de empresas estatales. 3) En tercer 
lugar, en materia impositiva el principal cambio que introdujo el 
enfoque neoliberal fue una reconversión de la racionalidad tribu-
taria, la cual pasó de apoyarse en un esquema que descansaba en 
los impuestos al sector externo (exportaciones e importaciones) 
a un criterio apoyado en la tributación interna, a través de im-
puestos al consumo, como el llamado ITBIS, con ello se cargaba 
al consumidor directo la base de la tributación, pero también se 
acentuaba el carácter regresivo de la política impositiva. Es sig-
nificativo hacer notar que los impuestos a la renta prácticamente 
quedaron igual que en el anterior modelo proteccionista. 4) Fi-
nalmente, la apertura neoliberal condujo a la flexibilización del 
trabajo, lo que produjo una reforma laboral que si bien introdujo 
algunas reformas protectoras de los trabajadores, en general restó 
capacidad negociadora a los sindicatos, y con el tiempo facilitó el 
deterioro de los salarios y en general estimuló el fortalecimiento 
del llamado sector informal, como el sector más dinámico en la ab-
sorción de mano de obra ante la limitada capacidad de generación 
de empleos del sector formal.10 

10	 En realidad las reformas de los noventa y principios del siglo XXI 
constituyeron una verdadera transformación institucional del Estado 
dominicano, con el telón de fondo de la estrategia de apertura de la 
economía de inspiración neoliberal. El impacto institucional de esos 
cambios quizás se aprecia mejor que nada al reconocer las principales áreas 
de las reformas que dieron paso a nuevas leyes: las reformas arancelarias 
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De todos modos, lo importante es que esta política en la prác-
tica abría canales no solo para que los organismos internacionales 
fortalecieran programas de políticas sociales orientados comuni-
tariamente, sino también impulsaba acciones focales de combate 
a la pobreza, finalmente asumidos por el Estado de manera entu-
siasta. Con ello, desde la esfera estatal y bajo el padrinazgo inter-
nacional, se abrieron focos de operación inéditos para que la SC 
recompusiera sus relaciones con el Estado, manejando una agen-
da más específica, pero también menos conectada a la política de 
partidos. 

El interrogante principal que se abre paso ante la realidad des-
crita, es por qué la SC al avanzar el siglo XXI entró en un proceso 
de debilitamiento, desde el punto de vista de su fuerza política 
hacia el Estado, precisamente en el momento en que —en la prác-
tica— más estrechos eran sus vínculos, desde la perspectiva de 
los programas sociales que precisamente el Estado implementaba. 
Sugiero tres caminos para la articulación de una respuesta. 

El primero, ya lo indiqué arriba, es de tipo político y tiene que 
ver con la creciente ruptura en el movimiento popular y democrá-
tico dominicano, tras la crisis de abril de 1984, que marcó el aleja-
miento del movimiento social de la hegemonía del PRD y produjo 
una creciente separación entre sociedad civil y sistema de partidos. 
El segundo componente se refiere a la transformación de la socie-
dad civil en sus relaciones con el Estado, conexión que evolucio-
nó, desde el punto de vista organizacional, hacia la integración de 
respuestas de los ONG más acordes con los cambios societales y 
económicos que los noventa produjeron: a) fragmentación social  

que en realidad fueron tres: en 1990, 1993 y 2001; una nueva legislación de 
incentivo a las llamadas zonas francas de exportación (Ley 8-90); la reforma 
fiscal de 1992 (Ley 11-92),}; la reforma laboral del mismo año (Ley 16-92); la 
regulación e incentivo a la inversión extranjera (Ley 16-95); la reforma del 
sector educación de 1997 (Ley 66-97); la reforma de la empresa pública que 
reguló las privatizaciones (Ley 141-97); un ordenamiento moderno de las 
telecomunicaciones (Ley 153-98); un nuevo marco de ley para incentivar y 
ordenar el comercio exportador (Ley 84-99); el ordenamiento e incentivos al 
sector turístico (Ley 158-01); una ley que ordenaba y regulaba la propiedad 
intelectual e industrial (Ley 20-00); e incluso un marco regulador y 
ordenador del mercado de valores (Ley 19-00).
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difusa que potenciaba la individuación de las acciones, que en otro 
contexto sociopolítico hubiesen sido canalizadas en movimientos 
y acciones sociales colectivas, b) creciente privatización de empre-
sas públicas e inestabilidad de los mercados, cuya expresión dra-
mática en el ámbito laboral era la precarización de los niveles de 
vida y c) la informalización del mercado de trabajo. Finalmente, 
un tercer componente, pero posterior al afianzamiento de los dos 
arriba descritos, es la fuerza hegemónica que fue adquiriendo el 
PLD en la política de partidos. Este componente, si bien en un 
principio profundizo el alejamiento de la sociedad civil del sis-
tema de partidos, posteriormente produjo en la sociedad civil un 
agrietamiento institucional, que en los gobiernos del PLD estimu-
ló espacios de organización ciudadana cercanos a la propuesta po-
lítica oficialista. Lo hasta aquí analizado obliga entonces a discutir 
la compleja relación de la sociedad civil con el Estado en esta fase 
de predominio neoliberal y de dominio político del PLD.

3. Sociedad civil, Estado y política de partidos

Si bien en la primera fase del largo gobierno de ocho años de 
Leonel Fernández (2004-2012) los movimientos sociales y la acción 
de la propia sociedad civil se apreciaban menguados y débiles, en 
su segunda mitad se reconoció un dinamismo participativo de la 
SC y al final del período una gran explosión de movimientos so-
ciales (Pérez y Artiles, 1992; Álvarez et. al., 2010). Profundizando 
lo planteado arriba, a mi juicio, el inmovilismo de la sociedad civil 
en la primera fase de gobierno de Fernández fue el producto com-
plejo de varios factores articulados. En primer lugar, en ese perío-
do se hizo reconocible una real distancia, y a veces choque, entre 
la acción del sistema de partidos y la SC, en un marco donde la ac-
ción de los partidos tendía a la dispersión y a la inefectividad. Ya 
vimos el alejamiento de las organizaciones ciudadanas del PRD, 
tras la crisis de 1984. A esto se une un importante proceso de forta-
lecimiento institucional de la propia sociedad civil. Esto condujo a 
las organizaciones a la construcción de una agenda particularista, 
en parte trazada por actores internacionales y gubernamentales. 
Finalmente, no puede dejar de mencionarse el fuerte proceso de 
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clientilización sufrido por el sistema político en ese período, que 
también afectó a la sociedad civil. 

Lo importante para el caso es que todo esto implicó un impor-
tante reordenamiento de las relaciones entre Estado y SC, donde 
la agenda que articulaba a ambos actores estuvo cohesionada en 
torno a un eje central que exigía compromisos institucionales y pro-
gramas de acción puntuales, organizados sobre objetivos limitados 
de tipo instrumental, nos referimos a la agenda de reformas del Es-
tado, pero sobre todo a las demandas de institucionalización del 
proceso democratizador. En este esfuerzo se movilizaban recursos 
hacia la sociedad civil y la misma se involucraba en programas que 
la alejaban del debate político nacional inmediato, aunque la com-
prometía con temas estatales ligados al proceso de reforma.

En este escenario, cuestiones como el fortalecimiento de los 
gobiernos locales, la creciente participación de la mujer en pro-
gramas de desarrollo, la acción de grupos micro-empresariales 
organizados en la SC, la incorporación de la comunidad en pro-
gramas salubristas financiados por agencias internacionales, entre 
otros, permitió la producción de un discurso hasta cierto punto 
institucionalista que brindaba la imagen de una sociedad civil pa-
ralizada, dispersa e inamovible, desde la perspectiva de un pro-
grama de crítica social militante. Como ya he afirmado, en parte 
esto también era el producto del proceso de institucionalización 
referido, como del reordenamiento de la propia sociedad, cuya 
agenda modernizadora (en lo político, en lo social y en lo cultural) 
se había complejizado y ya no podía agotarse en un solo progra-
ma y discurso de impugnación social. No puede perderse de vista 
que en esta situación incidía la dispersión de los agentes o actores 
que se habían multiplicado como producto de la fragmentación 
social que vivía el país y las nuevas dimensiones del proceso de 
desarrollo. Tampoco debe olvidarse que, más allá del nuevo mar-
co político bajo el dominio del PLD en el poder y el creciente pro-
ceso de clientilización que estaba arropando al sistema político, 
lo que ocurría en la sociedad civil era también el resultado de los 
cambios que estaba experimentando la sociedad dominicana en-
vuelta crecientemente en un proceso de transnacionalización que 
cambió su destino como sociedad tradicional (Portes, Guarnizo y 
Landolt, 2003). 
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Un asunto distinto es la presencia de un discurso desmoviliza-
dor en lo político que promovía el Estado, que se reflejaba en los 
programas sociales que organizaba y en los que se involucraba la 
SC. Si bien esto era una realidad, no puede reducirse el análisis 
de los cambios que en la SC estaban ocurriendo a este esfuerzo de 
control del campo político y social que promovía el Estado. Re-
ducir el asunto a la intervención de lo político/estatal es un error 
voluntarista que a su vez genera efectos en el accionar mismo de 
los actores políticos.

Lo que estaba ocurriendo era una compleja transformación 
del Estado y de la propia sociedad, unido a un reacomodo del 
sistema político. Uno de los efectos pertinentes de esos cambios 
lo era, sin duda, el reordenamiento de los lazos de la sociedad 
organizada con el Estado, pero también lo era el componente 
propiamente político que se alojaba en el sistema de partidos, a 
lo que se suma una nueva complejidad social. Veamos el asunto 
con algún detenimiento.

En los años noventa el colapso de la industria azucarera prin-
cipalmente en manos del Estado, unido a la crisis del sector expor-
tador, precipitó la crisis final del sector industrial sustitutivo de 
importaciones y redujo las capacidades estatales para continuar 
financiando su agenda de políticas sociales. En tal sentido es que 
debe verse la vuelta de Joaquín Balaguer al poder: no solo como 
el producto de la crisis política de la socialdemocracia perredeís-
ta, tras sus desgarramientos internos, sino como el fracaso estatal 
de una política social sostenida en el asistencialismo sin cambio 
distributivo y sin modernización productiva (CEPAL, 2001). Ba-
laguer intentó continuar sosteniendo ese modelo asistencialista, 
abriendo así una etapa de verdadera movilización popular y agi-
tación social, donde la sociedad civil organizada jugaba un papel 
privilegiado. Pero el contexto era otro muy distinto al de los años 
setenta y la primera parte de los ochenta: por un lado, no se conta-
ba con un partido de masas de gran calado social como era el PRD, 
el cual estaba envuelto en su crisis interna, y el PLD era una orga-
nización que apenas emergía. En 1990, el PLD logró disputarle a 
Balaguer el poder, pero fracasó, producto no solo del fraude y la 
manipulación electoral del balaguerismo, sino a consecuencia de 
su incapacidad de alianzas y de su escasa incidencia de masas en 
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el movimiento social. Aun así, no debe olvidarse que la sociedad 
dominicana que sostenía estos procesos era otra: el movimiento 
obrero, con todo y haber sido muy débil desde sus orígenes, ha-
bía sido un importante actor político, pero ahora estaba desmo-
ronándose en sus bases, tras el fracaso de la industria azucarera 
y la industrialización de base urbana; la clase media no era ahora 
tan radical, encontrándose en un proceso de fragmentación, don-
de un sector de la misma se empobrecía; la élite empresarial ha-
bía pactado con Balaguer la apertura de la economía, iniciándose 
en el país un modelo de inserción al mercado mundial de factura 
neoliberal, que hizo de los servicios el eje dinámico, conduciendo 
al Estado a la privatización de sus empresas y a la reconversión 
de sus fuentes de financiamiento. Todo esto forzó a la rearticula-
ción del financiamiento del Estado, tras un desmonte arancelario 
que años después, con el PLD al frente del gobierno, potenció un 
nuevo modelo recaudador, apoyado ahora en fuentes locales de 
financiación, vía el mercado local a través del impuesto al valor 
agregado (ITBIS). Con ello se pasaba a sostener un nuevo modelo 
de Estado que he definido como “rentista”.11 

Lo principal es que ese nuevo esquema económico y esa nueva 
modalidad de articulación política del Estado se apoyaba en una 
sociedad fragmentada, con poca capacidad consecuente de acción 
colectiva coordinada, en función de grandes actores (clases), como 
fue lo característico en los años sesenta hasta los ochenta del pa-
sado siglo, sobre todo por parte de la clase media organizada, la 
acción de los sindicatos, de los grupos populares organizados y de 
los propios partidos políticos. En el nuevo marco, la acción corpo-
rativa del pequeño grupo de interés predominó sobre la acción del 
grupo macro, sostenido en el interés de clase, si es que algo que-
daba de éste último. En esa nueva realidad social, la verdad era 
que la acción de clase quedaba para fines prácticos disuelta. A esta 
situación se une una nueva realidad política: por un lado, el mo-

11	 Para el análisis de estas transformaciones debe verse el estudio de CEPAL 
del 2001, así como el trabajo de Godínez (2009). El estudio de Guzmán et. al. 
(2011) permite apreciar estos cambios en la perspectiva de las estrategias 
macroeconómicas del Estado, mientras Despradel (2005) permite apreciar 
una perspectiva de largo plazo en la que se insertan. 
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vimiento popular quedó fragmentado y, en los hechos, disuelto, 
como acción concertada; el movimiento de masas se desconectó 
de la acción política de los partidos, salvo los “momentos” electo-
rales y estos últimos quedaron envueltos en una nueva lógica de 
legitimación cohesionada por el clientelismo político, convertido 
en el sustituto funcional del asistencialismo de Estado. 

Ante esa nueva realidad la SC no se disolvió, más bien reorde-
nó sus relaciones con el Estado, pasando de una relación de ten-
sión y demanda a una fase de integración y sobrevivencia. En ese 
nuevo esquema Estado/Sociedad predominaba el esfuerzo por or-
ganizar burocráticamente (institucionalmente) a la SC por encima 
de la acción de masas, primaba la demanda puntual sectorialmente 
delimitada y no la demanda de gran alcance relativa al cambio de-
mocrático. Al mismo tiempo, ante su propia debilidad, la SC, en 
gran medida actuando al ritmo del nuevo campo de relaciones con 
la globalización y la presencia determinante de actores globales y 
agencias internacionales en ese nuevo escenario, pasó a una suerte 
de “especialización funcional” de sus acciones, sectorizándose ella 
misma. Se dio paso al nacimiento de una miríada de organizaciones 
que atendían a diversas cuestiones: ambientales, locales, de dere-
chos humanos, electorales, salubristas, educativas, etc.

Y es aquí donde la acción corporativa de las administraciones 
del PLD encuentra su terreno de operación. El PLD en el poder no 
produjo la nueva realidad descrita, simplemente se adaptó a ella 
y trató de manejarla para su provecho político. En este sentido, 
articuló una nueva política asistencialista de tipo clientelar que, 
a diferencia del asistencialismo desarrollista del anterior modelo 
de Estado, no se apoyaba para su financiamiento en el poder eco-
nómico que directamente controlaba el Estado, tras sus empresas 
generadoras de recursos (CORDE, CEA, CDE, etc.) sino en su po-
tencia recaudadora, vía impuestos como el ITBIS y una agresiva 
política de endeudamiento, tanto externo como interno. Es cierto 
que esto estimulaba un enorme gasto improductivo que a la larga 
hacía inútil para el desarrollo el enorme gasto social de esa mane-
ra ejecutado, salvo la ventaja política inmediata, pero la verdad es 
que ese propósito también fue propio de los anteriores modelos. 
Lo que sí era nuevo en este modelo fue en primer lugar su escala 
o magnitud. Las cifras en torno al presupuesto asignado por el 
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Poder Ejecutivo a los gastos sociales en el periodo 1978-2015 reve-
lan un crecimiento limitado, tanto si se aprecia por la perspectiva 
del monto asignado a los gastos sociales en comparación con otros 
rubros, como si se aprecia comparativamente su dinámica interna 
de crecimiento. Esas tendencias están claramente relacionadas con 
la racionalidad económica general de los modelos de crecimien-
to que entre otros aspectos han compartido en ese largo período 
varias características: un sesgo excluyente, una clara tendencia a 
la concentración del ingreso, baja productividad y salarios preca-
rios. La orientación diferente a dicha tendencia general se observa 
únicamente en el periodo 1979-1985, donde predominó en el Es-
tado un tipo de compromiso de masas que condujo a aumentos 
salariales, liberalización de precios a los productos agropecuarios 
y en general a un esquema más inclinado a las reformas socia-
les y la distribución más equilibrada de los frutos del crecimiento 
económico, aunque se mantuvo la limitante de la baja producti-
vidad general de la economía. A la tendencia general señalada se 
añade en los últimos diez años un proceso de creciente endeuda-
miento externo que ha ido comprometiendo proporciones cada 
vez más significativas del presupuesto del Estado para el pago de 
esos compromisos, al punto de llegar a comprometer alrededor 
del 40% del presupuesto nacional en el pago de la deuda, a lo que 
debe agregarse que ese endeudamiento por lo general no se dirige 
a inversiones productivas que aumenten en el mediano y largo 
plazo la productividad de la economía y modernicen su aparato 
productivo.12

12	 Para el análisis de los modelos económicos y los “tranques” del desarrollo 
dominicano en el período 1960-2015 véase a ONAPLAN (1968 y 1975), 
que presentan la propuesta de desarrollo vía la estrategia de sustitución 
de importaciones y el potencial de crecimiento del sector exportador; 
Lozano (1985), que analiza la racionalidad del modelo balaguerista 
de crecimiento económico en el período 1966-1978; Ceara (1984) que 
estudia la estrategia de demanda inducida y la racionalidad del modelo 
económico bajo el gobierno de Antonio Guzmán (1978-1982); Despradel 
(2005), que presenta un panorama esclarecedor del proceso económico en 
el largo período 1960-2010; Guzmán et. al. (2011), que presenta una visión 
comparativa de las estrategias de crecimiento en el período bajo estudio; 
Vaitsos (1990) que analiza la crisis del sector industrial en los inicios del 
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A esto se suma la lógica del gasto asistencial con una dirección 
burocrática precisa, tras los programas de combate a la pobreza 
de tipo focales, como “Comunidad Digna”, sobre todo “Solidari-
dad” y la propia política de seguridad social, la que a su vez fue 
el producto de una larga lucha social donde el PRD desempeñó 
un papel relevante.13 En ese nuevo modelo lo interesante es que 
su propia racionalidad permitía vincular a la SC a la ejecución de 
las políticas asistenciales, a diferencia de anteriores experiencias 
donde el propio diseño asistencial no contemplaba este tipo de 
opciones. Sin embargo, la pregunta significativa no es si el Estado 
trató de vincular a la sociedad civil a este mecanismo y por esta 
vía proceder a su control, lo central debe ser preguntarse por qué 
no logró hacerlo, o, con mayor precisión, por qué no logró cooptar 
fuertemente a la sociedad civil habiendo logrado involucrarla.14 

Desde esta perspectiva, la imagen que surge de la SC organi-
zada en República Dominicana en la segunda década del siglo XXI 
es otra, muy distinta a la de la simple pasividad política o coop-
tación burocrática por el Estado. Es cierto que la sociedad civil, al 
involucrarse en programas de reforma del Estado y en general de 
“ciudadanización pasiva”,15 transformaba su discurso. Pero no lo 

proceso de apertura económica en la década de los noventa; y PNUD 
(2005 y 2010), que analiza la dimensión social del crecimiento económico 
y el desarrollo.

13	 Fue el PRD el partido que logró aprobar en el congreso la ley que establece 
el moderno sistema de seguridad social y la nueva ley de salud que lo 
complementa. Pero el desarrollo del sistema fue obra del PLD, aunque 
en muchos sentidos se haya manejado clientelarmente. Lo mismo puede 
decirse del reordenamiento del sistema de salud, que sin embargo no ha 
logrado definir un esquema coherente de acción gerencial, predominando 
en el seno del sistema público de salud una verdadera lógica de caciques. 
El estudio de Castellanos (2008) al respecto es categórico. También debe 
verse el libro de Díaz Santana (2004) sobre los orígenes del sistema de 
seguridad social.

14	 Una visión bastante completa de las políticas sociales, de sus componentes 
políticos, complejidades y problemas centrales se encuentran en el vasto 
estudio del PNUD sobre políticas sociales (2010).

15	 Podría definirse como tal el proceso mediante el cual la sociedad civil 
organizada define programas y acciones de reclamo de derechos en 
diversos campos sociales sin involucrarse directamente en las luchas 
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es menos que estos programas se articularon en función de una 
nueva realidad política y en tal sentido han tenido efectos positi-
vos en la capacidad de ciudadanización. Esto se ve en la acción de 
grupos como Participación Ciudadana (PC) en torno a los dere-
chos políticos, pero también en las experiencias de presupuestos 
participativos que muchos ayuntamientos promueven. Es verdad 
que hoy la SC no eleva un potencial de crítica general al Estado, 
pero no lo es menos que ha sostenido un programa de críticas 
específicas de las que el movimiento ambientalista, la lucha de las 
mujeres en el marco de sus derechos de participación en el desa-
rrollo y el propio movimiento por el 4% del PIB para la educación, 
son ejemplos exitosos.

El PLD como partido profundamente corporativo de fuerte 
ascendiente autoritario, pese a todo su poder, no ha podido asu-
mir un control corporativo del movimiento social organizado. En 
muchos casos lo que ha hecho es proceder a organizar y construir 
sus propias organizaciones “civiles” como especies de robots ciu-
dadanos organizados, pero en la práctica ese ejercicio no ha pro-
ducido resultados muy halagadores, desde el momento en que 
reconocemos que el cuadro de organizaciones sociales que en ge-
neral integran la SC, realmente no opera bajo el control del PLD. Es 
cierto que muchas organizaciones se han sometido a la impronta 
gubernamental, en la medida en que han sido favorecidas por pro-
gramas oficiales. Pero ese no es el caso del “cuerpo duro” de las 
organizaciones de la SC. Por lo demás, en este escenario también 
debe señalarse que el financiamiento de las agencias internaciona-
les ha constituido un contrapeso efectivo a los intentos oficiales de 
controlar la expresión autónoma de la SC (Domínguez Brito, 2006).

El asunto central sigue siendo el tema de lo político; vale decir, 
el vínculo Estado/Sociedad. Por la vía de los programas sociales 
de factura clientelar el Estado, sobre todo las administraciones pe-
ledeísta de los últimos tres lustros, pretende someter a su dominio 
la voluntad de los sectores populares menos favorecidos. De al-
guna manera ha logrado su propósito, pero no tanto porque esos 

político-partidarias y sin romper la conexión institucional con el Estado 
en programas específicos que la involucran.
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programas produzcan un correlato inmediato de sometimiento al 
poder por parte del partido oficial, sino sobre todo porque operan 
en un campo político disuelto, sin claros agentes críticos (parti-
dos) que los articulen o enfrenten. Esto no puede verse como un 
cambio en las articulaciones entre Estado y SC condenado a un 
giro “conservador” de la SC que la someta pasivamente al control 
del Estado y más específicamente del gobierno. A mi criterio, re-
sulta más fructífero apreciar esas transformaciones en la dirección 
del fortalecimiento institucional, pero también como el producto 
de la fragmentación y desmovilización política de la sociedad en 
su conjunto. 

Sin embargo, los éxitos del movimiento en defensa de Los Hai-
tises, en la segunda mitad del mandato de gobierno de Leonel Fer-
nández en el período 2004-2012, como la permanencia de la acción 
femenina organizada, el éxito del movimiento por el 4% del PIB 
para la educación, los espacios ganados por las organizaciones que 
defienden a las minorías inmigrantes y claramente las acciones de 
protesta contra la reforma fiscal al inicio del mandato de gobier-
no de Danilo Medina en el 2012, están brindando otra cara de la 
sociedad civil, que no solo indican su “reactivación” como agente 
de cambio, sino que permiten reconocer que la institucionaliza-
ción social que ha logrado se ha sumado a su repertorio como un 
componente clave de sus éxitos. En otras palabras, estos procesos 
también obligan a replantear la tesis de la pasividad versus el mo-
vimiento, ya que los movimientos exitosos de la SC apuntados 
no pueden verse simplemente como un rayo en cielo sereno, des-
prendidos de los antecedentes políticos y organizacionales que le 
han precedido, como de los cambios societales analizados.16

16	 Las acciones de protesta de octubre-noviembre del 2012 contra el 
paquetazo fiscal, por su formato organizativo, modalidad de acción, 
perfil de desarrollo e impacto en importantes sectores sociales, como 
los jóvenes y las clases medias, parecen estar indicando que en el país se 
están definiendo las condiciones necesarias para que lo iniciado con el 
movimiento en defensa de Los Haitises, que comenzó a afianzarse con 
la lucha por el 4% del PIB a la educación, se afirme como un verdadero 
nuevo ciclo de protestas sociales que movilice a la sociedad civil en el 
plano político y pueden así estar señalando el nacimiento de un nuevo 
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Dos cuestiones fundamentales se derivan de esto. En primer 
lugar, la de los vínculos de la SC y los movimientos sociales con 
el sistema de partidos. En segundo lugar, obligan al análisis de las 
dimensiones internacionales del resurgimiento de los movimien-
tos sociales a escala global (Cohen y Arato, 2000; Kaldor, 2003).

Es indudable que la acción de los movimientos sociales moder-
nos encuentra vínculos y relaciones con los sistemas de partidos, 
lo que no supone que sean sus derivados. Esa relación es compleja 
y real, aun cuando las mismas sean pocas, débiles o indirectas. En 
esa perspectiva, como ya se vio arriba, en la República Dominica-
na moderna el proceso de creación y articulación del sistema de 
partidos se apoyó en una estrecha articulación con los movimien-
tos sociales, al punto de que en muchos aspectos se articularon 
como actores prácticamente indiferenciados, sobre todo en lo que 
tiene que ver con el movimiento obrero y la acción corporativa de 
grupos de profesionales asociados en la defensa de intereses pro-
pios de sus campos profesionales.17

A finales de los años setenta, ese estrecho vínculo entre so-
ciedad y política fue quizás el componente determinante para el 
éxito de la acción democrática en 1978 que dio fin a la experiencia 
autoritaria de Balaguer, el cual ya duraba doce años en el poder. 
En 1978, sin los movimientos sociales apoyándole, le hubiese sido 
muy difícil a Antonio Guzmán del PRD y al líder del partido Peña 
Gómez, derrotar en las urnas a Balaguer.

Con el PRD en el poder, el movimiento obrero organizado 
se fortaleció, aunque envuelto en múltiples conflictos internos y 
con serias debilidades organizacionales, como han demostrado 
Oviedo y Espinal (1986). Asimismo, la acción organizada de los 

ciclo de movimientos sociales. Para el debate sobre la acción de sujetos 
colectivos organizados como “movimientos sociales” en sus vínculos con 
el potencial de la sociedad civil en la política democrática ver a Tarrow 
(1994). En República Dominicana las reflexiones más sistemática al 
respecto son las de Pérez y Artiles (1992) y la de Álvarez et. al. (2010). 

17	 Ver a Jiménez Polanco (1999). El estudio de Gleijeses (2011) brinda un 
panorama del proceso inicial entre 1961 y 1965. El Trabajo de Hartlyn 
(2008) es necesario para el entendimiento del proceso en la perspectiva de 
la construcción democrática.
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pobladores urbanos se fortaleció creándose organizaciones como 
COPADEBA y CIUDAD ALTERNATIVA que jugaron un papel 
importante en la lucha de los pobladores urbanos en el campo de 
la vivienda y la mejoría del nivel de vida de los pobladores urba-
nos (Pérez y Artiles, 1992; Álvarez et. al., 2010). 

Sin embargo, la fortaleza de la socialdemocracia sobre el mo-
vimiento social pronto se vio quebrada en el segundo gobierno 
perredeísta tras el estallido del movimiento de protestas urbanas 
de 1984, como se ha visto. El regreso al poder de Balaguer en 1986 
no desactivó el movimiento social, más bien implicó el recrude-
cimiento de sus acciones en las ciudades, como el movimiento 
—ya señalado— de los pobladores y una débil recuperación de 
la acción campesina. En el plano político lo que sí produjo esta 
nueva situación fue un fuerte debilitamiento del PRD como gran 
partido opositor de ascendiente popular y, en su defecto, el sur-
gimiento del PLD como partido de izquierda alternativo y con 
posibilidades políticas de alcanzar el poder, bajo el liderazgo de 
Bosch. Esto último se vio en las elecciones de 1990 que finalmente 
dieron de nuevo un cuestionado triunfo electoral a Balaguer. Lo 
esencial —reitero— fue que la protesta social lo que hizo fue for-
talecer la opción electoral del PLD, como en 1978 había fortalecido 
al PRD y en 1984 lo había debilitado. 

Esto último nos conduce a un punto clave, el de cómo la acción 
de los movimientos sociales se mueve en un efecto de embudo, en 
el que su potencial de movilización y de canalización del descon-
tento tiende a fortalecer opciones electorales, más que a articular 
un tramado de organizaciones de la sociedad civil con una agenda 
propia y potencial de conquistas reivindicativas en el plano social. 
Es cierto que esta realidad indica el fuerte lazo entre movimiento 
social y acción política, pero también expresa la debilidad de los 
movimientos sociales para fortalecer a la SC en el plano organiza-
cional (Tarrow, 1994; Touraine, 1989, 1994 y 2009).

El ciclo de movimientos sociales exitosos, que se prolongó has-
ta el inicio de los años noventa, expresa precisamente eso: por un 
lado, la alta dependencia de los movimientos y las protestas socia-
les de los ciclos electorales; por otro, el débil impacto de la acción 
política en el fortalecimiento de la SC. A partir de ese momento, 
sin embargo, la dinámica descrita se transformó. En los noventa 
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vemos cómo la acción de protesta tendió a autonomizarse del mo-
vimiento político organizado (partidos), lo que en una visión más 
general es indicativo de las rupturas o choques entre sistema de 
partidos y sociedad. Tras el largo ejercicio de gobierno del PLD, 
principalmente con Leonel Fernández a la cabeza (1996-2000 y 
2004-2012), el propio Estado rearticuló sus relaciones con la SC 
organizada, fortaleciendo lazos clientelares, mejor y más perma-
nentemente articulados, pero en dos direcciones: a) acciones del 
partido gobernante a través de programas sociales dirigidos a fo-
mentar organizaciones que fortalecieran su esfera de influencia en 
la sociedad civil, como a fomentar programas de empleo hacia sus 
propias bases políticas; b) políticas públicas, desde programas de 
focalización de combate a la pobreza, hasta programas formales 
de reforma del Estado y de política social que incluían a organiza-
ciones de la SC como agentes de implementación de las mismas.18 

4. El poder de la sociedad civil y el Estado

Hoy día la SC opera en múltiples niveles de la sociedad do-
minicana, desde los asuntos propios de los derechos humanos y 
la democracia, hasta asuntos más “especializados” como son los 
casos de los minusválidos, los llamados grupos LGTB, la defensa 
del medioambiente, el desarrollo local, cuestiones de género, la 
cultura, entre otros. Eso se refleja claramente en el significativo 
incremento de las organizaciones civiles. Castellanos (2010) ha 
hecho el cálculo. Sus datos indican lo siguiente: entre el 1920 y el 
1960, apenas se incorporaron 237 organizaciones al amparo de la 
ordenanza 540. Entre 1961 y 1970 se incorporaron 382. Es en el pe-
ríodo siguiente, entre1971 y el 2000 donde hay una incorporación 
masiva de organizaciones alcanzando la cifra de 5,535. Si agrupa-
mos los datos presentados por Castellanos (2010) por períodos y 
categorías de organizaciones, apreciamos lo siguiente: 

18	 Ver supra, Capítulo III, donde se discute la financiación pública a los 
partidos políticos y el impacto de los programas sociales de combate a la 
pobreza implementados por los gobiernos del PLD.
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Cuadro IV.1.
Evolución de las asociaciones de la sociedad civil  

por tipos y períodos: 1920-2000

Tipos de asociaciones 1920-1960 1961-1970 1971-1980 1981-2000

1. Asociaciones de beneficios mutuos 24 111 184 1,242

2. Fundaciones 1 27 42 1,172

3. Instituciones religiosas 13 36 55 578

4. Organizaciones comunitarias de base 11 61 60 555

5. Clubes 50 47 69 205

6. Otros 138 100 147 1,226

Total 237 382 557 4,978

Fuente: Base de datos de las Organizaciones Incorporadas por la ley 520. Tomado de Cas-
tellanos (2010).

En el largo período de 1920-2000, la mayoría de las organi-
zaciones se crearon entre 1981 y el 2000 (80.8%). En el período 
1920-60 predominaron los clubes: 22% del total de organizaciones 
creadas en el período. En el período 1961-1970 predominaron las 
asociaciones de beneficios mutuos (39.3%). En el siguiente perío-
do 1971-1980 continuaron predominando este tipo de organiza-
ciones (33%), pero ahora los clubes (12.3%) y las organizaciones 
religiosas (9.8%) habían adquirido importancia relativa. En el pe-
ríodo más reciente para el que contamos con datos, 1981-2000, de 
nuevo las asociaciones de beneficio mutuo (25%) y las fundacio-
nes (23.5%) pasaron a predominar, reuniendo ambas el 48.5% del 
total de asociaciones.

Desde la perspectiva descrita, la institucionalización que hoy 
observamos en la SC, que en muchos sentidos la burocratiza y la 
hace depender de políticas públicas de reformas o acciones socia-
les específicas, trae como contrapartida un alejamiento del sistema 
de partidos, y de hecho la autonomiza del sistema “político” en 
muchos aspectos, pero la pone en riesgo ante la burocracia gu-
bernamental. Esa es una tensión no resuelta que, en un Estado en 
crisis institucional permanente, manejado en lógicas neopatrimo-
nialistas que potencian una sociedad articulada en lo político en 
relaciones clientelistas, agrava la tensión. En ese nuevo contexto 
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político que marca el espacio de las relaciones entre SC y Estado, 
los actores internacionales pasan a desempeñar un importante pa-
pel. Veamos:

En primer lugar, los actores internacionales tienen su propia 
agenda que también movilizan hacia la SC y en la práctica termina 
condicionando el proceder de esta última.19 Esa agenda internacio-
nal tiene sus prioridades que no se identifican forzosamente con 
las agendas nacionales, allí donde opera la SC (el Estado/nación). 
Esto supone un desajuste entre agencias internacionales y socieda-
des civiles nacionales que solo puede ser resuelto en la práctica de 
cada caso, pero lo principal es que implica que las llamadas socie-
dades civiles deben finalmente ajustarse, al igual que los Estados, 
a un orden transnacional que pauta gran parte de sus agendas y 
termina estableciendo prioridades que son asumidas por los es-
tados/naciones y por sus propias sociedades. A veces esto resulta 
positivo, como en el caso dominicano ha sido la prioridad que las 
agencias europeas han dado al desarrollo fronterizo y a los dere-
chos humanos (Domínguez Brito, 2006; Lozano y Wooding, 2008). 
Pero puede que en muchos casos esos condicionamientos resulten 
perjudiciales. A esto se suma un fenómeno de creciente extensión 
e importancia, lo que Mary Kaldor ha denominado “la sociedad 
civil global” que traslada al plano global lo que era la capacidad de 
construcción ciudadana y demanda social de las sociedades civiles 
nacionales. Este es un nuevo fenómeno de gran importancia que 
ha estado acompañando las corrientes de la globalización y que 
en República Dominicana está teniendo sus efectos específicos. Por 
ejemplo, este es un componente fundamental para entender los 

19	 Al fin y al cabo la llamada institucionalización de la SC, proceso indiscu-
tiblemente positivo para el fortalecimiento de la vida ciudadana, tiene un 
costo social y político: implica que la sociedad civil acepta el ordenamien-
to de reglas del juego que impone el sistema jurídico-político controlado 
por el Estado, pero también tiene un componente social: la burocratiza-
ción de las entidades organizativas civiles supone un cuerpo de perso-
nas organizadas en pautas de gobierno interno, implica costos salariales 
y gastos administrativos; en fin, define un compromiso de la sociedad 
civil con el orden social. Para el vínculo especifico entre SC y proceso de 
globalización ver a Kaldor (2003). El debate más general de este complejo 
fenómeno puede verse en Cohen y Arato (2000). 
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éxitos de la SC dominicana en la defensa de los derechos de los 
dominicanos de origen haitiano, o de los trabajadores inmigran-
tes, ya que organizaciones civiles norteamericanas y europeas han 
asumido solidariamente la lucha de organizaciones civiles domi-
nicanas en ese campo. Las organizaciones locales dominicanas 
han logrado afianzar así capacidades transnacionales que de otra 
manera le hubiese sido poco menos que imposible motorizar. Y 
este tipo de situaciones ha adquirido un carácter general: se obser-
va en el caso de la emigración mexicana a Estados Unidos, de la 
población procedente del Magreb africano al sur de Europa, pero 
también se observa en organizaciones como Amnistía Internacio-
nal, o Green Peace. 

La otra cara de este mismo fenómeno es el hecho de que los 
programas de gobierno, apoyados por agencias y programas in-
ternacionales, tienen condicionantes que ponen frenos a la acción 
gubernamental para manejar recursos y, en consecuencia, para 
manipular la sociedad en función de los intereses de los partidos 
controlados por las élites políticas. Este tipo de fenómenos se ob-
serva en los rígidos controles de los programas cooperativos de 
la Unión Europea hacia el país, desde los gobiernos de Joaquín 
Balaguer a nuestros días (Domínguez Brito, 2006). En la práctica, 
lo importante es apreciar que en esta nueva realidad global y na-
cional la SC se ve envuelta en dos agendas: la propia de las élites 
políticas que controlan el Estado y la que disponen las agencias 
internacionales donantes. Lo que ha logrado esta nueva relación 
es que en muchos sentidos el poder del sistema de partidos sobre 
la ejecución de políticas públicas se debilite, pero por otro lado 
no puede negarse que ello ha fortalecido el poder de burocracias 
estatales que se encuentran limitadas —a su vez— por su depen-
dencia de la élite política que controla el poder.

Por otro lado, la SC se ha visto envuelta en procesos de buro-
cratización que en parte son el resultado de su involucramiento 
en la ejecución de programas sociales dirigidos y administrados 
por la burocracia de Estado o por agencias internacionales donan-
tes, pero son también el producto de un proceso más amplio de 
institucionalización que ha fortalecido la construcción de ciuda-
danía. Si bien esta situación introduce potencialmente una mayor 
transparencia en el manejo de recursos, tiende a fijar límites a la 
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acción de las organizaciones civiles, ahora actuando como ONG, 
en torno a cuestiones de alcance limitado en las esferas barriales, 
regionales o municipales, allí donde operan los programas. Muy 
lejos estamos en esos casos, de los años sesenta o setenta del siglo 
pasado, donde el movimiento social por definición representaba 
un espacio abierto conectado directamente al conflicto político. 
Pero, insisto, esto de suyo no constituye un factor limitante del 
potencial de la SC en la construcción democrática, lo único que 
indica es una realidad distinta. Entre otros de sus resultados, inde-
pendientemente del riesgo clientelar que esta nueva realidad im-
plica, con el involucramiento en programas puntuales de acción 
social, o reforma política, la SC ha pasado a presionar al Estado en 
espacios institucionales específicos y en la práctica ha fortalecido 
un nuevo espacio social de construcción ciudadana. La tensión así 
instaurada se ha desplazado de la lucha político/democrática al 
campo más específico de la presión clientelar del Estado versus la 
construcción de ciudadanía. Esto sería indicativo de que asistimos 
a una fase de consolidación democrática centrada en la afirmación 
del Estado de Derecho, pero cercada por una poderosa política 
clientelar desde el poder central.

De suyo esta es una situación difusa, poco visible directamen-
te a los sujetos sociales, pero reconocible por sus efectos: grupos 
sociales específicos tienen hoy una mayor conciencia de sus con-
diciones sociales, de los derechos que les asisten, como de las limi-
taciones que le impone un Estado y sistema político clientilizados; 
viejos problemas son hoy discutidos y objeto de luchas en la esfera 
pública, como los problemas de la desigualdad de género, la ne-
gación de derechos a minorías, la desnacionalización de que son 
objeto los dominicanos descendientes de inmigrantes haitianos; 
las comunidades locales han pasado a ser sujetos más proactivos 
en la esfera municipal; grupos ciudadanos se han “empoderado” 
de una agenda de sostenibilidad del desarrollo, con resultados 
concretos en la vida local, allí donde operan transnacionales que 
depredan y degradan la calidad ambiental, etc.

Esto es algo distinto a la protesta social “espontánea” que, 
como tal, ha caracterizado la acción de muchas organizaciones vin-
culadas a la izquierda, o que han operado de manera autónoma al 
movimiento político y a las propias organizaciones de la sociedad 
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civil en esos años. La presencia permanente de protestas sociales 
generalizadas en el país, en coexistencia con el debilitamiento del 
potencial de acción política de la llamada SC organizada, constituye 
en sí mismo un fenómeno que debe estudiarse, pues representa al 
fin y al cabo un tipo de acción o movimiento social difuso que hay 
que explicar. Mi planteamiento es que la protesta endémica y gene-
ralizada en el país, pero en espacios locales y ámbitos particulares, 
expresa una modalidad de diálogo y negociación permanente de la 
población con el Estado, en un contexto de baja institucionalización 
política y débil ciudadanía, de forma tal que por medio de ello la 
ciudadanía logra objetivos reformistas que a través de la política 
de partidos sería casi imposible producir. Asimismo, el Estado ha 
convertido estos fenómenos en un mecanismo informal de nego-
ciación por medio del cual controla el conflicto, que de otra forma 
se generalizaría, al tiempo que establece espacios de legitimación 
ante las comunidades. Este tipo de interpretación que aquí sugiero 
permite explicar razonablemente la coexistencia de la acción misma 
de protesta, la represión limitada que en la práctica produce el Es-
tado ante las mismas y el alto nivel de legitimación que mantiene la 
figura del Presidente de la República en medio de un clima de per-
manente cuestionamiento a la gestión de gobierno (Pérez y Artiles, 
1992; Álvarez et. al., 2010). 

Cerrando entonces la discusión, vale la pena retomar la 
preocupación inicial. Si bien es cierto que a finales de los ochenta 
del pasado siglo XX se agota un ciclo de protestas sociales, con sus 
correspondientes efectos en el campo organizativo de la SC y de la 
potenciación de movimientos sociales, entre los años noventa del 
pasado siglo XX y el inicio del siglo XXI, hay un declive de la ac-
ción participativa de la SC, acompañado de procesos de creciente 
institucionalización organizacional. En esta situación, la novedad 
de ese potencialmente nuevo ciclo de protestas asumiría caracte-
rísticas muy distintas a las propias de la etapa previa en el siglo 
XX. Entre otras: a) involucraría a una SC con un alto nivel de or-
ganización e institucionalización, b) la SC como movimiento ten-
dría un mayor margen de autonomía frente al sistema de partidos, 
sobre todo sus relaciones con el mismo parece que tenderían al 
acuerdo y el compromiso, a una alianza más formalizada y hori-
zontal, pero no al sometimiento y control por parte de los partidos 
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sobre la SC; c) pero implicaría el surgimiento de un poder efectivo 
de la burocracia de Estado y de los organismos internacionales 
sobre los programas que maneja la sociedad civil organizada; y, 
finalmente, d) parece estar indicando que esta nueva fase estaría 
claramente conectada a corrientes de la globalización que llevaría 
a los emergentes movimientos sociales y a la propia SC dominica-
na a una alianza complementaria con actores de la sociedad civil 
global (Kaldor, 2003; Tilly, 2010).
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Capítulo V
La izquierda latinoamericana en el poder

“… Basta con desplazar la mirada de la cuestión social al interior de cada 
Estado, de la que nació la izquierda en el siglo pasado, hacia la cuestión social 

internacional, para darse cuenta de que la izquierda no solo no ha concluido 
su propio camino, sino que apenas lo ha comenzado”.

Norberto Bobbio
Derecha e izquierda

El ascenso de Luiz Inácio “Lula” da Silva a la presidencia 
del gobierno de Brasil en octubre del 2002, abrió un con-
junto de expectativas a la izquierda, pues por el tamaño 

del país, la fuerza política del partido (PT) que lo llevó al poder, el 
indiscutible liderazgo brasileño en el MERCOSUR y su creciente 
importancia en la escena internacional, su llegada al poder abriga-
ba la posibilidad de que este triunfo político de la izquierda bra-
sileña fuera más que un hecho nacional y revelara una verdadera 
tendencia latinoamericana (Paramio, 2003). 

El ascenso de Tabaré Vázquez al poder en Uruguay (2004), la 
larga permanencia de Hugo Chávez en el poder (1999-2013), hasta 
su muerte, en Venezuela; el ascenso y su estabilización en el po-
der de los esposos Kirchner, en Argentina, durante dos períodos 
de gobierno consecutivos (2003-2007 con Ernesto Kirchner y 2007-
2015 con Cristina Fernandez de Kirchner) y la larga durabilidad 
de la concertación en el Chile post Pinochet como coalición go-
bernante, a lo que se une su vuelta al poder con Bachelet después 
del gobierno de la derecha con Piñera al frente, todo indicaba que 
el surgimiento de los gobiernos de izquierda constituía algo más 
que un hecho fortuito en la región y permitía sostener la hipótesis 
de una posible “reversión” de la escena política latinoamericana. 
Sin embago, la derrota peronista en Argentina y el ascenso al po-
der del centroderechista Macri, los serios problemas de goberna-
bilidad de Maduro en la Venezuela post Chávez, los problemas 
de legitimidad de Bachelet y la propia derrota de Evo Morales, 
de Bolivia, en el plebiscito de febrero del 2016, y el impeachment 
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a la presidenta Dilma Rousseff en Brasil, indican que hoy día la 
izquierda puede estar entrando en un ciclo de deterioro y crisis.

Esto plantea muchas interrogantes. Aquí me detendré en tres, 
como ejes centrales del análisis: ¿Quienes ascendieron realmen-
te al poder con estos partidos y coaliciones de izquierda? ¿Qué 
representan estos gobiernos: alianzas volátiles, movimientos na-
cional-populares, a las fuerzas sociales que emergen con la globa-
lización o a las que la globalización vulnera o margina? ¿Cuáles 
fueron finalmente las posibilidades de esos gobiernos de impul-
sar programas, si no revolucionarios, al menos reformadores en 
el campo de la lucha contra la exclusión social y la profundización 
de las conquistas democráticas?

1. ¿Cual izquierda?

Lo primero que debe desecharse es la polémica nominalista.1 Por 
esa ruta fácilmente puede convenirse en que, tras la caída del muro 
de Berlín, la disolución del campo socialista y el descentramiento 

1	 Para descartar malos entendidos, asumo con Bobbio (1998) que el criterio 
básico diferenciador de la izquierda y la derecha lo define la postura frente 
a la igualdad. Ser de izquierda entonces se define en lo esencial y para los 
fines de este trabajo como una postura que asume la defensa de la igualdad, 
lo que no debe confundirse con el igualitarismo (“todos somos iguales en 
todo y para todo”). Por tanto, esta postura entiende que la desigualdad 
es en lo básico un asunto social, no natural. De aquí el establecimiento 
de un programa donde lo central es, en la perspectiva social, la lucha 
por la igualdad de oportunidades y, por vía de consecuencia, la lucha 
contra todo tipo de exclusión social y económica y, agregó yo, en el plano 
político la defensa de un orden democrático no limitado a la competencia 
electoral, sino sostenido en la afirmación de la ciudadanía y el Estado de 
derecho. De esta forma, mientras para la derecha el criterio de asignación 
de recursos es en lo fundamental el mercado, para la izquierda lo es la 
sociedad, mientras para la derecha el criterio exclusivo de demarcación 
política lo es el de la democracia liberal, básicamente de tipo electoral 
y afirma sobre todo la ciudadanía política y civil, para la izquierda la 
democracia debe ir más allá y englobar una ciudadanía afirmativa en el 
ámbito de los derechos sociales, la defensa de minorías y la participación 
de la sociedad civil como actor legítimo en la escena política. 
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del marxismo como gran relato crítico de la modernidad tardía, la 
izquierda ya no existe. Podría argumentarse también lo contrario: la 
explosión nacionalista tras la globalización, el surgimiento de nue-
vos movimientos sociales, la unificación en tiempo real de la econo-
mía financiera a nivel mundial, el boom del comercio internacional: 
todo estaría revelando que las predicciones del viejo topo se confir-
man: el capitalismo se articula como una sola estructura y proceso 
mundiales, surgen movimientos antisistémicos a escala global y, en 
una palabra, la izquierda se fortalece, pese a que se diversifica y sus 
estructuras políticas tradicionales (partidos) se opacan y envilecen. 
Ninguna de estas posiciones extremas facilita la comprensión de los 
procesos políticos latinoamericanos en marcha.

El primer asunto que debemos tomar en consideración es la 
heterogeneidad de la izquierda y el cambio de su lugar histórico 
en la escena latinoamericana. La primera parte de mi aseveración 
no es nada nuevo. La puesta en escena de la izquierda socialista 
europea (en sus dos variantes la socialdemócrata y la propiamente 
bolchevique) estuvo de alguna forma vinculada a partidos obre-
ros, pues en parte se asumía al movimiento obrero como el sujeto 
histórico revolucionario por definición, en parte porque realmente 
fue el movimiento obrero el que artículó el primer y hasta ahora 
único movimiento, que en Occidente en gran medida forzó al ca-
pitalismo a la articulación de lo que se ha convenido en llamar “es-
tado de bienestar”, a un pacto social de enormes consecuencias ci-
vilizatorias. Pero en el hoy desaparecido campo socialista la clase 
obrera no fue la que subió al poder (si bien pudo haber ayudado 
a los bolcheviques a tomarlo), sino un aparato político que a nom-
bre de estos organizó el hoy fracasado experimento socialista con 
su secuela de autoritarismo, pero que si algo produjo fue la rápi-
da industrialización rusa y la apertura hacia Occidente de China. 
Pero ese movimiento y los actores políticos que lo protagonizaron 
no fueron nunca homogéneos. Hubo muchos marxismos, también 
muchas variantes del radicalismo bolchevique, como del socialis-
mo democrático y todos pueden calificarse como de izquierdas.2 

2	 Eric Hobsbawm (1981) demostró la heterogeneidad del movimiento 
marxista, como del propio movimiento socialista en su variante más 
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La novedad de la escena latinoamericana es que, salvo en paí-
ses como Argentina y Chile con su larga tradición socialista, Bo-
livia en el lado minero de la militancia izquierdista, quizás en el 
Perú de Mariátegui, pero a través de Haya de la Torre en el APRA, 
y otras contadas experiencias, la izquierda latinoamericana nunca 
logró movilizar al movimiento obrero y representarlo. En parte 
esto puede tener una explicación política, pero sobre todo deseo 
destacar su componente social: aquí se trataba de otro tipo de so-
ciedades muy distintas a las de Europa y Norteamérica. Los lla-
mados movimientos nacional-populares fueron los que más acer-
caron a los grupos de izquierda a una verdadera experiencia de 
movilización social de alcance de masas, y dichos movimientos 
nunca estuvieron realmente liderados por partidos obreros, so-
cialistas y mucho menos comunistas, sino por alianzas nacionales 
heterogéneas, donde ocupaban un lugar central la clase media, 
sectores burocráticos estatales empeñados en la búsqueda de un 
espacio nacional propio, militares e incluso empresarios nacio-
nalistas. Los ejemplos sobran, pero fueron estos movimientos los 
que con sus variantes nacionales sostuvieron la experiencia de la 
nacionalización del petróleo en México, la industrialización Ar-
gentina, e incluso la propia revolución cubana y la revolución 
sandinista tuvieron de alguna manera este formato heterogéneo, 
“policlasista”, para no hablar de la guerrilla que se sostuvo en el 
apoyo de la clase media radicalizada y en intelectuales surgidos 
de ella misma.

El otro componente del asunto es la disputa geopolítica que 
esta vez sí convirtió a la izquierda en un “peligroso actor” que 
de suyo no representaba ese gran peligro, al menos si leemos el 
asunto, como dije arriba, desde la perspectiva de su capacidad de 
representación social. Fue esto y no otra cosa lo que convirtió a la 
revolución cubana, como primera revolución socialista en Latino-
américa, en un referente universal de toda la izquierda latinoame-
ricana, fue la disputa geopolítica la que por otro lado cercenó las 
posibilidades de una revolución nacionalista como fue el caso de 

radical, como un componente del propio desarrollo del marxismo como 
movimiento y como proyecto teórico-político. 
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la Nicaragua Sandinista. Tan es así que desaparecida la disputa 
este-oeste el surgimiento del zapatismo en México, (coetáneo del 
TLC México-Estados Unidos-Canadá), hoy nadie en Washington 
se preocupa de ese movimiento y a nadie molesta el asunto en 
México, sobre todo en Los Pinos.

Pero el fin de la guerra fría y la globalización cambiaron todo 
esto. El componente geopolítico, a través del cual Washington mi-
raba a la izquierda latinoamericana, fue sustituido por una nue-
va mirada económica y política. La unipolaridad hegemónica en 
lo militar abrió otra agenda económica: la del libre comercio, la 
del poder del mercado; mientras, el predominio del liberalismo 
afirmó una agenda democrática. Ambas se reflejaron en el Estado 
y en las economías de la región: de un lado el llamado Consenso 
de Washington impuso una agenda de reformas económicas cuyos 
ejes centrales eran simples: reducción del Estado, apertura de la 
economía y estabilización macroeconómica. Por otro lado, en la 
nueva situación los mismos actores hegemónicos se interesaron 
en fortalecer un esquema democrático competitivo, al menos en 
términos electorales.3

3	 Hay que tomar en serio el cambio de la política norteamericana hacia 
los gobiernos latinoamericanos en materia de democracia. Este giro 
de la política norteamericana ha sido determinante en la transición a 
la democracia en países como República Dominicana y Haití y no ha 
planteado obstáculos al ascenso al poder de las opciones de izquierda 
del Cono Sur. Más aún, en el caso de Brasil, la administración Bush con 
todo y no ver naturalmente con agrado el triunfo de Lula, definió una 
política de entendimiento y no confrontación hacia su gobierno, lo que 
fue profundizado por la administración Obama. Esto no quiere decir 
que en el caso de la administración republicana no continuó prefiriendo 
gobiernos conservadores, o que Obama no prohijara a su vez en muchas 
situaciones opciones poco calificables como “democráticas”, lo único 
que demuestra es que en la presente coyuntura mundial, al menos para 
Latinoamérica, la democracia electoral define un condicionamiento 
importante de la política exterior norteamericana, que en nuestro caso abre 
un campo de posibilidades a la izquierda que asuma los procedimientos 
democráticos. El giro liberal de la política Obama hacia la región fortalece 
este argumento, de lo contrario no podríamos comprender la decisión 
norteamericana, y particularmente del Presidente Obama, de apertura 
hacia Cuba. Véase a Jorge Domínguez (2010) y Mark Weisbrot (2011). 
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La globalización hizo otro tanto, modificando el lugar de la 
región en el sistema mundial, abriendo sus economías, imponien-
do el dominio del capital financiero en la lógica de articulación 
con el sistema mundial y quizás lo que es más importante, trans-
formando la organización social misma. Ahora Latinoamérica 
surgía como un continente esencialmente urbano, dominado por 
una dinámica economía de servicios, con un Estado en crisis y 
con menor poder de intervención en la sociedad, una nueva clase 
media profundamente integrada al ideal del american way of life, 
en medio de una mayor desigualdad, aumento de la pobreza y en 
general deterioro del nivel de vida de la población. Esto transfor-
mó no solo la agenda sino también el lugar de los actores políticos, 
y naturalmente el espacio mismo que ocupaba, o podía llegar a 
ocupar, la propia izquierda.

La ya débil conexión con el mundo obrero se transformó y en 
su defecto surgieron nuevos movimientos sociales y expresiones 
organizativas del complejo mundo laboral. Pasadas las transicio-
nes posautoritarias en los finales de los setentas y los años ochenta, 
con el telón de fondo de la década perdida y tras el fortalecimien-
to de la democracia electoral en la región, a finales de los noven-
ta quedó en evidencia la precariedad de la agenda democrática: 
déficits institucionales que fortalecían el manejo neopatrimonial 
del Estado y daban fuerza al clientelismo político como mecanis-
mo formador de lealtades e incluso de legitimidades políticas. En 
este esquema político, una sociedad civil débil no solo fortalecía 
el presidencialismo autoritario y las alianzas electorales volátiles, 
afirmaba sobre todo un déficit ciudadano patente en ámbitos di-
versos (PNUD, 2004). Lo que quizás tenga mayor importancia fue 
la pérdida de centralidad del Estado en la economía y como espa-
cio articulador de los pactos políticos, la creciente autonomización 
de la sociedad civil del liderazgo hegemónico de los partidos y 
con ello el fortalecimiento de nuevos movimientos sociales, y en 
medida no menos importante, el fortalecimiento de una cultura 
democrática en una sociedad abierta, permanentemente expuesta 
a los medios de comunicación. En una palabra se transformó lo 
que Garretón ha llamado la matriz sociopolítica (1991 y 1995). 

En este marco, es natural que los actores sociopolíticos, so-
bre todo los partidos, se hayan transformado, específicamente la 
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propia izquierda. Simplificando demasiado las cosas, me atreve-
ría a sostener que en América Latina desde finales de los noventa 
podemos reconocer al menos tres grandes categorías de movi-
mientos políticos de izquierda:

La izquierda fundamentalista. Esta izquierda mantiene la pers-
pectiva del choque frontal, acepta la democracia no como un mar-
co civilizatorio de la convivencia política, sino como un medio 
para ganar espacio de masas. Rechaza la globalización por enten-
derla que representa la versión contemporánea del imperialismo. 
Hubo, si se quiere, al menos dos versiones de esta izquierda en el 
pasado reciente (me refiero a los años noventa): la de organiza-
ciones como el FMLN en El Salvador, sobre todo de sus sectores 
radicalizados como el liderado por Chafik Handal, más cercano a 
la tradición de los partidos comunistas en sus versiones de la gue-
rra fría y una versión, más acorde con los tiempos, cercana a los 
nuevos movimientos sociales, tal es el caso —paradójicamente—
del zapatismo en México y su Sub Comandante Marcos: hijo de la 
posmodernidad, socialista y, sin embargo, demócrata radical. 

La izquierda populista. Esta variante acepta los riesgos de la glo-
balización, asume la democracia, pero no se compromete demasia-
do con las implicaciones de tipo institucional que de ello se deriva 
(espacio libre para la crítica publica, fortalecimiento del Estado de 
derecho, defensa del pluralismo y respeto a las minorías). Se sos-
tiene en un conjunto heterogéneo de fuerzas sociales, como en los 
viejos movimientos nacional-populares, pero lo hace de cara a la 
política mediática dominante, como son los casos de Ecuador y de 
Bolivia. Lo esencial aquí es que esta izquierda cuando alcanza el 
poder o participa del mismo sostiene una política clientelista en su 
vínculo con las masas, o, más propiamente, con sus electorados, 
así como un manejo neopatrimonial del Estado, allí donde alcanza 
el poder. El mejor ejemplo de esto fue Chávez en Venezuela.4 El 
caso de Rafael Correa en Ecuador entra en este marco, al igual que 
el populismo nacionalista y radical de Evo Morales en Bolivia, el 

4	 En este sentido sin la renta petrolera difícilmente Chávez hubiese 
sobrevivido en el poder, tras el golpe militar y la coyuntura del referéndum 
revocatorio.
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cual en la medida en que se afirmaba en el poder asumía una ac-
titud realista respecto a los Estados Unidos y a su vecino chileno 
en torno al tema del acceso al Océano Pacífico. De alguna forma 
el sandinismo cabe dentro de esta categoría, pero no el de hoy, 
con Ortega al frente como autócrata de nuevo tipo, cuyo gobierno 
se asemeja más a un régimen autoritario y clientelista que a una 
experiencia nacional-popular, como también la experiencia kirch-
nerista en Argentina.

La izquierda reformadora.5 Esta variante apuesta por la democra-
cia, se decide por aceptar los riesgos de la globalización y entiende 
que la lucha contra la exclusión social debe evitar el choque fron-
tal con la derecha conservadora. Acepta el programa de reformas 
económicas neoliberal, al tiempo que reconoce sus limitaciones en 
el campo social y en este ámbito da pasos tímidos por un progra-
ma social de cara a la pobreza y la exclusión. El principal ejemplo 
de esta izquierda es la concertación en Chile, pero también lo es 
el PT en Brasil, en las experiencias de gobierno de Lula y Dilma 
Rousseff. En ese sentido, puede incluirse al gobierno de Kirchner 
en Argentina, y las experiencias de gobierno de Tabaré Vázquez, 
como la de José (Pepe) Mujica, en Uruguay.

5	I ntroduzco la expresión “izquierda reformadora” para distinguir lo que 
fue la disputa entre reforma y revolución que escindió al movimiento 
socialista alemán y en general europeo, de los retos de la globalización 
hoy día y las opciones de izquierda. La disputa al interior de la 
socialdemocracia alemana en muchos sentidos fue un choque de métodos 
y estrategias, y en menor medida de concepciones. Lo que distinguía a 
Kautsky de Liebknecht, o de Rosa Luxemburgo, no era el asunto de la 
democracia (aunque al interior de las organizaciones socialdemócratas 
este debate se planteó), sino el método y en consecuencia la evaluación 
de los tiempos de la revolución. Hoy día la izquierda moderna acepta el 
imperativo del mercado, pero entiende que este no debe ni puede pautar 
la organización de la sociedad, pero sobre todo asume al Estado como el 
espacio que debe establecer la normativa reguladora de su movimiento 
ciego y debe proteger a la sociedad de sus consecuencias perversas. 
De aquí el papel que en el debate contemporáneo tiene la batalla por 
la democracia, de aquí el rol activo que se le asigna a la sociedad en su 
autonomía de la política partidaria. 
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En esta tipología hay puntos comunes y profundos desacuer-
dos. Por lo pronto, es evidente el rechazo a las consecuencias que, 
en el plano social, han tenido los procesos de apertura económica 
impulsados por el Consenso de Washington. También comparte la 
preocupación por la pobreza y los procesos de exclusión social. 
Sin embargo, en determinados ámbitos políticos de izquierdas 
en su vertiente fundamentalista hay un sesgo igualitarista que no 
acepta que lo central es la igualdad de oportunidades, tanto en el 
ámbito del mercado como en el social. Pero la demarcación central 
se define, a mi juicio, en el ámbito político, pues mientras el fun-
damentalismo de izquierda asume la democracia como un medio, 
y el populismo izquierdista no defiende la democracia en térmi-
nos de las instituciones que caracterizan a dicho régimen, solo la 
izquierda reformadora sostiene una perspectiva de la democracia 
como un compromiso institucional y ciudadano.

2 ¿Qué representa la izquierda latinoamericana  
en el poder?

El triunfo del PT y la llegada a la presidencia de Lula en Brasil 
generaron grandes expectativas en la izquierda latinoamericana, 
lo que se reforzó con los triunfos de la izquierda en Uruguay, Ar-
gentina, Bolivia y Ecuador. Pero los causales de los gobiernos de 
izquierda, tanto los que ya han salido del poder, como los que 
aún permanecen en el mismo,6 son muy diversos: el acuerdo de 
transición post dictadura en Chile, la fortaleza del PT desde el sin-
dicalismo, a los gobiernos locales y estatales en Brasil, la alianza 

6	 Podría decirse que estos gobiernos cubren un espectro muy amplio: 
Venezuela (Chávez y Maduro) Brasil (Lula y Rousseff), Chile (Lagos y 
Bachelet), Argentina (Ernesto y Cristina Kirchner), Ecuador (Gutiérrez y 
Correa), Uruguay (Vázquez y Mujica). Hay también muchas experiencias 
de gobiernos locales en manos de la izquierda, la principal de las cuales 
ha sido la del gobierno de la ciudad de México con López Obrador 
antiguo líder del Partido de la Revolución Democrática (PRD) y hoy líder 
del Movimiento de Renovación Nacional (MORENA).
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del frente amplio en Uruguay, el deterioro del sistema de partidos 
tradicionales en Venezuela, la crisis del partidarismo populista 
en Ecuador: todos definen situaciones muy distintas. Cuando se 
habla entonces de auge de la izquierda, el mismo no obedece úni-
camente al descontento de masas con los programas neoliberales, 
aunque este sea un aspecto central y determinante. Esto tiene que 
ver con procesos políticos más profundos. Si esto es así, no puede 
hablarse tampoco de un común espacio de sostenibilidad de estos 
gobiernos, pues las experiencias y situaciones nacionales son muy 
heterogéneas.7

A diferencia de casos, como el tradicional Partido Socialista 
chileno, o el peronismo argentino, en un contexto donde los acto-
res políticos no tienen referentes sociales organizados por lealtades 
ideológicas y donde los proyectos nacional-populares no ocupan 
más un rol movilizador del cambio social y las estrategias de desa-
rrollo, es difícil que un partido o una coalición de ellos pueda recla-
mar la representación limpia de un determinado grupo o clase so-
cial. Esto no es un asunto de exclusivo tinte latinoamericano, pasa 
con la política moderna en general, la cual se motoriza en gran 
medida por preocupaciones de corto plazo y grandes esfuerzos 

7	 Véase a Ludolfo Paramio (2003 y 2009) donde el eje del análisis es la 
cambiante dinámica de los mercados electorales latinoamericanos en su 
relación con los fracasos de los programas de ajuste, las privatizaciones y 
en general la política neoliberal. En esta óptica, en gran medida el ascenso 
de la izquierda al poder se explica fundamentalmente por la desilusión 
del electorado latinoamericano ante los gobiernos que han sostenido estos 
programas. Sin discutir el asunto con mayor profundidad, asumiendo 
como cierto este enfoque, es claro que el mismo explica una parte del 
asunto, puesto que en Chile la concertación en los gobiernos de Frei y de 
Lagos asumieron desde el principio la lógica de la apertura y el propio 
Lula, ya desde la campaña contra Serra, sobre todo al final de la misma, 
dio garantías al capital financiero de que seguiría una política ortodoxa en 
materia económica, sobre todo fiscal. Sin embargo, la larga permanencia 
de gobiernos de izquierda obliga a ampliar el marco explicativo, en casos 
como los de Evo Morales en Bolivia, Correa en Ecuador y el PT en Brasil 
(Lula y Dilma Rousseff). Tras la muerte de Chávez en Venezuela estamos 
obligados a reconocer el giro autoritario del presidente Maduro y en 
general del ejercicio del poder en el post chavismo, donde la fuerza del 
militarismo permea toda la estructura estatal. 
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mediáticos. Esto en el caso de la región latinoamericana simple-
mente afirma que la política concreta está obligada a la búsqueda 
de apoyos socialmente heterogéneos, y en consecuencia al esta-
blecimiento de compromisos inestables. El hoy olvidado gobierno 
de F. H. Cardoso en Brasil fue un ejemplo exitoso de esta realidad, 
con la salvedad de que el Presidente sí tenía una visión de largo 
plazo. Lo mismo podría decirse de las experiencias del PT en Bra-
sil, tanto con Lula en el poder y los gobiernos de Dilma Rousseff, 
hasta su salida del mismo en el 2016. El caso de la experiencia de 
la Concertación chilena cabe también en este caso. Los casos inver-
sos son los de Chávez en Venezuela y Correa en Ecuador. 

En el caso de la Venezuela de Chávez, sus éxitos electorales 
condujeron a la división de la sociedad y al cierre de un espacio 
de diálogo con la oposición política, tanto de centro conservador 
como de centro izquierda, que diera paso al elemento quizás cen-
tral de la democracia: la concertación no solo de mayorías, sino 
más bien al convencimiento de la gente en la viabilidad de las 
propuestas. La incapacidad de Chávez para buscar un espacio de 
entendimiento con el empresariado y con la clase media y un am-
plio sector popular, le bloqueó a su clara mayoría el potencial de 
consenso necesario para afirmar la democracia. Su sucesor, Nico-
lás Maduro, simplemente ha reiterado hasta el absurdo esta línea 
de confrontación del chavismo, olvidando su parte conciliadora. 
En el caso de Ecuador, la alianza que condujo a Gutiérrez al poder, 
de por sí precaria, pronto se rompió por el lado del movimiento 
indigenista que le apoyaba. En cambio Correa, si bien ha recibido 
apoyos del movimiento indígena ecuatoriano, esto no ha sido un 
cheque en blanco, sino un espacio de tensa cooperación, siendo 
la base social del presidente el elemento popular urbano de Gua-
yaquil y Quito. Al decir de autores como de la Torre (2013), con 
Correa asistimos a una experiencia populista con un alto compo-
nente tecnocrático. 

La destitución del Presidente Gutiérrez de su cargo por el 
Congreso, su exilio en la embajada del Brasil en Quito y su susti-
tución por el Vicepresidente Palacio, revelan dramáticamente los 
límites del populismo de izquierda. Sin una base de poder soste-
nido en el sistema de partidos, con el apoyo del movimiento indi-
genista y el propio ejército, la llegada al poder de Gutiérrez desde 
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el principio se sostuvo en un equilibrio muy precario, pero sobre 
todo reveló serias limitaciones, una vez el movimiento indígena 
rompió con el gobierno y este pasó a una política de búsqueda de 
aliados en el sistema tradicional de partidos. Las acciones autori-
tarias de Gutiérrez pasaron así a ser componentes de su acelerado 
aislamiento. Cuando el presidente decidió disolver la Suprema 
Corte de Justicia y la propia clase política —representada por el 
Congreso— decidió no darle apoyo en esta acción, su suerte que-
dó sellada. Lo único que faltaba era que el ejército lo dejara solo, y 
así lo hizo, dándole carta abierta en la práctica al Congreso para su 
destitución. De esta forma si la presión del movimiento social hizo 
estallar al gobierno de Gutiérrez, lo fue porque la clase política y 
el propio ejército le dieron simplemente la espalda y la propia ins-
titucionalidad democrática del país era precaria. De nuevo la per-
petua fragilidad del sistema político ecuatoriano hizo estallar un 
gobierno cuyo discurso izquierdizante muy rápidamente quedó 
en la práctica sin referentes sociales y políticos. En los dos casos, 
el de Chávez en Venezuela y el de Gutiérrez en Ecuador, se revela 
con dramatismo que la simple construcción de mayorías no con-
duce a la gobernanza democrática. 

La llegada al poder de Rafael Correa no puede verse despren-
dida de esa tradición. No olvidemos que su ingreso al tren guber-
namental fue como ministro de hacienda del sucesor de Gutiérrez, 
quien fuera vicepresidente del primero y le sustituyó tras su caí-
da, Alfredo Palacio. Los éxitos de Correa comenzaron a cosecharse 
ya en su cargo como ministro, precisamente a consecuencia de su 
postura contra el FMI, y la posibilidad de un acuerdo de libre co-
mercio con los EE.UU. Labró así la suficiente popularidad como 
para en el 2006 anunciar su candidatura a la presidencia con el 
apoyo de un núcleo de intelectuales de izquierda y de un amplio 
concierto de fuerzas políticas, desde Pachakutik, que representa-
ba a los intereses indígenas, hasta el pequeño Partido Comunista 
del Ecuador. Correa derrotó a Noboa en segunda vuelta, siendo 
reelecto en el 2009 y luego en el 2013. Se apoyó en la propuesta del 
llamado “socialismo del siglo XXI” que había diseñado Chávez, e 
impulsó en el plano interno importantes reformas en principo ins-
piradas en la revolución liberal del siglo XIX, ocurrida en el Ecua-
dor, aunque sus reformas no violentaron nunca un cierto canon 
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económico más o menos ortodoxo, tecnocrático al decir de De la 
Torre (2013). Su radicalismo lo condujo a un discurso antiimperia-
lista en un estilo populista, asociado estrechamente a la propuesta 
del ALBA que impulsaba Caracas e integrado a UNASUR. En el 
marco de la fragmentación política característica del Ecuador, el 
populismo de ascendiente nacionalista y antiimperialista de Co-
rrea afirmó un liderazgo vertical que le hizo entrar en contradic-
ciones con numerosos actores políticos, aunque su popularidad se 
mantuvo. 

El ascenso de Lula al poder es diferente. Brasil es quizás el úni-
co país latinoamericano que completó el proceso de sustitución 
de importaciones, lo cual dio base al nacimiento de una clase tra-
bajadora moderna y organizada y con gran poder. Esto se tradujo 
en un movimiento sindical fuerte en sectores industriales como el 
automovilístico y en determinadas zonas, como el Gran Sao Pau-
lo. El nacimiento del PT es el producto de esta fortaleza del sindi-
calismo obrero, pero también de la existencia de una masiva clase 
trabajadora y una intelectualidad muy vinculada a movimientos 
sociales activos. Hoy el PT, pese a su evidente crisis, continúa sien-
do la organización política brasileña de mayor presencia nacional 
después del PMDB, en medio de una tradición de fragmentación 
de las expresiones políticas, donde las realidades estatales arro-
pan la realidad federal en múltiples aspectos, de lo cual devie-
ne un sistema de partidos con difíciles capacidades de expresión 
nacional, una gran fragmentación de lealtades, de acuerdo a las 
realidades estaduales y regionales y, en consecuencia, una tradi-
ción de negociaciones permanentes, alianzas complejas y múlti-
ples compromisos, que definen la política brasileña de modo muy 
distinto a la tradición latinoamericana (Singer, 2012).

La larga duración de la dictadura de Pinochet con su secue-
la de barbarie y crímenes, así como su revolución conservadora, 
la “gran transformación” la han llamado dos autores socialistas 
(Martínez y Díaz, 1996), si bien cambiaron la escena chilena, no 
liquidó a los partidos tradicionales del período anterior, tanto por 
el lado del socialismo, de la democracia cristiana y el pequeño 
partido radical, como del propio partido comunista. 

Lo que el exilio y la resistencia interna a la dictadura enseña-
ron fue la necesidad del acuerdo y el compromiso como medios 
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necesarios no solo para salir de la dictadura, sino sobre todo para 
sostener luego el ejercicio democrático. Esto tuvo costos muy al-
tos, al punto de que obligó a todas las fuerzas políticas a moverse 
hacia el centro, y cuando esto ocurre, como ha señalado Bobbio, 
simplemente indica que la izquierda se ha tenido que mover un 
poco a la derecha, al tiempo que esta última lo ha tenido que hacer 
a la izquierda. El producto de esto ha sido la larga permanencia 
de la concertación como alianza política estable en el ejercicio del 
poder por doce años ininterrumpidos, con el breve intervalo del 
gobierno de Piñera.

En el 2010, Sebastián Piñera llega al poder en Chile en un con-
texto trágico, con el terremoto ocurrido ese año. De todos modos, 
pese a los conflictos que se le presentaron en su gobierno, sobre 
todo al principio del mismo, el gobierno de Piñera no implicó 
ningún giro radical a la política implantada por la Concertación 
en materia macroeconómica y fiscal. Incluso analistas sostienen 
que Piñera en cierto modo lo que hizo fue aplicar un programa de 
centroderecha conservador, pero modernizante, en la orientación 
general que la propia Concertación había trazado. Aunque esto 
no sea completamente cierto, lo que sí es evidente es el hecho de 
que el gobierno de Piñera no implicó ninguna medida de radical 
rechazo a las orientaciones de política económica de la Concerta-
ción. Realmente lo que esto implica es que en Chile se ha impuesto 
una democracia de centro, la cual si bien no ha podido enfrentar 
las tendencias concentradoras del ingreso en el marco del proceso 
de crecimiento económico chileno, que sí ha reducido significati-
vamente la pobreza, le ha asegurado estabilidad política. Fue en 
esas condiciones que Bachelet regresó de nuevo al poder en marzo 
del 2014.

Fueron las condiciones políticas internas las que en Chile obli-
garon a la izquierda socialista, como al centro democristiano, a unir 
sus fuerzas, siendo la necesidad de fortalecimiento de la democra-
cia el eje que ha mantenido la alianza. Las presiones de la globaliza-
ción, la apertura de la economía, el dinamismo de su sector externo 
y en general el surgimiento de un empresariado moderno y com-
petitivo, no deben verse como el simple resultado de las presiones 
foráneas o la seca consecuencia de la globalización y el giro de la 
geopolítica norteamericana. El Chile democrático representa más 
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que eso: la posibilidad de que en el contexto de la globalización se 
abra la doble vía de una salida sostenible de la democracia y la in-
serción exitosa en el escenario económico mundial. Sin embargo, 
hoy día surgen nuevos problemas en la sociedad chilena, los que 
van desde la apatía por la política, el descreimiento de la juventud 
en la participación en los problemas de la vida pública, hasta ten-
siones limítrofes con los vecinos andinos, todos problemas que ya 
las sociedades occidentales más modernas los padecen desde hace 
años, hasta llegar al ahondamiento de la desigualdad social, pese 
a la efectividad de los programas de combate a la pobreza.

De esta forma, los gobiernos de centroizquierda (lo que lla-
mo la izquierda reformadora) en Chile constituyen un complejo 
producto de la previa revolución conservadora de la dictadura 
pinochetista, la conservación de una larga tradición de grandes 
partidos que sobrevivió a la dictadura, como también el éxito re-
lativo de las políticas de estabilización macroeconómica de los go-
biernos de la Concertación, en particular sus reformas sociales y 
sobre todo el sostenimiento de un empresariado moderno y una 
clase política con gran capacidad de sostenimiento de acuerdos y 
compromisos estables.

El caso del PT en el poder es distinto. Hay que señalar en pri-
mer lugar la experiencia de ese partido a nivel local y estatal, como 
también ponderar los propios éxitos del gobierno de Cardoso, que 
en el plano de las estrategias de estabilidad macroeconómica y po-
lítica fiscal mantuvo al PT en el poder y a Lula en particular. A esto 
se une el convencimiento de la cúpula del PT de la necesidad de 
una solución de compromiso que permitiera su acceso al poder. 

En los dos casos sin embargo hay muchos elementos coinci-
dentes. En ambos casos, los actores políticos al frente de los go-
biernos asumen las limitaciones y constreñimientos del contexto 
de la globalización, como del marco político de la post Guerra Fría. 
En un plano concreto la concertación chilena y el PT brasileño han 
girado hacia el centro para poder precisamente asumir principios 
básicos de la izquierda histórica, resumidos en la cuestión de la 
exclusión social. Pero al hacerlo han sido obligados a asumir un 
programa de apertura y competitividad, parte del credo conser-
vador. En palabras de Touraine, han asumido la única alternativa 
posible en la región: hacer suyo un programa de centroderecha 
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para sostener la democracia y dar pie a reformas que solo en el 
plazo mediato podrían dar frutos en la lucha contra la exclusión 
social.

3. Más allá de la coyuntura neoliberal

La izquierda hoy es heterogénea, representando un conjunto 
diverso de agregados sociales. Hay sin embargo algo más: hoy 
día no existe un referente (o sujeto) totalizador en torno al cual 
se nuclee un proyecto histórico único. El sujeto unificador de los 
movimientos sociales no existe más. La política en este contexto ya 
no tiene referente único o bipolar y ningún movimiento (partido 
u otro tipo de espacio político organizado) puede aspirar a repre-
sentar la complejidad de subjetividades sociales de raíz popular o 
laboral. De aquí el espacio ganado por la sociedad civil y los lla-
mados nuevos movimientos sociales; de aquí la recomposición del 
lugar de los partidos en la estructura sociopolítica y sobre todo, la 
rearticulación de sus lazos con el Estado.

Este enfoque al menos ayuda a entender la diversidad de expre-
siones de la izquierda, sobre todo permite reconocer los límites que 
a la propia acción de izquierda se le imponen en el presente contex-
to: de un lado, la fuerza del neoliberalismo como discurso ideológi-
co conservador; por otro lado la propia debilidad de instituciones 
centrales del orden social, como el Estado, y sobre todo la recompo-
sición social y económica que ha impuesto la globalización.

La novedad del punto es que en el marco del descontento con 
las propuestas neoliberales y la apertura de las economías latinoa-
mericanas, no llegan al poder las expresiones fundamentalistas de 
izquierda, sino las variantes populistas y reformistas. La primera 
variante es la que ofrece mayores resistencias aparentes al “forma-
to” neoliberal de la apertura económica, las privatizaciones y en 
general la fuerza de los mercados, pero son las últimas las que no 
solo han llegado al poder, sino las que han demostrado posibili-
dad de permanencia en el mismo y mayor eficacia en impulsar una 
agenda (aunque mínima) que enfrente la exclusión y la pobreza. 
Naturalmente, la excepción fue Chávez, pero la estrategia de cho-
que frontal y división de la sociedad en bloques que caracterizó a 
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su gobierno, y al de su continuador Maduro, tiene escasas posi-
bilidades de diálogo y acuerdo con el resto de la sociedad, sobre 
todo sus reales o supuestas conquistas se hacen poco sostenibles a 
futuro. En un sentido opuesto la sostenibilidad de las conquistas 
reformistas de la izquierda como en Chile, al apoyarse en un es-
quema de equilibrio de compromisos, forzados a otorgar amplias 
concesiones al centro conservador, ciertamente involucra a la de-
recha y con ello gana un espacio real para sostener conquistas y 
reformas más allá de la coyuntura electoral, pero también es cierto 
que esa izquierda, precisamente por esas limitaciones no puede 
avanzar mucho en las reformas sociales, lo que tiende a socavar 
su legitimidad de masas, específicamente electoral.8 Pero la ironía 
de Touraine no se marchita por eso: en Latinoamérica se impone 
la reforma y con ello el acuerdo inteligente.

Esto abre la posibilidad de que la izquierda en el poder defina 
un proyecto sostenible, lo cual implica asumir con realismo el con-
dicionamiento de la globalización, no como “variable exógena”, 
al estilo de la dependencia, que se le impone a la periferia, sino 
como contexto mundial en el cual los países en desarrollo se mue-
ven. Esto supone asumir el reto de la competitividad, la apertura 
de las economías y la lógica de los mercados. Para hacerlo habrá 
que abandonar los enfoques aislacionistas y radicalmente estado-
céntricos. Ello implica asumir con realismo no solo la geopolítica 
global y —en este marco— la presencia de Estados Unidos como 

8	 En el mediano plazo es aquí que se encuentran las posibilidades de la 
derecha chilena: apoyada en las conquistas ganadas por la izquierda, el 
discurso populista de personalidades como Lavin no le impidió mantener 
su formato conservador, pero fue Piñera quien desde la derecha logró 
derrotar a la concertación en un proyecto de derecha, aunque al respecto 
debe decirse que su contrincante no era un buen candidato (Frei hijo) 
y el discurso de Piñera asumía muchos de los puntos del programa de 
la Concertación. Este discurso de la derecha permea no solo a la clase 
media sino incluso a los grupos populares mismos. En cualquier caso, 
las conquistas democráticas alcanzadas en Chile le ha permitido a la 
Concertación, aún estando fuera del Poder Ejecutivo, mantenerse como 
fuerza central de la escena política chilena, al punto de que en el 2014 
pudo regresar al poder después de Piñera, con la Señora Bachelet como 
nueva Presidenta del país. 
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el polo hegemónico en la región, sino también la geoeconomía y 
la política de bloques. En este último contexto los gobiernos de 
izquierda tienen muchas posibilidades de avanzar en la perspec-
tiva de una mirada latinoamericana común, capaz de negociar y 
fortalecer un nuevo esquema de relaciones con Estados Unidos y 
Europa. Las posibilidades de MERCOSUR saltan a la vista, aun-
que el camino esté lleno de escollos. 

Si bien es cierto que el programa neoliberal9 en el que se ha 
sostenido la estrategia de las agencias multilaterales, como el FMI 
y el Banco Mundial (BM), ha fracasado en su diseño general, hoy 
día no se tiene un programa alternativo capaz de generar un nue-
vo consenso global distinto y alternativo al de Washington.10 En 
la búsqueda de esa alternativa los gobiernos de izquierda pueden 
y deben desempeñar un rol de primer orden. Pero para ello los 

9	 El propio BM ha aceptado que los programas privatizadores no han tenido 
la eficacia que se esperaba, sobre todo en materias como la energética, y 
otros en los que sí han funcionado como en la administración de carreteras 
han tenido costos altos para los usuarios. El BM ha defendido incluso que 
en este ámbito en determinados casos es posible una mayor eficacia de 
la gestión pública que la privada. Esto implica reconocer un relativo giro 
del enfoque, pues en el fondo admite que la lógica del mercado por sí 
sola no resuelve los problemas de la gerencia macroeconómica e implica 
la acentuación del elemento institucional y social en la definición de 
políticas macroeconómicas. El FMI, a su manera, ha tenido que admitir 
el fracaso de su estrategia en Argentina, flexibilizando su posición en los 
programas de ajuste que sucedieron a de la Rúa, lo mismo ha ocurrido en 
República Dominicana, si se comparan las exigencias de los programas 
de ajuste de los años ochenta con programas de ajuste como el del 2005 y 
en general la flexibilización de su política de prestamos (Banco Mundial, 
1997; Banco Mundial y Banco Interamericano de Desarrollo, 2006).

10	 Joseph Stiglitz (2002 y 2004), por ejemplo, ha planteado duras críticas al 
programa neoliberal del Consenso de Washington, pero las mismas tampoco 
definen una alternativa clara al neoliberalismo hegemónico, no porque 
carezcan dichas críticas de racionalidad y argumentos convincentes, 
sino por la heterogeneidad de situaciones políticas en las que tendría 
que implementarse el argumento básico: recuperar el rol regulador del 
Estado, dimensionar la cuestión social en la racionalidad de las estrategias 
macroeconómicas, definir espacios nacionales, regionales y globales 
defensivos frente a la volatilidad del capital financiero. 
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esfuerzos del regionalismo abierto deben avanzar en programas 
reales y efectivos de integración o acuerdos subregionales, defi-
niendo consensos políticos comunes frente a las esferas de los po-
deres hegemónicos, tanto en lo que tiene que ver con los tratados 
de libre comercio como se negocia hoy con Estados Unidos, Eu-
ropa y los países de la Cuenca del Pacífico, como en lo referente 
a las complejidades de la agenda de seguridad y desarrollo social 
en la región.

Mientras esto no ocurra será muy difícil estructurar progra-
mas sociales que combatan la exclusión y la pobreza sin condicio-
namientos geoeconómicos, como los de la volatilidad del capital 
financiero internacional y los programas de ajuste. Esto implicará 
reconocer que dichos programas requieren, además de estas po-
sibilidades económicas, de esquemas realmente distributivos del 
ingreso y de una mayor participación ciudadana en el ejercicio de 
la política. Y esto conduce al reconocimiento del marco político de 
la gestión gubernamental de la izquierda. Si algo define esta tarea 
es el hecho de que la democracia latinoamericana es hoy día una 
tarea inconclusa que debe ser completada, siendo su ruta la de la 
construcción de la ciudadanía que demanda el Estado de derecho. 
Si la izquierda en el poder no logra responder a la agenda que esto 
implica (lucha contra la corrupción, efectividad de la justicia, se-
guridad ciudadana y transparencia) todo lo que se pueda alcanzar 
en el plano de las reformas sociales no solo será incompleto, sino 
difícil de ejecutar. La tarea, pues, de la democracia política va de 
la mano con la tarea de la equidad social. 

Es imposible hoy asaltar el Palacio de Invierno sencillamente 
porque este ya no existe, ni como figura emblemática, ni como 
método de lucha política, ni como marco geopolítico de la lucha 
social. Las estrategias del pasado no solo han perdido sentido y 
racionalidad, sino que incluso el marco conceptual que las soste-
nía se ha desvanecido. El ejemplo del debate “dependencia-desa-
rrollo” es ilustrativo. La teoría de la dependencia en sus diversas 
versiones no puede explicar las complejidades en las que se mueve 
hoy América Latina en un mundo globalizado. La asimetría norte-
sur ha dado paso a otras asimetrías no menos complejas donde el 
ejemplo del éxito asiático no solo abrió un camino desde el sur ha-
cia la industrialización sostenida, sino que la crisis de 1997 en que 
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luego se sumió esta región ha revelado también su vulnerabilidad 
ante la volatilidad del sistema financiero internacional. Ambos 
elementos expresan dimensiones de un solo sistema. 

La revolución tecnológica e informacional en marcha reordena 
los flujos económicos mismos, desarticula y relocaliza los circuitos 
industriales y modifica la lógica reproductiva del mundo del tra-
bajo. En este escenario el Estado pierde su capacidad centraliza-
dora y directiva del proceso económico, el mercado arropa ahora 
circuitos económicos antes dirigidos por el Estado o comandados 
por el mismo, en una palabra el tema societal-económico pasa a 
ser predominante ante el momento estatal-político. Se reordenan 
así las matrices relacionales del Estado con la sociedad, y de la 
economía con la política (Castells, 1997: Cap. 5).

De esta forma si aún queda lugar para la izquierda en la es-
cena política latinoamericana la misma tendrá que asumir con 
realismo la complejidad de la coyuntura mundial y regional. Lo 
que es más importante, la izquierda deberá aprender a constituir 
una fuerza política convencida de la tolerancia democrática y el 
pluralismo, como condiciones ambas de su presencia histórica y 
eficacia política. Esto supone asumir un discurso y un proyecto 
político no autoritario, aunque no forzosamente socialdemócrata 
(en la variante reformista de la izquierda). El discurso populista 
de izquierda puede sostener durante un tiempo un proyecto polí-
tico e incluso alcanzar éxitos parciales, pero no es sostenible como 
alternativa político-democrática a la crisis de la región. 

El eje central del asunto continúa siendo el reto que significa 
para la izquierda asumir la lucha contra la exclusión y, en esta pers-
pectiva, asumir un discurso coherente frente al tema de la igual-
dad, conservando la gobernabilidad democrática y asegurando el 
éxito de las políticas sociales. En el marco de las políticas neoli-
berales esta tarea es imposible de llevar a cabo con éxito. Fuera 
de este marco los proyectos políticos encuentran obstáculos doc-
trinales en los organismos multilaterales que regulan y ordenan 
la economía global, principalmente en su dimensión financiera. 
La solución a esta aporía solo puede venir desde lo político, aun 
cuando no se puede plantear ninguna estrategia con posibilidades 
de éxito desconociendo la realidad económica global y regional. 
De esta forma, la cuestión democrática pasa así a constituir el eje 



La política del poder: la crisis de la democracia dominicana en el siglo XXI 269

clave de la gobernanza y el tema de los acuerdos regionales, como 
las estrategias de bloques (MERCOSUR, TLC) terminan por cons-
tituir un necesario espacio para impulsar estrategias comunes de 
cara a los problemas, no solo económicos, sino también políticos 
y sociales. La gobernanza democrática y la cuestión social adquie-
ren así una dimensión regional necesaria para el éxito de la ges-
tión exitosa de la izquierda en el poder. La izquierda populista no 
puede sostener una estrategia de ese tipo, y el fundamentalismo 
de izquierda ha sido rechazado insistentemente por el electorado 
latinoamericano, aunque puede apuntarse éxitos electorales par-
ciales en los gobiernos locales, ganando escaños en el parlamento.

La llegada de la izquierda al poder resultó un complejo pro-
ducto de su reacomodo reformador, lo que la obligó a girar hacia 
el centro, como del desencanto ciudadano con las políticas neoli-
berales. La sostenibilidad de ese experimento no puede asumirse 
como permanente, ha dependido mucho de la coyuntura inter-
nacional (variable no controlada nacionalmente), de los progra-
mas mismos de la izquierda donde el ejercicio transparente del 
poder ha jugado un rol determinante (variables sí controladas por 
el propio movimiento), como del marco regional en que se ins-
criban. En principio Lula lo comprendió y los demás miembros 
del MERCOSUR, como por la propia concertación en Chile. Sin 
embago, si en el plano regional y esencialmente en lo relativo a 
las relaciones con Estados Unidos esto condujo a los gobiernos 
del PT a una prudente relación bilateral, unido a una no menos 
importante búsqueda de hegemonía regional en el MERCOSUR 
y en el Caribe, en el plano interno, al final de las experiencias de 
gobierno de Dilma Rousseff no pudo impedir la crisis, esta vez 
precipitada por la presión de una derecha revitalizada, pero so-
bre todo debido al debilitamiento de un partido gobernante muy 
deteriorado por la corrupción en importantes núcleos dirigentes 
(Singer, 2009 y 2012). 

Pero lo más importante es que una política democrática es la 
clave para que la izquierda se sostenga como opción capaz de pro-
ducir reformas sociales significativas. Más allá de la conquista co-
yuntural del Poder Ejecutivo lo realmente importante es que con 
una visión moderna y pluralista, democrática e institucional, hoy se 
hace posible para la izquierda su constitución en un determinante 
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político significativo de la gobernanza democrática, lo que implica 
aceptar con realismo los límites y posibilidades de la vida demo-
crática, si es que se quiere asumir con firmeza y responsabilidad la 
lucha contra la desigualdad y la opresión. 

4. La crisis de la izquierda y sus transformaciones  
en el poder

Al convertirse en opción de poder y tomar la ruta democrática, 
a la izquierda latinoamericana no solo se le planteó la posibilidad 
de llegar al poder por la vía electoral, como en efecto ocurrió, tam-
bién se enfrentó al compromiso democrático en su plena conse-
cuencia, a saber: la incertidumbre de la competencia electoral en 
sus resultados, la asunción de un ethos democrático que debía de-
fenderse, una alta dosis de realismo que conduciría a la negocia-
ción y al acuerdo como componentes rutinarios de la política, así 
como el manejo de resultados no previstos que podían conducir 
a derrotas. Pero lo central es que con todo esto la izquierda hacía 
entrada al mundo de la incertidumbre democrática y los compro-
misos que acarrea, lo cual se ha visto claro en el momento en que 
la larga permanencia de gobiernos de izquierda comenzó a dar 
los frutos propios de la incertidumbre política de la democracia, 
las derrotas electorales y las consecuentes salidas del gobierno.11 
Con ello se abrió otro capítulo de la política de la izquierda en el 
poder: el de sus fracasos como gobierno y, en consecuencia, el de 
la posibilidad de su vuelta a la oposición. 

11	 La cadena es clara: en marzo del 2010 la Concertación en Chile es derrotada 
por una alianza de derecha con Piñera a la cabeza como nuevo presidente. 
En 2015 Scioli, candidato de una alianza de diversas tendencias peronistas, 
pese al apoyo que finalmente recibió de la fracción liderada por la Señora 
Kirchner, Presidenta de la República, es derrotada por Macri, del centro-
derecha argentino. En febrero 2016 el 51.3% del electorado boliviano 
dice NO a la reelección de Evo Morales. En diciembre del 2015 la Mesa 
Democrática, que agrupa a la mayoría de organizaciones de oposición en 
Venezuela derrota al PSUV de Maduro, llevándose 99 escaños de los 167 
que estaban en disputa, pasando así a constituir la mayoría congresional.
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No se puede asumir el análisis de este “momento democrá-
tico” de derrota por el que atraviesa la izquierda como si fuese 
un proceso homogéneo e ininterrumpido, pero tampoco como el 
signo de su fracaso histórico. Por el contrario, para la izquierda 
tal vez lo que está indicando la nueva coyuntura es la “consoli-
dación” de la entrada de la izquierda en la política democrática 
como un actor legítimo y necesario.

Por otro lado y en un plano metodológico, en realidad las cri-
sis de las izquierdas en el poder o su salida de gobierno, a mi jui-
cio expresa situaciones desiguales, procesos disímiles y resultados 
bien distintos, según los contextos nacionales. Aun así, pienso que 
hay suficientes motivos para pensar que hay elementos comunes 
que pueden organizar un análisis comparativo, si partimos de una 
premisa compartida: la de la aceptación del compromiso demo-
crático y sus reglas.

En primer lugar, así como el ascenso al poder de la izquierda 
se vio favorecido por una coyuntura internacional con sus dife-
rencias de ritmo, la fase de salida de la izquierda del control de 
gobiernos, o sus crisis internas en los mismos, se ha visto también 
afectada por el entorno internacional. En la fase de llegada al po-
der, la economía mundial favoreció los precios de los comodities 
de productos de exportación como la soya en Argentina, o la bue-
na coyuntura de precios del petróleo en Venezuela y el descubri-
miento de yacimiento de gas en Bolivia. En la fase de crisis es clara 
la influencia del deterioro sistemático de los precios del petróleo 
que ha afectado al gobierno del sucesor de Chávez en Venezuela, 
el Presidente Maduro. Si bien los comodities no han sufrido un 
deterioro severo, la crisis del 2008 afectó al comercio mundial, 
aunque América Latina, de todas las regiones en desarrollo, fue 
la que salió mejor parada, al punto que dicha crisis tuvo en cierto 
modo un efecto menor. Por otro lado, en el Cono Sur Latinoame-
ricano los problemas recientes de la economía china han afectado 
el comercio exportador de la región. Lo mismo con los precios del 
cobre en Chile. Sin embargo, no se puede atribuir únicamente a la 
crisis del comercio mundial, a la caída de los precios del petróleo 
o del cobre, los problemas de la izquierda. Esto se ve claramente 
en Brasil, donde el problema económico central ha sido interno y 
en Bolivia el triunfo del NO en el plebiscito en torno a la reelección 
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de Evo Morales que obliga a su salida del poder ejecutivo al cum-
plir este su último mandato; no puede verse como resultado de 
problemas en la renta derivada de la exportación de gas, sino de 
realidades políticas internas, derivadas precisamente del proceso 
de ciudadanización democrática que el propio Evo ha impulsado.12 

Más relevante es quizás la apertura de la administración Oba-
ma en EE.UU. hacia América Latina en materia de derechos hu-
manos y la relación con Cuba. En ese sentido, el nuevo trato de 
Obama al proceso de apertura hacia Cuba ha tenido sus conse-
cuencias en la relación con Venezuela, pues ha llevado a La Ha-
bana a un manejo menos beligerante de su apoyo a Venezuela, al 
tiempo que Caracas se ha visto desprovisto de una retaguardia 
ideológica recurrente: la apelación a una larga tradición revolu-
cionaria cuya fuente de inspiración es la Cuba de Fidel Castro. 
Pero en este caso el deterioro de los precios del petróleo sí ha afec-
tado la estabilidad política del régimen. Más esto es el producto 
de que en el caso venezolano asistimos al funcionamiento de una 
economía altamente rentista, poco diversificada en la producción, 
y a la fuga de capitales estimulada por el endurecimiento político 
del gobierno de Maduro, que ha producido en el empresariado de 
ese país una verdadera diáspora regional, cuyos capitales se reco-
nocen hoy en Santo Domingo, Miami, Panamá, México e incluso 
Estados Unidos. En el contexto venezolano, la crisis de los precios 
del petróleo ha quebrado la política hacia los pobres que mantenía 
una suerte de subsidio generalizado. Con ello, si bien los secto-
res populares han mantenido hasta ahora su apoyo al régimen, la 
nueva situación comienza a afectarle, lo que desde hace un tiem-

12	 El caso de Evo Morales revela una de las paradojas del desarrollo 
democrático: el fortalecimiento de la ciudadanía democrática no 
forzosamente da como resultado la permanencia en el poder del 
liderazgo que ha impulsado precisamente el proceso. Bien puede suceder 
lo contrario: a consecuencia del desarrollo político y el desarrollo de 
una cultura democrática, la población favorecida con el nuevo marco 
democrático puede en determinados momentos encontrar diferencias 
con el liderazgo que ha ayudado a fortalecer la ciudadanía democrática, 
siendo este resultado un producto virtuoso del proceso democrático, no 
su negación. 
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po ya afectaba materialmente a la clase media. Todo esto, junto al 
desplome del “Estado de Bienestar Rentista” del modelo Chávez, 
constituyen componentes determinantes de la derrota de Maduro 
en las elecciones parlamentarias de diciembre del 2015, lo que ha 
llevado al país a una suerte de “dualidad” institucional, aunque 
no a un doble poder: de un lado el poder militar y el control del 
Poder Ejecutivo y los recursos manejados por Maduro y el PSUV; 
por el otro, una oposición cada vez más compacta y en proceso de 
ampliación de su esfera de influencia social en estratos populares, 
controlando el poder estatal que hace las leyes y que pide cuentas 
al Poder Ejecutivo. El otro componente de la nueva situación es la 
polarización política que ya ha desatado una crisis social de abas-
tecimiento, ante el derrumbe de las finanzas publicas.

En Chile la salida del poder de la Concertación fue mucho me-
nos traumática que el mantenimiento en el poder de los gobiernos 
de Maduro en Venezuela y de Dilma Rousseff del PT en Brasil. 
El modelo chileno, con todo y sus problemas, es el que ha mos-
trado mayor coherencia y estabilidad institucional, pero es el que 
ha producido un agregado de actores (de izquierda y de derecha) 
que han asumido un compromiso democrático estabilizador. Qui-
zás la prueba mayor de esa fortaleza es que la llegada al poder 
de Piñera como candidato claramente de la derecha, no alteró el 
formato institucional que en el país se había establecido bajo la di-
rección de la llamada Concertación. De alguna forma Piñera operó 
como una especie de presidente de derecha de la Concertación. 
Mucho más aún: el regreso al poder de Michelle Bachelet, que ha 
sucedido a Piñera, se produjo sin mayor sobresalto. Ambos even-
tos son indicativos de que en Chile la democracia ha adquirido un 
formato institucional estabilizador y la izquierda se ha constituido 
no solo en una fuerza democrática, sino 	
que su desarrollo se ha producido precisamente en el proceso de 
construcción de esa experiencia política.

Es cierto, como muchos analistas y críticos chilenos plantean, 
que en ese país la estabilidad democrática le debe mucho a la 
gran transformación conservadora de la sociedad chilena, aun-
que en esto la derecha ha logrado construir un mito que esconde 
el esfuerzo modernizador de la Concertación (Martínez y Díaz, 
1996). En ese sentido, lo que quizás defina la clave del éxito de 
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la Concertación no es solo su oferta democrática, que arrinconó 
a los herederos de la dictadura y obligó a la derecha moderna al 
compromiso democrático, sino sobre todo que su llegada al poder 
no modificó la reforma económica conservadora alcanzada bajo la 
dictadura, y que la estabilizó, institucionalizó e introdujo a su vez 
reformas en el plano social. Lo que hizo la Concertación fue llevar 
esa reforma económica conservadora a un canon liberal. Induda-
blemente que esto implicó un compromiso entre capitalismo y de-
mocracia que hasta ahora ha tenido éxito. El costo de ese acuerdo 
ha sido la estabilidad de un modelo de desarrollo que si bien ha 
sido exitoso en la reducción de la pobreza, se ha producido con 
base a un modelo concentrador del ingreso que ha profundizado 
la desigualdad. Las batallas a futuro de la sociedad chilena serán 
las de fortalecer un efectivo ejercicio de un Estado social de bien-
estar, al tiempo que asegure el componente democrático ganado 
en esferas de derecho que fortalezcan la condición ciudadana.

El caso brasileño es muy distinto. Al igual que el modelo chi-
leno ofrece un ejemplo de continuidad institucional de los gobier-
nos democráticos. De esta forma, pasado el momento de la euforia 
del triunfo, el propio Lula reconoció los logros institucionales de 
los dos gobiernos anteriores de Fernando H. Cardoso y poste-
riormente el propio Cardoso ha reconocido los triunfos de Lula 
en la lucha contra la pobreza, sacando de esa condición a más de 
treinta millones de brasileños. Asimismo, pese a cuatro triunfos 
seguidos del PT (dos encabezados por Lula, dos por Dilma Rous-
seff), a consecuencia de su carácter federativo y la complejidad 
de su tamaño, la política brasileña ha hecho del Congreso un te-
rritorio que ningún partido gobernante ha podido controlar de 
manera mecánica con base al número de sus legisladores. Esto 
ha conducido a la democracia brasileña a una permanente po-
lítica de aliados para poder ejercer la gobernanza democrática, 
independientemente del alcance o magnitud del triunfo de sus 
presidentes (Singer, 2009 y 2012).

Pero lo central en Brasil es que posiblemente el PT llegó a cons-
tituir la fuerza política organizada, no solo de mayor peso electo-
ral (por encima del PMDB), sino que terminó constituyéndose en 
una compleja maquinaria burocrática donde el liderazgo de Lula 
—que es grande y efectivo al interior de su organización— se tiene 
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que ejercer en un permanente proceso de compromisos y acuer-
dos en su propio partido, en función de poderes e intereses regio-
nales, locales o corporativos. Esto dio pie en el PT a una burocracia 
política poderosa que, a mi juicio, terminó envolviendo al líder y 
se constituyó en fuente de corrupción para grupos políticos del 
partido y para sectores mismos del empresariado brasileño. De 
esta manera el corporativismo a que condujo la complejizacion del 
aparato político del PT dio paso al enquistamiento de redes mafio-
sas que minaron el campo político mismo de la gobernabilidad en 
el último gobierno de Rousseff. El escandalo Petrobras-Odebrecht-
Lava Jato es en el fondo el producto del deterioro corporativo de 
sectores del PT acostumbrados a una larga permanencia en el po-
der. Pero es aquí que interviene el enorme poder del Congreso y 
la relativa autonomía que han mantenido en Brasil los aparatos de 
justicia y electorales (Rouquié, 2011). 

Nadie debe tener dudas de que en efecto el caso Lava-Jato in-
volucra a dirigentes del PT, que la propia Rousseff ha conducido 
al banquillo de los acusados a personeros de su gobierno, pero 
tampoco debe caber dudas de que el ejercicio del poder por el PT 
condujo a un acomodo de su liderazgo que en los hechos produjo 
favores de los que no puede sustraerse el propio Lula y conse-
cuencialmente Dilma Rosseuff. El fantasma de la corrupción, el 
privilegio corporativo y el tráfico de influencia como fórmulas 
para sostenerse en el poder, terminó minando el poder del propio 
PT, ante un Congreso que nunca controló, en un clima de genera-
lizada corrupción en muchos sectores de la clase política.

La pregunta que debemos hacernos no es solo cómo ter-
minará la crisis del gobierno del PT, y en particular de Dilma 
Rousseuf, quien ha salido del gobierno producto del impeachment 
en el Congreso. La pregunta que a mi juicio importa es si toda esta 
experiencia pone en entredicho el lugar ganado por la izquierda 
en Brasil y si ello no demanda un replanteo severo de la política 
democrática que esa izquierda ha asumido, fortaleciendo un mo-
delo con mayor rendición de cuentas y mayor transparencia en 
el ejercicio del poder, acercando más al ciudadano a la práctica 
cotidiana de la política democrática que permita evitar acudir a 
la lógica plebiscitaria, que es fuente de decisiones y liderazgos 
autoritarios. 



Wilfredo Lozano276

El izquierdismo argentino es distinto. Inspirado en una cultura 
política donde el populismo tiene un peso histórico determinante, 
el peronismo de hecho ha constituido el espacio político en el que 
se ha articulado de alguna forma la presencia de masas. Al mismo 
tiempo, el peronismo ha sido fuente permanente de la fragmen-
tación y el conflicto que ha caracterizado la política democrática 
en ese país. Sin embargo, independientemente de sus equívocos, 
las administraciones encabezadas por Ernesto Kirchner dieron un 
impulso a Argentina, tras los cuales logró situarse de nuevo en 
la economía mundial como exportadora de soya a los mercados 
orientales, sobre todo China comenzó a recuperar su economía 
industrial en crisis e inició un conjunto de programas sociales que 
fueron recuperando el nivel de vida del mundo del trabajo, lo que 
benefició incluso a la clase media. Su sucesora y esposa Cristina 
Kirchner, al asumir el poder continuó con la política social del ma-
rido, pero en su caso, la profundización de su poder introdujo a 
su vez el fantasma del corporativismo clientelar y populista, con 
lo que minó el campo que articulaba a su propio poder: el peronis-
mo. Esto lo ilustra claramente el candidato peronista Scioli, quien 
se enfrentó finalmente a Macri, siendo derrotado. Ello expresó que 
en la base misma de la contienda electoral, desde el propio pero-
nismo, la señora Kirchner esta vez tenía problemas. 

Lo interesante de la política argentina hoy es que por un meca-
nismo sustancialmente distinto al de la experiencia chilena, ambos 
países se enfrentan a una situación parecida. La salida del poder 
del peronismo no lo liquida como fuerza política, puesto que el 
peronismo más que una fuerza política compacta representa una 
cultura y un gran movimiento social, por definición disperso. En 
ese sentido, su vuelta a la oposición le brinda una oportunidad 
para reorganizar sus fuerzas y unificar criterios mínimos de cara 
a sus diversas tendencias. Por otro lado, la derecha para poder 
llegar al poder con Macri, el exgobernador de Buenos Aires, tuvo 
en cierto modo que asumir parte del programa peronista de sus 
sectores más moderados, lo que indica que de alguna manera Ma-
cri estuvo quizás dispuesto al compromiso, aunque su programa 
neoliberal de seguro encontrará resistencia en el movimiento sin-
dical dominado por el peronismo. De todos modos, el ascenso de 
Macri al poder afirma la idea de la alternabilidad, al tiempo que 
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indica claramente que la democracia argentina girará por muchos 
años en torno a una larga tradición populista y una derecha apo-
yada en sectores de clase media obligada a pactar con fuerzas 
democráticas.

Posiblemente sea Evo Morales de Bolivia el líder de izquierda 
que ha producido junto a su movimiento político (MAS) el proce-
so de mayores transformaciones sociales de la región. Evo Morales 
ha logrado sacar de la pobreza a millones de bolivianos, reinvindi-
cado derechos a las comunidades indígenas que las han colocado 
en el camino de la afirmación de sus identidades, al tiempo en que 
se insertan en la modernidad tardía. Ha producido un reordena-
miento del Estado boliviano recuperando sus recursos mineros y 
ordenado su base institucional. Si algún esfuerzo de ciudadani-
zación ha producido la izquierda en la región latinoamericana es 
el de la izquierda boliviana con Evo Morales al frente (Stefanoni, 
s/f). Sin embargo, incluso en ese liderazgo tan cercano al mundo 
indígena y a los pobres de ese país, con los resultados del plebis-
cito con el que Evo Morales pretendió medir su capacidad para 
permanecer en el poder la población le dio un NO. Es indudable 
que casi la mitad de la poblacion dijo SÍ. Pero lo central es que 
en esa lógica prebiscitaria, tan cara y tan querida por la izquier-
da, la gente puso un límite al poder de Evo Morales. El segundo 
asunto relevante que aquí surge es el del acatamiento de los resul-
tados del plebiscito por parte del gobierno. Esa decisión asegura 
la continuidad de la institucionalidad democrática del país y po-
siblemente ayude a Evo Morales a permanecer como el principal 
liderazgo nacional.

Hay otras experiencias de izquierda en la región como las de 
Ecuador, Nicaragua y El Salvador. De esas tres quizás la más in-
teresante es la de El Salvador. El experimento democrático en ese 
país es el producto de una prolongada guerra civil que, en el con-
texto mismo de la Guerra Fría, obligó a ambos bandos en conflicto 
a un entendimiento. El fin de la Guerra Fría posteriormente faci-
litó la implementación de un ejercicio competitivo que durante 
mucho tiempo no favoreció con los votos la llegada al poder del 
FMLN, sino al partido ARENA, heredero de la derecha tradicional 
salvadoreña. Pero esa larga permanencia en la oposición democrá-
tica, dotó a dicha organización de un poder municipal importante, 
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al tiempo que entrenó a sus líderes en la batalla parlamentaria. 
Hoy el FMLN está en el poder, pero en esencia el mismo se reco-
noce como una opción política en sí misma y no como la fuerza 
que busca convertirse en partido único. El partido ARENA, que en 
el pasado fue la expresión de la ultraderecha durante el conflicto 
armado, hoy día es una fuerza conservadora, pero democrática y 
su liderazgo en parte se ha renovado con nuevos componentes y 
los viejos que allí permanecen muestran una importante recon-
versión democrática. En El Salvador asistimos así, después de Bo-
livia, a una de las experiencias más ricas de democratización de 
la izquierda y en ambos casos esto se ha producido en estrecha 
conexión con el movimiento social (Torres Rivas, 2013). 

La otra experiencia de izquierda es la de Correa en Ecuador. 
Este caso es un interesante contra ejemplo al boliviano y al vene-
zolano. A diferencia del modelo boliviano Correa no ha logrado 
ganarse ciegamente al movimiento indígena y este, cuando lo ha 
apoyado, no ha comprometido su independencia y autonomía. Lo 
central es que Correa no ha devenido en líder indigenista, como 
de alguna forma lo es Evo Morales. El liderazgo de Correa se sos-
tiene en las ciudades, en la zona costera de Guayaquil, donde se 
ubica el mundo industrial, en las zonas petroleras donde hay una 
clase trabajadora minera y en los barrios populares de Quito, en 
un modelo de movilización populista formalmente antineoliberal. 
Por otro lado, a diferencia de Chávez y Maduro e incluso de Evo 
Morales, Correa aplica internamente soluciones económicas orto-
doxas (algunos dicen que neoliberales) que le han dado éxito en 
la estabilidad macroeconómica que su desempeño gubernamental 
ha alcanzado. Quizas el eje principal del modelo de Correa es el 
nacionalismo en un formato discursivo populista, bajo la predica 
anti-imperialista. A ello se une un esfuerzo de política social tradi-
cional, pero de relativo éxito (Pachano, 2013).

El derrumbre del experimento chavista en Venezuela, tras la 
muerte de Chavez y la llegada de Maduro al poder muestra con 
ribetes trágicos las trampas e incapacidades del movimientismo 
mesiánico del populismo de izquierda. No solo por sus fracasos 
evidentes y dramáticos resultados en el deterioro del nivel de vida 
de la población, como se está viendo en la Venezuela post Chávez, 
sino sobre todo por su clara incapacidad política de construir me-
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diaciones que aseguren la precaria gobernabilidad democrática 
del país, comenzando por construir una minima capacidad de 
diálogo.

Esta suscinta revisión de las experiencias de las izquierdas la-
tinoamericanas en el poder permite apreciar algunos elementos 
comunes. Por lo pronto, indican que en general esas fuerzas polí-
ticas han pasado a constituir un componente de las experiencias 
democráticas latinoamericanas. Donde más claro se ve esto es en 
Chile, Brasil y Argentina, pero no puede ni siquiera imaginarse 
el fortalecimiento de la institucionalidad democrática en países 
como Bolivia, El Salvador o inclusoVenezuela, sin considerar a 
la izquierda como un componente esencial. Esa presencia es des-
igual y de diversa naturaleza: en Brasil tiene un ascendiente popu-
lar y laboral claro y determinante, en Argentina es el producto de 
una larga tradición populista (el peronismo) que ha caracterizado 
la Argentina moderna, en Chile y en El Salvador definen uno de 
los dos componentes que equilibran el sistema de partidos y la 
competencia democrática, en Bolivia se articula en torno al com-
ponente étnico, en Ecuador este componente lo es el nacionalismo 
y en Venezuela lo define un movimiento con apoyo popular, pero 
esencialmente de corte militar y autoritario. En casi todos los casos 
discutidos las transiciones que han producido la salida del poder 
de la izquierda se han dado sin conflictos violentos y sin grandes 
resistencias, son los casos de Chile y Argentina. Donde de seguro 
más desgarraduras producirá la salida del poder por parte de la 
izquierda es en Venezuela, sobre todo, pero también en Brasil. De 
la modalidad en que se produzca esa salida dependerá la perma-
nencia del PSUV (en Venezuela) como una fuerza democrática y 
del PT como partido democrático de masas en Brasil. 

Pero, independientemente del derrotero que estas fuerzas de 
izquierda tengan como partidos democráticos, hay dos asuntos 
seguros: la experiencia de la izquierda en el poder en América La-
tina ha obligado a asumir el compromiso democrático en su di-
mensión social, obligando a producir y tomar en serio programas 
incluyentes de desarrollo y estrategias efectivas de crecimiento 
que persigan a su vez eliminar la pobreza. El segundo asunto es la 
democratización del movimiento de izquierda. En la confluencia 
de ambos elementos, la izquierda latinoamericana ha llegado a la 
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escena democrática tal parece que para quedarse, obligando a los 
actores conservadores a asumir y asumir seriamente la necesidad 
de la reforma.

5. La izquierda dominicana en el espejo latinoamericano

Se ha hablado mucho en torno a la tesis de que el fracaso de la 
izquierda dominicana es esencialmente el producto de sus conti-
nuas divisiones.13 Es indudable que esa real o aparente vocación 

13	 No hay mucha literatura académica sobre la izquierda dominicana. 
Esa literatura se caracteriza sobre todo por su dispersión. En una gran 
proporción es producida como reflexión autobiográfica de muchos 
de sus protagonistas. Sobre los orígenes del movimiento de izquierda 
dominicano debe verse el libro de Cassá sobre el movimiento obrero 
en la Era de Trujillo (1990) y su libro sobre los orígenes del Movimiento 
Revolucionario 14 de Junio (1999). Debe consultarse el estudio de Tony 
Raful sobre el 14 de junio que contiene los documentos básicos (1983). El 
Tomo V de la Historia General del Pueblo Dominicano (2015), publicado por 
la Academia Dominicana de la Historia, está dedicado a la Era de Trujillo 
y contiene algunos capítulos de gran valor para el estudio de los orígenes 
de la izquierda dominicana, como los estudios de Luis Gómez Pérez y el 
de Roberto Cassá publicados en ese volumen. El trabajo de Piero Gleijeses 
(1984) continúa siendo lo mejor sobre la participación de la izquierda en 
la revolución constitucionalista de 1965. Sobre la figura de Caamaño y la 
guerrilla de 1973 debe verse a Hamlet Hermann (1980) y Matos Moquete 
(2000). Mañón (2005) debe consultarse sobre los aprestos de la acción 
clandestina urbana. Hay varios estudios útiles de corte autobiográfico 
que deben verse: Rodríguez del Prado (2008), Despradel (2014), Chaljub 
Mejía (2000), entre otros. El libro de Jimenes Grullón sobre la izquierda 
dominicana (1979) ilustra muy bien los debates de la época. Franco ha 
publicado un ensayo sobre la izquierda que merece leerse (1978). El trabajo 
de Cuello “Partidos políticos de izquierda: 1961-1978” (1985), brinda una 
síntesis esclarecedora del proceso de fragmentación de la izquierda. De 
todos modos, para profundizar en ese punto debe verse el trabajo de 
Peña y Collado (1983). Un panorama de las ideas de la izquierda marxista 
dominicana en su evolución histórica lo brinda Paulino (1985). Frank 
Moya Pons en su Bibliografía de la Historia Dominicana, Tomo I (Academia 
Dominicana de la Historia, Santo Domingo, 2013), registra bajo el título 
“Marxismo-Leninismo, Socialismo y Comunismo”, un total de 89 títulos. 
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divisionista de la izquierda dominicana ha sido un factor fun-
damental de sus derrotas. Voy más lejos, incluso hoy, cuando el 
movimiento de izquierda está prácticamente desaparecido, sus 
antiguos líderes, y los pocos grupos organizados con ideas de iz-
quierda que aún quedan, coinciden en admitir de algún modo esa 
idea: la división ha sido el factor que explica sus fracasos. Pero 
viendo el asunto más de cerca hay que convenir en que el faccio-
nalismo de izquierda resulta limitado como explicación “central” 
de sus derrotas. Analizado el punto en relación a la presencia del 
faccionalismo en la política dominicana de partidos, las divisio-
nes de la izquierda solo revelan que ella también compartía una 
característica muy propia de la política dominicana. Peor aún, lo 
que el faccionalismo de izquierda deja en evidencia es que al fin 
y al cabo la izquierda como fenómeno histórico no podía escapar 
al dominio de una cultura política, la que en el país podríamos 
definir como providencialista, autoritaria y populista. 

Algo distinto es lo que finalmente resultó, una vez dispersa la 
izquierda como movimiento político y social. Esto se aprecia mejor 
en los extremos: de un lado, múltiples dirigentes se convirtieron 
en promotores de la sociedad civil y en tal sentido permanecieron 
vinculados a la acción crítica en la perspectiva en que el propio 
Marx había señalado como el factor determinante: el predominio 
de la sociedad frente al Estado. Otros miembros se integraron a 
la vida social como profesionales, empresarios o simples trabaja-
dores. Solo algunos se convirtieron en oportunistas de cualquier 
laya, adhiriéndose a los partidos de masas aprovechando su ex-
periencia previa, y sacando provecho de sus viejos vínculos. Al-
gunos, como siempre ocurre, se hicieron fieros derechistas e inte-
graron grupos de choque en determinadas expresiones políticas, 
al extremo de convertirse ahora en agentes represivos, y otros en 
verdaderos perseguidores políticos de inmigrantes y sus descen-
dientes, en corifeos de un discurso neonacionalista autoritario y 
retrógrado. 

Indudablemente el registro es incompleto y solo se refiere a la ideología 
marxista y comunista, dejando sin referir importantes trabajos, pero 
ilustra bien la literatura que en torno a la problemática de la izquierda se 
ha producido en el país.



Wilfredo Lozano282

Como se aprecia, es absurdo afirmar que los izquierdistas se 
convirtieron en parias políticos. Sencillamente sus vidas expresa-
ron lo ocurrido en muchas otras experiencias de acciones políti-
cas, “fracasadas” o no, pero nadie puede negarles la dignidad de 
su propósito. Lo central sin embargo es el otro extremo: mientras 
la izquierda se dispersaba en el sentido arriba apuntado, solo una 
organización sobrevivió con el portaestandarte de la izquierda, 
esgrimiendo un discurso nacionalista con ribetes tercermundistas 
y un formato más o menos socialista, me refiero, naturalmente, al 
PLD. Para muchos izquierdistas que provenían de otras parcelas 
el PLD representó el espacio esperado: un partido conducido por 
un liderazgo respetable, el de Juan Bosch, que se esforzaba por en-
contrar la vía propia del socialismo criollo. Tan es así que muchos 
izquierdistas provenientes de todas las parcelas se integraron a 
ese proyecto. Todo indicaba que por fin la izquierda encontraba 
una organización que redimía el discurso socialista, al tiempo que 
se convertía en promesa de redención para el pueblo. Otros, como 
es natural, recelaron y rechazaron ese proyecto, algunos por pura 
competencia, otros, con lucidez, porque vieron allí un protopro-
yecto autoritario.

Lo que de ese último experimento ha resultado todos lo sabe-
mos hoy. En su afán por alcanzar el poder el PLD hizo un pacto 
fáustico con Balaguer, en virtud del cual alcanzó la presidencia de 
la nación un miembro de su partido, Leonel Fernández. A partir 
de ese momento los acontecimientos subsiguientes estaban de al-
guna manera pautados: poco a poco el partido devino una orga-
nización abierta, de masas, de puro corte populista, que finalmen-
te se tornó una maquinaria clientelista. El complemento de este 
proceso fue el abandono del discurso redentor de corte socialista. 
Se mantuvo la redención, pero la del líder providencial, el nacio-
nalismo sobrevivió, pero no el solidario y antiimperialista, sino el 
xenófobo y antihaitiano. Sus líderes se convirtieron en políticos 
profesionales y hombres de negocio, acaudalados dirigentes que 
ahora se codeaban con la crema de la aristocracia, pero también 
con algunos otros magnates de dudoso origen. 

¿Lo narrado hasta aquí se debió al divisionismo o fue el 
producto de asuntos de orden mayor? Mi punto de vista es que 
hubo determinantes de orden mayor en el “fracaso histórico” de 
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la izquierda dominicana. En La razón democrática (2013) discuto 
tres factores que aquí resumo. En primer lugar, la derrota de abril 
1965. Ese fracaso militar no fue, sin embargo, un fracaso político, 
pero la izquierda lo interpretó al revés: vio como un fracaso polí-
tico el ascenso de Balaguer al poder en 1966 y entendió que el fra-
caso simplemente prolongaba la guerra. Los resultados son claros, 
pero me detengo en uno, sin entrar a denunciar la brutalidad de 
la persecución contra la izquierda de esos años terribles en los que 
claramente el poder de las agencias de seguridad norteamericanas 
intervenían de modo directo.14 Me refiero a las dificultades que 
tuvo la izquierda para aceptar la lucha político-democrática como 
el terreno que la historia le estaba asignando. Y eso nos remite al 
segundo fracaso: al ascender el PRD al poder en 1978 la izquierda 
interpretó el triunfo socialdemócrata como un simple triunfo bur-
gués y no como lo que era, el inicio de una transición democráti-
ca que debía apoyarse para consolidar las conquistas populares. 
Finalmente, en 1989 a la izquierda dominicana le sorprendió el 
derrumbe del muro de Berlín y con ello la precipitación de una se-
rie de acontecimientos que culminaron, de alguna forma, en 1991 
con la desaparición de la Unión Soviética.15 La izquierda no pudo 

14	 Pese a la relevancia de la represión política en el llamado régimen de los 
doce años (1966-1978) es poco lo que se ha estudiado de ella. En general la 
literatura no ha progresado desde los años setenta a nuestros días, salvo 
el libro de Bryan J. Bosch (2010) que no trata el punto directamente, sino 
el papel de los militares y evade la discusión sobre la complicidad de 
los Estados Unidos en el involucramiento militar norteamericano en la 
dinámica de la represión El trabajo pionero es el de Goff (1972). Véase 
también a Duarte y Pérez (1979), que han hecho el mayor esfuerzo de 
sistematización de los datos existentes Mi libro El reformismo dependiente 
(1985) y el de Cassá (1986) tratan el tema pero como un componente 
del modelo de dominación y no como un objetivo de investigación. No 
puede dejar de consultarse a Atkins (1987). Además de esa literatura, en 
otros textos, que no tratan directamente el tema, se abordan importantes 
aspectos de la mecánica represiva del régimen balaguerista, tales como 
los libros autobiográficos de algunos dirigentes de izquierda en esos años 
referidos en la nota anterior (129).

15	 La disputa chino-soviética ciertamente desgarró a toda la izquierda do-
minicana en sus diversas variantes, pro-soviéticas, pro-chinas, castristas, 
trotskista, etc. Lo central es que a todos los grupos el derrumbe del so-



Wilfredo Lozano284

comprender en ese momento, y muchos de los viejos dirigentes 
tampoco lo entienden hoy, que el mundo había dado un giro radi-
cal, que por el momento el capitalismo había ganado la partida y 
que a los socialistas y auténticos demócratas no les quedaba otro 
camino que el de la afirmación y fortalecimiento de la democracia. 
La primera derrota de la izquierda dominicana en 1965 fue, pues, 
militar; la segunda en 1978 fue política, la tercera en 1989 fue esen-
cialmente ideológica. En ninguna de las tres derrotas estratégicas 
la izquierda dominicana mostró la capacidad de entendimiento 
para interpretar correctamente lo que estaba en juego. Hoy, es mi 
tesis, la dispersión y casi disolución de la izquierda dominicana es 
un resultado de esos tres errores históricos, y no el simple produc-
to del divisionismo secular propio del faccionalismo de la política 
vernácula, aunque, como es obvio, eso también gravita. Veamos 
ahora algunos asuntos que se derivan de lo afirmado.

Históricamente hubo una gran tensión en la izquierda domini-
cana entre su concepción vanguardista que predicaba el predominio 
del grupo organizado por encima del movimiento social y la acción 
populista que de suyo rechazaba la organización. La tensión solo se 
completa y entiende bien a la hora en que la izquierda ha querido 
tener una presencia electoral, donde su trabajo propiamente electo-
ral ha terminado siendo compromisario del modelo populista. La 
situación “clásica” que se planteó históricamente entre Peña Gómez 
—líder de masas de ascendiente socialdemócrata— y la izquierda 
dominicana, ilustra mejor que nada la tensión descrita. En el fondo, 
la izquierda dominicana siempre vio en Peña Gómez un liderazgo 
antagonista, pero también apreciaba en su figura la existencia de un 
liderazgo popular realmente movilizador de masas. De esta forma, 
en atención a lo primero, la izquierda tendió siempre a rechazar 

cialismo les sorprendió de manera análoga e igualmente su reacción fue 
poco crítica. Incluso en un partido como el PCD, donde en sus debates 
internos y en sus posiciones internacionales, se reconoció siempre un tono 
crítico, como el rechazo a la ocupación soviética de Checoslovaquia en 
1968, o la crítica al burocratismo de la nomenclatura polaca, que llevó a 
sectores del partido a simpatizar con el Sindicato Solidaridad, la caída 
del muro de Berlín fue de algún modo una sorpresa y el fin de la Unión 
Soviética un verdadero desconcierto.
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al popular líder socialdemócrata, mientras por el segundo, tendía 
a acercársele. Esto se vio mejor que nada en las buenas relaciones 
que Peña Gómez mantuvo con el MPD y las tensiones que siempre 
existieron en las relaciones del líder popular con el PCD, aunque 
esta última organización durante un buen tiempo mantuvo buenas 
relaciones con Juan Bosch mientras se mantuvo en el PRD como su 
presidente y líder, e incluso durante los primeros tiempos del PLD 
(Gamundi Cordero, 2014).

Fue esa tensión la que posiblemente marcó las difíciles relaciones 
entre el PRD, como la organización que canalizó el gran movimiento 
democrático dominicano y la izquierda. Salvo en el período de lucha 
militar durante la revolución constitucionalista de 1965, histórica-
mente las relaciones entre el PRD y la izquierda nunca encontraron 
una solución y cauce político satisfactorio. Lo que aquí debe intere-
sarnos, sin embargo, no es esa tensa y nunca resuelta relación. Lo 
que debe reflexionarse es la incapacidad de la izquierda para ver 
al PRD más que como organización antagónica, como un gran mo-
vimiento social democratizador. Quizás por todo ello la izquierda 
nunca logró producir una posición y un argumento convincente 
frente a la efectividad del populismo de masas de Peña Gómez.

Estrechamente vinculada a las difíciles relaciones entre el PRD 
y la izquierda, debemos reconocer las limitaciones de esta última, 
a propósito de las luchas democráticas. En muchos sentidos esas 
limitaciones revelan una paradoja: hostil al reconocimiento de la 
democracia como un valor civilizatorio propio del mundo moder-
no, la izquierda fue un componente determinante precisamente de 
los procesos de lucha democrática. Rechazando las conquistas polí-
ticas de la democracia como valores propios de la lucha por la liber-
tad y la igualdad, la izquierda rechazó como una simple conquista 
burguesa las conquistas democráticas que siguieron a la llegada 
al poder del PRD en 1978. La izquierda en muchos sentidos vio la 
llegada al poder del PRD únicamente como el acceso al privilegio 
político del estamento burocrático de esa organización, dejando de 
ver que junto a ello venían conquistas democráticas en la esfera ciu-
dadana, por las cuales la propia izquierda había luchado.

Es muy claro que en esta postura la izquierda era víctima de 
sus premisas ideológicas, a propósito de su crítica a la democracia 
política de factura liberal. Por ello, en muchos sentidos la izquierda 
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dominicana en su conjunto, incluido en este caso el PLD, vio en la 
llegada al poder del PRD un capítulo (¿progresista?) de la historia 
de la dominación de clase de un emergente sector “burgués” que 
ganaba terreno. Independientemente de la hipótesis misma que 
acabo de formular, lo central es que para la izquierda la institucio-
nalidad político-democrática que se ganaba no representaba una 
conquista de derechos valiosos en sí mismos, sino un escalón de 
una larga lucha revolucionaria. Esto le impidió, a mi juicio, resol-
ver tres asuntos: ganar fuerzas en el movimiento social que apo-
yaba al PRD, principalmente en el precario movimiento sindical, 
definir una política parlamentaria que le facilitara articular una 
política de aliados flexible y, finalmente, apreciar la naturaleza del 
poder autoritario en el nuevo espacio democrático que se abría, lo 
que se vio claro en la primera década de los noventa con los frau-
des electorales que el PRSC produjo, primero contra Bosch (1990), 
luego contra Peña Gómez (1994) y dos años después con la coopta-
ción conservadora del PLD en un frente derechista articulado con-
tra Peña Gómez y el PRD, como precio del acceso al poder (1996) 
del hasta en ese momento partido de izquierda PLD.

En el período que va de 1978 a nuestros días no puede decirse 
que la izquierda dominicana no haya aprendido las lecciones de 
la historia, pero el precio fue su práctica disolución como fuerza 
política con capacidad de incidencia en la vida nacional. Ese pro-
ceso fue desigual y tortuoso. Hasta hace muy poco, el sector más 
radicalizado del llamado Frente Amplio estaba convencido de que 
la resistencia armada como respaldo a la protesta popular era un 
mecanismo adecuado de política revolucionaria. Sin embargo, fue 
en ese mismo frente en el que surgió la visión más realista y, a mi 
juicio, responsable, de lo que queda de la izquierda, me refiero 
al planteamiento del PCT que reconoce el valor de la democra-
cia como ideal de convivencia política, que asume la competencia 
electoral como mecanismo legítimo para alcanzar el poder y que 
aprecia la política de alianza con fuerzas no socialistas como un 
paso imprescindible de la lucha democrática.16

16	 Si se es justo debe reconocerse que el MPD al integrarse al llamado 
Acuerdo de Santiago en 1973-1974 reconocía esa necesidad de alianza 
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Un sector de la izquierda dominicana con orígenes políticos 
muy diversos, ha pasado a trabajar en la llamada sociedad civil, 
apoyando a minorías que van desde los inmigrantes indocumenta-
dos, los derechos de la mujer, la defensa del medioambiente, hasta 
los derechos de grupos como los LGTB. Pero aun así, el grueso de 
la izquierda se encuentra no solo disuelto como opción política 
sino envuelto en la reiteración de una política fundamentalista. 
Esto se ve reforzado en la escena de un sistema de partidos clien-
tilizados y una maquinaria política en el poder con una fuerza 
corporativa y clientelar que ha convertido esa organización en una 
especie de partido único.

Ante esa situación, lo que queda de la izquierda dominicana 
se mueve en la incertidumbre. La protesta secular de los barrios 
populares dominicanos y las posiciones de la izquierda constitu-
yen un caso ejemplificador de dicha incertidumbre. Por lo general, 
la izquierda aprecia estas acciones populares como genuinas reac-
ciones espontáneas del pueblo ante la incapacidad e indolencia 
de los gobiernos que no atinan a resolver demandas elementales 
de la gente. A partir de este punto, más o menos común, sectores 
de la izquierda se involucran en las protestas apoyando a sus or-
ganizadores con acciones que van desde la simple propaganda, 
la participación directa en las protestas, hasta constituir comités 
de apoyo que negocian con las autoridades los pliegos petitorios. 
Otros sectores son más escépticos y ven en estas acciones expre-
siones clásicas del espontaneísmo de masas.

Pero prácticamente la izquierda, y en general los intelectuales 
con ideas liberales y socialistas, no han podido producir un argu-
mento realista y convincente de la naturaleza y real significación 

flexible con actores políticos conservadores o liberales. Lo mismo de 
alguna manera puede decirse del PCD que en 1973 apoyó las llamadas 
leyes agrarias propuestas por Balaguer. Apoyo que marcó una ruptura en 
la izquierda obligando a un replanteo de la caracterización del régimen 
como un bloque monolítico reaccionario. Hoy día tengo la convicción 
de que ese giro obligó a la izquierda a un reposicionamiento respecto 
a la relación izquierda/democracia. Sin embargo, cuando llegó la hora 
de la transición democrática, el conjunto de la izquierda no supo sacar 
provecho de esas lecciones.
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de las protestas. Los argumentos se detienen en dos posturas anta-
gónicas: las propias de los gobiernos que ven en estas protestas un 
permanente mecanismo conspirativo contra el Estado y la de las 
élites democráticas que las aprecian como acciones más o menos 
espontáneas ante la injusticia y la exclusión. De esta manera, tanto 
las interpretaciones oficialistas como las críticas, aprecian en las 
protestas una suerte de límite reformista que impide que las mis-
mas puedan asumirse como impugnaciones eficaces a la acción 
del Estado.

En realidad, a mi criterio, las protestas han representado am-
bos tipos de situaciones. Por un lado, expresan la incapacidad de 
los gobiernos para articular una eficaz política de bienestar en los 
espacios locales, en lo que compete no solo a carencias colectivas 
infraestructurales (agua potable, carreteras y caminos, etc.), sino 
también para responder a una política de bienestar en el plano 
social (educación, salud, medioambiente) y laboral (empleo y 
seguridad social). Visto así las protestas endémicas le recuerdan 
permanentemente al Estado lo limitado y precario de su política 
social y de bienestar. Pero, con el tiempo, las protestas han deve-
nido —y es mi interpretación— en uno de los pocos mecanismos 
que la gente ha encontrado para dialogar con los gobiernos y lo-
grar objetivos limitados. Esto lo ha comprendido bien el propio 
Estado. Se ha entablado así un diálogo e intercambio, no recono-
cido por las partes, que le permite a los pobladores arrancarle al 
Estado reivindicaciones limitadas, en el tendido de que el Estado 
es incapaz de fundar políticas de bienestar sostenibles. Por parte 
del Estado sus autoridades han descubierto con el diálogo así es-
tablecido que con concesiones puntuales a los pobladores logran 
atenuar las dimensiones del conflicto social, al tiempo que pueden 
abrir espacios de clientilización efectivos. De esta forma la protes-
ta territorial endémica en muchos sentidos ha terminado articu-
lándose como la producción de un espacio social negociador de 
las masas con el Estado.17

17	 FUNGLODE, a través del Observatorio Político Dominicano que promueve, ha 
venido dando seguimiento a las protestas sociales en el país. Aún no se acumula 
mucha información que apoye la generación de hipótesis generalizadoras para 
períodos largos que pueda conectar dichas protestas a la racionalidad de los 



La política del poder: la crisis de la democracia dominicana en el siglo XXI 289

De hecho, la situación así creada está expresando un problema 
de orden político mayor, el cual ha sido de alguna manera adverti-
do por la propia izquierda con todo y su dispersión y los dirigen-
tes más críticos del viejo PRD hoy emigrados al PRM. Se trata de 
que la política faccional que ha dominado la política de partidos 
en su fase tardía, desconecta a las organizaciones de sus relaciones 
con la sociedad, reduciéndola a la acción electoral para capturar 
votos. Esto no es un producto buscado por facción alguna, sino 
que es el resultado de la naturaleza misma de las facciones, que 
deben preocupars, por encima de todo, por su enfrentamiento 
permanente con las facciones rivales. En esa situación, en muchos 
sentidos las protestas populares endémicas, que no conducen a 
situaciones de conflicto que hagan peligrar la gobernabilidad, re-
presentan simplemente la reacción de la gente ante la pérdida de 
capacidades del sistema de partidos para representarlos. Y esto 
último sí constituye un serio problema para la gobernabilidad de-
mocrática. A mi criterio, lo que ha detenido el potencial catastrófi-
co de la situación así creada es precisamente el aprovechamiento 
del Estado de esa carencia, reconduciendo la protesta de una si-
tuación de conflicto a una de integración. 

Lo que ha ocurrido con las llamadas ONG de alguna forma 
reproduce la situación descrita, pero en un modelo instituciona-
lista. Muchas ONG de hoy constituyen subproductos de movi-
mientos sociales, como se ha analizado en el precedente Capítulo 
IV. Una crítica radical podría sostener que las mismas al aceptar 
conectarse con el trazado de las políticas públicas que organizan 

ciclos políticos y las formas de régimen (autoritario, populistas, clientelista, etc.) 
y períodos de gobierno. Aún así, la información reunida ayuda a reconocer: a) 
se trata de protestas más o menos generalizables a todo el territorio nacional, 
aunque se concentran en determinadas regiones y áreas: el Gran Santo Domingo 
y las provincias periféricas (San Cristóbal y San Pedro de Macorís), Barahona 
y Bahoruco en el Sur, Santiago y Dajabón en el Norte y en el Noroeste; b) al 
agruparse regionalmente, se aprecia sin embargo que para el 2010 es la región 
Sur la de mayor concentración de protestas (40.51%), seguida de la región 
Norte (27.53%), el Este —que incluye al Gran Santo Domingo— es la de menor 
concentración (14.28%). Y c) el repertorio de las movilizaciones con alrededor de 
20 categorías, sin embargo se concentra en tres tipos: acciones violentas, marchas 
y movilizaciones y piquetes. Véase a Dilenia Medina (2010 y 2012). 
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los gobiernos y los organismos internacionales de desarrollo, se 
integran a un modelo dirigista que encuentra en el Estado su eje 
racionalizador e integrador. Creo que, sin negar que en la práctica 
el poder central ha sacado provecho de esa conexión “integrado-
ra”, el fenómeno expresa en un sentido más amplio un potencial 
de relación entre sociedad civil y Estado que bien manejado puede 
fortalecer un diálogo que amplíe el horizonte del debate político, 
más allá del poder de las élites tradicionales que por lo general 
han monopolizado la retórica del diálogo.

Con los programas focales del gobierno peledeísta ha ocurri-
do algo distinto. Es indudable que dichos programas han incidi-
do de manera efectiva en la vida de los pobres, contribuyendo a 
complementar los precarios ingresos de sus familias. De eso se ha 
beneficiado el partido gobernante, con sus políticas de cooptación 
clientelista de lealtades, aun cuando sabemos que este mecanismo 
de suyo no resuelve el problema de la pobreza. Lo importante a 
destacar aquí son los siguientes asuntos. En primer lugar, dichos 
programas inicialmente tuvieron un diseño que en efecto alcanzó 
a familias pobres. Por ejemplo, en sus inicios el programa SOLI-
DARIDAD, sin proponérselo, favoreció a muchas personas que 
simpatizaban con el PRD, principal partido opositor, y eso se de-
bió a un simple hecho: los más pobres simpatizaban con ese parti-
do, como se vio en el Capítulo III. Posteriormente, la selección de 
los favorecidos con el programa se hizo más refinada, pero aún 
así no pudo anular la presencia de pobres que no simpatizaban 
con el partido oficial, tal es la magnitud de la pobreza y lo que en 
ese momento era la simpatía política “natural” de los pobres. Sin 
embargo, en la perspectiva última de los programas focales, en la 
perspectiva de los objetivos políticos del partido gobernante, de 
eso se trataba: cooptar a los opositores, no simplemente favorecer 
a los ya convencidos, aunque la miopía de los dirigentes políticos 
de esos programas, comenzando por el entonces Vicepresidente 
de la República, no le permitió vislumbrarlo, al menos en el mo-
mento inicial de esos programas. 

Ante esta realidad, toda la oposición, incluida la dispersa iz-
quierda, simplemente ha asumido una postura de crítica “cerrada” 
a los programas focales, cuando de hecho, por su diseño, dichos 
programas abrían rutas críticas para presionar al Estado de modo 
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efectivo en el camino de la reforma. Por ejemplo: luchar porque se 
instituyeran comités de selección de favorecidos con los progra-
mas, integrados no solo por funcionarios de gobierno, sino tam-
bién por miembros de la sociedad civil, sindicalistas, empresarios, 
y los propios beneficiarios; luchar porque en la administración de 
los programas participara la sociedad civil como cuerpo ejecutor 
con autonomía, presionar para que “beneficiarios exitosos”, que 
han superado la pobreza crítica y conseguido empleos relativa-
mente estables, dejen de ser simples beneficiarios de los progra-
mas y pasen a apoyar la continuidad de los mismos, ayudan a los 
nuevos beneficiarios en la articulación de redes de solidaridad; 
lograr en fin que la gestión general de los programas fuera más 
transparente y participativa.

En ese escenario, la izquierda simplemente se hizo ausente, 
cuando a través de su presencia en la SC, en las ONG que se orien-
taban al trabajo con los pobres, tenían la oportunidad para produ-
cir una presencia crítica en la implementación de programas re-
formistas, que de todos modos el gobierno central implementaría. 
De lo que se trata en última instancia es del hecho de que preci-
samente por su dispersión, por su presencia en la SC organizada, 
por su conexión con grupos populares con experiencia de gestión 
y crítica social, la izquierda tiene objetivamente la posibilidad de 
presionar al Estado, para la construcción de un compromiso entre 
Estado y sociedad que, en los hechos, conduzca al gobierno cen-
tral y a los gobiernos locales a un ejercicio más participativo en el 
manejo de sus políticas, lo que es una precondición para la trans-
parencia y una mejor gobernabilidad democrática.

La izquierda no ha podido producir una interpretación nove-
dosa de un hecho dramático: la virtual guerra civil cotidiana que se 
verifica en los barrios populares de las grandes ciudades domini-
canas y que enfrenta diariamente a la policía con bandas de delin-
cuentes de diversos tipos. El número de víctimas que anualmente 
caen abatidas en esos choques es alarmante. De hecho, más allá del 
carácter delictivo de las acciones callejeras que escenifican pandi-
llas de delincuentes, la permanencia de los enfrentamientos, el ca-
rácter violento de la acción policial, el clima de incertidumbre que 
provoca en los barrios, crean una suerte de guerra civil cotidiana. 
Es claro que en muchos de los choques está involucrado el poder 
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del narcotráfico, y grupos con poder e influencias en los propios 
cuerpos policiales, siendo el motivo de conflicto sobre todo la lu-
cha por el control territorial. Pero esta situación tiene correlatos 
sociales relevantes. Por lo pronto, en medio de las carencias en que 
viven los habitantes de las barriadas populares, los delincuentes, 
las bandas callejeras e incluso los grupos que controlan el territo-
rio de la distribución de drogas, en muchos aspectos no solo son 
temidos por los ciudadanos que residen en estos barrios, son tam-
bién estimados por una suerte de prestigio bizarro adquirido, a lo 
que se agrega su aceptación social en las familias pobres, al consti-
tuirse en verdaderos proveedores, tras la práctica inexistencia del 
estado social. Sobre esta compleja realidad, la izquierda no ha po-
dido producir un discurso coherente que, al tiempo que rechace el 
delito y la inseguridad, plantee una crítica profunda a la violencia 
policial y ayude a los ciudadanos pobres a producir una lógica de 
relaciones con esta realidad que los autonomice, tanto del temor 
de las bandas callejeras, como del proteccionismo que las mismas 
brindan a las familias pobres, pero para ello se requiere un nuevo 
diálogo participativo e incluyente con el Estado. 

Los nuevos sujetos que emergen en la lucha social y política 
del siglo XXI (jóvenes, mujeres, ecologistas, inmigrantes, LGTB) 
definen otra agenda que ya no gira en torno al lugar del trabajo, 
sino en torno a objetivos como la defensa del consumidor, el dere-
cho a la diversidad de opciones sexuales, la pluralidad étnica y un 
sentido distinto del bienestar, que ya no se concentra únicamente 
en el salario, pues está atravesado por asuntos tan variados como 
el consumo cultural de masas, la seguridad en el uso de los espa-
cios públicos, los derechos de género, entre otros aspectos.

De esta forma la cuestión central del discurso histórico del de-
recho a la igualdad se replantea. Por ejemplo, por lo general el des-
empleo no es una realidad estática, pero precisamente por ello se 
generaliza en sus efectos en casi todos los estratos populares, en 
asuntos tan variados como el del ingreso, la educación y el tiempo 
libre. Es por ello que la izquierda debe asumir de otra manera el 
tema de la desigualdad, que ya no se limita a la cuestión del ingre-
so, la ocupación y la seguridad social. Se hace así imprescindible 
no concentrarse únicamente en las políticas salariales, sino también 
producir políticas en el ámbito del consumo y en consecuencia de 
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los precios; la izquierda debe, pues, hacer que el Estado asuma la 
responsabilidad de ámbitos determinados del bienestar como es 
la educación, la ayuda a las madres trabajadoras con hijos peque-
ños en la escuela a través de guarderías populares, por ejemplo; o 
en la salud apoyar y exigir mecanismos de participación popular 
que planteen la presencia de los habitantes de los barrios en los 
mecanismos directivos del sistema hospitalario, a fin de que se 
estreche la relación entre sistemas hospitalarios y lugares de asen-
tamiento de la gestión salubrista.

La pregunta central que debe plantearse la izquierda es, pues, 
a mi juicio, la de si todavía existe un espacio para su participación 
efectiva en la política nacional construyendo un partido propio y 
único, o de si debe, por el contrario influir en el movimiento o en 
los partidos democráticos de masas como una cultura política que 
aspira a la hegemonía. Por lo pronto, creo que ya no es posible (y 
nunca lo fue) pensar a la izquierda como “vanguardia”, ni diri-
gente único del movimiento social. Es preciso, entonces, replan-
tear el lugar de la izquierda en la política del siglo XXI. Creo que 
la izquierda debe asumir la política como movimiento amplio y 
diverso, donde la cuestión de la cultura desempeña un papel cen-
tral. Asimismo, me parece que la defensa de las minorías en sus 
eslabones más débiles representa hoy un espacio político central 
para la izquierda: LGTB, medioambiente, identidad y cultura, in-
migrantes, diáspora y deportados, podrían convertirse en el espa-
cio articulador de una izquierda renovada. Lamentablemente, la 
realidad es otra. Lo poco que queda de una izquierda organizada 
asume un discurso político presidencialista y olvida el tema de la 
participación ciudadana en la construcción de una nueva política. 
Ha asumido en muchos de sus componentes una mirada ultrana-
cionalista que se niega a reconocer el sentido de las nuevas luchas 
en el mundo global. Es por ello que el discurso izquierdista no 
tiene una propuesta relativa al papel estratégico de la lucha par-
lamentaria y el significado de los gobiernos locales para una ges-
tión democrática incluyente y participativa. El resultado es que, al 
igual que los partidos tradicionales, la izquierda dominicana asu-
me un discurso presidencialista y apuesta a alcanzar el poder cen-
tral como única fórmula para impulsar cambios políticos. No ha 
avanzado mucho desde la toma del Palacio de Invierno en 1917. 
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A mi humilde entendimiento, lo que se impone hoy es pro-
ducir una nueva visión del poder, donde por ahora ya no se trata 
simplemente de la conquista directa e inmediata del poder central 
(que sigue siendo un objetivo democrático legítimo), sino, ante 
todo, de la producción de los espacios culturales, las alianzas po-
líticas y sociales que permitan hacer de la política un ejercicio par-
ticipativo de la ciudadanía, y aquí los espacios de gobierno locales 
deben desempeñar un papel estratégico en la producción de una 
nueva izquierda. Hay que desechar, pues, la idea de un gran parti-
do aglutinante desde el cual se produzcan los cambios, y sustituir 
esa idea por la de un gran movimiento sin centro, en permanen-
te renovación y por definición pluralista. Esto podría ayudar a la 
izquierda a tener presencia en los grandes partidos de masas sin 
sacrificar su programa general de cambio cultural y político y la 
lucha irrenunciable por la libertad y la igualdad. De esta forma, 
la izquierda, conectada a los movimientos sociales, podría hacer 
una gran contribución a la renovación democrática, pero para ello 
debe desechar su concepción dirigista de la política, sustituyéndo-
la por una visión de hegemonía cultural, vale decir por una visión 
dialogante, pluralista y participativa de la acción del ciudadano.
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Capítulo VI
La nueva derecha dominicana y sus achaques

“Y, mientras en los demás es sobre todo la simpatía la que asegura la lealtad, 
en nosotros esa seguridad nos la proporciona el miedo; éramos aliados para 

atarnos más al miedo que la amistad, y cualquiera de los dos a quien la segu-
ridad le diese antes confianza, ese sería el primero en violar la alianza”.

Tucídides
Historia de la Guerra del Peloponeso

Una de las paradojas que más llama la atención al ob-
servador interesado en la política dominicana contem-
poránea es la gran presencia mediática de la pequeña 

Fuerza Nacional Progresista (FNP) y su influencia en la política 
cotidiana. Sin un correlativo peso en el electorado, puesto que di-
cha organización política nunca ha logrado reunir ni siquiera un 
dos por ciento de los votos. En sus ya tres largas décadas de exis-
tencia como fuerza política, la presencia de la FNP en la escena na-
cional no solo es un hecho, lo más importante es que tiene un peso 
significativo en el debate político nacional. Sin embargo, la FNP 
tenía hasta agosto 16 del 2016 una exigua representación congre-
sual, la cual no ha sido el fruto de sus votos, sino el producto de 
sus alianzas oportunas con el PLD, con el cual permaneció unido 
desde 1994 hasta el 2015, cuando rompió relaciones con dicho par-
tido. Y hoy día no posee ni siquiera un representante congresual. 
¿Qué produce, en consecuencia, esa capacidad de la FNP para in-
fluir en la política nacional del modo en que lo hace? ¿Cuál es la 
fuerza que realmente posee esta organización para tener un poder 
e influencia como el que se supone posee? Las respuestas a estas 
y otras interrogantes análogas pueden ayudar a aclarar el camino 
para el entendimiento de la política dominicana contemporánea, e 
indudablemente ayudan a entender muchas de las especificidades 
de la actual política de partidos, así como las limitaciones y pro-
blemas a los que se enfrenta hoy la democracia dominicana. 

La prolongada presencia de la FNP en la política dominicana, 
con todo y su pequeñez electoral, revela el camino que ha tomado 
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el proceso político, particularmente el derrotero de la construcción 
democrática. En este capítulo me propongo discutir el giro “na-
cionalista” tomado por la política conservadora que hegemoniza 
hoy el proceso democrático. Discutiré por ello el lugar ocupado 
en este proceso por Balaguer y la propuesta reformista-autoritaria 
que personificó, así como la adopción del conservadurismo políti-
co por parte del PLD, como el mecanismo central que no solo con-
dujo a ese partido al poder en 1996, sino que lo dotó de un nuevo 
marco y coherencia discursiva, como partido de derecha y como 
fuerza política hegemónica. Finalmente, discutiré las razones por 
las cuales el discurso neonacionalista aparentemente articulado 
por la FNP no solo fue un producto del balaguerismo histórico, 
sino que finalmente terminó constituyéndose en la propuesta al-
ternativa del conservadurismo a la crisis del Estado que hasta los 
noventa dichas fuerzas controlaban. 

En este capítulo afirmo que la FNP simplemente ha ocupa-
do una función mediadora que define sus éxitos coyunturales de 
acuerdo a su rol de fuerza política de apoyo al proyecto conser-
vador postrujillista, inicialmente impulsado por Balaguer, y hoy 
representado por el PLD. Detrás de ello, el verdadero éxito del 
neonacioanalismo conservador y autoritario, que hasta los noven-
ta lideró Balaguer, es la transformación sufrida por el PLD como 
continuador funcional del balaguerismo, tras una compleja con-
versión en un aparato clientelar-corporativo, formalmente neo-
nacionalista que coexiste con un credo económico neoliberal. La 
asunción de esta propuesta no solo ha sido exitosa en el plano po-
lítico, sino también contradictoria en lo relativo a su racionalidad 
y legitimación. 

Lo que en el fondo sostiene este proyecto político conservador 
revela una aporía histórica del proceso democrático dominicano. 
Por un lado, la transformación del PLD de partido izquierdista de 
ascendiente socialista y nacionalista a partido conservador y neo-
nacionalista produjo la mediación que el proyecto de hegemonía 
de la derecha dominicana requería para su adaptación a las nue-
vas condiciones que imponía la globalización. De esta forma, el 
conservadurismo, articulado en torno a la figura providencial de 
Balaguer no desapareció con su muerte; por el contrario, la políti-
ca conservadora encontró en el PLD una nueva expresión política 
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orgánica que le permitió la movilización de los actores sociales que 
en el pasado constituyeron “clases peligrosas”, envueltos ahora en 
una lógica clientelar generalizada. En un segundo nivel el fenóme-
no descrito manifiesta la fuerza del autoritarismo como larga tra-
dición histórica, más en condiciones modernas, que ha gravitado, 
a su vez, en la construcción de la democracia, convirtiéndola en un 
proyecto trunco, bloqueando prolongadamente la construcción de 
un Estado de derecho, pero con una forma democrático-electoral 
como mecanismo imprescindible de control político y de movili-
zación social. Finalmente, esta situación puso de manifiesto el blo-
queo de las élites conservadoras a un proyecto efectivo de reforma 
social y ciudadanización, cuyo mejor indicador es la generalización 
del clientelismo como mecanismo que cohesiona las lógicas de re-
producción social del colectivo nacional. En lo que sigue trataré de 
argumentar estas conjeturas, concentrándome en el resurgimiento 
de la derecha política como propuesta ideológica, hoy hegemónica.

1. La transformación neoliberal y el nacionalismo

Transformaciones sociales, reacomodo neoliberal y partidos

Así como Salvador Jorge Blanco no tuvo una propuesta de re-
forma económica alternativa a la crisis de la industrialización por 
sustitución de importaciones y del sector exportador tradicional, 
concentrándose simplemente en el saneamiento de las finanzas 
públicas en lo relativo al déficits fiscal y la deuda externa, tampo-
co Balaguer —que le sucedió en el poder en 1986— logró producir 
una respuesta exitosa al desplome del modelo económico indus-
trial-exportador tradicional. De esta forma, mientras Jorge Blanco 
produjo un acuerdo con el FMI que llevó al PRD a la pérdida de 
gran parte de su base popular, alcanzando, sin embargo, cierto éxi-
to en la estabilización de las finanzas públicas, Balaguer no pudo 
enfrentar con igual éxito la crisis que su política monetaria de cor-
te inflacionario de gasto público e incentivos a granel, estaba pro-
duciendo. En el fondo de todo, lo que había era una reconversión 
profunda de la economía dominicana que la propuesta neoliberal 
estaba estimulando a nivel global y local (CEPAL, 2001). En el caso 
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dominicano, esa propuesta condujo a Balaguer en 1990 a un pacto 
con el alto empresariado, en función del cual la economía domini-
cana se “liberalizaba”, orientándose hacia la exportación de servi-
cios (Godínez, 2009; Vaitsos, 1990). Los cambios socioeconómicos 
que siguieron a estos acuerdos, contribuyeron a transformar el 
porvenir de la política democrática dominicana.

En la experiencia de gobierno de Balaguer del período 1986-
1996, se avanzó en la reforma del sector educativo, tras el llamado 
plan decenal que involucró a la sociedad civil y al empresariado, 
teniendo un éxito relativo. Bajo el gobierno de Mejía se aprobó 
una reforma que indicaba asignar a la educación una proporción 
del 4% del PIB en el presupuesto de la nación. Este compromiso 
no fue honrado por los gobiernos de Leonel Fernández y solo vino 
a cumplirse con el gobierno de Danilo Medina, tras el ímpetu de 
un gran movimiento social por el 4% del PIB para la educación.

Hoy día se asiste a una economía concentrada en las exporta-
ciones de servicios y a una sociedad dominicana altamente trans-
nacionalizada, predominantemente urbana y con una alta presen-
cia de una clase media, que ha ido cobrando una preeminencia 
determinante en la política de partidos. Al mismo tiempo se asiste 
a una fractura social con elevada desigualdad y pobreza en los 
sectores más numerosos de la población, al tiempo que el merca-
do laboral es en esencia dual: un 50% se involucra en actividades 
informales sobre todo urbanas, donde se aprecia una creciente 
presencia de la inmigración de trabajadores haitianos que se con-
centran en nichos de baja productividad, pero esenciales al dina-
mismo del modelo económico (construcciones urbanas y agricul-
tura no azucarera de exportación), y un sector formal concentrado 
en actividades de servicio, donde también predominan los bajos 
salarios (Guzmán, 2010).

La reconversión de la economía, como es natural, afectó las re-
laciones del empresariado con el Estado. Por lo pronto, los em-
presarios alcanzaron mayor autonomía, pero a la vez perdieron 
ciertas capacidades frente al mismo para alcanzar protección en 
sus dominios del mercado, lo cual se avenía claramente con el 
nuevo canon neoliberal hegemónico. Sin embargo, este cambio 
de la posición del Estado en su potencial de ordenamiento del 
mercado, como de protección al empresariado, fortaleció a la élite 
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política. Por lo pronto, condujo a una transformación de la ma-
triz tributaria y a una reconfiguración de las políticas sociales. De 
esta manera las reglas del juego del mercado laboral tendieron a 
la flexibilización, como se ha explicado arriba (capítulos II y III) 
En ese marco, paradójicamente, el Estado aumentó su potencial de 
ingresos tributarios, al tiempo que entraban en crisis sus políticas 
sociales en materia de educación y salud (PNUD, 2005). 

Estas transformaciones económicas anunciaban también un 
cambio político, en particular en las relaciones de fuerza entre los 
actores (partidos) del sistema. Ese cambio claramente se inició con 
dos ejercicios fraudulentos en el ámbito electoral, el perpetrado en 
1990 contra Bosch y el articulado contra Peña Gómez en 1994, pero 
sobre todo cristalizó y se hizo visible con la alianza entre Balaguer 
y el PLD en las elecciones de 1996. Esta nueva situación fue for-
zando a un alineamiento en el centro de todo el espectro político 
de partidos y terminó fortaleciendo un proceso de derechización 
ideológico-político, siendo en este punto donde comenzó a articu-
larse una transformación política con la creciente hegemonía del 
neonacionalismo en la articulación del discurso político.

Independientemente del predominio alcanzado por el neolibe-
ralismo en la coyuntura de los noventa, pienso que lo que debe 
preocuparnos es una interrogante crucial: ¿cómo, si la reforma del 
Estado fortaleció su autonomía respecto al empresariado, al tiempo 
que el propio Estado reducía su potencial de control del mercado 
en el sistema de partidos, se fue imponiendo una propuesta ideo-
lógica que predicaba lo contrario: el neonacionalismo estatista? En 
parte la respuesta la podemos encontrar en el giro corporativo de 
la política de partidos, como la expresión más acabada del proceso 
de desarrollo del faccionalismo en los principales partidos. De esta 
forma, el corporativismo político hizo de los grupos de interés en 
los partidos realidades que estimularon una política de influencia y 
expansión del Estado en el tejido social, para precisamente afirmar 
sus intereses corporativos, no en el sentido de la ciudadanización 
de la política, sino en la orientación fragmentada y particularista 
del interés del pequeño grupo, o del simple manejo de votos para 
sostenerse en el poder por parte de los partidos.

El mecanismo para lograr el fortalecimiento del liderazgo corpo-
rativo de los partidos en el seno de la sociedad fue la clientilización 
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de todo el sistema político. De esta manera, el clientelismo amplió su 
presencia en la sociedad hasta niveles nunca sospechados por la po-
lítica populista, o por el liderazgo autoritario bajo la dictadura tru-
jillista, el régimen balaguerista de los doce años o los gobiernos del 
PRD en la transición democrática. Así, la clase política poco a poco 
pasó de los típicos problemas del liderazgo caudillista a moverse en 
un nuevo escenario de generalizado clientelismo y lucha de faccio-
nes. En la nueva situación, al tiempo en que los partidos necesitaban 
crecientemente legitimar su presencia en la sociedad, se encontraban 
envueltos en disputas corporativas y faccionales internas de manera 
generalizada y permanente. En ese escenario, la clientilización en 
parte resolvió este problema, pero para ello requirió fortalecer una 
orientación rentista del Estado y aumentar sus recursos.

En ese proceso la clase política en su vertiente conservadora 
no solo fue asumiendo una retórica nacionalista para enfrentar 
su debilitamiento ante el Estado y la autonomización del campo 
empresarial, sino que lo hizo en un ropaje argumentativo que en-
contró en la inmigración haitiana su campo identitario. Apreció 
así una especie de respuesta “patriótica” a la internacionalización 
de la economía y la sociedad que impulsaba el neoliberalismo, en 
una nueva retórica nacionalista. La novedad de este nuevo discur-
so político identitario de la derecha era que el mismo no la com-
prometía institucionalmente con las políticas sociales de reforma 
y desarrollo que sostenían al estatismo desarrollista, fuera de base 
conservadora (Balaguer) o socialdemócrata (Peña Gómez). Este 
nuevo discurso daba la impresión de una defensa del interés ge-
neral, al tiempo que formulaba una propuesta unificadora de di-
versos grupos de interés, partidos, etc. Fue de ese modo que el 
neonacionalismo de corte anti haitiano y autoritario se fue adue-
ñando del discurso político dominicano en los comienzos del siglo 
XXI. Se hizo de alguna manera un componente del cemento social 
que la nueva derecha proponía para restablecer la hegemonía po-
lítica del Estado sobre la sociedad. 

La hegemonía neoliberal

La crisis de los noventa tuvo al menos dos respuestas por par-
te de los actores sociales y políticos dominantes. En primer lugar,  
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implicó un reordenamiento del Estado a fin de adaptar su arma-
zón institucional a las nuevas condiciones de una economía ex-
portadora de servicios en el marco neoliberal que se imponía. En 
segundo lugar, terminó cohesionando un nuevo ordenamiento 
político, cuya propuesta discusiva fue el neonacionalismo, lo que 
condujo a la élite política a una postura de centro-conservador y 
en particular llevó a las nuevas fuerzas hegemónicas que se impo-
nían a la adopción de un doble discurso: neoliberal por un lado y 
por otro neonacionalista, cohesionados ambos por un marco esta-
tal organizado como bien neopatrimonial y un esquema clientili-
zado de relaciones con la sociedad. Ese fue un complejo proceso 
que discutiré en lo adelante.

Sin la crisis económica de los ochenta y el triunfo del neolibe-
ralismo como corriente de pensamiento económico en los noven-
ta, no se hubiera producido el abandono del desarrollismo por 
parte de la derecha balaguerista. Más aún, con el vuelco hacia 
el nacionalismo que se produjo en los noventa, Balaguer estaba 
intentando sostener el predominio de lo político sobre lo econó-
mico, tras su resistencia al cambio de política económica en el Es-
tado. Sin embargo, con el acuerdo de 1990 con el alto mando em-
presarial, y ante el agotamiento del modelo de crecimiento hacia 
adentro de base industrial sustitutiva de importaciones, se hizo 
evidente que era imposible impedir el vuelco hacia la economía 
exportadora de servicios. La aceptación del pacto neoliberal de 
1990 por parte de Balaguer trataba de conservar a como diera lu-
gar el control del Estado como principal sujeto político en el ma-
nejo de la economía y sobre todo de la sociedad. Años después, 
lo que el PLD aportó en esa ecuación fue simplemente el aparato 
político adecuado a esa tarea. La novedad del PLD como parti-
do hoy hegemónico ha consistido en que en la práctica al llegar 
al poder estimuló la política neoliberal de apertura y privatiza-
ción y para ello apeló a un marco racionalizador que no lo podía 
aportar el neoliberalismo económico “a secas” y que encontraba 
en el liberalismo político serios obstáculos. Se fue afirmando así 
en la élite política que pasaba a controlar el aparato estatal —el 
PLD y su alta dirección— una nueva visión del Estado corpora-
tivista en construcción en una variante clientelar. Fue por este 
mecanismo que la apelación al nacionalismo comenzó a brindar 
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recursos ideológicos que no aportaba el populismo y que estaba 
vedado al autoritarismo tradicional.

Retomando el análisis, debe señalarse que en la segunda mi-
tad del gobierno de los diez años de Balaguer (1986-1996), la es-
trategia económica en que se sostenía la gestión de gobierno, apo-
yado en las exportaciones tradicionales y la industrialización por 
sustitución de importaciones, se había agotado. Tras el descenso 
de las exportaciones tradicionales, no se podía seguir sosteniendo 
la expansión de la industria en el dinamismo del sector externo 
tradicional, ni tampoco mantener el nivel del gasto público que 
estimulaba la política intensiva en el gasto corriente. A estas di-
ficultades se sumaba el aumento de los precios del petróleo, en 
un marco de política monetaria que hacía inmanejable la paridad 
cambiaria. Este conjunto de factores condujo a una severa crisis 
económica en los años 1986-1990 (Despradel, 2005). En los noven-
ta, en la nueva estrategia de claro ascendiente neoliberal la política 
monetaria pasó a ser el “regulador” del conjunto del sistema eco-
nómico, donde el tipo de cambio se constituyó en el eje de la esta-
bilidad macroeconómica y mecanismo anti-inflacionario, pasando 
el Banco Central a ser el eje del control de la política económica 
(CEPAL, 2001). En el plano social, las reformas introdujeron un 
nuevo código de trabajo, un programa compensatorio a los ajustes 
y un nuevo régimen de seguridad social. El nuevo código laboral 
se produjo todavía en el gobierno de Joaquín Balaguer, la nueva 
ley de seguridad social se dictó bajo el gobierno de Hipólito Mejía, 
y el esquema de compensación social se implementó plenamente 
bajo la administración de Leonel Fernández, habiéndose iniciado 
con Mejía. De suyo, que tres gobiernos de signos políticos distintos 
fueran implementando aspectos parciales de un “modelo” común 
de inserción del país en el nuevo orden global muestra que la élite 
política y empresarial estaban de acuerdo con un mismo enfoque: 
el desarrollo autónomo del mercado, el empequeñecimiento del 
Estado y un modelo de desarrollo social altamente concentrador 
del ingreso y poca capacidad de integración productiva de los tra-
bajadores (Guzmán, et. al., 2011).

En realidad la propuesta desarrollista, con la cual, tanto 
la oligarquía tradicional, el balaguerismo autoritario, como el 
movimiento popular democrático liderado por el PRD, habían 
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enfrentado la acción del Estado frente a las presiones sociales de 
masas, se había agotado en los mediados de los ochenta. En lo 
político, la versión conservadora y autoritaria de esta estrategia 
tuvo antecedentes importantes, ya que la hegemonía balaguerista 
comenzó a agotarse mucho antes, desde el momento en que la 
base de apoyo campesino de Balaguer se agrietó en los mediados 
de los setenta, hubo divisiones en el aparato militar del gobierno 
reformista de los doce años y el empresariado perdió confianza 
en el régimen. En ese punto, lo que luego vino a constituir la FNP, 
en alianza con movimientos agraristas estimulados por el propio 
Balaguer, pasó a ser cabeza de puente de la lucha en torno a las le-
yes agrarias y fue labrándose un espacio político en el marco de las 
fuerzas balagueristas (D Oleo, 1983; Fernández, 1986). La vertiente 
popular democrática del desarrollismo (PRD), a su vez, hizo crisis 
a mediados de los ochenta con la revuelta de abril de 1984, y con 
la administración de la primera fase del declive final de la estrate-
gia de industrialización por sustitución de importaciones en esos 
años y la crisis de la industria azucarera.1 Cuando Balaguer retomó 
el poder en 1986 ambos procesos ya estaban en marcha. Lo único 
que hizo Balaguer en su nuevo gobierno fue complicar la crisis, al 
resistirse al proceso de apertura y transnacionalización económi-
ca, responder a la crisis estructural del modelo de industrialización 
de base exportadora con políticas monetarias inflacionistas y una 

1	 Debe llamar la atención del analista las diversas expresiones políticas del 
declive de la industrialización. Bajo el régimen balaguerista en su etapa 
tardía la crisis del campesinado y el debilitamiento de su apoyo a Balaguer 
agrietaron la unidad política del régimen y, tras la respuesta estatal (las 
leyes agrarias), debilitó el apoyo terrateniente, todo lo cual dificultó el 
apoyo agrario a la industrialización. Bajo los gobiernos del PRD es claro 
que el predominio agrario en el gobierno de Guzmán (1978-1982) debilitó 
el poder del sector empresarial ligado a la industria y en el segundo 
gobierno de ese partido, con Jorge Blanco al frente (1982-1986), la crisis 
fiscal y el problema de la deuda agrietaron el apoyo estatal al proyecto 
industrializador. Pero lo central es que en todo este proceso (1966-1990) la 
industrialización encontró serios problemas en la estrechez del mercado 
y el proteccionismo estatal finalmente se vino abajo con la crisis del sector 
exportador y la apertura hacia la economía exportadora de servicios. Ver 
a Lozano (1985), Despradel (2005) y Guzmán (2011). 
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mala gestión del gasto y la inversión públicas, que condujeron a 
la crisis de la matriz estatal (CEPAL, 2001; Guzmán, et. al., 2011). 

Para 1994 la FNP era ya un partido con un perfil político pro-
pio, aunque continuaba muy cercana y en contacto con Balaguer; 
tenía autonomía, al punto de que en ese año su presidente Mari-
no Vinicio Castillo fue candidato a senador del Distrito Nacional 
por el PLD. En esas condiciones, en 1994 y sobre todo en 1996, 
la FNP pasó a definirse como la promotora del antihaitianismo 
nacionalista radical. En ese momento la FNP ya se había despren-
dido en gran medida de su programa agrarista. Tras su alianza 
con el PLD, y como miembro exitoso del bloque derechista que 
articuló Balaguer en 1996, al llegar el PLD al poder, la FNP logró, 
finalmente, articular un perfil propio que la distanciaba del PRSC, 
aunque adoptando el programa conservador que Balaguer había 
construido y liderado, como continuador de la propuesta autori-
taria trujillista.

Mientras esto ocurría en el marco del discurso político y los 
alineamientos de fuerzas partidarias, la sociedad dominicana se 
transnacionalizaba y se abría al mundo globalizado. Paradójica-
mente, ante el proceso de cambio económico y de transformación 
social en marcha, la respuesta de las élites políticas a la crisis fue 
el conservadurismo, es decir, la resistencia al proceso de trans-
formación que se abría paso.2 Sin embargo, el discurso naciona-
lista que se estaba articulando no se suspendía en el vacío. De los 
componentes del marco ideológico que había cohesionado al ba-
laguerismo histórico, el nacionalismo sobrevivió por diversas y 
complejas razones. La primera que se destaca es la permanencia 
de su enfoque estatista del desarrollo, lo que le permitió mante-
ner un vínculo con casi todas las fuerzas políticas que también 

2	 El llamado “Frente Patriótico” en realidad fue una exitosa operación 
de Balaguer para frenar el camino hacia el poder de Peña Gómez. De 
hecho fue la última gran acción política del líder conservador. En el país 
tradicionalmente se piensa que esta acción política fue un resultado de 
la capacidad meramente táctica del PLD; en realidad, la operación fue 
un diseño del propio Balaguer, tras la cual el beneficiario político directo 
fue, ciertamente, el PLD, pero para Balaguer representó su gran triunfo 
histórico sobre las fuerzas políticas democráticas de la nación.
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asumían ese enfoque o estaban en vinculo de dependencia con 
el Estado. En segundo lugar, dicha propuesta era profundamente 
autoritaria y sostenía un enfoque verticalista y dirigista de las re-
laciones políticas del Estado con la sociedad. Esto era compartido, 
tanto por el balaguerismo histórico, como por el enfoque parti-
dario propuesto por Juan Bosch en el PLD. En tercer lugar, esta 
propuesta mantenía la idea de un enfoque redentor de la políti-
ca, donde el caudillismo daba paso a una mirada mesiánica de 
la acción política. Este último componente fue fundamental para 
facilitar las relaciones de personajes como Vincho Castillo con lí-
deres providenciales como Balaguer y Bosch, al tiempo que facili-
tó el estrechamiento de relaciones con el liderazgo emergente del 
PLD, el que, tras el triunfo de 1996, comenzó a perfilarse en torno 
a Leonel Fernández. El discurso neonacionalista no dejó de ser 
anticomunista y profundamente conservador. Aunque en la post 
Guerra Fría el primer componente aludido pronto dio paso a un 
discurso orientado a la lucha contra el narcotráfico y una propues-
ta de seguridad nacional, centrada en el llamado peligro haitiano. 
Finalmente, el discurso neonacionalista desarrollaba hasta el pa-
roxismo el componente historicista anti haitiano que ha caracte-
rizado a las élites intelectuales dominicanas más conservadoras.3 

Vale la pena abundar sobre esto último. Es claro que el fin de 
la Guerra Fría esfumó el recurso al anti comunismo como argu-
mento cohesionador de la derecha en el mundo occidental. Otros 
enemigos globales de Occidente sustituyeron al comunismo como 
recurso ideológico para la cohesión política del poder hegemónico 
norteamericano a escala mundial. El principal componente pasó 
a serlo sin dudas la lucha contra el terrorismo fundamentalista 
religioso (Gray, 2004; Alí, 2005). Pero ello, a su vez, recompuso 
las relaciones de los EE.UU. con la mayoría de la naciones que 

3	 Llama la atención el hecho de que el neo nacionalismo de la FNP, luego 
adoptado y adaptado por el PLD, era profundamente conservador, pues 
predicaba el estatismo desarrollista en un contexto donde el Estado había 
perdido el liderazgo del proceso mismo de desarrollo, a diferencia de los 
nacionalismos independentistas (1844), de los liberales restauradores (1862) 
o del nacionalismo que luchó contra la ocupación norteamericana entre 
1916-1924 y modernamente contra la invasión norteamericana en 1965. 
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estaban bajo su influencia, es el caso de la República Dominicana. 
Mientras en países como las recientes repúblicas de la Europa del 
Este o de los Balcanes, e igualmente del centro europeo, el discur-
so anti terrorista articulado por Estados Unidos después del 11 de 
septiembre del 2001 era empleado como propuesta cohesionadora 
de una nueva alianza occidental para la nueva hegemonía mili-
tar norteamericana, en países como República Dominicana, que 
no sufrían amenazas terroristas, esto no tenía mayor significado 
político interno, en parte por no encontrarse geográficamente en 
medio del conflicto, en parte porque son naciones del mundo pe-
riférico y en parte porque en ellas no hay tradiciones religiosas 
islamistas fundamentalistas. El otro componente del discurso he-
gemónico de las grandes potencias occidentales en la post Guerra 
Fría, la propuesta de democracia global, contiene, ciertamente, 
elementos que vinculan directamente a países como la República 
Dominicana al esfuerzo hegemónico globalizador de Occidente, 
en particular de los EE.UU.4

El nuevo discurso democratizador debe analizarse con cierto 
detenimiento.5 Por la vertiente de la globalización y la idea de la 
democracia global, al menos en sus relaciones con Latinoamérica 
y el Caribe, los EE.UU. articularon una línea crítica hacia gobier-
nos autoritarios, o que asumían modelos de organización política 
donde las elecciones no eran instituciones organizadas de acuerdo 
con la ortodoxia liberal. Esto produjo importantes consecuencias 
para grupos políticos como la socialdemocracia, que en el marco 
de la Guerra Fría habían tenido conflictos con la ideología anti 
comunista radical de los líderes políticos norteamericanos en lo 

4	 No es que el componente anti terrorista no tenga a su vez una dimensión 
globalizadora, lo único distinto es que mientras el discurso de la 
democracia global refiere al orden político institucional, y, por tanto, es 
generalizable, el discurso anti terrorismo se refiere a un componente bien 
delimitado: los ataques a las potencias occidentales hegemónicas. Véase a 
Gray (2004), Alí (2005) y Kaldor (2003). 

5	 Para una discusión sistemática de este asunto debe verse a Held (1997) 
y Held, McGrew, Goldblatt y Perration (1999). En una perspectiva 
comparativa latinoamericana debe verse a Whitehead (2002). Para una 
reflexión general ver a Rosanvallon (2007).
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relativo a su apoyo a regímenes autoritarios. A su vez, esto se co-
nectó a los procesos políticos democratizadores en la periferia, en 
particular en América Latina. Por esta vía, la nueva propuesta, o 
doctrina geopolítica que se estaba armando, debilitaba a los acto-
res autoritarios de la periferia y brindaba mayor espacio a nuevos 
actores democráticos. Fue de esta manera que en países como Re-
pública Dominicana se fortalecieron grupos que defendían a las 
minorías inmigrantes, los derechos de género, el medioambiente, 
etc. En general estos grupos encontraron apoyo en organizaciones 
e instituciones de Occidente que estaban directamente interesadas 
en fortalecer el nuevo discurso, como el sistema de Naciones Uni-
das. Un componente central de las nuevas batallas democráticas 
que comenzaban a librarse fue el del fortalecimiento de políticas 
de corto y mediano plazo que perseguían fortalecer el Estado de 
derecho y la ciudadanía democrática, al punto de que en Latino-
américa el PNUD promovió importantes investigaciones sobre el 
tema a principios de siglo (PNUD, 2004 y 2004b). Este discurso he-
gemónico, democratizador en lo político, predicaba en lo económi-
co el libre mercado, tras las líneas doctrinales del llamado Consenso 
de Washington que defendía la autonomización de la banca central, 
la total privatización del mercado y la reconversión del Estado 
como simple agente vigilante de las reglas del mercado (el Estado 
mínimo). En la práctica, dicho discurso albergaba una profunda 
contradicción que en el siglo XXI se reveló claramente: el compo-
nente democratizador del discurso neoliberal en lo político cho-
caba con el radicalismo neoliberal del componente económico del 
mismo discurso, como Stiglitz (2006) y Gray (2004) han discutido.

En las nuevas condiciones de la post Guerra Fría y del predo-
minio neoliberal, la nueva hegemonía norteamericana asignaba un 
nuevo rol al Estado, más vinculado al desempeño político global. 
Esto implicó una operación que no dejaba de tener sus tensiones 
internas: debilitaba las estructuras estatales proteccionistas en el 
ámbito de la economía, al tiempo que criticaba el autoritarismo de 
sus grupos tradicionales y encaminaba acciones para ampliar los 
espacios democráticos, sobre todo en lo relativo al fortalecimiento 
de sistemas competitivos de partidos, así como un marco ciuda-
dano con poder de cuestionamiento al Estado. En la práctica esto 
planteó un nuevo tipo de relación política del centro hegemónico 



Wilfredo Lozano308

con nuevos actores políticos y sociales, así como el fortalecimien-
to de los lazos con las fuerzas políticas democráticas. Al mismo 
tiempo debilitó los lazos de Estados Unidos con las fuerzas polí-
ticas que tradicionalmente habían dominado estados como el do-
minicano, caracterizado por su enraizado autoritarismo. Se abría 
de este modo un nuevo campo de relaciones políticas y nuevas 
lógicas de articulación, consenso y conflicto.6

Fue así que el discurso ideológico que nucleaba a los grupos 
tradicionalmente autoritarios, como los actores típicos que con-
trolaban las estructuras estatales, quedó minado, tanto por su “in-
eficacia” en el plano económico, ante la embestida neoliberal anti 
estatal y el poder del mercado mundial sobre economías como la 
dominicana, como en lo relativo a la eficacia política e ideológica 
de los grupos tradicionales de la derecha política; discurso am-
parado normalmente en la prédica anti comunista, la apelación 
a la retórica de la fuerza por sobre el consenso, la crítica a la di-
mensión competitiva de la democracia, la presencia militar en la 
política del Estado, etc. 

En las condiciones descritas, en el caso dominicano, el discur-
so que tradicionalmente había cohesionado al conjunto de actores 
políticos entró en crisis. Solo la dimensión nacionalista de dicha 
propuesta ideológico-política quedó, en cierto modo, “inmune” 
al desplome ideológico post Guerra Fría de los discursos políti-
cos tradicionalmente conservadores en la periferia y en particular 
en República Dominicana. La pregunta natural que surge es la si-
guiente: ¿cómo sobrevivió la predica nacionalista en un mundo 
nuevo globalizado, donde el actor hegemónico mundial defendía 
precisamente un discurso de apertura económica y democratiza-
ción política global de las estructuras estatales, de defensa de de-
rechos a grupos que como los inmigrantes se desplazaban entre 
estados-naciones formalmente independientes? 

6	 El análisis del cambio geopolítico norteamericano hacia el Caribe de la post 
Guerra Fría sigue siendo un motivo de investigación. Debe verse a Maingot 
y Lozano (2005) que realizan un estudio panorámico sobre las relaciones 
EE.UU-Caribe. Lozano et. al. (1998) contiene estudios pertinentes sobre tres 
casos en particular, Cuba, Haití y República Dominicana en los inicios de la 
Post Guerra Fría. Véase también CLADDE (1993).
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2. Las etapas de la historia política de la  
derecha dominicana

Como todo fenómeno social, la derecha dominicana contem-
poránea también tiene su historia. Esa historia, sin embargo, no es 
el mero reflejo del pasado remoto de los forjadores de la nación 
independiente en el siglo XIX, proceso en el que la lucha entre 
anexionistas e independentistas desgarró la Primera República, la 
de Duarte y los Trinitarios (1844-1856), dando fin al primer experi-
mento republicano con el triunfo del bando santanista-anexionis-
ta y con ello abriendo el camino a la anexión neocolonial a España 
(1856). Tampoco se trata de la lucha por la Restauración de la Re-
pública, cuyo enfrentamiento con el anexionismo conservador les 
dio finalmente la victoria a los restauradores (1865). En esa lucha 
los grupos conservadores trataron de nuevo de impedir la vía in-
dependiente del colectivo nacional. No es tampoco la expresión 
de los amagos permanentes de hombres como Buenaventura Báez 
por anexar la República a Francia o a Estados Unidos. Todas esas 
expresiones de una élite conservadora y convencida de la invia-
bilidad dominicana como proyecto de nación deben verse como 
importantes antecedentes, pero no definen una línea de evolución 
subsecuente en el tiempo que culmina hoy en la derecha naciona-
lista, salvo un punto, pues la derecha de hoy es muy distinta a la 
derecha de ayer; ese punto es el común acuerdo conservador en 
el anti haitianismo militante, como de alguna forma también lo es 
en Haití, de parte de sectores importantes de su élite dirigente, el 
anti dominicanismo.7

7	 Lo que hoy constituye una verdadera ideología anti-haitiana no fue la 
visión que tuvieron respecto a Haití los padres fundadores de la República. 
Su rechazo a la dominación haitiana se sostuvo en la defensa del derecho 
a la soberanía y al ideal republicano, no fue el producto de un rechazo 
étnico al vecino opresor. Tan es así, que en principio los propios trinitarios 
conspiraron contra la opresión del régimen de Boyer manteniendo 
contactos con los sectores liberales de Haití (Price Mars, 1953; Moya Pons, 
1978). El rechazo étnico a Haití y, en consecuencia, la imagen del prejuicio 
racial como componente activo de la ideología anti-haitiana, fue algo muy 
posterior, acentuándose durante la Dictadura de Trujillo (Cassá, 1982; 
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La derecha de hoy se conecta mejor a las corrientes conserva-
doras que anidaron en la llamada “Era de Trujillo” (1930-1961) 
y que produjeron una argumentación coherente y sistemática de 
justificación y legitimación del régimen, en base a ideas funda-
mentales de corte conservador: el autoritarismo centralizador del 
Estado (Balaguer, 1983), el anti-haitianismo fundante de la dife-
renciación respecto al “otro” (Peña Batlle, 1988 y 1989), el pesimis-
mo respecto a las capacidades del pueblo-nación para afirmarse 
e impulsar las ideas que el positivismo asumía como los ejes de 
la modernidad en torno a la idea del progreso (Demorizi, 2000; 
Lugo, 1993; López, 1975), la distancia cultural entre élite y nación 
que daba paso a la idea del dirigismo de Estado como propuesta 
de redención nacional (González et. al., 1999) y finalmente, el tu-
telaje autoritario que en último terminó se reducía al poder de las 
armas (Martínez, 2009).

Como ha demostrado Turits (2003), es indudable que Trujillo 
logró que su régimen estableciera frente al campesinado un ascen-
diente ideológico y político paternalista. Las bases de ese poder no 
eran únicamente las de la fuerza, un alto componente legitimador 
sostenía esa relación, como era la búsqueda de protección estatal 
por parte del campesinado. Los campesinos vieron en Trujillo no 
solo al déspota militarista, sino al padre protector. Fue ese poder 
legitimador ante el campesinado el que logró producir, a mi juicio, 
las bases sociales e ideológicas para generar la lealtad primordial 
del ejército, en una lógica de orden y disciplina autoritarias -típico 
de sociedades agrarias atrasadas-, al jefe político nacional: Trujillo. 
Los campesinos terminaron identificando a Trujillo como la encar-
nación del Estado, el padre político de todos.8

Vega, 1988; Franco, 1971). De lo que es heredero el neonacionalismo anti-
haitiano contemporáneo es de la tradición dictatorial trujillista, no de la 
visión de los trinitarios fundadores de la nación política.

8	 En su libro sobre el Folklore y el campesinado dominicano Demorizi 
(1975) ofrece valiosa información sobre la ideología del campesinado y sus 
niveles de vida bajo la dictadura trujillista. Inoa (1994) en su estudio sobre 
el campesinado y el Estado nos brinda un panorama esclarecedor de las 
difíciles condiciones del mundo del trabajo rural, sobre todo del trabajo 
forzado. San Miguel (1995) brinda la visión clásica de las transformaciones 
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Aunque en “la Era de Trujillo” las balbucientes clases medias 
asumieron también la imagen de la sociedad tutelada, no lo hi-
cieron de manera ciega al dominio político que de ello derivaba. 
Fue sobre todo el terror lo que las mantuvo leales al régimen (Me-
jía, 1953/1995). Aun así, fue en las clases altas, la tradicional oli-
garquía, donde siempre hubo un desencuentro con el régimen, 
pese al apoyo que al fin y al cabo también le brindaron al dictador 
(Crassweller, 1967). 

La oligarquía aceptaba el orden político, pero estaba inconfor-
me con sus consecuencias económicas respecto al grupo, pues de 
hecho eran socios marginales del mismo. Compartían una común 
visión paternal respecto al campesinado como la defendida por el 
régimen, mas esto no les permitió ningún tipo de identificación y 
lealtad del campesinado al estamento oligárquico. En cualquier 
caso, la lealtad campesina a la oligarquía terrateniente y mercantil 
estuvo en general limitada al ámbito del jefe familiar y su entorno 
de parientes. Pero esto nunca se tradujo en una capacidad polí-
tica de las oligarquías enrolar y movilizar al campesinado como 
cuerpo político. Por el contrario, en el plano político y social, la 
oligarquía siempre estuvo enfrentada al campesinado y este últi-
mo encontró en el Estado un protector autoritario (Turits, 2004).

De esta forma, en los años sesenta, en la post dictadura, da-
das las características del régimen trujillista que se derrumbaba, 
ninguna fuerza social fuera del Estado estuvo en la capacidad de 
imponerse y mucho menos controlar la crisis que se abría paso, 
al tiempo que el estamento burocrático-militar quedó por el mo-
mento disperso (Martin, 1975; Gleijeses, 1984; Cassá, 1986). Tras 
la salida del país de Balaguer, el último dirigente representante 
de la dictadura en el período de transición, la burocracia política 

del mundo campesino desde el siglo XIX hasta la dictadura trujillista, 
pero se concentra en la zona Norte del país, en el Cibao. Turits (2003) 
proporciona una inteligente perspectiva de la cosmovisión ideológica 
de las masas rurales y cómo ello fue un elemento fundamental para la 
estabilidad del poder dictatorial trujillista. Casi todos esos trabajos se 
concentran en el campesinado de la región norte. El libro de Moreta (2009) 
es de los pocos trabajos que estudian el caso del campesinado de la región 
sur, la más pobre del país.
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trujillista quedo sin dirección. Fue en ese contexto que los mili-
tares, con todo y su fragmentación e inexperiencia en la gestión 
política del Estado, quedaron como el único espacio estatal con 
poder (el de las armas) y disciplina (la del autoritarismo), como 
para asumir la tarea de dirección que exigía la crisis. Pero lo hicie-
ron limitados precisamente por su incapacidad de moverse como 
cuerpo político (Gleijeses, 1984; Cassá, 1986; Bosch, 1964/2009b). 

A partir de ese momento la trayectoria histórica de la dere-
cha dominicana transitó por varias etapas. Propongo tres grandes 
momentos en el proceso de construcción de la derecha política 
dominicana. Entre 1961-1966, apreciamos una fase de dominio 
oligárquico de ese “proyecto” que podríamos definir como desa-
rrollismo oligárquico. Lo central aquí es el intento de las oligarquías 
tradicionales anti trujillistas de pasar a controlar directamente el 
Estado; en esta fase se verifica el primer y único intento de la oli-
garquía de organizar un partido político propio: la Unión Cívi-
ca Nacional (UCN). En la práctica, en esta fase la oligarquía se 
acerca y aleja del domino directo del Estado en una relación tensa 
y contradictoria con el poder militar. Una segunda fase es la del 
dominio burocrático-militar del Estado en un modelo cesarista. 
Esta fase cubre el período 1966-1996 y la denomino reformismo 
autoritario. En una primera etapa (1966-1978) en el marco de este 
período, la oligarquía abandona el proyecto de dirección política 
del Estado y se somete al dominio político cesarista de Balaguer, 
en quien encuentra un líder que cohesiona y representa en térmi-
nos generales sus intereses, esencialmente en lo que tiene que ver 
con su crecimiento y desarrollo económico-corporativo. En una 
segunda etapa (1978-1996) hay un esfuerzo significativo del cuer-
po empresarial por organizarse corporativamente, fortaleciendo 
organizaciones como el CNHE, ADOEXPO, AIRD, mientras en lo 
político el empresariado tradicional se fragmentaba en diversos 
grupos de interés donde predominaban los grupos oligárquicos, 
como el llamado Grupo de Santiago, en el gobierno de Antonio 
Guzmán (1978-1982), o se fortalecían los grupos empresariales 
más vinculados al comercio y la industria bajo el gobierno de Jor-
ge Blanco (1982-1986). Con el regreso al poder de Balaguer en 1986 
se aprecia una mayor autonomía corporativa del conjunto del em-
presariado, al tiempo que se reconoce cómo va entrando en crisis 
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el modelo exportador tradicional que apoyaba la industrialización 
por sustitución de importaciones sostenida en la protección esta-
tal, como se ha indicado arriba. A mediados de los ochenta ese 
modelo hace crisis y en ese contexto se avanza hacia una nueva 
economía orientada a la exportación de servicios, hasta que en el 
1990 se produce una verdadera transformación neoliberal del Es-
tado. Ya en plena reforma neoliberal, el ordenamiento ideológico-
político de la derecha tradicional se prolonga hasta 1996, cuando 
Balaguer impulsa una alianza conservadora con el partido fun-
dado por Juan Bosch, el PLD. A partir de ese momento, y entre 
1996 y el presente, se articula una tercera fase del desarrollo de 
la derecha política que podríamos definir como corporativismo na-
cionalista. En esta última fase se fortalece una opción que terminó 
predominando en lo que podría definirse como la nueva visión 
ideológica del PLD, que a partir del ascenso al poder de Leonel 
Fernández en 1996, y en esencia de su regreso al poder en el 2004, 
se hace un partido hegemónico en la política nacional. Colocán-
dose uno en esta última fase puede apreciar con facilidad que el 
declive de la opción cesarista —propiamente bonapartista en su 
vertiente balaguerista—, como ordenamiento político tradicional 
de la derecha dominicana, inicia su agotamiento con las reformas 
neoliberales de 1990 y asume su última expresión organizada en 
1996 con la creación del llamado “Frente Patriótico”. 

Estas tres variantes subsecuentes del desarrollo de la derecha 
política fueron cambiando sus componentes identitarios, pero en 
todos los momentos el Estado definió el campo articulador de 
cada modalidad o proyecto político-ideológico, mientras el na-
cionalismo anti haitiano operó como una constante. Visto en su 
desarrollo en el tiempo, con esas premisas podemos reconocer las 
siguientes fases del proceso de formación y desarrollo históricos 
de la derecha política dominicana, a saber: 1) 1961-1966: la dere-
cha oligárquica y su fracaso; 2) 1966-1978: el proyecto bonapartista 
y la derecha corporativa; 3) 1978-1990: el proyecto populista y la 
cohabitación política; 4) 1990-1996: la crisis del campo populista y 
la respuesta neoliberal; y 5) 1996-2012: el proyecto neocorporativo 
y la crisis del Estado. 

Como ya se dijo, entre 1961 y 1966 es que se verifica el único 
intento de la derecha política dominicana de crear un espacio de 
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representación político propio: la UCN. Podría sostenerse que la 
oligarquía dominicana fundó la UCN, primero como organiza-
ción cívica de carácter patriótico, encaminada a la lucha contra los 
reductos de la dictadura de Trujillo, en un intento poco articulado 
por impulsar un movimiento protopolítico que le ayudara a su 
estrategia de conquista del Estado, en las condiciones impuestas 
por la post dictadura (Diederich, 2010; Bosch, 1964/2009b; Cassá, 
1985). En dicha coyuntura la oligarquía participa con algunos de 
sus miembros en el Primer Consejo de Estado presidido por Joa-
quín Balaguer, en ese momento Presidente de la República, here-
dero político del régimen dictatorial. Tras la salida de Balaguer 
del país y su exilio en Estados Unidos, la oligarquía pasa a dirigir 
directamente el Segundo Consejo de Estado, esta vez presidido 
por Rafael F. Bonelly, viejo colaborador de Trujillo, ahora con la 
función de representante de los grupos de poder de Santiago. Los 
grupos oligárquicos dan un paso más y convierten la UCN en or-
ganización política para terciar en el certamen electoral de 1962. 
Tras su fracaso electoral con el triunfo de Juan Bosch en las urnas 
en 1962, podría decirse que el último gran intento de participa-
ción política directa de la derecha oligárquica fue el brindado por 
el apoyo de la UCN al golpe de Estado en septiembre 25 de 1963 
contra el gobierno constitucional de Bosch (Grimaldi, 2000; Gue-
rrero, 1993). 

A partir de ese momento hay un repliegue histórico, que re-
vela el fracaso oligárquico en el intento de producir una repre-
sentación política directa.9 Personalidades del empresariado, del 
mundo profesional, todos con ideas conservadoras, apoyan ini-
cialmente el esfuerzo golpista, pero al poco tiempo se alejan del 
gobierno de facto (inicialmente una junta militar, que luego devi-
no en un triunvirato civil) y dejan el terreno político al dominio 
estatal de los militares. Es cierto que los gobiernos del Triunvirato 
estuvieron dirigidos por figuras que procedían directamente de la 

9	 Es por ello que en rigor en septiembre de 1962, en el primer momento 
del golpe, la UCN, aún no disuelta como organización partidaria, firma 
el documento de apoyo al golpe, pero al poco tiempo se repliega y deja 
de participar como cuerpo político organizado. Ver a Grimaldi (2000), 
Guerrero (1993), Bosch (2009b) y Cassá (1986).
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oligarquía, como lo fue su principal figura, Donald Reid Cabral, 
pero como cuerpo corporativo no puede decirse que el Triunvi-
rato representaba un proyecto propio de la oligarquía, más bien 
fue un régimen con un fuerte componente oligárquico pero do-
minado por los militares. Es decir, si a alguien representaba ese 
gobierno era a los militares y a empresarios corporativamente or-
ganizados como grupos de interés. Es por eso que históricamente 
el Triunvirato sintetiza la incapacidad oligárquica para agenciarse 
un partido propio y, lo que es más importante, para generar la ca-
pacidad política organizada que requiere el dominio del Estado. 
A partir del fracaso oligárquico, todos los intentos y experiencias 
de la derecha dominicana, vista a través de sus grupos de presión 
(organizaciones empresariales, grupos semi-corporativos como 
el llamado Grupo de Santiago,10 asociaciones ciudadanas, etc.) en 
la política de partidos y, en consecuencia, en la búsqueda de re-
presentación política en el Estado, se harán mediados, de mane-
ra indirecta, delegando su representación en terceros actores. En 
todo caso, debe destacarse que lo que podría definirse como una 
“proto derecha” oligárquica revela en esos años de crisis política 
permanente una gran incapacidad para asumir un discurso demo-
crático en su visión del Estado y del orden político. No había aquí 
un proyecto de orden social, en lo esencial se trataba de capturar 
el aparato estatal y con ello abrirse una oportunidad para la con-
versión de dichos grupos, que ya poseían amplio poder social, en 
verdaderos sectores de poder económico. El Estado pasaba aquí a 
constituirse en el terreno mismo del fortalecimiento económico y 
corporativo de los grupos conservadores. De todos los dirigentes 

10	 Este grupo de presión con gran influencia regional y nacional, de ascen-
diente oligárquico, a mi juicio representó la vertiente liberal de la derecha 
moderna dominicana, tras el fin de la dictadura trujillista. No era, pues, 
una simple expresión del poder oligárquico. Debe verse más bien como el 
núcleo constituyente de la derecha moderna: nace como grupo de presión 
ante el Estado y no como proyecto político de control directo del mismo; 
aun así, dicho grupo tuvo inicialmente una visión regionalista, lo cual li-
mitó por mucho tiempo su proyecto hegemónico, pero ello no le impidió 
una visión desarrollista que influyó en los futuros gobiernos de la post 
dictadura, incluido el gobierno de los doce años de Balaguer. Ver a Martin 
(1975) y Moya Pons (1986 y 1992). 
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políticos, de ascendiente democrático o de izquierda, el único que 
vio con extrema claridad este fenómeno fue Juan Bosch. Tan cla-
ro fue el entendimiento de este problema por parte de Bosch que 
cimentó su estrategia electoral en 1962 en dos ideas precisas: “bo-
rrón y cuenta nueva” como mecanismo que bloqueaba al disperso 
trujillismo, que aún mantenía influencia en el ejército, al tiempo 
que formulaba todo un programa desarrollista apoyado en el re-
ciente poder empresarial del Estado. 

En el llamado gobierno de los doce años (1966-1978) la situa-
ción cambió, pues, en 1966, tras la crisis que sucedió a la muer-
te de Trujillo, fue el bonapartismo balaguerista el que finalmente 
dotó de un esquema coherente de representación organizada en 
el Estado a la derecha dominicana. En primer lugar, el balagueris-
mo organiza corporativamente a la derecha: a) la hace participar 
como grupo en los consejos nacionales de desarrollo y estimula 
su participación en las empresas mismas del Estado, b) define 
una distancia entre la política de partidos y la expresión de sus 
intereses como grupo organizado a través del pacto cesarista con 
Balaguer, tras el cual los grupos empresariales de hecho delegan 
su representación en el líder conservador, y c) subordina así los in-
tereses de los grupos de poder económico a la facción que controla 
el poder político (Balaguer) (Lozano, 1985). Sin embargo, la acción 
cohesionadora de los grupos de derecha, al concentrarse en el mo-
mento corporativo-empresarial, delegando en una tercera fuerza 
su representación política, admite en lo político la capacidad cohe-
sionadora del poder militar y la política autoritaria que de ello de-
riva. A partir de ahí, el potencial organizativo de la derecha derivó 
hacia la acción empresarial y no a la propiamente política. Esto se 
encuentra estrechamente vinculado a las limitaciones económicas 
de los grupos empresariales mismos, lo cual era una consecuen-
cia de su posición subordinada, económicamente hablando, bajo 
la dictadura de Trujillo. Tras la muerte del dictador en 1961, fue 
este hiato el que la derecha oligárquica trató de resolver (Bosch, 
1962/2009b). El fracaso de este intento muestra al menos dos as-
pectos: a) la incapacidad de los grupos oligárquicos anti trujillistas 
para comprender el nuevo momento político e iniciar una acción 
de hegemonía hacia actores emergentes: el actor popular desor-
ganizado y la clase media, que constituyó, esta última, la fuente 
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social del nuevo liderazgo que pasó a cohesionar el emergente sis-
tema de partidos y de la sociedad civil que despuntaba. b) El otro 
componente es más fácil de apreciar: su rol subordinado ante el 
Estado, aspecto que fue el empleado por Balaguer para fortalecer 
su dominio cesarista de la política dominicana por más de dos 
décadas.

Es una interesante paradoja el hecho de que mientras los 
grupos industriales organizados en Santo Domingo tenían una 
visión esencialmente corporativista del desarrollo y todo lo de-
mandaban del Estado, el llamado “Grupo de Santiago” logró 
articular una visión del desarrollo más cónsona con los proble-
mas generales del país (Moya Pons, 1986). En ese sentido, dicho 
agrupamiento oligárquico y empresarial pudo aproximarse a una 
visión de hegemonía social. Lamentablemente, esto repercutió 
esencialmente en la esfera regional de su dominio, la región del 
Cibao, y no logró en el corto plazo constituirse en un proyecto de 
alcance nacional. Pero no por ello debe ignorarse que en el largo 
plazo fue el grupo de Santiago el que logró imponerse en la esfe-
ra económica como grupo dirigente nacional. Esto así, en primer 
lugar, al lograr producir la experiencia financiera más exitosa del 
país, agrupada en torno al Banco Popular Dominicano en la figu-
ra de Alejandro Grullón (Moya Pons, 1989); liderar las estrategias 
de desarrollo agropecuario en los finales de los setentas y en los 
ochenta; e impulsar en la práctica la experiencia de desarrollo de 
las zonas francas de exportación de mayor impacto regional, la 
zona franca de Santiago. A ello se une su interés por la educación 
superior que dio origen a la Universidad Católica Madre y Maes-
tra (UCMM), luego Pontificia (PUCMM) y de hecho su preocupa-
ción por el desarrollo educativo. Asimismo, en torno al grupo de 
Santiago se articuló un liderazgo empresarial con amplias reper-
cusiones en la esfera nacional en torno a figuras como Jimmy Pas-
toriza y Luis Crouch y el propio Alejandro Grullón (Moya Pons, 
1986, 1989 y 1992). De aquí que en el primer gobierno de la transi-
ción democrática, el presidido por Antonio Guzmán (1978-1982), 
el Grupo de Santiago logró una notable influencia, al igual que en 
la administración que presidió Hipólito Mejía (2000-2004). Aun 
así, a partir del fracasado experimento político de la UCN, como 
primer y único intento político directo de la oligarquía dominicana 
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de participar en la política, el empresariado del norte del país ja-
más se interesó directamente por la política de partidos, aunque 
su influencia en varios gobiernos posteriores a la caída de Trujillo 
y sobre todo tras la transición democrática de 1978, fue importan-
te y significativa.

3. Balaguer y el liderazgo autoritario de la derecha

Tras la desaparición de Trujillo, fue Balaguer quien por pri-
mera vez intentó articular un discurso de derecha propiamente 
tal. Antes de él, el fracasado intento político de la UCN no pro-
dujo un discurso ideológico coherente, como tampoco lo hizo el 
pensamiento político trujillista, que sí produjo un pensamiento 
conservador y autoritario, que no debe confundirse como pro-
yecto político de la derecha moderna. El proyecto trujillista fue, 
eso sí, un proyecto esencialmente totalitario y cuasi personal del 
dictador. Su propuesta anulaba el espacio histórico de las oligar-
quías tradicionales y en este sentido bloqueó la posibilidad de 
que desde este grupo social se produjera un pensamiento políti-
co propio, lo único que la oligarquía pudo hacer fue someterse al 
orden dictatorial (Bosch, 1959/2009; Martin, 1975; Jimenes Gru-
llón, 1965). El proyecto trujillista era un proyecto burgués, como 
demostró José Cordero Michel en su famoso ensayo de 1959, 
pero no como proyecto de un grupo o clase burguesa, en el sen-
tido de que se propusiese fortalecer una opción política y econó-
mica que articulara en un común proyecto histórico a los grupos 
empresariales (terratenientes y comerciantes y a los muy débiles 
industriales). En estricto sentido el proyecto dictatorial, al ser en 
lo económico un proyecto capitalista, tenía una expresión de cla-
se, encarnada en Trujillo, bajo la premisa de la anulación o total 
sometimiento a su emporio de las expresiones empresariales que 
también lo fueran. Esto implicó que en el plano político y social 
la propuesta capitalista trujillista anulaba toda expresión bur-
guesa fuera de la empresa trujillista. El pensamiento conserva-
dor previo al ascenso de Trujillo al poder, tampoco expresaba un 
proyecto burgués de organización de clase, era la expresión de 
una élite conservadora que anhelaba el orden político europeo 
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o norteamericano, pero que no representaba un proyecto social 
capitalista moderno.11

Con Balaguer la derecha dominicana encuentra un líder en la 
situación post trujillista. Ese liderazgo se construyó en torno al 
dominio del Estado, específicamente alrededor de la institución 
militar y la burocracia de gobierno. Es decir, dicho liderazgo se 
organizó en torno a quienes gestionaban la administración del Es-
tado y manejaban su capacidad coercitiva. En este esquema, en 
sus relaciones con la sociedad, los militares constituyeron el eje ar-
ticulador determinante, no solo por su poder represivo, sino prin-
cipalmente por su estrecha vinculación con el mundo campesino 
(Turits, 2003). Fue por esto último que los grupos conservadores 
encontraron en Balaguer el vínculo que les permitió legitimar un 
poder social ante el grupo o clase social mayoritario de la nación 
(los campesinos), al tiempo que se cohesionaban políticamente en 
torno a un liderazgo carismático, como el de Balaguer, sin tener 
que asumir directamente la construcción de un proyecto político 
propio. 

Eso no niega que la burocracia civil y militar balaguerista se 
beneficiara del control político del Estado, enriqueciéndose y co-
hesionándose como grupo de interés. Sin embargo, no debe olvi-
darse que la expresión organizada del poder balaguerista no se 
encontraba en el partido político que electoralmente representaba 
al caudillo cada cuatro años, sino en el ejército. Fue en torno a 
éste que se produjo la corporativización de grupos de interés (las 
camarillas militares) (Bosch, Brian J., 2010) en el plano económico, 
siendo éste, por lo demás, uno de los factores que contribuyó a 
generar el agrietamiento de la unidad del bloque de fuerzas que 
cohesionaban el poder balaguerista. Lo importante es que la fun-
ción estatal, más allá del poder militar, era la del fortalecimiento 
del sector privado en el plano económico (y para esto debía apo-
yarse al empresariado principalmente industrial y financiero) y 
en el plano político la contención de los actores democráticos y 

11	 En torno al pensamiento dominicano de finales del siglo XIX y principio del 
siglo XX, a propósito del fenómeno nacional e identitario, es fundamental 
el compendio preparado por González et al. (1999).
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populares (y para ello estaba el ejército y en el terreno social, la 
clase media y principalmente el campesinado).

En esas condiciones, el proyecto político que se articulaba era 
esencialmente estatista, más que corporativo, como sí lo fueron los 
proyectos oligárquicos de la UCN y del llamado Grupo de Santia-
go, aunque su eficacia fue el producto de una operación política 
que despojó a los grupos oligárquicos tradicionales y al emergente 
empresariado, de capacidades políticas propias, consignándolo a 
operar en los márgenes de una propuesta “propia” de crecimiento 
y poder económico. Fue esto último lo que le permitió a la derecha 
balaguerista organizada en torno al Estado operar como la fuerza 
guía, o directora, del proceso de expansión corporativa de los gru-
pos empresariales, del poder oligárquico como tal y de la emergen-
te clase media, en sus sectores de mayor poder económico.12

12	 El perfil intelectual e ideológico de la derecha balaguerista no define una 
bibliografía muy abundante. Es la obra de Balaguer la fuente principal 
para el análisis de sus posiciones doctrinales. Asimismo, sus Mensajes 
presidenciales (1979) constituyen un referente obligado para entender 
su visión general del accionar político como gobernante; en su libro La 
palabra encadenada (1975) se ofrece una visión descarnada de la dictadura 
trujillista y de su concepción del poder, siendo quizás su reflexión más 
sistemática sobre el Estado; en Los próceres escritores (1971) se perfila su 
visión de la historia política nacional y de su idea de los prohombres 
(Carlyle) en la historia; su libro autobiográfico Memorias de un cortesano 
de palacio (1988) siempre resulta una referencia útil, sobre todo para la 
discusión sobre su visión de los hombres de la dictadura trujillista y el 
entorno histórico en que se movieron. Es referencia obligada su famoso 
ensayo “el principio de alternabilidad en la historia dominicana” 
(publicado en La palabra encadenada), donde presenta claramente su visión 
del líder providencial en la unidad política del Estado y delinea su visión 
redentora de la historia. Aun así, debe verse la interesante justificación 
histórica del balaguerismo que proporcionan autores como Taveras 
Guzmán (1987) y el trabajo de Luis Julián Pérez Santo Domingo frente al 
destino (1989) que constituye la mejor defensa del anti haitianismo bajo 
el Régimen Balaguerista de los Doce Años (1966-1978). Los análisis del 
pensamiento político de Balaguer son más escasos, debe verse a Odalís G. 
Pérez (2010), que proporciona una visión panorámica de la obra filológica 
de Balaguer (1986), pero no discute propiamente la obra historiográfica. 
El libro de Cassá (1986) continúa siendo el mejor estudio sistemático del 
pensamiento político de Balaguer en la perspectiva de la filosofía política 
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La derecha política que emergía se cohesionó así en torno a Ba-
laguer, asumiendo características que la diferenciaban de los gru-
pos oligárquicos como del proyecto que estos sectores impulsaban 
en el plano económico. La derecha política que se desarrollaba 
debe calificarse de balaguerista, para designarla de algún modo, 
pues la misma no puede asimilarse simplemente al trujillismo 
como cuerpo ideológico y como propuesta política.13 Es cierto que 
este agrupamiento político conservador emergente reconoce sus 
orígenes en el régimen dictatorial disuelto, y asume muchos de 
sus puntos de vista respecto a la cuestión nacional, al tiempo que 
define un perfil autoritario. Pero ese proyecto no puede ser sim-
plemente identificado como continuación de la dictadura, repre-
sentaba un nuevo experimento político, que respondía a circuns-
tancias históricas diferentes. En esta perspectiva merece la pena 
apreciar con mayor detenimiento el perfil que van asumiendo la 
burocracia de Estado y sus estamentos militares, como nueva ex-
presión del cuerpo político conservador y autoritario. 

en que se sostiene. Una referencia necesaria es el estudio de Rodríguez de 
León (1996) sobre la trayectoria política en paralelo de Balaguer y Trujillo. 

13	 En un interesante ensayo Franklin Franco (1971) argumenta que el 
régimen balaguerista recupera y prolonga al trujillismo como propuesta 
ideológica y política. La idea del autor de que hay un hilo articulador 
entre la dictadura trujillista y el régimen balaguerista es correcta, pero es 
un error pensar que esto expresa una continuidad de tipo institucional 
y de clase. En realidad el balaguerismo en última instancia expresa la 
debilidad de las clases que heredan el poder en la situación post trujillista 
y el papel mediador de estamentos intermedios que se organizan en torno 
al Estado (burocracia y mandos militares). Lo que establece la conexión es, 
de un lado, el poder militar y la cultura política autoritaria y, por el otro, 
el papel del campesinado como clase apoyo. De hecho, Franco confunde 
los efectos en el plano de la cultura política heredada, con las condiciones 
institucionales y las relaciones de clase que ciertamente vinculan lo que 
fue la dictadura, como proyecto político, con el régimen balaguerista, el 
cual se constituyó como respuesta a una crisis política y a la debilidad 
generalizada de las clases dominantes en la post dictadura. Trujillo fue 
un verdadero déspota y empresario que operó sobre la base de un Estado 
totalitario, Balaguer fue un ilustrado producto de ese régimen autoritario, 
pero operó como un Luis Bonaparte caribeño (con más talento que el 
sobrino de Napoleón) en una sociedad en transición. 
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Perfil ideológico-político del balaguerismo

Se trata de un pensamiento estatista. No se identifica con el di-
rigismo económico monopolista propio de la dictadura trujillista, 
opera con un claro dirigismo político, principalmente a propósi-
to del manejo de los recursos públicos. El estatismo balaguerista 
asume la idea del progreso, propia de la Ilustración europea, pero 
la perfila como un proceso dirigido políticamente. Encuentra en 
la clase media como grupo pequeño burgués (en el lenguaje de 
Bosch) el vehículo social que puede motorizar en la sociedad su 
idea del crecimiento y del progreso. A partir del lugar asigna-
do a las clases medias, el pensamiento balaguerista y con ello el 
estamento burocrático que el caudillo dirige y orienta, articula 
dos ideas centrales: la del crecimiento del mercado en función 
del consumo de la clase media en expansión y la idea del orden 
social. Balaguer encuentra así en las clases medias el espacio so-
cial que permitirá, a su juicio, en una época de cambio y grandes 
dificultades de orden económico, pero sobre todo de surgimiento 
de nuevos grupos contestatarios como las peligrosas clases traba-
jadoras urbanas, la defensa de la propiedad privada, base de toda 
la interpretación del Estado burgués moderno. La política de vi-
vienda que Balaguer impulsó desde su ascenso al poder en 1966 
hasta el final de su vida política ilustra con claridad esa visión. 
Esta política tenía diversos propósitos, como lógica de desarrollo 
y como mecanismo de control político. Para Balaguer, en lo pri-
mero dicha política contribuía a fortalecer el mercado interior al 
estimular la demanda de inversiones en el sector construcción. 
Por otro lado, y en una perspectiva política, la política de vivien-
da era consustancial a su visión del fortalecimiento de las clases 
medias urbanas, las que a su criterio constituían la base social 
del desarrollo moderno, siendo también un factor de estabilidad. 
Finalmente, la expansión de la vivienda, como política de Estado, 
tenía un componente ideológico, al fortalecer en los beneficiarios 
el sentido de la propiedad privada, base esencial del fortaleci-
miento de un pensamiento capitalista moderno. Todo esto en la 
práctica estaba tamizado por un estilo y una lógica cesarista en 
el manejo de las asignaciones de vivienda, pero obedecía a un 
planteamiento coherente. En la política de vivienda se expresa, 
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quizás mejor que en ningún otro ámbito, la visión conservadora 
de Balaguer, su profundo sentido del orden y el manejo cesarista 
del Estado.14 

El discurso político balaguerista se cohesiona en una clave de 
redención social, donde la idea de “destino” orienta la acción del 
líder. En esa visión el discurso político asume que la nación debe 
ser redimida de sus males. Un líder capaz y con vocación de sa-
crificio debe asumir la dirección de esa misión redentora, para lo 
cual -el líder- debe hacer un gran sacrificio. Nadie sino el líder, 
puede asumir esta tarea y todos —salvo el líder—, merecen en 
última instancia ser redimidos. La idea claramente tiene un fuerte 
ascendiente escatológico que no nos remonta al catolicismo clási-
co, sino al calvinismo en su idea de la predestinación por la gracia 
y el lugar asignado al trabajo (Weber, 1972). Donde mejor se ex-
presa la función redentora del líder es en la relación que el Estado 
debe establecer con el campesinado. Este último es visto como una 
clase apoyo del proyecto de redención social de la nación. Cierta-
mente, de acuerdo a la sociedad donde opera este pensamiento, el 
campesinado es el principal objetivo de la redención social, ya que 
solo así dicho grupo social y con él la nación, podrán liberarse de 
la coyunda del atraso. A ello se agrega, en un enfoque fisiocrático, 
del cual Balaguer nunca pudo liberarse, el reconocimiento de que 
el campesinado, al ser el grupo mayoritario del país y estar en 
contacto directo con la tierra, que en ese enfoque es la fuente y el 
origen de la riqueza, reconoce virtudes ancestrales que dignifican 
al ser dominicano. En este aspecto el tradicionalismo clásico del 
discurso balaguerista remite a la tradición ancestral como base del 
orden social (Nisbet, 1995). Sin embargo, el campesinado no tiene 
la posibilidad de actuar como un cuerpo social autónomo, requie-
re del apoyo del Estado para su redención, pues abandonado a su 
suerte es simplemente un grupo acéfalo, sin orientación y direc-
ción. De todos modos, en última instancia esa misión redentora y 
paternalista de dirección ideológica y política del campesinado, 

14	 Para comprender el punto, la lectura de los discursos presidenciales 
de Balaguer es fundamental; debe leerse sobre todo los discursos 
pronunciados el 27 de febrero de 1973 y el 27 de febrero de 1975. Véase su 
libro Mensajes Presidenciales (1979). 
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solo la puede encarnar una personalidad en la cual el campesina-
do reconozca virtudes y capacidades como líder cercano al grupo, 
que le aprecia porque comparte sus virtudes ancestrales y ese lí-
der es Balaguer.15

15	 Los modernos estudios sobre el desarrollo del Estado en Europa 
reconocen precisamente esta relación (Tilly, 1990; Mann, 1997). Sin 
embargo, esto lo que expresa es un complejo vínculo entre la tradición 
y la fuerza de la modernidad capitalista, donde esta última termina 
adaptándose a las condiciones que impone la tradición en el ámbito de 
sociedades agrarias, y donde el poder de clases tradicionales, como las 
oligarquías de la tierra, terminan coexistiendo con nuevas fuentes del 
poder, como los comerciantes, que conectan el mundo agrario con el 
capitalismo emergente. La fuerza de la tradición en el cohesionamiento 
del mundo antiguo y moderno la desarrolla Max Weber en su clásico 
tratado Economía y sociedad (1948). El pensamiento político conservador 
modernamente comienza a articularse como discurso con Edmund 
Burke y su análisis conservador de la Revolución Francesa de 1789. 
Como señala Nisbet (1995), en realidad lo que caracteriza la visión 
conservadora del orden político puede sintetizarse en cuatro elementos: 
1) el énfasis en el poder de la tradición como factor determinante de 
cohesión social, 2) la remisión al pasado como fuente de identidad, 
3) la crítica al modernismo y, en sus vertientes radicales, al propio 
industrialismo y 4) el peso de la religiosidad en su visión valórica de 
la política y del poder. En Balaguer estos cuatro componentes son 
muy claros: insiste permanentemente en sus discursos en el peso de 
lo familiar y en valores tradicionales como fuente de cohesión social; 
mantiene una constante remisión al pasado para legitimar sus puntos de 
vista políticos en el presente; es muy crítico de las visiones radicales del 
cambio social cuyo lugar señero es el anti comunismo y el rechazo a la 
prédica socialista; y, finalmente, emplea permanentemente al catolicismo 
como justificador de sus valores y actuaciones políticos. Por otro lado, 
como ya insinué, en Balaguer hay una clara influencia fisiocrática que 
gravita en su visión del campesinado y del poder de quienes finalmente 
controlan la tierra. Cassá en su libro sobre el gobierno de los doce años 
de Balaguer (1966-1978) (1986) desarrolla ampliamente un análisis sobre 
las bases filosóficas del pensamiento balaguerista y destaca este aspecto. 
Las ideas más claras de Balaguer sobre el campesinado se expresan 
tempranamente en La realidad dominicana (1947). La versión moderna de 
este mismo libro la constituye La isla al revés (1983). En un tono satírico 
su libro (¿novela?) Los carpinteros (2006) permite apreciar el lugar que el 
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La herencia autoritaria trujillista

Surge aquí una interrogante crucial. ¿Cómo fue posible que 
en tan corto tiempo el balaguerismo articulara un discurso de esa 
coherencia? Mi argumento tiene en cierta manera dos fases. La 
primera sostiene que dicha “ideología”, o propuesta política con-
servadora, fue el producto directo de un orden social que logró 
producir un pensamiento muy coherente en el período previo, es 
decir, bajo la dictadura de Trujillo. En este sentido, lo que el bala-
guerismo hizo — y esto tiene mucho que ver con el genio político 
de su líder— fue desarrollar el componente modernista y refor-
mista del trujillismo, en condiciones políticas que le obligaban al 
acuerdo y la negociación. En esta perspectiva, el discurso demo-
crático se coloca aquí como un escudo, no como un componente 
articulador, intrínseco a la coherencia de la propuesta de orden 
político del Estado moderno. El otro nivel del análisis es el del 
cuadro social en que operó el discurso balaguerista. En ese sen-
tido la fuerza cohesionadora del conservadurismo balaguerista, 
lo convirtió en un verdadero caudillo. Pero la zapata política, so-
cial y cultural, que cohesionó ese proceso se encuentra en el papel 
de cemento conservador que asumió el ejército en la estabilidad 
del régimen político y en su papel de gendarme de la dimensión 
autoritaria del modelo político.16 Debe recordarse que la única 
institución trujillista que logró sobrevivir al desplome de la dic-
tadura fue el ejército. Este componente explica muy bien los es-
fuerzos de Balaguer por darle al régimen que presidió durante 
doce años (1966-1978) una imagen de “continuidad en la ruptura” 

caudillo autoritario asignaba al campesinado en la política dominicana 
pre-democrática. 

16	 Sostengo la hipótesis de que el mito del caudillo conservador que fue 
Balaguer se prohijó en el seno del ejército en torno al liderazgo militar. A 
partir de allí los cuadros militares expandieron el mito en el campesinado 
y solo después la imagen del caudillo se hizo un instrumento de poder 
a escala nacional. Para una discusión de esta problemática ver a Lozano 
(2004), Bryan J. Bosch (2010) y Atkins (1987), que discuten la lógica de esta 
relación y a Turits (2003), que analiza el antecedente histórico trujillista, 
que sostiene los orígenes de la relación. 
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con la dictadura: predicó su rechazo puntual, siempre que pudo 
dejó establecida su admiración por el orden que impuso el dicta-
dor Trujillo, admiró abiertamente el poder militar como factor de 
equilibrio y no dejó de reconocer y predicar una imagen redentora 
y providencialista de la política.17

Pero la naturaleza política del balaguerismo no se puede 
entender sin considerar a sus adversarios políticos. El discurso 
antagonista al balaguerismo histórico fue el popular-democráti-
co que representó sobre todo el PRD. No discutiré en detalle el 
componente discursivo adversarial al conservadurismo domini-
cano moderno, que Balaguer enfrentó.18 Lo que sí destacaré es su 

17	 La relación de continuidad y ruptura entre el trujillismo como esquema 
de orden, liderazgo y cultura política, con el régimen balaguerista, 
es reiterada en los textos más o menos clásicos, pero no ha sido objeto 
de estudios sistemáticos. Cordero Michel (1970) es quien señala la 
importancia del capitalismo estatista y autoritario del régimen trujillista. 
Bosch (1962-2009b) es quien establece la tesis clásica del desplome de la 
dictadura como régimen, tras la muerte del tirano, siendo de hecho la 
primera interpretación coherente de la relación entre dictadura y post 
dictadura. Franco (1971) rechaza esta interpretación y expresa la tesis 
radical de la continuidad y vínculo directo entre ambos órdenes políticos. 
Cassá (1986) matiza el punto, tras su hipótesis del carácter bonapartista 
del régimen balaguerista, posición que parcialmente también asumo, 
aunque en El reformismo dependiente (1985) insisto más en la singularidad 
histórica del balaguerismo que lo diferencia y distancia del trujillismo, al 
tiempo que le permite recuperar algunos de sus componentes. El análisis 
de la cuestión propiamente cultural la asume Mateo (1993), pero es Cassá 
quien desarrolla la reflexión más sistemática sobre las bases ideológicas 
del balaguerismo.

18	 La visión central inicial del discurso democrático la desarrolló Juan Bosch 
en su libro Crisis de la Democracia de América (1962/1989). Su crítica a la 
“democracia representativa” fue posterior y se plantea ya en su libro 
Composición social dominicana (1989a). Fue Peña Gómez quien articuló 
el discurso democrático adversarial al balaguerismo en el terreno 
específicamente político-democrático. Ciertamente, el discurso boschista 
dominó durante mucho tiempo el imaginario político de la oposición 
dominicana al balaguerismo, pero la articulación exitosa de un discurso 
adversarial en el terreno de la competencia democrática fue obra de 
Peña Gómez. Al respecto debe verse la colección de sus discursos en 17 
tomos hasta ahora publicados, reunidos bajo el título: Construcción de la 
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carácter democrático, que alcanzó un gran poder movilizador de 
masas, iniciando —a mi juicio— la política dominicana moderna. 
La movilización populista de esos años, más allá de las presiones 
de la Guerra Fría, obligó a los tradicionales grupos dominantes 
(grandes terratenientes, élites empresariales, alta clase media, en-
tre otros) y más específicamente al proyecto de orden balagueris-
ta, a potenciar el discurso anti comunista, e igualmente le forzó 
a la insistencia en un discurso de orden contra el desorden, como 
los dos campos que enfrentaban al planteo autoritario conser-
vador (el orden), versus la interpelación democrática popular (el 
desorden).19 Fue en esta confrontación que se construyó el espacio 
político que hizo de las fuerzas armadas una especie de garante 
del orden político conservador, a través de mecanismos autorita-
rios, excluyentes y represivos, al menos durante buena parte del 
llamado gobierno de los doce años. Lo afirmado es fundamental 
para lograr entender el papel de los procesos electorales bajo el 
régimen balaguerista en esos años (1966-1978). Estos procesos, se 
articulaban como verdaderos ejercicios legitimadores del régimen 
en por lo menos tres niveles: 1) proporcionaban “pruebas” del ca-
rácter democrático del régimen, 2) afirmaban las condiciones de 
legitimidad del ejercicio excluyente de la participación política 
opositora en los poderes estatales (Congreso y gobiernos locales, 
pero en especial en el bloqueo al acceso a la presidencia) y 3) fi-
nalmente, legitimaban la función arbitral de las fuerzas armadas 
en el equilibrio de fuerzas en el Estado, en su rol de “partido del 
orden”. En ese sentido, la derrota electoral de Balaguer en 1978 
condujo a que el discurso conservador de esa manera estructura-
do tuviese que fortalecer el componente legitimador por sobre el 

democracia, bajo el cuidado de Sarah Rathe. Los trabajos de Bosch son 
numerosos, pero todos sus escritos están reunidos como Obras Completas 
en 40 volúmenes (Gobierno Dominicano, Efemérides Patrias), preparadas 
por Guillermo Piña. 

19	 En esa dimensión el discurso balaguerista era la típica propuesta populista 
y conservadora que Laclau ha caracterizado, pero sin el ribete fascista, 
aunque estimulando líneas de organización corporativas entre los 
empresarios, el campesinado, y sobre todo las fuerzas armadas (Laclau, 
2011).



Wilfredo Lozano328

componente ordenador y autoritario. De ahí la importancia que 
adquirió en la propuesta balaguerista, en los años de oposición, la 
competencia democrática justa como elemento determinante del 
ejercicio democrático (Lozano, 1987). 

Lo central, sin embargo, es otro asunto. Quizás lo más impor-
tante es que a partir del ascenso al poder del PRD en el control del 
Estado se fortalece un discurso político articulador de la unidad 
del régimen de un carácter distinto al discurso conservador del 
balaguerismo. Este nuevo discurso está centrado en la competen-
cia política y la apertura hacia la sociedad civil, aspectos ambos 
alcanzados en muchos sentidos gracias al apoyo de la presión in-
ternacional, pero sobre todo resultado de las luchas populares y la 
desmilitarización del Estado. A partir de esa nueva realidad políti-
ca que impuso la transición democrática, el regreso de Balaguer al 
poder en 1986 se hizo en condiciones distintas a las que sostenían 
al régimen de los doce años, como se ha discutido en los capítulos 
II y III de este libro. Debe destacarse aquí que en el nuevo gobier-
no conservador que se inaugura en 1986 bajo el mando de Bala-
guer, el componente articulador que proporcionaban los militares 
para definir los equilibrios de fuerzas políticas estaba ausente. Es 
mi convicción que fue esta realidad la que obligó al discurso con-
servador a asumir una línea legitimadora en la que se apelaba, 
ciertamente, a la necesidad del orden, criticando la experiencia 
socialdemócrata que había potenciado un clima de amplias liber-
tades para la organización de sindicatos y grupos civiles, sin em-
bargo, también el discurso conservador apelaba a la necesidad de 
brindar las condiciones de seguridad de una competencia política 
libre, justa y equilibrada en el campo electoral.20 

20	 En esta tarea cupo a la iglesia católica un rol articulador de gran 
importancia. Asimismo, en el discurso conservador dominicano de esos 
años el empresariado desempeño un papel central. Personalidades como 
Don Payo Ginebra, que dirigió el CNHE, se destacan por su articulado 
planteamiento conservador. Sobre el empresariado y su desarrollo como 
grupo de interés corporativo debe verse el conjunto de documentos 
reunidos por Mu Kien Sang (2015), a propósito de la historia del CONEP, 
inicialmente CNHE. Deben leerse los estudios de Leopoldo Artiles sobre 
la ideología del empresariado (1982 y 1986). Pero es la obra intelectual de 
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De todos modos, la clave de la débil convicción democrática 
del balaguerismo histórico la proporcionan finalmente los hechos 
concretos. Lo importante es discutir este asunto en el marco de la 
experiencia del balaguerismo en un clima democrático como el 
de la transición. Al respecto me parece que de todos modos el ba-
laguerismo, como corriente política, pese a su aceptación formal 
de la competencia democrática, en tanto discurso conservador y 
como experiencia de gobierno, mostró en el llamado gobierno de 
los diez años (1986/1996) gran resistencia a respetar las reglas de 
la competencia electoral en condiciones democráticas. Esto, entre 
otras de sus consecuencias, produjo dos esfuerzos electorales frau-
dulentos, el de 1990, que le permitió a Balaguer “vencer” a su rival 
histórico Juan Bosch y el del fraude electoral de 1994 contra Peña 
Gómez, fraude que fue ampliamente demostrado. Lo que importa 
destacar aquí es “la ideología del fraude”. En realidad, desde la 
perspectiva ideológica, para el séquito balaguerista la apelación 
al fraude no constituía un escándalo mayúsculo, ni un elemento 
disruptor del orden político. Era asumido como un componente 
realista en procura del mantenimiento en el poder de un grupo de 
interés y nada más. Sin embargo, esa actitud o disposición psico-
social, era el producto de una convicción más profunda: la idea de 
que la conservación del poder permitía el manejo indiscriminado 
de recursos, a partir de una convicción no democrática del rol del 
Estado ante la sociedad. Si lo que se procuraba era la permanencia 
en el poder del líder y esto solo se lograría por una vía fraudulen-
ta, el recurso era legítimo y se constituía en un factor de cohesión 
de la élite en el poder. En realidad, el balaguerismo como pro-
puesta ideológica, como grupo de interés y como acción política, 

personalidades como Luis Julián Pérez (Santo Domingo frente al destino, 
1989) y de dirigentes políticos reformistas como Juan Arístides Taveras 
Guzmán (La IV República. La de Balaguer, 1987), la que directamente 
apoyaba la coherencia política e histórica del planteamiento conservador 
de Balaguer. Lejos de lo que muchos estudiosos de la historia política 
dominicana piensan, el balaguerismo llegó a representar una corriente 
de pensamiento político con articulación y coherencia. Sobre la iglesia 
católica y su presencia en la política contemporánea dominicana véase a 
Betances (2009). 
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nunca asumió la democracia como el orden político legítimo co-
hesionador del Estado. Si se vio forzado a aceptar la competencia 
democrática fue por la fuerza de los hechos, no por la convicción 
ideológica. La democracia, a lo sumo, fue asumida por Balaguer 
como un mal necesario, o el menor de los males de la política,21 en 
el sentido en que Churchill, un poco en broma, apreciaba el canon 
democrático como el mal menor.

En esta discusión el otro asunto importante es el realismo au-
toritario de Balaguer. En nuestro auxilio cabe discutir dos even-
tos fundamentales: el pacto de Balaguer con los grupos económi-
cos más poderosos del país en 1990, como uno de los elementos 
que le permitieron permanecer en el poder, pese al fraude contra 
Bosch en esa ocasión. El otro asunto es el de la crisis de 1994, 
que lo obligó a negociar con Peña Gómez una solución al con-
flicto desatado por el fraude contra el líder socialdemócrata en 
las elecciones de ese año. Para nuestros fines, lo que ambos casos 
muestran es que, lejos de un apego irracional al poder, en Bala-
guer primaba el realismo de la oportunidad. En el primer caso, 
en 1990, ante el conflicto político que tenía como problema cola-
teral el choque entre el empresariado y el Presidente ante la crisis 
económica y el dirigismo estatal que Balaguer trataba de dar-
le a la nueva realidad económica que se abría paso, el caudillo 
conservador optó para resolver el conflicto político apoyándose 
en el manejo del conflicto económico. Hizo entonces un acuerdo 
de apertura económica con el alto empresariado que permitió 
la reestructuración neoliberal del Estado y orientar la economía 
hacia la exportación de servicios, al tiempo que le aseguró su 

21	 Durante su gobierno de los diez años (1986-1996) la fuerza ideológica del 
balaguerismo llegó a un punto tal que incluso sus tradicionales adversarios 
históricos, vale decir, el PRD y el PLD, apoyaron en el Congreso un 
reconocimiento a su persona como “padre” de la democracia junto a 
Juan Bosch. Podría decirse que en el caso del PRD esto fue el producto 
de la ingenuidad del líder histórico de la socialdemocracia, Peña Gómez, 
y cierto es que hubo algo de eso, pero a mi criterio fue el producto del 
oportunismo histórico de la clase política en su conjunto, sobre todo del 
poder ideológico que las posiciones de centroderecha habían adquirido 
en la política vernácula. 
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permanencia en el poder.22 En el segundo caso, en 1994, pactó 
con Peña Gómez una reforma constitucional que le recortó a dos 
años el mandato, obligándole a una reducción de su poder en el 
Estado; sin embargo, en este caso lo que el acuerdo le aseguró fue 
el bloqueo del acceso al poder a Peña Gómez con una alianza elec-
toral con la tercera fuerza del momento, el PLD de Juan Bosch. 
Esto trazó el objetivo estratégico de Balaguer en las elecciones de 
1996.23 En los dos casos, el procedimiento fue el mismo: asumir 
con realismo las dimensiones del conflicto y tratar de obtener una 
última ventaja que en un mediano plazo le fortaleciera su cuota de 
poder en el control de los aparatos de Estado. 

22	 La literatura sobre esta coyuntura es muy escasa, encontrándose dispersa 
en artículos periodísticos. Sobre las condiciones previas puede verse el 
trabajo de la CEPAL (2001), que discute realmente la crisis de los ochenta 
en perspectiva comparativa. CEPAL analiza la coyuntura económica, al 
igual que Godínez (2009), pero ambos no discuten la dimensión política 
de las negociaciones. Estos dos libros son los materiales más sistemáticos 
con que se cuenta. Mi libro Después de los caudillos (2002) sobre los cambios 
políticos que siguieron a la desaparición de los grandes caudillos políticos 
modernos discute con cierto detalle las implicaciones políticas de esas 
negociaciones. Pero en rigor no hay a la fecha ningún estudio específico y 
sistemático sobre el punto.

23	 Sobre el fraude electoral de 1994 hay más referencias que sobre la crisis 
de 1990. El libro de Juan Bolívar Díaz (1996) sobre el fraude electoral 
es el trabajo más completo que existe a la fecha, siendo un referente 
obligatorio. En el año 2011 el embajador John Graham de la OEA publicó 
un pequeño ensayo que analiza las negociaciones directas entre Balaguer 
y Peña Gómez, siendo a la fecha el trabajo más completo específicamente 
sobre el proceso negociador mismo. Lamentablemente, el ensayo se limita 
a lo discutido y acordado en las reuniones sostenidas en ese momento 
por los dos grandes líderes, Balaguer y Peña Gómez, no analiza ni discute 
el marco político más amplio del conflicto. De todos modos, el trabajo 
de Graham constituye un referente valioso, pues el embajador fue el 
mediador formal de esas negociaciones, junto a Monseñor Agripino 
Núñez Collado, el otro gran testigo de esas negociaciones. Este último 
también refiere este conflicto en su libro Veinticinco años de experiencia de 
diálogo y concertación en la República Dominicana (2010), aunque se limita 
a discutir el proceso negociador y sus dificultades. En mi libro La razón 
democrática (2013) hago una pormenorizada crítica del trabajo de Graham.
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Tras el fin de la Guerra Fría

A lo largo del período 1961-1990, la ideología de la Guerra 
Fría, en particular el anti comunismo como doctrina estratégica, 
proporcionó a la derecha dominicana, como en el resto de la Amé-
rica Latina, el fundamento doctrinal tras el cual logró justificar su 
alineamiento con Estados Unidos en la pugna internacional entre 
los dos bloques hegemónicos e internamente sostener su propues-
ta autoritaria. En 1962, el golpe militar contra Juan Bosch encon-
tró en el anticomunismo el argumento que permitió a los grupos 
oligárquicos alinear a Estados Unidos en la conspiración golpista. 
Fue el anti comunismo el que sirvió de argumento doctrinal a la 
represión post bélica entre 1966-1974, tras la cual cayeron asesi-
nados miles de militantes de los partidos de izquierda y del PRD. 
Balaguer hizo un uso maestro de este recurso ideológico, lo cual 
le ganó no solo el favor económico de Estados Unidos, sino sobre 
todo la ayuda que requería para bloquear iniciativas políticas al-
ternativas a su régimen procedentes de la propia derecha, prin-
cipalmente de los grupos oligárquicos y empresariales, tanto del 
norte del país como de Santo Domingo, tanto de los grupos vin-
culados al agro, como de los sectores importadores y financieros. 
El ejemplo más conspicuo fue el de las leyes agrarias que dieron 
cuerpo político al proyecto de reforma agraria conservadora que 
Balaguer trató de impulsar entre 1973 y 1976. La ideología anti 
comunista constituyó posiblemente el componente ideológico y 
doctrinal principal empleado por Balaguer en su liderazgo fren-
te a las fuerzas armadas y fue el anticomunismo un componente 
clave para la articulación de los lazos balaguerista con el alto clero 
católico.24

24	 Hay un importante estudio de Betances (2009) que analiza el papel de 
la iglesia católica dominicana en la política nacional. Sin embargo, 
sobre la ideología anticomunista en el país la información es dispersa. 
Para la fase propia de la crisis post trujillista (1961-1965) y el Gobierno 
de los Doce Años (1966-1978) hay algunos estudios, como los trabajos 
norteamericanos sobre la intervención militar de los EE.UU. de 1965, que 
deben verse: Lowenthal (1977) que discute las implicaciones de política 
internacional de la ocupación, el estudio de Gleijeses (1984), sobre todo 
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Con todo, el anti comunismo no definió en última instancia lo 
específico de la coherencia ideológica del proyecto conservador 
balaguerista. A mi juicio, este componente fue el nacionalismo, 
cuyas dimensiones centrales fueron el anti haitianismo, la concep-
ción verticalista y dirigista del Estado y un enfoque desarrollista 
del crecimiento económico y el bienestar. Lo que unificaba este 
tinglado fue la visión autoritaria del orden social y político. La 
forma política de este paquete doctrinal fue, sin dudas, el carác-
ter cesarista del régimen, que hizo de Balaguer un líder conser-
vador hegemónico, pues terminó convertido en paladín del anti 
comunismo, “guardián de los grandes intereses nacionales ante 
la amenaza haitiana” y “vanguardia dirigente” de un modelo de 
desarrollo desde arriba donde el Estado constituía la piedra arti-
culadora del proceso de construcción de los actores del desarrollo 
(las clases medias y el empresariado vinculado a la industria y la 
banca). En este proyecto el Estado terminaría aportando el marco 
institucional que apoyaría el proceso (gerencia de las políticas de 
desarrollo desde el Poder Ejecutivo, control de los recursos hacia 
los sectores favorecidos con las estrategias de crecimiento, meca-
nismos corporativos donde se negociaban los acuerdos), como del 
modelo político que le era consecuente a esta propuesta de hege-
monía conservadora sobre la nación en un perfil autoritario.25

De todos estos componentes ideológicos el único que sobre-
vivió sin heridas mayores al vendaval de la globalización fue el 

su segunda edición del 2013, bajo el título La esperanza desgarrada, que 
incorpora documentos desclasificados del Departamento de Estado y la 
CIA sobre la intervención. Para los años 1966-1970 el trabajo de NACLA 
es fundamental, específicamente el trabajo de Goff y Locker (1978). Para 
años posteriores, y sobre todo para el final del gobierno de los diez años de 
Balaguer, la literatura es escasa, debiéndose apelar a trabajos generalmente 
de corte periodístico. El estudio de Bryan J. Bosch (2010) sobre los militares 
en el gobierno de Balaguer contiene informaciones valiosas. El trabajo de 
Cassá (1986) sistematiza la información secundaria al respecto. Vega en 
dos de sus publicaciones (2004 y 2006) reúne información determinante 
para el conocimiento del papel de Estados Unidos en la crisis de 1965 y en 
particular sobre las relaciones de Balaguer con los norteamericanos. 

25	 Hay muchos textos historiográficos que apoyan lo afirmado. Véase a 
título de ilustración Moya Pons (1981 y 1986), Cassá (2004). 
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nacionalismo anti haitiano. De algún modo era el nacionalismo el 
único componente del tramado ideológico conservador que te-
nía continuidad histórica, traspasando momentos muy diferentes 
del largo proceso de construcción del orden estatal republicano, 
conectándose a su vez a una larga tradición autoritaria. Desde 
el momento en que el proceso de independencia quedó en ma-
nos conservadoras y anexionistas, el anti haitianismo devino un 
componente ideológico que le permitió a los grupos que nunca 
creyeron en la posibilidad de una vía independiente de construc-
ción de la República unificarse en torno al rechazo a Haití, cuyos 
ejércitos, en la fase previa, habían ocupado el país y ante cuya 
ocupación se produjo la independencia en 1844. Sin embargo, ese 
mismo grupo no tuvo reparos en apelar a la opción anexionista, 
una vez conjurado el peligro haitiano y derrotado el bando libe-
ral en el proceso de lucha por la independencia. Fue ese mismo 
grupo el que produjo la anexión a España se enfrentó a los restau-
radores en la guerra restauradora de la independencia y tras el 
triunfo restaurador en 1865 trató por diversos conductos anexar 
la República a Estados Unidos. El ascenso del liberalismo detuvo 
el afán anexionista durante un gran tiempo. Pero el giro autorita-
rio que tomó el predominio del partido azul, bajo la dictadura de 
Lilís, liquidó definitivamente esa posibilidad, al tiempo que abría 
otra vía para la penetración de los intereses expansionistas nor-
teamericanos en el país. De todos modos, bajo el control del par-
tido azul el fantasma anexionista quedó disuelto y la apelación al 
“enemigo haitiano” dio paso a un período de entendimiento con 
el vecino.26

Realmente fue con la entronización de Trujillo en el poder 
que se retomó el discurso nacionalista anti haitiano. A mi cri-
terio, este resurgimiento del anti haitianismo estuvo vinculado 
a fenómenos específicos de la modernidad dominicana en el 
proceso de construcción del Estado. En primer lugar, debemos 
considerar el proceso de unificación del territorio nacional, en 
el marco de un proceso de desarrollo capitalista que fortalecía 

26	 En esto hay un acuerdo relativo entre los historiadores. Véase a Tolentino 
(1979), Franco (1971) Moya Pons (1981) y Cassá (2004). 
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el mercado interior, requiriendo así la unificación del espacio na-
cional, pero el cual se desenvolvía en un marco autoritario y des-
pótico. En esas condiciones, la matanza de nacionales haitianos 
en 1937 no debe considerarse un simple producto del prejuicio 
racial o de la ira del tirano Trujillo, debe verse fundamentalmente 
como parte de ese proceso mayor de unificación despótica de los 
espacios nacionales descritos. Asimismo, y como un componente 
derivado de ese proceso, la frontera con Haití aparecía como una 
especie de punto débil de una cadena de obstáculos del proceso 
(capitalista) de unificación nacional. No por casualidad fue en la 
llamada Línea Noroeste del país donde se concentraron básicamen-
te los efectos de la matanza de 1937. De esta forma, bajo el trujillis-
mo, la ideología anti haitiana fue un componente clave de unifi-
cación de las élites y por esta vía de construcción de una voluntad 
nacional de corte autoritario, al tiempo que le facilitaba la tarea 
política al régimen para imponer su proyecto económico.27 Por lo 
demás, la construcción misma del Estado moderno, que fue en 
gran medida obra de Trujillo, encontró en el nacionalismo, como 
es típico, una posibilidad de unificación de una voluntad nacional 
bajo el mando estatal, y encarnada en la férrea personalidad del 
propio Trujillo.28 Naturalmente, en el anti haitianismo trujillista 
operaban otros componentes, como era el racismo de sectores de 
la élite cultural, el tutelaje que tradicionalmente dicha élite asumía 
respecto a España, la propia herencia histórica de conflictos con 
el vecino del oeste y toda una tradición de prejuicios y tensiones 
binacionales (Price Mars 1953; Balaguer, 1983; Cassá, 1982; Peña 
Batlle, 1988 y 1989).

27	 Bernardo Vega ha escrito una obra monumental en cuatro tomos sobre las 
relaciones dominico-haitianas, la cual es el referente fundamental para el 
estudio de la matanza de nacionales haitianos de 1937 y en general de la 
diplomacia insular en los años treinta del siglo XX (Vega 1988, 1995, 2007, 
2009). Debe consultarse también la documentación reunida por Julio 
Ortega Frier y organizada y comentada por José Israel Cuello en su libro: 
Documentos del conflicto dominico-haitiano de 1937 (1985b). 

28	 Sobre el perfil psicológico de Trujillo en los últimos años se han publicado 
algunos textos donde sobresale el libro de Mario Read Vittini Trujillo de 
cerca (2016).
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El balaguerismo como propuesta política y discurso ideoló-
gico es el heredero del autoritarismo trujillista.29 De esta forma, 
el discurso racista y excluyente del trujillismo se integró a la pro-
puesta ideológica propiamente balaguerista en un nueva situación 
política que requería la adaptación de la dispersa élite burocrá-
tico-militar trujillista a condiciones políticas de mayor apertura, 
mientras al mismo tiempo demandaba competir en un nuevo es-
cenario donde otros actores políticos entraban a la escena, actores 
que proponían discursos articulatorios diferentes y antagónicos al 
trujillismo, que como proyecto político de hecho estaba liquidado. 
El balaguerismo mediante esa operación logró producir un nuevo 
proyecto de orden estatal, como de dirección del proceso mismo 
de desarrollo dirigido por el Estado, pero ahora orientado al creci-
miento de un emergente sector empresarial privado.

Esa voluntad estatal del balaguerismo siempre se evidenció 
a lo largo de sus ejercicios de gobierno. Aun así, su componente 
nacionalista también se expresó, aunque de manera más discre-
ta, en coyunturas específicas. Por lo pronto, Balaguer se mantu-
vo sumiso ante el poder norteamericano, facilitándole al capital 
extranjero su gradual dominio del sector exportador, como era 
la minería, y rubros como el azúcar (Puig et. al., 1975). Asumió 
los dictados del mercado o de áreas estratégicas de la geopolítica 
norteamericana en la región del Caribe, sobre todo en la que tenía 
que ver con Cuba. Sin embargo, mantuvo una discreta distancia 
que le permitió mantener con la propia Cuba y en particular con 
Fidel Castro, una relación si no cordial al menos realista y respe-
tuosa.30 Cuando tuvo que llegar a acuerdos específicos con Cuba 

29	 En diversos estudios se aprecia el perfil conservador y anti haitiano de 
Balaguer. Los trabajos centrales de Balaguer al respecto son: La isla al revés 
(1983), La palabra encadenada (1975), Memorias de un cortesano (1988). En 
numerosos discursos presidenciales Balaguer expresa su punto de vista 
sobre Haití (1979). Debe verse su trabajo sobre Duvergé: El centinela de la 
frontera (1962). 

30	 En la colección de documentos de la Secretaría de Estado de Relaciones 
Exteriores reunidos por Mu Kien Sang (2002) sobre el período 1961-1974 
hay información muy fragmentada sobre el contenido de las relaciones 
cubano-dominicanas. Habrá que esperar a la apertura de las fuentes 
cubanas para el estudio de este vínculo diplomático. 
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lo hizo, en especial en el campo del negocio del azúcar, cuando 
tuvo que asumir el rechazo anti comunista no dudó en hacerlo 
también, como fueron los momentos en que el poder balaguerista 
se vio amenazado por la guerrilla de Caamaño (Mañón, 2005). En 
este campo, el de la seguridad hemisférica, el nacionalismo de Ba-
laguer no dudó nunca en admitir la dependencia que al respecto 
tenía República Dominicana de Estados Unidos, principalmente 
en el marco de sus relaciones con los departamentos dominicanos 
de seguridad nacional, de represión política y de control social, 
como eran la DNI, la propia Policía Nacional y las secciones de 
inteligencia de los cuerpos militares (ejército, aviación y marina) 
(Atkins, 1987; B.J. Bosch, 2010).

Aun así, Balaguer manejo con realismo la apelación al nacio-
nalismo anti haitiano, no dejando que ese recurso fuera más allá 
de los propósitos puntuales para lo cual servía. Ciertamente, Ba-
laguer fue un rotundo nacionalista cuando tuvo que negociar con 
Haití el tema de los braceros. No dudó en abandonar el recurso de 
los contratos de contingentes de inmigrantes estacionales cuando 
vio que ello le traería dificultades en sus relaciones geopolíticas, 
pero se hizo de la vista gorda con la importación ilegal de jornale-
ros “ambafil” (inmigrantes ilegales) (Cuello, 1997). Cuando Haití, 
tras la caída de la dictadura duvalierista en 1986, entró en una 
larga espiral de crisis política que llevó al poder a un líder popu-
lista con tendencia izquierdista, Jean Bertrand Aristide, Balaguer 
no dudó en mostrar su rechazo al izquierdismo populista de Aris-
tide y en 1990-1991 asumió una postura “nacionalista” ordenando 
una deportación masiva de inmigrantes irregulares. Proceso que 
se encuentra en la base de las condiciones que en 1991 condujeron 
al golpe de Estado militar contra Aristide. Luego, cuando años 
más tarde las Naciones Unidas impusieron un cerco o bloqueo 
económico al gobierno militar en Haití en 1994, si bien Balaguer 
aceptó que en la frontera dominicana hubiese una vigilancia mili-
tar norteamericana, no dejó escapar oportunidades para apoyar al 
gobierno militar en Haití, a través del contrabando, sobre todo de 
gasolina y otros productos estratégicos para la sobrevivencia de la 
junta militar haitiana (Seitenfus, 2016; Graham, 2011).

El nacionalismo balaguerista, era pues, en última palabra, aco-
modaticio y realista. Siempre sumiso a Estados Unidos, aunque 
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no le agradaran los norteamericanos, realista aunque desafiara 
en ocasiones a las Naciones Unidas, al apoyar el poder militar en 
Haití. Solo cuando las bases de su poder político se vieron cuestio-
nadas, el balaguerismo apeló de manera sistemática y rotunda al 
nacionalismo anti haitiano como el mecanismo central de freno al 
ascenso de las opciones populares y democráticas que en el país se 
abrían paso. El contra modelo de esta afirmación es la flexibilidad 
que demostró cuando en 1990 llegó a un rápido acuerdo con el alto 
mando empresarial para frenar el intervencionismo regulador del 
Estado que estaba produciendo un sangramiento mortal de la eco-
nomía en materia del gasto público y recursos fiscales. Balaguer 
en esa ocasión se mostró rápidamente dispuesto a “abandonar” 
su concepción estatista en materia de desarrollo (que era una de 
las expresiones de su visión nacionalista) a cambio de conservar 
el poder político.31

Si algo caracterizó a Balaguer fue su realismo político. Al vol-
ver al poder en 1986 su discurso conservador no cambió, pero sí 
lo hizo la forma del mensaje. A lo que se apelaba en ese nuevo 
ejercicio del poder, donde ya no se tenía la fuerza de las bayonetas, 
al menos de manera automática como estuvo acostumbrado en el 
gobierno de los doce años y su triunfo se erigía sobre el fantasma 
de la crisis interna del PRD, y el comienzo de una verdadera cri-
sis estructural del modelo industrializador, se apeló entonces al 
orden y al patriotismo que debía unificar al país en torno a quien 
conducía el Estado. En esto el alto clero católico brindó sus buenos 
oficios (Lozano, 1987; Betances, 2009). 

Ya en los finales de su mandato de gobierno en el período 
1986-1990 se presentó de nuevo la oportunidad para esgrimir el 
fantasma de Haití. Como afirmé arriba, en esta ocasión se trataba 
de la crisis política en Haití, que en 1991 llevó al poder a Jean Ber-
trand Aristide y al poco tiempo al golpe militar. La junta militar 

31	 Para el estudio de la crisis de los noventa en República Dominicana lo 
mejor sigue siendo CEPAL (2001). En una perspectiva histórica debe verse 
a Despradel (2005). Godínez (2009) permite comparar la crisis del noventa 
con el modelo exportador de servicios que finalmente se impuso como 
resultado de la transformación de la matriz exportadora y del propio 
Estado. 
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en Haití, la salida al exilio de Aristide, el clima de violencia que 
se produjo en ese país, condujo a Estados Unidos y a las Naciones 
Unidas a decretar un bloqueo comercial a Haití. En esta delicada 
situación política República Dominicana quedó afectada. Nacio-
nes Unidas y los EE.UU. le pidieron a Balaguer su cooperación 
para asegurar la efectividad y cumplimiento del bloqueo decreta-
do por el Consejo de Seguridad, ya que era República Dominica-
na el único país que compartía con Haití una frontera terrestre. 
Como ya señalé arriba, Balaguer aceptó esas condiciones e inclu-
so permitió una presencia mínima de tropas norteamericanas en 
la frontera. Pero Balaguer ayudó secretamente a la junta militar a 
recibir cierto tipo de abastecimiento principalmente de combus-
tible. Finalmente, en 1994 los EE.UU. ocuparon militarmente a 
Haití y restablecieron en la presidencia a Jean Bertrand Aristide. 
En tales circunstancias, Balaguer tenía del lado oeste un abierto 
enemigo, pero igualmente se comportó con un descarnado rea-
lismo y asumió como un hecho la situación. En su breve ensa-
yo sobre la crisis política del año 1994 el embajador J. Graham 
(2011) proporciona elementos suficientes que permiten recono-
cer que Balaguer ciertamente estaba consciente de la gravedad 
de la crisis política, no solo interna sino también regional. Los 
norteamericanos, a su vez, si bien finalmente se inclinaron por el 
acuerdo que condujo al recorte del mandato de Balaguer a dos 
años (1994-1996) y a la reforma constitucional, por lo menos un 
sector del Departamento de Estado contempló la posibilidad de 
llegar a un acuerdo que le permitiera a Balaguer permanecer en el 
poder a cambio de su compromiso con la política norteamericana 
en Haití. En concreto, siempre de acuerdo con Graham, el sub 
secretario Strobe Talbot encabezó esa posición y es muy probable 
que la misma se contemplara seriamente por el Departamento de 
Estado. Fue el sector más liberal de la Casa Blanca y del propio 
Departamento de Estado, a través esencialmente de la figura de 
Michael Skol, en ese momento sub secretario para América La-
tina, el que se opuso firmemente a esa posibilidad, apoyándose 
en varios elementos: a) la posibilidad real de que Balaguer in-
cumpliera lo pactado, b) las consecuencias que esto produciría en 
República Dominicana, c) las consecuencias geopolíticas que ello 
traería consigo. 
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La crítica situación en que se movía Haití encontraba a su vez 
del lado dominicano una situación no menos difícil. Desde 1990 el 
liderazgo de Peña Gómez estaba en ascenso y ya para el año de las 
elecciones 1994, era claro que este líder político tenía amplias posi-
bilidades de ganar las elecciones. En ese sentido, era cada vez más 
clara la posibilidad de que realmente fuerzas políticas populares y 
democráticas derrotaran al líder conservador en las urnas. A esto 
se suma el hecho de que Estados Unidos esta vez no tenían mayor 
reparo en que fuerzas políticas encabezadas por Peña Gómez al-
canzaran el poder. Balaguer era muy consciente de lo que estaba 
en juego. Ante esta delicada situación insular, Balaguer operó en 
dos frentes. El primero bajo la urdimbre de un colosal fraude hoy 
día ampliamente demostrado, el segundo asumiendo una estrate-
gia de campaña que predicaba la catástrofe, de llegar Peña Gómez 
al poder. Dentro de esa estrategia el componente nacionalista anti 
haitiano era determinante, ante el reconocido ascendiente haitia-
no del líder socialdemócrata. 

Balaguer no empleó directamente el recurso xenófobo en la 
campaña de 1994. Para esa tarea se especializó a la FNP, una fuer-
za política de choque en el plano ideológico, que desde 1973 se 
había organizado bajo el mando de un inteligente y fogoso abo-
gado, el Dr. Marino Vinicio Castillo (Vincho). Fue a este personaje 
al que le tocó armar la campaña nacionalista y racista contra Peña 
Gómez en 1994. En esa campaña el PLD guardó un rotundo silen-
cio, mostrando de manera puntual una suerte de simpatía silente 
con la FNP. 

Al final de la campaña se desató una grave crisis política en el 
país. El PRD y sus aliados demostraron que en efecto Balaguer y 
el PRSC habían realizado un fraude significativo, impidiendo que 
miles de personas ejercieran su derecho al voto, trastornando los 
listados de electores y en general manipulando el centro de cóm-
putos en la JCE. El alcance del fraude, la crisis desatada, como las 
presiones internacionales sobre Balaguer, le obligaron a aceptar la 
negociación. Producto de estas negociaciones se acordó recortar a 
dos años el período presidencial de Balaguer (1994-1996) y convo-
car de nuevo a elecciones a final de ese período (Díaz, 1996; Gra-
ham, 2011). Se produjo también una reforma constitucional con 
importantes cambios en la estructura del Estado. 
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En esas condiciones, en 1996, en la nueva coyuntura electoral, 
el esquema de división del trabajo político entre el PRSC y la FNP, 
descrito arriba, se refinó, añadiendo una alianza entre el partido 

liderado por Balaguer (PRSC), la FNP y el PLD. Estas fuerzas 
políticas fraguaron una alianza conservadora, donde de nuevo la 
FNP asumió el rol de articulador de la campaña nacionalista anti 
haitiana contra Peña Gómez. Así se inició una alianza estratégica 
entre la FNP y el PLD que perduró hasta el 2015. 

Durante todo el ejercicio del poder de Joaquín Balaguer las 
fuerzas que hoy representan quienes integran la FNP constitu-
yeron un destacamento subordinado y marginal del bloque en el 
poder. La FNP comenzó a destacarse como cuerpo político pro-
pio tras la creación del “Frente Patriótico” en 1996. A partir de 
ese momento la FNP se constituyó en un formidable aliado del 
PLD, que encabezaba el frente. Cuando Leonel Fernández llegó al 
poder como candidato triunfador del PLD y del referido “Frente 
Patriótico”, la FNP pasó a formar parte del gobierno. A partir de 
ese momento la influencia de la FNP en las esferas gubernamen-
tales fue en meteórico ascenso. Los analistas se preguntan ¿Cómo 
fue posible este ascenso, si dicho agrupamiento político nunca ha-
bía alcanzado ni siquiera un cinco por ciento de los votos en los 
certámenes electorales y siempre había participado como un ente 
político subordinado, al PRSC y al PLD?32

32	 La primera vez que la FNP participó en una campaña electoral fue en 
el 1994, adhiriéndose a la propuesta presidencial de Juan Bosch. A nivel 
congresual presentaron la candidatura de Vincho Castillo a la senaduría 
del Distrito Nacional, siendo derrotado por Milagros Ortiz Bosch en una 
relación de 70/30. En el 1996 participaron igualmente aliados al PLD. En 
el año 2000 de nuevo fueron aliados al PLD en las elecciones de medio 
término; en esa ocasión Pelegrín Castillo, hijo de Vincho Castillo, llegó 
al Congreso como diputado en la boleta del PLD. En el 2010 la FNP 
alcanzó dos curules en la Cámara de Diputados e igualmente los mismos 
participaron como candidatos del PLD. Tras la ruptura con el PLD y su 
participación separada en el proceso electoral del 2016, la FNP alcanzó 
en el 2016 menos del 1% del voto popular, quedando sin representación 
congresual. En los municipios alcanzó una regiduría, lo que le ha 
permitido mantener su registro como partido. 
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4. El nacionalismo anti haitiano y la nueva derecha

En el proceso que condujo al ascenso político de la FNP como 
fuerza independiente del PRSC se encuentra gran parte de la ex-
plicación del giro de la política de partidos en la Republica Do-
minicana de hoy, tras la quiebra del Estado desarrollista en los 
años noventa; no porque esta organización tenga un peso electoral 
significativo, pues como se dijo la FNP nunca ha logrado alcanzar 
siquiera un 2% del voto popular en todos los certámenes electo-
rales en que ha participado, sino por la función de “gendarme-
ría” de la FNP bajo el gobierno de los doce años (1966-1978) y 
de los gobiernos del PLD hasta el 2015. Representaba una fuerza 
de choque político empleada por Balaguer en coyunturas deter-
minadas, como la batalla en torno a las llamadas leyes agrarias 
(1973-1974), la batalla de Balaguer por controlar el Senado de la 
Republica y la Suprema Corte de Justicia, tras su derrota electoral 
en 1978 (el llamado “Gacetazo”), y en 1994 y 1996 su empleo como 
organización ejecutora de las campañas anti haitianas dirigidas 
contra Peña Gómez. De esta manera, la importancia de la FNP 
para la política de partidos en República Dominicana deriva de su 
función ideológica en dicho sistema, no de su peso electoral. Tras 
su alianza con el PLD dicha organización, al manejar la cuestión 
nacionalista como el eje central de su propuesta, fue inyectando 
en los términos mismos de la retórica política de la alianza con 
el PLD precisamente el componente nacionalista, ya inserto en el 
discurso boschista, pero desprovisto del radicalismo anti haitia-
no. Al abandonar su propuesta ideológico-política, tras su conver-
sión en un partido populista catch all, cada vez más conservador, 
el PLD quedó vacío de contenido ideológico discursivo. Por eso 
le vino tan bien el discurso nacionalista radical y anti haitiano de 
la FNP. Realmente, como insinué, el PLD ya poseía un discurso 
semejante en su antiguo formato de partido de izquierda, pero su 
orientación era hacia el anti-norteamericanismo y la denuncia del 
imperialismo. El nuevo discurso nacionalista que se asumía con 
la alianza con la FNP cambió el contenido del nacionalismo anti 
imperialista del PLD. La forma era la misma, pero ahora ya no 
se trataba de la defensa nacionalista del país ante la dominación 
norteamericana, ahora se trataba del ataque a un nuevo enemigo 



La política del poder: la crisis de la democracia dominicana en el siglo XXI 343

en muchos sentidos inventado, Haití, como principal “amenaza” 
a la nación dominicana.

Lo primero que debemos recordar aquí es que el desplome del 
desarrollismo de Estado y el ascenso de un enfoque neoliberal del 
desarrollo, como ya he analizado, no solo hizo a un lado al vie-
jo nacionalismo autoritario que defendía Balaguer, también hizo 
añicos al propio discurso popular democrático del campo oposi-
tor. En tales condiciones, todo el estamento político dominicano, 
por así decirlo, quedó huérfano de un discurso ideológico con el 
que enfrentar la crisis, y sobre todo con el cual poner orden en el 
nuevo estado de cosas del poder económico y defender así a su 
propio electorado de los efectos demoledores de la reforma neo-
liberal. Y es en esas condiciones que debe verse el significado del 
giro que asumió la política dominicana, tras el llamado “Frente 
Patriótico” de 1996, que le permitió el ascenso al poder al PLD. Por 
ese camino se fue construyendo un discurso conservador que, al 
tiempo que mantenía la matriz neoliberal que se impuso al Estado 
en los noventa, introducía un nuevo y radical discurso naciona-
lista de corte anti haitiano, que en muchos sentidos ha permitido 
recuperar un espacio identitario a la clase política en declive, tras 
el agotamiento del Estado desarrollista, en sus variantes autori-
tarias o popular-democráticas. Y es esa la clave, a mi criterio, del 
prolongado dominio hegemónico del PLD en el poder.

Expliquemos un poco el punto. En 1990 la oposición política a 
Balaguer con Bosch por el lado del PLD y Peña Gómez por el lado 
del PRD, predicaba la democracia, la igualdad ciudadana, la críti-
ca al autoritarismo balaguerista, pero no tenía un argumento que 
proponer de igual reciedumbre para frenar la máquina neoliberal. 
Había llegado la hora del “consenso de Washington”. ¿Qué hacer 
frente a la propuesta privatizadora? ¿Cómo asumir la reforma la-
boral? ¿Era posible enfrentar y de qué modo la reforma fiscal que 
cargaba ahora al consumo el potencial tributario del Estado? Ante 
todo esto, ni Balaguer como administrador derrotado del Estado, 
ni el campo opositor, tenían respuestas claras. Y es aquí, en este 
punto ciego, donde interviene el campo de lo político. El propio 
Balaguer tuvo una intuición de ese problema al negociar los tér-
minos de la apertura neoliberal de la economía con el alto mando 
empresarial, al defender rabiosamente el papel del Estado en la 
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reforma, pero su modelo se hacía en esas condiciones irracional y 
mostraba sus propias debilidades de origen, por ejemplo: el hiper-
trofiado proteccionismo, la irracionalidad de la política monetaria 
en el manejo de la inflación, la concentración presupuestaria que 
bloqueaba la modernización de la gestión gubernamental, entre 
otros aspectos. Peña Gómez, como el líder que finalmente agrupó 
a la oposición en 1994 tampoco tenía mucho espacio de maniobra: 
forzado a aceptar las reformas que el Consenso de Washington exi-
gía, le era muy difícil impedir la privatización del sector estatal, 
salvo defender su pulcritud y transparencia; también le era extre-
madamente incomodo negar la necesidad de imponer un orden 
racional y moderno del Estado que no pasara por muchas de las 
exigencias que proponían organismos como el Banco Mundial y el 
propio FMI, y tampoco podía impedir lo que en el mundo del tra-
bajo era ya un hecho real y el nuevo código laboral simplemente 
formalizaba: la flexibilización laboral en marcha (Guzmán, 2010; 
Díaz Santana, 2004).

En esas condiciones lo político se convirtió en el espacio donde 
el conservadurismo balaguerista y las fuerzas populares democrá-
ticas procedieron a medir fuerzas. Por ello, el discurso articulador 
de las fuerzas políticas alineadas en torno al PRD fue esencialmen-
te la reforma democrática que el país exigía y necesitaba, mientras 
en el campo conservador y autoritario el discurso simplemente se 
hizo nacionalista, que en última instancia era otra manera de la 
élite en el poder defender su presencia en el Estado. La crisis de 
los noventa fue también una crisis social que transformó a la clase 
media. Un segmento se hizo muy conservador, otros sectores me-
dios se empobrecieron y el conjunto se envolvió en la cultura indi-
vidualista y consumista. En la nueva situación la sociedad se hacía 
más abierta y expuesta a la influencia de los medios de comuni-
cación, visibilizándose problemas que no se percibían claramente 
en la situación anterior, como la fuerza de la emigración y la diás-
pora dominicana y la cada vez más importante inmigración de 
jornaleros procedentes de Haití. Irónicamente, los años noventa 
acercaron más el país a Haití, estrechando la cooperación fronteri-
za y dinamizando su comercio, como también las variadas formas 
del contrabando y en general del ejercicio del delito transnacional 
(Lozano y Wooding, 2008). 
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En un contexto de previa concepción racista, el tema haitiano 
se fue convirtiendo en un objetivo de debate público y el naciona-
lismo se fue abriendo paso como opción política autoritaria. Fue 
así que para el momento en que Balaguer se enfrentó a Peña Gó-
mez en 1994 y cuando fraguó la alianza con el PLD en 1996, el 
discurso nacionalista se hizo el vehículo del rechazo conservador 
a una opción popular-democrática que no solo Peña Gómez re-
presentaba, sino que también indicaba la posibilidad de una gran 
transformación social que demandaba reformas que la élite diri-
gente no estaba dispuesta a conceder.

Fue así que a partir de 1996 la FNP adquirió cartas de legi-
timidad política propia como organización al servicio del poder 
conservador. Sin embargo, fue el giro conservador que dio el PLD, 
tras su alianza con Balaguer, el que precipitó que la FNP adquirie-
ra importancia ideológico-política en el manejo del discurso na-
cionalista como núcleo central de su planteamiento conservador. 
La derecha pasaba a tener por fin un partido organizado y con 
poder y capacidad de interpelación mediática y popular: el PLD, 
y especializaba a un agrupamiento específico, la FNP, a que mane-
jara el componente nacionalista de su discurso.

Hegemonía conservadora y neonacionalismo en la globalización

El discurso nacionalista no solo sobrevivió al desplome del au-
toritarismo conservador tradicional que encarnaban figuras como 
Balaguer, sino que se hizo hegemónico, sustituyendo al desarro-
llismo autoritario que en República Dominicana había nucleado a 
la clase política dirigente entre los sesenta y el fin del siglo XX. Es 
mi criterio que esto ocurrió así porque la propuesta nacionalista 
defendía abiertamente la presencia del Estado en la dirección de 
la economía, no pretendía reducirlo y de alguna manera comba-
tirlo en su poder de dirección social, como lo hacía abiertamente 
el neoliberalismo, pero por encima de todo proporcionó un argu-
mento cohesionador a la élite en su conjunto, no solo a la que con-
trolaba el poder político en el Estado como clase política dirigente, 
sino a un segmento significativo de la élite empresarial que estaba 
en crisis, precisamente por el giro neoliberal que había tomado 
la economía y el proceso mismo de globalización. De repente, en 
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el nacionalismo encontraban un refugio doctrinario tanto los em-
presarios beneficiarios del modelo desarrollista de crecimiento 
hacia adentro (medianos empresarios industriales, comerciantes, 
productores agropecuarios, etc.), como los políticos educados en 
el dirigismo de Estado, todos, tradicionales y modernos, cubier-
tos por la sombrilla estatal, encontraban en el neonacionalismo 
una retaguardia defensiva ante la expansión de las corporaciones 
transnacionales en el mercado local, el creciente poder de los or-
ganismos internacionales de desarrollo en lo relativo a decisiones 
tradicionalmente internas y, lo que es más importante, la élite po-
lítica misma encontraba en el nacionalismo una mejor defensa de 
sus intereses corporativos que el discurso emergente de corte neo-
liberal. El resultado de todo esto fue un híbrido: el fortalecimiento 
de una corporación política que pasó a controlar el Estado (PLD) 
como un bien privado, sin por ello tener que abandonar la estrate-
gia neoliberal de inserción en la economía global. El nacionalismo, 
finalmente, le daba a dicha élite un argumento convincente ante 
el electorado para defender su poder autónomo, bajo el alegato 
del peligro internacional que afectaba a todos, y cuya síntesis se 
concentraba en el vecino del oeste.

La vertiente nacionalista que se estaba fortaleciendo tenía tras 
de sí una larga tradición autoritaria desde Trujillo, continuada por 
Balaguer y que en el discurso boschista encontraba asidero: la idea 
de que el Estado conduce a la nación, de que el interés estatal-
nacional debe enfrentarse al poder extranjero imperialista, y que 
es el Estado el gran conductor de la vida económica. Esto le dio 
a grupos económicos tradicionales un argumento para continuar 
bajo la protección del Estado, pese a la nueva estructura abierta 
de la economía y al desmonte estatal en materia proteccionista. 
Todo esto se vio reflejado en el relajamiento de las nuevas normas 
que regulan y controlan el movimiento económico, en los casos en 
que se trata de políticos-empresarios o del sector más tradicional 
de la clase media que en la anterior situación había perdido es-
pacio social y político, conectándola ahora en un nuevo esquema 
al privilegio que da el acceso al poder del Estado y por ello defi-
niendo nuevos vínculos prebendalistas con las élites dominantes 
que controlan el poder estatal. Mientras, los segmentos altos de 
la clase media se despolitizaban, ya que encontraban en la esfera 
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del mercado un marco más estable para su seguridad económica, 
sin sacrificar por ello sus conexiones con la élite en el poder y, en 
consecuencia, sin sacrificar tampoco el acceso al privilegio (Loza-
no, 2003).

Al desmontarse la política desarrollista y al mismo tiempo el 
Estado convertirse en una inmensa caja rentista, los ingresos que 
controlaba la élite en el poder se multiplicaron. Esto produjo una 
nueva situación en la que, poco a poco, la política de clienteliza-
ción se generalizó en los segmentos más pobres de la población y 
de hecho sustituyó al anterior modelo desarrollista de base estatal 
por un modelo dual en el que el proteccionismo de Estado asumía 
una forma institucional bajo un sistema de asistencia a los pobres 
y seguridad social, controlado por el capital financiero y que al 
mismo tiempo brindaba réditos políticos a quienes administraban 
dichos planes. 

De todos modos, el asunto principal sigue siendo esencial-
mente político. Históricamente, la dictadura de Trujillo apeló al 
nacionalismo como un componente identitario de la ideología 
estatista y autoritaria que nucleaba el poder del dictador. Tras la 
vuelta al poder de Balaguer en 1966 y su larga permanencia en el 
mismo hasta 1978, el nacionalismo recompuso su lugar en lo que 
podría definirse como los componentes ideológicos del discurso 
que unificaba la legitimidad del nuevo régimen autoritario: con-
tinuó siendo un componente articulador de la unidad del régi-
men, pero ahora bajo una modalidad diferente, pues el cesarismo 
autoritario que pasó a establecer las bases de su unidad política 
se estructuró a partir de dos premisas esenciales: la separación 
entre lo político—reservado al poder del heredero del régimen 
trujillista— y el desarrollo que se entendía era el destino del país 
en el proceso inevitable de modernización. Esto último lo usu-
fructuaría la élite económica que Balaguer estaba intentando for-
talecer. Balaguer siempre se cuidó de esa distinción. En esa nueva 
situación típicamente bonapartista el nacionalismo protegía el de-
sarrollismo centralizador que motorizaba el Estado, pero también 
brindaba un componente para que el líder cesarista negociara a 
nombre de la élite económica y en realidad del país con los actores 
hegemónicos a escala regional. El nacionalismo servía así como 
un instrumento o vínculo entre los poderes imperiales y las clases 
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dirigentes “nacionales”. El componente anti haitiano del naciona-
lismo fue en este esquema un elemento subordinado a un propó-
sito estratégico mayor. Como tal, servía para mantener la política 
de exclusión de la masa inmigrante de jornaleros haitianos, pero 
también ayudaba a fortalecer una política más amplia de controles 
salariales, tras la cual pretendía sostenerse la estrategia industria-
lizadora de salarios baratos y un estamento laboral dócil.33

Solo cuando las coyunturas geopolíticas lo exigieron Balaguer 
apeló al nacionalismo para fortalecer su poder en el Estado, como 
fue el caso de la coyuntura del golpe militar en Haití en 1991, o 
cuando crisis políticas internas a su juicio lo exigieron, como fue 
el caso de las campañas electorales de 1994 y 1996, donde el nacio-
nalismo anti haitiano constituyó quizás el principal soporte pro-
pagandístico del balaguerismo al enfrentar el liderazgo popular 
de Peña Gómez.

La novedad de la apelación al nacionalismo anti haitiano 
como el componente unificador de la élite política dominicana en 
pleno siglo XXI, y en particular de sus grupos de derecha y sobre 
todo del PLD, convertido ahora en el partido conservador, es un 
producto históricamente reciente y en muchos aspectos distinto 
al tradicional planteo nacionalista de ascendiente trujillista. El 
mismo debe verse en sus condiciones de origen como el freno en-
contrado por una derecha derrotada en el espacio de construcción 
de su legitimidad y permanencia en el control del Estado, tras su 
fracaso hegemónico ante el neoliberalismo, la apertura de la eco-
nomía y el desarrollo de una sociedad democrática en el marco de 
la globalización.

33	 Sobre la cuestión salarial y su papel en la articulación del modelo 
económico en el período 1961-1978 ver a Lozano (2004), para años más 
recientes ver a Guzmán (2010). La experiencia de desarrollo de los años de 
la transición en el primer gobierno del PRD (1978-1982) se analiza en Ceara 
(1984). La CEPAL ha hecho un estudio sobre República Dominicana para 
el período subsiguiente (1900-2000) que es referencia obligada (2001). El 
trabajo de Godínez y Máttar (2009), funcionarios de CEPAl, es clave para 
el estudio del período subsiguiente: 2000-2008. El estudio de Guzmán et. 
al. (2011) organiza la discusión de los principales problemas económicos 
en el largo período 1960-2012. 
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Internamente este proceso significó que el nacionalismo pasa-
ba a sustituir la ideología anti comunista del período de la Guerra 
Fría por un componente esencialmente local, para detener el cre-
cimiento de las opciones populares y democráticas que con Peña 
Gómez se estaban abriendo paso. El nacionalismo anti haitiano 
fue la respuesta al cambio democrático que se daba en el 1994. Esto 
ayuda a entender por qué una parte de la izquierda dominicana 
hoy en pleno siglo XXI se ha sumado a ese discurso xenófobo, ne-
gador de la propuesta socialista en el campo internacional, y en la 
práctica enfrentada a la modernización y al cambio democrático.

Esto, indudablemente, amerita una discusión más amplia, pero 
de suyo revela que la izquierda dominicana hoy no tiene una po-
sición clara respecto a la relación del país con Haití, ni mucho me-
nos tiene claridad en cuanto al significado de un hecho simple que 
especifica la naturaleza del mundo del trabajo y la función de la 
inmigración haitiana. Me refiero al hecho de que la clase trabajado-
ra dominicana tiene hoy al menos tres componentes que gravitan 
en la esfera del Estado-nación: el componente que, siendo de ori-
gen nacional, opera fuera del espacio geográfico del Estado-nación, 
me refiero a la llamada diáspora emigratoria. En segundo lugar, se 
debe reconocer el mundo del trabajo nativo, que opera en la esfera 
geográfica del Estado-nación. Finalmente, debe apreciarse el com-
ponente inmigrante, esencialmente de origen haitiano. Estas tres es-
feras son muy dinámicas y cambiantes, mas forman parte de un es-
pacio problemático común: el mundo del trabajo en el contexto de 
la globalización y una sociedad transnacional, siendo sus impactos 
sectoriales muy claros: las remesas y el subsidio a las familias domi-
nicanas pobres, la competitividad del sector exportador y ámbitos 
como las construcciones urbanas y finalmente la economía informal 
y su funcionalidad para el mercado “interno”.34

34	 Para un debate sobre la dimensión política de la inmigración haitiana a 
Santo Domingo véase a Lozano (2008), para la discusión sobre el sector 
informal y su imbricación a la racionalidad económica del modelo de 
desarrollo ver a Lozano (1998) y a Guzmán (2011), y para un estudio del 
impacto macroeconómico y sectorial de la inmigración véase a Lozano y 
Wooding (1992). En una perspectiva insular y regional debe consultarse a 
Corten (1989).
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Hoy apreciamos claramente que, en efecto, el nacionalismo 
responde a las presiones globalizadoras que están obligando a la 
apertura del país, no solo en el campo económico, sino también en 
el de las relaciones geopolíticas y los compromisos con los nue-
vos marcos de la democracia global (Alí, 2005; Hobsbawm, 1991; 
Held, 1991 y 2005), como es el caso de los derechos humanos. En 
este punto, la izquierda tradicional y la derecha nacionalista se 
dan la mano, al identificar a un enemigo común: la globalización y 
su agente histórico concreto, Estados Unidos. Es una ironía digna 
de estudio que hoy día la ultra derecha dominicana añore de los 
Estados Unidos su posición de gendarmería en la Guerra Fría, al 
tiempo que hoy la izquierda, al mantener su posición tradicional 
de rechazo a Estados Unidos en el marco de la globalización, coin-
cide con la derecha, en el punto concreto del vuelco nacionalista 
de la política local obligada a la apertura globalizadora.

Por este tipo de mecanismos las posiciones nacionalistas han 
devenido en una suerte de cemento unificador del conjunto de la 
clase política. A unos porque les brinda un sucedáneo ideológico 
con el que rechazar la globalización, a otros porque les propor-
ciona un mecanismo legitimador del privilegio en su control del 
Estado, y al conjunto porque por primera vez les dota de un ar-
gumento con el cual encontrar coherencia en sus acciones ante el 
fracaso del discurso desarrollista. 

Desde ese punto de vista, el discurso neonacionalista, si bien 
puede identificar al Estado en su función ordenadora y racionaliza-
dora de los nuevos vínculos del país con el sistema-mundo globa-
lizado, lo hace en una perspectiva tradicionalista, no exigiendo su 
modernización, a fin de colocar su desempeño del lado de la ciuda-
danía y por esa vía asumir la necesidad de una nueva manera de 
hacer política fundada en la diversidad, la descentralización, la tole-
rancia y el compromiso democrático entre actores por definición di-
versos. Por el contrario, el estatismo nacionalista predica una vuelta 
atrás a las bases constitutivas del Estado centralizador y desarrollis-
ta de ascendiente autoritario. En ese sentido, choca con lo que po-
dría definirse como el círculo virtuoso del Estado en su capacidad 
de dirección cohesionadora de la vida democrática, convirtiéndolo 
en círculo perverso en su lógica excluyente y autoritaria, dificultan-
do así la inserción exitosa del país en el mundo globalizado.
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¿Es posible una derecha neonacionalista en el poder?

En lo aparente la pregunta de este subtitulo es retórica, por 
cuanto un lector medianamente enterado de los asuntos políticos 
dominicanos conoce las escasas posibilidades electorales inmedia-
tas de una organización como la FNP, que ha sobrevivido en la 
política dominicana porque sencillamente ha sido un satélite de 
dos grandes partidos, el PRSC y el PLD. Pero las posibilidades 
del neonacionalismo como opción política no se encuentran pre-
cisamente en el marco de la competencia electoral. Las posibili-
dades de esta corriente política ultra derechista se encuentran en 
su potencial de influencia y presión en tanto corriente ideológica 
políticamente organizada.

Veamos el asunto con cierta perspectiva histórica. Como ya se 
señaló arriba de manera sucinta, en el país a lo largo del período 
1961-2015 pudiera decirse que asistimos a tres expresiones del dis-
curso de derecha y del planteo ideológico conservador:

Desarrollismo oligárquico. Este fue el primer planteo ideológi-
co de la derecha política dominicana. Como tal, además de los 
componentes tradicionales del discurso conservador (catolicismo, 
anticomunismo, tradicionalismo), el desarrollismo oligárquico se 
caracterizó por una visión estatista y elitista de la organización 
del poder. Asimismo, el anti trujillismo elitista en el plano político 
coyuntural, en el marco de la crisis post trujillista, en realidad te-
nía dos componentes: a) el rechazo a una política del acuerdo y la 
negociación y b) la crítica moral a la dictadura.

El reformismo desarrollista autoritario. Este planteo en la práctica 
fue el que logró imponerse como argumento ideológico nucleador 
del discurso de la derecha conservadora, pero el precio fue que 
el mismo quedó en manos de un grupo burocrático-político que 
operaba autónomamente del poder propiamente oligárquico, me 
refiero a la élite balaguerista. Este grupo incluía, además, a los 
cuadros militares que quedaron dispersos tras la caída de la dic-
tadura. Fue el discurso ideológico balaguerista el que logró impo-
nerse en el país como la argumentación doctrinal cohesionadora 
de la derecha. Como he argumentado arriba, dicho discurso tenía 
a su vez varios componentes, como eran el estatismo en el enfoque 
del desarrollo, una visión autoritaria excluyente en la práctica del 
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poder, un afirmado caudillismo mesiánico profundamente con-
servador, que hacía del pasado un componente fundamental de 
la redención social articulada como discurso racionalizador de su 
manejo patrimonial del Estado y de la sumisión pasiva de la masa. 
En esta aproximación redentora y patriarcal de la relación con los 
campesinos y la clase media, el discurso autoritario balaguerista 
se hacía profundamente cesarista, siendo en muchos sentidos crí-
tico de las propias oligarquías de la tierra y del comercio, vistas 
como clases enfrentadas o limitadoras del progreso. Esta visión 
culminaba en un nacionalismo anti haitiano manejado coyuntu-
ralmente, unido al apoyo del anti comunismo, cemento unificador 
de la Guerra Fría en Occidente.

El neonacionalismo clientelista. Dicha propuesta se ha ido im-
poniendo como el eje central del nuevo discurso conservador hoy 
hegemónico en la política dominicana. Este discurso tiene un pro-
fundo ascendiente corporativista. Asimismo, no podemos perder 
de vista que dicho discurso es tardío, fue articulado en los noventa 
como un recurso para frenar el ímpetu democrático de masas bajo 
el liderazgo de Peña Gómez y evolucionó hasta convertirse hoy 
día en una verdadera propuesta racionalizadora del obrar político 
de la élite en el poder, organizada en el PLD como partido hege-
mónico. Aunque el neonacionalismo anti haitiano contemporáneo 
tiene profundas raíces históricas, principalmente en la experiencia 
dictatorial de Trujillo y por ello, en cierto modo, es la continua-
ción moderna del conservadurismo balaguerista, su consistencia 
ideológica responde hoy a un nuevo tipo de sociedad transnacio-
nalizada y pluralista, caracterizada por profundas desigualdades 
sociales y económicas y una casi total internacionalización de su 
economía. 

Desde los años noventa hasta la Sentencia 168 del TC dictada 
en el 2013 la prédica nacionalista se afirmaba esencialmente en co-
yunturas electorales, como recurso político de freno a la fuerza de 
masas del PRD y en particular del peñagomismo socialdemócrata. 
Hoy día el discurso nacionalista, anclado en ese carácter profun-
damente electoralista, pretende articular un nuevo discurso del 
Estado en sus relaciones con el sistema-mundo capitalista y en 
particular con Estados Unidos, Canadá y la Unión Europea. Dicho 
discurso pretende impulsar una mirada autista sobre la política 
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de liberalización comercial y apertura de mercados cohesionada 
en torno a compromisos del Estado dominicano con otros estados, 
en acuerdos comerciales como el DR-CAFTA, el EPA, y la vincu-
lación del país a organizaciones como la OMC. El neonacionalis-
mo se propone sobre todo cohesionar una política de aislamiento 
del país respecto a las relaciones con Haití, en lo que podríamos 
llamar una estrategia de “hostilidad regulada” con el vecino del 
oeste. Ese discurso se complementa con una retórica de choque 
frontal con los poderes mundiales.

¿Cómo interpretar el discurso neonacionalista? ¿De qué mane-
ra asumir su política? En dicho discurso la política redentora tra-
dicional se recupera, pero en una lógica de choque y no de integra-
ción. Se persigue movilizar, sin embargo, un discurso unificador 
de la nación. En ambos casos, el elemento unificador que resuelve 
la tensión entre la prédica redentora que unifica la nación y la ló-
gica del choque político contra los sujetos opositores es el rechazo 
al otro, llámese Peña Gómez y el PRD como en los noventa, o Haití 
hoy día. Sin embargo, lo especifico de ese rechazo a Haití es que la 
existencia del otro se define fuera del canon estatal-nacional que se 
supone se delimita autónomamente y en cuya definición obra un 
pasado histórico recuperado. Por ello, el rechazo neonacionalista 
al Haití contemporáneo lo que pretende producir es un choque 
ideológico de naciones y por primera vez se enfrenta al sistema 
internacional en sus ejes hegemónicos. Es por esta vía que, a dife-
rencia de los noventa, el neonacionalismo hoy define una prédica 
que pretende abarcar al cuerpo nacional en su conjunto, no ya ais-
lar a un grupo o segmento social o a un cuerpo político específico. 
De ahí la pretensión unificadora del mundo político nacional por 
parte del neonacionalismo. En este punto se hace determinante la 
lectura que de la historia articula el discurso nacionalista. En la re-
cuperación del pasado se hace una selección en función de la cual 
hay un telos inevitable que conduce al choque con el otro, con Haití, 
que obliga a la unificación nacional. Pero también hay una retórica 
del heroísmo del pequeño contra el fuerte, de la nación dominica-
na armada de la voluntad estatal de autonomía, que se enfrenta 
a los actores hegemónicos de la realidad global. Con este último 
artificio el discurso neonacionalista se reviste de una propuesta he-
roica que presume recoger el carácter nacional y movilizarlo para 
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articular una voluntad política unificadora, total y al mismo tiem-
po intolerante y excluyente.

En dicha lógica el presente ya no se asume como historia sino 
como el “momento” de redención nacional. Sin embargo, ciertos 
momentos del pasado se trasladan al presente como continuida-
des inevitables: la matanza de Dessalines aparece como una ame-
naza cotidiana, la matanza del 1937 aparece como un acto heroico 
de deslinde nacionalista que podría repetirse si fuese necesario 
una medida dura contra la amenaza a la nación, las guerras de in-
dependencia se convierten en un presagio de las tareas del futuro 
inmediato, pues son guerras inacabadas en el presente. La historia 
se convierte así en una prisión que, en vez de aclarar las posibili-
dades del futuro y constituir un recurso para el entendimiento del 
presente, lo que indica es una necesidad del presente que hace de 
la memoria un esclavo del interés del hoy.

Dicho mecanismo debe depositar en el liderazgo político pro-
videncial, si es el de un líder unificador mejor, las llaves de la re-
dención. De esta manera, el futuro deja de ser una responsabili-
dad del presente, pues deja de existir al convertirse en una tarea 
del líder redentor que por fin redimirá la nación de la coyunda 
que ha impuesto el “otro”. Es de esta manera que la historia se 
disuelve en los compromisos del presente, mientras éste se inmo-
viliza y la redención social, que es la promesa de todo populismo, 
se disuelve en el cuerpo individual de electores y clientes, que ha-
brán de dirigir su voluntad para asegurar la redención que solo el 
líder puede producir. En esta lógica, no hay posibilidad de apelar 
a la crítica del presente, pues eso sería atentar contra los símbolos 
sagrados del pasado ya muerto, pero vivos en el presente, que 
hemos acomodado al interés de quienes controlan el poder. En ese 
discurso se encuentra oculta una voluntad totalitaria que persi-
gue eliminar las diferencias y por tanto aplastar cualquier espacio 
para el diálogo y el acuerdo responsable entre sujetos sociopolíti-
cos, llámese estados, partidos y fundamentalmente naciones.

Aunque electoralmente esta propuesta política de ascendiente 
neonacionalista tiene escasas posibilidades en el país, no lo es me-
nos que su influencia no solo ha crecido, sino que incluso ha logra-
do pasar a un estadio superior, donde el cuerpo político que con-
trola los aparatos de Estado (Presidencia de la República, Congreso 
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Nacional, Altas Cortes) ha terminado haciendo suyo ese discurso. 
Es un error pensar que la postura nacionalista que exhiben hoy las 
autoridades del poder central, al autonomizarse de la alianza con 
la FNP, ha desactivado la amenaza neonacionalista y autoritaria.35 
Por el contrario, en cierto modo esa ruptura en la adopción del 
canon ideológico neonacionalista por parte del PLD sans phrases 
es hasta cierto punto un triunfo del conservadurismo en su ver-
sión más autoritaria. Visto de esa manera, el neonacionalismo no 
solo conserva su vigencia, sino que hoy día en manos del partido 
hegemónico (PLD) podría estar anunciando futuras aventuras au-
toritarias, que podrían ampliar la lógica de la exclusión y la intole-
rancia, de ser ello necesario para el mantenimiento en el poder de 
quienes hoy controlan las arterias del Estado.

Esto obliga a reconocer, como ya insinué arriba (Capítulo III), 
que el discurso nacionalista se ha bifurcado. De un lado, el manejo 
estatal de la propuesta nacionalista ha quedado en manos de Da-
nilo Medina y el PLD. Por otro lado, la FNP se ha visto forzada a 
asumir una postura crítica frente al régimen político, alineándose 
así con el campo tradicionalmente opositor de ascendiente socialde-
mócrata o de izquierda. Hasta qué punto durará ese acercamiento 
de la FNP con el campo opositor al PLD, pasada la coyuntura electo-
ral del 2016, no lo sabemos. Lo que sí puede conjeturarse con alguna 
certidumbre son dos asuntos. En primer lugar, el discurso naciona-
lista ha pasado a ser hegemonizado por el PLD y Danilo Medina, lo 
que acentuará su sesgo estatista como propuesta de política pública 
moderando el radicalismo ideológico nacionalista asumido por la 
FNP, esto así por simples razones de Estado. El segundo asunto que 
debe verse es que un entendido político, que de nuevo lleve al redil 
peledeísta a la hoy rebelde FNP, implicará por parte de la FNP la 
asunción realista de la política oficial en materia migratoria en su 
pragmatismo operativo, lo cual le obligará de hecho a aceptar el 
reeleccionismo político de Medina, olvidándose del referéndum que 

35	 El primero de junio del 2015 la FNP anunció la ruptura de su alianza 
con el PLD, alianza que se inició en 1994 con el apoyo de la FNP a la 
candidatura de Bosch y el apoyo del PLD a candidaturas congresuales 
de la FNP, entre otras a la senaduría del Distrito Nacional por parte de 
Vincho Castillo, Presidente de la FNP. 



Wilfredo Lozano356

exigía. Con ello se tirará al cesto de la basura el enfoque constitu-
cionalista y doctrinal con que hasta ahora ha venido manejando el 
asunto la FNP. En cualquiera de los escenarios, el resultado será 
un menoscabo del espacio político que había ganado la FNP frente 
a grupos de poder como los militares, el empresariado conserva-
dor y la iglesia católica. En función de lo narrado, podría argu-
mentarse que la “derrota” del radicalismo nacionalista implica un 
avance democrático y eso es cierto. Sin embargo, esa derrota de 
la ultraderecha nacionalista ha tenido un alto costo político y ha 
abierto otra situación no menos peligrosa para la democracia do-
minicana. Ese peligro estriba en la entronización del nacionalismo 
como discurso político defensivo de la élite gobernante ante las 
presiones democratizadoras de la globalización, particularmente 
el respeto a los derechos humanos, sobre todo de las minorías in-
migrantes, los dominicanos de origen haitiano y los grupos LGTB 
y la exigencia de una reforma del Estado que haga transparente su 
gestión. La táctica aislacionista del gobierno dominicano ante los 
organismos internacionales que velan por los derechos humanos 
constituye un claro ejemplo del giro conservador de la política ex-
terior y del peso de la ideología nacionalista en la articulación de 
ese enfoque.



357

Capítulo VII
El ciclo electoral de la  

consolidación democrática

“En todas las épocas los hombres han dado su sangre y su 
vida por los frágiles edificios que levantan y derriban los 

mismos artesanos”.
Raymond Aron

Memorias

En este capítulo me ocuparé de la dinámica propiamente 
electoral partiendo de una hipótesis ordenadora que es-
tablece que en la política dominicana moderna, desde la 

muerte de Trujillo a nuestros días, podemos reconocer tres gran-
des ciclos electorales. Dichos ciclos, leídos en clave del proceso 
democratizador, pueden caracterizarse en torno a la tensión entre 
autoritarismo y democracia. 

Esta caracterización de los ciclos electorales, se encuentra es-
trechamente relacionada con los ciclos políticos analizados en el 
Capítulo II. En ese sentido, las etapas de desarrollo político anali-
zados en dicho capítulo son las que definen en última instancia el 
marco más general de los ciclos electorales que en el presente capí-
tulo se analizarán. Debe aclararse que en esta parte no se procede 
a un análisis específico de la competencia política en los procesos 
comiciales: lo que se analiza es esencialmente el equilibrio de fuer-
zas políticas que resultan de esos procesos.

De esta forma, en el capítulo analizaré algunos aspectos del pro-
ceso político dominicano moderno relativos a la dinámica propia-
mente electoral. No me detendré en lo que podemos denominar “la 
economía política electoral” a través del estudio de sus resultados 
numéricos. En cambio, trataré de concentrarme en lo que denomi-
no “los ciclos político-electorales”,1 atendiendo esencialmente a las 

1	 Caracterizo los ciclos electorales como articulaciones de mayorías que 
se expresan en alianzas político-electorales con cierta estabilidad en el 
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relaciones de fuerza entre los actores que anteceden o resultan de 
los procesos político-electorales. 

En el marco de este análisis procedo luego a la discusión de 
un problema central de la política democrática moderna. Me 
refiero al papel del presidencialismo que ha caracterizado a los 
regímenes políticos y a la dinámica democrática misma que ha 
conocido el país tras la desaparición de Trujillo en 1961. Culmina 
el capítulo la presentación de una visión muy general de los pro-
blemas de gobernabilidad de los regímenes políticos en el perío-
do reciente, específicamente en su fase tardía bajo la hegemonía 
del régimen corporativo-clientelista que encabeza el PLD como 
partido gobernante.

tiempo, predominios partidarios en sectores del electorado, ámbitos 
geográficos y orientaciones de apoyo que sostienen las bases sociales 
de organizaciones políticas. Los resultados de los ciclos se articulan en 
períodos de gobierno, definidos a partir del ascenso al poder de deter-
minadas coaliciones de fuerzas políticas organizadas en partidos políti-
cos en proyectos electorales y en la definición de mayorías congresuales. 
Los ciclos, aunque poseen estabilidad en el período donde funcionan 
en base a las características descritas, tienden al cambio, lo que con el 
tiempo da pie a la articulación de otros ciclos. Por definición, los ciclos 
no remiten a un movimiento teleológico del sistema de partidos en el 
ámbito electoral, simplemente remiten a correlaciones de fuerzas, a de-
terminadas características institucionales de los sistemas electorales y 
a la constitución de mayorías políticas. La idea de los ciclos electorales 
permite articular en una común “racionalidad política” un ámbito insti-
tucional que organiza el conflicto político en torno a las elecciones, una 
determinada relación de fuerzas políticas que da acceso al control de 
los aparatos de Estado y una determinada modalidad de construcción 
de legitimidades políticas. En consecuencia, los ciclos definen recursos 
analíticos que permiten apreciar la racionalidad de los procesos electo-
rales y políticos en su sucesión en el tiempo. Para América Latina véase 
a Lesgart (2003), Balletbo (1994), Cavarozzi y Medina (2003): O’Donnel 
y Schmitter (1988), y Whitehead, (2002). Para el caso dominicano ver a 
Hartlyn (2008), Campillo Pérez (1986), Espinal (1987), Brea et. al. (2014) 
y Justo Duarte (2004).
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1. Las fases del ciclo electoral de la consolidación  
democrática 

El primer ciclo político-electoral moderno, tras la desaparición 
del régimen trujillista, cubre el período 1961-1978 y puede carac-
terizarse como autoritario. En el mismo se destacan dos fases bien 
delimitadas: una fase de crisis política (1961-1965) y otra de esta-
bilidad y agotamiento (1966-1978).

El segundo ciclo lo caracterizo como populista y cubre el pe-
ríodo 1978-1994. Lo que define este ciclo es la competencia electo-
ral más o menos equitativa y un movimientismo populista sin cla-
ra organización partidaria y fuerte peso del liderazgo caudillista. 
En este ciclo también se reconocen dos fases: una de auge, bajo el 
predominio del PRD (1978-1986), y otra de deterioro y crisis, bajo 
los dos gobiernos de Balaguer (1986-1994).

El tercer ciclo lo defino como clientelista, y se extiende de 1996 
al presente. Es sobre este último ciclo que concentraré este capí-
tulo, pues es el que cubre la fase de consolidación democrática, 
que en este libro se ha analizado. Lo que define este ciclo es la 
clientelización de la política electoral y de las relaciones Estado-
sociedad, al punto de que los electores y la ciudadanía en su con-
junto terminan convertidos en verdaderos clientes del sistema de 
partidos. Pero la clientelización del sistema político marcha de la 
mano con un proceso de corporativización del partido en el poder 
y la generalización de la política de facción en todo el sistema de 
partidos, analizado en el Capítulo III.2

En este último ciclo electoral podemos reconocer tres fases cla-
ramente diferenciadas. La primera cubre los años 1996-2004. Esta 
fase puede caracterizarse como de cambio conservador del electo-
rado nacional en la que se fortalece el voto del PLD, en correspon-
dencia con la creciente adopción de dicho partido, de una postura 
política de centro-conservador. 

2	 En Después de los caudillos (2002) presento un estudio de los procesos 
electorales del período previo (1990-1996). Hartlyn (2005) analiza con 
cuidado el proceso electoral de 1978, que inicia la transición democrática. 
Para una visión general de la historia electoral dominicana hasta el regreso 
al poder de Balaguer véase a Campillo Pérez (1986).
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La segunda fase de este último ciclo es la de la conversión del 
PLD en partido hegemónico y la creciente fragmentación y crisis 
de la oposición política y cubre los años 2004-2012. Aquí lo central 
es el fortalecimiento del modelo corporativo iniciado en la fase 
anterior, donde ahora claramente el PLD opera como una corpo-
ración político-administrativa y económica, siendo el poder pre-
sidencial el eje articulador de una poderosa maquinaria que con-
vierte al Poder Ejecutivo en un aparato político organizado como 
gran corporación, con un sujeto de mando claramente establecido 
(el presidente) y un equipo corporativo que materializa la política 
de dominación (el Comité Político del PLD). Dos rasgos comple-
mentan esta definición: el primero, es el fortalecimiento del faccio-
nalismo político al interior del PLD, que se ha definido hoy día en 
torno a dos bloques de poder en la organización, el liderado por 
Leonel Fernández, y el hoy hegemónico y dominante liderado por 
Danilo Medina; el otro elemento es el de la recomposición de la 
oposición política, en la que destacan dos aspectos: la crisis y divi-
sión interna del PRD, que condujo a la creación del PRM en torno 
a la facción mayoritaria saliente, y la reconversión del PRD como 
minoría política subordinada al PLD como partido hegemónico. 

La tercera fase es la que caracterizo como cesarismo corporati-
vo y populista y se inicia en el 2012 con la elección de Danilo Me-
dina a la Presidencia de la República y se prolonga hasta nuestros 
días. Lo central aquí es que, continuando con el manejo clientelista 
de las relaciones de masas, se acentúa el hiperpresidencialismo de-
legativo, vale decir, la creciente intervención del Poder Ejecutivo 
en la vida del Estado. A ello se agregan dos componentes centra-
les: una modalidad neopopulista en las relaciones del presidente 
con la población y un giro cesarista en el manejo de las relaciones 
del poder presidencial con grupos de presión, el empresariado y 
la sociedad civil organizada. En lo adelante discutiré con mayor 
detalle estas tesis.

1996-2004: El giro conservador de la política electoral

El fin del poder balaguerista sobre el Estado llegó con el frau-
de electoral contra Peña Gómez en 1994. No se trata simplemente 
de que unos años después muere el líder socialdemócrata (1998) y 
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el caudillo conservador desaparece de escena en el 2002. Se trata de 
que a partir de ese momento se produce un importante cambio po-
lítico e institucional. El ciclo termina porque a partir de ese momen-
to “finaliza” un modelo institucional donde el poder autoritario se 
imponía, empleando la amenaza militar y las acciones de violencia. 
El modelo político del fraude electoral es sustituido por un modelo 
que centra en la fuerza del dinero, en la acción previa a la decisión 
del voto y no posterior a la misma, la influencia y poder de las élites 
que controlan el Estado. Ese poder pasa a expresarse por medios 
institucionales formales. Pero el nuevo modelo institucional expre-
sa algo más. Se sostiene en una reforma constitucional que prohíbe 
la reelección sucesiva, lo que en principio debía impedir que quien 
estuviera en el poder empleara los recursos del Estado para propó-
sitos reeleccionistas. A su vez, se intenta equilibrar políticamente el 
poder judicial al crear el Consejo Nacional de la Magistratura, don-
de el Presidente de la República continúa con un gran poder en la 
designación de los miembros de la Suprema Corte de Justicia, pero 
se ve obligado a dar participación importante al Poder Legislativo y 
a la propia justicia. Se extiende el voto a los dominicanos residentes 
en el extranjero, con lo que la diáspora dominicana se convierte en 
un espacio interno de la lucha política. 

Quizás el elemento de mayor relevancia en este proceso de 
cambios políticos, sea el sistema que introduce una segunda vuel-
ta electoral, que ya desde su incorporación a la reforma constitu-
cional de ese año, mostró su rostro de Jano. Digo esto porque los 
acuerdos establecidos entre Balaguer y Peña Gómez al respecto 
establecían un 40% como tope para ganar en primera vuelta, como 
se ha visto en este libro. Las negociaciones que, por otro lado, sos-
tuvo Balaguer con el PLD establecieron un 50% más un voto. Esto 
no se apreció en la reunión sostenida por los representantes del 
PRD con Balaguer sino luego, cuando en el Palacio Nacional to-
dos los actores políticos se reunieron para la firma del pacto por 
la democracia, aunque allí Peña Gómez no hizo protesta alguna, 
pero ya se supo: lo acordado no era lo firmado, pues el texto ha-
bía cambiado en horas. Todo esto se apreció claramente cuando el 
Congreso, reunido como Asamblea Revisora, consideró el punto. 
El resultado fue que en el nuevo esquema del 50% más un voto, 
aprobado por el Congreso, la tercera fuerza decidía.



Wilfredo Lozano362

Es mi convicción que el artífice de esta escaramuza táctica fue 
Balaguer y no el PLD. Con ello Balaguer no solo liquidaba la po-
sibilidad de Peña Gómez de alcanzar el poder, sino que frenaba 
el ímpetu reformador del populismo democrático que el PRD y 
sus aliados representaban. Con ello Balaguer sacrificaba algo más: 
a su propio Partido Reformista Social Cristiano, el cual quedó 
desplazado como opción de poder. Fue por este mecanismo que 
se potenció un liderazgo emergente, el del PLD, cuyo candidato, 
Leonel Fernández, era apenas conocido. Sería ingenuo pensar que 
Balaguer no estaba consciente de lo que estaba en juego. Mi inter-
pretación es la siguiente: Balaguer nunca asumió al PRSC como 
un partido político organizado, con un proyecto propio más allá 
de su líder. Por el contrario, para Balaguer el PRSC simplemente 
fue una mediación político-electoral, una maquinaria productora 
de votos, que empleó a discreción y conveniencia. Su proyecto po-
lítico siempre estuvo articulado al Estado, al punto de confundirse 
con él. Por eso, en 1996 su decisión de frenar al candidato de su 
“propio partido” Jacinto Peynado, para beneficiar al de la tercera 
fuerza, Leonel Fernández, no significó nada. En la visión del cau-
dillo conservador lo único que importaba era impedir el triunfo 
de Peña Gómez.3

Por eso lo más importante en esa discusión es analizar si Bala-
guer tenía conciencia histórica del paso que estaba dando, el cual 
cambiaría el destino de la nación, no simplemente porque condu-
cía hacia el poder a un partido que como el PLD hasta ese momen-
to era de izquierdas, sino también porque no tenía experiencia de 
Estado alguna.4 El segundo elemento es más relevante: me refiero 

3	 Desarrollo el punto en La razón democrática (2013), donde hago un análisis 
con cierto detalle de esa coyuntura específica.

4	 Debo ser preciso: el PLD no tenía experiencia en la administración del 
poder central y su poder congresual era muy limitado. Al momento del 
pacto con Balaguer el PLD tenía 44 diputados y un senador. Aun así, 
debe señalarse que en 1994 fueron los votos del PLD en el Congreso, 
específicamente en el Senado, los que permitieron inclinar la balanza a 
favor de una reforma electoral que violaba los acuerdos Balaguer/Peña 
Gómez, imponiendo de ese modo el 50% más un voto como criterio de 
triunfo electoral, contra el 40% que fue el acuerdo entre los dos grandes 
líderes. Lamentablemente, los congresistas del PRD al “enterarse” del 
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al de los compromisos históricos que le iban a permitir a Balaguer 
tener confianza en que con el PLD y no con el PRSC sus objetivos 
estratégicos estarían mejor garantizados. 

En lo inmediato debe reconocerse que, a diferencia del PRSC 
que era en esencia un departamento electoral del caudillo conser-
vador, el PLD representaba una organización moderna. El PLD a 
su vez tenía un determinado ascendiente político en importantes 
sectores sociales como la clase media, los trabajadores del azúcar 
en la región este y los intelectuales. Pero lo central era que el PLD, 
en la medida en que asumiera el compromiso conservador, daría 
continuidad histórica al punto de vista balaguerista en su visión 
del Estado. Lo hizo fielmente, al punto de que llegó a convertirse 
en el sustituto funcional del PRSC, una vez agotadas las posibili-
dades históricas del reformismo balaguerista como agrupamiento 
político líder del conservadurismo en el país.

Con esta visión Balaguer trazó la raya de Pizarro en 1996. En 
primer lugar, ahogó las posibilidades de su propio candidato pre-
sidencial Jacinto Peynado, lo que le abrió las puertas a la negocia-
ción con el PLD para articular un frente contra Peña Gómez en la 
segunda vuelta electoral. En la primera vuelta de esas elecciones 
Peña Gómez alcanzo un 47% de los votos, con lo que se vio obli-
gado a la segunda vuelta. Lo que ahora deseo destacar es la dis-
tribución de los votos. Cualquiera que observe esas estadísticas 
apreciará que el voto peñagomista y perredeísta se concentró en 
varios focos regionales caracterizados por su peso popular y de 
masas: lo que hoy es la provincia de Santo Domingo, San Francis-
co de Macorís, Santiago, la zona fronteriza del país, caracterizada 
por la pobreza, y la llamada línea noroeste. En cambio, el voto 
reformista se concentró en el Este del país y el voto peledeísta, a 
su vez, lo hizo en regiones como La Vega, Monseñor Nouel, La 
Romana, el Seibo. En la segunda vuelta, esa geografía cambió. Lu-
gares como Santiago y el Distrito Nacional se inclinaron hacia el 
“Frente Patriótico” (que unificaba la alianza PRSC-PLD) y por esa 

cambio de propuesta que hacía el binomio PRSC-PLD abandonaron la 
sala de la Asamblea Nacional y con ello le facilitaron las cosas al PLD y al 
PRSC para reunir el quorum necesario. Véase a Justo Duarte (2004). 
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vía el PLD logró alcanzar la victoria. La diferencia de votos no 
fue sustancial, Peña Gómez perdió por 71,741 votos, es decir, una 
diferencia del 2.6%.

El PRD conservaba, sin embargo su poder congresual alcan-
zado en las elecciones del fraude, las del 1994. De acuerdo a dicha 
elección, el Congreso tenía una composición que si bien no le daba 
mayoría al partido de Peña Gómez en ninguna de las cámaras, 
impedía que la alianza PRSC-PLD impusiera la suya en asuntos 
relevantes como eran la cuestión del Consejo Nacional de la Ma-
gistratura y la elección de los nuevos jueces de la JCE.5 Aun cuan-
do la posición del PRD en el Congreso era de todos modos difícil, 
en las elecciones de 1998 se vio claro que conservaba un total de 58 
diputados ganados de los 83 obtenidos en el proceso de 1994. Esas 
elecciones también le permitieron concentrar un gran poder local, 
concentrando el 48.3% de los votos municipales, con lo que dicha 
organización pasó a concentrar la mayoría de los gobiernos loca-
les. Quien fue golpeado más duramente en esas elecciones fue el 
PRSC de Balaguer que redujo sus diputados a 17 y solo conservó 
2 senadores. El PLD en cambio aumentó el número de sus diputa-
dos de 13 a 49, ganando también 4 senadurías.

La geografía electoral de ese proceso (1998) muestra que en 
realidad el PRD continuaba liderando aquellas regiones más po-
bladas y más pobres, como eran los barrios populares del Distrito 
Nacional y Santiago. Asimismo, el PLD mostró que en realidad 
había aumentado su poder, aun cuando sus votos se concentraban 
esencialmente en las grandes aglomeraciones urbanas y solo logró 
ganar en cuatro provincias (El Seibo, La Romana, Salcedo y Elías 
Piña). Mientras, en ese mismo proceso electoral de 1998, el PRSC 
continuaba en dramático descenso, ganando solo las provincias 
de La Altagracia y San Pedro de Macorís. El PRD ganó en 24 pro-
vincias, concentrando el 48.95% de los votos congresuales, contra 
el 31.22% que concentró el PLD y el 14% del PRSC.

5	 En concreto, en 1996 (en función de los resultados electorales de 1994) el 
PRD y sus aliados contaban con 15 senadores y 58 diputados. El PRSC 
tenía 49 diputados y 14 senadores. En cambio el PLD tenía solo un senador 
y 13 diputados. 
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En el 2000, cuando se produjeron las elecciones presidenciales, 
Hipólito Mejía del PRD derrotó a Danilo Medina del PLD. Pero ya 
en ese momento era claro que el poder del PLD estaba en franco 
ascenso. En parte, la beligerancia del derrotado PLD en ese certa-
men electoral, era el producto de que competía con el PRD desde 
el poder, pero también lo era porque el PLD competía tras la bue-
na imagen que dejaba el gobierno saliente de Leonel Fernández, 
pese al proceso privatizador que impulsó y los problemas de polí-
tica económica que no pudo resolver. A su vez, el PRD alcanzaba 
el poder en parte como consecuencia del impulso que al partido 
había dado Peña Gómez en las elecciones congresuales y muni-
cipales de 1998 y al símbolo de su muerte ese mismo año (Justo 
Duarte, 2004).

En cambio, la victoria del PRD ponía de manifiesto no solo su 
poder de masas, sino también la reconversión del electorado, pues 
en esas elecciones se hizo evidente que el electorado del PRSC se 
acercaba al PLD. La geografía electoral lo demuestra, pues en mu-
chas zonas donde el PRSC había sido la fuerza hegemónica tra-
dicional, como La Romana o el Seibo, el PLD pasó a ser la fuerza 
mayoritaria. A partir de ese momento fue que propiamente el PLD 
inició su ascenso como fuerza político-electoral.

Por lo anterior podemos apreciar que las elecciones de 1996 
y 1998 fueron competencias determinantes para el futuro de la 
política democrática dominicana, pues definieron el camino de la 
reconversión política del electorado nacional. De esta forma, en el 
2000, pese a su derrota electoral en las elecciones presidenciales, el 
PLD ya aparece como un partido con fuerza electoral significativa 
y un gran ascenso de masas. En función de ello me parece que se 
sostiene la tesis de que, tras las elecciones que siguieron a las del 
2000, asistimos a un proceso de creciente hegemonizarían de la 
política electoral por el PLD. Este proceso no fue únicamente el 
resultado de la acción organizada del PLD, de su disciplina de 
partido y de su astucia política. Sin dejar de apreciar esas habilida-
des, verlo así, además de que constituye un error, implica pensar 
que los procesos electorales constituyen únicamente ejercicios de 
ingeniería y marketing, y no procesos esencialmente políticos en 
su sentido clásico.



Wilfredo Lozano366

En realidad, el ascenso del poder político del PLD como parti-
do de masas debe asumirse más allá de la acción electoral misma 
que lo condujo al poder. No se trata simplemente de la recupera-
ción del poder en el 2004, tras el triunfo de Leonel Fernández so-
bre Hipólito Mejía en las elecciones de ese año. De lo que se trata 
es del fortalecimiento de ese poder a lo largo de casi dos décadas. 
A mi juicio, ello no puede explicarse apelando a la habilidad elec-
toral o al marketing político. Tampoco puede entenderse el asunto 
reduciendo la explicación a los errores de la oposición, o a su divi-
sión interna, sobre todo en el caso del PRD como principal partido 
de masas del país, por lo menos hasta inicios del siglo XXI.

Propongo una explicación que, sin abandonar la especificidad 
de la dinámica propia del sistema electoral y del marketing polí-
tico, asuma el problema insertándolo en un contexto más amplio, 
el de la transformación de la sociedad dominicana en los noventa 
y sus impactos en la esfera de lo político. A partir de un enfoque 
de ese tipo es que, a mi juicio, podemos comenzar a entender el 
movimiento hacia el centro político del sistema de partidos, como 
también la eficacia que logró el PLD en ese proceso, asumiendo 
como suyo el proyecto político conservador articulado por Bala-
guer desde los años setenta del siglo XX. Por ejemplo, la operación 
de Balaguer en el 1996 tras su alianza con el PLD que llevó al poder 
a Leonel Fernández, puede leerse de diversas maneras, como se 
ha hecho en este libro, pero el eje central fue la necesidad de poner 
un freno al ascenso hacia el poder de las fuerzas popular-demo-
cráticas que Peña Gómez representaba. La alianza representaba, 
además, la admisión del fracaso, o, con mayor precisión, los lími-
tes y consecuente agotamiento del reformismo balaguerista para 
continuar hegemonizando el control del Estado, tras el ascenso 
de la propuesta neoliberal. Esto nos puede conducir a considerar 
asuntos complejos, entre los cuales destaco uno: la imposibilidad 
del aparato político balaguerista de asumir precisamente la tarea 
del nuevo tipo de hegemonía que implicaba la agenda neoliberal. 

La paradoja del asunto es que era el séquito burocrático bala-
guerista el que quizás tenía, en ese momento, mayor experiencia 
de gestión burocrático-estatal. Si mi argumento es correcto, por 
eso de lo que se trataba no era, pues, de la simple gestión buro-
crática de una nueva política económica (la neoliberal), sino de la 



La política del poder: la crisis de la democracia dominicana en el siglo XXI 367

articulación de un nuevo lazo o vínculo hegemónico entre Estado 
y sociedad y esa tarea claramente no la podía seguir cumpliendo 
el reformismo balaguerista, al menos en su formato partidario tra-
dicional, pero tampoco en su propuesta de gestión estatal. En esa 
tarea el proyecto popular-democrático de Peña Gómez, aunque 
también se encontraba indefenso ante la agenda neoliberal (como 
he argumentado en los capítulos III y VI) en su dimensión econó-
mica, tenía la conexión de masas que podía impulsar la reforma 
política que exigía la reconversión del vínculo Estado/sociedad en 
una ruta liberal.

La alianza con el PLD le brindó al liderazgo conservador encar-
nado en Balaguer la mediación política y el componente de masas 
para asumir con éxito la nueva agenda conservadora neoliberal, 
rearticulando los lazos Estado/sociedad sin grandes compromisos 
de reformas sociales, pero sí modificando el “formato” institucio-
nal requerido por la nueva hegemonía del mercado, aviniéndose 
a un nuevo tipo de sociedad fragmentada, en proceso acelerado 
de transnacionalización y envuelta en la lógica consumista, bajo 
el liderazgo social de una clase media acomodada, cada vez más 
alejada del compromiso con la reforma política y social. El PLD 
supo interpretar mejor que nadie los “nuevos vientos” conserva-
dores del mundo globalizado que tocaba a la puerta de la nación 
dominicana. Su éxito ha consistido sobre todo en su capacidad de 
adaptación al reformismo neoliberal en el plano económico, y al 
conservadurismo político en el plano social. Esa amalgama es la 
que le ha permitido liderar al segmento acomodado de la clase 
media, dirigir a su segmento mayoritario y proceder a dominar 
los grupos populares, desprovistos de su potencial de impugna-
ción social organizada, tras el nuevo espacio económico caracteri-
zado por el individualismo del mercado y la fragmentación social. 
A todo esto se suma un factor fundamental: el fortalecimiento del 
faccionalismo en el sistema de partidos, que hizo estragos en el 
PRD, desde su ascenso al poder en 1978 y se acentuó tras la muerte 
de Peña Gómez en 1998. Este elemento, en una lamentable cadena 
de acontecimientos, condujo a la organización socialdemócrata a 
derrotas electorales sistemáticas, a su práctica ruptura con su base 
de masas y a un acentuado divisionismo que culminó con la salida 
del partido de la facción mayoritaria en el 2013 y la reducción del 
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PRD a un partido minoritario, pero sobre todo subordinado y de-
pendiente del PLD. Fue así que en esos años el PLD se constituyó 
en el partido hegemónico.

2004-2012: La hegemonía del PLD:  
¿el camino hacia el partido único?

Profundizando el anterior análisis puede apreciarse que entre 
el 2004 y el 2010, el PLD se convirtió no solo en la fuerza políti-
co electoral mayoritaria, sino en la fuerza hegemónica. Si bien en 
las elecciones congresuales del 2002 el PRD continuaba siendo la 
fuerza mayoritaria.6

Este proceso no fue lineal, ni tampoco se impuso sin resisten-
cia como comúnmente se piensa. Como he formulado anterior-
mente, esto fue el resultado de la confluencia de diversos elemen-
tos de tipo social y económico, cohesionados por determinantes 
políticos y culturales (capítulos II y III). Por lo pronto, ya en esos 
años la “revolución neoliberal” iniciada en el país a partir de las 
reformas de 1990 —para poner una fecha— había transformado 
el mapa social y económico. En esas condiciones, la economía se 
orientó hacia los servicios y sectores como el turismo, y las zonas 
francas se hicieron los líderes, como antes lo fuera el azúcar y las 
exportaciones tradicionales. Hay, además, otros fenómenos de or-
den social que merecen nuestra atención en esos años. Me refiero, 
por lo pronto, al deterioro del nivel de vida de segmentos de la 
clase media, corriendo paralelo al desarrollo de una cultura de 
consumo que envolvía incluso a los grupos menos favorecidos. 
A ello se añade un clima de inseguridad pública y una gran in-
certidumbre en el mercado laboral, donde la creación de puestos 
de trabajo era muy lenta, al tiempo que el mercado laboral en su 
conjunto se informalizaba (Guzmán, 2010 y 2012). 

6	 Ese año el PLD solo ganó un senador, el del distrito Nacional y el PRSC 
dos: los de San Pedro de Macorís y el de La Altagracia. Por otro lado, el 
PRD obtuvo 72 diputados, el PLD 42 y el PRSC 36. Esas cifras sin embargo, 
ya indican el cambio hacia una nueva hegemonía, pues si bien esos dos 
partidos solo ganaron en tres provincias, sumados dividían claramente la 
cámara de diputados, con una ligera ventaja de seis diputados.
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Tras su regreso al poder en el 2004, el PLD inicia una espiral de 
fortalecimiento que corre paralelo a la crisis del campo opositor, 
principalmente la observada tras la lucha interna en el PRD. Sin 
embargo, entre el 2004 y el 2006 el PLD no contaba con mayoría en 
el Congreso. Fue a partir de agosto del 2006 que su fuerza congre-
sual alcanzó la mayoría. A partir de ese momento Leonel Fernán-
dez se propuso impulsar una ambiciosa reforma constitucional, la 
cual produjo en el 2010. En ese mismo año su fuerza parlamenta-
ria mayoritaria se consolidó.7

Aun bajo las condiciones descritas, en el 2010 Leonel Fernán-
dez no contaba al momento de la reforma constitucional con la 
mayoría mecánica que le permitiera hacer pasar sin reparos su 
propuesta.8 Varios elementos determinan esta limitación, en pri-
mer lugar la presencia misma de una oposición parlamentaria con 
una relativa fortaleza. La resistencia de grupos de presión en la 
sociedad que poseían su propia agenda, pero sobre todo la aplas-
tante realidad de que su propio partido no tenía ideas unificadas 
sobre la reforma, debido a que allí anidaba (eso lo sabemos hoy) la 
semilla de la división.

Si bien entre el 1996 y el 2000 el PLD, y en particular Leonel 
Fernández, no logró perfilar un proyecto propio de hegemonía po-
lítica, tras su regreso al poder en el 2004 las cosas comenzaron a 
cambiar. En primer lugar, su triunfo arrollador sobre Hipólito Mejía 
indicaba ya el surgimiento de un liderazgo que no se limitaba a 

7	 Las estadísticas electorales indican lo siguiente: en el 2006 el PLD ganó las 
elecciones intermedias elevando a 96 su bancada de diputados y a 22 el 
número de sus senadores. Con ello aseguró el control completo del Senado 
y la mayoría no calificada de la Cámara de diputados. En el 2010 dio un 
paso más y su hegemonía se hizo un hecho: en las elecciones de ese año 
paso a controlar 102 diputados (el 57% de la bancada de la Cámara Baja) y 
alcanzó un dominio casi absoluto del senado: con 31 senadores de 32. 

8	 El PLD tenía un total de 133 votos de un total de 208 que constituían la 
Asamblea Nacional, es decir tenía el 64% de los votos, faltándole 4 votos 
para reunir el 66%, votos que los tenía el PRSC. Cuando Fernández pacto 
con Miguel Vargas del PRD la reforma constitucional, superó con creces el 
voto calificado que necesitaba, al tiempo que quedó con las manos libres 
de compromisos con el PRSC. Los detalles de este proceso lo narro en mi 
libro La razón democrática (2013).
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un único triunfo electoral, sino que se proyectaba como un lide-
razgo emergente perdurable. Esto se hizo claro en los sondeos de 
opinión pública donde el Presidente Fernández quedaba siem-
pre bien situado, pese a las permanentes y reiteradas críticas a su 
gestión de gobierno. En muchos sentidos Fernández lograba una 
buena imagen pública fruto de un inteligente manejo de los me-
dios de comunicación, características de su actuar político que le 
acompañaría durante toda su gestión gubernamental. 

Fernández logró en esta segunda fase “completar” su progra-
ma neoliberal en los primeros cuatro años de su nueva gestión 
(2004-2008), al tiempo que fraguó con el apoyo de su secretario 
de la presidencia, el hoy presidente Danilo Medina, una eficaz es-
trategia de cooptación clientelista, primero de sus bases políticas, 
luego del amplio electorado popular. En estos años se organizaron 
programas sociales relevantes como Comunidad Digna, que con-
taron con el apoyo de organismos internacionales. Con esos apo-
yos en las elecciones de medio término del 2006 Leonel Fernández 
logró que su partido se constituyera en la primera mayoría con-
gresual, aunque todavía como partido sus escaños congresuales 
en la cámara baja no lograban reunir un 66% con votos propios 
que le asegurara la reforma constitucional que estaba planeando, 
ya desde 1996 en su primer gobierno. En esas condiciones Fernán-
dez avanzo un paso más en la ofensiva por la reforma de la Carta 
Magna. 

Sus esfuerzos por reformar la Constitución a partir de ese mo-
mento duraron cuatro años (2006-2010). En esos años Fernández 
en ningún momento se propuso seriamente una reforma constitu-
cional con amplia participación ciudadana. Por el contrario, una 
vez iniciado el proceso de discusiones encaminadas a la reforma, 
el primer debate importante en la opinión pública se produjo en 
torno a la vía en que habría de producirse el cambio constitucio-
nal, a través una constituyente o por la simple convocatoria de 
una asamblea revisora, y en ese debate Fernández fue directo, cla-
ro y perseverante: la vía que entendía idónea era la convocatoria a 
una asamblea revisora (Lozano, 2013).

Como premio de consolación a los que como yo defendíamos 
la vía de una constituyente, Fernández hizo una convocatoria a 
una consulta popular, cuyos resultados en esta materia finalmente 
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fueron desestimados. En esas condiciones, en el 2008 Fernández 
fue reelecto y en el 2010 hubo elecciones de medio término, que 
si bien le dieron mayoría relativa al PLD en el Congreso, tampo-
co le permitían imponer unilateralmente la reelección. Fernández 
podía alcanzar la mayoría congresual calificada sumando los vo-
tos de sus aliados circunstanciales reformistas (PRSC), pero todo 
indica que las exigencias de éstos eran muy altas a fin de brindar 
apoyo a la propuesta de reforma constitucional de Fernández. 
Ahora bien, en el 2010 el PRD, si bien había sido derrotado en las 
elecciones de medio término, alcanzó una bancada congresual de 
cierto peso.9 En esas condiciones, Fernández, en una audaz movi-
da política, logró un pacto con quien en el 2008 fuera su rival en 
las elecciones: Miguel Vargas Maldonado del PRD. Tras el pacto, 
Fernández y el PLD, con el voto del PRD, lograron aprobar una 
nueva Constitución, cuatro años después de haberse iniciado su 
discusión pública.

Con la nueva Constitución, Fernández lograba su propósito de 
reingeniería institucional del Estado dominicano.10 Un rasgo im-
portante de esa nueva manera de construir su legitimidad política 
potenció en el PLD un enfoque juridicista del accionar político que 
termina fortaleciendo sin embargo una mirada hiperpresidencial 
del poder. La forma jurídica envuelve el discurso del PLD donde 

9	 En las elecciones del 2010 el PLD pasó a controlar la cámara alta con 
31 senadores. El PRSC obtuvo un senador y el PRD ninguno. El PLD 
alcanzó una matrícula de 102 diputados, el PRD 73 y el PRSC solo 3. De 
esta forma el PLD pasó a tener un control determinante del Congreso. En 
esas condiciones podía junto al PRSC reunir dos tercios de la asamblea 
revisora, pero la alianza que finalmente predominó fue la del PLD con 
el PRD, que obligó al PRSC a apoyar la nueva constitución sin acuerdo 
concreto con el PLD. En el ámbito municipal el PLD pasó a controlar 92 
municipios, el PRD 57, el PRSC 4, el PPC 1 y la UDC 1. También en los 
gobiernos locales el PLD pasó a tener un predominio determinante.

10	 Un análisis muy pormenorizado del nuevo texto constitucional del 2010 
se encuentra en el libro La Constitución comentada (2011) publicado por 
FINJUS, en el cual los principales juristas del país comentan y discuten 
el conjunto del articulado constitucional. En La razón democrática (2013), 
analizo el proceso político que acompañó al debate constitucional en esa 
coyuntura.
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se confunde la existencia misma del partido como organización, y 
el Estado como cuerpo político responsable del orden social. Fue 
en este enfoque que se asumió la reforma constitucional del 2010. 
En la misma se plasmaba precisamente una visión juridicista del 
poder y del cambio político. A partir de esa visión se consolidó 
una imagen del poder estatal donde la forma jurídica era manipu-
lada como sustituto del contenido político concreto de iniciativas 
y acciones. Con ese enfoque, en la práctica la lógica de la forma 
jurídica aplastaba la lógica del derecho y de la justicia. Esto co-
menzó a verse en el nombramiento de las altas cortes (TC y TSE) 
que disponía la nueva Constitución: en el nombramiento de sus 
jueces simplemente se impuso la voluntad presidencial y el favor 
político al aliado coyuntural, consumándose de manera más con-
creta en el caso del TC con la protección de dichas cortes a senado-
res y funcionarios del gobierno acusados seriamente de actos de 
corrupción, o se concretó en el caso del TSE en una cadena de sen-
tencias que favorecían a una fracción del PRD aliada precisamente 
del poder presidencial, la liderada por Miguel Vargas Maldonado, 
hoy aliado del Presidente Medina.

Al final de su mandato la popularidad de Leonel Fernández 
descendió notablemente, su imagen sufrió un deterioro ante los 
sectores de la población que precisamente más le apoyaban: la cla-
se media, grupos de la sociedad civil y movimientos sociales, entre 
otros. En este proceso de debilitamiento de su ascendiente político 
en la población, no cabe duda que su rechazo a la ejecución del 
mandato constitucional del 4% del PIB para la educación fue un 
factor determinante, ya que fueron la clase media, los maestros, 
los intelectuales, la iglesia católica, e incluso un importante sector 
empresarial, quienes asumieron el liderazgo del movimiento so-
cial que se concitó para alcanzar ese objetivo.

Paralelo al deterioro de la imagen de Fernández ascendía la es-
trella de Danilo Medina, pero también Hipólito Mejía surgía como 
el líder opositor de mayor arraigo. De esta forma, además de las 
razones de orden constitucional que impedían a Fernández (la no 
relección sucesiva) postularse de nuevo como candidato del PLD 
para los comicios del año 2012, el rechazo popular fue clave, unido 
al peso de los movimientos sociales. En el PLD se fue afirmando esa 
convicción, sobre todo al apreciarse que en la oposición emergía 
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Hipólito Mejía como candidato. Al final, en el año 2012 Medina 
logró la candidatura del PLD y Mejía la del PRD, enfrentándose 
ambos en los comicios. En ese certamen electoral el PLD movilizó 
ingentes recursos, tras el apoyo gubernamental que Leonel Fer-
nández pasó a brindarle a Medina. La competencia electoral fue 
ganada por Danilo Medina en un certamen reñido, pues Mejía del 
PRD alcanzó un 47% de los votos, pese a la desigual campaña en 
el manejo de recursos.11 

2012-2016: El giro cesarista y populista del corporativismo

Las elecciones del 2012 marcaron el inicio de una nueva fase 
político-electoral en el país, cuyo indicador central fue el ascenso al 
poder de Danilo Medina y el nucleamiento en torno a su figura de 
un nuevo liderazgo peledeísta. Asimismo, el propio PLD no solo se 
afirmó como partido hegemónico, también fortaleció una creciente 
posibilidad de convertirse en partido único. De esta forma, en la 
nueva fase, ante la fragmentación de la oposición política, se perfi-
laron dos vías de desarrollo que en general han dependido mucho 
de la capacidad de la oposición de reagruparse en un bloque lo 
más abarcador posible de fuerzas políticas y de su capacidad de 
presentación de una propuesta y discurso nuevos y atractivos para 

11	 En esas elecciones, más allá del enorme volumen de recursos estatales 
movilizados a favor de Danilo Medina, en sus resultados se apreciaron 
dos asuntos claves: a) el PLD controlaba los principales centros 
poblacionales como el Distrito Nacional (en el llamado Gran Santo 
Domingo) y ciudades de gran concentración poblacional como La Vega, 
Barahona y San Cristóbal, salvo San Francisco de Macorís y Santiago. El 
PRD había debilitado su base popular urbana y en cambio su electorado 
había pasado a concentrarse en las regiones de predominio rural y menos 
pobladas, como Monseñor Nouel, Duarte, Sánchez Ramírez, María 
Trinidad Sánchez, Samaná, las provincias de la llamada Línea Noroeste 
(Dajabón y Montecristi, Valverde) y Puerto Plata. En la provincia de 
Santiago el PRD alcanzó, sin embargo, la victoria por su peso electoral 
en la ciudad de Santiago, en cambio, en el mundo agrario el PLD tenía 
gran fortaleza. A diferencia del Distrito Nacional donde el PLD alcanzó 
la victoria por su peso urbano y, sin embargo, en importantes bolsones de 
población el PRD conservó un importante electorado popular. 
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el electorado, que les brinde confianza a las élites y a la clase me-
dia, y entusiasme a segmentos específicos del electorado, como los 
jóvenes y las mujeres. La primera vía condujo a la oposición a la 
dispersión e inarticulación, lo que se vio claro en las elecciones del 
2016, en la que se presentaron tres agrupamientos políticos oposi-
tores, el liderado por el PRM sin duda alguna mayoritario y el de 
mayor liderazgo opositor, el liderado por Guillermo Moreno con 
la Alianza País y el liderado por Minou Tavárez Mirabal y Max 
Puig bajo la sombrilla de la APD. En esa perspectiva, una vez más, 
la dispersión opositora le permitió al PLD fortalecer su espacio y 
capacidad como partido hegemónico.12 La segunda vía se ha vis-
to pasadas las elecciones y reconocido el quiebre institucional del 
sistema electoral dominicano, tras el pésimo desempeño de la JCE 
en ese proceso, donde triunfó Danilo Medina. Esta segunda vía de 
desarrollo en la que la oposición se ha venido articulando como 
fuerza política (no necesariamente unificada en un solo bloque po-
lítico, pero sí con capacidades de acuerdos y acciones coherentes 
como campo opositor), unida a la revitalización de la sociedad 
civil y del esfuerzo empresarial por impulsar una nueva reforma 
política que conduzca a una nueva reglamentación político-elec-
toral, puede llegar a establecer un campo de impugnación política 
que limite al PLD en su voluntad hegemónica. De esto ocurrir se 
estaría entrando en una nueva fase de la política democrática do-
minicana. Las elecciones del 2016 han sido una prueba de fuego 
de esta disyuntiva. Los resultados de las mismas ratificaron la per-
manencia en el poder del PLD, pero sobre todo fortalecieron el po-
der de Danilo Medina. Por primera vez el PLD como partido logró 
superar el 50% del voto presidencial y mantuvo su predominio en 
las dos cámaras del Congreso. Asimismo, colocó bajo su dominio 
al que fuera el principal partido de masas del país y principal opo-
sitor del PLD, me refiero al PRD. Pero lo más significativo es que 

12	 En las elecciones del 2016 el PRM y sus aliados alcanzaron un 35% del 
voto presidencial (unido al PRSC, PHD, Frente Amplio, y Dominicanos 
por el Cambio), Alianza País alcanzó a reunir 84,300 votos (1.83%) y 
APD reunió 16,256 (0.35%), FNP 16,283 (0.35%); el resto de los partidos 
participantes alcanzaron menos del 0.20% cada uno. De esta forma, el 
PLD se hizo claramente hegemónico en toda la geografía nacional.
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las mismas mostraron el derrumbe del marco institucional de los 
procesos electorales, imponiendo así la necesidad de una reforma 
política modernizadora. 

Sin embargo, pese a su triunfo y en medio de su ya pública cri-
sis interna, el PLD como partido asistió a esas elecciones con gra-
ves problemas, producidos por la lucha interna de sus dos grandes 
liderazgos (Fernández y Medina) y la selección de sus candidatos 
congresuales y municipales. Esto provocó por primera vez en la 
historia de esa organización política graves y generalizados con-
flictos, tanto en la fase de selección de candidaturas como en el 
período posterior al ejercicio comicial. Esto indica que el nuevo 
período gubernamental 2016-2020 presenta un frente interno de 
conflictos que el liderazgo hegemónico del PLD con Danilo Me-
dina a la cabeza enfrentará problemas internos, pero sobre todo 
anuncia una dura lucha por el poder donde, si bien todo indica 
que la facción de Medina es predominante, también indica que su 
imposición sobre la facción liderada por Leonel Fernández tendrá 
un alto costo para el proyecto político peledeísta en su conjunto.

Del proceso electoral del 2016 ha salido fortalecido el PRM y 
su candidato Luis Abinader, el cual de todos modos tendrá a su 
vez que enfrentar una dura y doble tarea: por un lado, mantener el 
liderazgo de la oposición y sostener la precaria unidad de acción 
que se ha logrado en la fase de crítica y rechazo a los resultados 
electorales viciados del certamen electoral; por otro lado, fortale-
cer su poder político en el PRM, enfrentando la oposición y crítica 
interna que de seguro surgirá por parte de sectores que en su par-
tido podrían interesarse en el control de la organización. Si la opo-
sición, como minoría congresual y municipal, logra cohesionarse 
en torno a un programa mínimo de cambio institucional y mo-
dernización política, así como producir un programa razonable y 
alcanzable en el plano social y económico, al tiempo que muestre 
en los gobiernos locales —desde agosto 2016—, que se puede rea-
lizar otro tipo de política no clientelista, que sí atienda los proble-
mas de la gente, muy posiblemente logre fortalecerse y enfrentar 
al PLD con amplias posibilidades de éxito en el 2020, incluso en el 
marco de una propuesta no sujeta centralmente a la agenda elec-
toral cuatrienal. Pero para ello la oposición requiere un replanteo 
de su política, una profunda reconversión democrática interna y 
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una manera realista, racional y consistente de hacer política, en un 
diálogo participativo e incluyente con la sociedad civil y la ciuda-
danía. Si de todos modos la oposición continúa dispersa y en el 
PRM se instaura la lucha interna que anule su potencial opositor 
ante el PLD y el gobierno de Medina, entonces la posibilidad del 
PLD de constituirse en un partido, no solo hegemónico sino único, 
se perfila como algo cercano y viable. 

La llegada al poder de Medina no solo ha fortalecido el pre-
sidencialismo y la centralización del poder en torno al Ejecutivo, 
también ha reeditado el discurso populista e iniciado un proceso 
de creciente manejo cesarista de las relaciones del Presidente de la 
República con el electorado en general y con los grupos de poder 
en particular. En esta dinámica la figura presidencial ha pasado a 
desempeñar un rol más acentuado que el reconocido al expresi-
dente Fernández durante su gestión. Esto no implica que en mu-
chos ámbitos de la gestión estatal el proceso de cambio burocráti-
co modernizador se haya detenido. Lo que sí se ha fortalecido es 
el poder del séquito palaciego presidencial sobre el partido gober-
nante. Con ello, unido al cesarismo gubernamental, se ha fortale-
cido una imagen redentora del Presidente, no solo respecto a la 
sociedad en su conjunto, sino a su propio partido. Esto se aprecia 
claramente en la dinámica política que subyace a las llamadas “vi-
sitas sorpresa”, en la práctica anulación del Comité Político del 
partido gobernante que, de hecho, se ha convertido en una suerte 
de comité de crisis de la facción hegemónica en el poder y, por 
tanto, en espacio formal de reclamo de los grupos subordinados. 

Finalmente, el giro cesarista se aprecia con claridad en varios 
niveles: en el manejo de las relaciones del Poder Ejecutivo con el 
alto empresariado, con los medios de comunicación y con la pro-
pia sociedad civil organizada. En el caso del empresariado el rol 
arbitral y personal del Presidente se articula como una suerte de 
“desprendimiento” humanista del primer mandatario que prefiere 
el espacio del diálogo que el directo ejercicio del mandato para el 
que ha sido investido. Se organizan así comisiones, diálogos e in-
tercambios con funcionarios, que enriquecen el caudal de informa-
ciones del Presidente que es quien tiene siempre la última palabra. 

Con los medios de comunicación la lógica arbitral cesarista es 
más verticalista, esto así puesto que en el manejo de los medios 
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el propio Estado ejerce un poder económico directo a través de 
los presupuestos que destina a propaganda, espacios pagados, fi-
nanciación de programas y, naturalmente, el cautiverio directo de 
opiniones de periodistas individuales. De todos modos, el poder 
cesarista se expresa aquí en dos ritmos difícilmente distinguibles. 
De un lado, en la actividad pública cotidiana, a través de las opi-
niones que se vierten en programas radiales y televisivos dirigi-
dos, o a través de voceros y articulistas. Pero hay otro nivel que 
solo surge en situaciones especiales o coyunturas difíciles, inclui-
das las electorales, donde el poder presidencial ejerce su influen-
cia en diálogos discretos del Presidente con responsables de los 
medios, o con grupos de periodistas distinguidos. De todos mo-
dos, el resultado, cualquiera sea el nivel del poder presidencial, es 
más o menos el mismo: la opinión de la prensa está condicionada 
por el interés del poder central. Se cuenta aquí con los presupues-
tos que controla el gobierno central y que van dirigidos a organi-
zaciones civiles, pero también y sobre todo se presiona con lo que 
pudiera definirse como “el acceso al poder central”. En este caso 
la disidencia de la sociedad civil es manejada en una lógica de ten-
siones graduales con el Ejecutivo que en determinados momentos 
conducen a un “diálogo” con el primer mandatario, a partir del 
cual se definen acuerdos y promesas que terminan diluidas en 
comisiones. Esto es más evidente en aquellas organizaciones que 
tienen un poder corporativo de cierta importancia, como son los 
casos de los transportistas, los pequeños comerciantes o las orga-
nizaciones barriales.

El peso del cesarismo es más claro y directo en aquellos casos 
donde el Presidente como sujeto individual articula determinadas 
formas de intervención social, traducibles en promesas y compro-
misos, algunos de los cuales, ciertamente, se cumplen. Es el caso 
de las llamadas “visitas sorpresa”, que no son tan sorpresivas. Lo 
central aquí son dos asuntos. Por medio de esas visitas el Presi-
dente afirma una voluntad personal de “resolver” los problemas, 
por encima de los condicionamientos institucionales, lo que de he-
cho establece que el armazón institucional en que se mueve el Pre-
sidente define una muralla burocrática que el primer mandatario 
debe “saltar” para precisamente poder resolver los problemas de 
la gente. En segundo lugar, como consecuencia de ello, ese “salto 
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institucional” que el Presidente debe producir para acercarse a la 
gente establece una conexión y “diálogo” directo con comunida-
des y grupos corporativos, dejando de lado el marco institucio-
nal, que en esta dinámica es visto como un obstáculo de la misión 
redentora del Presidente, obstáculo que el primer mandatario ha 
tenido el “coraje” de saltar. Con ello el Presidente se “libera” del 
poder burocrático e institucional que le condiciona, sea el propio 
del gobierno central o el del partido gobernante. El resultado es 
claro: el Presidente fortalece un poder personal, único e intrans-
ferible, que trasciende a su propio gobierno y que va más allá de 
su propio partido. Vale la pena entonces discutir el peso del presi-
dencialismo en este tipo de régimen político.

2. Híper-presidencialismo y política de partidos

La idea de que el hiperpresidencialismo es lo que caracteriza 
el actual momento político dominicano ha venido cobrando fuer-
za en la literatura dominicana dedicada a las ciencias sociales13. 
Este enfoque tiene la virtud de que pone la atención en el principal 
eje articulatorio de un tipo de práctica hoy generalizada en la polí-
tica dominicana: el clientelismo. Asimismo, estimula a orientar el 

13	 La propuesta planteada por un grupo de académicos dominicanos en 
torno al llamado hiperpresidencialismo dominicano es importante (Brea et. 
al., 2014) y representa un esfuerzo intelectual muy valioso en el precario 
espacio intelectual dominicano. Lamentablemente, en el libro en el que Brea 
reúne los trabajos de dichos académicos hay apenas un trabajo de carácter 
propiamente sociológico, el de la autoría de José Oviedo, a lo que debe 
sumarse las reflexiones de la coordinadora del volumen y en cierto modo el 
estudio de Flavio Darío Espinal. El resto de trabajos, con todo y lo interesante 
de las reflexiones planteadas, tienen un carácter predominantemente 
jurídico-político, lo que orienta el debate a la discusión de la dimensión 
esencialmente institucional del presidencialismo y por ello tiende a 
reducirlo a un exceso de concentración de instancias decisionales, donde 
el poder presidencial en el fondo aparece básicamente como resultado de 
la ingeniería constitucional o del formato burocrático-administrativo del 
Estado, lo que no niega la pertinencia del enfoque, simplemente señala sus 
limitaciones para el análisis de lo político.
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análisis en una perspectiva comparativa con el resto de la región, 
sobre todo en aquellos países que como República Dominicana 
experimentan regímenes de un fuerte centralismo político, como 
son los casos del Ecuador, Bolivia o Nicaragua. Con todo, concen-
trarse en el hiperpresidencialismo como la variable explicativa del 
sistema, puede inducir a errores. Por lo pronto, el hiperpresiden-
cialismo que experimenta República Dominicana, a diferencia por 
ejemplo del caso boliviano, no se identifica indisolublemente con 
la figura específica del presidente, sino más bien con la función ge-
neral. Hasta el fin del último gobierno de Leonel Fernández podía 
pensarse que no, que el hiperpresidencialismo era particularista y 
se concentraba en la figura concreta del incumbente presidencial. 
En esa hipótesis era de esperar que la figura del primer mandata-
rio, al despojarse de su cargo por razones de fuerza mayor de tipo 
constitucional (agotamiento del período de gobierno), conservaría 
un espacio político propio que le permitiría influir en la nueva 
administración y el nuevo incumbente, repitiéndose entonces el 
ciclo hiperpresidencialista.

Pero el ascenso al poder de Danilo Medina, y el brutal debilita-
miento de Leonel Fernández en la escena política nacional, mues-
tran que el poder de ambos líderes descansaba sobre todo en la 
capacidad de controlar los recursos que proporciona administrar 
el presupuesto del Estado, en controlar los aparatos de gobierno, 
no tanto de representar el factor de cohesión del régimen político. 
Esto puede estar indicando que ambos líderes pueden ser inter 
cambiables o sustituibles, dependiendo siempre de la capacidad 
del aparato político de su partido mantenerse cohesionado.14

14	 Sin embargo, cabe otra hipótesis. Contra la hipótesis de la “intercambia-
bilidad” podría argumentarse la tesis de que la magnitud del conflicto 
Medina-Fernández es de un alcance tal que de hecho está indicando una 
lucha que no tiene otra solución que el desplazamiento de uno de los dos 
liderazgos del control del aparato partidario. De esta forma, el ascenso 
de Medina al poder y la actual marginalización de Fernández (2016) del 
control del aparato político, constituirían “momentos” de un proceso de 
lucha prolongado. No hay manera de reunir evidencias contundentes a 
favor de una u otra hipótesis. Habrá que esperar al desarrollo de los acon-
tecimientos en el futuro inmediato. 
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Si las cosas fueran como argumento, el liderazgo de figuras 
como Leonel Fernández y Danilo Medina, no estaría sostenido 
en la fuerza del carisma que remitiría a un modelo clásico de do-
minación apoyado en las virtudes extra cotidianas del dirigente, 
en su potencial seductor o movilizador por razones psicosociales, 
cualidades que los seguidores le reconocen. El modelo puro de 
este tipo de relación de dominación lo analizó Weber y le llamó do-
minación carismática. Es cierto que en toda relación de dominación 
en virtud de la fuerza del carisma hay un componente racionaliza-
dor que aporta el séquito del líder, que en el argumento weberia-
no define una tensión permanente entre carisma y organización. 
En el caso que nos ocupa, de haber existido una relación como la 
planteada por Weber, esos liderazgos hubiesen surgido por enci-
ma de las estructuras burocrático-políticas que los cobijaron. Vale 
decir, hubiesen surgido en el seno de las estructuras partidarias y 
no como ha sucedido: su poder, e incluso el reconocimiento de su 
liderazgo, ha sido el producto de su ascenso a la presidencia, de la 
concentración de recursos y capacidades organizacionales de esta 
instancia estatal de mando y control, y no el producto de una fuer-
za extra cotidiana y extra organizacional, aportada precisamente 
por el carisma y potencial de mando de dichos liderazgos.

Cuando en el 2006-2007 Medina enfrentó a Leonel Fernández 
—siendo el último presidente y el primer secretario de Estado de 
la Presidencia—, la derrota en primarias de Medina no lo liquidó 
como dirigente, ni tampoco borró su poder interno en el PLD. La 
larga y silenciosa recuperación de Medina al interior del PLD fue 
el producto de su capacidad organizacional, de dominio burocrá-
tico-administrativo de núcleos dirigenciales y sectores de la base 
del partido de gobierno. En ningún momento esa recuperación 
fue el producto de la seducción de su carisma ante las bases y 
organismos de mando de su partido. Más que carismático, el po-
der que estaba mostrando Medina en esta fase de recuperación 
interna de su fortaleza partidaria fue el fruto de su capacidad de 
organización. 

Asimismo, el liderazgo de Fernández durante sus últimos ocho 
años de gobierno daba la impresión de que se fundaba en un fuerte 
arraigo social que llevó a muchos a pensar que había nacido el gran 
líder que reemplazaría a los viejos caudillos ya desaparecidos, 
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abriendo las ventanas de la modernidad. Sin negar que la imagen 
que como líder Fernández proyectaba en la opinión pública, tanto 
nacional como internacional, se asumía que con él todo apuntaba 
a un liderazgo de ese tipo. El error de este enfoque consiste en 
asumir que de lo que se trataba era de una sustitución: a los vie-
jos caudillos Balaguer, Bosch y Peña Gómez, debía sucederle otro 
liderazgo de semejante cariz, fundado en un fuerte carisma que 
desataba pasiones en sus seguidores y odios en sus opositores. El 
liderazgo de Fernández tenía su atractivo, pero su fuerza no era el 
carisma que su personalidad poseía, sino su capacidad para ma-
nejar los medios y hacer del campo digital y electrónico una suerte 
de terreno político “natural” donde se desplazaba y articulaba su 
atracción. Casi pudiera decirse con McLuhan que en Fernández el 
carisma era el medio.

Por diversas vías, ambos líderes, cuando se han visto despro-
vistos de su plataforma habitual de expresión, han mermado su 
influencia, pero no forzosamente por ello se han disuelto sus lide-
razgos, aunque sí se ha debilitado el mito de su carisma. En Me-
dina, su salida del gobierno lo llevó a una suerte de exilio partida-
rio, convirtiéndolo en un líder oculto y silencioso, pero en cuanto 
tomó el poder se transformó en el presidente todopoderoso. En 
Fernández su acceso a los medios y su diestro manejo, así como el 
enorme poder estatal que logró concentrar, le permitió construir 
la imagen del líder modernista benefactor, pero en cuanto se vio 
alejado del dominio del Poder Ejecutivo y mermada su presencia 
en los medios, su poder en el partido se redujo en la batalla que 
por el control del PLD libraba sordamente con Medina. En ambos 
casos, los éxitos y fracasos de estos liderazgos tienen que ver esen-
cialmente con el control de recursos en el Estado y en ambos casos 
sus fracasos son producto de su alejamiento del mando burocráti-
co-político estatal, no tanto del quiebre de la fuente de un carisma 
que posiblemente en realidad nunca han poseído.15

15	 El razonamiento esgrimido arriba asume un claro enfoque weberiano. 
Profundizando en ello mi interpretación de la lucha interna en el 
PLD indica que no se trata únicamente del choque de dos liderazgos 
(¿carismáticos?) que tratan de imponer su hegemonía y control de la 
organización. Propongo verlo de otra forma: a la lucha entre ambos líderes 
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El liderazgo de Hipólito Mejía es distinto a los liderazgos de 
las dos figuras que controlan el PLD, Medina y Fernández. Hipó-
lito Mejía, en medio de la lucha faccional, lideró el PRD después 

se debe añadir la voluntad del séquito de ambos liderazgos por sobrevivir 
al agotamiento de sus jefes políticos; definiendo, en el caso del mermado 
poder de Fernández, un afán del séquito burocrático por encontrar un 
espacio mínimo de autonomía en el aparato político peledeísta, frente al 
creciente liderazgo de Medina, autonomía mínima que le aseguraría la 
permanencia de su poder y por ello en algún momento la posibilidad de 
recuperación del control de la organización. De esta forma, los séquitos 
de ambos líderes intentan así permanecer en el poder, más allá del declive 
de sus líderes. De ser así, es previsible que al final del segundo mandato 
de Medina (¿2020?) se articule un choque no limitado a la pugna de los 
dos grandes liderazgos, sino al propósito de permanencia en el mando 
del estamento político que controla el PLD: el Comité Político. Esta 
última hipótesis obliga a considerar otro círculo de poder en el PLD, con 
menor capacidad de mando, pero más extendido en su influencia en las 
bases del partido, me refiero al comité central. De afirmarse la hipótesis 
sostenida, se podría predecir un choque entre el Comité Político y el 
propio comité central en el período de transición señalado para el final 
del mandato de Medina. Siguiendo a Weber, también es sostenible —y 
así se ha afirmado en este libro— que en realidad el poder de los dos 
líderes del PLD (Fernández y Medina) ha descansado en su control de 
grandes recursos desde su posición presidencial. Así, la cualidad “extra-
cotidiana” de ambos liderazgos la ha proporcionado su dominio temporal 
del poder presidencial, no tanto la posesión de cualidades psicosociales 
individuales que potenciaran una personalidad carismática que mueva a 
sus seguidores, vale decir, al aparato político. Tan es así que, reitero, una 
vez Fernández quedó sin poder político directo en el control de recursos 
estatales, su liderazgo se vio empequeñecido en la organización. Un asunto 
distinto es el de la existencia del liderazgo de ambos dirigentes de cara a 
la población. En este ámbito la pérdida de liderazgo de Fernández en su 
organización no establece mecánicamente su desaparición como figura 
política y por tanto no liquida de plano un cierto espacio de liderazgo y 
poder social que aún hoy Fernández posee, al igual que el enorme poder 
y liderazgo del que hoy goza Medina no indica que, una vez se agote 
la fuente de ese poder (el control presidencial de recursos), Medina no 
tendrá que enfrentarse también a un empequeñecimiento de su liderazgo, 
al reducirse o desaparecer la fuente del mismo: el poder presidencial. La 
potencia del argumento de Weber, respecto a la permanente tensión entre 
carisma y organización, se revela aquí en su plenitud 
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de la muerte de Peña Gómez en 1998. En el 2014, junto a Luis Abi-
nader (quien le acompañara en la boleta del PRD en el 2012 como 
candidato a la vicepresidencia), la dirigencia histórica de la orga-
nización y la mayoría de sus bases, abandonaron la organización 
controlada por una facción minoritaria dirigida por el Presidente 
formal del PRD Miguel Vargas, y fundaron el PRM. Pero veamos 
el asunto retrospectivamente.

El liderazgo de Mejía comenzó a definirse desde muy tem-
prano. Siendo aún muy joven, fue ministro de agricultura del go-
bierno de la transición en 1978, que presidió Antonio Guzmán. 
A partir de ahí produjo un liderazgo en el mundo agropecuario 
que le permitió llegar a las bases campesinas de la sociedad, pero 
también le facilitó crear una cadena de relaciones que produjo un 
poderoso mecanismo de compadrazgo, extendido en toda la geo-
grafía nacional. En el 1987 pasó a dirigir el BIS por instrucción 
directa de Peña Gómez y en el 1990 fue llevado como compañero 
de boleta de Peña Gómez en las elecciones de ese año. 

Tras la muerte del líder histórico del PRD, rápidamente Me-
jía expandió su liderazgo en importantes sectores de la dirigencia 
media y alta del partido, y ganó las primarias del 1999 fraguando 
una alianza con Milagros Ortiz Bosch como candidata a la vice-
presidencia, lo que le permitió al PRD triunfar en las elecciones 
del 2000. En ese momento se pudo apreciar que la clave de su 
éxito en el proceso de primarias se encontraba en la extensa red 
de relaciones primarias que manejaba, las cuales en la práctica ar-
ticulaban una especie de sistema extendido de compadrazgo, que 
le permitía a Mejía establecer relaciones cuasi primarias con múlti-
ples actores sociales y aparecer ante los mismos como una persona 
cercana, como un amigo. A esto se añadió la creación del llamado 
PPH, un cuasi grupo de amplia extensión compuesto por amigos 
cercanos de Mejía, que le sirvió de plataforma electoral para su 
triunfo en el 2000, pero también como mecanismo de articulación 
de su propia base política con relativa independencia del partido. 

Mejía ha sido un político exitoso, con real simpatía entre la gen-
te y reconocimiento incluso entre sus adversarios. En su caso, sus 
derrotas electorales en el 2004 y 2012 no liquidaron su liderazgo, el 
cual permaneció como el eje articulador del nuevo partido que jun-
to a Luis Abinader y otros dirigentes históricos socialdemócratas 
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crearon, tras su salida del PRD, me refiero al PRM. Aun cuando 
el liderazgo emergente del joven Abinader venciera a Mejía en 
las primarias del 2014 de cara a las elecciones del 2016, la perma-
nencia del liderazgo de Mejía es un hecho. Su humildad ante la 
derrota interna en las primarias del 2014, y su solidario apoyo al 
candidato electo del PRM, Abinader, no han liquidado su presen-
cia emblemática en la política nacional y su real liderazgo inter-
no, el cual se reconoce como un componente fundamental de la 
estabilidad institucional del nuevo PRM. En el caso del liderazgo 
de Mejía, se puede apreciar el alto componente carismático de 
su fortaleza política, de la estabilidad de su influencia en la vida 
nacional y de su ascendiente en las bases mismas del PRM. Ese 
liderazgo, más que en el control del aparato burocrático-político 
del PRD hasta el 2014, o del PRM a partir del 2014, se funda en 
su gran capacidad para establecer relaciones de empatía con sec-
tores populares y del alto empresariado, así como en la enorme 
red de compadrazgo que durante más de cuatro décadas de vida 
política ha ido estableciendo. Es esto lo que explica, a mi juicio, 
que, pese a sus derrotas electorales y a los graves problemas y 
conflictos políticos que ha enfrentado, su liderazgo permanezca, 
si no intacto, al menos con gran aceptación y simpatías popula-
res, aunque también reconozca, como todo liderazgo genuino, 
altas tasas de rechazo. 

Es así que debemos apreciar que el hiperpresidencialismo 
dominicano está socavando las bases institucionales de la preca-
ria democracia dominicana. Sin embargo, el mismo no descansa 
tanto en la fuerza carismática del nuevo liderazgo que hoy con-
trola la política dominicana, más bien se sostiene en la capacidad 
de ejercer un dominio neopatrimonial del Estado, así como en 
un fuerte desarrollo corporativo de los partidos, como grupos de 
intereses faccionales en tendencias y grupos cuasi económicos, 
beneficiarios del dominio de la maquinaria estatal. Esta situación 
la ha protagonizado sobre todo el PLD, que a lo largo de sus más 
de 16 años de manejo del poder se ha venido convirtiendo en 
un cuerpo corporativo, con gran poder económico, un acentua-
do manejo neopatrimonialista de los recursos del Estado y un 
sistema clientelista que ha debilitado las bases ciudadanas de la 
política democrática.
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Visto de esa manera la desaparición de los grandes caudillos 
modernos realmente parece haber liquidado —por ahora— el li-
derazgo carismático como la fuente última de la legitimidad del 
orden político. En su defecto, se ha erigido un mecanismo cuasi-
burocrático que se ha adueñado de los partidos, mecanismo lide-
rado por dirigentes hábiles en el manejo de las organizaciones po-
líticas, de los medios de comunicación, o de grupos burocráticos, 
aliados a poderosos grupos de interés que controlan la maquina-
ria estatal. La fuente de legitimación de este nuevo ordenamiento 
político no es la del liderazgo carismático y el desarrollismo popu-
lista; la política de partidos se encuentra hoy sostenida y legitima-
da por la generalización del clientelismo en la estructura social y 
en el manejo prebendalista del electorado nacional que dinamiza 
todo un mecanismo de control, compra y dominación de la volun-
tad popular.

Vale la pena destacar aquí la amenaza de la corrupción para 
la legitimidad de la política democrática en el país. La creciente 
corrupción de muchos dirigentes altos y medios de los partidos 
dominicanos, donde destacan —pero no exclusivamente— perso-
neros que detentaron altas posiciones en la administración que di-
rigió Leonel Fernández en sus últimos dos gobiernos (2004-2012), 
y de la administración Medina, demuestra que en la política do-
minicana contemporánea, independientemente de las perversas 
consecuencias institucionales del fenómeno, es preciso recono-
cer que la corrupción parece ser condición necesaria de la acción 
clientelista. Como procedimiento de construcción de lealtades po-
líticas, la corrupción no solo enriquece a los dirigentes, sino que 
en la práctica fortalece su base de poder. La corrupción opera aquí 
como mediación política que genera recursos al sistema clientelar. 
Con ello el líder y su séquito, ya situado en la alta esfera o en sus 
niveles más bajos, logra autonomía en la competencia interna, y en 
función del nivel de recursos que controle, alcanza posibilidades 
de éxito en la competencia política, bajo la premisa de la generali-
zación del clientelismo como recurso que moviliza el voto. Si este 
proceso se generaliza, todo el sistema puede entrar en crisis, pues 
tiende a socavar las bases materiales y morales del orden político 
(la economía moral de la multitud de la que hablaba el historiador 
británico W.P. Thompson en sus estudios sobre la Inglaterra de los 
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siglos XVIII y XIX), desordenando la reproducción de los aparatos 
de Estado. Es en ese momento cuando el clientelismo y la corrup-
ción pasan a constituir un problema real para el sistema político y 
para los grupos de poder que controlan la economía y los aparatos 
dadores de legitimidad: los empresarios, la iglesia, los intelectua-
les, los propios actores internacionales. Posiblemente en la hora 
actual el país se aproxima, o ya está envuelto, en esa situación.16

La tradición presidencialista ha sido constitutiva del Estado 
moderno en República Dominicana, a lo que se añade su larga tra-
dición autoritaria, en función de la cual el Estado se ha impuesto 
a la sociedad. Lo nuevo de la experiencia democrática ha sido sin 
lugar a dudas la experiencia competitiva en materia electoral, que 
al menos desde 1978, con sus crisis e inestabilidades, ha recorrido 
el camino de la construcción democrática. Pero lo específico de la 
fase tardía de consolidación democrática ha sido el hecho de que 
lejos de fortalecerse las autonomías institucionales de los diversos 
poderes del Estado, el poder presidencial se ha impuesto sobre las 
otras dimensiones institucionales. La vida democrática ha pasado 
así a depender crecientemente de la figura del presidente, instau-
rándose una lógica de decisiones donde la función presidencial 
ha devenido el eje central del proceso de construcción estatal y en 
la práctica se ha definido como un Jano: ciertamente, freno de las 
amenazas de los actores autoritarios, pero también punto a partir 
del cual las instituciones estatales pierden autonomía y por tanto 
deterioran las bases del Estado democrático de derecho (Brea et. 
al., 2014; Hartlyn, 2008).

Al presidencialismo se le une lo que F.H. Cardoso ha denomi-
nado los “círculos burocráticos del poder”. En la práctica política 

16	 En Después de los caudillos (2002) hago un extenso análisis de la economía 
política del clientelismo. En una perspectiva comparativa debe verse 
a Auyero (1997) y a Carrión (1999). Hay mucha literatura sobre el 
fenómeno de la corrupción en la política contemporánea, a título de 
resumen de los debates ver a Laporta y Álvarez (1997). En el caso de 
República Dominicana el Movimiento Cívico Participación Ciudadana 
ha acumulado una gran experiencia de investigación sobre la corrupción 
en el Estado que merece consultarse; a título de ilustración, véase su libro 
La corrupción sin castigo (2014).
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dominicana dichos círculos no son simplemente el fruto del poder 
que alcanza la burocracia como estamento que organiza el fun-
cionamiento del Estado. Dichos círculos pasan a definir un poder 
específico para quienes dirigen los ministerios y dependencias 
del Estado, sobre todo del gobierno central y de esta forma ge-
neran clientelas leales a cada jefe de sección o área de gobierno 
(ministerios, departamentos, etc.). Esto genera un efecto articula-
dor directo que termina extendiendo el apoyo al jefe o caudillo 
central, aunque en lo inmediato fortalezca poderes localizados y 
clientelas específicas que entorpecen el funcionamiento eficiente 
del aparato estatal. En tales condiciones, ciertamente, el poder de 
intervención del presidente se generaliza en la estructura del Esta-
do, pero articulado a un sistema de favores que hace de ministros 
y demás funcionarios con tareas ejecutivas, una especie de correa 
mediadora y articuladora de ese poder presidencial en una ex-
presión institucional determinada. Sin embargo, en este esquema 
de repartición de favores, el Presidente de la República no queda 
comprometido, pues las ejecutorias de gobierno tienen un respon-
sable específico, el ministro de gobierno, el director general, etc. 
El resultado general es de alguna manera paradójico: este modelo 
clientelar fortalece al Presidente al tiempo que debilita las estruc-
turas institucionales.

3. Los retos de la gobernabilidad democrática

El control de las bases institucionales de la legitimidad democrática

Hasta hace poco, desde el Presidente de la República hasta 
dirigentes políticos de oposición convenían en que en República 
Dominicana se vive una etapa de consolidación democrática. Sin 
embargo, por lo menos desde el momento en que en el PLD las 
diferencias en el liderazgo interno y los conflictos entre Danilo Me-
dina y Leonel Fernández, se hicieron patentes en los poderes del 
Estado se hizo clara la debilidad del sistema de justicia, la creciente 
dependencia del Congreso para con el Poder Ejecutivo, el deterioro 
institucional de la JCE y la propia capacidad del gobierno central de 
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rendir cuentas claramente a la nación en ámbitos importantes de 
su gestión, todo lo cual conduce a plantear dudas en torno a la te-
sis sobre la llamada consolidación democrática. De todos modos, 
aquí se presentan al menos dos asuntos que condicionan la cer-
teza del argumento. Por lo pronto, la consolidación democrática 
no puede asumirse como una fase independiente y autónoma 
respecto a tareas que por lo general se atribuyen a una fase pre-
via: la de la derrota del predominio de los actores autoritarios en 
el Estado. En segundo lugar, en la experiencia latinoamericana 
resulta claro que existe siempre la posibilidad de retrocesos o 
regresiones autoritarias, aún en democracias más o menos for-
talecidas en transiciones exitosas y en nuestro caso ese potencial 
regresivo se aprecia claramente en los serios problemas institu-
cionales que vive de hecho el Estado dominicano hoy (Hartlyn, 
2008; Brea et. al., 2014). 

El principal problema que esta situación plantea es institucio-
nal. En ese sentido, el acentuado manejo patrimonialista de los re-
cursos públicos, por parte de la élite política dirigente que contro-
la el gobierno central, conduce a un relajamiento de las fronteras 
entre lo que es propiamente público, vale decir, la institucionali-
dad de los aparatos de Estado, con lo privado, esto es, el dominio 
estatal por parte de las camarillas partidarias. Entre ambos hay un 
trasiego de roles que ha terminado socavando la base institucional 
del Estado dominicano contemporáneo.

Donde se ha hecho más visible esta ruptura es, pues, en el ám-
bito institucional, lo cual tiene que ver con la construcción de la 
legitimidad política del Estado democrático. Vale decir, en aque-
llas instituciones estatales que directamente asumen el proceso de 
construcción de la representación política: el Congreso, el TSE y 
la JCE, hoy día asistimos a un serio quiebre institucional. Por lo 
demás, dado que estas instituciones potencian sus roles precisa-
mente en los momentos en que en el Estado democrático se pro-
cede a construir las bases de la representación -las elecciones-, la 
imagen que se tiene es que es en dichas instituciones donde se 
anida el eje central del deterioro institucional del Estado domini-
cano. Esta tesis, sin dejar de ser empíricamente cierta, abandonada 
a su suerte posee una alta dosis de incertidumbre y por ello resulta 
equivocada. 
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Ciertamente, en estas instituciones se ha producido en el 
curso de los últimos tres lustros un quiebre institucional que las 
ha convertido en instrumentos dóciles del gobierno central y en 
particular de la figura presidencial. Pero ello es el producto o 
la consecuencia de situaciones previas, delimitadas por el do-
minio neopatrimonial del Poder Ejecutivo por parte las camari-
llas políticas que lo controlan. El eje articulador que determina 
el sometimiento de entidades como la JCE y el TSE a la voluntad 
del poder central es claramente el Congreso. Aun así, la dialécti-
ca que finalmente ha convertido estas instituciones estatales en 
instrumentos dóciles al servicio de las camarillas políticas del 
poder articula un movimiento muy complejo, que no se reduce 
a la creación de una simple maquinaria al servicio del Poder Eje-
cutivo. Veamos.

El momento de la representación —las elecciones— puede ser 
un buen punto de partida. En ese sentido es razonable admitir la 
hipótesis de que hasta que el PLD no logró un control adecuado 
del Congreso, sobre todo de su instancia senatorial, no pudo pro-
ceder a construir una maquinaria aceitada que le asegurara el do-
minio de la instancia electoral. Esto se aprecia en el momento en 
que la JCE pasó a estar presidida por Roberto Rosario. A partir de 
ese momento dicho organismo rector de los procesos electorales 
poco a poco fue produciendo en su seno un giro presidencialista, 
donde Roberto Rosario fue empequeñeciendo la función del pleno 
de jueces. Del momento en que Rosario fue elegido por primera 
vez presidente de la JCE, al de la abierta crisis institucional de 
dicho organismo en el 2016, el Senado de la República le brindó 
a Rosario un ciego respaldo. Importante es destacar aquí cómo el 
propio sistema de partidos asumió una posición defensiva, que 
en el fondo brindó apoyo si no irrestricto, al menos acrítico, a la 
JCE. Solo tras la crisis de mayo del 2016 la oposición política pasó 
a una posición de crítica y cuestionamiento. A lo dicho se une la 
movilización de la opinión pública que convirtió a la JCE en una 
suerte de héroe institucional de la democracia, hasta el momen-
to en que esa misma opinión pública, vertida en los medios de 
comunicación terminó haciéndose de la vista gorda ante la crisis 
institucional de la JCE provocada por el desplome del proceso de 
escrutinio en las elecciones del 2016.
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El otro momento señero del proceso de dominio del grupo go-
bernante sobre los organismos de representación fue el del nom-
bramiento de una nueva SCJ, tras el nombramiento de los miem-
bros del Consejo Nacional de la Magistratura (CNM) en el 199717; 
a ello se une el del nombramiento de los jueces del TC y del TSE, 
tras la aprobación en el 2010 de una nueva constitución. Debido 
al equilibrio de fuerzas en la composición del Congreso donde 
el PRD tenía mayoría en la bancada correspondiente al período 
1998-2002, el entonces presidente Leonel Fernández retardó la 
convocatoria del CNM, pero en el 1997 no pudo diferir más el pro-
ceso. Como resultado del ejercicio de dicho CNM fue nombrada 
una SCJ donde el Poder Ejecutivo no tenía influencia aplastante, 
ni control relativo, siendo nombrado Presidente de la SCJ el ju-
rista Jorge Subero Isa. El PLD como partido, que a partir del 2004 
ha controlado sucesivamente el Poder Ejecutivo, tuvo que aceptar 
que durante el período 2006 hasta el 2011 la SCJ no estaba bajo su 
dominio, como tampoco de ninguna organización política. Tras 
las elecciones de medio término del 2010 y la aprobación de una 
nueva Constitución, que creaba dos nuevas instancias en materia 
constitucional y electoral (el TC y el TSE), una situación nueva se 
produjo en la composición congresual: el PLD pasaba a tener una 
clara hegemonía, lo que le permitió proceder a una recomposición 
sustancial de la SCJ y al nombramiento de los miembros de los 
recién creados TC y TSE, de acuerdo a criterios de abierto y claro 
ascendiente político-partidario.

En el 2011 se cambió la composición de la SCJ nombrando a un 
nuevo presidente de dicho organismo, cargo que recayó en el re-
conocido abogado Mariano Germán.18 Dicho jurista, era miembro 

17	 En esa ocasión el CNM quedó integrado por: Leonel Fernández (Presidente 
de la República), Milagros Ortiz Bosch (senadora miembro del PRD), 
Rafael Peguero Méndez (diputado del PRD, pero que ya en ese momento 
apoyaba a Leonel Fernández), Amable Aristy Castro (senador del PRSC), 
César Félix (diputado del PRSC), Néstor Contín Aybar (Presidente de la 
SCJ), y Amadeo Julián (Juez de la SCJ).

18	 La nueva SCJ del 2011 quedó integrada por los siguientes jueces: Mariano 
Germán (Presidente), y los jueces Julio César Castaños Guzmán, José 
Alberto Cruceta Almánzar, Martha Olga García Santamaría, Víctor Joaquín 
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del PLD y se le reconocía una estrecha relación con el Presiden-
te de la República, Leonel Fernández. En el 2011 se nombraron 
los jueces que integraron el TC19 y el TSE.20 En el caso del TC el 
mismo quedó presidido por Milton Ray Guevara, un reconocido 
abogado constitucionalista, que durante mucho tiempo estuvo al 
lado del líder socialdemócrata Peña Gómez, pero que durante el 
proceso de reforma de la Constitución entre el 2006-2010 se fue 
acercando a las posiciones sostenidas por el Presidente Fernán-
dez. En dicho tribunal quedaron integrados juristas de prestigio 
como Leyda Piña de clara inclinación leonelista, e incluso que-
dó nombrada una persona del círculo familiar de Miguel Vargas 
Maldonado, a la sazón Presidente del PRD. Esta misma tenden-
cia se observó en el nombramiento de los jueces del TSE, a cuya 
cabeza quedó Mariano Rodríguez, quien había sido juez de la 
JCE. A esta alta corte se integró también al menos un miembro 
vinculado al círculo político y familiar más cercano de Miguel 
Vargas Maldonado.

Lo hasta aquí narrado es indicativo de que se estaba navegan-
do en un proceso de abierta partidización del sistema de justicia en 
sus instancias superiores. Asimismo, revelaba el gran poder dis-
crecional que en dicho proceso había adquirido el Presidente de 
la República y Presidente del PLD. A ello se agrega que en ese te-
rreno se mostraba el compromiso de la cúpula partidaria del PRD 
ligada a Vargas Maldonado con el Presidente de la República. Se 
había producido un claro reparto partidista de las posiciones de 

Castellanos Estrella, Francisco Antonio Jerez Mena, Mirian Concepción 
Germán Brito, Esther Elisa Agelán Casasnovas, Juan Hirohito Reyes Cruz, 
Fran Euclides Reyes Soto, Alejandro Moscoso Segarra, Manuel Ramón 
Herrera Carbucia, Sarah Henríquez Marín, Roberto Placencia Álvarez, 
Edgar Hernández Mejía, Francisco Antonio Ortega Polanco. 

19	 El TC quedó integrado por: Milton Ray Guevara como Presidente, Leyda 
Piña, Lino Vázquez Samuel, Hermógenes Acosta de los Santos, Ana 
Isabel Bonilla, Justo Pedro Castellanos Khouri, Víctor Joaquín Castellanos 
Pizano, Jottin Khouri David, Rafael Díaz Filpo, Wilson Gómez, Víctor 
Gómez Bergés, Katia Miguelina Jiménez Martínez, Idelfonso Reyes. 

20	 Los miembros del Tribunal Superior Electoral nombrados fueron: Mariano 
Rodríguez como su presidente y como miembros: Mabel Félix Báez, José 
Manuel Hernández Peguero, John N. Giliani y Fausto Marino Mendoza.
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mando superiores del sistema de justicia. Sin embargo, lo central 
aquí es reconocer dos asuntos básicos: por un lado, el Presidente 
Fernández con esa operación había adquirido un poder sobre el 
sistema de justicia que iba a sobrevivirle al período de mandato 
para el que había sido elegido. Con ello lograba un gran poder e 
influencia más allá de su ejercicio presidencial, lo que le brindaría 
capacidad negociadora a futuro. En segundo lugar, manifestaba 
que el reparto partidario en realidad era un simple ejercicio hege-
mónico del PLD, y sobre todo de su Presidente y jefe de la nación, 
Leonel Fernández, donde se lograba hacer girar en torno suyo a 
un círculo o segmento importante del principal partido de oposi-
ción, el PRD.

Esto último nos pone ante la evidencia de un ámbito político 
que hasta este momento no he considerado, me refiero al papel de 
la oposición y en particular del PRD. Cuando la oposición política 
actuó unificada y con criterios claros, logró que el nombramiento 
de los jueces de la SCJ en el 1997 se realizara con cierto equilibrio, 
garantizando un amplio margen de autonomía al principal órga-
no del sistema de justicia, la SCJ. Evidentemente, esta capacidad 
de la oposición no puede desconectarse de su fuerza congresual 
en ese momento, pero sin cohesión interna esa fuerza parlamen-
taria hubiese sido nula. En el 2010 la oposición actuó dividida: 
inicialmente el PRD no apoyó la reforma constitucional propuesta 
por Leonel Fernández y cuando se involucró en el proceso actuó 
dividido. Quien en el PRD sacó ventaja a esta situación fue la fac-
ción que lideraba Miguel Vargas, ya que fue ésta la que pactó con 
Leonel Fernández apoyar la propuesta presidencial de reforma 
constitucional en el Congreso. Con ello Leonel Fernández aseguró 
la reforma. Un poco después, Vargas Maldonado también actua-
ría solo, consiguiendo colocar en la SCJ y en el TSE a seguidores 
incondicionales sin el apoyo y anuencia institucional de su pro-
pio partido. Con esta operación Leonel Fernández no solo logra-
ba los votos para pasar su reforma constitucional y asegurar una 
composición del TC y del TSE favorable a sus intereses, también 
lograba apuntalar la división interna en el PRD. Los buenos ser-
vicios que esta nueva situación brindó al PLD se verían claros en 
el 2012 (Capítulo III), donde el PRD fue dividido a las elecciones, 
tras la negativa de Vargas Maldonado a participar en la campaña 
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presidencial de Hipólito Mejía. Posteriormente, en la disputa in-
terna que se produjo en el PRD entre la fracción minoritaria lide-
rada por Vargas Maldonado y la mayoritaria liderada por Mejía 
y Abinader, sistemáticamente todas las decisiones arbitrales del 
TSE favorecieron a Vargas Maldonado. Culminando el proceso y 
para no dejar dudas, en la campaña del 2016 el PRD, ya en ple-
no control de Vargas Maldonado, formalmente pactó una alianza 
electoral con Danilo Medina y el PLD, precisamente en contra de 
la mayoría saliente del partido que había fundado dicho fracción 
mayoritaria (el PRM). 

Una lectura ingenua y de sentido común del proceso que muy 
apretadamente he narrado, indicaría que los resultados finales ex-
puestos (control de los mecanismos de representación, de articula-
ción de los procesos electorales y de la justicia por parte del PLD) 
lo que dejan en evidencia es la torpeza y el divisionismo interno 
de la oposición. 

Ciertamente, en el conflicto interno del PRD, como principal 
partido de oposición, fue un error estratégico de la fracción mayo-
ritaria, encabezada por Hipólito Mejía y Luis Abinader, enfrentar 
a Miguel Vargas Maldonado judicializando el conflicto interno. 
Con ello se introdujo en el conflicto el poder del PLD, puesto que 
el TSE estaba integrado por jueces mayoritariamente inclinados al 
PLD, e incluso por lo menos un juez se inclinaba a la fracción de 
Vargas Maldonado del PRD, pues le era cercano como viejo mili-
tante perredeísta. Como ya afirmé arriba, esto se vio claro en el de-
venir del conflicto, donde de una veintena de instancias sometidas 
por la fracción mayoritaria del PRD al TSE, ninguna sentencia ge-
nerada como respuesta de ese tribunal favoreció al grupo mayori-
tario. Se puede decir que, de no haber acudido al TSE la fracción 
mayoritaria, se hubiese acelerado la división del PRD pero favore-
ciendo a Vargas Maldonado. Esto era posible, pero lo factual fue 
la judicialización del conflicto que prácticamente paralizó al sector 
mayoritario, lo que le dio un amplio margen de maniobra al grupo 
minoritario, que contaba con el apoyo oficial.

Sin embargo, el mayor problema de la fracción mayoritaria 
estuvo en su aislamiento respecto a la sociedad civil y el em-
presariado, con su historial de antagonismos con las organiza-
ciones de dicho sector. Esto le sustrajo la necesaria retaguardia 
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que requería para enfrentar las acciones del TSE y del propio 
gobierno. A ello se suma el práctico aislamiento de dicho grupo 
del empresariado nacional y de los tradicionales aliados interna-
cionales del propio PRD, todo lo cual condujo al fin y al cabo a la 
ruptura. Asimismo, la propia sociedad civil se había debilitado 
y el empresariado estaba atrapado en una lógica corporativa que 
lo hizo vulnerable al dominio rentista del Estado por parte del 
PLD, a través de diversos mecanismos entre los cuales sobresale 
el tema de los incentivos fiscales, los subsidios y el neoproteccio-
nismo estatal.

Todo esto se produjo en un contexto de crisis y desplome del 
proyecto popular democrático que durante varias décadas lideró 
el PRD. Como se ha visto en este libro, esto fue uno de los resul-
tados del agotamiento del proyecto desarrollista que impulsó el 
Estado en la post dictadura, ya fuera en sus variantes autoritarias, 
bajo el liderazgo de Balaguer, o popular-democráticas, bajo el lide-
razgo de Peña Gómez. Esa crisis potenció la ruptura del PRD con 
su base de masas y dio paso a la política de facción. 

Sin embargo, la contrapartida bizarra de este proceso fue el 
ascenso del PLD al poder. El crecimiento de esa organización, su 
sesgo corporativo y su dominio clientelar de las instituciones pú-
blicas, no solo depositó en sus manos un enorme poder político, 
prácticamente paralizó a la oposición política envuelta en sus dis-
putas internas y desnuda de una propuesta alternativa al desa-
rrollismo de Estado. En esas condiciones, el PLD se adueñó de la 
política de partidos y ha hecho extremadamente difícil a la oposi-
ción política recomponerse y producir una propuesta alternativa 
viable de sustitución en el poder. 

Una nueva cultura política mediática

La moderna política de partidos hoy se apoya más en el manejo 
de los medios de comunicación que en la movilización de masas 
y el contacto directo con electores y ciudadanos de parte del lide-
razgo político. La política de esta manera fundada, impone nuevos 
mecanismos de construcción de un imaginario colectivo, pero so-
bre todo rearticula las relaciones directas entre el liderazgo y los 
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procesos de construcción de legitimidad. Aunque el elector puede 
tener un consumo recurrente de mensajes políticos, no tiene cana-
les de expresión directos para comunicarse con el liderazgo, sal-
vo la política mediática misma a través de encuestas y ratings de 
audiencias de televisión y radio, así como lectorías de periódicos, 
lo cual desarticula el potencial de presión tradicional de masas so-
bre el liderazgo, transformando así la competencia en una batalla 
de imágenes y mensajes de impacto comunicacional. En el país la 
política mediática ha irrumpido así brutalmente en los medios te-
levisivos y radiales e impuesto nuevos estímulos de comunicación 
fundados en imágenes más que en propuestas de corte ideológico 
(Castells, 2009).

El campo comunicacional ha llegado a constituir un compo-
nente determinante del modelo de crecimiento económico: es el 
de mayor dinamismo, pasando del 4.6% del PIB en el 2000, al 
16.2% del PIB en el 2014. Por otro lado, la infraestructura de ser-
vicios y el acceso a los medios de comunicación ha crecido expo-
nencialmente en los últimos años. En 2015 existían en el país 8.8 
millones de teléfonos inalámbricos (celulares), la población con 
acceso a internet, aunque sigue siendo baja en comparación con 
países como México con 27 millones de usuarios o internautas, 
se elevaba para ese año a tres millones doscientas mil personas. 
La lectoría de medios digitales (periódicos) aún es baja, pero en 
las redes sociales como Facebook (tres millones cuatrocientas 
mil personas) y twitter (un millón trescientas mil personas) par-
ticipan cientos de miles de personas. En general, la radio y la 
televisión ocupan el espacio determinante en la comunicación 
política. Aun así, en la política vernácula la acción de los llama-
dos “cara a cara” y de las caravanas continúan teniendo un rol 
central en las estrategias de contacto del liderazgo político con 
sus electores. Pero eso no debe confundirse con el hecho de que 
cotidianamente los políticos emplean esencialmente la radio y 
la televisión, sobre todo en períodos electorales, para sostener 
sus relaciones con quienes votan. En ese sentido, en las luchas 
electorales recientes el papel de las llamadas redes sociales (Fa-
cebook, Twitter, YouTube, etc.) ha llegado a constituir un recurso 
estratégico fundamental. 
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Cuadro VII.1 
Comunicación digital y sociedad en  

República Dominicana: 2016 

Categorías o odalidades 
de comunicación 

Número de personas  
que acceden al medio

Teléfonos celulares(*)

Acceso a internet

Cuentas en Twitter

Cuentas en Facebook

8,851,539

3,200,000

1,350,000

3,400,000

Fuente: INDOTEL, ENHOGAR 1916, Acento.com.do
(*) Incluye celulares pre pago y por contrato.

Es cierto que las redes sociales virtuales, en el marco del uni-
verso comunicacional abierto por internet, abren una nueva ma-
nera interactiva de intervenir por parte de los usuarios de esos 
medios, en el proceso de construcción de opinión pública. En rea-
lidad, a mi juicio esta es una intervención fuertemente condicio-
nada por quienes tienen el control de recursos que invaden las 
redes, orientan sus debates a través de la direccionalidad de sus 
mensajes y, en una palabra, terminan controlando el proceso de 
producción del nuevo imaginario mediático. De todos modos, no 
podemos olvidar un tema central en este campo: el universo me-
diático de la opinión pública está predominantemente integrado 
por jóvenes y mujeres, a lo que se agrega un fuerte componente de 
la clase media, aun cuando los grupos populares también intervie-
nen de manera creciente, en la medida en que se ha abaratado el 
acceso a estos recursos. El PLD ha sido un estratega formidable en 
este campo, la oposición política no.

El otro campo de la política mediática es el de la relación de 
los poderes fácticos con los medios de comunicación de los cuales 
se han apoderado. A través de dicho control se ha redefinido la 
relación entre las élites políticas y el poder económico. Es así que 
si bien en el país se observa un mayor espacio de autonomía de los 
actores políticos respecto al empresariado, por la vía mediática se 
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ha fortalecido una nueva relación de dependencia de dichos acto-
res respecto al poder económico.21 

Como la comunicación se ha constituido en un dinámico y 
atractivo espacio de mercado en la sociedad hipermoderna o post-
moderna, la política tal parece que se ha convertido en una suerte 
de “gran negocio”. Esto ha conducido a los grandes empresarios a 
involucrarse en el manejo de los medios, lo que ha terminado ha-
ciendo de la comunicación un recurso mercantilizado, expuesto al 
igual que cualquier otra mercancía a las leyes del mercado y sobre 
todo a las tendencias a la concentración de capitales. De esta for-
ma, la radio, la televisión, los medios digitales e impresos, han ten-
dido a concentrarse en grupos empresariales corporativos. Esto ha 
acercado a dichos medios a los bancos y corporaciones financieras 
que proveen los recursos para financiar los créditos con que usual-
mente se producen estas grandes operaciones, pero sobre todo ha 
implicado un estrecho vínculo entre gobierno y quienes controlan 
los medios, lo que ha producido a su vez terribles consecuencia en 
la libre circulación de información. El producto ha sido que si bien 
la libertad de producción, circulación y difusión de información 
no se anula, los medios han quedado sujetos a toda una serie de 
regulaciones, condicionamientos y controles, pero sobre todo han 
quedado envueltos en un delicado equilibrio con Estados y pode-
res centrales que manejan recursos y sobre todo influencia y poder 
político (Castells, 2009).

En la República Dominicana de hoy, en pleno siglo XXI, esta 
realidad es aplastante. Se manifiesta en la alta concentración de 
medios en pocas corporaciones empresariales, pero a la vez en el 

21	 En República Dominicana los principales medios impresos y los canales 
de televisión están en manos de grupos empresariales corporativos, tales 
son los casos del periódico Listín Diario, entre cuyos dueños se encuentran 
algunos de los grupos económicos más poderosos del país, periódicos 
Hoy, El Nacional y El Día, que junto a Tele Antillas y el Canal 11 pertenece 
al Grupo Corripio; el periódico El Caribe, asociado al empresariado del 
Cibao, entre otros. En los medios televisivos también hay una elevada 
concentración de la propiedad. Incluso en los medios digitales, donde 
mayor presencia hay de propietarios individuales y pequeños grupos 
empresariales, el poder de los grandes grupos corporativos está presente.
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gran número de periodistas y empleados de las corporaciones de 
las comunicaciones que en la práctica operan como asalariados o 
semi-asalariados del Estado. Esto no liquida la libertad de prensa, 
pero sí la condiciona al poder del Estado, lo que se complica más 
en el medio dominicano caracterizado por la endeble regulación 
y control.

 En cualquier caso, los aspectos centrales del predominio me-
diático en la política de partidos a nuestro juicio son dos: la trans-
formación de los mecanismos de construcción de legitimidad, 
dado el papel central de los medios en el accionar político, y en 
la construcción de los imaginarios colectivos y la desmovilización 
social de la política de partidos que hace del elector un receptor 
pasivo de mensajes políticos.22 En este último campo ya no se trata 
de la “movilización de masas” como procedimiento mediante el 
cual se cohesiona a los electores en torno a una propuesta y se 
muestra poderío; ahora de lo que se trata es de la movilización 
de mensajes, donde todo el electorado se encuentra prácticamente 
en igual cautiverio, o riesgo de exposición. En este escenario, no 
solo es el mensaje planteado de modo más atractivo al receptor el 
que se impone, sino que en este terreno quien tenga más recursos 
financieros es el que en principio posee la ventaja fundamental, 
comprar el tiempo. Ahora de lo que se trata no es de producir 
y divulgar simplemente argumentos, sino de difundir imágenes 
de modo reiterativo. A mi parecer es indudable que lo descrito 
potencia el inevitable componente de irracionalidad que habita en 
la política y en nuestro terruño abre terreno fértil al clientelismo.

La crisis de la política social y la inseguridad ciudadana

La crisis de la política social. Con la quiebra de la movilización 
populista, tras la cual el Estado organizó en el período 1960-1990 

22	 La literatura dominicana sobre el papel de los medios en la política de 
partidos es limitada. Puede consultarse el libro de Artiles (2008) (inédito) 
sobre cultura y globalización en la sociedad dominicana. Debe verse el libro 
de Álvarez Vega Prensa escrita y estructura de poder en República Dominicana 
(1983), así como el trabajo de Esteban Rosario Los dueños de la República 
Dominicana (2006) sobre la concentración del poder económico en el país. 
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sus estrategias de asistencia social, principalmente a los pobres, el 
predominio de las políticas neoliberales produjo una crisis de la 
política social. Lo primero que a tal efecto debe reconocerse es que 
acompañando al rediseño estatal, tras el agotamiento de la indus-
trialización por sustitución de importaciones, el sindicalismo, que 
en torno a esta dinámica se organizó, entró en crisis, reduciéndose 
así el potencial de acción corporativa de los trabajadores organi-
zados.23 De todos modos, lo principal fue la pérdida del liderazgo 
sindical sobre el movimiento social, que junto a la acción de los 
partidos fue lo propio de la movilización populista. A esto se une 
el creciente conservadurismo de las clases medias, el cual se vio 
acompañado de un proceso de creciente diferenciación interna de 
dichos estratos sociales. De un lado, los años noventa y la prime-
ra década del presente siglo XXI, permitieron apreciar que en el 
interior de las clases medias se produjo un significativo empobre-
cimiento relativo, sobre todo en las categorías más vinculadas al 
anterior modelo de desarrollo (burócratas de gobierno, maestros, 
pequeños comerciantes, trabajadores de servicios en pequeñas 
empresas, etc.), al tiempo que estamentos muy privilegiados li-
gados al nuevo modelo aumentaban sus ingresos y mejoraban su 
nivel de vida (empleados de la banca y servicios como las teleco-
municaciones, publicitarias, alto comercio, etc.). En este sentido, 
mientras la alta clase media sostenía la privatización de los ser-
vicios médicos y se fortalecía la privatización de la educación en 
los niveles secundario y universitario, la baja clase media perdía 
capacidades en su acceso a los servicios públicos de salud y edu-
cación. En el mejor de los casos, estos últimos estratos accedían a 
servicios de menor calidad.

23	U na de las consecuencias políticas de la desregulación y específicamente 
de la flexibilización de los mercados laborales ha sido el debilitamiento del 
sindicalismo, principalmente en la esfera industrial. A esto se une el fortale-
cimiento de una economía informal con mercados laborales integrados por 
una mano de obra de baja calificación, con gran presencia de trabajadores 
inmigrantes, mientras en la esfera de los servicios se asiste al fortalecimien-
to de nichos de alta productividad y modernización productiva en áreas 
como el turismo y las comunicaciones y servicios bancarios, fortaleciendo 
así una clase media heterogénea en su composición social y laboral. 
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Cuadro VII.2 
Evolución de la afiliación al seguro familiar de salud (SFS) 

en el marco del nuevo Sistema Dominicano  
de Seguridad Social (SDSS) 2003-2015

Meses Subsidiado Contri-
butivo

Régimen 
Especial 

Transitorio

Total % Régimen 
Subsidiado

% 
Régimen 
Contri-
butivo

Población 
Total País

Afiliación 
SFS en % 
población 

total

2003 36,118     36,118 100%   8,761,026 0.4%

2004 51,945     51,945 100%   8,863,980 0.6%

2005 223,581     223,581 100%   8,968,144 2.5%

2006 443,228     443,228 100%   9,072,308 4.9%

2007 1,011,064  1,516,473   2,527,537 40% 60% 9,175,265 27.5%

2008 1,226,142  1,729,671   2,955,813 41% 59% 9,277,181 31.9%

2009 1,346,166  2,096,232  21,982 3,464,380 39% 61% 9,378,455 36.9%

2010 1,847,833  2,417,992  27,105 4,292,930 43% 57% 9,478,612 45.3%

2011 1,996,335  2,586,943  29,726 4,613,004 43% 57% 9,579,983 48.2%

2012 2,294,356  2,747,735  30,703 5,072,794 45% 55% 9,680,534 52.4%

2013 2,646,899  2,965,326  27,273 5,639,498 47% 53% 9,780,743 57.7%

2014 3,015,646  3,141,599  30,370 6,187,615 49% 51% 9,880,505 62.6%

2015 3,074,928  3,386,083  30,582 6,491,593 47% 53% 9,930,374 65.4%

Datos a diciembre de cada año. En el año 2015 los datos se presentan a agosto 2015, salvo el dato de los 
afiliados al RET cuyos datos se presentan a junio 2015. Las proyecciones de la población se toman de las 
utilizadas por el CNSS.
Fuente: CNSS /TSS.
Tomado de Jeffrey Lizardo: “Una reforma entre atascos: panorámica del Sistema Dominicano de Se-
guridad Social”. Documento de discusión presentado en el 1er Encuentro del Foro Político y Social 
sobre Crecimiento, Desarrollo y Desigualdad. Fundación Friedrich Ebert República Dominicana, Santo 
Domingo, 2016.

Es cierto que desde el 2003 se aprobó una ley de seguridad 
social, que pasó a sostener las bases legales de la política social 
en materia de salud y pensiones. El sistema inició ese año con 
apenas 36 mil personas en el llamado sistema subsidiado. Cin-
co años después el subsistema subsidiado reunía un millón de 
personas, pero ya el contributivo funcionaba con 1.5 millones de 
personas. De esta forma, para el 2007, 2.5 millones de personas 
tenían algún tipo de cobertura de salud, lo que representaba el 
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25.7% de la población. Dos años después, en el 2009, se incorporó 
un régimen especial transitorio con una cobertura inicial de 21 mil 
personas hasta llegar a 20 mil en el 2015. A partir del 2007 la incor-
poración se dinamizó hasta llegar en el 2015 a incorporar el 65.4% 
de la población. 

Si bien en el período 2007-2015 la cobertura poblacional ha es-
tado aumentando, la cobertura del régimen contributivo ha venido 
descendiendo y la del régimen subsidiado ha estado en aumento 
relativo. De esta forma, si bien en el 2007 el régimen contributivo 
cubría el 60% de la población incorporada, para el 2015 solo cubría 
el 43%. En cambio, la población bajo el régimen subsidiado en el 
mismo período había pasado de concentrar el 40% en el 2007 al 
47% en el 2015. Lo importante es que todavía para el 2015, de cada 
diez dominicanos aproximadamente cuatro no estaban incorpo-
rados, y esto tiene estrecha relación con el peso determinante del 
trabajo informal en el mercado laboral. 

Aun cuando funcionarios de gobierno y autoridades prediquen 
la vocación universalista del sistema de seguridad social, los hechos 
indican otra cosa. Con casi la mitad de la población en edad activa 
laborando en actividades informales y dos o tres cientos de miles de 
trabajadores inmigrantes, es muy difícil asumir la universalización, 
salvo un subsidio significativo del Estado a este segmento. Eso es lo 
que afirman las autoridades que parece ser la vía para la inclusión 
universal, pero es simplemente ingenuo pensar que este subsidio 
sea sostenible. El otro problema es el de la endeblez del sistema y 
sus serias limitaciones y malos servicios para aquellos que ya se 
encuentran incluidos en el sistema. De forma tal que solo la mo-
dernización de la economía, una mayor productividad del aparato 
productivo, el aumento significativo de los empleos formales y un 
mayor involucramiento del propio Estado en el respaldo a los fon-
dos acumulados y ahorrados por la población perteneciente al siste-
ma, incluyendo además la elevación sostenible del subsidio estatal, 
pueden avanzar en el camino de la universalización del sistema, 
pero eso supondría un cambio dramático en la racionalidad del gas-
to público y una reforma fiscal de hondo calado.

El otro problema es el del sistema pensional. Entre el 2003 y el 
2015 el sistema ha logrado acumular un monto de 338 mil millones 
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de pesos (aproximadamente seis mil quinientos millones de dó-
lares) como indica el cuadro VII.3. De ese monto, casi el 10% re-
presenta los beneficios de las llamadas AFP por la administración 
del sistema, casi el 58% provienen de las cotizaciones (40.9% la 
patronal y 16.5% los trabajadores). La rendición de beneficios para 
los cotizantes apenas asciende al 21.9%. En esa dinámica es difícil 
asegurar pensiones dignas al grueso de los trabajadores en retiro, 
en el momento en que la curva demográfica genere una elevada 
proporción de adultos mayores y envejecientes y la incorporación 
de nuevos miembros cotizantes se haga difícil, ya sea por el tipo 
de ocupación informal en que operan, por la naturaleza subsidia-
da de la cobertura o por la simple exclusión del sistema, como es 
el caso de los inmigrantes irregulares.

Cuadro VII.3 
Distribución de los recursos captados por el subsector AFP  

y sus rendimientos (2003-julio 2015)

Concepto Monto en RD$ %
Cotizaciones 194,002,855,417 57.4%

Aportes trabajadores 55,787,165,878 16.5%
Aportes empleadores 138,215,689,539 40.9%

Rendimiento inversiones 74,059,371,133 21.9%
Fondo de Solidaridad Social 18,290,893,245 5.4%
Seguro de Vida 19,970,984,986 5.9%
Beneficios AFP 31,877,554,577 9.4%
Total 338,201,659,358 100.0%

Fuente: Estadísticas publicadas por la SIPEN
Tomado de Jeffrey Lizardo: “Una reforma entre atascos: panorámica del Sistema Do-
minicano de Seguridad Social”. Documento de discusión presentado en el 1er En-
cuentro del Foro Político y Social sobre Crecimiento, Desarrollo y Desigualdad. Fun-
dación Friedrich Ebert República Dominicana, Santo Domingo, 2016.

Esas dificultades no son mera especulación. En un marco labo-
ral donde más de la mitad de la población labora en el sector in-
formal, con un perfil de acentuada inestabilidad ocupacional, baja 
productividad y salarios precarios, el potencial de incorporación 
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al sistema de seguridad social no solo es baja, sino que el poten-
cial de subsidio del Estado se torna precario. Asimismo, a esta 
situación de precariedad estructural y débil potencial de cober-
tura universal del sistema, se debe sumar la elevada proporción 
de pobres e indigentes, lo que se complica más con el carácter 
concentrador de la renta que ha adquirido el proceso de creci-
miento económico.24

La crisis de la seguridad ciudadana. Hoy día se asiste a un fuerte 
reto tras el aumento del delito y la inseguridad en las grandes 
ciudades, pero también frente al aumento del delito transnacio-
nal, sobre todo en lo que refiere a la presencia del narcotráfico. En 
áreas como la frontera domínico-haitiana se plantean serios pro-
blemas de seguridad regional que demandan políticas cooperati-
vas con Estados Unidos y países caribeños. Esta situación genera 
amenazas. En primer lugar, la legitimidad política del sistema; en 
segundo lugar, en la pérdida de credibilidad pública de los órga-
nos gubernamentales encargados de la seguridad, como la Policía 
Nacional y las Fuerzas Armadas. El otro problema afecta la credi-
bilidad del funcionariado de gobierno que frecuentemente se ve 
envuelto en escándalos de corrupción. En ambos niveles el pro-
ducto político es, por un lado, la pérdida de la confianza necesaria 
en las instituciones del Estado con su saldo de ingobernabilidad, 
y por otro, el producto neto en la vida social es una creciente pér-
dida de capacidades del Estado para controlar y hacer efectivo el 
monopolio legítimo de la fuerza, ante su incapacidad de acción 
exitosa ante los pequeños y grandes delincuentes (Bobea, 2011; 
Morgan, Espinal, et. al.; Artiles, 2009).

24	 Para un análisis del proceso de desarrollo dominicano y las estrategias 
macroeconómicas véase a Guzmán (2010 y 2011). Un estudio penetrante 
del impacto social de las reformas neoliberales se encuentra en CEPAL 
(2001) y Godínez (2009). La cuestión social y el desarrollo se analiza de 
manera sistemática en PNUD (2010). Ceara presenta un punto de vista 
crítico sistemático de gran valor (2016), véase también a Lizardo (2016) 
para el análisis de los problemas de la seguridad social. 
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Cuadro VII.4 
La crisis del sistema de justicia: evaluación  

en el período 2004-2014

Año Las cortes 
garantizan un 

juicio justo

Confianza en el 
sistema de justicia

Confianza en que el sistema 
castiga a los culpables

2004
2006
2008
2010
2012
2014

41.8
46.5
50.5
45.1
44.9
40.1

-
46.6
50.0
44.4
42.6
38.3

51.4
41.4
50.6
44.7
48.3
43.8

Fuente: Espinal, Rosario y J. Morgan y E. J. Zechmeister (2015).

La población en general tiene una mala imagen de la justicia. 
Para el período sobre el que tenemos datos (2004 al 2014) solo cua-
tro de cada diez dominicanos creían que las cortes garantizaban 
un juicio justo, y entre el 2006 y el 2014 solo alrededor de tres 
personas de cada diez expresaban tener confianza en el sistema 
de justicia. Finalmente, es importante destacar que se aprecia en 
el período un sistemático descenso de la confianza de la población 
en el castigo del sistema de justicia a los culpables de delitos. De 
esta forma, si en el 2004 la mitad de la población pensaba que el 
sistema castiga a los culpables (51.4%), diez años después en el 
2014 esa confianza había descendido al 43.8%.

CuadroVII.5 
La percepción de la violencia y sus víctimas  

en el período 2006-2014

Años Presencia de pandillas 
en el barrio

Posibilidades de 
ser víctimas

Descenso de la seguridad 
en los últimos cinco años

2006
2008
2010
2012
2014

39.3
-

45.6
48.6
43.4

50.7
39.4
46.5
43.5
55.9

83.7
68.7
80.4
76.7
73.7

Fuente: Espinal, Rosario y J. Morgan y E. J. Zechmeister (2015).
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La percepción general de la población es que hoy día ha au-
mentado la presencia de las pandillas en los barrios, al igual que 
entiende que ha aumentado la posibilidad de ser víctimas de ac-
ciones de violencia callejera. A esto se une, como es natural, la per-
cepción de que ha aumentado la inseguridad en las calles, aunque, 
si se compara el 2006 con el 2014, esa percepción ha descendido, 
pasando de un 83.7% a un 73.7% en el período, cifra esta última 
todavía muy alta.

Lo que revelan las estadísticas sobre la violencia en la Repú-
blica Dominicana no es una simple percepción de la población. 
Hay una verdadera situación preocupante en torno no solo al de-
lito sino a la espiral de ascenso del clima de inseguridad pública, 
como indica el Cuadro VII.6.

La tasa de muertes violentas ha permanecido alta en el pe-
ríodo 2005-2012, alrededor de 20 por cada cien mil habitantes, 
anualmente. Es en el cuatrienio 2012-2015, para el que tengo da-
tos, cuando la tasa de muertes violentas desciende a niveles sig-
nificativos, como se aprecia en el Cuadro VII.6. De todos modos, 
es altamente preocupante el número de muertes violentas directa-
mente relacionadas con la delincuencia. Entre el 2007 y el 2009 ese 
causal de muerte fue particularmente elevado y aunque en los dos 
últimos años de la serie para la que se tienen datos hay un descen-
so significativo, el número de muertes violentas relacionadas con 
la delincuencia es alto. Si a esto se añaden las muertes violentas 
a manos de la policía, se revela una situación muy grave. Este úl-
timo tipo de muertes violentas solo se reduce en un año, el 2013, 
cuando se desciende a 169 muertes. Es importante también des-
tacar como los feminicidios, que no son la única forma de muerte 
violenta de mujeres, tienen un ritmo ascendente y además signi-
ficativo, entre 2005 y el 2011. Los otros causales de muertes vio-
lentas (riñas, asuntos personales, y causas desconocidas) indican 
un ritmo desigual, pero de gran proporción. A lo descrito, debe 
añadirse la creciente presencia de las drogas en la precipitación de 
las muertes violentas, lo cual también se aprecia claramente en el 
Cuadro VII.6. Finalmente, en el mismo cuadro aparecen informa-
ciones sobre las muertes por encargo (sicariato), que evidencian la 
profesionalización del crimen en la República Dominicana.
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Cuadro VII.6 
Dinámica de la violencia: muertes violentas  

por tipos de homicidio, 2005-2015

Año Homi-
cidios

Tasas de 
muertes 
violentas 
(X100,000)

Homicidios 
directamente 
relacionados  

con la 
delincuencia

Homicidios  
por intercambio  
de disparos con  

la policía

Femini-
cidios

Homi-
cidios 

por 
drogas

Homicidios 
por causas 

desconocidas, 
riñas 

personales y 
otras causas
de muertes 
violentas

Sicariato 
y secues-

tros

2005 2,403 26.41 - - 190 - - -

2006 2,144 23.56 - - 177 - - -

2007 2,111 21.85 803 348 173 336 665 -

2008 2,394 24.74 856 408 204 340 735 -

2009 2,375 24.94 884 345 199 296 737 -

2010 2,472 25.01 753 260 210 63 1,165 -

2011 2,513 25.10 633 289 233 64 1,206 18

2012 1,258 22.28 691 237 196 63 983 15

2013 1,973 19.23 586 169 160 76 951 15

2014 1,808 17.42 458 209 188 53 852 14

2015 1,270 17.10 - - 122 47 - 1

Fuente: Procuraduría General de la República.
Nota: El total de homicidios no coincide con la sumatoria de las partidas, las cuales solo representan los 
principales causales de muertes violentas. 

El panorama que brindan esos datos no es halagüeño. Revela 
que las muertes como consecuencia de la acción violenta de indi-
viduos ha cobrado una alarmante magnitud en el país. Cierto es 
que esos mismos datos indican, sin embargo, que esa tendencia ha 
disminuido en los últimos tiempos, pero lamentablemente no has-
ta un punto tal que indique que el peligro que representa la vio-
lencia para el orden social y la vida civilizada deje de ser motivo 
de preocupación y alarma. Desgraciadamente, las informaciones 
que manejamos indican también que hay causales de muertes vio-
letas de mucha envergadura donde la acción directa del Estado es 
uno de sus determinantes, nos referimos a las que son productos 
de intercambio de disparos con la policía. Este tipo de muertes 
violentas revela una virtual guerra civil desatada entre la policía y 
los delincuentes, muchos de los cuales eran jóvenes. Esto ha afec-
tado dramáticamente la vida de los barrios más pobres, donde por 
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lo general habitan los jóvenes delincuentes y donde existe la cultu-
ra de la pandilla, como componente importante de la vida social, 
de las lógicas de socialización de los jóvenes, como de la simple 
sobrevivencia de las familias pobres. Por otro lado, hay muertes 
violentas cuyos causales los determinan una cultura machista, don-
de la resistencia al cambio social por parte de varones revela cuán 
difícil se ha tornado el deterioro del patriarcado cultural y el orden 
social que le es consecuente, todo ello ante los embates de fenóme-
nos como la modernización y secularización de la vida social, el 
transnacionalismo económico y en general el cambio global, fenó-
menos que en su compleja articulación han estimulado la moviliza-
ción de las mujeres como sujetos dinámicos cada vez más integra-
das al mercado laboral, la vida social y en general la presencia en la 
escena ciudadana. Esa cultura de exclusión en la que se producen 
los feminicidios es en muchos sentidos fortalecida por un sistema 
de justicia que no ejerce sobre el varón violento la fuerza de la ley, ni 
establece profundas sanciones morales en la sociedad.

La violencia que indican las muertes a manos de la policía, 
cualquiera que sea la interpretación que hagamos, ya como pro-
ducto del desbordamiento del peso callejero del delito, o como in-
dicador de la existencia de grupos poderosos de carácter delictivo 
que actúan cobijados por la protección de sectores provenientes 
de la propia institución policial, señala claramente que el método 
de solución del problema parece ser la apelación a la eliminación 
física de delincuentes, más que la acción de la justicia como cuer-
po institucional. Más preocupante es quizás el hecho de que esta 
violencia ha convertido la cultura del delito, como cultura de la 
violencia, en un componente cotidiano de la cultura popular en los 
barrios pobres. Claramente, en un clima de ese tipo, los fracasos 
de los planes de lucha contra la inseguridad pública implementa-
dos por el gobierno, como el fracasado plan “Barrio Seguro”, más 
allá de indicar un mal diseño de planes y estrategias de seguridad 
ciudadana, constituyen un indicador de los graves problemas de 
legitimación del Estado y operan simplemente en la superficie de 
una verdadera cultura popular subterránea conectada a patrones 
de sobrevivencia popular ligadas al delito. Lo paradójico de esos 
fracasos es que al tiempo que revelan una poderosa capacidad de 
sobrevivencia de la violencia como cultura del delito, conducen 
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a la afirmación de lógicas clientelares que pueden fortalecerla, e 
incluso ampliar su esfera de influencia (Bobea, 2011).

Como se aprecia, en los últimos dos lustros la desconfianza 
ciudadana en las instituciones del Estado ha aumentado, debili-
tando el necesario liderazgo institucional que debe ejercer el Es-
tado sobre el conjunto ciudadano, como condición de una política 
pública gobernable. Uno de los asuntos más preocupantes de ese 
problema, estrechamente vinculado a la pérdida de confianza ciu-
dadana en el Estado, es la cuestión de la corrupción. Usualmente 
se sostiene que esta es simplemente una preocupación de las éli-
tes, pero que no forma parte del conjunto de preocupaciones del 
ciudadano común. Como se ha visto, en realidad los datos indican 
otra cosa, fuera de que de suyo la preocupación de las élites por 
la corrupción constituye un serio problema político a la hora del 
Estado tratar de ponerse de acuerdo con los grupos de interés y de 
presión que existen en la sociedad civil (asociaciones empresaria-
les, sindicatos, organizaciones civiles en general), a propósito de 
políticas públicas que requieren del consenso entre el Estado y la 
sociedad. Por lo demás, como insinué arriba, la preocupación por 
la corrupción no solo ha aumentado en la ciudadanía, sino que 
la misma como fenómeno social ya está afectando directamente 
a los ciudadanos y ciudadanas particulares en la llamada micro y 
pequeña corrupción, como revelan las encuestas.25 

Ese panorama es más que preocupante y se torna peor si a 
ello añadimos la creciente expansión de la inseguridad ciudadana, 
sobre todo en las grandes ciudades, lo que ha hecho de la vida co-
tidiana una experiencia insegura, potenciado a su vez tendencias 
al aislamiento, al deterioro de la solidaridad ciudadana, forzando 
al ciudadano promedio al abandono del espacio público. Todo lo 
hasta aquí expuesto ha hecho de la gobernabilidad democrática 
un fenómeno en permanente riesgo, lo que ha debilitado al Estado 
como espacio institucional que monopoliza los medios de violen-
cia y “brinda” protección al ciudadano.

25	 Las encuestas LAPOP dan cuenta con bastante claridad de este fenómeno 
(Morgan, Espinal y Seligson, 2010, 2012, y Espinal, Morgan y Zechmeister, 
2015). 
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A la luz de este tipo de fenómenos es que debemos interpre-
tar la enorme cantidad de armas en manos de la ciudadanía, así 
como el aumento de los guardianes privados que hoy día suman 
miles de individuos armados, no controlados por el Estado sino 
por compañías privadas. Es una especie de ejército privado distri-
buido en la población de clase media y alta. Según la Superinten-
dencia General de la Seguridad Privada de las Fuerzas Armadas, 
para marzo del 2016 el número de empresas dedicadas a la segu-
ridad privada ascendía a 274, de las cuales 23 no operaban por 
problemas de licencia, 28 eran equipos de seguridad y no manejan 
armas. De todos modos, la mayoría de las empresas de seguridad 
privadas se concentran en el Gran Santo Domingo, sobre todo en 
el Distrito Nacional. El número de guardianes privados es más 
difícil de establecer, cifras de expertos indican que podría oscilar 
entre 16,400 y 22,000 guardianes privados (los comúnmente lla-
mados wachtman o “wachimanes”. Para el 2015 los datos oficiales 
indican que en el país había un total de 36,000 efectivos policiales, 
número que si bien es superior al de la totalidad de guardianes 
privados, permite reconocer que estos últimos representaban en 
ese momento entre un 46 y un 63 por ciento con relación al to-
tal de efectivos policiales, con el atenuante de que mientras los 
miembros de la Policía Nacional se distribuyen en todo el espacio 
nacional, los guardianes privados se concentran en la zona me-
tropolitana, como se ha indicado. De todos modos, lo principal 
es reconocer que, si bien es cierto que el Estado mantiene la fun-
ción legítima del monopolio de la violencia, es preocupante que 
en este terreno funciones clásicas del Estado en esta materia estén 
pasando a manos de grupos privados, como es la vigilancia en 
zonas residenciales de clase media, apartamentos, centros comer-
ciales y lugares públicos y por lo menos en la zona metropolitana 
muy posiblemente la función de vigilancia pública —y por tanto 
de la seguridad ciudadana— tiene un alto componente privado. A 
esto debe sumarse la cantidad de armas distribuidas (legal y sobre 
todo ilegalmente) en la población civil. 

En medio del proceso de creciente riesgo ciudadano y debili-
dad institucional, el liderazgo presidencial se ha fortalecido. Esto 
abre toda una agenda de debate que no puedo abordar aquí, pero 
no puedo dejar de mencionar el hecho ya advertido por reconoci-
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dos académicos dominicanos (Brea, et. al., 2014) de que el hiper-
presidencialismo debilita la institucionalidad estatal. En el contex-
to discuto en el contexto descrito, y en función del proceso político 
discutido en este libro, debe añadirse que la fragmentación que 
sufre la sociedad dominicana y las tendencias individualistas cre-
cientes que le acompañan, debilitan la cohesión social, al tiempo 
que facilitan la clientilización de la política.
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Capítulo VIII
La democracia clientelar y su crisis

“No hay Estado de derecho sin democracia radical”.
Jurgen Habermas

Más allá del Estado nacional

Este capítulo constituye una síntesis ordenadora en torno 
a los principales hallazgos analíticos que en este libro 
se han discutido, a propósito del proceso democratiza-

dor en la República Dominicana. Me concentro en tres asuntos 
determinantes de ese proceso: la clientilización de la política de-
mocrática, el faccionalismo político en el conjunto del sistema de 
partidos y el creciente manejo neopatrimonial de los aparatos de 
Estado y sus recursos por parte de la élite política gobernante. 

Es el análisis de estos tres componentes el que nos permite 
abordar finalmente el fortalecimiento del corporativismo político 
en el conjunto de los principales actores políticos dominicanos, 
principalmente en el PLD como partido gobernante. Finalmente, 
en este abordaje me propongo presentar algunas conjeturas ra-
zonables en relación al creciente sesgo autoritario de la política 
democrática dominicana contemporánea. 

1. El sistema clientelar y la ciudadanía democrática

La clientilización de la política en República Dominicana no 
debe verse como el leit motiv central a partir del cual podemos 
“explicar” la endeblez de las instituciones democráticas; es más, 
el clientelismo a lo sumo nos introduce en el reconocimiento de 
los problemas y dificultades que organizan su funcionamiento, 
que no es lo mismo. Y, sin embargo, el clientelismo constituye uno 
de los más significativos problemas de la democracia dominicana, 
sobre todo si se mira en dos direcciones: el uso privado de recur-
sos públicos (patrimonialismo) y la fragilidad en que se sostiene la 
legitimidad de ese ordenamiento político.
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Una de las mayores paradojas a que ha conducido la clientiliza-
ción de la política dominicana es el hecho evidente del permanen-
te deterioro de la imagen que el ciudadano promedio se forma de 
las instituciones públicas, antitéticamente contrapuesto al voto casi 
religioso por el partido que controla los aparatos de Estado, voto 
que periódicamente ejercitan los electores convertidos en clientes. 
Es como si la gente estuviera en permanente crítica y desacuerdo 
con el poder establecido y cada cierto tiempo ratifica con su voto ese 
poder. Esta paradoja esconde la contradicción clientelista básica, a 
saber: el cliente es por definición un sujeto aislado, desconectado en 
su ejercicio clientelar del entorno colectivo; por ello el clientelismo 
tiende a una fragmentación del poder que socava las bases de la 
modernidad política, que se supone representa el Estado democrá-
tico. Por otro lado, el individuo envuelto en la cadena clientelar es 
al fin y al cabo un sujeto social que también padece las carencias de 
una sociedad desigual; de ahí que, en tanto elector, pueda brindar 
lealtad a su “patrón” y como ente social difuso también puede ser 
crítico en ámbitos sociales determinados, que le afectan en su in-
dividualidad personal o colectiva (familia, barrio, provincia, etc.). 
El producto es un sujeto bifronte: cliente de un patrón específico, 
crítico permanente y difuso del orden establecido (Alcantud, 1997; 
Auyero, 1997; Eisenstadt, 1973; Linz, 1978b). 

Veamos el asunto con mayor detenimiento. En toda relación po-
lítica existe un grado, al menos potencial, de clientelismo, por la sim-
ple razón de que la relación política persigue alcanzar, del lado del 
liderazgo dirigente, la aceptación y legitimidad del sujeto dirigido. 
En las sociedades democráticas lo que frena la posibilidad de con-
vertir la relación política en una fuente de desigualdad y sumisión, 
es precisamente la idea central de la democracia, que asume la vo-
luntad mayoritaria como la fuerza reguladora que impone la igual-
dad de derechos. Si esto es así, el problema consiste en reconocer un 
orden valórico e institucional que afirme la sociedad de los iguales 
en derecho, como afirma Rosanvallon (2007). El clientelismo es solo 
uno de los mecanismos a través de los cuales, de manera permanen-
te, la democracia se ve amenazada como sociedad de “iguales”.1

1	 Normalmente, los estudios sobe el clientelismo abordan los espacios 
específicos donde la relación clientelar se produce: comunidades rurales, 
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Lo central es, sin embargo, el hecho de que el clientelismo es 
una consecuencia del poder, no su fuente. Si tomamos en serio 
lo afirmado arriba, de lo que se trata es de frenar y minimizar la 
posibilidad de clientilización de la política democrática, ya que 
los componentes en que se funda toda relación de poder son asi-
métricos, desiguales en sus términos. Si en las sociedades de ma-
yor desarrollo democrático el clientelismo no produce los estragos 
que ocurren en sociedades como la dominicana, es por el hecho 
de que la relación política que establece al Estado democrático en 
esas comunidades políticas, se sostiene en instituciones sobre las 
cuales no hay un poder monopólico que las controle; por el con-
trario, hay una comunidad de ciudadanos que asume los valores 
políticos que deben sostener la vida democrática, que defiende 
sus derechos y produce y sostiene instituciones que materializan 
esa defensa. Aun así, el riesgo existe.

Si nos situamos en ese espacio de relaciones políticas, resulta 
claro que el clientelismo y, con mayor precisión, la “clientilización 
de la política”, se sostiene en el poder estatal que controlan los 
patrones, pero, debe agregarse, como un espacio subordinado de 
la masa de clientes necesitados del favor estatal, por constituir una 
masa envuelta en carencias específicas. Esto —aparentemente— 
resulta muy obvio, ya que el Estado no opera sino como el resul-
tado de la acción de quienes lo controlan: burócratas, militares, 
jefes políticos. De aquí surgen claramente dos evidencias que no 
por elementales resultan menos importantes: de un lado, la clien-
tilización de la política se produce en un marco societal débil y 
carente de servicios frente a necesidades civilizatorias del colecti-
vo que el propio Estado no resuelve, es la contracara del favor del 

barrios marginales, etc. Pero hay muy poca reflexión en torno a la dimensión 
macro social de la práctica clientelista en su racionalidad político-estatal. 
Véase Tilly (2010), Auyero (1997), Bermeo (2003), Schmidt, Guasti y 
Scott (1977) y Wolf (1999). Para una perspectiva teórica más general ver 
a Chehabi y Linz (1998), que discuten lo que podemos definir como la 
variante autoritaria extrema de los lazos clientelares: el sultanismo; Evans 
(1991) desarrolla la misma problemática en una lectura que prioriza el 
autoritarismo clientelar y despótico como bloqueo al desarrollo; Geertz, 
(2005) analiza la dimensión simbólica de los lazos clientelistas.
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patrón. Por otro lado, la acción clientelar se motoriza en un Estado 
cuyas instituciones no impiden, sino que facilitan, esa tarea: es la 
situación que organiza la necesidad del cliente como capacidades 
o dones del patrón. Sin embargo, lo que el Estado produce es sen-
cillamente un marco mediador, un vínculo de dominio: quienes 
controlan sus instituciones tienen acceso a recursos escasos, que 
traducidos como políticas públicas clientelistas, articulan una 
línea de acción hacia la gente, produciendo así la movilización 
clientelista. Con ello, independientemente de cualquier otro resul-
tado, se fortalecen clientelas que legitiman un determinado orden 
político de dominio. Para que esto ocurra, sin embargo, es necesa-
rio que el propio Estado posea recursos que aseguren el éxito de 
esa movilización clientelar legitimadora del poder. Pero también 
se requiere un gran poder autónomo de quienes controlan el Es-
tado respecto al poder de la ciudadanía, y sobre todo de aquellos 
grupos que teniendo poder no controlan los poderes públicos: em-
presarios, iglesia, intelectuales, en fin, la sociedad civil en su hete-
rogeneidad. Como se aprecia, solo en sociedades muy desiguales, 
frágiles en sus estructuras institucionales, con gran concentración 
de poder y con grupos ciudadanos débiles, la clientilización de la 
política tiene éxito y capacidad de permanencia como mecanismo 
estable de control y dominación.2

Se me dirá que la reunión de esas “condiciones” no es lo co-
mún en sociedades en desarrollo, pero tampoco lo es que en todas 
las sociedades de este tipo la política esté clientilizada. Esto obliga 

2	 Los ejemplos sobran: en el sudeste de Asia hay experiencias clásicas 
de movilización clientelista, como lo revela Scott (1976). Bali es un 
ejemplo formidable de como la religión y la cultura complejizan los 
juegos del poder, como lo han demostrado los estudios de Geertz (2005). 
El clientelismo, unido a la manipulación neocolonial de las etnias es 
responsable de las reiteradas crisis del continente negro (Balandier, 
1969). Y en Latinoamérica las movilizaciones clientelistas que marcaron 
la región se aprecian en países como Perú, México, Guatemala (Rouquié, 
2011). De forma que no es algo extraño la presencia del clientelismo en la 
dinámica política del mundo contemporáneo (Tilly, 2010); lo novedoso, 
repito, es el relieve modernista que ha tomado el clientelismo en las 
lógicas de dominación en muchos países con sistemas y culturas políticos 
muy diversos.
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a asumir el problema del clientelismo como un proceso, no úni-
camente para comprender su lógica reproductiva como realidad 
social y política, sino también para comprenderlo como fenómeno 
histórico. El caso dominicano es aleccionador y hemos podido ver 
en este libro sus implicaciones para el orden político. Lo que ahora 
interesa son sus lecciones.

Trujillo manejó una modalidad autoritaria de tutelaje clien-
telista frente al campesinado. Esto le brindó una amplia base de 
dominio legítimo de las masas rurales (Turits, 2003), ayudándole a 
someter a terratenientes y caudillos locales. Pero ello no impidió el 
conflicto en el mundo rural, no solo con las oligarquías de la tierra, 
sino con el propio Estado. Tras la desaparición de la dictadura, el 
mundo urbano dominicano pasó a constituirse en el espacio so-
cial determinante de la construcción de las bases de legitimación 
del orden político. En el nuevo orden que se creaba hubo espacio 
para un nuevo ejercicio de la política donde el clientelismo cum-
pliría su papel, sin embargo, el mismo quedó por largo tiempo 
sometido a la movilización populista que el Estado y los partidos 
emergentes impulsaban. De esa forma, el clientelismo constituyó 
un recurso entre muchos para lograr movilizar ahora a las masas 
urbanas. En estas circunstancias, lo central, sin embargo, estaba 
en otro sitio: la movilización populista, la retórica desarrollista, 
la formulación de políticas sociales de alcances limitados. En esa 
situación, el proceso mismo de creación de los nuevos actores so-
ciales y políticos que el torbellino democrático requería y que el 
cambio social y económico en marcha estaba produciendo, fue 
el elemento aglutinante y legitimador de la nueva política post-
dictadura. Estos dramáticos procesos condujeron a una primera 
experiencia de gobierno democrático en 1962 con Juan Bosch a la 
cabeza, a su derrocamiento siete meses después y a la guerra civil 
y la invasión extranjera en 1965, tres años más tarde. 

La estabilidad política conservadora y el régimen autoritario 
que en 1966 surgió con Balaguer a la cabeza, tras la Revolución 
Constitucionalista de 1965 y la derrota militar de las fuerzas demo-
cráticas, no borró la impronta desarrollista del Estado, ni tampoco 
abandonó la práctica de la acción clientelista en el régimen con-
servador que se instauraba en 1966. Sin embargo, si bien fue una 
práctica recurrente, en modo alguno el clientelismo constituyó el 
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eje articulador de la legitimidad del régimen, ni de la movilización 
político-electoral de la población.3 

La transición democrática iniciada en 1978 tuvo como lógica 
movilizadora la acción populista de masas. Más que el clientelis-
mo como lógica de favores, lo que caracterizó la primera fase de 
la transición democrática (1978-1986) fue la reforma en diversos 
ámbitos, producto de la presión de masas al régimen. Los salarios 
reales aumentaron, los precios agrícolas favorables a los campesi-
nos se liberalizaron, se crearon programas sociales que asumieron 
viejas reivindicaciones en el campo educativo y de la salud, el em-
pleo público aumentó significativamente y en todas estas acciones 
y programas no estuvo ausente la acción clientelar. Pero el cliente-
lismo no pasó a ser un eje articulador determinante del régimen, 
como sí lo fue la participación política electoral de masas y la or-
ganización corporativa de trabajadores y grupos profesionales.4 
En la segunda fase de la transición democrática, bajo los gobiernos 
de Balaguer (1986-1996), el clientelismo no opacó el populismo de 
derechas que estimulaba el régimen. 

En todas las formas de régimen político ensayadas en el país 
entre 1961 y 1996 el clientelismo ocupó un espacio, pero nunca 

3	 De esos años data la práctica de las canastas navideñas, la organización 
de programas de apoyo a los pobres como los comedores económicos, la 
asistencia a indigentes en programas promovidos por organizaciones como 
La Cruzada del Amor, creada por la hermana de Joaquín Balaguer, Doña 
Emma Balaguer de Vallejo. Bajo el régimen balaguerista se organizaron 
programas sociales de otro tipo, como los subsidios a los productores 
agrícolas y a sindicatos del transporte, al igual que programas de controles 
de precios para asegurar la estabilidad del costo de la canasta familiar 
en las familias pobres (Lozano, 1985). Todos estos programas tenían un 
importante sesgo clientelista, pero en modo alguno se convirtieron en los 
ejes políticos que definían la legitimidad del régimen, como tampoco su 
magnitud era comparable a la alcanzada por los programas sociales de 
hoy día que vinculan a cientos de miles de personas en acciones dirigidas 
y controladas al detalle. 

4	 En las experiencias de esos años hubo, sí, un “programa” específico que 
involucraba una amplia movilización de favores políticos: el empleo pú-
blico, siendo esta una característica generalizada de la política dominica-
na desde el siglo XIX.
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se constituyó en factor determinante del marco legitimador del 
régimen político. Solo a partir de 1996, con el ascenso de Leonel 
Fernández y el PLD al poder, se asiste a una nueva modalidad de 
la acción clientelar que terminó afectando al sistema político en su 
conjunto y en particular al sistema de partidos, al punto de modi-
ficar sus lógicas articulatorias.

Mi hipótesis es que este redimensionamiento del clientelismo 
ha sido el producto de un conjunto de cambios estructurales que 
implican: una transformación rotunda del Estado dominicano, 
tras las reformas neoliberales de los años noventa y, en consecuen-
cia, el desplome de una forma de Estado que podemos definir 
como desarrollista. También suponen un profundo cambio de la 
sociedad dominicana, cuyo hilo articulador es la gran transforma-
ción que produjo la globalización en sus estructuras familiares, 
lógicas de reproducción social y modelos culturales identitarios, 
cuya unidad se reconoce en el proceso de transnacionalización 
vivido por el país entre los noventa y el principio del siglo XXI. 
Finalmente, se apoyan en el desplome de un sistema de partidos 
sostenido en una lógica articulatoria desarrollista que hasta los 
noventa afirmó los lazos Estado/sociedad, y cuyo modelo orga-
nizacional altamente verticalista y caudillista se vino abajo con la 
muerte de los líderes fundadores del sistema de partidos.5

Es decir, el ascenso del clientelismo como factor relevante 
del proceso de articulación y legitimación del sistema político 
ha sido el producto cruzado de tres tipos de cambios: la crisis 
de una forma de Estado —el desarrollista—, un rápido proceso de 
cambios sociales que podemos resumir como transnacionalización 

5	 Los tres aspectos señalados han sido ampliamente discutidos en este 
libro. Si el lector desea afianzar su conocimiento, en lo relativo a la crisis 
de los noventa debe leer a la CEPAL (2001), que resume la dinámica de 
los cambios. En lo relativo a las transformaciones sociales sufridas por el 
país entre los noventa y el inicio del siglo XXI debe verse El retorno de las 
yolas de Silvio Torres Saillant (1999), el capítulo VIII de mi libro Después de 
los caudillos (2002) y el libro de Melvin Mañón Des …y después (2004). Para 
un análisis del cambio político hasta los noventa lo mejor sigue siendo 
Hartlyn (2008). Para el estudio más detallado de la política democrática 
dominicana bajo la hegemonía del PLD, en los últimos 15 años, puede 
verse mi texto La razón democrática (2013). 
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y fragmentación social, y la crisis de un modelo político, cuya ex-
presión empírica es el desplome de un sistema de partidos de tipo 
caudillista.

Si lo dicho hasta aquí es razonablemente cierto, entonces, lo 
que debemos analizar es cuáles son las condiciones y factores que 
convirtieron al clientelismo en el mecanismo que ha producido 
en la política dominicana la metamorfosis del (proto) sujeto ciu-
dadano a la condición de cliente sometido al servicio de patrones, 
líderes y liderzuelos, con la consecuente desmovilización política 
de actores colectivos organizados, domesticándose así el conflicto 
social. 

2. Facciones y representación corporativa: interpretando 
el cambio en el sistema de partidos

A lo largo de este libro se ha podido apreciar que la generaliza-
ción del clientelismo en los noventa y sobre todo entrado el siglo 
XXI, tuvo efectos corrosivos en todo el sistema de partidos. Por lo 
pronto, unido al faccionalismo, el clientelismo modificó radical-
mente la vida interna de los grandes partidos de masas haciendo 
de las bases partidarias entes vulnerables y sometidos a la lógica 
de “favores” de los dirigentes que controlaban recursos. Hoy día 
esto se ha hecho evidente en el PLD, donde su larga permanencia 
en el poder ha facilitado el enquistamiento de verdaderos grupos 
corporativos en el interior de sus estructuras de poder interno. De 
esta manera el Comité Político, por ejemplo, se ha erigido en un 
verdadero poder corporativo que irradia influencia y capacidad 
de control sobre su Comité Central y éste, a su vez, maneja las 
bases como entes dispersos y vulnerables en el manejo de favores, 
a partir del control de los aparatos de Estado. Principalmente en 
este partido, dicha dinámica ha ido haciendo cada vez más difu-
sos los lazos y relaciones entre las élites y sus bases que le asegu-
raban a estas últimas poder de cuestionamiento y toma de inicia-
tivas. Las bases han terminado siendo entes pasivos sin capacidad 
de iniciativas y, en esencia, sin poder cuestionador ante las élites 
dirigentes. 
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En las relaciones de los partidos con la sociedad política en su 
conjunto el efecto corrosivo del clientelismo se ha expresado prin-
cipalmente en el sistema electoral. Reconocemos así que la clienti-
lización del sistema electoral tiende a disolver la función legitima-
dora de la competencia política en el proceso de representación en 
el Estado. Por esta vía, se ha ido acentuando cada vez más el poder 
de grupos de intereses locales en el juego de poder nacional. Esto 
ha venido unido a una suerte de tecnificación de la competencia 
electoral, hasta convertir los comicios electorales en un verdadero 
negocio o economía nacional. Por sus consecuencias, esto ha ter-
minado transformando la práctica de las elecciones y modificado 
los tradicionales lazos asimétricos entre el liderazgo nacional, las 
facciones partidarias a escala nacional y los grupos locales de inte-
rés. Este fenómeno lo abordaré más adelante.

La facción es un producto complejo de la fragmentación que 
vive la sociedad dominicana por lo menos desde los noventa, pero 
también es el resultado de un tipo particular de liderazgo: el cau-
dillista. La relación del séquito con el caudillo fundador, como se 
ha discutido anteriormente (Capítulo III), se estableció bajo tres 
modalidades organizacionales en el sistema de partidos: la del 
PLD, de tipo verticalista y autoritaria sin conexión de masas; la 
del PRSC, de corte igualmente autoritario, pero más organizada 
en torno exclusivamente al manejo de los aparatos de Estado; y la 
del PRD, más horizontal y competitiva. En los tres casos el resulta-
do ha sido la fragmentación política. Los tres grandes liderazgos, 
en torno a los cuales se construyó el moderno sistema de partidos 
dominicano, no dieron paso a lógicas democráticas, sus acciones 
terminaron atendiendo los requerimientos de su entorno de fieles 
y militantes más que a la conexión política con el electorado. El 
PLD, sin embargo, tras su prolongada permanencia en el poder, 
asumió también la característica del faccionalismo reformista o 
balaguerista, en torno a los aparatos de Estado, sin abandonar la 
retórica burocrática del verticalismo organizativo que revindicaba 
su discurso fundacional.

A través del dominio del Estado, el autoritarismo del PLD 
permitió que se afirmara en su formato organizativo un esquema 
de relaciones políticas con la gente sostenido en una creciente 
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clientilización de la política de masas. El PLD afirmaba este pro-
ceso en condiciones técnico-organizativas eficientes, a través de 
programas bien diseñados y coherentes. En la práctica, programas 
como “Comunidad Digna”, “Solidaridad”, “Comer es Primero”, 
etc., producían consecuencias decisivas en la vida política nacio-
nal. Por lo pronto, le permitieron al PLD mantener un control casi 
milimétrico de la vida social de los grupos más vulnerables del 
país; le permitió, además, que su discurso autoritario y creciente-
mente conservador, penetrara en los hogares pobres, sobre todo 
en aquellos dirigidos por madres solteras. Asimismo, estos pro-
gramas, si bien no tenían efectos contundentes en la reducción de 
la pobreza, la cual se reducía muy lentamente y tampoco impedía 
el acentuado crecimiento de la concentración del ingreso que ha 
acompañado al proceso de crecimiento económico, le dieron a mi-
les de pobres urbanos acceso a recursos, aunque precarios, lo que 
le facilitó al partido gobernante la movilización electoral de mu-
chos de los beneficiarios de dichos programas. A su vez, no puede 
negarse que tales programas ayudaron a reducir la magnitud de 
los pobres indigentes. Aun así —y esto es un fascinante tema de 
estudio—, pese a esos logros, el PLD no ha podido movilizar com-
pactamente el voto popular de los pobres, en especial en el mundo 
urbano, hacia sus candidatos, permaneciendo hasta el 2012 el PRD 
como partido opositor y de masas, con un electorado significativo 
entre los pobres.

Como ya se vio en el Capítulo III, hasta el 2015 los programas 
sociales dirigidos y los recursos aportados por la JCE le habían 
permitido al PLD controlar alrededor de 95 mil millones de pesos, 
orientados a tareas asistenciales como gobierno, o partidarias. De 
todos modos, para lograr sus triunfos electorales el PLD siempre 
ha requerido cuantiosas sumas de dinero más allá de los progra-
mas sociales que controla y sus agresivas campañas electorales. 
Esto indica que el manejo de dichos programas no representa la 
condición única para el PLD retener el poder, aunque sí es condi-
ción esencial. Lo que ha articulado la efectividad del gasto de esos 
recursos es la política clientelar, unido al hábil manejo de los me-
dios de comunicación en la que se funda el dominio hegemónico 
de dicho partido. Por lo demás, la información estadística dispo-
nible indica que, pese a las altas tasas de crecimiento económico 
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experimentado por el país en los últimos cincuenta años, la dis-
minución de la pobreza ha sido lenta. Es indudable que esto tiene 
que ver con el modelo económico de desarrollo que ha predomi-
nado, el cual se sostiene en una alta concentración del ingreso. No 
se trata tanto de la dimensión exportadora de servicios, la que, 
por lo demás, ha mantenido con éxito la conexión con la econo-
mía mundial, aunque a través de estrategias que han deteriorado 
el salario y hecho precario el nivel de vida de los trabajadores, 
cuya punta del iceberg es el predominio de la informalidad en el 
mercado laboral y la débil inclusión en las políticas de protección 
social, sino de la profunda debilidad del mundo del trabajo frente 
al empresariado y la incapacidad reguladora del Estado, aspectos 
ambos que han generado una debilidad “estructural” de los tra-
bajadores en sus posibilidades negociadoras y reivindicativas. No 
se trata, pues, de una fuerza ciega del mercado que imposibilita la 
mejora del nivel de vida de los trabajadores, cuyo reflejo evidente 
serían los problemas del conjunto de la economía para elevar la 
productividad del trabajo, que es el argumento neoclásico y es-
pecíficamente neoliberal. De lo que se trata es de una debilidad 
política de los trabajadores y de un esquema de intervención y 
regulación de la economía por el Estado que desprotege al traba-
jador y fortalece una lógica clientelista y corporativa frente a la 
sociedad y al empresariado.

La política de masas sostenida en este lógica clientelista en 
manos de una organización eficiente, organizada, profundamente 
verticalista y autoritaria en su lógica de decisiones, pronto se im-
bricó con el creciente corporativismo que estaban sufriendo sus 
estructuras de mando. Independientemente de que este último 
proceso produjera el enriquecimiento personal de importantes di-
rigentes de la organización y corrompiera a una significativa parte 
de su dirigencia, principalmente de los que giraban en torno al sé-
quito presidencial, o que tenían posiciones de mando en el Estado, 
el corporativismo fracturaba a la organización, no solamente en 
lo relativo a sus mandos centrales, sino, en una especie de efecto 
dominó, en todo el tramado organizativo. Surgían así divisiones 
y conflictos que en la práctica rompían la unidad monolítica que 
fue característica del PLD como partido centralizado, autoritario 
y de origen izquierdista. A la larga, esto ha tenido consecuencias 
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no buscadas en la esfera de relaciones de la organización con sus 
electores y la población en su conjunto. Veamos algunos.

Esta dinámica política agrietó la imagen del PLD en la pobla-
ción, la cual comenzó a verlo como una organización política más 
clientelista, envuelta en problemas serios como la corrupción ge-
neralizada, el manejo político de decisiones judiciales y el tráfico 
de influencias en ámbitos presupuestarios como lo fue el caso del 
escándalo de la OISOE,6 a lo que se añadía la creciente separación 
entre la organización, la gente y sus problemas. En la esfera local 
los problemas que eran propios del corporativismo político del 
partido comenzaron a reflejarse en la actividad de la dirigencia 
alta y media. En la práctica, lo que terminó primando en los lazos 
de la organización con la sociedad a nivel local fueron los intere-
ses faccionales del aparato, no los de la gente.

Todo esto “cebó la bomba” entre las esferas de mando del apa-
rato político y la dirigencia media. Esta última estaba más conec-
tada a las esferas locales, pero también era beneficiaria del corpo-
rativismo que impulsaba el dominio del Estado por el partido y 
de los favores que ello producía; por lo demás, en la práctica este 
estamento medio estaba conectado a múltiples intereses locales 
que, a su vez, manejaban recursos. De cara a las elecciones del 
2016, cuando en la organización se agravó el conflicto Fernández-
Medina en la esfera del Comité Político, los acuerdos a que se lle-
gó en el mes de octubre (2015), que congelaban la mayoría de los 
puestos elegibles, abrieron un conflicto no buscado: estos aspiran-
tes a cargos elegibles quedaron frenados en sus aspiraciones, lo 
que produjo un clima de tensiones e incertidumbre. De repente, 

6	 El escándalo del caso OISOE, que estalló a consecuencia del suicidio, 
en uno de los baños de las oficinas de este organismo gubernamental, 
de un ingeniero subcontratista, víctima de mecanismos de extorsión 
derivados del manejo del crédito informal en este tipo de obras, reveló 
cómo se producía el manejo doloso de los contratos de construcción de 
obras del gobierno, cuyos responsables eran mafias que operan en las 
instituciones públicas con amplias conexiones con aparatos y personeros 
gubernamentales y conectadas al partido oficial. PC ha producido varios 
informes valiosos sobre el tema de la corrupción gubernamental. El caso 
del senador Félix Bautista está bien documentado en el libro de Aristy 
Escuder El lado oscuro de la Sunland (2012). 
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se apreció que en la esfera local la dirigencia media no solo estaba 
inconforme con decisiones del Comité Político, sino que sentía te-
ner el poder interno para defender sus aspiraciones; por lo demás, 
el propio Comité Político con su cautela y sus silencios mostraba 
que en última instancia no podía contener o resolver el problema 
creado. Esto produjo un choque de poderes y liderazgos en varios 
niveles: en el alto mando como inicialmente se hizo público, con el 
emergente nuevo grupo de dirigentes que operaba en esferas de 
mando medios y, finalmente, en los niveles locales. 

La dirigencia media tenía proyectos que en buena lid debían 
conducir a una competencia interna libérrima, pero la decisión 
de su Comité Político lo impedía. El liderazgo nacional del PLD 
pronto se encontró ante una rebelión de sus bases, sobre todo de 
sus dirigentes medios que no eran beneficiarios de posiciones ele-
gibles. Estos últimos, al estar de hecho apoyados por intereses pri-
vados a nivel local y estar de hecho envueltos también en la prác-
tica clientelar y el manejo de favores estatales, generalizaron un 
conflicto en toda la organización que en principio estaba limitado 
a la esfera del mando superior (el Comité Político y los dos líderes 
de la organización).

Ante el anuncio del congelamiento de candidaturas hecho por 
el Comité Político del PLD hubo reacciones de rechazo por par-
te de importantes dirigentes, enfocándose en dirigentes medios. 
La diferencia estriba en que mientras Leonel Fernández, recha-
zó la idea del Comité Político de modificar la Constitución para 
permitir la candidatura de Danilo Medina a la reelección, en la 
congelación de candidaturas Fernández fue compromisario. Esto, 
en el fondo, implica que las reacciones de crítica y rechazo al con-
gelamiento venían propiamente de un liderazgo emergente que 
esperaba la competencia interna y tenía expectativas de triunfo. 
En dicha crítica quedaban señalados no solo la mayoría del Co-
mité Político que era “leal” a Medina, sino también la minoría 
que se alineaba con Fernández. Con ello en el PLD se abría un 
nuevo tipo de conflicto no buscado por la dirigencia, pero sí esti-
mulado por ella misma con sus medidas autoritarias. Los hechos 
posteriores son el producto de ese conflicto que enfrentó, quizás 
por vez primera en la historia de la organización, a la dirigencia 
política con un liderazgo de base emergente. También expresa 
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la crisis de gobernabilidad que se planteó entre base y dirección, 
ya que incluso los resultados mismos de las encuestas, realizadas 
para designar candidaturas y decisiones posteriores en esa ma-
teria, fueron de hecho rechazados por los afectados, teniendo el 
Comité Político que responder a más de 300 impugnaciones ante 
el TSE. El conflicto alcanzó una dimensión tal que en muchos lu-
gares hubo protestas y conflictos violentos, al punto de que en la 
provincia de Barahona esos choques produjeron dos muertos. Lo 
importante es que, a partir de las elecciones del 2016, el PLD, por 
un lado, profundizó su carácter clientelista, pero al mismo tiempo 
acentuó sus rasgos autoritarios y corporativos, al tiempo que la 
organización en la práctica se fracturó. La lógica de las facciones 
había hecho su trabajo.

Lo dicho respecto al PLD no implica que en el conjunto del 
sistema de partidos el clientelismo no haya producido igualmente 
severos estragos. Por el contrario, posiblemente sus efectos sean 
más dramáticos. La singularidad del PLD, a mi criterio, consiste 
en que ha sido en esta organización donde el clientelismo ha lo-
grado mayor despliegue y eficacia respecto a su empleo como me-
canismo de dominio y legitimación. Por lo demás, en el caso del 
PLD es donde profundamente se advierte que el clientelismo es, 
más que la causa, la consecuencia del empleo del Estado como un 
bien patrimonial de quienes controlan sus aparatos. La prueba de 
esto la encontramos en dos planos distintos pero articulados: de 
un lado, el dominio del Estado por ese partido es de un alcance tal 
que entre partido e instituciones estatales hay un trasiego perma-
nente, al punto de que han llegado a confundirse; el otro aspecto 
es que ese dominio de los aparatos de Estado se produce en un 
esquema corporativo donde el partido actúa como una verdadera 
corporación económica, como un tinglado de intereses sectoria-
les que se mutuo protegen y actúan en una tensa coordinación de 
funciones. Veremos abajo lo que esto implica.

El caso del PRD es distinto. En ese partido la política de faccio-
nes ya desde los tiempos de Peña Gómez había producido un resul-
tado fundamental en la vida interna de la organización: sus decisio-
nes por definición no eran simplemente colegiadas en sus aparatos 
de mando, como normalmente ocurre en un partido moderno, sino 
producto de acuerdos faccionales que le “sobredeterminaban”. Al 
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llegar el partido al poder, lo que normalmente ocurría era que el 
juego faccional se trasladaba a los aparatos de Estado, pero en 
ningún momento hacían de éstos un ejercicio corporativo donde 
el partido y los aparatos de Estado tendían a fusionarse (Lozano, 
2004 y 2005). Esto se aprecia con claridad en las disputas entre 
las facciones lideradas por Antonio Guzmán y por Salvador Jorge 
Blanco en los años 1978-1986. En ese tiempo las disputas facciona-
les mantuvieron siempre la diferencia entre su poder partidario y 
el poder que sus líderes alcanzaban en los aparatos de Estado, de 
forma tal que la disputa primero (1978-1982) concentró en el Eje-
cutivo el poder de la facción guzmanista y en el Congreso el poder 
del grupo de Jorge Blanco y luego ocurrió lo inverso al llegar Jor-
ge Blanco al poder (1982-1986) (Jiménez Polanco, 1994; Hartlyn, 
2008; Lozano, 2004 y 2014). La singularidad del caso del gobierno 
de Hipólito Mejía (2000-2004) no rompió ese patrón, pero sí cam-
bió su forma. Mejía llegó a concentrar un poder tal que su facción 
(PPH) tendió a confundir el poder político propio como facción 
con el poder que el Presidente concentraba en el Estado, pero eso 
no se trasladó al partido, donde las otras tendencias, si bien fueron 
debilitadas, mantuvieron su poder y, más aún, se enfrentaron al 
poder de Mejía y del PPH. Es cierto que terminaron derrotadas 
en la lucha abierta tras la decisión de Mejía de tratar de reelegirse, 
sin embargo esa derrota no eliminó su presencia y cuota de poder 
en la organización. La prueba de que aún debilitadas sobrevivían 
es simple: Mejía fue derrotado en el 2004 por Leonel Fernández, 
abriendo así una fase de repliegue del PRD que lo condujo en el 
2013 a su práctica desaparición, a partir del control que del mismo 
pasó a ejercer Miguel Vargas y la salida de la organización de la 
mayoría y la formación del PRM.7

Como se aprecia, en el caso del PRD la lucha faccional si bien 
en la transición democrática motorizó la vida interna del partido, a 

7	 Un análisis de la crisis interna del PRD en 2003-2004 se encuentra en 
mi libro Los dos PRD. Raíces sociales y políticas de su presente crisis (2005). 
Para la crisis posterior de los años 2010-2014 véase también mi libro La 
razón democrática (2012). Una perspectiva histórica de dichas crisis la 
proporcionan algunos testigos históricos: Miolán (1984), Espinal (1982) y 
Gamundi Cordero (2014).
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la larga le produjo desastrosos resultados, conduciendo a la orga-
nización en el 2004 a la derrota electoral y a una prolongada fase 
de repliegue que produjo finalmente la división y su práctica des-
aparición como gran partido de masas. Pero el faccionalismo del 
PRD nunca asumió la forma del corporativismo organizacional, 
lo cual supone un acuerdo estable entre las facciones para hacer 
del Estado un botín neopatrimonial y, cuando esa organización 
estuvo en el poder, su capacidad de manejo neopatrimonial de 
recursos públicos fue muy limitada.

En este caso no se trata de que el liderazgo del PRD fuera más 
o menos “virtuoso” en comparación con el liderazgo del PLD, sim-
plemente era políticamente distinto. El faccionalismo perredeísta 
era el producto de un relativo acuerdo político y social impulsado, 
en parte, por su líder histórico, Peña Gómez. La acción faccional 
conducía en este caso a equilibrios políticos recurrentes que defi-
nían la vida del partido y lo dotaban de un cierto democratismo 
en gran medida entrópico en sus resultados, solo controlado por 
la fuerza política del líder. Cuando Peña Gómez desapareció, el 
faccionalismo agudizó la parte perniciosa de su la propia del inte-
rés particularista de los jefes de cada político y abandonó la parte 
virtuosa, el democratismo de sus bases y los requerimientos que 
imponía a su propio líder. Finalmente, esta nueva situación dio 
paso a la división y la práctica desaparición de la organización.

Hay un aspecto común a las dos experiencias de lucha fac-
cional descritas aquí. Me refiero al siguiente asunto: por defini-
ción los líderes de facción requieren representantes en las diversas 
esferas o niveles en que se expresa el poder, tanto en el campo 
estatal (congreso y municipios) como en el social (comunidades 
y pueblos, grupos de interés, etc.). Esto implica una relativa dele-
gación de poder en estas esferas, lo cual supone la negociación y 
el acuerdo. En el PLD esto funcionó más o menos bien mientras 
el liderazgo nacional se mantuvo unido, o al menos manejó sus 
diferencias internas dentro de los márgenes de sus organismos de 
mando, pero en tanto esas diferencias se hicieron públicas acom-
pañadas de la amenaza de perder el poder, se puso en entredicho 
la estabilidad del partido y surgió la división. Por ello, cuando a 
finales del 2015 el Comité Político del PLD decidió congelar la ma-
yoría de las posiciones elegibles de cara a las elecciones del 2016 se 
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hizo evidente lo que de manera difusa se sabía: los líderes locales 
seguían a los jefes faccionales, no por simple lealtad y poder ideo-
lógico de los segundos, sino porque dichos jefes eran los que con-
trolaban las arterias del poder, tanto en la esfera partidaria, como 
en la estatal. Pero lo que había surgido era una nueva realidad que 
se expresaba al menos en tres niveles: los representantes locales 
de los jefes de facción en esa situación incierta deseaban asegurar 
su poder local, había una lucha interna en esta esfera (local) que 
indicaba el surgimiento de liderazgos emergentes que disputaban 
posiciones a los que ya llevaban más de quince años en el poder 
(local, congresional y partidario), y la lucha entre los grandes li-
derazgos pasó a expresarse más allá de los ámbitos decisionales 
centrales del partido e inundó al conjunto de la organización. Sin 
embargo hay más. El interés de Danilo Medina, por la reelección 
desató en el Congreso una escalada clientelar que, más allá de re-
velar simplemente un estilo de ejercicio de la política (la compra 
de lealtades, el acuerdo de marras, el intercambio de favores por 
dinero, etc.), mostró que el poder del Presidente tenía límites y es-
tos se expresaban en el precario equilibrio de fuerzas políticas in-
ternas, donde había un liderazgo alternativo a Medina, encarnado 
en Leonel Fernández. En esas condiciones, simplemente Medina 
necesitaba votos de la oposición para imponer la reelección. Esto 
condujo a la clientilización del Congreso, a la negociación con el 
PRD y, finalmente, a un acuerdo de marras, mediante el cual esta 
última organización pasó a apoyar con ojos cerrados a su antago-
nista histórico, el PLD. Claramente la política dominicana había 
cambiado. Lo que Balaguer en el 1996 logró con astucia y compro-
misos precarios —que llevaron al PLD al poder— ahora en el 2015 
se producía mediante la compra de votos congresionales, la per-
dida de identidades políticas y el agrietamiento de la unidad del 
partido gobernante. Era la misma trayectoria —el pragmatismo y 
la clientilización—, pero ahora el procedimiento era abiertamente 
predatorio: movilizaba millones de pesos y comprometía lo poco 
que quedaba de institucionalidad democrática en el Estado. 

La lucha faccional en el PRD, por su parte, condujo a una suer-
te de auto-aniquilamiento, en lo que, cierto es, no faltó la mano 
oculta del partido gobernante. Pero lo central es que en el PRD las 
facciones cumplían un papel equilibrador en el anterior modelo 
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liderado por Peña Gómez, pues era este líder el factor de equili-
brio del choque de facciones. Gústenos o no, en ese caso la lucha 
faccional manifestaba la diversidad de intereses sociales que en la 
organización confluían, aunque también eran expresión de intere-
ses particularistas de muchos de sus principales líderes. Empero, 
llevada a su máxima expresión, tanto en el caso del PRD como en 
el del PLD, la lucha faccional ha disuelto la conexión con la gente 
por parte de dichos partidos. En su defecto, se ha instalado la po-
lítica clientelar, como estrategia partidaria de alcanzar legitimidad 
en la población. Es por esta vía que el faccionalismo de los partidos 
y en particular del PLD, ha terminado sustituyendo los programas 
políticos por la orquestación de grupos de intereses. Lo único que 
de la gente ha venido a interesar en este tipo de organizaciones 
políticas es el voto. Es claro que en esta dinámica la representación 
genuinamente democrática del pueblo en el Estado se disuelve, 
quedando el ciudadano convertido en un verdadero cliente de 
las facciones, de liderzuelos y burócratas de la política. Pero en el 
PRD esta dinámica en sus consecuencias ha sido más grave, senci-
llamente ha disuelto a la organización, y en el mejor de los casos, 
hoy día la ha reducido a la dimensión de un partido satelital del 
PLD, al tiempo que la salida de la organización de su mayoría y 
la fundación del PRM ha abierto una nueva ventana política, cuyo 
porvenir está en construcción. Lo que sí estos cambios políticos 
parecen indicar es el agotamiento de un estilo o modalidad de 
movilización política, populista y de masas, basada en grandes 
alianzas sociales entre grupos populares, clases medias y las élites 
políticas. En su defecto se ha instalado un esquema hegemónico 
predominantemente clientelista que ha desmovilizado el poten-
cial de acción organizada de grupos populares y de la propia clase 
media, al tiempo que ha profundizado el manejo predatorio del 
Estado por la élite política en el poder, el grupo dirigente del PLD.

3. Los límites del neopatrimonialismo en democracias  
frágiles

Todo lo que podamos especular en torno al poder del clien-
telismo en la política moderna constituye en gran medida una 
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“variable” dependiente del acceso a los recursos del individuo o 
grupo que ejerza el patronazgo y que controla el sistema clientelar. 
Sin ello el clientelismo es una pieza muerta; más aún, no represen-
ta un espacio articulador del poder en las relaciones que las élites 
políticas construyen con la sociedad y el Estado. En las sociedades 
tradicionales, donde las formaciones estatales construyen la base 
de su poder a través del manejo directo de la fuerza y la coer-
ción, como del poder de la religión y la tradición, la presencia del 
“clientelismo” en la modalidad histórica que adopte (reparto del 
botín de guerra, canonjías y favores al séquito palaciego, favores 
a súbditos, repartición de privilegios a la burocracia monárqui-
ca, etc.) se expresa en resumidas cuentas en el poder terrateniente 
sobre los productores directos (campesinos o cultivadores agríco-
las), en la prebenda o botín derivado de la guerra (militares), o en 
las gratificaciones al séquito palaciego y estamentos privilegiados 
(burócratas, cortes y liderazgo religioso), derivados, por lo gene-
ral, de la guerra o de los impuestos directos a la población (Weber, 
1948 y 1972, Tilly, 1975). 

En las sociedades estatales modernas la relación descrita, que 
he llamado clientelista, tiene una naturaleza muy distinta, pero 
permanece dependiendo del poder del grupo patronal (o clien-
telar) para acceder a recursos. Por ello quizás lo que distingue el 
ejercicio clientelar moderno es la función mediadora que pasa a 
tener el Estado y la lógica de legitimación que pasa a ejercer la 
práctica clientelar. De todos modos, no podemos olvidar un com-
ponente determinante: mientras las sociedades tradicionales son 
esencialmente estamentales y rígidas en su potencial de cambio 
social, las sociedades modernas son sociedades de clase, sujetas 
a procesos continuos y rápidos de movilidad y cambio sociales 
(Bendix, 1977).

En las modernas sociedades democráticas se introduce otra 
mediación que condiciona la práctica clientelar, se trata del princi-
pio de representación política a partir del cual se articula la cons-
trucción del poder en el Estado. Como ha insistido Lefort (1990), en 
la sociedad democrática el poder remite a un lugar vacío, pues el 
mismo se define por medio de la presencia y control temporal en 
el Estado de parte de quienes asumen la función representativa de 
gobierno y legislación. En la sociedad democrática quien gobierna 
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lo hace “a nombre de” y en un marco temporal preestablecido se-
gún reglas que rigen la competencia por el poder.

Al introducir este componente en la maquinaria clientelista 
como mediación que ahora persigue no simplemente “ganar un 
cliente”, sino hacerlo a través de la acción política que legitime 
el poder en condiciones democráticas, el principio de representa-
ción pasa a condicionar la acción clientelar y la universaliza en sus 
efectos. Y esto último termina asumiendo un papel determinante 
en la legitimación del régimen político. 

En una sociedad “democrática” lo dicho hace de las elecciones 
el eje central o “territorio político” donde la acción clientelista se 
articula en sus efectos y, al igual que la opinión pública (medida 
en encuestas, medios de comunicación, etc.), termina constituyén-
dose en componente central de la articulación de los vínculos de 
las élites con la sociedad. Es por este medio que el clientelismo, 
una vez se ha erigido en un poderoso mecanismo que articula las 
relaciones de las élites con la ciudadanía, se erige a su vez en com-
ponente de la legitimidad de un régimen político. Esto define una 
realidad muy cambiante, no porque la opinión de la gente puede 
cambiar y cambia, a la luz de los certámenes electorales que defi-
nen quien gobernará, sino porque la sociedad moderna es inesta-
ble en su estructura y composición, a diferencia de una sociedad 
tradicional que por definición es más estable en su potencial de 
cambio social y homogénea en su composición estamental (Weber, 
1972). De esta forma, mientras en la sociedad tradicional el cambio 
social es menos frecuente, el conflicto violento es más recurrente 
que en la sociedad moderna; al mismo tiempo, en la sociedad tra-
dicional lo que define la legitimidad del orden social y político (ya 
sea el militarismo, el dogma religioso o el poder de la tradición) se 
articula a través del estamento, mientras en la sociedad moderna 
la legitimidad política depende de la capacidad de las élites de 
movilizar al individuo e influir en su punto de vista, lo que hace 
del orden social moderno una realidad cambiante y del orden 
político algo incierto, aunque los grupos sociales se modifiquen 
con un ritmo distinto. La paradoja de la modernidad capitalista 
es que, al mismo tiempo que encuadra al individuo en una estruc-
tura de clases, generaliza como categoría social el individualismo 
(Dumont, 1985). De ahí que el clientelismo, que por definición 
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apela a una acción particularista de doble vía (patrón/cliente), se 
enmarque en relaciones políticas que afectan a los colectivos so-
ciales (clases, familias, comunidades, etc.). (Mann, 1997).

La otra cuestión del debate en torno al lugar ocupado por el 
clientelismo en la sociedad moderna es la dimensión institucional 
del Estado. El eje central de este asunto es claro: el clientelismo por 
definición es particularista, mientras la regla institucional del Es-
tado moderno es universalista y se abstrae del individuo concreto. 
Esto genera en estados capitalistas institucionalmente débiles una 
tensión que pone en permanente peligro su estabilidad y las bases 
mismas de su legitimidad.8 Por un lado, el Estado se ve obligado 
a tratar de limitar el potencial del clientelismo como relación po-
lítica, pues su generalización en el Estado demolería el principio 
básico de su institucionalidad: la regla universal abstracta. Por 
otro lado, ese mismo Estado moderno requiere de mecanismos 
que le permitan involucrar al individuo, al sujeto particular, en 
la construcción de la legitimidad política del régimen y el clien-
telismo puede cumplir, junto a otros mecanismos como el Estado 
de Bienestar, esa tarea. El resultado es una tensión permanente 
donde el Estado debe impedir el quiebre de sus instituciones y por 
otro debe promover acciones y mecanismos políticos que lo legiti-
men, lo que puede terminar poniendo en peligro precisamente su 
estabilidad institucional. El clientelismo como categoría política 
aparece aquí situado en la base misma del Estado moderno y sus 
tensiones.9 

8	 En las sociedades capitalista de alto nivel de desarrollo el peligro cliente-
lar existe, lo que frena su expansión es, entre otros factores, el pacto políti-
co que implica el llamado Estado de Bienestar, el cual por sí mismo hoy se 
encuentra precisamente en crisis. Sin embargo, posiblemente la clave del 
límite que impone la democracia en el capitalismo altamente desarrollado 
se encuentra en el poder de la ciudadanía, no del Estado. Pero es preci-
samente ese poder ciudadano el que hoy se encuentra cuestionado, ante 
los cambios que ha impuesto la globalización y la propia crisis del Estado 
de Bienestar. Para un análisis de este debate ver a: Castells (1997 y 1998), 
Held (1997 y 1999), Stiglitz (2006).

9	 Una tensión análoga es la que se planteó en su tiempo Max Weber: la 
producida entre carisma y organización. El sesgo conservador de la 
interpretación de Weber lo llevó a una visión escéptica sobre el porvenir 
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Es aquí donde el faccionalismo del sistema de partidos domi-
nicano, como ejemplo paradigmático, abandona el potencial mo-
vilizador de la política populista que apela al pueblo como sujeto 
antagonista de la élite (Laclau, 2011). El faccionalismo llena ese va-
cío político por la fuerza del clientelismo que cohesiona a los suje-
tos, no como colectivo social, sino como suma de clientes leales al 
patrón. Para ello el Estado —y el modelo PLD lo atestigua— brin-
da a quienes controlan sus recursos la capacidad para producir la 
sumisión clientelista. El PLD en el poder ha llevado esta relación a 
niveles sumamente refinados, aplastantes e insospechados.

Sin embargo, pese a todo su poder, la experiencia del PLD re-
vela que el Estado no es un ente monolítico y en él se reconocen 
imperativos institucionales que expresan el potencial de presión, 
negociación y acuerdo, de actores civiles y políticos que las estruc-
turas estatales no controlan. Esto se aprecia claramente en el juego 
de presiones en torno al tema de la corrupción y la exigencia de 
transparencia en el ejercicio de políticas públicas.10 El resultado 
de esa lucha decide la suerte de las élites que controlan los apa-
ratos de Estado, como a su vez limita la potencia del clientelismo 
como mecanismo de hegemonía. Los casos aleccionadores que re-
velan las derrotas estatales de las administraciones del PLD en 
este campo son muy claros: fracaso de los mecanismos protectores 
de dirigentes corruptos que han llevado a la justicia a expresar 
su sumisión ante el poder central y el propio partido gobernante, 
manifiestan no solo el poder del PLD sino sobre todo su fraca-
so en sostener su legitimidad como poder político: sus dirigentes 
han salido “libres” o no sometidos a la sanción de la ley, pero la 

de la democracia y de la política parlamentaria alemana de finales del 
siglo XIX y principios del siglo XX, pero eso no debe ocultar el serio 
problema que señala su argumento: el de la construcción de las bases de 
la legitimidad política del Estado moderno y los peligros autoritarios que 
permanentemente asechan a la modernidad capitalista. Véase a Weber 
(1972), Habermas (1998) y Tilly (2010). 

10	 Además de los informes y estudios del Movimiento Cívico Participación 
Ciudadana y FINJUS sobre el tema de la corrupción, el lector interesado 
en el tema del impacto de este debate en la opinión pública debe ver el 
periódico digital Acento.com.do.
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organización ha perdido legitimidad. Los acusados posiblemente 
salgan “ilesos” pero su partido está marcado. Asimismo, acciones 
autoritarias del gobierno central en su intento de acallar la pro-
testa ciudadana en el caso de la OISOE, por ejemplo, permiten 
reconocer la incapacidad gubernamental ante la corrupción de sus 
incumbentes gubernamentales y los profundos intereses corrup-
tos que vulneran el poder central. Los escándalos del poder judi-
cial ante la clara evidencia de redes mafiosas de jueces envueltos 
en casos de corrupción indican, finalmente, la vulnerabilidad del 
poder corporativo del partido de gobierno. 

Cada cierto tiempo surgen conflictos o diferencias entre el Mi-
nisterio Público y el sistema formal de justicia. Por ejemplo, entre 
abril del 2015 y enero del 2016, el Procurador General de la Repú-
blica acusó a la judicatura de ser complaciente e incluso en mu-
chos casos estar involucrada en redes mafiosas. Esto coincidió con 
un momento de endurecimiento del conflicto interno en el partido 
de gobierno entre las facciones leales al Presidente Medina y los 
seguidores de Leonel Fernández. Esta situación de suyo expresa 
claramente no solo el choque entre facciones del PLD, sino princi-
palmente la sumisión de los poderes del Estado a la lucha faccio-
nal del partido gobernante. Fue el propio Procurador General el 
que, ante la decisión de la SCJ de rechazar la posibilidad de some-
timiento a la acción de la justicia a un senador de la República y 
cercano colaborador del expresidente Leonel Fernández, declaró 
que la Procuraduría General de la República, ante la decisión de 
la SCJ, no apelaría esta decisión, indicando que esto lo hacía ya 
que no confiaba en la SCJ. Unos días después del planteamiento 
del Procurador General, en una reunión del Presidente Medina 
con directores de medios impresos, el primer mandatario decla-
ró que el sistema de partido había entrado en una fase de crisis, 
admitiendo de hecho la existencia del problema.11 Independien-
temente de cualquier otra interpretación que pueda hacerse de la 
declaración presidencial y de la decisión del Procurador General, 

11	 Véase el periódico Hoy, edición del 18 de febrero del 2016; también véase 
al diario digital sietedias.com en sus ediciones 9 abril 2015, 21 octubre del 
2015 y 7 enero del 2016.
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ambas evidencian, de un lado, un serio problema del sistema de 
justicia y por el otro, revelan el poder entrópico del sistema de 
partidos, pero esencialmente destacan el poder presidencial y el 
surgimiento de una voluntad cesarista del propio Presidente de 
la República.

Así, pues, las redes clientelares al fin y al cabo no pueden im-
pedir el agrietamiento de la legitimidad de fuerzas políticas pre-
cisamente muy poderosas. Esto, sin embargo, no indica nada del 
potencial de cambio político ante la crisis del poder central sos-
tenido en premisas neopatrimonialistas y lógicas clientelares. El 
cambio político, a su vez, requiere la organización de la sociedad 
y el cohesionamiento legítimo a los ojos de los ciudadanos de al-
ternativas políticas (Tilly, 2010).

Todo lo dicho hasta aquí indica claramente que, por regla ge-
neral, el acceso masivo a recursos estatales en las usuales modali-
dades neopatrimonialistas hacen del Estado democrático un ente 
frágil en su capacidad de sostenimiento de las reglas mínimas de 
la democracia política (competencia electoral justa, transparencia 
de las políticas públicas, justicia y poder congresional autónomos, 
etc.); la experiencia dominicana demuestra con creces la fuerza 
de esta afirmación. El caso dominicano también indica que para 
su éxito la eficacia de la clientela como políticas propias de un 
“Estado Predatorio”12 depende de variables que por lo general la 
élite del poder no controla en su plenitud o de ninguna manera. 
En primer lugar, depende de la capacidad estatal de acceso a re-
cursos. Esto puede resolverse de varias maneras, pero nunca debe 
olvidarse que el acceso a recursos es solo la condición necesaria, 
se requiere además el marco institucional que facilite su manejo 
para fines clientelares.13 Requiere también que en el marco de la 

12	 El Estado predatorio planteado por Peter Evans (1991) representa un 
modelo cuya “legitimidad” se articula en base al terror. En ese marco la 
predación no necesariamente es un resultado exclusivo del atraso, es más 
bien el producto extremo del autoritarismo. En realidad representa una 
variante sultanista de dominación (Chehabi, 1998). 

13	 En el caso dominicano se trata de la coexistencia de una lógica de la 
tributación con alta eficiencia recaudatoria, pero débil capacidad de 
control institucional de esos recursos por parte de los aparatos estatales 
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economía se produzcan condiciones que determinen un acceso es-
table a dichos recursos, lo cual no depende de la capacidad de la 
élite del poder, sino del marco estructural de la economía y de la 
propia coyuntura.14 Sin embargo, la élite política en el poder pue-
de, dentro de cierto margen y durante cierto tiempo, intervenir en 
este proceso a través de políticas públicas que estimulen el gasto 
o provean recursos, como es el caso de las políticas de endeuda-
miento externo que sistemáticamente han manejado los gobiernos 
del PLD.15 Finalmente, todo esto depende de las correlaciones de 
fuerzas políticas, no solo respecto a los actores políticos organiza-
dos, sino también respecto al empresariado y la sociedad civil. En 
esto último el PLD ha sido exitoso, logrando que sus adversarios 
no alcancen acuerdos y compromisos estables y coherentes. Lo 

que controlan al Poder Ejecutivo. En ese marco el manejo de un congreso 
dócil ante el poder central le facilita a este último que la política de 
empréstitos internacionales, como fuente de recursos, sea en la práctica 
un ejercicio incontrolado; finalmente, hay un manejo de favores hacia 
los empresarios que les obliga en reciprocidad a movilizar recursos para 
programas políticos específicos.

14	 La matriz exportadora de servicios facilita la tarea: asigna a la política 
económica un rol articulador en la movilización del excedente, lo cual se 
ve claramente con la prudente política de estabilidad de la tasa de cambio 
y el control de la inflación. Indica también la favorabilidad del mecanismo 
de recaudación que se ha hecho crecientemente eficiente, pero sin el 
recíproco de una rendición de cuentas rigurosa por parte de determinadas 
instituciones estatales en cuyas manos descansa precisamente la política 
de gastos públicos. Véase a Guzmán (2011).

15	 Una de las principales políticas de crecimiento que han caracterizado 
las administraciones del PLD es el recurso al endeudamiento como 
mecanismo de financiación de programas de inversión en diversos rubros, 
donde sobresale la infraestructura vial, en particular la construcción del 
metro de Santo Domingo, pero también los empréstitos han financiado 
gastos corrientes. La principal crítica que se ha hecho a esta estrategia de 
financiación es el carácter generalmente improductivo de los proyectos 
en que se invierten los recursos, o para cuya recuperación de inversión no 
se tienen mecanismos claros y postergan a su vez inversiones necesarias 
para el desarrollo. Mediante este procedimiento el gobierno dominicano 
ha llegado a comprometer en el 2015 alrededor del 40% de los ingresos 
ordinarios presupuestados por concepto de servicio de la deuda (capital 
e intereses), cifra preocupante. 
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indicado en este libro muestra cómo la coherencia y estabilidad 
de los compromisos parecen ser precondiciones necesarias para 
que una política democrática opositora logre enfrentar con rela-
tivo éxito la fuerza de las élites políticas clientelistas y el poder 
de quienes controlan neopatrimonialmente el Estado.16 La larga 
permanencia del PLD en el poder, sostiene esta hipótesis.

4. El fantasma autoritario y la crisis del Estado  
democrático de derecho

Hemos podido apreciar cómo la cultura autoritaria ha per-
meado la trayectoria del proceso democrático dominicano, con-
dicionando el funcionamiento de sus instituciones. Esto ha hecho 
de la construcción del Estado democrático de derecho una ficción, 
por más que los gobernantes de turno se empeñen en defender 
la peregrina idea de que vivimos en una sociedad democrática 
“establecida”, donde el Estado de derecho protege eficazmente a 
sus ciudadanos.

Si bien hemos apreciado que la llamada transición democráti-
ca, iniciada en 1978, se anotaba un punto al someterse el principal 
actor político autoritario (Balaguer) del período previo (1966-1978) 

16	 Los ejemplos históricos son contundentes. El fracaso del “Acuerdo de 
Santiago” para enfrentar el reeleccionismo balaguerista se relaciona 
estrechamente con la división del PRD en 1973 y la salida de Juan Bosch 
del partido fundando el PLD. En 1978 el PRD logró derrotar a Balaguer, 
precisamente porque Peña Gómez, entre otros factores, no solo unificó 
internamente al PRD sino que pudo unificar en torno suyo y a su partido 
un conjunto heterogéneo de fuerzas políticas y sociales, a lo que se suma 
su estrategia hacia los liberales de Washington. En el 1986 el PRD fue 
derrotado por Balaguer a consecuencia de la división interna del partido 
y el conflicto entre Jacobo Majluta (candidato presidencial) y el entonces 
Presidente de la República Salvador Jorge Blanco. En 1990 Juan Bosch 
líder del PLD, siendo el candidato favorito, pudo ser derrotado por 
Balaguer, en unas elecciones con todos los visos de ser fraudulentas, 
por la resistencia de Bosch a unir fuerzas con el PRD. Véase a Gamundi 
Cordero (2014), Catrain y Oviedo (1981), Chaljub Mejía (2015), Espinal 
(1982), Messina (1988) y Nelson (1994).
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a las reglas de la competencia política democrática (1986), una vez 
de nuevo en el poder Balaguer, la cultura del fraude electoral re-
gresó a la escena y el país vivió dos momentos de crisis electoral: 
en 1990, cuando los resultados electorales fueron cuestionados 
por el PLD, y en 1994, donde Peña Gómez y el PRD demostraron 
que contra el líder socialdemócrata se produjo un fraude electoral.

Hartlyn (2008) ha planteado que esos eventos electorales frau-
dulentos expresaron una regresión autoritaria del proceso de tran-
sición democrática dominicano. Como se ha visto (Capítulos II y 
III) he defendido el punto de vista de Hartlyn (Lozano, 2014). De 
todos modos, también he planteado la necesidad de profundizar 
esta línea de análisis. En primer lugar, a mi parecer esa regresión 
autoritaria al final de la transición es un claro indicio de varios 
asuntos poco discutidos en los análisis latinoamericanos sobre los 
procesos de cambio democrático.17 En primer lugar, nos advierte 
que la transición no es un proceso lineal, no solo porque pueden 
ocurrir regresiones autoritarias, sino porque el proceso mismo de 
transición está atravesado por el marco institucional de ascendien-
te autoritario que se intenta superar, el cual en muchos aspectos 
sostiene los cambios que la transición impulsa. En segundo lugar, 
nos indica la presencia de una cultura política de corte autoritario 
que afecta no solo a los actores propiamente “autoritarios”, sino 
también a los “demócratas” mismos.18 Por lo menos en el caso do-
minicano, esto hizo de la transición democrática iniciada en 1978 
un proceso muy frágil, en su dimensión institucional, e incierto en 
la base política que lo sostenía. 

Llegados a este punto, introduzco un enfoque ligeramen-
te diferente al de Hartlyn. En primer lugar, sostengo que los  

17	 Debe verse el libro de Whitehead (2002) sobre la experiencia democrati-
zadora en Latinoamérica. Asimismo, véase Lesgart (2003), que hace un 
recuento histórico del debate sobre las transiciones latinoamericanas, y 
Nohlen (1995), que presenta un análisis crítico-comparativo.

18	 Hasta donde llegan mis escasos conocimientos, ha sido Linz (1978b) 
quien más ha insistido en la dimensión cultural del proceso de cambio 
democrático. Su enfoque del autoritarismo es esencial para la comprensión 
de la transición desde la perspectiva de los obstáculos socio-culturales al 
cambio democrático. 



Wilfredo Lozano438

elementos expuestos permiten asumir una aparente paradoja: el fi-
nal de la transición democrática dominicana y el inicio de su fase de 
consolidación, se producen en un contexto de crisis, definido por el 
fraude electoral de 1994. Este fraude contra Peña Gómez y el PRD 
expresa el peso de la cultura autoritaria en el balaguerismo históri-
co, cierto es. Sin embargo, la solución a la crisis planteada en ese mo-
mento condujo a una reforma constitucional que definió las “líneas 
gruesas” que en el plano institucional requería la transición y que de 
hecho no se asumió en 1978:19 una reforma constitucional que frena-
ra la vocación reeleccionista del balaguerismo y comenzara a forta-
lecer los espacios institucionales que requería el “momento” demo-
crático, como era la reforma de la justicia, la asunción del contexto 
transnacional de la sociedad dominicana, las reformas moderniza-
doras en las fuerzas armadas y la policía, en fin, verdaderos cambios 
en las reglas del juego democrático. Fue en ese momento, pues, que 
se inició la llamada consolidación, precisamente a consecuencia de 
la acción autoritaria del fraude. De esta forma, la transición demo-
crática dominicana iniciada en 1978, casi dos décadas después, dio 
paso a otra fase que prefiero caracterizar como de consolidación, 
pero sostenida en premisas con un claro ascendiente autoritario en 
lo que podríamos definir como el marco cultural en que se movieron 
los actores y la visión ideológica que los cohesionaba. 

Es esto último como se ha visto (capítulos II y III) lo que per-
mite apreciar en 1996 el sentido histórico del pacto político entre 
el PLD, hasta ese momento una fuerza política de izquierda, y Ba-
laguer, líder de las fuerzas de la derecha conservadora. Ese pacto 
fue bautizado como el “Frente Patriótico” y mediante el mismo se 

19	 Es claro que en 1978 las condiciones que permitieron el inicio de la 
transición, obligando a Balaguer a aceptar los resultados de las elecciones, 
impedían que los problemas arriba señalados se asumieran en lo 
inmediato. Por otro lado, y esto es lo esencial, el equilibrio de fuerzas 
en que descansaba el primer gobierno resultado de la transición, el de 
Guzmán (1978-1986), encontraba en el Congreso y principalmente en el 
sistema de justicia, una seria limitación para poder impulsar propuestas 
de fondo de cambio institucional. A esto se añade la forma política que 
asumió la transición: en una primera fase (1978-1986) envuelta en una 
permanente tensión interna del partido gobernante y en una segunda fase 
(1986-1996) atrapada por un gobierno de factura conservadora. 
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dio inicio a un proceso de consolidación democrática conservado-
ra, cuyas consecuencias vivimos hoy con el enquistamiento en el 
poder del PLD. Por ello sostengo que la consolidación democrá-
tica, ha postergado at infinitum el cambio político que podría con-
ducir al fortalecimiento de un Estado de derecho. Se trata, pues, 
de una democracia “trunca” la que se ha estado construyendo. Se 
ha creado así un Estado clientelista y corporativo que, apoyado en 
un respeto formal a las reglas de la competencia democrática, ha 
terminado anulando en gran medida la premisa básica de todo ré-
gimen democrático: la asociación de iguales ante la ley, vale decir, 
el Estado de derecho.

El expresidente Leonel Fernández ha tenido una “intuición” de 
esta problemática y ha intentado darle un inteligente uso político. 
Ha planteado que con la reforma constitucional del 2010 se inicia 
en el país una “revolución democrática”. Independientemente de 
que los hechos posteriores han desmentido con creces este argu-
mento, lo esencial es que le ha permitido al expresidente asumir 
que el régimen democrático constituye en esencia una simple for-
ma jurídico-política y no una “forma” política y social. Con ello, el 
exmandatario presenta en sus análisis una lectura juridicista de la 
realidad social y somete la realidad política del poder a una suerte 
de racionalización jurídica que le permite ocultar precisamente la 
realidad política, la forma concreta del manejo del poder. Su inte-
ligente fórmula, sin embargo, no puede ocultar que la democracia, 
como también cualquier otra formación política e histórica, es una 
realidad política (de poder) y civilizatoria (el derecho), es decir, 
un fenómeno de poder y de cultura, una forma de vida social. De 
todos modos, Leonel Fernández ha logrado convertir este enfoque 
en uno de los pilares de la mirada conservadora-modernista que 
anima su política. Mi crítica al planteamiento del ex Presidente 
Fernández no deja de reconocer que su tesis conservadora es cohe-
rente y, a mi juicio, funda un nuevo punto de vista conservador y 
modernista, que ha sustituido la mirada conservadora y autorita-
ria que animaba a su predecesor y del cual persigue ser su herede-
ro: Balaguer. Asistimos así a la fundación de un enfoque neocon-
servador frente al cual el liberalismo democrático de ascendiente 
socialista (socialdemócrata) y la propia izquierda marxista deberá 
discutir de manera seria y sin prejuicios.
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El giro conservador que el ascenso al poder del PLD le ha 
dado a la consolidación democrática no por ello anula la presen-
cia histórica de dicho régimen político. Lo que debe preocupar, y 
preocupa, son las consecuencias que ello ha tenido en lo que al fin 
y al cabo son premisas básicas de toda sociedad democrática: la 
ciudadanía y el carácter realmente competitivo del régimen po-
lítico. Visto en esta perspectiva, la larga fase del proceso demo-
crático, que he caracterizado como clientelar y corporativa, tras 
el ascenso al poder de Leonel Fernández (1996-2000 y 2004-2012), 
y a la cual da término el gobierno de Danilo Medina (2012-2016 
y 2016…) —ambos gobernantes provenientes del mismo partido 
(PLD)—, obliga a plantearse las limitadas condiciones en que este 
largo proceso se ha producido y cuál ha sido su impacto en lo que 
podría definirse como el futuro de la democracia dominicana.

Tres problemas hay que discutir aquí: la crisis de la ciudada-
nía democrática, como eje central de la construcción del Estado de 
derecho; el bloqueo de la competencia justa en el campo político, 
como producto de un tipo de hegemonía que ha concentrado en 
el PLD las bases del poder, lo que se ha dado en reconocer como 
la construcción del partido único como posibilidad histórica; y fi-
nalmente, la generalización del manejo patrimonial de las institu-
ciones y los recursos públicos por parte del partido hegemónico 
en el poder.

Ciudadanía, democracia y sociedad civil

Un elemento poco discutido, aunque de alguna manera siem-
pre insinuado, es el precario proceso de construcción de ciudada-
nía que ha acompañado al proceso democratizador dominicano 
desde la muerte del dictador Rafael Leónidas Trujillo en 1961 a 
nuestros días. Esto no se puede apreciar con claridad si concentra-
mos la atención únicamente en los problemas que ha enfrentado la 
construcción de la sociedad civil, o, en su defecto, pensamos que 
lo esencial del proceso democrático es la construcción de un sis-
tema electoral competitivo, transparente y justo. Sin embargo, es 
la producción de la ciudadanía democrática, vale decir, de un sis-
tema de derechos que rodeen al ciudadano, del cual el ciudadano 
no solo tenga conciencia, sino también acceso a las instituciones 
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que permiten su reclamo, defensa y ejercicio, lo que articula el Es-
tado democrático de derecho. Esto tiene una importancia tal que 
un organismo como el PNUD, a finales de los ochenta, produjo 
un informe de expertos que concluyó afirmando, como premisa 
del programa democrático que debía impulsarse en la región la-
tinoamericana, que la producción de ciudadanía constituía el eje 
central de la democracia.20 

20	 La construcción de ciudadanía está atravesada no solo por la producción 
de un sistema de derechos que asegura el Estado, sino por un marco de 
instituciones a partir de las cuales los ciudadanos se expresan y logran 
que el Estado asuma los acuerdos y compromisos que se producen 
entre los actores sociopolíticos que organizan la vida pública. Se trata 
precisamente de los partidos, que expresan la dimensión política de 
este proceso y de la sociedad civil, que asume la dimensión social. En 
realidad, ambos elementos se imbrican y mutuo alimentan. De esta forma 
la construcción de ciudadanía no es otra cosa que la construcción de los 
aparatos políticos por medio de los cuales la sociedad se moviliza. Cuando 
las acciones así producidas generan resultados que afirman la voluntad 
democrática del colectivo social esas acciones tienden a cristalizar en 
acuerdos y compromisos estables, a partir de los cuales se producen las 
instituciones que en el Estado adquieren forma jurídico-institucional 
como un sistema de derechos. Naturalmente, una vez producidos los 
compromisos, los mismos asumen una autonomía que permite organizar 
la vida civil, económica y política, donde el sistema de derechos actúa 
como un mecanismo autónomo regulador. De ahí que no podamos ver la 
ciudadanía como un simple sistema organizado de derechos y deberes de 
los sujetos políticos, sino como un proceso mediante el cual la comunidad 
política se crea a sí misma y para ello produce precisamente un marco de 
reglas y compromisos que resultan productos de sus luchas. En el fondo 
no es el Estado, sino la propia sociedad la que crea la condición ciudadana. 
Ciertamente, el Estado define el territorio político e institucional en torno 
al cual se organizan los productos del proceso político (dominación, 
legitimidad y consenso). Aun así, el sistema estatal no debe asumirse como 
un simple sub producto de la acción de la sociedad. Dicho sistema define 
un cuerpo institucional propio y su dinámica tiene autonomía, de forma 
tal que la misma, dentro de ciertos límites, le permite poner en ejercicio 
un mecanismo coercitivo sobre la propia sociedad, mediante el cual se 
asegura un determinado orden social, económico y sobre todo político. 
Es por todo ello que debemos asumir la construcción de la sociedad civil 
como un proceso cuyo sentido lo aporta la construcción y dinamismo de 
la sociedad política. Debe verse el estudio clásico de Poulantzas (1971) que 
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En realidad esta preocupación legítima del PNUD introducía 
con elegancia una crítica a la visión predominante sobre la tran-
sición democrática de los ochenta, con su acentuado énfasis en la 
construcción de los “actores” democráticos (partidos), su enfoque 
en la capacidad de acuerdo entre los protagonistas de la transición 
(demócratas y autoritarios) y su demasiado enfático entusiasmo 
en la construcción de un sistema electoral competitivo como cla-
ves del éxito de la transición.

Bien pensado el asunto, en realidad esa tensión oculta un fal-
so problema. Los obstáculos encontrados por la transición, como 
se ha discutido en este libro, eran tanto el producto del marco 
institucional en que la transición se producía, como de la cultura 
política que envolvía a los propios actores políticos. Esto indica 
que la producción del espacio político competitivo (elecciones 
libres) y la producción de actores políticos democráticos (parti-
dos) no solo representaban prerrequisitos de la democratización, 
sino que operaban como imperativos realistas. Esto no supone 
negar la necesidad de afirmar la condición ciudadana como re-
quisito del proceso democrático, sino simplemente reconocer su 
precondición política para poder hacerlo. En otras palabras, no 
habría ciudadanía democrática sin el momento político que lo 
posibilite.

El problema consiste en que pasada la transición y afirmados 
los espacios democráticos, la condición ciudadana ha encontra-
do obstáculos formidables para afirmarse. En consecuencia, el 
Estado de derecho, que debía fortalecerse como producto mis-
mo de la transición, en el momento de la consolidación se ha 

analiza la complejidad del proceso que asegura la autonomía relativa del 
Estado. Para una visión del debate sobre la sociedad civil y el lugar que 
ocupa en el orden político moderno ver a Cohen y Arato (2000). Para una 
reflexión histórico-política sobre la construcción de la sociedad civil véase 
a Keane (1992). Schnapper (2004) proporciona una reflexión ordenadora 
del lugar de la sociedad civil en la construcción de la comunidad política 
democrática. Las formas históricas de desarrollo de la sociedad civil están 
magistralmente sintetizadas en Marshall (1998). Para la discusión del 
contexto jurídico-institucional y garantista véase a Ferrajoli (2008). Para la 
discusión del caso latinoamericano ver a PNUD (2004). .
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demostrado débil en sus posibilidades políticas de afirmarse, 
siendo precarios sus logros institucionales concretos. Aquí nos 
enfrentamos a un serio problema, al menos en el caso dominica-
no. Lo plantearé de este modo: si bien es cierto que en múltiples 
sentidos en el país el proceso de ciudadanización comienza con 
el surgimiento mismo de la República, lo cual se expresa en los 
marcos constitucionales que el proceso de construcción republi-
cana fue teniendo, modernamente es el siglo XX el que da inicios 
al ordenamiento político de la ciudadanización. Además del de-
recho al voto femenino alcanzado en 1948, hay otros procesos de 
ciudadanización, como lo es el cambiante proceso de organiza-
ción corporativa del mundo del trabajo, que alcanza un impor-
tante nivel de desarrollo en los años cincuenta del siglo XX y un 
importante nivel de organización corporativa del mundo cultu-
ral en los albores del siglo XX (Paulino, 2010; Martínez-Vergne, 
2010; Céspedes, 1984). Pero es el desplome de la dictadura truji-
llista en 1961 el que potencia la ciudadanización política, lo que 
se expresa claramente en el proceso de construcción democrática 
que de inmediato se intenta construir (Cassá, 1990; Álvarez et. 
al., 2010: Espinal, 2001; Hartlyn, 2008).

Aun así, la ciudadanización, desde el punto de vista de la 
vida democrática, es un producto tardío y se expresa en el cre-
ciente nivel de participación electoral, como en la rápida diná-
mica organizativa que adquiere la política de partidos, tras la 
muerte del dictador Trujillo en 1961. La otra dimensión colectiva 
del proceso de ciudadanización que se inicia tras la desaparición 
del dictador lo es sin duda la organización del movimiento obre-
ro (sindicalización), así como de los grupos profesionales y del 
empresariado (Peña Valdez, 1978; Moya Pons, 1997; Álvarez et. 
al., 2010). En poco menos de una década, entre 1961 y el inicio 
de la década de los setenta, la sociedad dominicana pudo pre-
senciar un rápido e intenso proceso de organización ciudadana 
—como se discute en el Capítulo IV de este libro—, pese al giro 
autoritario que tomaba esta fase del proceso de cambio político 
post-dictadura trujillista (Duarte, 1986; Oviedo y Espinal, 1986). 
Aun así, lo característico de estos años difíciles fue el crecimiento 
de organizaciones políticas, sobre todo en el campo opositor, con 
el PRD a la cabeza y un movimiento de izquierdas, que si bien no 
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tenía una presencia de masas significativa, tenía influencia en los 
sectores medios e intelectuales.21 

La reacción termidoriana que se produjo en el país tras la de-
rrota militar de las fuerzas constitucionalistas en 1965 no solamen-
te condujo a un régimen autoritario, con Joaquín Balaguer a la ca-
beza (1966-1978), produjo también, entre otros efectos, un freno al 
desarrollo corporativo de la sociedad civil. Sin embargo, el inicio 
de la transición democrática en 1978 estimuló de nuevo el auge 
de las organizaciones de la sociedad civil, en particular del movi-
miento sindical, como se ha visto (Capitulo IV). (Oviedo y Espinal, 
1986; Duarte, 1986; Álvarez, et. al., 2010).

De todos modos, lo que en este momento debe concentrar 
nuestra atención es el siguiente hecho: los dos momentos de auge 
organizacional de la ciudadanía en su dimensión social (1961-
1965 y 1978-1986), fortalecieron esencialmente dos niveles del 
desarrollo de una ciudadanía democrática: la reivindicación so-
cial en materia salarial y derechos laborales, vale decir, la dimen-
sión propiamente gremial, principalmente en el ámbito sindical 
y el desarrollo de capacidades organizacionales en lo relativo a 
las luchas por el nivel de vida. Los efectos, pues, del cambio de-
mocrático se concentraron en este caso en el fortalecimiento de 
capacidades sociales. Sin embargo, esas capacidades no tuvieron 
un correlato inmediato en un cuerpo de derechos que apoyaran 
y consolidaran esas conquistas sociales. Brindo un par de ejem-
plos. Fue en el 1990 que se aprobó un nuevo código de trabajo 
que sustituyera a la vieja legislación trujillista (Díaz, 2004); ape-
nas en el 2003 fue que se aprobó una efectiva ley de seguridad 

21	 Desde los años sesenta hasta los años ochenta del pasado siglo XX el 
movimiento estudiantil constituyó una suerte de vanguardia organizada 
del movimiento social y en particular del movimiento democrático, sobre 
todo de la acción de la izquierda política. A partir de los noventa comenzó 
a declinar, al punto de que hoy día (2016) no tiene mayor importancia en 
la lucha social y política. Esto abre una discusión que no deja de tener 
importancia: ¿esto constituye una expresión del declinar general del 
movimiento de izquierda? ¿Expresa un deterioro de la acción organizada 
de la sociedad civil? O, ¿es el fin de todo un ciclo de movimientos de 
protesta?
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social en el país, al tiempo que entre 1986 y 1996, bajo el segundo 
gobierno de Balaguer (el de los diez años), el nivel de vida de los 
trabajadores se deterioró, y durante todo el período 1990-2015 la 
capacidad adquisitiva del peso dominicano se retrotrajo de hecho 
a los niveles de los años setenta (CEPAL, 2001). En dos palabras, 
si bien entre 1961 y 1982 los trabajadores alcanzaron conquistas 
de importancia, las mismas no cristalizaron en instituciones esta-
bles que salvaguardaran y profundizaran esas conquistas, como 
es el caso de la seguridad social. Asimismo, las reformas neolibe-
rales, entre otros de sus resultados, debilitaron la capacidad de 
organización sindical de los trabajadores. Cientos de sindicatos 
desaparecieron en esos años, mientras otras agrupaciones obreras 
dejaron de ser efectivas. No es casual que las organizaciones que 
mantuvieron capacidades reivindicativas fueran las vinculadas a 
la vida profesional (abogados, médicos y enfermeras, educado-
res, entre otros), mientras entre los trabajadores (manuales y no 
manuales) fueron las organizaciones choferiles y de servicios las 
que lograron sostener capacidades organizativas. En esos años el 
potencial organizacional se trasladó de los trabajadores a la socie-
dad civil y fue en ese ámbito que desde los noventa se produjo un 
nuevo espacio de resistencia social. De esto último se puede cole-
gir claramente que fue el mundo del trabajo el que perdió mayo-
res capacidades reivindicativas y organizacionales, mientras las 
organizaciones civiles (ONG y otras) se desarrollaban, como he 
discutido (capítulos II y IV).

Apreciamos así un proceso no lineal de construcción de ciuda-
danía. De un lado, un permanente proceso de lucha política, a tra-
vés del sistema de partidos. Por otro, un zigzagueante proceso de 
desarrollo de capacidades corporativas en el mundo laboral y de 
la sociedad civil. Pero en ambos “momentos” ha sido débil la pro-
ducción de capacidades cristalizadas en derechos formales, que 
estabilizaran las conquistas sociales alcanzadas, y, en el mejor de 
los casos, tardío, con relación a las conquistas sociales producidas. 
Los años noventa hasta el presente no solo permiten apreciar el 
debilitamiento del sindicalismo obrero y el corporativismo de las 
clases medias, también permiten reconocer el sometimiento del 
proceso de ciudadanización a un nuevo esquema de relaciones 
políticas con el sistema de partidos y el Estado. Esto se aprecia 
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claramente en la clientilización del sistema de relaciones sociales, 
a través del cual cristalizan los derechos sociales. Lo que se obser-
va en el país, sobre todo entrado el siglo XXI, es un incremento 
del intervencionismo estatal y del presidencialismo en los ámbitos 
corporativos de la vida social. La figura presidencial lo arropa y 
controla todo, el Estado ha vuelto a potenciar el clientelismo en el 
mercado laboral, introduciendo una masiva creación de empleos 
públicos como parte de un sistema de favores generalizado. Las 
capacidades sociales de la ciudadanía, por sobre todo en el mundo 
del trabajo, que debieron evolucionar en el marco de un sistema 
de derechos, como el que supone la seguridad social, se han de-
sarrollado como un sistema de favores estatalmente ordenados en 
programas sociales de corte clientelista, con alta eficacia asisten-
cialista. Se trata, pues, de un proceso de creación de ciudadanía 
social tortuoso y trunco, con escasa capacidad de desarrollo insti-
tucional en materia de derechos sociales. Así, pues, el proceso de 
construcción de la ciudadanía social (Marshall, 1998) ha avanzado 
de manera muy desigual, teniendo desde los años noventa una 
dirección clara: el creciente sometimiento del mundo del trabajo 
al dominio clientelista del Estado (Brea et. al., 2014). 

Partidos y facciones 

El camino tomado por el proceso de construcción del moderno 
sistema de partidos en la República Dominicana estuvo perma-
nentemente signado por el fantasma autoritario, cuyo claro indi-
cador fue el fuerte ascendiente caudillista que desde el principio 
condicionó su desarrollo. 

En el período post ocupación norteamericana (1924-1930), el 
sistema de partidos tradicional se reactivó en el país (Wells 2000; 
Medina Benet, 1976), polarizando la política de partidos en dos 
grandes agrupamientos: uno liderado por Horacio Vásquez, que 
alcanzó el poder en 1924, y otro por Francisco J. Peynado, abogado 
de prestigio ligado a los intereses azucareros extranjeros. En rea-
lidad, esos partidos eran agrupamientos ciudadanos que estaban 
lejos de las estructuras político-burocráticas modernas que pos-
teriormente se crearían en el país, tras el inicio de la destrujilliza-
ción en 1961 (Jiménez Polanco, 1994). Durante toda la dictadura  
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trujillista (1930-1961) no existió un sistema de partidos en su 
sentido moderno competitivo. Trujillo organizó la primera expe-
riencia de partido único, el llamado Partido Dominicano (PD), el 
cual en la práctica operaba como una institución del Estado Tru-
jillista (Oviedo, 1987; Justo Duarte, 2004). En los años cuarenta, 
como parte de una política de apertura, obligado por la coyuntura 
mundial, el dictador permitió un conato fallido de oposición políti-
ca, creándose el Partido Socialista Popular (PSP) que durante unos 
meses operó legalmente en el país (Cassá, 1990; Vega, 1988). En el 
1960, también como parte de una estrategia de ruptura del cerco po-
lítico que tuvo que enfrentar Trujillo a nivel internacional, autorizó 
que en el país operara el MPD, organización creada en La Habana, 
Cuba, el 20 de febrero de 1956. Ahora bien, en rigor, el moderno 
sistema de partidos se inicia con la muerte de Trujillo en 1961.

Como se ha discutido, el liderazgo caudillista en múltiples ni-
veles determinó las modalidades de acción de la política de parti-
dos y sus estilos organizacionales. He resumido las modalidades 
de acción política organizada que de ello se deriva, las que he de-
nominado: estatismo autoritario, democratismo elitista y populismo de-
mocrático (Capítulo III). Lo que ahora debemos reflexionar gira en 
torno a una interrogante: ¿por qué modalidades tan distintas de 
acción política coincidieron en el faccionalismo político interno, 
que en las tres grandes organizaciones partidarias del país final-
mente determinó su crisis y el derrumbe de la modalidad caudi-
llista que caracterizó su práctica?

Para analizar este complejo asunto quizás la mejor ruta es co-
menzar con la discusión en torno al funcionamiento mismo del 
faccionalismo político, como mecanismo que pone en movimiento 
al sistema de partidos y al mismo tiempo obstaculiza su conexión 
con la colectividad. Más allá del hecho general de que el facciona-
lismo expresa la presencia de grupos de intereses al interior de las 
organizaciones políticas, las funciones de las facciones varían de 
acuerdo al tipo de partido de que se trate. De esta manera apre-
ciamos que en el PRD el faccionalismo dio expresión organizada a 
grupos y estamentos sociales específicos, principalmente aparatos 
organizativos defensores de intereses corporativos de grupos me-
dios, estamentos socio-profesionales, agregados sociales y movi-
mientos como el estudiantado y el movimiento de mujeres, entre 
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otros. Así, quienes controlaban facciones en el partido tenían a su 
vez poder en los aparatos corporativos en la sociedad y vicever-
sa. De esta manera, el faccionalismo en el PRD pasó a constituir 
un poderoso mecanismo a través del cual el partido lograba en 
determinados ámbitos conectarse con la sociedad organizada,22 
pero también la propia sociedad expresarse políticamente. Con el 
tiempo, en la medida en que los líderes de facciones que represen-
taban intereses corporativos y sociales más amplios, produjeron 
una historia política interna, donde pasó a predominar el interés 
en la facción, más que el dado por lo que la misma representaba 
en función de sus vínculos con el movimiento social,23 surgió un 

22	 Esto asumió formas muy variadas. Por ejemplo, en el movimiento 
estudiantil llevó al PRD a tener su propio aparato organizado en el 
plano universitario (el FUSD), pero en el movimiento magisterial lo 
que se produjo fueron corrientes que tenían una simpatía partidaria 
determinada al interior de la organización magisterial de alcance nacional 
ADP, al punto de que el liderazgo gremial de dicha organización estuvo en 
manos de líderes prominentes del PRD como Ivelisse Prats, pero también 
de la izquierda, como es el caso de Enrique de León. Lo mismo ocurría 
en el gremialismo de los estamentos profesionales organizados, como los 
médicos abogados e ingenieros. De manera semejante esto se produjo 
también en la izquierda y desde la salida de Bosch del PRD en su propia 
organización creada en 1973, el PLD. De esta manera la batalla gremialista 
en la sociedad civil organizada, por lo menos hasta los años setenta del 
siglo XX, pasó a reflejar y ser reflejada en las diferencias que existían en el 
seno de los partidos políticos en sus facciones internas, como también en 
el choque entre organizaciones políticas formales.

23	 Aunque no hay mucha literatura sobre este fascinante capítulo de la 
historia política dominicana, hay alguna literatura que merece verse: 
Cassá (1999) analiza los orígenes del Movimiento Revolucionario 14 de 
Junio, que en múltiples sentidos constituyó el movimiento político de 
izquierda más relevante en la historia moderna dominicana; Raful (1983) 
presenta los documentos básicos para el estudio de esa organización; 
Chaljub en diversos textos (1995, 1997, 2000, y 2007) presenta la infra 
historia de la izquierda, y su punto de vista, donde predomina su visión 
como dirigente del MPD, debe verse con ojo crítico; para la izquierda 
debe verse también a Matos Moquete (2000). Gleijeses (1984) sigue 
constituyendo el mejor estudio de la Revolución Constitucionalista de 
1965 y uno de los mejores trabajos sobre la izquierda en la historia política 
dominicana del siglo XX; Jimenes Grullón (1979) hace un balance crítico 
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liderazgo que operaba en el espacio propio de la facción, que pasó 
a identificarse con la “infra” historia propia del partido y no de la 
sociedad. Peña Gómez, como el líder de la organización, mantuvo 
siempre una clara posición sobre estos procesos. Se manejó entre 
las facciones que históricamente se articularon en el partido asu-
miéndolas en su doblez política (mediaciones hacia la sociedad y 
grupos de interés específicos del partido), pero nunca olvidó que 
el factor que a él le permitió siempre ejercer su liderazgo de ma-
sas era la fuerza que su figura tenía en el movimiento popular. 
Gobernó así a una verdadera federación de grupos de interés y 
por ello controló siempre su partido en una lógica de permanente 
choque de intereses faccionales, pero también de producción de 
consensos.

El PLD desde su fundación en 1973 operó en otra clave políti-
ca, a partir de la misma premisa: la cohabitación de grupos de in-
tereses diversos en una misma estructura política. En lo relativo al 
faccionalismo, la novedad del PLD con relación al PRD fue que el 
conjunto del séquito político del líder no tenía en realidad un gran 
arraigo corporativo en la sociedad civil, salvo excepciones impor-
tantes: el movimiento estudiantil, el sindicalismo clásico azucare-
ro y el movimiento magisterial. Lo principal en este caso es que 
incluso esos vínculos del partido con la sociedad civil organizada 
eran más orgánicos y vinculaban al aparato político en su conjun-
to y no a las facciones, lo que no era lo típico del PRD donde el li-
derazgo faccional en la sociedad civil era el que cimentaba en mu-
chos sentidos el liderazgo en el partido. Esto produjo en el PLD, 
entre otras, dos consecuencias determinantes: el séquito del líder 
y con él los jefes faccionales, construía su poder no por el alcance 

de la izquierda en los años setenta que merece leerse, aunque sus puntos 
de vista en muchos sentidos son exagerados; un marco comparativo de 
las experiencias organizacionales del sistema de partidos lo proporciona 
Jiménez Polanco (1994); en el período relativo a los inicios de las luchas 
democráticas en los setentas, en cuanto al papel del PRD, Miolán (1984) 
es referencia obligada; para el proceso histórico del PRD Espinal (1982) y 
Gamundi Cordero (2014) deben verse; Medina Benet (1976) presenta el 
mejor análisis del partidarismo político en el período previo a la dictadura 
trujillista. 
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de sus relaciones en la sociedad civil, sino por la fuerza interna 
que desarrollara en la organización y el grado de “simpatía” o 
cercanía con el líder máximo. En segundo lugar, esto producía un 
efecto de aislamiento que alejaba a la organización en su conjunto 
de la sociedad civil, produciendo un efecto concreto de pureza, de 
“incontaminación” social ante los defectos de la sociedad que el 
liderazgo político asumiera existía en el colectivo ciudadano

En el PRSC la lucha faccional estuvo siempre vinculada a la 
capacidad de cada grupo de controlar determinados aparatos e 
instituciones estatales, a lo que se agrega el favor del caudillo. Sin 
embargo, como el líder manejaba a la organización como depar-
tamento electoral que se activaba en cada certamen, en los grupos 
faccionales nunca existió una suerte de ideología partidista que 
los identificara fuertemente como parte de un colectivo político 
amplio y perdurable. Todo giraba en torno al favor del líder.

Pero todo esto cambió tras la crisis del noventa en el plano 
económico y tras el fin de la transición democrática en 1994. Es 
cómodo pensar que en el fondo el gran cambio sufrido por el sis-
tema de partidos en su práctica y relaciones con la sociedad es el 
producto único de la desaparición de la escena histórica de sus 
líderes fundadores. El punto común es que en la nueva situación 
lo que fue un componente subordinado pasó a ser un componen-
te determinante del sistema de partidos: el faccionalismo interno, 
como se ha analizado en este libro. Debemos pensar un poco más 
este fenómeno político. 

En el PRD, como se ha discutido, el faccionalismo fue en gran 
medida el resultado de la conjunción de fuerzas sociales en una 
misma organización, más allá del interés particularista de muchas 
personalidades provenientes de la pequeña burguesía. En el PLD, 
sin embargo, teniendo el mismo origen, el faccionalismo dejó de 
tener el condicionamiento social que sí tuvo en el PRD. En ese sen-
tido, mientras en el PRD el faccionalismo se conectaba a la estruc-
tura social del país, en el PLD era el resultado de un agrupamiento 
muy particularista de seguidores de Bosch.24

24	 Es una verdadera ironía que en los debates nacionales se vea al PRD como 
el modelo de luchas faccionales, pero en realidad, desde la perspectiva 



La política del poder: la crisis de la democracia dominicana en el siglo XXI 451

Aquí aparece claramente el problema del origen social del lide-
razgo de esos agrupamientos políticos. En el país este asunto se ha 
planteado como el problema liberal para alcanzar y, especialmen-
te, retener el poder. De todos los autores dominicanos, quien más 
ha insistido en el origen social del liderazgo político como el factor 
explicativo de los tropiezos, disputas y desgarraduras que se han 
producido en el país en torno a las fuerzas políticas democráti-
cas y —en una mirada amplia histórica— liberales, ha sido Juan 
Bosch. A él le debemos la teoría más sistemática sobre la llamada 
pequeña burguesía. Su argumento ha permitido apreciar muchos 
aspectos de la “fenomenología” política de la llamada pequeña 
burguesía. Gracias a su agudo intelecto contamos hoy con obser-
vaciones e hipótesis valiosas en torno al comportamiento social y 
político del liderazgo nacional. Sus apreciaciones han enriquecido 
el conocimiento de la psicología social de dicho liderazgo, aunque 
en el fondo el razonamiento de Bosch es bastante reduccionista.25

En primer lugar, Bosch establece, como un canon universal, un 
lazo de dependencia mediante el cual lo que define como “peque-
ñoburgués” produce conductas sociales, estilos de pensamiento, 
visiones sociales comunes, de alcance universal. Estas “derivacio-
nes”, como podría calificarlas Pareto, son el producto de la común 
posición que los miembros de este agregado social ocupan en la 
estructura socioeconómica. Todo lo pequeñoburgués tiende así a 
pensar, comportarse y valorar el mundo, de una manera preesta-
blecida. El argumento es de un ingenuo reduccionismo mecanicista 
evidente. Pero en manos de Bosch, cuya imaginación creadora era 
formidable, le permitió producir toda una argumentación que dio 

faccional, la sociología política estaría indicando que ha sido en el PLD 
donde se ha dado el modelo puro de ruptura con la sociedad a favor de la 
facción.

25	 En diversos trabajos Juan Bosch ha insistido en su tesis del origen peque-
ñoburgues del pueblo dominicano. En su libro sobre Trujillo (1959/2009) 
esboza ya algunas ideas, pero es en Composición social dominicana 
(1970/2009a) donde plantea formalmente su argumento. Posteriormente, 
en su trabajo sobre las clases sociales en el país (1982/2009d)) profundiza 
en su propuesta de estratificación social. En otros estudios brinda análisis 
histórico-políticos que completan su visión (1984/2009d).
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fundamento a sus ideas políticas, lo cual no es poco. Aun así, si bien 
no debemos, por respeto a su grandeza política, ocultar los errores 
de esa apreciación, no debemos tampoco menospreciar sus aciertos.

Bosch descubrió que el liderazgo político nacional compar-
tía un común origen social y que esto tenía que ver algo con el 
marco socio-económico más general en que se desempeñaban sus 
miembros. En ello destacaba las características de lo que definía 
como “capitalismo tardío”, en lo que Bosch reunía varios asuntos 
en realidad muy diversos: el relativo retraso del desarrollo capi-
talista dominicano, la debilidad del sector industrial y por ende la 
reducida clase obrera nacional, el peso determinante de los gru-
pos intermediarios (o burguesía comercial) y los que por otro lado 
controlaban la tierra y sobre todo la gran presencia estatal, ante 
un capitalismo tan débil, a lo que se agrega la oligarquización del 
poder económico y político. A partir de esas “evidencias”, se arti-
culaba una estructura social débil, es decir, expuesta permanente-
mente a la inestabilidad de su marco institucional, a la crisis de su 
organización económica y al trasiego permanente de posiciones 
sociales de sus componentes más vulnerables, que no alcanzaban 
a ocupar un puesto o posición social coherente y organizado de 
manera permanente, especialmente en el ámbito laboral. A esos 
agregados sociales Bosch los definió como “pequeñoburgueses” 
e indicó que sobre los mismos gravitaba de manera determinante 
la fuerza que en esas condiciones adquiría el Estado sobre toda la 
estructura y el orden sociales. De ese modo, Bosch estableció con 
acierto el peso determinante del Estado en la organización social, 
pero también apuntó hacia otro elemento: la política se convertía 
en ese marco en un vehículo idóneo de movilidad social y era el 
Estado la fuente nutricia de dicha movilidad. Finalmente, indicó 
que la pequeña burguesía por las características descritas era la 
fuente “natural” del liderazgo político dominicano.

Fue de esa manera que Bosch se convirtió en el primer analista 
político que vio con claridad que la fuente del faccionalismo no po-
día atribuirse simplemente a factores contingentes derivados de la 
conducta de los líderes políticos. Esa conducta se caracterizaba de 
ese modo porque —a juicio de Bosch— tenía un arraigo en la es-
tructura social que inducía a ese comportamiento. Con ello, si bien 
asumió un enfoque reduccionista, abrió el camino para analizar con 
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inteligencia los factores propiamente sociales que intervienen en el 
faccionalismo que caracteriza al liderazgo político como actores or-
ganizados (partidos).

La discusión hasta aquí sostenida permite reconocer que el fac-
cionalismo, si bien tiene un claro condicionamiento social y en el 
mismo incide el peso determinante del Estado en la organización 
social, no podemos asumirlo como una “derivación” social (Pareto). 
La explicación debe ser esencialmente política. En parte por razones 
de tipo teóricas que el sociologismo (“todo en última instancia es un 
producto social”) no puede resolver. La explicación que debemos 
buscar debe producirse en el reconocimiento de la especificidad po-
lítica del fenómeno que nos ocupa. La razón no es tan obvia: si bien 
hoy lo que caracteriza al sistema de partidos y más particularmente 
a su presente crisis, es el peso del faccionalismo, no siempre fue 
así, por lo que se impone discutir por qué ha sido solo en ciertas 
circunstancias que el faccionalismo ha devenido en factor de crisis 
y ha surgido como fenómeno político generalizado.

Esto último obliga a introducir otros elementos en la argumen-
tación. Posiblemente el más importante sea el papel determinante 
del Estado en la política nacional. Es casi un lugar común recono-
cer que ha sido el Estado la fuente de generación de un importante 
sector de la élite política dominicana, como ya lo apuntó Bosch. 
Aun así, se debe tener cuidado. En el caso del séquito político que 
acompañó a Balaguer, uno de cuyos componentes fue la dirección 
del PRSC, es clara la conexión. La larga permanencia de Balaguer 
en el control de los aparatos de Estado le permitió reclutar y man-
tener a su séquito político en torno al control directo de aparatos 
de Estado, tanto civiles, como militares. Sin embargo, en el origen 
de los otros estamentos burocrático-políticos del sistema de par-
tidos la importancia del Estado ha definido un proceso mediado. 
Por lo pronto, en el liderazgo del PRD esa conexión estatal se dio 
mediada por el tipo de actividad socio profesional con base en la 
cual vivían dichos dirigentes, por lo común profesionales libera-
les, cuyas esferas de actividad los vinculaba al Estado.26 En otros 

26	 En este caso, a ello se debe agregar el peso del exilio anti trujillista, de 
donde se reclutó el alto mando del partido en una primera fase (Miolán, 
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casos, la conexión fue más lejana, por ser su actividad económica 
de origen empresarial, universitario, sindical, etc. Pero en todos 
los casos es claro el peso del poder estatal en la lógica reproducti-
va de esos estamentos políticos, a lo que se agrega, una vez cons-
tituido el modelo de sistema de partidos, la gran presencia del 
“favor estatal” en múltiples modalidades institucionales, políticas 
y económicas: exoneraciones, consultorías privadas, tráfico de in-
fluencia en el manejo de contratos, hasta llegar en gran cantidad 
de casos a la simple corrupción y compra de voluntades. Aun así, 
pese a las realidades descritas, el factor estatal no puede por sí 
solo explicarnos el “momento” propiamente faccional en la vida 
interna de los partidos.

Así, pues, es indiscutible que el Estado ha sido, si no el factor 
principal, un componente determinante de los medios de movi-
lidad social de las clases medias y fuente de reclutamiento social 
del liderazgo político nacional. También el Estado ha sido el refe-
rente imprescindible de las estrategias reivindicativas de las clases 
populares, como también fue la mediación determinante de las 
élites empresariales para fortalecerse como actores económicos. El 
primer y elemental aspecto común que comparte el Estado con 
las élites y las masas populares es su potencia articuladora en la 
construcción de los actores, ya en la esfera propiamente política, 
ya en la esfera civil y ciudadana. Sobre esta dimensión no hay por 
qué detenerse, ya que ha sido ampliamente discutida en este li-
bro. Lo que sí debo al menos señalar son dos asuntos: primero, la 
influencia estatal en el liderazgo político se tradujo en lógicas or-
ganizacionales manejadas por élites dirigentes que de esta forma 
abrían un espacio de relaciones con el Estado que las cohesionaba 
como grupos de poder, ya directamente en el terreno institucional 
(burocracias civiles y militares), ya en el terreno político (parti-
dos), ya en el terreno de la sociedad civil (sindicatos, ONG y otras 

1984). De todos modos, esta precisión no elimina la tesis del origen so-
cial común de este liderazgo político proveniente del exilio: eran también 
personas de la clase media, intelectuales e incluso pequeños empresarios 
(Espinal, 1982; Jiménez Polanco, 1994), pequeñoburgueses también como 
los reconocería Bosch (2009a). Para una visión del exilio político domini-
cano anti trujillista debe verse a Acosta (2012).
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organizaciones); segundo, por el contrario, la interlocución con el 
Estado por parte de los actores populares fue un proceso difuso 
e incierto y por lo común se expresaba de modo delegado en or-
ganizaciones como las ONG y los partidos. En ausencia de una 
efectiva democracia ciudadana, esta realidad hizo de los derechos 
sociales y políticos un componente fragmentado de la vida demo-
crática, un campo de relaciones frágiles con el Estado que siempre 
dependió del poder político que terceros actores tuvieran frente 
al Estado, y no del ejercicio directo del ámbito de derecho que se 
tratara por parte del ciudadano. De esta forma, para ejemplificar, 
el acceso a los beneficios de políticas sociales específicas de las ma-
sas populares ha dependido de la conexión de la gente con líderes 
locales o burócratas estatales. Asimismo, el potencial de acceso de 
las personas al derecho a la justicia ha estado mediado por las 
relaciones con individuos con influencia en las decisiones judicia-
les o con grupos (grandes o pequeños) de poder. Es de esta forma 
que derechos ciudadanos formalmente establecidos, en la práctica 
diaria de la vida ciudadana, terminan siendo difusos e inefectivos. 
Y es en este campo social de poderes informales (Bourdieu, 1998), 
pero efectivos por parte de las élites que controlan el marco de 
relaciones estatales, que la ciudadanía, como sistema de derechos, 
se hace inefectiva. Pudiera sostenerse así que la presencia del Esta-
do en la organización social para el caso de las élites, articula pro-
cesos particularistas en el cohesionamiento y logro de intereses, 
pero esa misma presencia estatal se hace difusa para el elemento 
popular, definiendo un campo de relaciones eventuales e incier-
tas. Aquí la ideología desempeña una importante función. No solo 
legitima el poder de las élites frente al elemento colectivo, también 
se convierte en un componente necesario (y por tanto real) del 
marco que cohesiona y articula las relaciones que lo hacen posible. 
Me explico: no solo se trata del poder en el sentido weberiano de 
la posibilidad de encontrar obediencia ante un mandato específi-
co, sino de asumirlo como una condición de acceso al bien estatal 
y a la condición “ciudadana”. El clientelismo es la obra máxima 
de esta arquitectura social: para alcanzar el favor estatal no solo 
hay que asumir la lealtad ante quien controla el poder de otorgar 
una tarjeta del Programa Solidaridad, pongamos por caso, sino 
entender y asumir ese acceso a la tarjeta como un favor de quien 
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controla el programa y un derecho del partido que a su vez con-
trola el Estado. En la operación lo que se ha disuelto en este caso 
es el derecho ciudadano a la protección social y lo que se ha for-
talecido es el poder del líder que controla el programa y el poder 
del partido, que a su vez controla el aparato de Estado. Es esta la 
fuerza del faccionalismo político que articula hoy al sistema de 
partidos como una zapata política. Detrás de la lucha faccional 
en los partidos, detrás del generalizado clientelismo de la política 
democrática dominicana, lo que existe es este marco de relaciones 
de poder y es ello lo que dota de sentido a las pugnas internas del 
partidarismo político. 

En este punto debemos precisar cuál rol pasó a desempeñar la 
política faccional en la construcción de la democracia dominicana. 
Como veo el asunto, todo indica que, pese a su común función po-
lítica, el origen de la facción definió una geometría variable. En el 
PRD el faccionalismo fue la manera del líder encontrar un meca-
nismo equilibrador que permitiera la conexión con el movimiento 
social, en el PRSC fue el modo en que el líder logró controlar los 
poderes dispersos del Estado, en el PLD fue el modo como el lí-
der controlaba su entorno. Pero en los tres casos el resultado era 
el mismo: por un lado la facción apoyó la articulación de un po-
der cohesionador del liderazgo, mientras por otro, logró articular 
en sus efectos una tendencia entrópica al conflicto permanente. 
En los tres casos discutidos, el faccionalismo definió la manera 
de producir una coherencia organizacional precaria; sin embar-
go, también en todos los casos terminó desconectando al aparato 
partidario, ya del movimiento social, ya del poder organizacional 
directo del ordenamiento político formal (partido). Al desaparecer 
el liderazgo caudillista, el faccionalismo como política produjo un 
resultado paradójico. En el caso del PRSC la ausencia del líder 
liquidó el acceso al bien estatal, en el PRD bloqueó la conexión 
de masas, mientras en el PLD eliminó el poder vertical cohesio-
nador en la organización del equipo dirigente. Sin embargo, tras 
el fin de los caudillos, el faccionalismo como política, finalmente, 
se adueñó de los partidos, generalizándose como estilo o manera 
de conectar al sistema de partidos con el Estado y con la sociedad. 

Es por lo expuesto que la apelación al Estado no explica el 
formato faccional que finalmente asumió la política de partidos en 
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determinado momento. Determinar el “momento” donde la fac-
ción y no el aparato pasaron a determinar la política de partidos 
es fundamental. A mi criterio, esta ruptura se inició con la salida 
de Juan Bosch del PRD y la formación del PLD en 1973, pero es 
la desaparición física de los líderes fundadores lo que marcó el 
momento fundacional de la política de facción como diseño pre-
dominante del sistema de partidos. 

Visto históricamente es a partir de la salida de Bosch del PRD 
en esa organización que comenzó a producirse un nuevo alinea-
miento de grupos que se reveló claramente tras la llegada del par-
tido al poder en 1978.27 Unos años después de su fundación, en el 
propio PLD surgió también la división interna; en realidad las ten-
siones internas en ese partido nunca desaparecieron del todo, in-
cluso en el momento mismo en que alcanzaron el poder en 1996.28 

27	 La salida misma de Bosch del PRD era la muestra palpable de la lucha 
faccional, aunque en este caso el eje central del conflicto era una diferencia 
estratégica fundamental entre Bosch y Peña Gómez, respecto al régimen 
balaguerista y las estrategias de lucha para alcanzar el poder. Véase a 
Jiménez Polanco (1994). 

28	 La evidencia histórica indica lo siguiente: en el PLD hubo una primera 
división a principios de los ochenta del pasado siglo XX, de la cual 
resultaron expulsados Antonio Abreu (Tonito) miembro fundador del 
partido y su primer secretario general hasta el momento de su expulsión, 
además de los hermanos Fiallo y Rafael Alburquerque. En 1991 fue 
expulsado Max Puig. Alburquerque luego regresaría a la organización y 
seria vicepresidente de los gobiernos presididos por Leonel Fernández 
entre 2004 y 2012, mientras Max Puig seria ministro de medioambiente 
y trabajo en los mismos gobiernos y su partido APD apoyaría a Leonel 
Fernández desde 1996 hasta el 2010. A finales de los ochenta, e incluso 
en la primera parte de los años noventa, hubo choques entre la dirección 
más tradicional del partido (Norge Botello, Euclides Gutiérrez, Blanco 
Fernández, etc.) y los jóvenes, quienes emergían cada vez con mayor 
poder, me refiero a personas como Danilo Medina, que al igual que Botello 
llegó a ser Presidente de la Cámara de Diputados, Temístocles Montás, 
que aunque viejo fundador del PLD estaba más cerca de los jóvenes, 
Daniel Toribio, e incluso Leonel Fernández. Esas luchas llevaron a la 
selección de Leonel Fernández como compañero de boleta de Juan Bosch 
en las elecciones de 1994 y a ser seleccionado candidato presidencial en 
las elecciones que dos años después, en 1996, se celebraron, llevándolo 
por primera vez a la presidencia de la República. 
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Pero ninguno de estos cambios hubiese encontrado asidero de 
no haber existido un proceso paralelo de transformación social en 
desarrollo, producto, a su vez, de un profundo cambio impulsado 
por la globalización desde los años setenta y principalmente en 
los ochenta. Esto se vio claro al final del siglo XX con las refor-
mas neoliberales. No se trataba de un simple cambio de modelo 
de desarrollo e integración en la economía mundial, sino de una 
profunda transformación social que modificó la posición de los 
actores tradicionales y dio pie al surgimiento de nuevos protago-
nistas sociales, al tiempo que marcaba un nuevo rumbo de la so-
cialidad. Se trataba ahora de un proceso de fragmentación social 
significativo, de informalización creciente del mercado laboral, de 
predominio de una lógica de consumo envuelta en una creciente 
individualización y atomización de los colectivos sociales. Todo 
esto tendría un claro correlato en la esfera política, donde ahora 
era difícil movilizar a la ciudadanía impulsando proyectos colec-
tivos como la movilización populista anti oligárquica, o las luchas 
democráticas contra el autoritarismo. Lo que ahora se afirmaba 
eran proyectos fragmentados de impugnación social que no pre-
tendían modificar la estructura general del Estado, ni mucho me-
nos cuestionar el poder político establecido. No se trataba de la 
“reforma versus la revolución”, lo que ahora quedaba establecido 
era la sociedad neoliberal dominada por la fragmentación social, 
el individualismo como lógica de vida y el consumo de masas 
como horizonte de cultura.

Dicho de otro modo, el faccionalismo no puede explicarse por 
el reduccionismo clasista de Bosch, con su teorización sobre el de-
terminismo “pequeñoburgues” del pueblo dominicano, aunque 
en sus escritos encontremos muchas ideas fecundas, que ayudan a 
entender el complejo lazo entre sociedad y política. Tampoco pue-
de decirse que fue el clientelismo el aspecto determinante, puesto 
que al menos en su fase reciente lo que hace el faccionalismo es 
administrar la política clientelar de los partidos y generalizarla a 
todo el tramado social, no producirla. 

Mi explicación remite a tres conjuntos de factores. El primero 
se refiere al formato caudillista de la estructura política creada en 
el país tras la muerte de Trujillo, formato que fue el mecanismo 
que, gústenos o no, dio paso a las luchas democráticas. El tipo de 
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liderazgo así creado convirtió en verdaderos séquitos de caudi-
llos partidarios la creación de la élite política que administraría el 
proceso democratizador, pero también produjo los cuadros que 
sostendrían el autoritarismo como cultura política. El caudillis-
mo democrático moderno —como podría llamársele al proceso 
de creación del liderazgo político dominicano— articuló a dichas 
élites como pequeños grupos de interés al interno de los apara-
tos caudillistas, en un caso en tanto verdaderos representantes de 
segmentos y grupos sociales (PRD), en otros como simples gru-
pos que monopolizaban segmentos del poder burocrático-estatal 
(PRSC), y en otros como un verdadero séquito fragmentado en 
lucha por el favor del caudillo (PLD). 

Sin embargo, el fenómeno descrito solo produjo algunas con-
diciones necesarias para que la facción pasara a liderar la acción 
de los partidos y articulara de ese modo los débiles lazos que en 
esas condiciones mantenía el sistema de partidos con la sociedad, 
vale decir: el clientelismo no precipitó el moderno rol de la fac-
ción. Y es aquí donde la sociedad neoliberal globalizada y el nue-
vo papel del Estado desregulado hacen su papel. 

Regreso entonces al tema estatal. Es algo establecido en la li-
teratura sociológica y politológica dominicana el reconocimiento 
del Estado como el agente articulador y promotor de muchos de 
los actores principales del proceso histórico-político dominicano, 
principalmente a propósito de las élites empresariales, el poder 
del estamento militar, la articulación de la élite política conserva-
dora balaguerista, e incluso ha sido el Estado el agente que po-
tenció el desarrollo de las clases medias, como ya se ha visto. Lo 
que ahora interesa es simplemente destacar en la coyuntura de los 
noventa algunos elementos específicos de este proceso general.

El primer elemento que debe destacarse es el derrumbe del 
desarrollismo estatal. Con ello indico el proyecto, sobre todo im-
pulsado por Balaguer y asumido en su fase populista por el PRD, 
mediante el cual el Estado era el actor dirigente del proceso de de-
sarrollo, no solo en la dirección de las políticas encaminadas a ese 
propósito, sino en la producción y orientación de los recursos que 
los agentes del desarrollo requerían: apoyo financiero al empre-
sariado industrial, fortalecimiento de la banca privada local como 
mediador de la distribución de esos recursos, y un marco legal 
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que le facilitara la acumulación industrial-financiera, vale decir, 
el proteccionismo económico. En ese modelo la idea implícita era 
asegurar a los trabajadores salarios estables, que en las estrategias 
estatales se tradujo, inicialmente, en la ley de austeridad y luego 
en un modelo abierto de liberalizaciones salariales. Se perseguía 
estabilizar los precios agrícolas, lo que terminó perjudicando a los 
campesinos, bajo el objetivo de asegurarle a los consumidores ur-
banos precios estables. Bajo el PRD se pretendió continuar la ló-
gica desarrollista en un modelo neokeynesiano de gastos públicos 
dirigidos que aumentaron el déficits fiscal y la deuda pública. Con 
la vuelta al poder de Balaguer, en vez de la austeridad fiscal que se 
imponía ante la crisis, se pretendió acentuar el proteccionismo y, 
por la vía del manejo de la política monetaria, manejar el gasto pú-
blico y mantener el esquema desarrollista (Despradel, 2005; Ceara, 
1984; CEPAL, 2001; Guzmán, 2011). 

Independientemente de que el proyecto desarrollista nunca lo-
gró armar un modelo que articulara plenamente todos los compo-
nentes referidos arriba, la realidad es que a finales de los ochenta, 
bajo la dirección del segundo gobierno de Balaguer (1986-1996), 
la economía en su conjunto entró en crisis, agotándose a su vez 
el modelo desarrollista centrado en la protección del Estado y el 
desarrollo del mercado interior. Esto se produjo porque el sector 
dinámico de la economía que aseguraba los recursos del creci-
miento (el sector exportador, principalmente el azucarero estatal) 
entró en una honda recesiva; pero también ocurrió en parte por-
que sectores emergentes ligados a los servicios competían por el 
espacio hegemónico que mantenía el sector industrial sustitutivo 
de importaciones aliado a la banca nacional (turismo y zonas fran-
cas) y, finalmente, se produjo porque el propio sistema económico 
internacional se había recompuesto, tras el fortalecimiento de lo 
que luego se identificaría como la globalización y que en términos 
de opciones de desarrollo, por lo menos en un primer momento, 
se identificó como el Consenso de Washington. 

Pero el principal componente que aportó el Estado de cara al 
proceso de fragmentación interna de los partidos (facciones) lo 
constituyó lo que podemos llamar “el potencial neopatrimonialis-
ta”, vale decir: la enorme capacidad de recursos que logró concen-
trar el Estado como producto de las reformas que en los noventa 



La política del poder: la crisis de la democracia dominicana en el siglo XXI 461

produjeron recursos de los cuales se beneficiaron las élites políti-
cas, en esencia las que controlaban el poder estatal, pero también 
el conjunto de la élite en el sistema de partidos. Aun así, esto no 
hubiese sido posible si el sistema institucional estatal no hubiese 
entrado en crisis, liberalizando controles internos en el conjunto 
de aparatos de Estado, lo que de suyo ya lo facilitaba el mode-
lo desarrollista mismo, envuelto en una dinámica centralizadora 
en su gestión y en un estilo presidencialista en lo político. Todo 
esto se culminaba con las transformaciones societales descritas, 
donde quizás los dos elementos centrales fueron el creciente in-
dividualismo económico a que la apertura neoliberal condujo a la 
economía y la agudización del proceso de vulnerabilidad social y 
económica en marcha, ya desde la crisis del desarrollismo protec-
cionista, hasta llegar a su clímax con la informalización laboral y el 
proceso de concentración del ingreso que desató el nuevo esque-
ma de desarrollo, tras la hegemonía del neoliberalismo (CEPAL, 
2001; Despradel, 2005).

Estas transformaciones estatales a la larga aumentaron el po-
tencial de recursos financieros del Estado. Por un lado, las priva-
tizaciones impulsadas primero por Balaguer, luego continuadas y 
profundizadas por Leonel Fernández, le permitieron al grupo en 
el poder disponer de millonarios recursos líquidos, que fueron em-
pleados en políticas no bien establecidas, pero sobre todo orienta-
das a tareas clientelares o simplemente paliativas de las profundas 
desigualdades que el mismo modelo económico estimulaba. Fue 
de esta manera que se armaron programas dirigidos de asistencia 
social, que con el tiempo alcanzaron una clara eficacia adminis-
trativa y gerencial, pero que simplemente expresaban el punto de 
vista neoliberal ante la pobreza: atacarla como resultado del “go-
teo” del crecimiento económico, como un objetivo subordinado de 
política social y no como un eje prioritario del desarrollo.

En una sociedad individualista, profundamente fragmentada, 
donde el sistema de partidos había perdido los ejes del discur-
so redentor de tipo populista que estimulaba la acción colectiva 
en clave caudillista y donde el Estado había sido derrotado en su 
propuesta desarrollista por el neoliberalismo, las élites políticas 
tendieron a la dispersión y fragmentación en sus propias organi-
zaciones, siendo ayudado en esto por el derrumbe de la política 
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de caudillos, tras la muerte de los jefes políticos históricos que 
crearon el sistema de partidos. En tales condiciones, el Estado se 
hizo presa fácil como botín privado del sector de la élite política 
que, tras el giro conservador de la política de partidos, pasó a con-
trolar el poder del Estado, me refiero al PLD; y es aquí donde el 
corporativismo clientelista pasó a desempeñar un papel de primer 
orden en ese partido. 

El faccionalismo pasó a constituirse así en un mecanismo de 
readaptación de las élites políticas dispersas y en crisis de identi-
dad, como también el clientelismo se convirtió en un mecanismo 
de dominación del sistema de partido ante la sociedad, tras el fra-
caso del desarrollismo como propuesta estatal de ordenamiento 
social y político. Indudablemente que esto se acompañó de impor-
tantes cambios culturales en la sociedad y en el Estado, tanto en la 
perspectiva de un reacomodo del sistema de vida de las personas 
(transnacionalismo, individualismo del mercado, consumismo 
creciente, cohabitación cotidiana con la violencia y la inseguridad 
públicas, cambios en las expectativas de movilidad social, entre 
otros) y el Estado (tecnocratización de la gestión pública, crisis 
institucional, ineficiencia burocrática y sobre todo crisis de la ges-
tión social). El resultado ha sido la clientilización del sistema po-
lítico y una profunda ruptura entre sociedad y Estado, al menos 
desde la perspectiva de la construcción de un discurso ciudadano 
que hiciera de la democracia el espacio común de la convivencia 
política.

Neopatrimonialismo 
 
Así, pues, el tercer elemento que debe reconocerse para en-

tender el predominio de las facciones en la política de partidos 
desde los años noventa a nuestros días es el manejo neopatrimo-
nial del Estado por parte de las élites políticas, y principalmente 
del PLD, partido que desde 1996 ha pasado a ser la fuerza polí-
tica hegemónica. Como sabemos, el prolongado dominio dicta-
torial del Estado y la sociedad dominicanos por Trujillo, durante 
tres décadas, hizo de la economía un verdadero monopolio en la 
persona del dictador, de suerte que no solo las oligarquías tra-
dicionales tuvieron que someterse a la dominación política del 
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dictador, también quedaron prácticamente excluidas del proyec-
to de desarrollo capitalista que indudablemente Trujillo impulsó, 
proyecto que terminó convirtiendo dicho proceso en una suerte 
de “empresa capitalista unipersonal”. 

Aun cuando la fuerza del patrimonialismo de Estado prác-
ticamente cubre toda nuestra historia política republicana, es el 
“momento” político de la dictadura trujillista el que marcó el as-
cendiente neopatrimonial que modernizó y a su vez generalizó, 
el manejo del Estado como bien privado por parte de las élites 
políticas. En ese contexto, la muerte del dictador en 1961 traspasó 
al Estado el conjunto de las propiedades del dictador. Esto no solo 
hizo del Estado el principal empresario nacional, sino que lo con-
virtió en un objetivo central de la política oligárquica. De repente 
fue el Estado el que pasó a convertirse en el espacio necesario para 
que los grupos oligárquicos tradicionales pudieran ahora expan-
dirse como clase económica y fortalecer su poder político. Como 
sabemos, durante todo el período de crisis post trujillista (1961-
1965) ese objetivo oligárquico se hizo imposible y las empresas años 
atrás propiedad de Trujillo permanecieron como propiedad estatal 
(ONAPLAN, 1968). De todos modos, en el incierto período de crisis 
post dictatorial —salvo el interregno democrático del gobierno de 
Bosch derrocado en septiembre de 1963, tras siete meses en el po-
der—, los militares manejaron como un botín privado el aparato de 
gobierno, sobre todo bajo el gobierno de facto del llamado Triunvi-
rato. Ejemplo de ello fue el papel de las llamadas cantinas militares, 
tras las cuales las camarillas militares se emplearon a fondo en el 
contrabando convertido en negocio semi público.

Fue con el ascenso de Balaguer a la presidencia en 1968 y su 
prolongada permanencia al frente del poder central hasta 1978, 
que desde el Estado se implementó una política de apoyo y desa-
rrollo de un empresariado moderno en el país. Sin embargo, aun-
que en la práctica la política de desarrollo impulsada por el régi-
men balaguerista definió toda una estrategia de industrialización 
por sustitución de importaciones, el Estado mantuvo el control 
de las principales empresas monopolistas que fueran propiedad 
de Trujillo: el CEA, la CDE, el Banco de Reservas (este último fue 
siempre una propiedad formal del Estado bajo la dictadura) y el 
conjunto de empresas industriales y de servicio, que pasaron a 
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agruparse como el grupo CORDE. Al fortalecerse la industriali-
zación por sustitución de importaciones y el Estado dar los pasos 
para afianzar a un sector financiero moderno en el país, se impul-
só una política de gradual traspaso al sector privado del sector de 
mercado que hasta los años setenta controlaba CORDE, aunque 
Balaguer durante su gobierno de 1966-1978 nunca se planteó el 
traspaso a manos privadas del sector monopólico estatal azucare-
ro y del sector eléctrico. 

De todos modos, el esquema de equilibrio tenso mediante el 
cual Balaguer mantenía el control de las facciones militares y en 
esencia el poder político, se articuló a una dinámica de favores 
estatales apoyado en el empleo neopatrimonial de bienes públi-
cos. En última instancia el poderoso sector estatal fue manejado 
para favorecer al emergente empresariado moderno, no a través 
del manejo de favores a simples camarillas sino en sus aspectos 
esenciales por medio de políticas públicas, como la ley 299 de de-
sarrollo industrial y los incentivos fiscales a regiones y programas, 
entre otros aspectos. El séquito presidencial era favorecido, pero 
tratando de no poner en cuestionamiento el modelo de desarrollo 
que el poder presidencial impulsaba.29 Por ello, sostengo que bajo 
el balaguerismo hubo un generalizado manejo de favores hacia las 
élites económicas, pero enmarcado en un modelo proteccionista 
de crecimiento.

La llegada al poder del PRD en 1978 y el regreso al poder de 
Balaguer en 1986 redujeron en lo fundamental la apelación al fa-
vor estatal, aunque el poder central permaneció siendo una fuen-
te de favores para las élites económicas y políticas. Pero lo prin-
cipal es que el favor estatal lo que movilizaba era esencialmente 
las políticas de desarrollo y la acción estatal en el ordenamiento 

29	 Durante el gobierno de los doce años ese esfuerzo fracasó, pues los 
privilegios a los militares, por ejemplo, en el manejo del contrabando 
llegaron a un punto tal que terminaron afectando los intereses de los 
grupos industriales, los que a su vez eran protegidos por el propio Estado. 
Esto, obviamente, generaba choques entre diferentes grupos del bloque 
de fuerzas en el poder y terminó en 1978 facilitando que importantes 
núcleos empresariales pasaran a apoyar al PRD, que finalmente triunfó 
en la competencia electoral de ese año. 
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de la economía en el manejo del privilegio hacia las élites y no la 
prevaricación y el peculado como instrumento de enriquecimien-
to de la élite en el poder,30 convertido en políticas de Estado.

A partir de la llegada del PLD al poder en 1996 y principal-
mente de su regreso al poder en el 2004, esta lógica del privilegio 
estatal a favor de grupos económicos y élites políticas sufrió una 
sustancial transformación. En primer lugar, la privatización de las 
empresas estatales eliminó el poder propio del Estado como em-
presario e hizo de las áreas económicas objeto de las privatizacio-
nes verdaderos monopolios nacionales, como ha sido el caso del 
sector eléctrico. Sin embargo, esas áreas privatizadas, no pasaron 
a manos simplemente del empresariado privado, a las mismas se 
vinculó la élite política en el poder y por esta vía el núcleo central 
de la nueva élite política en el poder pasó a constituir parte del em-
presariado emergente. Lo novedoso de esa situación fue que esta 
fracción empresarial de origen político, este grupo o segmento de 
la nueva élite en el poder, no rompió sus lazos con el poder políti-
co y el sistema de partidos, quedando sus miembros simplemente 
vinculados al empresariado como “nuevos miembros”, como fue-
ra el caso de muchos dirigentes del reformismo balaguerista y del 
propio PRD, durante las administraciones de sus organizaciones 
políticas (PR:1966-1978; PRD: 1978-1986; PRSC: 1986-1990; y PRD: 
2000-2004). Por el contrario, este segmento de dirigentes del PLD 
enriquecidos y vinculados al sector empresarial mantuvo se vin-
culó con el poder político y lo profundizó. Fortaleció así el poder 
corporativo de su organización política, al convertir en un verda-
dero grupo de interés económico su espacio político en el partido. 
Eso produjo un nuevo fenómeno político en el país: la corporativi-
zación del poder político como empresa económica, el surgimien-
to de un empresariado económico cuya tarea era la política. 

30	 La presencia de la corrupción es otro asunto y en los gobiernos del 
PRD y en los de Balaguer de mediados de los ochenta, ciertamente, 
hubo importantes casos de corrupción, con algunos escándalos. Pero 
la corrupción nunca alcanzó las proporciones que ha alcanzado en las 
administraciones del PLD, ni tampoco llegó a generalizarse en toda la 
trama y niveles de administración pública como hoy se observa.
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Es cierto que este fenómeno ha sido propio de un segmento del 
cuerpo político del PLD que como aparato dirigencial controla al 
partido de gobierno. Pero sus consecuencias han afectado a todo 
el andamiaje burocrático de la organización y al propio Estado. 
En primer lugar, ha creado una suerte de poder económico corpo-
rativo del cuerpo dirigencial peledeísta, lo que al tiempo que ha 
fortalecido su espacio de poder económico y político en el Estado, 
ha afianzado su poder en la estructura partidaria. Con ello la élite 
dirigente del partido ha utilizado ese poder corporativo interno 
en la organización para afianzar su dominio vertical y autoritario 
en la cadena de mandos. Como es lo habitual, esto ha traído un 
manejo más eficiente del cuerpo burocrático-partidario, pero ha 
alejado su dirigencia de su cuerpo político local y bloqueado la de-
mocracia interna. De esa forma, entre el cuerpo político dirigente 
del PLD y el conjunto de instituciones del Estado se ha producido 
un trasiego, como ya he indicado (capítulos III y VII), donde los 
límites entre lo público y lo privado pierde sentido, siendo el po-
der corporativo de la élite dirigente la dimensión vinculante que 
mantiene unido lo político con lo empresarial, lo partidario con lo 
corporativo, el interés público con el interés privado.

Lo hasta aquí descrito muestra solo una de las vías por medio 
de las cuales se puede manejar el privilegio político y hacer del 
Estado un bien privado. Hay, naturalmente, otras vías. Deseo se-
ñalar al menos dos: la del clientelismo de Estado, y la de la simple 
corrupción. Aquí lo central es apreciar como las acciones cliente-
listas han dejado de ser mecanismos puntuales y pasado a arti-
cularse como verdaderas “políticas públicas”,31 se han convertido 

31	 En ese sentido hay una distancia enorme entre programas asistenciales 
como los impulsados en los años setenta por organizaciones como 
Cruzada del Amor y los desarrollados a principio de este siglo, como 
el programa Comer es Primero o Quisqueya Digna. El primer tipo de 
programas mantenía en la ambigüedad la acción clientelista como acción 
privada de un grupo político o como acción estatal, el segundo tipo la 
asume claramente como una acción que formalmente es estatal. Por otro 
lado, aunque su orientación se dirige claramente a favorecer un grupo 
“privado” (PLD), pero que opera en la esfera política, y su accionar hoy 
día se ha tecnificado, el manejo clientelar de bienes públicos, por parte 
del aparato político partidario, resulta en este caso esencial para la facción 
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así en acciones más o menos permanentes, organizadas burocrá-
ticamente y técnicamente desarrolladas en base a criterios tecno-
políticos. En este caso la distinción entre lo clientelar propiamente 
hablando y lo “político/institucional” se hace difusa, siendo pre-
cisamente esta fina diferencia la clave de su éxito político. Asimis-
mo, estas acciones no derivan simplemente de una manipulación 
de la élite en el poder para alcanzar fines políticos en su organiza-
ción, sino que se producen también como consecuencia de un en-
foque especifico del desarrollo y del lugar que en ello debe ocupar 
la lucha contra la pobreza. La acciones clientelistas que encubren 
estos programas pasan así a ser parte constitutiva de propuestas 
más generales de conexión del Estado con la sociedad y de domi-
nación de las élites dirigentes hacia la población. El clientelismo 
por esta vía adquiere institucionalización como política de Estado.

Es indudable que el manejo de recursos estatales para fines 
clientelistas no se agota en este tipo de programas focales dirigidos 
a los pobres. El gasto en programas manejados con un fuerte enfo-
que clientelista no son los más visibles. Son las acciones político-es-
tatales y partidarias de las élites en el poder, en este caso del PLD, 
en la lucha electoral las que se hacen más visibles como acciones 
clásicamente clientelistas, pero, paradójicamente, estas acciones 
son siempre coyunturales y no son las que concentran más recur-
sos, aunque mucho dinero mueven. Las acciones clientelistas me-
nos perceptibles, envueltas en programas permanentes dirigidos 
a los pobres y a grupos corporativos de la sociedad y economía, a 
través de subsidios y otras acciones, movilizan mucho más recur-
sos y son las que en el fondo tienen mayor eficacia para las élites 
políticas que controlan el poder del Estado. Más aun, las acciones 
clientelistas en períodos de campaña electoral cuando resultan efi-
caces lo son a propósito de su vinculación con el primer tipo de 
acciones. Por ejemplo, en períodos de campaña electoral el manejo 
de las tarjetas para los pobres se acentúa, se hace más propaganda 
con los programas focales que maneja el gobierno, etc.

que controla el Poder Ejecutivo. De esta forma, la acción clientelar se 
convierte en un componente central de la racionalidad política de este 
ordenamiento clientelista del vínculo Estado/sociedad.
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Pero lo central continúa siendo el hecho de que hoy día se ha 
tecnificado el manejo clientelar de bienes públicos de quienes de-
tentan el poder. Vale decir: hay mayor eficacia en el manejo de 
recursos estatales dirigido a los pobres para fines políticos, los 
programas son mejor controlados, hay toda una burocracia estatal 
que racionaliza el empleo de esos recursos, sus efectos son medi-
dos con modernas técnicas de seguimiento y evaluación. Lo que 
el aparato político que controla el Estado maneja en este proceso 
es sencillamente la acción discursiva que racionaliza el programa 
y que saca provecho partidario o faccional de sus resultados. In-
dependientemente de que esto simplemente representa una rea-
lidad de hecho, indica otra cosa: le reporta a la élites clientelista 
que maneja los programas una apariencia de objetividad y sentido 
de equidad en el manejo de los recursos, lo que produce la idea 
de una buena causa, de una acción “desinteresada”, simplemente 
“inspirada en el espíritu de justicia” que se asume anima a la élite.

Indudablemente que este razonamiento lo que discute es el 
empleo de los bienes públicos para fines clientelares, sin intro-
ducir el otro componente del problema: el beneficio personal, o 
corporativo, que muchos dirigentes políticos pueden obtener al 
manejar y vincularse a los programas clientelistas del Estado. En 
este caso la acción clientelista abre otro capítulo del neopatrimo-
nialismo de Estado, el de la corrupción y el peculado, asunto que 
se ha discutido en el Capítulo VII de este libro. Lo único que debo 
agregar para finalizar este apartado se refiere a las condiciones de 
empleo de los recursos públicos según las coyunturas económi-
cas e institucionales. Paradójicamente, en un Estado manejado en 
una lógica neopatrimonial, las élites en el poder, y en concreto las 
administraciones del PLD, asumen lo que los economistas llaman 
una respuesta contra-cíclica en la implementación de sus políticas. 
Veamos. Cuando en la economía se asiste a una “buena coyuntu-
ra” (buenos precios internacionales de las exportaciones, aumento 
de la demanda interna y por tanto de la producción y el tamaño 
del mercado, etc.) aumentan las recaudaciones y por tanto poten-
cialmente se dispone de mayores recursos para ser destinados a 
políticas de claro sesgo clientelar. Cuando se trata de la situación 
inversa, el gobierno central no disminuye el gasto, sino que lo man-
tiene o aumenta por la vía de los empréstitos y por tanto mantiene 
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o amplía sus programas clientelares. Se instala, pues, una dialécti-
ca que hace del empleo de recursos estatales para fines clientelares 
una espiral ascendente. 

Este es un asunto más complejo de lo aparente y cuyas conse-
cuencias son, en muchos sentidos, perniciosas para la economía 
en su conjunto y para la gente concreta en particular. Esa dialéc-
tica estatal del gasto, en una suerte de keynesianismo clientelar 
y salvaje, va en continuo aumento como condición de su propia 
existencia como política y como requisito del poder de la élite que 
controla el Estado. Con ello se potencia el déficit fiscal. Esto últi-
mo es un resultado no solo de las ondas recesivas del ciclo econó-
mico que disminuyen el ingreso del sector público, sino también 
producto de los límites impositivos del potencial de recaudación 
(que establece el acuerdo de clase en todo esquema de tributa-
ción). Si las políticas públicas que amplían permanentemente el 
gasto continúan, aun en las malas coyunturas, el endeudamiento 
permanente del gobierno central “ceba la bomba” para la crisis. 
En el ínterin los ingresos de la gente tienden a descender y las po-
líticas salariales se hacen rígidas. Es claro que en esta dialéctica la 
política clientelista se convierte en un activo de la crisis y si a ello 
se añaden los estragos de la apropiación privada de recursos esta-
tales, vía la corrupción en programas de inversión, en programas 
sociales y en general de gastos, resulta claro que el manejo neo-
patrimonial de recursos estatales no solo drena recursos al erario, 
sino que se convierte en una especie de política de crisis perma-
nente, cuyo remedio es aumentar las condiciones que producen la 
enfermedad.

A estas dificultades que plantea la implementación de progra-
mas públicos, en el campo social o de inversión en infraestructu-
ra, o simplemente de gastos, se añade el componente propio del 
hiperpresidencialismo de Estado que organiza al aparato estatal 
dominicano, como se ha analizado arriba (Capítulo VI). Indepen-
dientemente del debate relativo a los esfuerzos que puede hacer 
un presidente por frenar el uso neopatrimonial de bienes públicos 
al impulsar sus programas de gobierno, es claro que la centrali-
zación del poder obliga al primer mandatario a transferir decisio-
nes al séquito burocrático que no tiene capacidad de control y el 
sistema en su conjunto no auto regula. En la práctica, la gestión 
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pública termina convirtiéndose en un ejercicio “federativo” de je-
faturas políticas que son las que concretamente controlan los apa-
ratos estatales. En esa dinámica el presidente tiene formalmente el 
control pero en la práctica su dominio es siempre el resultado de 
un acuerdo político. Es esto lo que dota al Comité Político del PLD 
de un poder corporativo que conduce al Presidente de la Repúbli-
ca a un trasiego permanente entre partido y gobierno que hace de 
la separación entre lo público y lo privado un ejercicio difícil de 
reconocer. Es esto lo que oculta la grave crisis que afecta al partido 
de gobierno, el sometimiento de lo político a los imperativos de lo 
económico, no porque un poder empresarial externo a la organi-
zación le haya impuesto directrices, sino porque el propio mando 
político ha devenido en una corporación económica. 

En esta línea de reflexión, un aspecto a discutir es el de la po-
sibilidad de la salida del gobierno del PLD y sus impactos en la 
cadena de mandos en la organización. La discusión giraría en tor-
no a dos elementos: a) si quienes han sido jefes de Estado, es decir 
Fernández y Medina hasta hoy, permanecerían con ese gran poder 
en la toma de decisiones de la organización. Podría avanzarse la 
hipótesis de que al perder poder neopatrimonial, el poder de am-
bos líderes se vería mermado, quizás de manera posterior a una 
lucha que se plantearía entre los dos liderazgos cuyos resultados 
mermarían el poder de ambos líderes. b) El segundo elemento gira 
en torno a la discusión sobre las relaciones entre Comité Político 
y Comité Central. En esa situación, la de un PLD de nuevo en la 
oposición, es razonable preguntarse si la subordinación del segun-
do en torno al primero se mantendría. Es previsible que en este 
caso el Comité Central adquiera mayor autonomía e influencia. 
Es evidente que ello estimularía o potenciaría el surgimiento de 
liderazgos internos emergentes, que no necesariamente cuestio-
nen a los dos líderes de la organización, pero sí puedan presionar 
a los dirigentes del Comité Político para el cambio de su compo-
sición. La hipótesis hasta aquí planteada se escribió en marzo del 
2016. Danilo Medina logró triunfar en las elecciones del 2016, pero 
ello no anula el razonamiento prospectivo anterior, simplemente 
añade otro componente: la predicción de un conflicto brutal entre 
Fernández y el reelecto presidente Medina ante el potencial de 
crisis que esto implica y lo que supone en términos de legitimidad 
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y hegemonía del partido ante la sociedad y los grupos de poder 
en el país, conduce a una visión realista donde Medina buscaría 
una especie de modus vivendi con Fernández, y a este último dicha 
situación lo llevaría a evadir el choque de trenes, el resultado sería 
una suerte de compromiso difuso entre ambos líderes, por lo me-
nos hasta un tiempo antes del 2020, donde se plantearía el tema 
de la sucesión. Lo descrito parece un escenario de la Francia de 
Luis XIV.

Cierre

Pese a que los partidos políticos ocupan el lugar central de la 
política democrática dominicana, abandonados a su suerte histó-
ricamente los mismos han devenido en maquinarias clientelistas 
organizadas en verdaderas federaciones como grupos de interés 
particulares. En tales condiciones, hoy día los partidos sufren una 
mutación histórica, tras la desaparición de los grandes caudillos y 
sobre todo debido al predominio del faccionalismo que ha clienti-
lizado la política democrática en el país. Esto se ha producido en 
gran medida por el manejo neopatrimonialista de las instituciones 
estatales y una verdadera transformación de las relaciones entre 
sociedad y Estado.

Hacer de la política de partidos el único eje del proceso de 
democratización conduce sin duda alguna a la profundización del 
clientelismo y a un empeoramiento de la gestión pública. Y sin 
embargo, sin un sistema de partidos moderno no hay viabilidad 
para la política democrática. Esto obligaría “en buena lid” a re-
plantear la relación entre partidos y sociedad civil, como a rear-
ticular las relaciones entre Estado y sociedad, pero me temo que 
para que ello ocurra es la sociedad y no la política, la que debe 
producir capacidades que muevan a los partidos a redefinir sus 
lazos con el ciudadano común.

A mi criterio el eje que debe guiar la relación Estado-sociedad, 
base de toda transformación democrática, precisa de centrarse hoy 
más que nunca en la reivindicación ciudadana. Es preciso hacer 
del ciudadano el eje articulador del proceso de democratización, 
recuperar la condición ciudadana como el motor de la política de-
mocrática. Esto, como lo veo, es una condición de las nuevas bases 
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institucionales que requiere hoy la política de partidos, capaz de 
permitirle orientarse hacia la gente, no simplemente vista como 
objeto de la acción política, sino principalmente como sujeto de 
la misma. Esto replantearía la necesidad de un nuevo marco en el 
que la política sea desnudada de su ropaje redentor y sea asumida 
como responsabilidad colectiva en manos de reales ciudadanos. 
En el mundo de hoy no hay lugar para ninguna redención. La pré-
dica redentora es un fantasma que conduce simplemente a la de-
magogia, al populismo y al clientelismo, antesalas del autoritaris-
mo y la pérdida de las conquistas democráticas. La política debe 
reconocerse hoy como el verdadero terreno donde se manejan los 
problemas que todos compartimos como comunidad civilizada y 
libre. Por ello la política no debe asumirse como el patrimonio de 
los partidos, ni como su responsabilidad exclusiva, aun así requie-
re de los partidos y pasa por los partidos, pues los mismos con-
tinúan constituyendo el mecanismo principal por medio del cual 
la democracia asegura su legitimidad, fundada en la libre y justa 
competencia por el poder.

En el pasado reciente se asumía la política como un ejercicio 
únicamente centrado en la búsqueda del poder. Pero si de lo que 
se trata es de hacer del ciudadano el sujeto finalmente responsable 
de la política, en la comunidad de hombres y mujeres libres, esta 
última deberá ser asumida como el proceso mediante el cual la 
comunidad se organiza como comunidad de derechos. Visto así, 
la competencia por el poder no puede pensarse ni asumirse en 
una sola dirección, en un juego de todo o nada; debe reconocerse 
como la búsqueda permanente del compromiso responsable entre 
sujetos de derecho que tratan no solo de alcanzar el poder, sino 
de resolver sobre todo sus problemas comunes (Hannah Arendt). 
Sin ese compromiso los problemas de la vida pública difícilmente 
puedan ser asumidos y mucho menos resueltos. Esto implica no 
solo sentido de responsabilidad, sino también realismo, y ello pasa 
por reconocer que en la vida social no existe ninguna posibilidad 
de redención final de los males del hombre, ni de los problemas 
de la sociedad. Los mismos son el producto de las acciones y si-
tuaciones humanas. Deben ser, pues, resueltos por sus creadores. 

Medio siglo de experiencias de luchas democráticas debe al 
menos habernos enseñado el ABC de la convivencia política y me 
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temo que estemos todavía hoy muy alejados de ese ideal elemental 
de prudencia y entendimiento. Desterremos al menos la política 
redentora que funda no solo el caudillismo y el clientelismo, sino 
también la injusticia, el miedo y el autoritarismo. Construyamos 
una política ciudadana responsable. Ese camino es probablemente 
el más difícil, pero al menos permite organizar el juego político-
democrático en un marco de reglas que compromete a todos, obli-
gándonos a asumir responsablemente los problemas que compar-
timos, de acuerdo a nuestras posibilidades reales de resolverlos. 

La democracia dominicana se encuentra hoy en un momen-
to de crisis, lo que abre oportunidades. A mi criterio la ruta con-
servadora de la “consolidación democrática” abierta por el pacto 
PRSC-PLD, tras el llamado “Frente Patriótico” de 1996, condujo 
a la clientilización del sistema político y al deterioro de la institu-
cionalidad democrática, haciendo del Congreso un instrumento 
dócil al servicio del poder presidencial y de la justicia un apara-
to racionalizador y justificador del privilegio de la élite política 
del partido gobernante. La consolidación conservadora también 
arrastró al PRD como gran partido de masas. El poder concentra-
do por el PLD fue de una naturaleza tal que logró dispersar a la 
oposición y hacerla inefectiva, pese al descontento de masas. El 
deterioro opositor llegó a un punto tal que el PRD terminó envuel-
to en una crisis permanente que condujo no solo a la división y a 
la salida de la organización de la mayoría, fundando el PRM, sino 
que hizo de lo que quedó del PRD una organización obediente y 
subordinada al monopolio político del PLD, en particular del po-
der presidencial concentrado hoy en Danilo Medina.

El esfuerzo opositor hoy día enfrentando al PLD-PRD y aliados 
ha tenido resultados limitados, recuperando cierta capacidad elec-
toral que necesita consolidarse. Lamentablemente, el PRM como 
organización líder del campo opositor se encuentra en proceso de 
cohesionamiento interno, lo que acarrea dificultades que limitan el 
ejercicio del liderazgo en ese partido (Mejía y Abinader), entre otras 
causas por la fuerte presencia del modelo faccional heredado del 
PRD y la poca creencia de sus líderes en una propuesta renovado-
ra, no simplemente en el campo programático sino en la visión y 
practica de lo político. En la oposición más a la izquierda (OP-APD 
de Minou Tavárez Mirabal y Max Puig y AP de Guillermo Moreno) 
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no se ha podido cohesionar opciones creíbles en la población que 
movilice el voto popular y de la clase media. Estas organizaciones 
se han mantenido como grupos minoritarios, lo que debería fun-
dar la duda en sus dirigentes de la eficacia de la línea mantenida, 
rígida en su potencial de alianzas, sobre todo con fuerzas como el 
PRM, y estrecha en sus estrategias de cambio político y social.

Las fuerzas democráticas dominicanas son heterogéneas, for-
man parte de ellas no solo las organizaciones políticas (de izquier-
da, centro, derecha, socialdemócratas y conservadores) que hoy 
figuran en la oposición al PLD, sino también la dispersa sociedad 
civil, el movimiento sindical débil y disperso e incluso amplios 
sectores del propio PLD. Es imposible unificar todo ese conjunto 
de actores en un solo cuerpo político, ni siquiera en un frente co-
mún, pero sí es posible ponerse de acuerdo en asuntos básicos que 
deben impulsarse en conjunto. Esto es requisito para avanzar en el 
camino que debe conducir a un replanteamiento de las relaciones 
Estado-sociedad, que siente las bases de un programa democráti-
co que ciudadanice la lucha política. Ese programa debe admitir 
y los partidos políticos deben reconocer, que solo un programa 
democrático radical que centre en la construcción del ciudadano 
la base de su política, podrá reordenar nuestra casa democrática 
y hacer del sistema de partidos un instrumento que sirva a la so-
ciedad sin servirse de ella. Ciudadanizar la política, radicalizar el 
programa democrático, es la tarea. 
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Cuadro A.3:  
Poder municipal: alcaldías por partidos: 1994-2016(*)

Partidos Alcaldías por años

1994 1998 2002 2006 2010 2016

PRD 49 94 104 52 57 1

PLD - 13 7 68 92 107

PRSC 58 8 11 27 4 14

PRM - - - - - 30

PRI - - 3 2 - -

BIS - - - - - 2

PPC - - - 2 1 -

UDC - - - - 1 1

ADP - - - - - 1

Frente Amplio - - - - - 1

MIUP - - - - - 1

PRSD - - - 1 - -

TOTAL 107 115 125 151 155 158

(*) Alcaldías de municipios. No incluye los distritos municipales.
Fuente: Junta Central Electoral: Estadísticas Electorales.
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Grafico: A1 
Percepción de la inseguridad personal: 1994-2014

Tomado de Espinal, R., Morgan J., Zechmeister E. J. (2015): Cultura política de 
la democracia en República Dominicana y en las Américas, 2014: gobernabilidad 
democrática a través de 10 años del Barómetro de las Américas, Gallup, INTEC, LAPOP, 
Barómetro de las Américas, Vanderbilt University, Santo Domingo, p. 158.

Gráfico: A2.1 
Percepción de la corrupción: 2007-2014

Tomado de Espinal, R., Morgan J., Zechmeister E. J. (2015): Cultura política de la 
democracia en República Dominicana y en las Américas, 2014: gobernabilidad demo-
crática a través de 10 años del Barómetro de las Américas, Gallup, INTEC, LAPOP, 
Barómetro de las Américas, Vanderbilt University, Santo Domingo, p. 164.
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Gráfico: A 2.2 
Victimización personal de la corrupción: 2007-2014

Tomado de Espinal, R., Morgan J., Zechmeister E. J. (2015): Cultura política 
de la democracia en República Dominicana y en las Américas, 2014: gobernabilidad 
democrática a través de 10 años del Barómetro de las Américas, Gallup, INTEC, 
LAPOP, Barómetro de las Américas, Vanderbilt University, Santo Domingo, 
p. 161. Ajustes del autor.

Gráfico: A3 
La tolerancia y el apoyo al sistema político: 2006-2014

Tomado de Espinal, R., Morgan J., Zechmeister E. J. (2015): Cultura política 
de la democracia en República Dominicana y en las Américas, 2014: gobernabildad 
democrática a través de 10 años del Barómetro de las Américas, Gallup, INTEC, 
LAPOP, Barómetro de las Américas, Vanderbilt University, Santo Domingo, 
y p. 181 y 185. Ajustes y elaboración del autor.
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Gráfico: A4 
De la mano dura al apoyo a la democracia: 2006-2014

Tomado de Espinal, R., Morgan J., Zechmeister E. J. (2015): Cultura política de la 
democracia en República Dominicana y en las Américas, 2014: gobernabildad democrá-
tica a través de 10 años del Barómetro de las Américas, Gallup, INTEC, LAPOP, Baró-
metro de las Américas, Vanderbilt University, Santo Domingo, p. 193. Ajustes y 
elaboración del autor.
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Gráfico: A5 
La eficacia gubernamental en políticas públicas  

y gobernabilidad: 2006-2014

Tomado de Espinal, R., Morgan J. y Zechmeister E. J. (2015): Cultura política de la 
democracia en República Dominicana y en las Américas, 2014: gobernabilidad democrá-
tica a través de 10 años del Barómetro de las Américas, Gallup, INTEC, LAPOP, Baró-
metro de las Américas, Vanderbilt University, Santo Domingo, p. 214. Ajustes y 
elaboración del autor.
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Referencias editoriales

La mayoría de los capítulos de este libro aparecieron total o 
parcialmente como artículos en libros, publicaciones especializa-
das y revistas académicas. Aun así, todos ellos sufrieron una revi-
sión que condujo en muchos casos a su ampliación.

El Capítulo I fue originalmente publicado bajo el título “Ten-
siones y dilemas del Estado latinoamericano en la consolidación 
democrática y la globalización”, Revista GLOBAL No. 42/2011, 
bajo el título “Tensiones del Estado latinoamericano en la consoli-
dación democrática y la globalización”, pp. 6-18. La presente ver-
sión ha sido sustancialmente modificada

Una primera versión muy reducida del Capítulo II se publicó 
como artículo bajo el título: “Las etapas del cambio democrático 
en República Dominicana: 1966-2015. De la crisis post dictadura 
a la hegemonía del PLD”, en el libro editado por Rosa Conde e 
Isabel Wences: Cambio político, desafección y elecciones en América 
Latina, Centro de Estudios Políticos y constitucionales, Madrid, 
2015. La presente versión ha sido sustancialmente ampliada, aña-
diéndose sobre todo los apartados 3 y 4.

Una parte del Capítulo III se publicó como artículo bajo el títu-
lo de “Sistema de partidos y cambio democrático: aproximaciones 
al caso dominicano”. En: América Latina Hoy, Vol. 56, diciembre 
del 2010, Universidad de Salamanca. pp. 15-36. La versión que 
aquí se publica ha sufrido modificaciones.

Originalmente una versión primitiva del Capítulo IV se pre-
sentó en la Jornada de Reflexión del Movimiento Cívico Partici-
pación Ciudadana (PC) del 23 de marzo del 2013, Santo Domingo. 
Posteriormente, una parte del mismo se publicó en mi libro La 
razón democrática (2013). En el presente capítulo se ha reformado 
sustancialmente el borrador original. Lo he incorporado como ca-
pitulo independiente al presente libro debido a que, a mi juicio, 
ayuda a comprender mejor el funcionamiento de la política de 
partidos. 
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La primera versión del Capítulo V se publicó en Nueva Socie-
dad (Mayo-Junio 2005) con el título “La Izquierda Latinoamerica-
na en el Poder: Interrogantes Sobre un Proceso en Marcha”. Los 
dos últimos apartados del capítulo se escribieron específicamente 
para el presente libro.

Los capítulos VI, VII y VIII se escribieron específicamente para 
este libro.
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